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LOS ECOSISTEMAS SON –O PUEDEN SER– LA RIQUEZA DE LOS POBRES. Para muchas personas de los 1.100 millones que viven
en la extrema pobreza, la naturaleza es un salvavidas cada día, un bien para aquellos que cuentan con escasos bienes materia-
les. Esto es especialmente cierto para los pobres que viven en el medio rural, lo que supone tres cuartas partes de los hogares
pobres de todo el mundo. Lo que se recolecta de los bosques, bancos pesqueros y campos agrícolas es una fuente primaria de
ingresos en el medio rural y un colchón cuando otras fuentes de empleo escasean. Pero los programas para reducir la pobreza no
suelen tener en cuenta el importante vínculo que existe entre el medio ambiente y el sustento de los pobres en el medio rural. Como
consecuencia, el máximo potencial de los ecosistemas como creadores de riqueza para los pobres –y no como simples mecanis-
mos de supervivencia– aún no se ha alcanzado realmente.

La tesis de Recursos mundiales es que los beneficios obtenidos de los ecosistemas –lo que llamamos ingresos ambientales– pue-
den actuar como un peldaño fundamental para el empoderamiento económico de los pobres del medio rural. Esto requiere que los
pobres gestionen los ecosistemas para mantener una producción estable a lo largo del tiempo. Los ecosistemas productivos son
la clave para lograr una fuente de ingresos sostenible a partir de la naturaleza.

Pero para que los pobres exploten esa fuente de ingresos, tienen que ser capaces de recoger los frutos de su buena administración.
Desgraciadamente, los pobres rara vez tienen el poder para controlar los recursos naturales. Una serie de fallos en su gobernanza
suele interponerse: falta de propiedad legal y de acceso a los ecosistemas, marginalización política y exclusión de las decisiones
que afectan a la forma en que se gestiona estos ecosistemas. Si no se aborda estos fallos, hay pocas posibilidades de utilizar el
potencial económico de los ecosistemas para reducir la pobreza rural.

Hacer que la gobernanza sea más favorable a los pobres supone afrontar asuntos como derechos de propiedad, acceso a la infor-
mación y toma de decisiones, representación adecuada, transparencia institucional y justicia en el reparto de costes y beneficios
en la gestión de los recursos. Éstas son facetas de la gobernanza democrática: la toma de decisiones que respeta los derechos y
las necesidades de aquellos que dependen de los recursos. Para los pobres, la gobernanza democrática es la puerta hacia la equi-
dad y una de las piedras angulares de la sostenibilidad.

Esta fusión de gestión de los ecosistemas y buena gobernanza es también necesaria para alcanzar los Objetivos de Desarrollo del
Milenio, el conjunto de ocho objetivos adoptado por la comunidad internacional en 2000 para enfrentarse a la pobreza en el mundo.
Así como para crear medios de sustento rural, los ecosistemas son esenciales para el verdadero progreso hacia la salud, la nutri-
ción, la sanidad y los objetivos ambientales insertados en los Objetivos de Desarrollo del Milenio. De hecho, sin empoderar a los
pobres para gestionar responsablemente su medio ambiente para su beneficio económico, no podremos enfrentarnos a la pobre-
za rural en sus muchas dimensiones. 

El objetivo de este informe es subrayar el papel vital de los ecosistemas y su administración –de la naturaleza y el poder– en la
reducción de la pobreza. La principal cuestión que plantea el informe es la siguiente: ¿Quién controla los ecosistemas y cómo
puede reconfigurarse este control para permitir a los pobres usar sus haberes naturales como fuentes sostenibles de generación
de riqueza, vehículos de empoderamiento político y vías de integración en las economías nacionales e internacionales?

Más información en: www.wri.org y   www.buenosdiasplaneta.org
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PRESENTACIÓN

ES PARA MÍ UNA SATISFACCIÓN PODER PRESENTAR ESTA NUEVA

edición de la guía Recursos mundiales. El trabajo fruto del esfuerzo compartido

entre diversas instituciones, supone una contribución esencial para comprender la

magnitud de los problemas ambientales a escala global.

La publicación, bajo el esclarecedor e impactante titulo “la riqueza del pobre”

“manejar los ecosistemas para combatir la pobreza”, ofrece una importante llamada

de atención para seguir trabajando por el medio ambiente, haciendo posible que las

naciones mejoren su calidad de vida sin comprometer la de las generaciones futuras.

Para ello, el camino más adecuado es el compromiso con una iniciativa conjunta,

sobre la pobreza y el medio ambiente, con estrategias y  recomendaciones concretas,

así como medidas prácticas que atiendan las preocupaciones ambientales de las

personas pobres de los países en desarrollo.

Desde los poderes públicos debemos influenciar, alentar y asistir a las sociedades de

todo el mundo y especialmente a algunos países en una situación más crítica, para

que conserven la integridad y diversidad de la naturaleza, y garanticen el uso de los

recursos naturales de manera equitativa y ecológicamente sostenible.

Debemos articular una política ambiental con carácter global, que sea coherente y

que ofrezca soluciones a los conflictos planteados, entre la defensa de los intereses

sociales y económicos  y los  intereses ambientales.



En el camino hacia la sostenibilidad sin duda es mejor compartir experiencias que
caminar en solitario. El diálogo y hacer camino al andar nos permitirá acercar
posiciones, reduciendo las diferencias actuales, entre las sociedades desarrolladas y
en vías de desarrollo. En este sentido es esencial la cooperación al desarrollo como
eje transversal de nuestras acciones en el exterior, tanto a nivel nacional como
autonómico. Unas acciones que deben ir encaminadas hacia la sostenibilidad y la
regeneración ambiental de los países receptores.  

Los convenios multilaterales surgidos de la Cumbre de Río consagran la globalidad
de los problemas ambientales e instauran mecanismos para facilitar a los países en
desarrollo su cumplimiento. Si bien es cierto que uno de los principales problemas
de estos Estados es la pobreza, situación que responde a múltiples causas y a la que
se une casi siempre el deterioro ambiental, no deja de ser menos cierto que la forta-
leza de sus Instituciones, el respeto escrupuloso al Estado de Derecho y la observan-
cia de las normas, son las mejores herramientas para conjugar el desarrollo y la
prosperidad económica con el cuidado del medioambiente y el aprovechamiento
racional de los recursos. 

Sería deseable que no se contemplasen las exigencias ambientales como un freno a
su progreso económico, un obstáculo a sus exportaciones o una pesada carga en la
obligación de conservar su patrimonio natural.

Para ello es fundamental que, además de impulsar la cooperación efectiva a partir de
la transferencia de tecnología y  formación, se implementen fórmulas que contribu-
yan a simplificar los procesos de toma de decisión, facilitar la participación activa y
asumir proporcionalmente su grado de desarrollo y los costes de conservación.

Quisiera finalmente felicitar a todos aquellos que con su esfuerzo han contribuido a
la elaboración de esta obra, en especial a los Programas de Naciones Unidas para el
Desarrollo y para el Medio Ambiente, el Banco Mundial y el Instituto de Recursos
Mundiales, así como a la Fundación para la Investigación y el Desarrollo Ambiental
por su excelente labor de divulgación ambiental.  

Sin duda, la divulgación y la formación son tareas esenciales encaminadas a que los
ciudadanos del mañana puedan disfrutar de un medio ambiente más cuidado, más
habitable y compatible con un mayor grado de prosperidad.

Beatriz Elorriaga,
consejera de Medio Ambiente

y Ordenación del Territorio
de la Comunidad de Madrid
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LA POBREZA PROFUNDA ES UN OBSTÁCULO FUNDAMENTAL PARA LOS

sueños y aspiraciones de seres humanos en cada país. Incluso después de cinco

décadas de esfuerzos para lograr desarrollo y crecimiento, las dimensiones de la

pobreza aún nos asombran. Casi la mitad de la población mundial vive con menos

de 2 dólares al día, más de 1.000 millones de ellos lo hacen con 1 dólar o menos. La

pobreza a esta escala supera las fronteras de cualquier país o región en particular y

afecta el bienestar de todos nosotros.

La publicación de Recursos mundiales llega en un momento particularmente crítico.

Las economías de muchos países en desarrollo han estado creciendo a marchas

forzadas durante varios años. Ese crecimiento nos ha hecho darnos cuenta de dos

crudas realidades: en la mayoría de esos países ha sacado a millones de personas

fuera de la extrema pobreza, pero es alarmante el precio que estas naciones están

pagando en forma de degradación acelerada de sus recursos naturales.

Al mismo tiempo, en el año 2005 ha tenido lugar una serie de eventos clave  que aportan

una visión más clara del futuro. En la cumbre del G-8 en Escocia, la atención sobre los

problemas de la pobreza mundial, especialmente en África, fue algo inusual por la

firmeza y por el reconocimiento de la trascendencia de las consecuencias de la pobreza.

HACER QUE 
LA RIQUEZA DE
LA NATURALEZA
TRABAJE PARA
LOS POBRES
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En la primavera de ese año, la Evaluación de Ecosistemas
del Milenio (EM), una valoración de la salud de los ecosis-
temas del mundo, publicó la primera de su serie de infor-
mes después de cinco años de intensos estudios. Los hallaz-
gos de la EM han dado la señal de alarma para el futuro,
pero también contienen un marco de trabajo para abordar
los desafíos que nosotros mismos nos hemos creado.

La EM ha demostrado más allá de toda duda el deterioro
que hemos provocado en los ecosistemas de la Tierra. Al
mismo tiempo, la EM ha probado inequívocamente que
podemos gestionar mejor estos bienes y, haciendo esto,
asegurar sus beneficios para el futuro.

Recursos mundiales plantea proposiciones simples:

■ El crecimiento económico es el único medio realista para
sacar a los pobres fuera de la extrema pobreza en el
mundo en vías de desarrollo, pero debe reforzarse la
capacidad de los pobres para participar en el crecimiento
económico si es que han de participar en sus beneficios. 

■ Los cimientos para construir una estrategia de crecimiento
que favorezca a los pobres comienzan en los recursos
naturales. Éstos aportan la base de la que depende la frágil
existencia de la vasta mayoría de los pobres, pero sobre la
que ejercen muy escaso control y, por tanto, no pueden
ejercitar un gobierno pleno.

■ El papel de la gobernanza –una gobernanza transparente
y responsable–  es crítico para promover un crecimiento
favorable a los pobres y es esencial para asegurar que el
motor de ese crecimiento, la abundancia de recursos
naturales, es gestionada sabiamente.

Hay algunas cosas que sabemos con certeza. Sabemos que
la inmensa mayoría de los pobres del mundo se concentran
en zonas rurales. Sus medios de vida dependen de los
campos, bosques y aguas –la generosidad de los ecosiste-
mas–. Estos ecosistemas aportan un activo natural básico
que los pobres que viven en el medio rural pueden emplear
para comenzar un proceso de creación de riqueza que les
proyectará fuera de la subsistencia hacia la corriente princi-
pal de las economías nacionales, pero sólo bajo las circuns-
tancias adecuadas.

Si la base de recursos naturales no es gestionada pensando
en el largo plazo, si es explotada y contaminada para
obtener beneficios a corto plazo, nunca suministrará el
combustible para el desarrollo económico en la escala
necesaria para aliviar la pobreza.

Y esto es lo que sucede actualmente, como muestra dramá-
ticamente la Evaluación de Ecosistemas del Milenio. Si los

ecosistemas del mundo suponen las existencias de capital
natural del planeta, hemos reducido esa suma a un ritmo
alarmante en las últimas décadas. Durante los últimos 50
años, hemos modificado los ecosistemas más rápidamente
que en ningún otro momento de la historia de la humani-
dad, en gran medida para cubrir las demandas de alimen-
tos, agua potable, madera y fibras.

Estos cambios no se han producido sin un beneficio. Los
incrementos obtenidos en el volumen de alimentos, fibras
y otros servicios han contribuido a mejorar el bienestar
humano. Sin embargo, las ganancias están distribuidas de
forma desigual y los pobres con frecuencia soportan los
costes asociados.

Al crecer las poblaciones y las economías, las presiones
sobre los ecosistemas se incrementarán inexorablemente.
Gracias a la EM, finalmente entendemos, en términos que
hasta los economistas o banqueros más estrictos pueden
apreciar, el valor económico de nuestros haberes en
capital natural. Y al igual que el banquero o el econo-
mista, ahora entendemos que debemos administrar ese
capital –un fondo de inversión, si se quiere– de forma que
no sólo nos provea para satisfacer nuestras necesidades
hoy, sino también las necesidades de las generaciones
futuras.

Esta obra documenta que semejante administración de la
naturaleza es también un medio eficaz para luchar contra la
pobreza. Cuando las familias pobres mejoran su gestión de
los recursos –ya sean pastos, bosques o bancos pesqueros– la
productividad de estos sistemas aumenta. Cuando esto se
combina con un mayor control sobre estos bienes naturales,
a través de derechos de propiedad más fuertes, y una mayor
inclusión en las instituciones locales, los pobres pueden
obtener un aumento de la productividad a modo de mayores
ingresos. Con mayores ingresos procedentes del medio
ambiente –a los que nos referimos como ingresos ambientales–
las familias pobres experimentan una mejora en la nutrición
y la salud y comienzan a acumular bienes. En otras palabras,
inician su camino de salida de la pobreza.

Desde hace algún tiempo sabemos que el crecimiento
económico, el crecimiento que expande la disponibilidad
de oportunidades, es necesario en cualquier esfuerzo
consistente para aliviar la pobreza. Pero la calidad de ese
crecimiento es crucial si de verdad se quiere que sus benefi-
cios económicos se extiendan a los pobres. El crecimiento
favorable a los pobres basado en el uso sostenible del
capital de recursos naturales requiere un cambio funda-
mental en la gobernanza. Recursos mundiales 2002 - 2004
demostraron que las decisiones más inteligentes y justas
sobre el uso de los recursos naturales se han de hacer de
forma abierta y transparente. Aquellos más afectados por
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semejantes decisiones deben tener un acceso pleno a la
información y la capacidad de participar.

El cambio en la gobernanza necesariamente debe incluir
reformas que den a los pobres una verdadera participación
en su futuro. Las cuestiones de la propiedad de la tierra, la
responsabilidad sobre los recursos mantenidos en común, el
control y la transparencia deben ser afrontados de manera
que se reconozca y catalice el papel del interés individual y
del de la comunidad en la gestión de los recursos naturales
como un fondo a largo plazo.

Incluido en estas reformas debe figurar un mandato claro
para acabar con la corrupción, que oprime particular-
mente a los pobres. El soborno de funcionarios guberna-
mentales, los acuerdos internos de intereses ocultos y la
explotación de los recursos naturales para el beneficio
inmediato de unos pocos generan un entorno donde los
derechos de los pobres sobre los recursos son violados y no
puede florecer un crecimiento favorable a los pobres.

El incremento de instituciones libres e incorruptas en los
países en desarrollo supone el catalizador que nos ayudará
a solucionar estos dos retos inextricablemente unidos: la
erradicación de la pobreza extrema y la administración de
nuestro capital natural para que satisfaga nuestras necesi-
dades futuras.

El acceso al capital natural para crear riqueza, el control y
la responsabilidad sobre ese capital, la información y tecno-
logía básica para hacer que ese control sea útil y productivo
y la capacidad de alcanzar mercados que introduzcan a los
pobres en la economía global son las herramientas dispo-
nibles. La recompensa para los países que empuñan estas
herramientas es la perspectiva de un futuro mucho mejor
que el que afrontan hoy en día y una estabilidad social
basada en la elección, el acceso y las oportunidades econó-
micas.

Estas metas no serán alcanzadas sin un precio para el
mundo desarrollado, pero se trata de uno que los países
desarrollados deberían estar deseosos de pagar, dada la
recompensa. Los programas de ayuda tendrán que volverse
más orientados a objetivos y responsables. El libre comercio
tendrá que significar sólo eso. Tarifas, cuotas de importa-
ción y subsidios a los cultivos deberán ser modificados,
minimizados o eliminados para que la promesa de una vida
mejor que nace en una granja en África central no se estre-
lle en los puertos de Europa, Japón o Estados Unidos.

Tengamos en cuenta las consecuencias de la inacción o la
acción equivocada: la pobreza continuada. Los estragos sin
control de enfermedades prevenibles. Generaciones perdi-
das cuyo talento y potencial nos son negados. El agota-

miento de recursos vitales para nuestro futuro. Y la corro-
sión social nacida de la desigualdad y la inestabilidad
política que las fronteras nacionales no pueden contener
por más tiempo.

Gran parte de lo que reclamamos en este último informe
está incluido en los Objetivos de Desarrollo del Milenio,
adoptados por las Naciones Unidas en 2000 y con el
compromiso de las naciones más ricas del mundo. Recursos
mundiales nos muestra cuán importante es la gestión de los
ecosistemas en beneficio de los pobres para alcanzar estos
objetivos.

Lo que Recursos mundiales argumenta elocuente e inequívo-
camente es que el camino adelante está ahora más claro
que nunca. El informe presenta abundantes ejemplos a
adoptar e imitar, demostrando cómo las naciones pueden
fomentar una aproximación al crecimiento rural desde la
raíz que comienza naturalmente con los bienes que los
pobres ya poseen. Sabemos mucho más de lo que sabíamos
en Río en 1992. Conocemos el disparate de extender la
ayuda sin las herramientas para aplicarla, de garantizar
reducción de la deuda sin una mejora en la gobernanza, de
estimular la producción sin acceso a los mercados. Y
conocemos la promesa que suponen los ecosistemas para la
reducción de la pobreza. Cumplir esa promesa puede
permitir que la generosidad de la naturaleza se convierta
en la riqueza de los pobres. Nunca antes tanto había estado
en juego, y nunca antes habíamos sido tan capaces de
actuar.
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Vicepresidente para el Desarrollo Sostenible 
Medioambiental y Social
Banco Mundial

Jonathan Lash
Presidente
Instituto de Recursos Mundiales

P R Ó L O G O











La riqueza 
del po



I
bre

P A R T E

1

2

3

4

5

Naturaleza, poder y pobreza

Los ecosistemas y el sustento de los pobres

El papel de la gobernanza

Cuatro pasos hacia mayores ingresos ambientales

Convertir los bienes naturales en riqueza: casos

Políticas mundiales de desarrolloS E C C I Ó N
E S P E C I A L



2

R E C U R S O S  M U N D I A L E S

Para muchas personas de los 1.100 millones que viven en la extrema pobreza,

la naturaleza siempre ha sido un salvavidas cada día,

un bien para aquellos que cuentan con escasos bienes materiales.



NATURALEZA,
PODER, 

Y 
POBREZA

LOS ECOSISTEMAS SON –O PUEDEN SER– LA RIQUEZA DE LOS POBRES.

Para muchas personas de los 1.100 millones que viven en la extrema pobreza,

la naturaleza es un salvavidas cada día, un bien para aquellos que cuentan

con escasos bienes materiales. Esto es especialmente cierto para los pobres

que viven en el medio rural, lo que supone tres cuartas partes de los hogares

pobres de todo el mundo. Lo que se recolecta de los bosques, bancos pesque-

ros y campos agrícolas es una fuente primaria de ingresos en el medio rural

y un colchón cuando otras fuentes de empleo escasean. Pero los programas

para reducir la pobreza no suelen tener en cuenta el importante vínculo que

existe entre el medio ambiente y el sustento de los pobres en el medio rural.

Como consecuencia, aún no se ha alcanzado realmente el máximo potencial

de los ecosistemas como creadores de riqueza para los pobres –y no como

simples mecanismos de supervivencia–.

La tesis de Recursos mundiales es que los beneficios obtenidos de los ecosiste-

mas –lo que llamamos ingresos ambientales– pueden actuar como un peldaño

fundamental para el empoderamiento económico de los pobres del medio

rural. Esto requiere que ellos mismos gestionen los ecosistemas para mante-

ner una producción estable a lo largo del tiempo. Los ecosistemas producti-

vos son la clave para lograr una fuente de ingresos sostenible a partir de la

naturaleza.

Pero para que los pobres exploten esa fuente de ingresos, tienen que ser

capaces de recoger los frutos de su buena administración. Desgraciadamente,

rara vez tienen el poder para controlar los recursos naturales. Una serie de

carencias en su gobernanza suele interponerse: falta de propiedad legal y de

acceso a los ecosistemas, marginalización política y exclusión de las decisiones

que afectan a la forma en que se gestiona estos ecosistemas. Si no se aborda

estos fallos, hay pocas posibilidades de utilizar el potencial económico de los

ecosistemas para reducir la pobreza rural.
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R E C U R S O S  M U N D I A L E S   

Hacer que la gobernanza sea más favorable a los
pobres supone afrontar asuntos como derechos de
propiedad, acceso a la información y la toma de decisio-
nes, representación adecuada, transparencia institucio-
nal y justicia en el reparto de costes y beneficios en la
gestión de los recursos. Éstas son facetas de la gobernanza
democrática: la toma de decisiones que respeta los
derechos y las necesidades de aquellos que dependen de
los recursos. Para los pobres, la gobernanza democrática
es la puerta hacia la equidad y una de las piedras angula-
res de la sostenibilidad.

Esta fusión de gestión de los ecosistemas y buena
gobernanza es también necesaria para alcanzar los Objeti-
vos de Desarrollo del Milenio, el conjunto de ocho objeti-
vos adoptado por la comunidad internacional en 2000 para
enfrentarse a la pobreza en el mundo. Así como para crear
medios de sustento rural, los ecosistemas son también
esenciales para el verdadero progreso hacia la salud, la
nutrición, la sanidad y los objetivos ambientales insertados
en los Objetivos de Desarrollo del Milenio. De hecho, sin
empoderar a los pobres para gestionar responsablemente
su medio ambiente para su beneficio económico, no podre-
mos enfrentarnos a la pobreza rural en sus muchas dimen-
siones. (Ver Cuadro 1.1).

El objetivo de este informe es subrayar el papel vital de
los ecosistemas y su administración –de la naturaleza y el
poder– en la reducción de la pobreza. La principal cuestión
que plantea el informe es la siguiente: ¿Quién controla los
ecosistemas y cómo puede reconfigurarse este control para
permitir a los pobres usar sus haberes naturales como
fuentes sostenibles de generación de riqueza, vehículos de
empoderamiento político y vías de integración en las
economías nacionales e internacionales?

Vincular ecosistemas, 
gobernanza y pobreza

La gestión de los ecosistemas, la gobernanza democrática
y la reducción de la pobreza son elementos esenciales del
crecimiento económico sostenible. Es más, estos elemen-
tos están inextricablemente unidos. Más de 1.300 millones
de personas dependen de la pesca, los bosques y la
agricultura para su empleo, lo que supone casi la mitad de
todos los empleos en el mundo (FAO 2004:169-174). Esta
dependencia de los sistemas naturales para el sustento no
es en ningún lugar tan importante como entre los pobres
que viven en el medio rural (MA [EM] 2005:7, 48). (Ver
Tabla 1.1). En África, más de siete de cada diez personas
pobres viven en zonas rurales, en su mayoría trabajando
en actividades que dependen de los recursos naturales,
como agricultura a pequeña escala, producción ganadera,
pesca, caza, minería artesanal y tala (IFAD 2001:15). Esta
producción a pequeña escala supone un porcentaje  signi-

ficativo del PIB de muchas naciones africanas (Kura et al.
2004:36-39; IFPRI 2004:2).

Tomar decisiones inteligentes sobre el uso de los
recursos naturales y la distribución de los beneficios y
costes ambientales es esencial para maximizar la contri-
bución que la dotación de recursos de una nación hace al
desarrollo social y económico. Sin embargo, muchas de
las regiones más pobres del mundo son también las menos
democráticas. Esto significa que gran parte de la riqueza
de sus recursos es habitualmente desviada del beneficio
público a través de la corrupción, la mala gestión y el
padrinazgo político. No es una coincidencia que los
principios democráticos fundamentales; como transpa-
rencia, participación pública, responsabilidad y separa-
ción de los poderes legislativo, judicial y ejecutivo; con
frecuencia  estén ausentes en los países en desarrollo
donde la pobreza es enorme.

Un ecosistema es una comunidad de organismos que interactúan y el
medio físico en el que viven. Conocemos ecosistemas como bosques,
praderas, humedales, desiertos, arrecifes de coral, ríos, estuarios y otros
entornos vivos que nos rodean. También incluyen los cultivos y pastizales
–conocidos conjuntamente como agroecosistemas–, que nos alimentan.
Son los motores vivos terrestres de la producción, al aportar los bienes y
servicios –aire, alimento, fibra, agua, estética y valores espirituales– que
hacen posible la vida tanto para los pobres como para los ricos.

En Recursos mundiales 2002: La gente y los ecosistemas – El tejido
deshilachado, exploramos las amenazas a los ecosistemas mundiales
y destacamos la necesidad de adoptar un “enfoque ecosistémico” a la
gestión medioambiental.
Consultar el informe online en www.buenosdiasplaneta.org

La gobernanza es el ejercicio de la autoridad; las decisiones, regula-
ciones y su aplicación que determinan cómo actuaremos y quién se
beneficiará. Abarca leyes, instituciones (como agencias del Gobierno o
ayuntamientos) y procesos de toma de decisiones que encarnan esta
autoridad. La gobernanza democrática implica la participación de
aquellos que son gobernados en el proceso de toma de decisiones, ya sea
directamente, a través de representantes o de ambas formas.

En Recursos mundiales 2004: Decisiones para la Tierra – Equilibrio,
voz y poder, mostramos cómo las condiciones y la calidad de la gober-
nanza influyen nuestras decisiones ambientales y subrayamos que la
buena gobernanza que garantiza una representación adecuada,
acceso a la información y participación pública es crucial para la
gestión sostenible y justa de los ecosistemas.
Ver el informe online en www.buenosdiasplaneta.org

En Recursos mundiales defendemos que una gestión prudente de los
ecosistemas, posible gracias a una gobernanza en favor de los pobres,
puede reducir la pobreza. Si no se presta atención a la pobreza, el
objetivo del desarrollo sostenible se aleja fuera de nuestro alcance.

DEFINIR ECOSISTEMAS Y GOBERNANZA
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Mucha gente en países en desarrollo, por tanto, no son
sólo pobres, sino que además no tienen voz. Dependiendo
directamente de los recursos naturales, tienen poco que decir
sobre cómo se usan esos recursos, pero padecen las conse-
cuencias cuando las decisiones son corruptas y el uso es
destructivo. Por ejemplo, el sustento de los habitantes del
campo con frecuencia está en conflicto con industrias extrac-
tivas como la pesca a gran escala, la producción maderera o
la minería, pero tienen poco que decir en la resolución de
ese conflicto. El acceso a los que toman las decisiones
–burócratas del Gobierno, legisladores o tribunales– tradicio-
nalmente se reserva a los poderosos, no a los pobres.

Rectificar este desequilibrio implica fomentar las prácti-
cas democráticas. Sin embargo, la historia demuestra que los
esfuerzos para promover los principios democráticos en el
vacío rara vez tienen éxito. Para que arraiguen, tienen que
involucrar a los ciudadanos y deben tratar materias que son
inmediatas e importantes para los ciudadanos. Como fuente
de su sustento, el medio ambiente es indudablemente el
asunto más importante que la democracia debe abordar en
el mundo en desarrollo. Dicho de otra manera, el medio
ambiente no es sólo una potente herramienta para promo-
ver la reforma democrática, sino que la buena gobernanza
ambiental es fundamental para reforzar y consolidar la
democracia. Las instituciones democráticas son, a su vez, un
factor importante para sostener un crecimiento económico
fuerte (Kaufmann et al. 1999:18).

Este énfasis en la buena gobernanza y el medio ambiente
es particularmente relevante cuando nos enfrentamos a la
pobreza. Los estudios de casos reales recogidos en este informe
y las experiencias de un creciente número de pueblos y
comunidades en muchas naciones sugieren que los esfuerzos
para promover medios de vida sostenibles entre los pobres
tienen más éxito cuando fomentan simultáneamente la
administración de los ecosistemas y la gobernanza democrá-
tica. Por esa razón, varias agencias de desarrollo y organizacio-
nes no gubernamentales (ONG) están comenzando a
centrarse en esta integración de medioambiente y gobernanza.

A pesar del creciente interés en esta integración, su
aplicación para el alivio de la pobreza es aún algo nuevo. El
éxito demandará una nueva apertura para ir más allá de las
estrategias de desarrollo económico tradicionales, o al
menos para añadir más reconocimiento expreso a los víncu-
los entre naturaleza, poder y pobreza.

La persistencia de la pobreza
La persistencia de la pobreza en el mundo es preocupante
y humillante. Hace tiempo que los políticos han reconocido
la necesidad moral y práctica de encarar el importante
número de personas que carecen de las cuestiones básicas,
como una nutrición adecuada, un hogar, educación u
oportunidades. Pero décadas de esfuerzos poco sistemáticos
han acarreado sólo éxitos limitados. (Ver Cuadro 1.1).

Más de medio siglo de esfuerzos persistentes

del Banco Mundial y otros no ha alterado la terca

realidad de la pobreza rural y el abismo que separa

a ricos y pobres se está ensanchando.

—Estrategia del Banco Mundial para el desarrollo rural, 2003

Acabar con la pobreza en el mundo se fijó por primera
vez como un objetivo para los políticos de los países indus-
trializados en los años 40, cuando el presidente de Estados
Unidos Franklin Roosevelt declaró su deseo de extender el
“no sufrir necesidad” no sólo a los habitantes de Estados
Unidos, sino a las personas de todas las naciones (Roosevelt
1941). La Carta de las Naciones Unidas, elaborada en esa
misma época, reconoce explícitamente la necesidad de
promover “el progreso social y mejores estándares de vida”
en todo el mundo (UN [ONU] 1945). Casi 60 años después,
en la Cumbre del Milenio de Naciones Unidas en 2000, más
de un centenar de jefes de Estado se comprometieron a
cumplir los ocho Objetivos de Desarrollo del Milenio (UN
General Assembly [Asamblea General de la ONU] 2001:55).

Estos compromisos confirman el simple hecho de que la
pobreza sigue siendo un obstáculo para las aspiraciones de
desarrollo de la mayoría de las naciones. No hace falta
mencionar que la pobreza impone costes personales muy
altos sobre los propios pobres. Roba a las familias la seguridad,
las oportunidades y la salud. Al hacerlo, también hurta a las
naciones las contribuciones potenciales que estas familias
podrían hacer al desarrollo económico, el bienestar social y la
estabilidad política. La pobreza malgasta así el capital humano
de una nación. Actúa como un lastre en el desarrollo econó-
mico, requiriendo sustanciales gastos estatales (UNDP
[PNUD] 1996:5). La pobreza también mina la seguridad
nacional al promover el descontento y al magnificar las divisio-
nes de clase y políticas dentro de la sociedad, aumentando las
migraciones y contribuyendo potencialmente al terrorismo
internacional (Sachs 2003:27). Cuando se combina con otros
factores, también puede exacerbar los problemas ambientales
locales y mundiales, contribuyendo a un uso insostenible de la
tierra y los recursos (ASB 2003:2; Duraiappah 1998:2177).
Dada esta lista de padecimientos, va claramente en el interés
de cada nación enfrentarse a la pobreza.

Y, es más, las naciones han conseguido algunos
progresos en su combate contra la pobreza. El porcentaje
de personas que padecen la extrema pobreza –aquellos
que viven con ingresos de apenas 1 dólar diario (valor de
1993)- ha descendido del 40 por ciento de la población
mundial en 1981 al 21 por ciento en 2001. Esto significa
que el número de personas empobrecidas se ha reducido
en unos 400 millones –aproximadamente de 1.500 millo-
nes a 1.100 millones– en 20 años, a pesar del crecimiento

Continúa en página 10
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CUADRO 1.1 LAS DIMENSIONES DE LA POBREZA

¿Qué es la pobreza?

DEFINIR Y MEDIR LA POBREZA ES ESENCIAL PARA
cualquier discusión sobre la reducción de la pobreza. Las
definiciones de pobreza se han centrado habitualmente en
mediciones materiales –y específicamente monetarias– del
bienestar. Pero conceptos clave detrás de la pobreza han evolu-
cionado considerablemente en los últimos años. Hoy en día ha
emergido una percepción más integral, multidimensional, de la
pobreza, trazada a partir de entrevistas con los propios pobres.
Las definiciones de la pobreza se han ampliado para incluir las
cargas sociales y psicológicas de la supervivencia diaria en los
escalones más bajos de la sociedad. Este concepto más extenso
es descrito por Amartya Sen como la falta de capacidades que
permiten a una persona vivir una vida que él o ella valore, inclu-
yendo factores como ingresos, salud, educación, empodera-
miento y derechos humanos (Sen 1999:87-98).

Los investigadores y los políticos, al trabajar para comprender
estas complejidades, han comenzado a usar “evaluaciones
participativas” para dejar que los pobres se expresen con su
propia voz e identifiquen sus propias prioridades. Los autores
de las series de Las voces de los pobres entrevistaron a 60.000
personas pobres en 60 países en una de las evaluaciones más
conocidas (Narayan et al. 2000a, 2000b, 2002). Salieron a
flote descripciones complejas como el “malestar” asociado a la
pobreza, dando una fuerte importancia a dimensiones diferen-
tes de las privaciones materiales.

Estos estudios dejaron claro que, además de carecer de fuentes
financieras, ser pobre con frecuencia implica padecer enferme-
dades, un dolor crónico o agotamiento. Significa soportar relacio-
nes sociales difíciles, afrontando a veces la exclusión de la
familia o la comunidad. La pobreza también se traduce en
inseguridad y carencia de poder, falta de acceso a la información
y las instituciones y con frecuencia la falta de autoestima y voz.
El padecimiento psicológico también va asociado en forma de
humillación, angustia, dolor y preocupaciones (Narayan et al.
2000b:37-38).

Estos aspectos variantes de la pobreza tienden a autorreforzarse,
haciendo que resulte de lo más difícil salir de la pobreza y
construir una vida estable. Es duro planificar o agarrar nuevas
oportunidades cuando estás agotado, estresado o hambriento.
Asimismo, los pobres con frecuencia viven en entornos peligrosos
y degradados, al ser lo único que pueden permitirse. Son, por
tanto, los más vulnerables a la violencia, el crimen y las catás-
trofes naturales y económicas (Narayan et al. 2000a:72, 84-88).

Por último, vivir en la pobreza con frecuencia significa
encarar una visión truncada del futuro. Los pobres con

frecuencia son reacios al riesgo, al haber padecido por errores
o falsas expectativas en el pasado y al carecer de recursos a
los que recurrir en caso de apuro. Mientras que aquellos que
tienen medios pueden ahorrar para casos de emergencia y
planificar para el futuro, los pobres no se pueden permitir ese
lujo. El horizonte de planificacón de una persona pobre –cuán
lejos pueden planificar o prever– suele estar determinado por
cuándo se agotará la comida. Puede ser tan pronto como al
cabo del día. Este elemento de la pobreza –la falta de capaci-
dad de planificar razonadamente para el largo plazo– tiene
verdadera importancia para cualquier cosa relacionada con la
gestión de los ecosistemas, que trabaja sobre largos periodos
de tiempo, con frecuencia rindiendo los beneficios en el
futuro.

Cuantificar la pobreza

Las estimaciones de la pobreza suelen estar construidas sobre
datos de sondeos por hogar. Generalmente se pregunta al
cabeza de familia sobre los ingresos y los niveles de consumo y
esto se usa como la medición del bienestar (World Bank [Banco

RETRATANDO LOS HOGARES DE BOLIVIA, 1999-2003
Población de Bolivia 8,8 millones

Número de bolivianos que viven con menos de 1 $ al día 1,3 millones

Número de bolivianos que viven por debajo de la línea
de pobreza de las necesidades básicas 5,1 millones

Porcentaje de población urbana que vive por debajo
de la línea de pobreza 39

Porcentaje de población rural que vive por debajo de la línea de
pobreza 91

Porcentaje de bolivianos pobres que viven en zonas rurales 59

Porcentaje del gasto total realizado por el 20% más pobre 4

Porcentaje del gasto total realizado por el 20% más rico 49

Porcentaje de hogares rurales dentro del 10% con menores
ingresos que tienen electricidad 5

Porcentaje de hogares rurales dentro del 10% con mayores
ingresos que tienen electricidad 46

Porcentaje de hogares rurales que usan estiércol para cocinar 6

Porcentaje de adultos alfabetizados 87

Porcentaje de niños pobres escolarizados en el medio rural 83

Porcentaje de niños pobres que trabajan en el medio rural 51

Fuentes: Demographic and Health Surveys [Encuestas de Demografía y Salud], 2005; 
Unesco 2004; World Bank 2002, 2004a
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PIB per cápita Índice de alfabetización de adultos Esperanza de vida

LAS MÚLTIPLES MEDICIONES DE LA POBREZA

El bienestar puede medirse utilizando indicadores diferentes a la pobreza en ingresos. Estos tres mapas de África muestran variaciones país por país en los tres
indicadores utilizados por el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo para medir anualmente el desarrollo humano: la alfabetización de adultos, la
esperanza de vida al nacer y el Producto Interior Bruto per cápita.
Fuentes: World Bank 2004a; United Nations Population Division [División de Población de las Naciones Unidas] 2003; Unesco 2004

Mundial] 2001:17). La mayoría de los gobiernos ha establecido
“líneas de pobreza” nacionales reuniendo y fijando un precio a
una cesta de la compra que ha de reflejar las necesidades
humanas básicas, como alimento, ropa y vivienda. Muchos
países tienen una línea de pobreza de “alimentos” o “absoluta”
calculada a partir de una cesta de alimentos que representa las
necesidades nutricionales mínimas y una línea de “necesidades
básicas” que es un poco más alta (Deaton 2004:3-4; Coudouel
et al. 2002:34).

En 1990, el Banco Mundial comenzó a utilizar la medición de
un dólar al día como una “línea internacional de pobreza”
oficial, con la intención de aproximarse más o menos a las
líneas de pobreza de los países con bajos ingresos (Ravallion et
al. 1991; World Bank 1990:27). Esta medición sigue siendo
controvertida, pero ha aportado un punto de partida para las
comparaciones internacionales y para destacadas iniciativas
sobre la pobreza, incluyendo los Objetivos de Desarrollo del
Milenio de las Naciones Unidas.

La estimación más reciente del Banco Mundial es
que unos 1.100 millones de personas vivían con
menos de un dólar al día en 2001. En torno al 46
por ciento de la población en el África Subsahariana
y el 31 por ciento en el sur de Asia vive con menos
de un dólar al día (Chen and Ravallion 2004:1, 30).
Estas cifras no se han mantenido estáticas, la
distribución de la pobreza se ha modificado
significativamente a lo largo del último cuarto de
siglo, en gran parte debido a una drástica caída en
el número de personas pobres en el este de Asia.
Chen y Ravallion estiman, aproximadamente, que el
número de personas que viven con menos de un
dólar al día en China se redujo en más de 400
millones entre 1981 y 2001, mientras que en el
resto del mundo esta cifra aumentó de 850 a 880
millones. El número de pobres en el África
Subsahariana casi se dobló en este período (Chen
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PORCENTAJE DE POBLACIÓN QUE VIVE CON 1 $ AL DÍA, 1981-2001
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Aunque pocas personas, 
si es que alguna, viven es 
Estados Unidos con 
2$/día, el 16% de los 
habitantes vive por debajo 
de la línea nacional de 
pobreza.

Centroamérica se está recuperando de un 
pasado destrozado por la guerra. Sus 
índices de pobreza son los más altos del 
hemisferio.

Los países sin acceso al mar y montañosos 
representan un reto único para el alivio
de la pobreza, ya que los pobres suelen vivir en 
zonas remotas y de difícil acceso. En Bolivia, más 
del 80% de las personas que viven en zonas 
rurales es pobre.

Asolado por el fracaso del Gobierno
y la inestabilidad política, Haití es 
uno de los países más pobres del 
Caribe.

En Brasil, los ingresos por 
habitante son relativament
altos, pero las fuertes 
desigualdades mantienen a
muchas personas en la 
pobreza.

Fuentes: Chen and Ravallion 2004:29-30; Kryger 2005; Ritakallio 2002; UNAIDS 2004:191;
Unesco 2004; Unicef 2004; Unicef 2005:25; World Bank 2004a

VIVIR CON 2$ AL DÍAand Ravallion 2004:17, 20). Además, muchas más personas en
todo el mundo viven con poco más de un dólar al día, sufriendo
muchos de los síntomas de la pobreza de un dólar al día. Unos
2.700 millones de personas –casi la mitad de la población
mundial– vive con menos de dos dólares al día (Chen and
Ravallion 2004:16).

Pese a que estas cifras son tan útiles en conjunto, tienden a
enmascarar algunos elementos importantes del paisaje de la
pobreza. Por ejemplo, no todos los pobres se enmarcan en una
sola categoría, algunos son más pobres que otros. La profundidad
y distribución de la pobreza material en diferentes países puede
ser extremadamente variada. Sopesar a qué altura por debajo de
la línea de la pobreza caen los hogares –su “brecha de pobreza”
o la distancia entre los ingresos de los hogares y la línea nacional
de pobreza– ofrece una útil medida de la profundidad de la
pobreza de una nación (World Bank 2001:320).

Otra variante de la línea de pobreza estándar contempla la
“pobreza relativa”, evaluando la proporción de la población de
un país que vive con menos de un tercio de la media de
consumo nacional. Cuando se aplica esta medición, los índices
de pobreza del África Subsahariana y del sur de Asia
permanecen relativamente similares a aquellos calculados en
base a las líneas nacionales de pobreza. Pero las cifras de otras
regiones se disparan, aumentando hasta el 51 por ciento en
Latinoamérica y el Caribe y el 26 por ciento en Europa y Asia
Central (Hulme et al. 2001:18).

Otra forma más de medir la pobreza es evaluar si los bienes
totales de una familia –dinero, propiedades, ganado, medios de
transporte y otras posesiones- caen por debajo de un nivel
crítico (Barrett and Swallow 2003:9). Este enfoque concuerda
con las percepciones de los pobres mismos. Cuando a las
personas pobres se les pregunta sobre sus preocupaciones
materiales, suelen centrarse no sólo en los ingresos, sino
también en su falta de bienes en general y la inseguridad que
esto conlleva (Narayan et al. 2000b:49).

Como la pobreza tiene tantas dimensiones, las mediciones
monetarias no son la única, ni necesariamente la mejor, manera
de contabilizar a los pobres. Por ejemplo, el enfoque de
investigación por hogares convencionales no revela las
disparidades dentro de las familias y por tanto no hay forma de
medir la pobreza de ingresos o consumo entre las mujeres, que
suelen encontrarse en un estatus más bajo. Por otra parte, las
estadísticas de educación y salud pueden ser empleadas para
alcanzar una mejor perspectiva sobre muchos aspectos de la
pobreza, incluyendo aquellos relacionados con el género (World
Bank 2001:27). La esperanza de vida, la mortalidad infantil, la
incidencia de malformaciones en los niños, los índices de

alfabetización y la escolarización son algunos de los indicadores
no monetarios más comúnmente utilizados. En un esfuerzo
para afrontar algunas de las lagunas que dejan las evaluaciones
basadas en el dinero, los analistas han desarrollado una
variedad de índices que miden múltiples dimensiones de la
pobreza. El más conocido es el Índice de Desarrollo Humano
(IDH) del Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo,
un índice consistente que tiene en cuenta educación,
esperanza de vida y PIB per cápita (UNPD 2004:139).

Para más información, ver Tabla Estadística 4, “Distribución de
ingresos y pobreza”.�



< 4%
5-12%
13 - 18%

Índices de pobreza en 
países desarrollados

Porcentaje de personas que 
vive con menos de 2 $ al día

< 15%
15 - 35%
35 -75%
> 75%
Sin datos

En Oriente Medio,
la desigualdad de género 
sigue siendo un 
obstáculo al desarrollo. 
Por ejemplo, en Yemen el 
70% de los hombres 
está alfabetizado, frente 
a sólo el 29% de las 
mujeres. 

La pobreza en Australia oscila mucho según 
el escenario, desde 2 al 15%. La media 
nacional es de 9%.

China ha visto como 300 
millones de personas 
salían de la pobreza en las 
últimas dos décadas. Sin 
embargo, estos logros son 
en su mayor parte en el 
este, cerca de la costa.

 

te 

a 

Muchos países en el África 
Subsahariana son azotados por 
el sida. En Botswana, casi el 
40% de los adultos entre 15 y 
49 años tiene sida o VIH. 

El África Subsahariana sigue siendo el 
mayor desafío para la reducción de la 
pobreza. Más de 2/3 del total de sus 
habitantes son pobres.

Gran parte de la Europa del Este aún se 
encuentra en transición del dominio soviético. 
La pobreza existe en países donde era 
extremadamente poco frecuente hace 20 
años.

No hay datos de pobreza disponibles en 
Afganistán, donde sólo el 5% de los 
habitantes rurales tiene acceso
a una sanidad de mejor calidad.

Algunos países como Somalia, 
están hundidos en conflictos y no 
se pueden recoger datos precisos 
sobre bienestar humano.

India acoge a la 
mayor parte de 
las personas que 
viven con 
ingresos 
inferiores a 2 $ al 
día, más de 800 
millones.

En Mali, casi uno de 
cada 4 niños muere 
antes de cumplir los 5 
años.

TENDENCIAS DE POBREZA DE 1 $ Y 2 $ AL DÍA, 1981-2001

VIVIENDO CON 1 $ AL DÍA
1981                2001     Variación desde 1981

Asia Oriental y Pacífico 796 271 -66%

Europa del Este y Asia Central 3 18 468%

Latinoamérica y Caribe 36 50 40%

Oriente Medio y Norte de África 9 7 -22%

Asia Meridional 475 431 -9%

África Subsahariana 164 316 93%

Total mundial 1,482 1,093 -26%

1,823

474

518

300

1,378

673

6,127
Fuente: Chen and Ravallion 2004.

VIVIENDO CON 2 $ AL DÍA
1981             2001      Variación desde 1981

1,170 864 -26%

20 94 363%

99 128 30%

52 70 35%

821 1,064 30%

288 516 79%

2,450 2,736 12%

POBLACIÓN DE LA
REGIÓN 2001
(MILLONES)

NÚMERO DE PERSONAS (MILLONES)

9
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de la población mundial en 1.600 millones de personas
durante ese periodo, en su mayoría dentro de naciones
pobres (Chen and Ravallion 2004:31). (Ver Cuadro 1.1).

Este desarrollo positivo es, sin embargo, principalmente
resultado del aumento de los ingresos en China e India. Las
poblaciones de estos países son tan grandes que una mejora
en sus índices de pobreza puede influir fácilmente en los
índices totales de pobreza del mundo. Por ejemplo, el
robusto crecimiento económico de China, emparejado con
la descolectivización de la agricultura, el refuerzo de los
derechos de propiedad y otros cambios políticos, dio lugar a
una reducción sustancial en el número de personas que se
encontraban en la pobreza profunda, particularmente a
comienzos de los años 80 y mediados de los 90. De hecho, las
proezas de China por sí solas supusieron gran parte del
progreso mundial contra la pobreza en los últimos 20 años
(Dollar 2004:31; Chen and Ravallion 2004:18).

También hay otros logros. La tasa de pobreza en
Vietnam ha disminuido bruscamente en cinco años –del 58
por ciento en 1992 al 37 por ciento en 1998- por la fortaleza
de su desarrollo económico y las políticas en favor de los
pobres (Glewwe et al. 2000:39; Kakwani 2004:6). En sólo
once años –de 1987 a 1998– Chile logró recortar su índice
de pobreza en la mitad (World Bank 2001a:5). La tasa de
conclusión de la educación primaria en el mundo en
desarrollo aumentó del 73 al 81 por ciento durante los años
90 (Bruns et al. 2003:3). Durante los últimos 40 años, la
esperanza de vida en los países en desarrollo se ha incre-
mentado en 20 años, más o menos tanto como lo que se
consiguió en toda la historia de la humanidad antes de
mediados del siglo XX, aunque este logro está siendo hoy
duramente erosionado por la epidemia del sida (Goldin et
al. 2002:iii; WHO [OMS] 2004:5).

A pesar de estos éxitos, la pobreza sigue estando muy
presente en el mundo actual. De hecho, en muchos países la
pobreza continúa empeorando. Entre 1981 y 2001, el
número de personas que viven con menos de 1 dólar al día
en el África Subsahariana se dobló de 164 a 313 millones. En
Latinoamérica y el Caribe aumentó de 36 millones a 50
millones (Chen and Ravallion 2004:31). El porcentaje de
personas que viven con menos de 2 dólares al día en Europa
del Este y Asia Central creció del 2 por ciento en 1981 al 20
por ciento en 2001, en gran medida como resultado de la
caída del comunismo en esas regiones (Chen and Ravallion
2004:19). El azote del sida se suma a este problema, particu-
larmente en África, donde la enfermedad está haciendo
desaparecer muchos de los logros en la lucha contra la
pobreza alcanzados en la última década (Wines and LaFra-
niere 2004:1; WHO 2004). Incluso en China, la incidencia de
la pobreza aumentó a finales de los 90 cuando el vigoroso
ritmo de crecimiento económico de esta nación se ralentizó
durante unos pocos años (Kakwani 2004:6).

De hecho, el progreso contra la pobreza ha retroce-
dido en muchas naciones pobres por una falta de creci-

miento económico. La experiencia demuestra que
semejante crecimiento es un componente importante de la
reducción de la pobreza a gran escala. Durante las dos
últimas décadas, sin embargo, el crecimiento económico
con frecuencia no ha mantenido el ritmo del aumento de
la población en los países más pobres. Desde 1981 hasta
2001, el PIB per cápita se redujo en el 43 por ciento de los
países en desarrollo (Hufbauer 2003:31, 33, 35). Esta falta

TABLA 1.1 LOS ECOSISTEMAS CREAN EMPLEOS

Porcentaje de empleo de la fuerza de trabajo mundial en
agricultura, pesca y selvicultura, 2001

Región/País                    Porcentaje de fuerza de trabajo activa

M U N D O 44

P A Í S E S  D E S A R R O L L A D O S 7

P A Í S E S  E N  D E S A R R O L L O 54

A S I A  Y  P A C Í F I C O 60

Camboya 70

China 67

India 59

Nepal 93

L AT I N O A M É R I C A  Y  C A R I B E 19

Bolivia 44

Guatemala 45

Haití 62

O R I E N T E  M E D I O  Y  N O R T E  D E  Á F R I C A 33

Afganistán 67

Turquía 45

Yemen 50

Á F R I C A  S U B S A H A R I A N A 62

Burkina Faso 92

Etiopía 82

Níger 88

Tanzania 80

P A Í S E S  E N  T R A N S I C I Ó N 15

Albania 48

Azerbaiyán 26

Tayikistán 33

Fuente: FAO 2004:169-174, Tabla A4
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de crecimiento económico es especialmente aguda en las
zonas rurales, agravada por la debilidad política de estas
zonas y la consecuente insuficiencia de inversión en
desarrollo rural. Por ejemplo, entre 1999 y 2002, el Banco
Mundial destinó sólo el 25 por ciento del total de sus
préstamos a zonas rurales, a pesar de la prevalencia de la
pobreza en ellas (World Bank 2003:10-11).

El simple crecimiento no es suficiente
Incluso cuando existe un crecimiento económico, se deja
atrás a mucha gente pobre. El crecimiento económico
aislado no se traduce necesariamente en reducción de la
pobreza. En América Latina, por ejemplo, el número de
personas empobrecidas ha aumentado en la última década
incluso mientras el PIB per cápita crecía, lo que indica que
las desigualdades económicas se han intensificado (Chen
and Ravallion 2004:31; World Bank 2005:24).

Conocemos los hechos clave. La mitad de la

población del mundo vive con menos de 2 dólares al

día. Una quinta parte vive con menos de 1 dólar al

día. Durante las próximas tres décadas, 2.000

millones más de personas se sumarán a la población

mundial, el 97 por ciento de ellas en los países en

desarrollo, en su mayoría nacidos en la pobreza.

—James D. Wolfensohn, presidente, Banco Mundial, 3 de octubre, 2004

En China, además, el aumento de la riqueza no ha
llegado a muchas familias, al ser los beneficios frecuente-
mente acaparados por las regiones y ciudades que se están
industrializando rápidamente, y no llegan a muchos
habitantes del campo. Una consecuencia ha sido el ensan-
chamiento de la diferencia en ingresos entre las áreas
urbanas y las rurales durante las últimas dos décadas, así
como un mayor desarrollo y reducción de la pobreza en las
provincias costeras chinas donde el motor del crecimiento
económico funciona a pleno rendimiento (Ravallion and
Chen 2004:15-16, 25). Asimismo, los pobres del medio rural
con frecuencia padecen desproporcionadamente los costes
ambientales de la industrialización y el rápido crecimiento
de China. Las industrias altamente contaminantes normal-
mente se trasladan de las ciudades a las zonas rurales para
evitar los costes ambientales, dejando un rastro de contami-
nación de las aguas y la atmósfera del que muchos residen-

C A P Í T U L O  1   N A T U R A L E Z A ,  P O D E R  Y  P O B R E Z A

Avanzar hacia una igualdad económica –hacia una mejor distribución de
los beneficios económicos dentro de una nación– es un medio poderoso
para combatir la pobreza. Es un complemento necesario a las estrate-
gias que potencian la economía nacional, para que algunos de los
beneficios del desarrollo alcancen a aquellos dentro del sector de ingre-
sos más bajos. Incluso cuando el crecimiento económico es lento, las
políticas de distribución más igualitaria de los beneficios económicos
pueden ayudar a reducir la pobreza, como demuestra el éxito de Jordania
en reducir su tasa de pobreza entre 1992 y 1997.

En 1989, tras una devaluación de la moneda, Jordania padeció una
crisis económica que multiplicó por seis su índice de pobreza. Al
mismo tiempo, el nivel nacional de desigualdad económica –la
diferencia entre los ingresos de los ricos y los pobres– también
aumentó dramáticamente, provocando un replanteamiento importante
de la estrategia económica entre los políticos del Gobierno (Shaban et
al. 2001:iv).

A partir de 1991, Jordania cambió sus políticas de gasto para aumentar
la proporción de beneficios económicos destinados al sector de población
con ingresos más bajos. Uno de los cambios más efectivos fue la sustitu-
ción gradual de los subsidios generales de alimentación, de los que las
familias ricas eran las más beneficiadas, por pagos monetarios directos
sólo para las familias pobres (Shaban et al. 2001:iv, 15-20). Esta repro-
gramación redujo la desigualdad económica del país, estrechando la
brecha entre el segmento más rico de la sociedad jordana y el más pobre
durante los seis años siguientes (Shaban et al. 2001:viii, 10-13).

Análisis posteriores mostraron que fue esta reducción de la desigualdad
lo que ayudó a Jordania a reducir su nivel de pobreza del 14,4 por ciento
en 1992 al 11,7 por ciento en 1997, a pesar de que el país experimentara
un escaso o inexistente crecimiento económico durante este periodo
(Shaban et al. 2001:viii, 7). Además, aquellas personas que permane-
cieron en la pobreza no se encontraban tan por debajo de la línea de
pobreza y la pobreza extrema había retrocedido (Shaban et al. 2001:8).
La reducción de la desigualdad fue posible por un mayor porcentaje de
gastos gubernamentales destinados a los pobres. Si esta tendencia a
aminorar la pobreza hubiera estado acompañada de un verdadero creci-
miento económico, el índice de pobreza de Jordania probablemente se
habría reducido aún más.

REDUCIR LAS DESIGUALDADES REDUCE LA POBREZA

Fuente: Shaban et al. 2001:10,12

JORDANIA: MENOS DESIGUALDAD, MENOS POBREZA

1992 1997 

Porcentaje de población en la pobreza1: 14,4 11,7 

Nivel de desigualdad (Índice Gini2) 0,40 0,36 

1 El consumo anual per cápita está por debajo de 314 dinares jordanos o 443 dólares

americanos al precio de 1997.
2 El índice Gini es una escala entre 0,0 y 1,0; 0,0 indica igualdad perfecta y 1,0 indica

desigualdad perfecta.



tes del campo son demasiado pobres para escapar (Yardley
2004:1). Con demasiada frecuencia, esas desigualdades en
ingresos y vulnerabilidad entre grupos son exacerbadas por
el crecimiento económico rápido, con los pobres quedán-
dose cada vez más atrás (Kakwani 2004:6).

Quizá los ejemplos más impactantes de la dificultad de
diseminar los beneficios del desarrollo económico equitable-
mente tienen lugar en el mundo industrializado, donde la
pobreza persiste a pesar de la opulencia general de la pobla-
ción. En Estados Unidos, el número de pobres ha aumentado
constantemente desde 2000, hasta alcanzar casi 36 millones de
personas en 2003, en torno a 1,3 millones más que en 2002.
Grupos históricamente marginados como los nativos america-
nos, afroamericanos e hispanos siguen sufriendo tasas de
pobreza significativamente más altas. Por ejemplo, el 24,4 por
ciento de los afroamericanos se situaba detrás de la línea de la
pobreza en 2003, frente a la media nacional del 12,5 por
ciento. Entre los nativos americanos e hispanos, los índices de
pobreza se situaron en un 23 y un 22,5 por ciento respectiva-
mente (DeNavas-Walt et al. 2004:10). (Ver Gráfico 1.1).

En líneas generales, las investigaciones muestran que
para beneficiar principalmente a los pobres, el crecimiento
económico debe ir emparejado con políticas que reduzcan
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Aunque la pobreza en áreas urbanas es importante y creciente, la pobreza
mundial es aún un fenómeno predominantemente rural. Un 75 por ciento
de los pobres viven en zonas rurales, a pesar de la tendencia mundial hacia
la urbanización. Incluso dentro de 20 años, se espera que el 60 por ciento
de los pobres viva fuera de las ciudades (IFAD 2001:15). Ofrecer una salida
de la pobreza a estos habitantes rurales seguirá siendo una prioridad para
los gobiernos nacionales y la comunidad internacional durante las décadas
por venir (Reed 2001:13; World Bank 2003:1).

Además, mientras que los ecosistemas urbanos como parques, cauces y
espacios verdes aportan servicios importantes, son los ecosistemas rurales los
que proporcionan la mayor parte de los bienes y servicios de los que los humanos
dependen para sobrevivir. Las zonas forestales, pesquerías, praderas, campos
agrarios y ríos que suministran tanto a los habitantes rurales como urbanos, ya
sean pobres o ricos, existen sobre todo en zonas rurales y es aquí donde tiene
lugar la mayor parte de la gobernanza y gestión de los ecosistemas.

Sin embargo, incluso al concentrarnos en los ecosistemas rurales y los
pobres del campo, reconocemos la íntima conexión entre las esferas rural y
urbana. Gran parte de la pobreza urbana, por ejemplo, comienza como
pobreza rural, exportada a través de la migración del campo a la ciudad.
Trabajar por una economía rural más saludable contribuye, por tanto, a
afrontar también la pobreza urbana, reduciendo esta migración. Al mismo
tiempo, las economías rural y urbana están profundamente entrelazadas,
particularmente a través del flujo de remesas enviadas de la ciudad a los
miembros de la familia en el campo. De hecho, ser capaz de aprovecharse de
esas remesas suele ser una de las líneas divisorias entre pobreza y suficien-
cia, y las modernas economías rurales difícilmente podrían funcionar sin este
flujo neto de ingresos de las zonas urbanas. Finalmente, entonces, nos
damos cuenta de que abordar la pobreza rural tiene también una importante
dimensión urbana. La pobreza rural y urbana nunca pueden ser completa-
mente disociadas.

¿POR QUÉ CENTRARSE EN LA POBREZA RURAL EN LUGAR DE LA URBANA?

COMPARACIONES URBANO-RURAL

VIETNAM INDIA ZIMBABWE
Urbano Rural Urbano Rural Urbano Rural

Porcentaje bajo la línea de pobreza 7 36 25 30 8 48

Mortalidad de menores de 5 años (por 1.000 nacimientos) 16 36 63 104 69 100

Acceso a saneamiento de mejor calidad (porcentaje de hogares) 84 26 58 18 69 51

Media de años de escolarización (hombres) 8,5 6 8,3 4,6 8,8 4,9

Indios
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* Estimación de 2000

Fuente: DeNavas-Walt et al. 2004:10; United States Census Bureau [Oficina del Censo de
Estados Unidos] 2001:7

GRÁFICO 1.1 HOGARES DE ESTADOS UNIDOS 
POR DEBAJO DE LA LÍNEA NACIONAL 
DE POBREZA, 2003

Fuentes: Macro International 2000; ORC Macro 2000; ORC Macro 2003; Unicef 2005; World Bank 2004



las desigualdades y mejoren la distribución de los ingresos
en una sociedad (Kakwani 2004:6). Allí donde los pobres
tienen una alta dependencia de los recursos naturales,
como sucede en la mayoría de los países en desarrollo, estas
políticas deben incluir necesariamente el medio ambiente.
Y deben traducirse en prácticas de gobierno que aumenten
el acceso de los pobres a los recursos naturales vitales y su
habilidad para administrar esos recursos de modo que
compartan los beneficios que de ellos se obtienen.

El medio ambiente afecta a los pobres

El vínculo entre medio ambiente y reducción de la pobreza
es muy sólido. Desde la Cumbre de la Tierra en Río en
1992, se ha reconocido ampliamente la importancia que
tiene un medio ambiente sano para unos medios de vida
sostenibles, particularmente para los pobres de los pueblos
de África, Asia y Latinoamérica (UN 1992; UN 2002:2). Los
ingresos derivados del medio ambiente suponen un
componente fundamental del sustento de los pobres del
medio rural y esta dependencia directa de la naturaleza no
parece estar disminuyendo.

El medio ambiente es también una fuente de vulnera-
bilidad. Factores ambientales contribuyen sustancialmente
a la insalubridad que padecen los pobres. Asimismo, las
familias con bajos ingresos son especialmente vulnerables
ante los desastres naturales y los riesgos relacionados con el

medio ambiente, como son los impactos crecientes del
cambio climático. Al clarificarse esta relación medio
ambiente-pobreza, importantes instituciones de desarrollo
y donantes han comenzado a situar el medio ambiente
como un aspecto más importante en sus esfuerzos para
luchar contra la pobreza (USAID et al. 2002; Duraiappah
2004; UK DFID [Departamento para el Desarrollo Interna-
cional del Reino Unido] et al. 2002; UK DFID 1999; PNUD
and EC [CE] 1999; World Bank 2001b).

Los recursos naturales tienen un papel esencial
en el sustento de los pobres
Las familias pobres rurales hacen uso de una serie de fuentes
de ingresos y actividades de subsistencia para mantener su
forma de vida. Muchas de éstas están basadas directamente
en la naturaleza, como la agricultura y la ganadería a
pequeña escala, la pesca, la caza y la recolección de leña,
hierbas u otros productos naturales. Estos productos pueden
ser vendidos a cambio de dinero o utilizados directamente
para obtener alimentos, calefacción, materiales de construc-
ción u otras innumerables necesidades del hogar. Estos
“ingresos ambientales” se suman a otras fuentes de ingresos
como el trabajo remunerado y las remesas de dinero envia-
das por miembros de la familia que han emigrado. La
decadencia de los ecosistemas naturales a causa del agota-
miento del suelo, la deforestación, la sobreexplotación y la
contaminación representa una amenaza directa para los
ingresos procedentes de la naturaleza y contribuye a aumen-
tar la pobreza. (Ver el Capítulo 2 para una discusión profunda
sobre cómo los ecosistemas contribuyen al sustento de los pobres).

Los recursos naturales mancomunados son un
factor clave de la subsistencia
Los pobres hacen un uso extensivo de los bienes obtenidos
de tierras o aguas sobre las cuales ninguna persona ejerce
derechos exclusivos, recursos conocidos generalmente
como recursos mancomunados (RM) o simplemente “lo
común” (Jodha 1986:1169; Ostrom 1990:30). Los recursos
mancomunados existen en muchos ecosistemas diferentes
y bajo una variedad de regímenes de propiedad públicos o
comunitarios. Ejemplos típicos incluyen pastos, bosques
estatales o comunales, páramos, aguas costeras, ríos, lagos,
estanques y semejantes (Jodha 1986:1169).

Los materiales reunidos a partir de los RM constituyen
un amplio abanico de artículos para uso personal y venta,
abarcando alimentos, forraje, combustible, fibras, madera en
volúmenes reducidos, abonos, bambú, plantas medicinales,
aceites y materiales de construcción para casas y muebles.
Peces, moluscos, algas y otros artículos recolectados de las
aguas costeras, ríos y otros entornos acuáticos tienen también
una gran importancia para los pobres. Casi todas las familias
rurales –tanto ricas como pobres– se benefician de los ingre-
sos obtenidos de los RM, pero éstos son particularmente
importantes para los hogares sin terrenos, a los cuales
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GRÁFICO 1.2 CAMBIO CLIMÁTICO Y SEGURIDAD
ALIMENTARIA

Fuente: Thornton et al. 2002:89

Continúa en página 16

Cambios en la temporada de cultivo prevista, 2000-2050
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SER POBRE OFICIALMENTE EN TÉRMINOS INTERNACIONA-
les significa vivir por debajo de la línea de pobreza del Banco
Mundial de un dólar americano al día. En realidad, los ingresos
de las personas pobres varían según nación y región, pero por
definición nunca suponen lo suficiente para poder llegar a fin
de mes. Ser pobre es tener que elegir entre un abanico de
necesidades, no todas de las cuales se puede uno permitir.
Alimentación, refugio, salud, ropa, combustible, transporte y
herramientas o material necesario para trabajar son los gastos
básicos que compiten por un presupuesto familiar limitado. Las
obligaciones sociales, como bodas, funerales y regalos, se
suman a estas necesidades básicas. Cuando tienes escasos
medios y muchas necesidades, ¿en qué gastas tu dinero?

Las necesidades

La comida es la preocupación principal e inmediata, y de lejos el
mayor gasto, para los hogares pobres. Los estudios muestran que
cuanto más pobres son los hogares, mayor es el porcentaje de
ingresos que invierten en comida. Esto es así a pesar del hecho
de que los pobres suelen generar parte de su propia comida. En
Tanzania, el hogar medio rural sobrevivía con sólo 32 centavos al
día en 2001, de los que 21 centavos –65 por ciento– se desti-
naban a comida (National Bureau of Statistics of Tanzania
[Oficina Nacional de Estadística de Tanzania] 2002:68-70). El
gasto en comida entre los pobres muestra comportamientos
semejantes en otras regiones: las compras de comida suponen el
60 por ciento de los gastos familiares en el Marruecos rural (0,37
dólares al día) (World Bank 2001:4, Tabla 5) y 75 por ciento
(0,50 dólares al día) en Georgia (Yemtsov 1999:15, Tabla 5, 42).
En comparación, una familia en Estados Unidos gasta una media
del 14 por ciento del presupuesto familiar en alimentación (U.S.
Dept. of Labor [Departamento de Trabajo de EE UU] 2004:4).

Al suponer la comida una proporción tan alta del dinero diario,
otras necesidades básicas tienen que recibir proporcionalmente
menos, con frecuencia sólo unos centavos al día. La vivienda y
el combustible o la electricidad para calentarse y cocinar, por
ejemplo, suponen sólo el 12 por ciento del gasto entre los
pobres de Argentina (Lee 2000:8, Tabla 2). La sanidad, otra
prioridad para las familias de bajos ingresos, recibe sólo tres
céntimos de cada dólar gastado por los pobres del medio rural
en Marruecos, la misma cantidad que gastan en la Georgia rural
(World Bank 2001:9, Tabla 17; Yemtsov 1999:15, Tabla 5).
Los costes de ropa y transporte suponen una proporción igual
de pequeña dentro del dólar diario.

CUADRO 1.2 VIVIR CON UN DOLAR AL DÍA

Una familia de cuatro miembros consultada en el Bangladesh rural calculó
que gasta apenas 80 centavos al día en comida y combustible, lo que les
permite comprar y cocinar dos comidas de arroz y judías, así como una
porción ocasional de carne. Los costes médicos ascienden a 3,3 centavos
al día (12 dólares al año), principalmente en medicinas para la tos y los
catarros del marido. Otros gastos familiares incluían 4,1 centavos al día en
ropa (15 dólares al año), 1,6 centavos en libros escolares (6 dólares al año)
y 2,2 centavos (8 dólares al año) en visitar y entregar regalos a familiares.
La salud familiar y los costes de alimentación por tanto suponían más del
90 por ciento de los gastos básicos del hogar (Rutherford 2002: 10).

¿QUÉ PUEDES COMPRAR CON UN DÓLAR?

País 1 $ compra

Bangladesh (Chittagong) 1 docena de huevos

Kenia 8 tazas de leche

Ghana 2 1/3 botellas de aceite de palma

Ghana 4 1/3 botellas de refresco de cola

Filipinas 4/5 de un Big Mac

Estados Unidos 1/3 de un café ‘tall late’ en Starbucks

Uganda 1/46 de una bicicleta

Bangladesh 1/3 de un sari

Ghana 1 1/2 par de sandalias de goma

Bangladesh 7 pastillas de jabón

Ghana 87 pastillas de penicilina

India (Andhra Pradesh) 1/2 unidad de sangre para transfusión

Estados Unidos 1/150 del coste medio diario del cuidado de
enfermería en un asilo

Tanzania (Nzanza) 1/3 de un litro de pesticida

Ghana 4 1/3 rollos de papel higiénico

Ecuador (Quito) 1/500 de una lavadora

India (Andhra Pradesh) 2-3 piezas de bambú para construcción

Uganda (Mbale) 1/1.500 del coste de construir una casa nueva

India (Mumbai) 1/3 del coste medio de un ticket para el cine



Lo que no te puedes permitir
Cuando los ingresos no cubren totalmente ni siquiera las
necesidades diarias, todo lo demás se convierte en un lujo. Por
tanto, hay una gran cantidad de cosas que los pobres no se
pueden permitir comprar. Herramientas, materiales y el mante-
nimiento de bienes que generen ingresos, como el transporte o
los materiales de labranza, son gastos que suelen quedarse
fuera del presupuesto familiar. Para cubrir regalos, dotes y
funerales –gastos asentados en el núcleo de muchas estructu-
ras sociales y costumbres– los pobres con frecuencia tienen
que vender el escaso terreno o ganado que poseen (Narayan et
al. 2000a:149-150). Muebles, ropa de moda o electrodomés-
ticos –todo ello cuestiones que se consideran más o menos
garantizadas en el mundo desarrollado– son generalmente una
extravagancia. Las inversiones en bienes valiosos o seguros
para amortiguar momentos difíciles en el futuro son aún más
difíciles de costear. Sin un seguro o una provisión para caso de
emergencia, unos ingresos ya de por sí marginales se convier-
ten en unos cimientos aún más precarios para el futuro.

La pobreza con frecuencia significa no ser capaz de benefi-
ciarse de oportunidades e inversiones que sí están disponibles
para otros que tienen asegurados mayores ingresos. La educa-
ción es un buen ejemplo. A pesar de que los beneficios de una
educación pueden aumentar significativamente las posibilida-
des de un niño o una niña de salir de la pobreza, el presupuesto
de una familia pobre no siempre se lo puede permitir. Los
costes de escolarización pueden incluir la matrícula, materiales
y la pérdida de un trabajo que el niño o la niña podría haber
aportado en caso de haberse quedado en casa (Narayan et al.
2000b:242-244). Otras inversiones que requieren ahorros o un
capital inicial también están fuera de su alcance, como poner
en marcha un pequeño negocio, comprar fertilizantes o un
barco de pesca o anunciarse para alcanzar un mayor mercado.
Al carecer de esa capacidad de inversión, los pobres suelen
verse limitados a actividades de subsistencia y trabajo escasa-
mente remunerado que hacen difícil avanzar.� 
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LO QUE GASTAN LOS POBRES DEL CAMPO EN MARRUECOS

Gasto diario per cápita de individuos del medio rural con bajos
ingresos en Marruecos 1998/99 (dólares americanos) 

Cantidad gastada % del total

Comida 0,35 $ 61,4

Vivienda 0,13 $ 22,8

Ropa 0,02 $ 3,2

Salud 0,02 $ 3,2

Transporte y comunicaciones 0,01 $ 2,5

Ocio 0,01 $ 1,8

Otros 0,03 $ 5,1

TOTAL 0,57 $ 100

Adaptado de World Bank 2001:9, Tabla 17



aportan una importante fracción de sus ingresos totales.
Investigadores estiman que los recursos mancomunados
aportan en torno al 12 por ciento de los ingresos familiares de
los hogares pobres en India, lo que supone unos 5.000 millo-
nes de dólares al año, el doble que la cantidad que India
recibe en ayuda al desarrollo (Beck and Nesmith 2001:119).

Cuando el acceso a los recursos mancomunados no
está restringido, como suele suceder, es difícil conservarlos
sin ser sobreexplotados. La degradación de los recursos de
libre acceso en forma de exceso de pesca o de pasto y
deforestación supone una carga creciente sobre los pobres,
una tendencia que los aleja de la riqueza.

Los recursos naturales son redes vitales de
seguridad social durante periodos de carestía
Los recursos naturales desempeñan un papel clave como
fuente de subsistencia en último caso en tiempos de crisis
económica y cuando otros suministros de alimentos están
limitados. En el sudeste de Ghana, por ejemplo, la recesión
y la sequía en 1982 y 1983 coincidieron con la temporada
normal de carestía –el tiempo anterior a las cosechas cuando
los suministros de alimentos son más bajos por naturaleza–.
Durante esta temporada de carestía, el consumo de alimen-
tos en las familias más pobres dependió de los bosques en un
20 por ciento, frente a los momentos de mayores ingresos, en
los que los bosques suministraban sólo el 2 por ciento de los
alimentos consumidos en los hogares. Las mujeres y los
niños dependían particularmente de los productos silvestres,
como raíces, fibras, hojas, cortezas, frutos, semillas, nueces,
insectos y jugos. Los hombres también cazaban y atrapaban
pequeños mamíferos, reptiles y pájaros (Dei 1992:67).

Los factores ambientales se suman a los
problemas de salud que pesan sobre los pobres
Riesgos ambientales como aguas sucias, exposición a la conta-
minación del aire de interior, enfermedades transmitidas por
insectos y los pesticidas cuentan por casi una cuarta parte de
las enfermedades e incluso una mayor proporción en los
problemas de salud de los pobres (Cairncross et al. 2003:2;
Lvovsky 2001:1). Los pobres tienen muchas más probabilida-
des de estar expuestos a riesgos de salud ambientales que los
ricos en virtud del lugar donde viven. También tienen un
acceso mucho menor a una buena atención médica,
haciendo que su exposición sea mucho más dañina. Como
resultado, la salud de los pobres es un obstáculo para conse-
guir mayores ingresos y contribuye a disminuir el bienestar en
todas las dimensiones de la vida. (Ver Cuadro 1.3).

El cambio climático aumenta la vulnerabilidad
de los pobres
Los impactos adversos del cambio climático golpearán más
fuerte en los países en desarrollo –y particularmente entre
los pobres– tanto por su gran dependencia de los recursos
naturales como por su capacidad limitada de adaptarse a

un clima que cambia. La escasez de agua es ya un problema
fundamental para los pobres del mundo, y las variaciones
en las lluvias y las temperaturas asociadas al cambio climá-
tico probablemente empeorarán esta situación. Incluso sin
cambio climático, el número de pobres afectados por la
escasez de agua está previsto que aumente de 1.700 millo-
nes hoy a 5.000 millones en 2025 (IPCC 2001:9).

Además, se prevé que las cosechas se reduzcan en la
mayoría de las regiones tropicales y subtropicales por el
cambio de las pautas de lluvia y temperaturas con el cambio
climático (IPCC 2001:84). (Ver Gráfico 1.2). Un informe
reciente realizado por la Organización para la Agricultura
y la Alimentación estima que los países en desarrollo
pueden experimentar un descenso del 11 por ciento en el
volumen de tierras apropiadas para el regadío en 2080 por
culpa del cambio climático (FAO 2005:2). También hay
evidencias de que vectores de enfermedad, como los
mosquitos que transmiten la malaria, se propagarán más
ampliamente (IPCC 2001:455). Al mismo tiempo, el
cambio climático puede conllevar un incremento de los
fenómenos climatológicos extremos como ciclones y lluvias
torrenciales. La construcción inadecuada y la ubicación de
las viviendas de los pobres con frecuencia les hacen ser las
víctimas más probables de estos desastres naturales.

La naturaleza como peldaño económico
fundamental
La naturaleza siempre ha sido un camino hacia la riqueza,
al menos para unos pocos. El beneficio de las cosechas, la
madera y la pesca, de convertir pastos en plantaciones y de
explotar el petróleo, gas y reservas naturales ha creado
fortunas personales, inspirado mercados de valores y poten-
ciado el crecimiento de naciones durante siglos. Pero esta
escalada de riqueza gracias a los recursos naturales ha sido
amasada en su mayor parte a través de medios insostenibles
y los beneficios se han concentrado sobre todo en los
poderosos. Son los poderosos quienes generalmente
controlan el acceso a los recursos a través de la propiedad
de la tierra o concesiones para la tala, la pesca o la minería
en terrenos públicos; quienes disponen del capital para
hacer inversiones y quienes pueden negociar los sistemas
reguladores del Gobierno que guían el uso de los recursos
naturales. Los pobres, en contraste, han recogido escasos
tesoros de la riqueza total extraída de la naturaleza. Pero
eso puede cambiar.

Los recursos naturales son un determinante clave
de la riqueza rural
Incluso si actualmente no obtienen la mayor parte de la
riqueza generada por los sistemas naturales, el sustento de
los pobres se construye en torno a estos sistemas. De hecho,
los recursos naturales son la piedra angular de la mayoría
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de los medios de vida en los países en desarrollo, y no sólo
durante los periodos de escasez. El Capítulo 2 ofrece
abundantes ejemplos de ingresos ambientales que tanto los
ricos como los pobres obtienen de la naturaleza.

La capacidad de explotar eficazmente la productividad
de los ecosistemas es, con frecuencia, uno de los determi-
nantes más significativos de los ingresos familiares. Por
ejemplo, los estudios muestran que la variable clave que
explica los niveles de ingresos en los hogares rurales de
Uganda es el acceso a la tierra y el ganado. En los pueblos
ugandeses próximos al lago Victoria, la variable clave que
explica la riqueza es el acceso a embarcaciones y aparejos de
pesca. Con respecto a los ingresos, esto resulta ser más impor-
tante incluso que otros factores asociados a la riqueza, como
el acceso a la educación (Ellis and Bahiigwa 2003:1003).

Más allá de la subsistencia: la dotación natural
como capital para los pobres
Los bienes y servicios de los ecosistemas –los productos
naturales y los procesos que generan los ecosistemas– son
con frecuencia los únicos bienes a los que los pobres tienen
acceso. Estas dotaciones naturales, si se gestionan eficaz-
mente, pueden suponer una base de capital, los cimientos
para una mayor viabilidad económica y un peldaño para
salir de la mera subsistencia. No obstante, el potencial de
estos bienes con frecuencia es pasado por alto.

La típica evaluación comercial de los recursos naturales
tiende a infravalorar el conjunto total de bienes y servicios de
los ecosistemas, que incluye no sólo cultivos, madera, pescado
y forrajes, que suelen ser los objetivos habituales de explota-
ción, sino también una amplia variedad de otros bienes
recolectables, productos agroforestales, productos de la
acuicultura a pequeña escala, al igual que servicios como el
mantenimiento de la fertilidad del suelo, control de inunda-
ciones y recreativos (Lampietti and Dixon 1995:1-3; Pagiola et
al. 2004:15-19). Una de las consecuencias de la dificultad de
asignar un valor monetario a los beneficios de los ecosistemas
es que esto ha llevado a la infravaloración sistemática de los
haberes de los pobres y a una estimación a la baja de los
beneficios potenciales que implicaría una mejor gestión del
medio ambiente.

Pero el potencial de una administración estratégica de
los ecosistemas para aumentar los ingresos de los pobres es
real. De hecho, la buena gestión de los ecosistemas puede
convertirse en uno de los motores del crecimiento econó-
mico rural de forma más general. La experiencia demues-
tra que los pobres utilizan diferentes estrategias para hacer
que sus dotaciones en ecosistemas sean un escalón hacia la
salida de la pobreza.

Restaurar la productividad
Cuando los ecosistemas están degradados, se limita su poten-
cial como una fuente de ingresos ambientales. Muchas
comunidades han descubierto que restaurar la productivi-

dad de los bosques, pastos o pesquerías locales tiene el efecto
opuesto: aumentar sustancialmente los ingresos locales. Con
frecuencia esto acarrea un esfuerzo comunitario para un
control más cuidadoso del uso de las zonas de propiedad
común e incluso terrenos privados. Por ejemplo, el pueblo
de Sukhomajri en Haryana, India, ha conseguido un amplio
reconocimiento por lograr aumentar los ingresos del pueblo
a través de esfuerzos comunitarios para restaurar y mantener
la productividad de bosques locales y terrenos de cultivo.
Una cuidadosa gestión de las tierras y la recogida del agua de
lluvia produjeron grandes ganancias en producción agrícola,
densidad de árboles y agua disponible, aumentando los
ingresos anuales por hogar en un 50 por ciento en cinco
años (Agarwal and Narain 1999:16).

Muchos otros proyectos de gestión de cuencas en India
también han aportado beneficios a los residentes de los
pueblos, incluyendo familias pobres que no poseen tierras.
En la cuenca de Adgaon en Maharashtra, los días de trabajo
anuales (trabajo remunerado) por trabajador aumentaron
de 75, al comienzo del proyecto, hasta más de 200 cuando
se hubo completado la restauración. En el pueblo de
Mendhwan, los trabajadores se encontraron con ocho
meses de trabajo agrario al año después de cuatro años de
gestión de la cuenca, frente a los sólo tres meses antes de
que la comunidad empezara su proyecto de restauración y
gestión (Kerr et al. 2002:56).

Nichos de mercado para productos y servicios
Una forma habitual de traducir la dotación ecosistémica en
ganancias económicas es crear o aprovechar nichos de
mercado para productos forestales no madereros, como
bambú, champiñones, hierbas y otros productos recolecta-
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TABLA 1.2 BAMBÚ AMARGO Y CARDAMOMO VS. OTRAS
FUENTES DE INGRESOS

N A M  P H E N G ,  L A O S

Actividades Ingresos por día de trabajo 
(en kips laosianos)

Recolección y venta de bambú amargo 13.500-19.600 

Recolección y venta de cardamomo 11.200 

Trabajo pesado: construcción de carreteras 20.000 

Trabajo pesado: agricultura 20.000 

Recolección y venta de leña 17.000 

Trabajo ligero: agricultura 10.000 

Agricultura de roza y quema 1.500 

Fuente: Morris 2002:14

Nota: 1.000 kips laosianos = 0,13 dólares americanos



bles. En la población de Nam Pheng, en el noroeste de Laos,
los habitantes iniciaron un esfuerzo cooperativo en 1996 para
expandir el mercado de bambú amargo y cardamomo.
Crearon un plan de gestión coordinada para la recogida
sostenible de estos productos tradicionales, mejoraron la
tecnología de recolección y establecieron un grupo de marke-
ting para aumentar las ventas y obtener precios más elevados
para sus mercancías. En 2001, un día recogiendo bambú
amargo aportaba diez veces la retribución del cultivo de roza
y quema, que había sido la principal actividad de sustento de
los habitantes (Morris 2002:10-24). (Ver Tabla 1.2).

En 2002, la recolección de bambú amargo y
cardamomo conformaba la principal fuente de ingresos de
la mayoría de los habitantes y la comunidad había realizado
progresos considerables hacia ingresos más elevados y
medios de vida más seguros. (Ver Gráfico 1.3). El índice de
pobreza de esta población había caído en más de la mitad,
la seguridad alimentaria había aumentado y la tasa de
mortalidad en niños menores de cinco años se había
desplomado hasta cero. Asimismo, se habían reunido
suficientes fondos comunitarios para construir una escuela,
logrando doblar la asistencia al colegio, siendo la mitad de
los alumnos niñas. Aunque los ingresos potenciales del
bambú y el cardamomo no son ilimitados, sí han supuesto
un paso hacia mayores inversiones de capital, como en
ganado, y permitido a los campesinos diversificar sus
fuentes de ingresos. También ha supuesto para los habitan-
tes la apreciación del bosque como un activo económico, lo
que aporta un incentivo para el cuidado del ecosistema
forestal a largo plazo (Morris 2002:10-24).

Además de la comercialización de productos forestales
como el bambú, las familias pobres pueden conseguir
sustanciales ingresos comercializado servicios de los ecosis-
temas, como los recreativos. En Namibia, algunas comuni-

dades han explotado positivamente el comercio del ecotu-
rismo en torno al avistamiento y la caza de gacelas, ñus,
elefantes, jirafas y otras poblaciones de animales de la zona.
Para conseguir esto, las comunidades se han constituido
legalmente como “conservaciones” para regular la caza, el
avistamiento, la acampada y otras actividades que afectan a
las especies locales. Las conservaciones han generado
beneficios directos que van desde trabajos y formación
hasta pagos en dinero y carne a los miembros de la comuni-
dad. En 2004, los ingresos comunitarios alcanzaron un
valor de 14,1 millones de dólares namibios (2,5 millones de
dólares americanos). Los estudios documentan que, en un
plazo de diez años, las conservaciones han reforzado la
seguridad de los medios de vida de los habitantes locales al
tiempo que han estimulado una mayor recuperación de las
poblaciones de especies salvajes (WWF and Rossing
Foundation 2004:v-vi; Vaughan et al. 2003:18-19).

Lograr una mayor participación en el valor de los
recursos naturales
Maximizar los ingresos ambientales implica no sólo una
administración mejorada de los recursos o la creación de
nuevos mercados para productos no tradicionales o infraex-
plotados. También exige una mayor atención a la comerciali-
zación de los productos tradicionales, como el pescado, para
que una mayor parte de los ingresos generados tenga como
destino a los propios pescadores en forma de precios más altos
por sus capturas. En Kayar, una comunidad en la costa de
Senegal, los pescadores locales trabajaron conjuntamente
para regular sus capturas de peces, con la intención de estabi-
lizar el volumen de capturas y asegurarse un buen precio en el
mercado (Lenselink 2002:43). Limitando la cantidad de peces
que cada propietario de una embarcación puede distribuir en
el mercado cada día, consiguieron aumentar los precios hasta
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el punto de que los pescadores disponían de unos ingresos
extra para ahorrar. Al mismo tiempo, las existencias de peces
estaban mejor administradas al limitarse el número de pesca-
dores permitidos en un área determinada, el número de
salidas a pescar autorizadas por día y la clase de aparejos de
pesca aceptados (Lenselink 2002:43; Siegel and Diouf 2004:4,
6). Los pescadores de Kayar consiguieron que la gestión de la
economía y la de los ecosistemas fueran de la mano. (Ver los
estudios de caso en el Capítulo 5 para otros ejemplos sobre cómo las
comunidades han utilizado la gestión mejorada de los ecosistemas para
aumentar su prosperidad económica y reducir la pobreza).

Los ejemplos descritos anteriormente implican una
manera de entender la riqueza de la naturaleza diferente a
la visión convencional de extracción a gran escala, un
punto de vista diferente sobre lo que es la riqueza de la
naturaleza, cuál es la mejor manera de explotarla y quién
debe beneficiarse de ello.

La gestión de los ecosistemas como base para el
desarrollo agrícola, la diversificación rural y el
crecimiento económico general
Hacer que los ecosistemas trabajen como un haber econó-
mico para los pobres no debería ser contemplado como un
objetivo aislado, sino como parte de una estrategia más
amplia para el desarrollo rural. Emplear los activos natura-
les de los pobres no es una panacea para la reducción de la
pobreza que pueda aisladamente llevar la riqueza a las
familias pobres. Más bien forma parte de una transición
general de las economías rurales desde la subsistencia hacia
la acumulación de riqueza, trabajando en primer lugar en
intentar conseguir una agricultura a pequeña escala y una
economía de recursos naturales más rentables –los pilares
actuales de los medios de vida rurales– y finalmente
construir una economía rural de industria y servicios
complementaria (World Bank 2003:xix-xxvi).

La agricultura es una parte particularmente importante
en la ecuación de la pobreza rural. Hay una conexión bien
establecida entre las mejoras en la agricultura a pequeña
escala y la reducción de la pobreza. Un estudio realizado en
África descubrió que un incremento del 10 por ciento en las
cosechas conducía a una reducción del 9 por ciento en el
número de personas que viven con un dólar al día (Irz et al.
2001 en World Bank 2003:71). Desde los años 60 hasta los 80,
el uso que la Revolución Verde hizo de semillas moderniza-
das y fertilizantes, irrigación, mejores créditos, carreteras y
asistencia técnica ayudó a conseguir este rápido crecimiento
agrario  en muchas zonas rurales, con la consiguiente reduc-
ción de la pobreza. Por ejemplo, entre 1965 y 1991 –el
periodo de mayores logros de la Revolución Verde– los
indices de pobreza rural en India cayeron del 54 al 37 por
ciento de la población (Smith and Urey 2002:17).

Pero extender los éxitos de la Revolución Verde a las
familias pobres y las zonas marginales a las que no ha
llegado requerirá algo más que el acercamiento tecnocrá-

tico de décadas anteriores. También precisará una buena
gestión de los ecosistemas por parte de los pobres que ayude
a construir y mantener la fertilidad del suelo y permita a los
pequeños agricultores recoger y usar eficazmente los recur-
sos hídricos. El fracaso a la hora de emprender este acerca-
miento ha dado como resultado la pérdida de fertilidad, la
salinización y el abuso de las aguas subterráneas en muchas
de las plantaciones de la Revolución Verde, problemas
ambientales que han comenzado a erosionar las ganancias
económicas en muchas zonas (Smith and Urey 2002:10).

El crecimiento agrícola sostenido, incrementado por
otras formas de ingresos ambientales, desde productos del
bosque hasta forraje pasando por acuicultura, puede ayudar
a muchas familias pobres del campo a crear una base de
bienes que les permita comenzar su transición hacia fuera
de la simple dependencia de la agricultura y las actividades
basadas en la naturaleza. La investigación muestra que,
según avanza el desarrollo, la agricultura va desempeñando
un papel menos importante en el proceso de desarrollo en
conjunto y posteriormente se reduce como parte de la
producción económica (Timmer 1988:276, 279). Los
residentes del campo comienzan a depender más de la
industria rural y los ingresos denominados “no agrarios”,
que aportan una vía adicional y más rápida de salida de la
pobreza al complementar la agricultura.

Pero incluso mientras las economías rurales se diversi-
fican lentamente, la naturaleza seguirá ocupando un lugar
importante. Muchas industrias rurales –como el procesa-
miento de productos agrarios o pesqueros, la producción
de artesanía y el ecoturismo– dependerán indirectamente
de los recursos naturales. Se beneficiarán, por consi-
guiente, de un enfoque más cercano a la gestión de los
ecosistemas. Por ejemplo, cuando la empresa de procesado
de gambas Aqualma se estableció en 2000 en un rincón
remoto de Madagascar, aportó un empleo permanente a
1.200 trabajadores del medio rural, la mayoría de los cuales
nunca habían tenido un trabajo remunerado. Pero el
futuro de Aqualma depende por completo de prácticas
pesqueras que aseguren un suministro continuo de
gambas. En otras palabras, una buena relación entre ecosis-
temas e ingresos ambientales sostiene muchas dimensiones
del crecimiento rural y es beneficioso en varios aspectos de
la evolución económica de los pobres del medio rural
desde la subsistencia a la riqueza (World Bank, 2003:xxii).

Una mejor gobernanza es vital 
para conseguir mayores ingresos

Maximizar los ingresos ambientales de los pobres requiere
realizar cambios en el gobierno de los recursos naturales. La
necesidad de estos cambios es apremiante porque los pobres
se encuentran en una gran desventaja en lo que se refiere al
control de los recursos naturales o de las decisiones en torno
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LA BUENA SALUD ES UN COMPONENTE BÁSICO DEL
bienestar humano y es necesaria para ganarse un sustento.
Desgraciadamente, los pobres son mucho más vulnerables a la
mala salud, y la mala salud es en sí misma un factor importante
en el refuerzo del círculo de pobreza. La vulnerabilidad en la
salud de los pobres tiene muchas facetas, siendo la exposición
medioambiental una de estas caras.

La salud como un bien

La buena salud es uno de los bienes más valiosos que poseen
los pobres. La buena salud no sólo es esencial para casi
cualquier actividad que genere ingresos, sino que la mayoría de
los otros bienes de los pobres –como el ganado y los cultivos–
ofrecen escasos rendimientos sin la capacidad física para
mantenerlos o usarlos (Barrett and McPeak 2003:8; Lawson
2004:20). Las personas que están enfermas o incapaces tienen
menos posibilidades de ser contratadas para un trabajo
remunerado, pueden tener dificultades para trabajar eficaz-
mente y con frecuencia cobrarán menos por sus servicios
(Narayan et al. 2000:96).

La mala salud no es sólo la carencia de un bien, sino un bien
negativo en sí mismo. Tener un miembro en la familia que cae
enfermo puede destruir el estándar de vida de una familia
pobre. Estudios sobre hogares y pueblos muestran que la enfer-
medad de una persona clave que gane ingresos –un llamado
“impacto de salud”– es una de las principales causas de que
un hogar caiga en la pobreza permanente (Krishna 2004:11;
Lawson 2004:3). La inmediata pérdida de ingresos es sólo el
comienzo: los costes de la sanidad pueden aumentar rápida-
mente y crear una necesidad urgente de dinero y, como los
pobres poseen pocos haberes líquidos que puedan usar en
emergencias semejantes, podrían tener que vender tierras o
haberes fundamentales para su sustento. Las familias que

afrontan un impacto de salud habitualmente se sumergen en
importantes deudas, de las que sólo pueden salir con dificul-
tad. Una manera común de arreglárselas es sacar a los niños
del colegio y mandarlos a trabajar, privándoles de la formación
que necesitarán en el futuro para mantenerse fuera de la
pobreza (Narayan et al. 2000:98).

Altos riesgos para los pobres

Los pobres tienen más probabilidades de padecer enfermeda-
des serias durante su vida. Tienden a vivir en zonas de mayor
riesgo, con mayor exposición a la contaminación, agentes infec-
ciosos y riesgos naturales como inundaciones. También tienden
a trabajar en puestos más peligrosos y disponen de un menor
acceso a los servicios que los ricos. Si enferman, afrontan
mayores retos para recibir la atención adecuada. La escasez de
personal sanitario formado y las deficiencias en clínicas y
hospitales pueden significar que el pobre tenga que recorrer
grandes distancias y esperar en largas colas para recibir un
tratamiento, especialmente en zonas rurales (Narayan et al.
2000:72, 95; World Bank 2004:135).

También se ha constatado ampliamente la corrupción en el sector
de la sanidad pública en el mundo en desarrollo. Los pacientes
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El Año de Vida en Función de la Incapacidad (DALY, según sus siglas en
inglés) es una medida estadística del coste humano de la enfermedad en
términos del número de años de salud perdidos por la enfermedad e incapa-
cidad (Ezzati et al. 2004:2142-3). El tiempo pasado en mala salud se tradu-
cirá en una pérdida de ingresos, lo que hace del DALY una medida útil del
impacto de los riesgos de salud sobre los medios de vida de los pobres.

Fuente: Ezzati et al. 2004:2144-45

Problemas serios de espalda obligaron a Susan, una agricultora pobre de
Kenia, a permanecer en el hospital. Incluso antes de comprar medicinas,
la factura de hospitalización de Susan le costó 27 $ americanos (2.100
chelines kenianos). Para reunir el dinero vendió sus únicas dos cabras,
su cosecha de judías del año anterior, utensilios de cocina y sus escasos
muebles. Incluso si su espalda se recupera, Susan ha sido reducida a la
indigencia y tendrá graves dificultades para ganar un sustento. Sus
amigos permanecerán como su única fuente de ayuda en el futuro
(Hamilton 2003:21).

EL ALTO PRECIO DE LA MALA SALUD

DALY ATRIBUIDOS A RIESGOS DE SALUD AMBIENTALES
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pueden ser forzados a pagar por servicios y medicinas que deberían
ser gratuitos y ser rechazados o peor tratados si no pueden permi-
tirse pagar (Narayan et al. 2000:102; World Bank 2001:83). En
Paquistán, una encuesta desveló que el 96% de los pacientes
informó de algún tipo de corrupción asociada a su visita al hospi-
tal local, como tener que pagar extra por camas, rayos X, pruebas
o medicinas (Transparency International 2002:22). Como resul-
tado, el sistema público de sanidad a menudo es el último recurso
de los pobres y muchos evitan utilizarlo (Narayan et al. 2000:100;
Narayan and Petesch 2002:33-34).

Hambre

La malnutrición es el principal riesgo para la salud entre los
pobres, provocando una de cada 15 muertes mundialmente
(WHO 2002:54). De los 1.100 millones de personas que viven
por debajo del umbral del “dólar diario”, 780 millones sufren
una hambruna crónica (FAO et al. 2002:8). Particularmente las
mujeres y las niñas, como suelen estar marginadas en la socie-
dad, pueden comer las últimas y menos que el sostén de la
familia. La desnutrición de mujeres y niños por sí sola supone
casi el 10 por ciento de la carga total de enfermedades (WHO
2002:54; Economist 2004:68).

El hambre no es sólo un resultado de la pobreza, sino una causa
primaria de permanecer en la pobreza. Las personas que
padecen hambre crónica son menos productivas en cualquier
trabajo que puedan obtener y, por tanto, tienen más dificulta-
des para acumular el capital financiero que necesitan para salir

de la pobreza (FAO et al. 2002:10). Los efectos de la pobreza
también se extienden a través de las generaciones. Los niños
que sufren malnutrición pueden padecer atrofias físicas e
impedir el desarrollo cognitivo y son más susceptibles ante
otras formas de enfermedades, tanto durante la juventud como
más adelante en su vida. Se estima que en los países en
desarrollo entre el 40 y 60 por ciento de los niños sufre caren-
cias de hierro lo bastante severas como para impedir el desarro-
llo cognitivo (Economist 2004:68; WHO 2001:7-8). Estas
incapacidades probablemente limitarán su capacidad para
generar ingresos en el futuro, extendiendo el ciclo de la pobreza
por otra generación más (FAO 2002:10; WHO 2002:53).

Salud ambiental

Los riesgos ambientales constituyen una porción significativa
de los riesgos de salud que afrontan los pobres. De acuerdo con
una estimación, las causas ambientales suman el 21 por ciento
de las cargas de salud totales en todo el mundo (la combina-
ción de los días que dura la enfermedad y las muertes debidas
a la enfermedad) (WHO 2002 en Cairncross et al. 2003:2). Las
infecciones respiratorias agudas y la diarrea se sitúan entre los
principales contribuyentes a la carga de las enfermedades en el
mundo en desarrollo y éstas son las enfermedades más genera-
les entre los pobres (WHO 2002:83).

Una parte desproporcionada de los riesgos ambientales de
salud pesa sobre las espaldas de los más jóvenes. Aunque los
niños menores de cinco años suponen sólo el 10 por ciento de
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la población mundial, sufren el 40 por ciento de la carga por
enfermedades relacionadas con el medio ambiente. La diarrea
provocada por aguas no potables y saneamiento inadecuado es
responsable de la muerte de en torno a 1,8 millones de perso-
nas en el mundo cada año, de los que 1,6 millones son niños
menores de cinco años (Gordon et al. 2004:14).

Las enfermedades respiratorias son causadas en gran parte por
la exposición a altos niveles de humos en interiores por cocinar
con estiércol, madera u otros combustibles procedentes de la
biomasa. Más de la mitad de la población mundial –3.500
millones de personas– dependen actualmente de estos
combustibles como su principal fuente de energía (Desai
2004:vii). Los análisis realizados por la Agencia Internacional
de la Energía muestran que esta dependencia probablemente
se incrementará en los próximos años, con 200 millones de
personas adicionales –en su mayoría pobres– dependiendo de
estos combustibles en 2030 (IEA [AIE] 2002:30).

La contaminación del aire de interior está relacionada con más
de 1,6 millones de muertes cada año, de las que 500.000
ocurren sólo en India. Más de la mitad de aquellos que mueren
de infecciones respiratorias relacionadas con la contaminación
del aire de interior son niños menores de cinco años (Warwick
and Doig 2003:2). En zonas urbanas, la contaminación atmos-
férica por las emisiones de vehículos, humo de las chimeneas
industriales, polvo y otras partículas es también un importante
riesgo de salud. La contaminación atmosférica provoca unas
800.000 muertes cada año, en su mayoría en el mundo en
desarrollo (WHO 2002:69).

Con vistas al futuro, el cambio climático implica un considera-
ble riesgo de salud ambiental, ya que puede intensificar las
amenazas ambientales para la salud ya existentes. Transmiso-
res de enfermedades como la malaria, dengue, esquistosomia-
sis y la enfermedad de Chagas pueden extender su alcance con
el cambio de las pautas de temperatura y lluvia. Los mosquitos
están entre los primeros organismos que ampliarán su alcance
cuando las condiciones climáticas les sean más favorables, por
lo que los casos de malaria y dengue pueden aumentar su ya
alto impacto entre los pobres (WRI [IRM] et al. 1998:70). Los
organismos diarreicos también son sensibles a los cambios en

la temperatura y la humedad, aumentando el riesgo que
suponen a medida que suben las temperaturas medias. Un
estudio realizado en Perú halló que las admisiones hospitalarias
por diarrea aumentaban hasta un 12 por ciento por cada incre-
mento de un grado centígrado en la temperatura (McMichael et
al. 2003:215). En una escala más amplia, la Organización
Mundial de la Salud estima que en 2000 el cambio climático
fue responsable del 2,4 por ciento de todos los casos de diarrea
y del 2 por ciento de todos los casos de malaria en el mundo
(WHO 2002:72).

El azote del sida

El sida plantea una de las amenazas más graves para la salud
de las familias pobres. En muchos de los países más pobres de
África y Asia son comunes altos índices de infección y la enfer-
medad ha empezado a hacer estragos en las economías familia-
res en muchas zonas rurales. Cuando el sida golpea a un
miembro de la familia –sobre todo si tiene una remuneración
clave– supone el tipo de impacto de salud que frecuentemente
arrastra a la familia hacia la pobreza profunda. En el pueblo de
Kagabiro, en Tanzania, las familias con un enfermo de sida
dedicaban entre el 29 y el 43 por ciento de las tareas del hogar
a labores relacionadas con la enfermedad, un tiempo que antes
estaba disponible para ganar dinero (Tibaijuka 1997 en Stover
and Bollinger 1999:5). Un estudio en Costa de Marfil concluyó
que cuando un miembro de una familia con sida muere o se
traslada para recibir tratamiento, el consumo medio de la
familia se reducía hasta en un 44 por ciento durante el año
siguiente a causa de la pérdida de ingresos (Bechu 1998 en
Stover and Bollinger 1999:4). Investigaciones en familias
afectadas por el sida en la Etiopía rural descubrieron que el
coste medio de los gastos por tratamiento médico, funeral y
luto se elevaban hasta varias veces los ingresos familiares
medios (Demeke 1993 en Stover and Bollinger 1999:4). 

El sida también causa efectos profundos en la seguridad
alimentaria. En el este de África, la escasez de fuerza de
trabajo provocada por el sida ha generado menores cosechas, el
cultivo de una cantidad menor de tierra y el reemplazo de culti-
vos para la venta por cultivos de subsistencia, al cercenarse la
economía agrícola rural. �
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a ellos. Con frecuencia les falta la propiedad legal o la tenen-
cia de la tierra y los recursos, lo que restringe su acceso y
hace inseguros sus hogares y sus medios de vida. También
padecen la falta de voz en el proceso de toma de decisiones,
quedándose fuera del círculo de decisión. Asimismo, la
corrupción en lo referente a los recursos naturales pesa con
más fuerza sobre los pobres, quienes pueden ser víctimas de
burócratas que exigen sobornos o de la tala o pesca ilegal
facilitada por funcionarios corruptos que miran hacia otro
lado. Los pobres también son sujeto de una variedad de
políticas –como impuestos y regulaciones varias– que en la
práctica son contrarias a los pobres.

Estos lastres en la gobernanza dificultan a las familias
pobres planificar de forma eficaz, hacer inversiones que
podrían permitirles beneficiarse de sus bienes o capacida-
des o trabajar conjuntamente para gestionar áreas comunes
o crear mercados para sus productos. En otras palabras, los
lastres de la gobernanza se traducen directamente en obstá-
culos económicos.

La seguridad de la tenencia es un obstáculo primordial
La propiedad y el acceso son las claves fundamentales para
llegar a la riqueza de la naturaleza. Desgraciadamente,
mucha gente pobre no posee la tierra o las zonas de pesca
de las que dependen  sus ingresos ambientales. Esta falta de
una tenencia segura los hace vulnerables a ser desposeídos
de sus casas y sus medios de vida o, si alquilan casas o
tierras, ser sujetos de rentas a veces desorbitadas.

Nunca se subrayará demasiado la importancia de la
tenencia –o la falta de ella– para poder gestionar la riqueza
de la naturaleza. Los derechos a explotar, vender o impedir
a otros usar un recurso –el conjunto de derechos asociados
a la tenencia o propiedad– son esenciales para el comercio
legal. La propiedad también implica un incentivo para
gestionar los ecosistemas de forma sostenible al asegurar
que un propietario será capaz de recoger los beneficios de
las inversiones a largo plazo, como la mejora del suelo, la
plantación de árboles o la restricción de las temporadas de
pesca para mantener viables las existencias de peces.

Los asuntos relativos a la tenencia que afectan a los
pobres abarcan no sólo la propiedad privada de la tierra,
sino también el uso de terrenos comunes. Muchas zonas
bajo administración estatal suministran la base de recursos
para las comunidades pobres, pero estas comunidades con
frecuencia no tienen bases legales para el uso de recursos
mancomunados. En muchos casos, estos recursos –ya sean
bosques, pastizales o bancos pesqueros– han sido goberna-
dos localmente durante siglos bajo formas tradicionales de
“tenencia comunal”, en la que los recursos son poseídos en
común por un grupo de individuos, como un pueblo o una
tribu.

Por desgracia, estos acuerdos tradicionales con frecuen-
cia carecen de un reconocimiento legal, y los conflictos
entre la tenencia comunal y la propiedad moderna con

reconocimiento estatal suelen amenazar los medios de vida
rurales. El reconocimiento estatal de estos acuerdos de
propiedad tradicionales o el establecimiento de nuevos
acuerdos que repartan el poder entre las comunidades
locales y el Estado son componentes importantes dentro de
los esfuerzos para conseguir gestionar los bienes de los siste-
mas naturales (Meinzen-Dick and Di Gregorio 2004:1-2).

Falta de voz, participación y representación
Cuando se toman decisiones importantes sobre los recursos
locales, rara vez se escucha a los pobres o sus intereses son
representados. Estas decisiones, como la entrega de una
concesión maderera en un bosque estatal que podría estar
ocupado por familias pobres, suelen ser adoptadas en la
capital del Estado o en puntos de reunión muy lejanos de
la vida rural. Incluso si pudieran llegar a estos puntos de
toma de decisiones, aún sería improbable que a los pobres
–al igual que a otros residentes del campo– se les ofreciera
un asiento a la mesa. El derecho de los usuarios de recursos
locales a participar en las decisiones sobre esos recursos es
aún un concepto relativamente nuevo en la mayoría de los
lugares y no suele estar incluido en las leyes. Las barreras
del idioma, la ignorancia de sus derechos legales y la falta
de una información completa sobre cómo esas decisiones
sobre los recursos les pueden afectar también son obstácu-
los inmensos para la participación de los pobres. La falta de
dinero, de conexiones políticas y de abogados u otros
defensores que puedan articular sus necesidades son
fuentes de aislamiento político y marginación (WRI et al.
2003:44-64). 

Los ricos dominan la maquinaria económica
Los propietarios y comerciantes ricos tienden a dominar los
recursos y las herramientas económicas necesarias para
convertir los recursos naturales en riqueza. Además de
poseer más y mejor tierra, ganado, maquinaria agrícola,
barcos u otras propiedades directamente útiles para benefi-
ciarse de los ecosistemas, los ricos también suelen tener un
mayor acceso a recursos como agua de riego, semillas, ferti-
lizantes, pesticidas y fuerza de trabajo (Narayan and
Petesch 2002:58-59, 188; Narayan et al. 2000:49-50: Kerr et
al. 2002:61). Los ricos también disponen de un acceso más
sencillo al crédito, que es una restricción clave para los
pobres que quieren mejorar sus bienes ambientales
plantando árboles, emprendiendo proyectos de conserva-
ción del suelo o del agua o desarrollando nuevos productos
o mercados.

Estas ventajas suelen ser magnificadas por las densas e
interrelacionadas redes sociales en zonas rurales, que
tienden a reforzar la posición de cuasi monopolio que
disfrutan algunas familias más ricas, dejando a las familias
más pobres pocas opciones o a veces incluso sólo la de
tomarlo o dejarlo (Bardhan 1991:240). Por ejemplo,
estudios en Bengala Occidental, en India, hallaron que los



trabajadores ligados a sus patrones por créditos eran menos
partidarios de participar en grupos de negociación y agita-
ción para conseguir el aumento de los salarios. Estos traba-
jadores contratados creían que era una elección entre un
sueldo escaso o ningún trabajo, un ciclo de dependencia
que puede autoperpetuarse (Bardhan 1991:240). 

El acaparamiento de recursos naturales estatales
por la élite – Facilitado por la corrupción
En muchos casos, los recursos de propiedad estatal como
bosques y bancos pesqueros están abiertos a la explota-
ción al entregarse contratos de concesiones o licencias de
recolección a individuos o empresas. Los ricos tienen
muchas más posibilidades de poder beneficiarse de esto.
En Bangladesh, el Gobierno concede los derechos de
pesca en aguas estatales para un periodo de entre uno y
tres años a través de un sistema de subasta pública que
genera considerables ingresos para el Estado. Lamenta-
blemente, los pescadores pobres rara vez pueden permi-
tirse presentar una oferta, por lo que las licencias son
compradas por inversores ricos conocidos como “señores
del mar”. Estos emprendedores contratan pescadores
como trabajadores diarios por un salario escaso,
guardando la mayor parte de los beneficios para ellos
mismos. Esto ha llevado, de hecho, a la explotación insti-
tucionalizada de los pescadores por una pequeña élite
rural (Béné 2003:964). En otros casos, los que consiguen
estas concesiones excluirán a los pobres de su concesión,
incluso a pesar de que hayan vivido tradicionalmente de
estos territorios.

Este problema de la toma de recursos estatales por las
élites empeora por culpa de la corrupción, el padrinazgo
político o la información privilegiada. Esta corrupción y
favoritismo suele centrarse en las concesiones sobre recur-
sos naturales en áreas remotas
lejos de las preocupaciones
oficiales y el escrutinio público,
precisamente en las zonas en
que viven los pobres. En 2001,
Bob Hasan, ex ministro de
Industria y Comercio de
Indonesia, fue condenado a
prisión por sobornos relaciona-
dos con los bosques por valor
de 75 millones de dólares.
Durante años, el magnate de la
madera y colaborador cercano
del ex presidente Suharto
dominó el lucrativo comercio
de contrachapado de Indone-
sia, llegando a controlar casi el
60 por ciento de las exporta-
ciones del contrachapado
tropical del mundo (Borsuk

2003:1; Barr 1998:2, 30). 
Al margen de su papel al permitir que las élites acapa-

ren los recursos naturales, la corrupción también consti-
tuye un obstáculo fundamental para la gestión sostenible
de los recursos y, por tanto, otra vía por la que los bienes de
los pobres se ven disminuidos. La tala y la pesca ilegal son
las principales causas del agotamiento de los recursos
mancomunados de los que dependen los pobres, arrui-
nando una gestión estatal efectiva de los recursos y también
minando los acuerdos para la gestión tradicional al nivel
local o tribal (WRI et al. 2003:36-38). (Ver Gráfico 1.4). Las
exigencias de sobornos por funcionarios locales para el
acceso a los recursos colocan un lastre especial para los
pobres y fomentan que las familias de bajos ingresos se
impliquen ellas mismas en la tala o pesca ilegal u otros usos
insostenibles de los recursos. A un nivel nacional, la corrup-
ción supone un estorbo en la economía, actuando en
definitiva como un impuesto sobre empresas legítimas.
Investigaciones muestran que la corrupción contiene el
crecimiento económico nacional, que es uno de los princi-
pales requisitos para una reducción de la pobreza eficaz y
extendida (Thomas et al. 2000:144-150).

Impuestos y regulaciones contrarios a los pobres
obstaculizan el empoderamiento económico
En muchos países, las actividades relacionadas con los
recursos naturales como la extracción de madera, la
pesca, el pasto, la agricultura a pequeña escala y el uso del
agua están sujetas a controles e impuestos que son regre-
sivos en lo que respecta a los pobres. En China, los agricul-
tores de cereales –muchos de los cuales son pobres– hasta
hace poco estaban obligados a vender al Gobierno una
cuota fija de su producción a precios por debajo de los de
mercado, reduciendo de forma esencial sus ingresos
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GRÁFICO 1.4 LA CORRUPCIÓN SEGÚN SECTORES EN EL SUR DE ASIA, 2002
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potenciales (Ravallion and Chen 2004:21-22). En Uganda,
las familias afrontan un confuso conjunto de impuestos
relativos a los recursos, que suelen parecer arbitrarios a las
familias del campo. Incluyen impuestos sobre actividades
tan diversas como ahumar el pescado, cultivar maíz y sacri-
ficar vacas y cabras (Ellis and Bahiigwa 2003:1008-1009).
En los alrededores del lago Chad en África Central, las
tasas de pesca son recaudadas por tres grupos distintos: las
autoridades tradicionales, el Gobierno central y los solda-
dos (Béné 2003:970). Esta superposición de impuestos
desanima a las familias de escasos ingresos de iniciar
transacciones comerciales que podrían ayudarles a
generar beneficios a partir de su acceso a los recursos
naturales. 

Además, a veces regulaciones ambientales bien inten-
cionadas son introducidas de una forma draconiana que
perjudica a los pobres. Por ejemplo, es evidente que la
prohibición impuesta en China en 1998 de talar árboles en
las riberas altas de los ríos Yangtsé y Amarillo ha tenido un
impacto muy negativo sobre algunas familias pobres. La
prohibición se estableció con intención de restaurar los
cauces y evitar que se repitieran las desastrosas inundacio-
nes ocurridas en el Yangtsé a comienzos de ese año. Sin
embargo, la extensión de la prohibición de talar más allá de
bosques estatales, hasta afectar a tierras privadas y colecti-
vas, ha costado numerosos puestos de trabajo y restringido
el acceso de las comunidades locales a productos forestales
en estas zonas (Xu et al. 2002:6, 8). En Mali, una ley de
1986 prohibió los fuegos en el bosque, declarando ilegal la
tala de ciertas especies sin un permiso del Departamento
Forestal y obligando a utilizar estufas de ahorro de leña.
Como resultado, el comercio de madera se hizo ilegal y los
pobres incapaces de pagar las multas sufrieron la confisca-
ción de su ganado (Benjaminsen 2000:97, 99-100).

El medio ambiente como vía hacia la
gobernanza democrática

El medio ambiente supone una herramienta poderosa para
promover las reformas democráticas. Especialmente entre
los pobres, ofrece una apertura única para adaptar a lo
local y construir la demanda de prácticas democráticas
gracias a su conexión con los medios de vida. A cambio, la
buena gobernanza ambiental es esencial para desarrollar,
reforzar y consolidar la democracia en las naciones más
pobres del mundo porque es un requisito previo para que
los pobres consigan mayores ingresos del medio ambiente.

Serán necesarios cambios políticos significativos para
contrarrestar la tendencia contraria a los pobres insertada
en las políticas gubernamentales, las instituciones y las leyes.
Esto exige un mayor acceso de los pobres a la verdadera
participación, información precisa y representación razona-
ble. El propio medio ambiente constituye una vía efectiva

para esta necesaria transición hacia una toma de decisiones
democrática. En incontables comunidades de África, Asia y
Latinoamérica, el control y el uso de los recursos naturales
son aspectos de la supervivencia de cada día. Éstos son
aspectos de la gobernanza con una implicación inmediata.
La perspectiva de decisiones más justas sobre el territorio y
los recursos configura los ideales de democracia con
relevancia personal para los pobres y aporta un motivo para
el tipo de activismo público que lleva al cambio político.

Hay muchos ejemplos de personas pobres organizán-
dose sobre asuntos ambientales para provocar una acción
del Gobierno, conseguir derechos o llamar la atención
sobre injusticias intolerables. Los años 80 vieron a los pesca-
dores pobres del estado indio de Kerala organizarse para
demandar una prohibición estacional sobre los arrastreros
industriales que competían directamente con los pescado-
res locales y reducían sus capturas. Utilizando tácticas como
ayunos públicos, bloqueos de carreteras y manifestaciones
contra el Gobierno, los pescadores se convirtieron en una
fuerza política que finalmente consiguió que los responsa-
bles pesqueros adoptaran una prohibición estacional de
arrastreros durante tres meses al año (Kurien 1992:238,
242-243). En la región del Amazonas en Brasil, los trabaja-
dores del caucho unieron fuerzas con la Unión de Pueblos
Indígenas para crear la Alianza de Pueblos del Bosque a
mediados de los años 80. En 1995, sus esfuerzos habían
conseguido un amplio apoyo y el Gobierno designó unas
900.000 hectáreas de la selva como Reservas Extractivas
(Brown and Rosendo 2000:216).

Pese a que inicialmente las actividades de plantación de

árboles del Movimiento Cinturón Verde no abordaban

asuntos como la democracia y la paz, pronto se hizo

evidente que la gobernanza responsable del medio

ambiente era imposible sin un espacio democrático. Por

tanto, el árbol se convirtió en un símbolo de la lucha

democrática en Kenia. Los ciudadanos eran movilizados

para enfrentarse a los generalizados abusos de poder, la

corrupción, la mala gestión ambiental…

–Wangari Muta Maathai, ecologista keniana y ganadora del Premio Nobel de la Paz

2004, extraído de su lectura en la ceremonia de entrega del galardón

La sociedad civil en general ha utilizado el medio
ambiente con grandes resultados para impulsar los procesos



de democratización en regímenes en los que las libertades
civiles habían sido restringidas. Durante la transición hacia
la democracia en Chile y en Asia Oriental en los 80, y en
Europa del Este en los 90, las protestas lideradas por grupos
de la sociedad civil que se centraron en el medio ambiente
tuvieron un papel importante (McNeill 2000:347-348; WRI
et al. 2003:67). Por ejemplo, WAHLI, un prominente grupo
ecologista indonesio, fue una de las pocas ONG toleradas
por el Gobierno de Suharto en los 80 (Steele 2005).

El poder del medio ambiente como plataforma para la
acción social surgió por dos razones. En primer lugar, los
problemas ambientales eran serios y ampliamente conoci-
dos y, en segundo lugar, las protestas medioambientales
eran vistas –al menos al principio– como menos abierta-
mente “políticas” y por ello fueron más toleradas por las
autoridades. Esta capacidad del movimiento ecologista de
maniobrar donde otros grupos de la sociedad civil no
gozaban de semejante laxitud se está manifestando ahora
en China, donde la actividad de ONG ecologistas se está
incrementando (Economy 2005:1).

Unir medio ambiente y gobernanza en la
lucha mundial contra la pobreza

Más que nunca, gobiernos nacionales, instituciones inter-
nacionales y donantes se han concentrado en la reducción
de la pobreza. Pero sus esfuerzos frecuentemente han
prestado una atención limitada al papel que desempeñan
los ecosistemas en buen estado para proveer un sustento
sostenible, e igualmente limitada ha sido la atención
volcada sobre la importancia de la gobernanza ambiental
para dar poder a los pobres. Los modelos de crecimiento
económico en los que las naciones siguen confiando para
reducir la pobreza –creación de empleo a través de la
creciente industrialización, intensificación de la agricultura
a gran escala, flotas de pesca industrial y similares– no
captan plenamente las realidades de los medios de vida
rurales.

Por ejemplo, estas estrategias no tienen en cuenta el
hecho fundamental de que si los ecosistemas están en
decadencia por culpa de un mal gobierno, los bienes de los
pobres decaerán con ellos. Los hallazgos de la reciente-
mente concluida Evaluación de Ecosistemas del Milenio
–un esfuerzo de cinco años para inspeccionar la condición
de los ecosistemas mundiales– confirman que la carga de la
decadencia ambiental ya recae con su mayor peso sobre los
más pobres (MA 2005:2). Esto con frecuencia provoca una
caída inmediata en los estándares de vida: un descenso
hacia una pobreza mayor. Esto a su vez precipita una migra-
ción desde las áreas rurales hacia los suburbios de las ciuda-
des o el recurso a prácticas ambientales insostenibles
–exceso de pesca, deforestación y agotamiento de los
nutrientes del suelo– por la simple supervivencia. Por esta

sola razón –simplemente para prevenir un incremento en la
pobreza–, es vital una mayor atención sobre la gestión de
los ecosistemas y las prácticas de gobierno que sirven a los
pobres. La esperanza de que el medio ambiente pueda ser
uno de los motores del crecimiento rural es la mejor razón
para mantener el medio ambiente como el punto central
de los esfuerzos para reducir la pobreza.

Reorientar los Objetivos de Desarrollo del Milenio
Una forma de aumentar el papel del medio ambiente y la
gobernanza en la reducción de la pobreza es hacer de ellos
unos participantes más dinámicos en los esfuerzos mundia-
les para alcanzar los Objetivos de Desarrollo del Milenio
(ODM). Los ODM representan un nuevo compromiso de la
comunidad mundial de trabajar en la reducción de la
pobreza. Las naciones han secundado un conjunto
limitado de objetivos universalmente aceptados y unos
plazos y han prometido medir los avances hacia estos objeti-
vos y mantener la responsabilidad de la comunidad inter-
nacional. El séptimo objetivo de los ODM reconoce la
conexión entre sostenibilidad ambiental y reducción de la
pobreza, con un compromiso específico de “integrar los
principios de desarrollo sostenible en las políticas  y progra-
mas nacionales y revertir la pérdida de recursos naturales”
(UN General Assembly 2001).

Desgraciadamente, este objetivo de desarrollo sosteni-
ble es el menos específico y el menos comprendido por las
naciones de todos los ODM, facilitando que sea pasado por
alto a favor de retos más simples de entender o medir,
como la provisión de agua potable o la reducción de la
mortalidad infantil. Además, en los ODM no se incluye
ninguna medida específica sobre la gobernanza (con la
excepción de medir la seguridad de la tenencia de los
habitantes de los suburbios de las ciudades), por lo que se
echa en falta el nexo esencial entre un medio ambiente
más saludable y la gobernanza de los recursos naturales.

Asimismo, los ODM reconocen en su estructura la idea
de que el desarrollo sostenible es básico para alcanzar el
resto de los objetivos y esencial para la persistencia del
avance contra la pobreza, pero no está elaborado de una
forma que empuje a las naciones a actuar o ponga a su
disposición mediciones adecuadas sobre cuán apropiada-
mente están integrando los principios del desarrollo soste-
nible en su trabajo para lograr los otros ODM (UNDP
2005:3-5). Afrontar estas importantes carencias requiere
una orientación más clara sobre los vínculos entre ecosiste-
mas, gobernanza y cada uno de los ODM, así como una lista
más amplia de indicadores que abarque mejor la dimen-
sión de la gobernanza de estos objetivos.

Reorientar las estrategias
de reducción de la pobreza
También se pueden formular muchas críticas de este
mismo tipo al proceso mediante el que los países en
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desarrollo están diseñando sus esfuerzos nacionales para
reducir la pobreza. Guiados por el Banco Mundial, las
naciones pobres están elaborando planes formales –llama-
dos documentos de estrategia de reducción de pobreza, o DERP–
que describen cómo contemplan la creación de las condi-
ciones para el crecimiento y el desarrollo social que aumen-
ten los ingresos y reduzcan los niveles nacionales de
pobreza (Bojö and Reddy 2003:3).

Los propios DERP representan un paso significativo
hacia el desarrollo en beneficio de los pobres. Surgieron de
la conclusión de que las reformas económicas estructurales
recomendadas en décadas anteriores por el Fondo Moneta-
rio Internacional y el Banco Mundial –políticas como la
liberalización de mercados y el énfasis en la orientación
comercial hacia la exportación– no han producido aún
bastante crecimiento en muchos países pobres para
obtener el suficiente progreso frente a la pobreza (Reed
2004:7-9). Por consiguiente, el Banco Mundial y el FMI han
animado a los países pobres a diseñar sus propios antepro-
yectos para reducir la pobreza a través de un proceso de
consulta nacional. Al ser de generación propia, se espera
que estas estrategias se acoplen mejor con los esfuerzos
frente a la miseria de las naciones pobres y supongan una
guía para la ayuda al desarrollo del Banco Mundial y de las
naciones ricas (IMF [FMI] 2004:3). 

Al igual que con los Objetivos de Desarrollo del
Milenio, los primeros intentos de estrategias de reducción
de la pobreza han tomado escasa nota de la importancia de
los ecosistemas en las vidas de los pobres y la necesidad de
reforzar la capacidad de los pobres de gobernarlos como
fuentes sostenibles de ingresos. Por ejemplo, un examen de
los DERP iniciales en once naciones de África Occidental
mostró que prestaban escasa atención al sector de la pesca
a pequeña escala, incluso cuando este sector supone uno
de los principales medios de vida de los pobres de la región
y se enfrenta a una reducción de los recursos (FAO
2002:iv). De modo más general, el análisis ha demostrado
que generalmente las preocupaciones ambientales son
insertadas pobremente en los DERP.

Esto está empezando a cambiar al madurar los DERP
desde los borradores hasta las versiones finales (Bojö et al.
2004:xii). Por ejemplo, el plan contra la pobreza de
Camboya enfatiza la importancia de los crecientes ingresos
ambientales a través de los recursos forestales comunales y
la gestión de la pesca a pequeña escala, así como un mayor
acceso al mercado para los pequeños agricultores (Cambo-
dia DERP 2002:53, 60-61). Aún así, pocos DERP contienen
objetivos cuantificados y con plazos para mejorar las condi-
ciones ambientales o la gestión de los recursos (Bojö et al.
2004:xii).

Al constituir los DERP una hoja de ruta nacional para
reducir la pobreza, es particularmente importante que
mejoren su trabajo subrayando el papel de los recursos
naturales en el desarrollo rural y priorizando la necesidad

de reforzar la capacidad local para gestionar ecosistemas.
Esto significa que deben esforzarse en resolver el asunto de
cómo delegar mejor el control de los recursos naturales en
las comunidades locales de una forma que, más que trans-
ferir el poder a las élites locales, empodere a los pobres. Los
DERP también deben adoptar una perspectiva a largo plazo
que identifique la reducción duradera de la pobreza con la
sostenibilidad, más que centrarse totalmente en el creci-
miento económico a corto plazo. Habitualmente, los DERP
no reflejan un pensamiento estratégico a largo plazo sobre
el medio ambiente (Bojö and Reddy 2003:1, 9) o las conse-
cuencias de un posible cambio ambiental por la inestabili-
dad climática, el cambio del uso del suelo, la contamina-
ción, la población u otras fuerzas.

De la vulnerabilidad a la riqueza

El avance que supone incorporar los ecosistemas y la
gobernanza en los Objetivos de Desarrollo del Milenio y el
proceso de los DERP es sólo el primer paso en el esfuerzo
para hacer del medio ambiente un camino para salir de la
pobreza, más que otra fuente de vulnerabilidad para los
pobres. Culminar esta transición de la vulnerabilidad a la
riqueza requerirá mucho más. Exigirá instituciones locales
que sean accesibles a los pobres y con autoridad para
gestionar ecosistemas locales, una tenencia segura que dé
a los pobres una participación legal en la buena gestión de
los recursos y modelos viables para comercializar produc-
tos y servicios basados en la naturaleza, incluyendo el
acceso a créditos, transporte y marketing. Y requerirá
orientación científica y ayuda técnica para optimizar la
gestión de los ecosistemas a un bajo coste y garantizar que
los usos locales de la naturaleza no amenacen los ecosiste-
mas a mayores escalas geográficas y que sean coherentes
con los objetivos ambientales nacionales. Facilitar esto
debe ser un cambio político en beneficio de los pobres que
aumente la responsabilidad de los funcionarios guberna-
mentales y proveedores de servicios a los pobres y
reconozca el papel potencial de los pobres en el creci-
miento económico nacional.

Los siguientes capítulos desarrollan estos temas,
aportando ejemplos de que la naturaleza puede desempe-
ñar un papel esencial en el alivio de la pobreza si se alinean
los factores de gobernanza, económico y de gestión. Al
hacer esto, se muestra cómo tanto los objetivos sociales
como los ambientales dependen unos de los otros para
completarse y deben ser perseguidos simultáneamente.
Recursos mundiales: La riqueza del pobre no es sólo una explo-
ración del poder de la naturaleza para proveer medios de
vida sostenibles y apoyar un crecimiento rural que aumente
los ingresos y las opciones de los pobres. Es por igual una
exploración del poder de la naturaleza como medio hacia
el cambio democrático y la mayor igualdad social. �

C A P Í T U L O  1   N A T U R A L E Z A ,  P O D E R  Y  P O B R E Z A



MUCHOS DE LOS OBSTÁCULOS QUE AFRONTAN LOS POBRES PARA
convertir sus bienes naturales en riqueza se manifiestan en los niveles
local y nacional. Pero estas barreras en la gobernanza y económicas
suelen tener sus raíces en las políticas y prácticas a nivel mundial. El
comercio internacional, la ayuda al desarrollo y las finanzas e inversio-
nes internacionales influyen en las tendencias mundiales de pobreza,
en un grado semejante a cuánto influyen en el amplio marco económico
y político en el que los pobres se encuentran.

En los últimos cinco años, la controversia sobre los beneficios y
peligros de la globalización ha puesto de relieve el efecto de las
políticas internacionales sobre la pobreza. Esta influencia puede ser
positiva: la afluencia de capitales, bienes y servicios a los países en
desarrollo superó los 2,5 billones de dólares en 2003 (World Bank
2005). Varios países de Asia Oriental –como China, Corea y Taiwán–
han utilizado el comercio orientado a la exportación para espolear
el crecimiento económico que ayudó a muchos de sus ciudadanos a
escapar de la pobreza. China también ha atraído grandes cantida-
des de inversión extranjera directa, otro acelerador del crecimiento.
Las remesas que los inmigrantes en países industrializados envían
a sus hogares aportan una fuente de fondos vital para muchas
naciones en desarrollo. Además, los países industrializados aportan
cantidades significativas de asistencia técnica y ayuda foránea a los
países en desarrollo, más de 76.000 millones de dólares en 2003
(World Bank 2005).

Pero sigue siendo un hecho que, al igual que el poder nacional general-
mente es controlado por un grupo limitado de individuos y compañías
poderosas, la economía y la política internacionales son también
dominadas por un grupo limitado de países más ricos. Incluso cuando
se generan beneficios para los países pobres, tienden a estar restringi-
dos a unos pocos países con la capacidad de competir en el mercado

global. En 2003 sólo el 10 por ciento de todas las exportaciones de los
países en desarrollo se originaron en las 61 naciones clasificadas como
de “bajos ingresos” por el Banco Mundial (World Bank 2005).

La resultante desigualdad en el poder mundial puede exacerbar las
causas de la pobreza rural, encharcar el crecimiento en las economías
de los países en desarrollo o fomentar modelos de desarrollo que
pueden ser menos efectivos a la hora de reducir la pobreza. Por este
motivo, las decisiones adoptadas por los países industrializados son el
centro de tanta atención en el debate mundial sobre la reducción de
la pobreza.

Exportaciones mundiales de bienes y servicios, 1990-2002
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CUADRO 1.4 LA POBREZA Y LA GOBERNANZA
EN UN MARCO GLOBAL

LOS PAÍSES RICOS DOMINAN LAS EXPORTACIONES
MUNDIALES

Fuente: World Bank 2005

FLUJOS FINANCIEROS HACIA PAÍSES EN DESARROLLO, 1980-2002
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La afluencia de capital puede actuar como un
acelerador del crecimiento para las econo-
mías en desarrollo. Habitualmente adoptan
una de estas tres formas: (1) la ayuda oficial
incluye concesiones y préstamos de gobiernos
e instituciones internacionales a los países
en desarrollo para promover el crecimiento
económico y el bienestar; (2) la inversión
extranjera directa (IED) es inversión privada
en una economía extranjera para poseer un
interés en una empresa; (3) las remesas de
trabajadores incluyen las transferencias de
remuneraciones por parte de los trabajadores
emigrados hacia sus países de origen.



Los efectos de la inversión privada
son contradictorios

La inversión extranjera directa (IED) –la adquisición de títulos de interés
en una empresa privada– se convirtió en la ruta principal del dinero que
se dirigía de los países ricos hacia los pobres tras la liberalización de los
mercados financieros mundiales en los años 70 (Oxfam 2002:11, 15).
En 2002 las inversiones en el extranjero de 64.000 empresas sustenta-
ron a 53 millones de empleos en todo el mundo (UNCTAD 2003:4).

Sin embargo, la inversión privada no beneficia necesariamente a los
pobres. Durante la década pasada, el 80 por ciento de la inversión
privada en países en desarrollo se destinó a sólo 15 países, y no son los
países más pobres del mundo (World Bank 2005). En 2003, por ejemplo,
los 50 países menos desarrollados recibieron tan sólo el 4 por ciento de
la inversión privada destinada a países en desarrollo (UNCTAD 2004:48;
World Bank 2005). El ambiente de inversión en países pobres no suele
ser atractivo por su falta de estabilidad económica, un sistema legal
coherente y las infraestructuras físicas que los inversores buscan.

Por añadidura, la IED habitualmente se canaliza hacia las infraestructuras
e inversiones a gran escala, más que en pequeñas o medianas empresas
que podrían beneficiar a los pobres. De esta forma las IED pueden ayudar
a los pobres a largo plazo, pero no tienen un efecto probado de reducir la
pobreza en el corto plazo. En Latinoamérica, las inversiones privadas
extranjeras se han multiplicado por seis desde 1981 debido a la expansión
de los sectores del petróleo, gas, madera, agua y minería. No obstante, el
porcentaje de población que vive por debajo de la línea de pobreza no ha

variado de forma significativa y el número absoluto de pobres en
Latinoamérica realmente se ha incrementado de 200 millones en
1990 a 225 millones en 2003 (World Bank 2004; FAO 2004).

La inversión privada puede ayudar a las naciones en desarrollo a
adquirir el capital para financiar proyectos nacionales, recibir nuevas
tecnologías y capacidades y mejorar su productividad. En cambio, sin
una regulación adecuada también puede aumentar la volatilidad
económica si los inversores pierden interés y se retiran. La volatilidad
económica históricamente ha perjudicado a los pobres. Desde los años
70, los salarios se han reducido en los países en desarrollo durante los
recesos económicos sin que luego, en los periodos de crecimiento, se
incrementaran hasta los niveles anteriores. Un análisis de 32 países
en desarrollo experimentando crisis de divisas muestra una pérdida
total en los salarios de 545.000 millones de dólares entre 1980 y
1998; las recuperaciones subsiguientes sólo contrarrestaron una
tercera parte de estas pérdidas (Oxfam 2002:33-36).

La ayuda internacional puede
no alcanzar su objetivo 

La comunidad internacional desempeña un papel importante en la aporta-
ción de ayuda técnica y financiera a los países en desarrollo. Desde 1998
hasta 2003, la ayuda oficial al desarrollo aumentó en más de un tercio,
hasta 76.000 millones de dólares (World Bank 2005). Los donantes han
concertado su esfuerzo en la última década para concentrarse más en la
reducción de la pobreza en el sentido más amplio y la mayor parte de las
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Resto de Asia,
171 $

Europa, 185 $

Sudamérica,
374 $

Oceanía, 2 $

China, 396 $

Oriente Medio
y Norte de África

43 $

África
Subsahariana,

67 $
 

Centroamérica
y Caribe, 164 $

 

Fuente: World Bank 2005

TENDENCIAS EN LOS ÍNDICES DE INVERSIÓN Y
POBREZA, LATINOAMÉRICA Y CARIBE, 1981-2001

Fuente: World Bank 2004, 2005

INVERSIÓN EXTRANJERA DIRECTA EN PAÍSES CON
INGRESOS BAJOS Y MEDIOS, 1993-2002

Inversión total en miles de millones de dólares



agencias de cooperación trabajan activamente para apoyar los Objetivos de
Desarrollo del Milenio (ODM).

Junto con esta tendencia hacia una mayor concentración en la pobreza, se
ha producido un desplazamiento por parte de los donantes desde la finan-
ciación de proyectos individuales hacia un apoyo más programático.
Mientras esto constituye un desarrollo bien recibido, muchos países aún
“atan” formalmente su ayuda, exigiendo que sea empleada en la compra
de bienes o servicios profesionales dentro del país donante. Se ha
estimado que esto reduce la efectividad de la ayuda en torno a un 25 por
ciento en comparación con la ayuda no vinculada (World Bank 2005).

La asistencia técnica (AT) se destina en muchos paquetes de ayuda a
proveer estos países con el conocimiento para emplear eficazmente la
ayuda; en 2003 supuso más del 25 por ciento de todas las transferencias
de ayuda. Mientras que la AT puede construir capacidades en los países
desarrollados, también puede desviar muchos de los fondos tan necesarios
lejos de los receptores objetivo. Por ejemplo, los registros del Departa-
mento para el Desarrollo Internacional del Reino Unido revelan que los 34
mayores receptores de sus contratos de AT son empresas privadas en los
países desarrollados (Greenhill and Watt 2005:22).

Está teniendo lugar una campaña internacional para reducir la deuda que
tantos países con bajos ingresos han acumulado durante años. Se han
producido algunas condonaciones de deuda, pero muchos consideran que
se necesita más (UNDP 2003:14-15, 49). Sin embargo, a los defensores
de la ayuda al desarrollo les preocupa que las agencia de cooperación
midan la condonación de la deuda de forma que se exagere su importan-
cia en relación a otros tipos de ayuda, ya que no representa transferencias
monetarias reales a un país ni contribuye directamente a reducir la
pobreza (Greenhill and Watt 2005:20).

Las políticas comerciales agrarias favorecen a
los países industrializados

El sistema de comercio mundial actual sitúa en desventaja a la
mayoría de los países en desarrollo. Los productos agrícolas, que
constituyen las principales exportaciones de muchos países en
desarrollo, aún se enfrentan a fuertes aranceles en los países ricos. Se
estima que los países en desarrollo ganarían más de 100.000 millo-
nes de dólares anuales si se produjera una liberalización del comercio
que redujera los aranceles, mucho más de lo que obtienen con los
flujos de ayuda actuales (Anderson 2004:14-15, 49).

Al mismo tiempo, los países ricos suelen subsidiar sus propios agriculto-
res y los productos agrícolas que venden en el exterior. Estos subsidios
permiten que los productos sean vendidos en mercados mundiales por
debajo de los costes de producción. Estas prácticas de “dumping” privan

0 5 10 15 20

Precio de exportación

Precio de producción

Maíz

Trigo

Soja

Algodón

Arroz

30

CUADRO 1.4 LA POBREZA Y LA GOBERNANZA
EN UN MARCO GLOBAL

SUBSIDIOS A LOS PRECIOS AGRARIOS EN EE UU, 2002

Fuente: Environmental Working Group 2005; World Bank 2005
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Los subsidios anuales para 142.000 cultivado-
res de algodón en los Estados Unidos han
supuesto una media de 3.000 millones de
dólares en los últimos años. El 85 por ciento de
estos subsidios van a 25.000 agricultores. Este
volumen es más o menos comparable con el de
la completa economía de algunos países africa-
nos que dependen de las exportaciones de
algodón. Las poblaciones de cada país en 2003
se muestran sobre cada barra.

DEPENDENCIA DE LOS PAÍSES AFRICANOS DE EXPORTACIONES DE MONOCULTIVOS

P O R C E N T A J E  D E

Fuente: FAO 2002

Muchos países en desarrollo
dependen fuertemente de las
exportaciones agrícolas. Estas
naciones son susceptibles a las
fluctuaciones en los precios de
las materias primas que exportan
y son víctimas de los subsidios y
el dumping de los países desarro-
llados en estos mercados.
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a los países en desarrollo de mercados de exportación vitales y ahoga el
mercado mundial de materias primas agrícolas (Murphy et al. 2004:2-5).

Los subsidios agrarios actualmente se encuentran en un puesto destacado
en la agenda de la Organización Mundial del Comercio (OMC), que consti-
tuye un foro para la negociación de acuerdos de comercio mundiales. La
OMC ofrece algunas ventajas a los países en desarrollo de forma que cada
país tiene un voto igual, por lo que los países en desarrollo constituyen el
grupo de mayor tamaño. Aun así, las mayores naciones comerciantes del
mundo han dominado históricamente las negociaciones en la OMC. Eso
podría estar empezando a cambiar, como prueba la acción coordinada

emprendida por las naciones en desarrollo en la reunión de la OMC en
Cancún en 2003, donde se negaron a reducir sus demandas (CAFOD 2003). 

A pesar de todo, los países ricos siguen manteniendo enormes ventajas
comerciales. A través de agencias de crédito a la exportación, invierten
millones de dólares cada año en construir mercados para sus propias
exportaciones (Maurer 2003:13). También buscan acuerdos de comercio
bilaterales con naciones o grupos de países en desarrollo. En las
negociaciones bilaterales con grandes potencias comerciales como
Estados Unidos o la Unión Europea, los países en desarrollo tienen una
posición negociadora mucho más débil que en la OMC. �



Los frutos de los bosques, la pesca y los cultivos constituyen la principal

fuente de ingresos de los pobres del medio rural en todo el mundo. Pero el

máximo potencial de los ecosistemas como creadores de riqueza aún

espera ser explotado eficazmente.



LOS
ECOSISTEMAS
Y EL SUSTENTO  
DE LOS
POBRES

LOS ECOSISTEMAS APORTAN LOS CIMIENTOS PARA LA SUPERVI-

VENCIA DE TODOS los seres humanos, ya que producen alimentos, aire,

suelo y otros soportes materiales de la vida. Todos, tanto los ricos como los

pobres, urbanos o rurales, dependen de los bienes y servicios que aportan los

ecosistemas.

Pero los pobres del medio rural tienen una relación única y especial con los

ecosistemas que gira en torno a la importancia de estos sistemas naturales para

el sustento en el medio rural. Por sustento queremos decir todo el conjunto de

factores que permiten a las familias mantenerse material, emocional, espiritual

y socialmente. Dentro de esto son esenciales los ingresos, ya sean en forma de

dinero o de productos naturales consumidos directamente para la subsistencia,

como pescado, combustible o materiales de construcción.

Como mostrará este capítulo, los pobres del medio rural obtienen una fracción

significativa de sus ingresos totales de los bienes y servicios que ofrecen los ecosis-

temas. Nos referimos a esos ingresos basados en la naturaleza como ingresos

ambientales. A causa de su dependencia de los ingresos ambientales, los pobres

son especialmente vulnerables frente a la degradación de los ecosistemas.
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R E C U R S O S  M U N D I A L E S   

Lógicamente, los ingresos ambientales no son el único
componente importante de los sustentos en el medio rural.
Los ingresos totales de una familia pobre generalmente
proceden de al menos cuatro fuentes diferentes:

■ ingresos ambientales (incluyendo agricultura a pequeña
escala),

■ ingresos por el trabajo remunerado (como el trabajo
agrícola) y negocios familiares,

■ remesas (dinero o bienes enviados por familiares fuera
de la comunidad), y

■ otras transferencias de dinero, como las ayudas de
agencias estatales.

Todas estas fuentes son importantes y ninguna puede
ser ignorada sin que se pierda una visión de la realidad de
la economía rural. No obstante, la principal preocupación
de este capítulo es examinar cómo los ingresos ambientales
encajan en los sustentos rurales. Esto incluye interrogarse
por su importancia en comparación con otros tipos de
ingresos, de dónde proceden, cómo se obtienen y qué
papel juegan dentro de los sustentos totales de los pobres.
A pesar de que este capítulo hace hincapié en los ingresos,
lo hace consciente de que maximizar los ingresos es sólo un
componente dentro de una perspectiva global de los
sustentos para el desarrollo.

¿Qué importancia tienen los ingresos
ambientales?

Los ingresos ambientales –los ingresos generados a partir
de los bienes y servicios de los ecosistemas– son un elemento
fundamental de los ingresos familiares de los pobres del
medio rural. Incluyen ingresos de sistemas naturales como
bosques, pastizales, lagos y aguas marinas. También incluyen
ingresos agrarios, o sea, la producción de sistemas agrarios.

Los investigadores con frecuencia distinguen entre
ingresos agrarios y lo que en este informe denominamos
“ingresos silvestres”, es decir, los ingresos procedentes de
sistemas naturales menos manipulados, como bosques y
bancos pesqueros. Esta distinción significa que estos dos
flujos de ingresos suelen ser contabilizados y analizados
separadamente. Los ingresos silvestres merecen especial
atención, al ser con frecuencia el elemento que no se conta-
biliza con precisión en la mayoría de las estimaciones de los
sustentos rurales. Pero tanto los ingresos agrarios como los
silvestres son importantes para una evaluación exacta de la

Al igual que la forma física de los ecosistemas varía ampliamente
–desde delicados arrecifes de coral hasta áridos desiertos–, también lo
hace el conjunto de bienes y servicios disponibles para las comunidades
locales. Los beneficios que los seres humanos obtienen de los ecosiste-
mas se dividen en cuatro grandes categorías (MA 2003:53-60):

Los servicios de aprovisionamiento comprenden la producción de
bienes básicos como cultivos y ganado, agua para beber y regar, forraje,
madera, combustibles de biomasa y fibras como el algodón y la lana.

Los servicios de regulación son los beneficios obtenidos cuando los
procesos de los ecosistemas afectan al mundo físico y biológico en torno
a ellos. Estos servicios incluyen protección frente a inundaciones y en las
costas por parte de los manglares y arrecifes, polinización, regulación de
la calidad del agua y el aire, modulación de vectores de enfermedades,
absorción de residuos y regulación del clima.

Los servicios culturales son los beneficios no materiales que las perso-
nas consiguen de los ecosistemas a través del enriquecimiento espiri-
tual, desarrollo cognitivo, reflexión, recreación y experiencias estéticas.
Esto aporta las bases para la diversidad cultural, espiritual y valores
religiosos, así como la experiencia más prosaica del turismo.

Los servicios de mantenimiento son aquellos que son necesarios para
la producción de todos los otros servicios de los ecosistemas. Sus impac-
tos son indirectos o se extienden en el largo plazo. Incluyen la producción
primaria de biomasa a través de la fotosíntesis, la formación del suelo,
la producción del oxígeno atmosférico y el ciclo de los nutrientes.

¿QUÉ SON LOS BIENES Y SERVICIOS
DE LOS ECOSISTEMAS?

TABLA 2.1 NÚMERO DE PERSONAS DEPENDIENTES DE LOS ECOSISTEMAS

Dependientes de los bosques en algún modo 1.600 millones

■ Pequeños propietarios agrícolas que cultivan árboles o gestionan partes de bosques para subsistencia e ingresos 500 a 1.000 millones

■ Indígenas totalmente dependientes de los bosques 60 millones

Pobres dependientes de la agricultura en el África subsahariana >500 millones

Campesinos pobres que crían ganado 600 millones

■ Campesinos pobres sin tierra que crían ganado 150 millones

Pescadores y criadores de peces en la cuenca baja del río Mekong 40 millones

Fuente: Angelsen and Wunder 2003; IFAD et al. 2004; Kura et al. 2004; Haggblade et al. 2004
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dependencia de los pobres de los ecosistemas para sus
ingresos. Además, las dos categorías se solapan entre ellas,
como en el uso de hierba del bosque como forraje para el
ganado o del lecho de hojas forestal para mejorar el suelo
o como mantillo de los cultivos.

Los ingresos ambientales pueden obtenerse de
diferentes maneras. Los hogares pueden acumular ingresos
a través del uso directo de los servicios de los ecosistemas,
consumiendo carne de caza y otros alimentos silvestres,
cortando forraje para el ganado, utilizando madera en la
construcción de la vivienda o alimentándose de los cultivos
de una huerta. Donde existen mercados, los productos
recolectados de los ecosistemas, como el pescado, hierbas o
leña, pueden venderse por dinero o intercambiarse por
servicios como la enseñanza particular. Asimismo, las
comunidades pueden cobrar tasas por facilitar el acceso a
la madera a los leñadores, recaudar impuestos o pagos de
cazadores y de turistas, derechos por el acceso a los minera-
les o el uso de especies locales para la investigación farma-
céutica. Los beneficios de estos ingresos públicos pueden
entonces llegar a los hogares en forma de infraestructuras
públicas, como carreteras, escuelas y clínicas o como servi-
cios públicos, como los programas de extensión agraria.

Los ecosistemas tienen varias características que hacen
de ellos una fuente atractiva de ingresos. Los recursos
ambientales son renovables, están extendidos y a menudo
se encuentran en áreas de propiedad común donde los
pobres pueden acceder a ellos sin poseer la tierra (Caven-
dish 2000:1980). Además, con frecuencia se puede explotar
los sistemas naturales sin necesitar una gran inversión o un
costoso equipamiento, lo que hace que el coste de acceso
sea reducido, una consideración importante para las
familias pobres con escasos recursos.

Importantes en todas las escalas
La importancia de los ingresos ambientales para los pobres
puede ser considerada en diferentes escalas. A escala
mundial, las estimaciones de la contribución de la natura-
leza a los sustentos son impresionantes. Por ejemplo, el
Banco Mundial calcula que el 90 por ciento de los 1.100
millones de pobres del mundo –aquellos que viven con un
dólar al día o menos– dependen de los bosques para al
menos parte de sus ingresos (World Bank 2002:1). La
agricultura es igualmente esencial para las familias pobres.
La agricultura a pequeña escala –la modalidad que practi-
can los pobres– supone más del 90 por ciento de la produc-
ción agrícola de África (Spencer 2001:1). Asimismo, más de
600 millones de personas pobres en el mundo crían ganado,
un bien económico vital para muchos (IFAD et al. 2004:1).

La Organización para la Agricultura y la Alimentación
estima que más del 90 por ciento de los 15 millones de
personas que trabajan en las aguas costeras mundiales son
pescadores a pequeña escala, en su mayoría pobres. Eso sin
contar las decenas de millones de pobres que pescan en

aguas interiores, lagos, estanques e incluso en arrozales
(FAO 2002 en Kura et al. 2004:35). (Ver Tabla 2.1).

A nivel nacional, los ingresos ambientales son impor-
tantes no sólo para los pobres, sino también para las econo-
mías nacionales. La pesca a pequeña escala, por ejemplo,
no es sólo una fuente común de ingresos para los empobre-
cidos, sino que es una contribución esencial para las econo-
mías de muchos países. En Asia, la pesca a pequeña escala
suponía el 25 por ciento de la producción pesquera total de
Malasia, Filipinas, Tailandia y Taiwán en la década
concluida en 1997 (Kura et al. 2004:38). En África Occiden-
tal, la importancia de la pesca a pequeña escala es aún
mayor, constituyendo tres cuartas partes de las capturas

C A P Í T U L O  2   L O S  E C O S I S T E M A S  Y  E L  S U S T E N T O  D E  L O S  P O B R E S

Ingresos ambientales son el valor obtenido –en dinero o uso directo– de
los bienes y servicios de los ecosistemas. Según se utiliza el término en
este informe, los ingresos ambientales son la suma de dos importantes
flujos de ingresos.

■ Ingresos silvestres: Ingresos a partir de sistemas naturales salvajes
o no cultivados, como bosques, pesquerías marinas o de interior,
arrecifes, humedales y praderas. Esto incluye materias primas como
pescado, madera y productos forestales no madereros como leña, caza,
medicinas, frutas y otros alimentos y materiales para artesanía o arte.
También incluye ingresos por el turismo basado en la naturaleza, así
como pagos que los propietarios rurales pueden recibir por servicios
ambientales como la retención de carbono o la preservación de las
funciones de las cuencas.

■ Ingresos agrarios: Ingresos procedentes de los sistemas agrícolas
–todos los terrenos agrícolas, como cultivos, pastos o huertos–. En el
contexto de los pobres, los ingresos agrícolas son generados
principalmente por la agricultura a pequeña escala, incluyendo
cultivos de materias primas, huertos y ganado grande y pequeño. Los
ingresos de la acuicultura también encajarían en esta categoría.

Los ingresos ambientales también podrían incluir razonablemente un
tercer componente:

■ Ingresos minerales y energéticos: Ingresos de la minería o la
extracción de petróleo, gas, energía hidrotermal o hidroeléctrica. La
explotación mineral o energética a gran escala no suele ser una fuente
directa de ingresos para las familias pobres del medio rural, por lo que
en este informe no consideramos este flujo de ingresos como parte de
los sustentos rurales.

Hay que tener en cuenta que existen otras definiciones de ingresos
ambientales que no son tan amplias como las nuestras (ver Vedeld et al.
2004:5-6). Nuestra intención es contabilizar todas las fuentes de ingre-
sos basadas en la naturaleza que figuran en los presupuestos familiares
de los pobres o que pueden ser explotadas por ellos para la creación
sostenible de riqueza.

LOS COMPONENTES DE LOS INGRESOS AMBIENTALES
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Los sustentos son nuestros medios de apoyo y subsistencia diarios. Como
se concibe comúnmente, un sustento genera recursos financieros que
proceden de actividades de empleo o subsistencia. Pero los sustentos
también recurren a otras fuentes: recursos humanos y sociales que dan
estructura y contexto a nuestras vidas diarias, así como los recursos
naturales y físicos que apuntalan nuestro trabajo. En los años 90, las
agencias de desarrollo comenzaron a adoptar esta visión más integral de
los sustentos, con el objetivo de enfocar las actividades de desarrollo de
forma más eficaz. Los Informes sobre desarrollo humano del Programa de
la ONU para el Desarrollo en particular llaman la atención sobre el bienes-
tar humano –definido por la salud, educación, oportunidades, un medio-
ambiente saludable y un estándar de vida digno– como la clave del
ejercicio del desarrollo (Solesbury 2003:vii).

El Departamento para el Desarrollo Internacional del Reino Unido (DFID
[en sus siglas en inglés]) hizo del “enfoque de sustentos sostenibles” un
principio esencial de su estrategia de desarrollo en 1997 (Solesbury
2003:vi). Construido en parte a partir de los Informes sobre desarrollo
humano y del informe de la Comisión Brundtland de 1987, Nuestro futuro
común, el enfoque del DFID evalúa las fortalezas y vulnerabilidades de
los pobres en términos de cinco tipos de capital: humano, social,
natural, físico y financiero (UK DFID 1999:2.3). Al oponerse al enfoque

más tradicional sobre las políticas macroeconómicas, éste coloca a las
personas en el centro del desarrollo y es inherentemente no sectorial.
También se preocupa explícitamente de la situación de la base de recur-
sos naturales.

El elemento de “sostenibilidad” del enfoque del sustento se consigue
ayudando a las personas a construir una resistencia a los impactos y
presiones externas, mantener a largo plazo la productividad de los recur-
sos naturales, alejarse de la dependencia del apoyo externo insostenible y
evitar socavar las opciones de sustento de otros. Abordar estos desafíos
requiere que las agencias de desarrollo contemplen a los pobres como un
grupo mixto, en vez de homogéneo, y confeccionen políticas para los varia-
dos subgrupos. Escuchar a los pobres e implicarlos en el proceso político
es una parte clave de este enfoque (UK DFID 1999:5, 7; Chambers and
Conway 1991:6).

El enfoque del sustento sostenible ha sido reconocido y adoptado en diver-
sos grados por numerosas agencias de desarrollo. Uno de los retos de su
aplicación es encontrar formas de combinar este marco dinámico con las
políticas e instituciones existentes (Husein 2002:55). Por esto, un énfasis
en la gobernanza –en lo relativo a quién ejerce el poder y cómo se toman
las decisiones– se ha convertido en un elemento clave en las prácticas
modernas de desarrollo.

ADOPTAR UN ENFOQUE DEL SUSTENTO AL DESARROLLO

¿CÓMO SE CALCULAN LOS INGRESOS AMBIENTALES?

Ingresos ambientales de un pescador a pequeña escala

Valor bruto de los recursos naturales
■ Valor del pescado consumido por el productor

(ingresos de subsistencia)
■ Ventas en el mercado* (ingresos monetarios)

Costes laborales y materiales
■ Costes laborales: pescar, reparar el material, etc.
■ Costes económicos: compra o alquiler de redes, cañas, barcos, etc.

INGRESOS AMBIENTALES TOTALES =
Valor bruto del recurso – Costes laborales y materiales
* Incluye el valor añadido por el productor a través de la preparación como el ahumado,

conserva, etc.

Los ingresos ambientales –el valor de los bienes y servicios procedentes
de los ecosistemas– es difícil de medir. Tradicionalmente, se calcula
como el valor bruto de los bienes del recurso menos el coste del trabajo
y los materiales necesarios para recoger y vender estos bienes (Vedeld et
al. 2004:6). Los ingresos ambientales para una familia dependiente de
la pesca se explican arriba. El valor bruto del recurso natural (pescado)
incluiría tanto el valor del pescado consumido por la familia como el
precio del pescado vendido en el mercado. Los ingresos ambientales
totales se calculan restando del valor bruto cualquier coste laboral y
material, como los costes de alquilar las barcas o el precio de compra
de cañas y redes de pesca.

pesqueras totales de la región (Kura et al. 2004:39). En
Indonesia, los pescadores a pequeña escala son responsa-
bles de al menos el 95 por ciento de las capturas totales en
el mar (FAO 2000a:2). (Ver Gráfico 2.1).

Al mismo tiempo, los beneficios de las exportaciones de
la agricultura a pequeña escala son vitales para muchas nacio-
nes pobres. En Mali, el algodón cultivado por los pequeños
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GRÁFICO 2.1 CAPTURAS ARTESANALES Y TOTALES
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agricultores genera el 8 por ciento del PIB nacional y el 15
por ciento de los ingresos del Gobierno. Un 30 por ciento de
todas las familias de Mali cultivan algodón en pequeñas
parcelas y se sitúa en segundo lugar en las principales expor-
taciones del país, sólo después del oro (Tefft 2004:1). 

Evaluar los ingresos ambientales en el nivel familiar
es lo más difícil, pero también lo más valioso para juzgar
la importancia de los ingresos ambientales como factor
en las vidas de los pobres y si puede ser incrementado o
al menos hacerse más seguro. Durante décadas se ha utili-
zado las investigaciones por hogar para medir las pautas
de ingresos y consumo, pero tradicionalmente no han
evaluado qué porción de estos ingresos se debía a los
recursos naturales (Cavendish 2000:1980). En conse-
cuencia, es escaso el tipo de datos exhaustivo que se
necesita para cuantificar la dependencia de los pobres de
los ingresos ambientales, aumentando la tendencia de los
políticos a minimizar el medioambiente en sus recetas
contra la pobreza.

En los últimos años, los investigadores han comenzado
a completar esta laguna con estudios cuantitativos de los
ingresos ambientales en el nivel local y familiar. Mientras
que la cantidad y dependencia de los ingresos ambientales
difiere según el ecosistema, la comunidad y otros factores
sociales y económicos, estos estudios han confirmado que
los ingresos ambientales son importantes casi universal-
mente para los hogares pobres.

Estimar la importancia de los ingresos silvestres
El estudio de William Cavendish de 30 pueblos en el
distrito de Shindi en Zimbabwe a finales de la década de
1990 aporta una visión meticulosa sobre cómo los pobres
hacen uso de los ingresos basados en la naturaleza. La
investigación de Cavendish sobre casi 200 hogares excluyó
los ingresos agrarios, concentrándose en los ingresos silves-
tres de bosques y otros recursos naturales, particularmente
de áreas comunes de dominio público. Halló que este tipo
de ingresos ambientales constituía más del 35 por ciento de
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TABLA 2.2 USOS DIVERSOS DE LOS INGRESOS AMBIENTALES

Ubicación

Distrito de Shindi,
sur de Zimbabwe

Sur de Malawi

Golfo de Mannar,
India

Región de Coquimbo,
Chile

Iquitos, Perú

Selva de Budongo,
Uganda

Distrito de
Bushbuckridge,
Sudáfrica

Reserva del bosque
Chimaliro, Malawi

Jhabua, Madhya
Pradesh, India

Ecosistema

Bosques y
pastos

Bosque

Arrecifes

Semiárido

Selva tropical

Selva tropical
semicaducifolia

Agricultura

Agricultura

Agricultura

Bienes y servicios utilizados

Frutas silvestres, madera, paja,
pasto para el ganado

Leña, fruta, hongos, caza, 
insectos, miel

Algas marinas, moluscos, pepinos
de mar, medicinas, langostas

Pastos, forrajes

Productos del bosque no madereros,
incluyendo frutas, látex, medicinas,
turismo y captura de carbono

Madera para combustión, 
materiales de construcción, madera
para muebles, comida y plantas
medicinales

Todo tipo de cultivos, incluyendo
maíz, yuca, morogo, frutas variadas

Maíz, yuca, cacahuetes, legumbres,
soja, patatas

Agricultura, leña, madera, pasto
para ganado

Beneficio para los hogares

Los ecosistemas contribuyen a una media del 35% de los
ingresos totales. Cavendish 2000

Los ingresos de los bosques suponen hasta el 30% 
del total. Fisher 2004

Los arrecifes son con frecuencia la única fuente de ingresos
monetarios para las familias pobres, aportando hasta 
199 dólares de ingresos anuales. Whittingham et al. 2003

Entre el 80 y 90% de los hogares pobres usa recursos
mancomunados. Bahamondes 2003

Los bosques aportan 422 dólares de ingresos sostenibles
potenciales por hectárea al año.

Lampietti and Dixon 1995

La biomasa provee el 90% de las necesidades
energéticas para el país y entre el 6 y 25% de los
ingresos por hogar en el pueblo de Bundongo.

Aryal 2002

El valor total de las plantas silvestres y cultivadas era de
269 dólares por hogar al año.

High and Shackleton 2000

Los alimentos cultivados contribuyeron a entre el 45 y
55% de los ingresos por hogar.

Botha et al. 2004

Los ingresos ambientales (incluyendo la agricultura y
recogida de otros recursos) supusieron la mayor fuente 
de ingresos para el 25% más pobre.

Narain et al. 2005
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los ingresos totales por hogar. Habitualmente no se conse-
guía de una única fuente, sino de muchas pequeñas fuentes
combinadas. Las familias obtenían un valor de subsistencia
directo de recolectar leña, consumir frutas y bayas y de
cuidar su ganado. Recibían ingresos monetarios de la venta
de materiales, frutas, medicinas o carne que habían
recolectado o cazado. Incluso obtenían algunos ingresos de
la busca de oro con batea a pequeña escala. Cavendish
también se encontró con que la dependencia de los
hogares de los ingresos ambientales disminuía a medida
que aumentaban sus ingresos medios. A pesar de que los
pobres tienden a conseguir en el medio ambiente una
mayor parte de sus ingresos totales, los ricos también hacen
un gran uso de los productos naturales para sus ingresos
(Cavendish 2000:1979, 1990, 1991).

Otros estudios confirman las conclusiones generales
de Cavendish. Una investigación en Sudáfrica descubrió
que las comunidades utilizan regularmente entre 18 y 27
productos silvestres, siendo de nuevo los más valiosos la
leña, la madera para la construcción, los frutos silvestres y
hierbas y forraje (Shackleton et al. 2000a:2). Las cantidades
consumidas por hogar pueden ser sustanciales. En la
Sudáfrica rural es típico un uso medio anual estimado en

5,3 toneladas de leña, 104 kg. de frutas comestibles, 58 kg.
de verduras silvestres y 185 postes grandes para la construc-
ción de viviendas y vallas (Shackleton and Shackleton
2004:658; Shackleton et al. 2000a:2).

El uso de subsistencia representa la mayor parte del
valor de estos productos naturales para los hogares. El uso
doméstico de los productos silvestres supone una reduc-
ción directa en los gastos monetarios de las familias, una
forma de ingresos que es esencial para la supervivencia de
los más pobres. La equivalencia monetaria estimada del uso
de subsistencia de los productos silvestres varía desde 194 a
1.114 dólares americanos al año, según una serie de siete
estudios en Sudáfrica, una fracción significativa de los
ingresos (Shackleton et al. 2000a:2).

Pero los productos silvestres pueden ser una fuente
considerable de ingresos monetarios. En el estado de
Kerala en India, los residentes del distrito de Wayanand
venden alimentos silvestres como la miel y los champiño-
nes, junto con las codiciadas grosellas y otras plantas
medicinales, ganando una media anual de 3.500 rupias (75
dólares) por hogar (Shylajan and Mythili 2003:109, 112-
113). Igualmente, los vendedores de plantas medicinales
en la Sudáfrica rural aportan un dinero significativo, con

Generalmente es difícil tasar el valor económico de los productos y servi-
cios de los ecosistemas de los que dependen los pobres. Algunos tienen un
valor de mercado cuando se venden, pero muchos son consumidos en la
localidad o en el hogar y no entran en la economía formal. En efecto, los
pobres viven en una economía informal y con frecuencia no reconocida.
Esto ha conducido a una infravaloración sistemática de los bienes de los
pobres y una escasa estimación de los beneficios potenciales de una
gestión saludable de los ecosistemas.

Diversos estudios han intentado esbozar esta “otra economía” de los
pobres del medio rural. Un análisis reciente del Banco Mundial, por
ejemplo, observó que los pobres obtienen, de media, una quinta parte de
sus ingresos familiares de los bosques, en su mayoría de productos no
madereros como alimentos silvestres, combustible, forraje y paja (Vedeld et
al. 2004:27-29). Lamentablemente, gran parte del valor económico que
tienen los bosques para los pobres se pierde en la contabilidad estatal
oficial de la economía forestal.

Kenia es un típico ejemplo. Según estimaciones oficiales, el sector forestal
formal sólo genera unos 2 millones de dólares de ganancias al año por la
madera serrada, la pasta y otros productos madereros industriales. Esto es
una pequeñez frente al valor del sector forestal informal, que genera un
valor de unos 94 millones de dólares para los hogares rurales en forma de
carbón vegetal, leña y una panoplia de otros productos forestales. Y esto
sin incluir el valor recreativo de los bosques para ocio y turismo, que podría
alcanzar unos 30 millones de dólares. Al corresponder toda esta parte de
su valor al sector informal, la mayor parte del mismo se pierde (Mogaka et
al. 2001:17).

Esta infravaloración provoca que los que toman decisiones asignen una
prioridad más baja de la que debieran a los ecosistemas forestales intac-
tos como bien económico. Por ejemplo, a pesar de su peso en los sustentos
rurales, los combustibles de biomasa generalmente no son considerados
seriamente en los planes de desarrollo rural y en las estrategias de reduc-
ción de la pobreza, pese a cubrir la mayor parte de las necesidades energé-
ticas de las familias pobres en todos los continentes (Arnold et al. 2003:25;
IEA 2002:27).

La pesca a pequeña escala se encuentra en una situación semejante. A
pesar de la importancia incuestionable que para los pobres tienen las
pesquerías costeras y de interior, la pesca a pequeña escala es también un
recurso que suele descuidarse en la mayoría de las estrategias de reduc-
ción de la pobreza (Béné 2003:949). Una vez más, esto refleja el hecho de
que con frecuencia los ingresos pesqueros de los pobres pasan desaperci-
bidos oficialmente, ya que el pescado suele consumirse en la localidad, y
habitualmente en el hogar. Una encuesta en cuatro provincias rurales de
Camboya reveló que, aunque tres de cada cuatro hogares practican la
pesca como ocupación primaria o secundaria, la mitad de ellos nunca
vende ningún pescado en el mercado (Degen et al. 2000:1, 20).

Si los programas de reducción de la pobreza continúan infravalorando los
recursos de los pobres y malinterpretando las dinámicas de la economía
informal, seguirán siendo efectivos sólo en parte. Una mejor valoración y
contabilidad de los ingresos silvestres, al igual que los ingresos por la
agricultura familiar, es parte de cualquier estrategia sensata para incor-
porar los ingresos ambientales en los programas de reducción de la
pobreza.

MALINTERPRETAR LA RIQUEZA DE LOS POBRES
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un ingreso medio anual de 16.700 rands (2.680 dólares)
(Botha et al. 2004). En el otro extremo de la escala, los
fabricantes de carbón vegetal en Kenia venden una bolsa de
30-35 kilogramos de carbón por tan sólo 280 chelines
kenianos (3,50 dólares) a los intermediarios que lo trans-
portan hasta Nairobi para su uso en la cocina (Kantai
2002:16). (Ver Tabla 2.2).

Es difícil calibrar la importancia de los ingresos silves-
tres para los ingresos totales de una familia pobre, por
supuesto, porque la cantidad de estos ingresos es
altamente variable en las diferentes familias y en las
diferentes estaciones. En general, sin embargo, los ingre-
sos ambientales tienden a ser más una fuente auxiliar de
ingresos que la principal para la mayoría de las familias
pobres. Pero hay muchas excepciones a esta regla. Por
ejemplo, en algunos pueblos alpinos en el Himalaya
occidental, los ingresos silvestres aportan en torno al 70
por ciento de los ingresos por hogar, en su mayor parte por
el pasto de las ovejas y cabras y la recolección de medicinas
y hierbas (Asher et al. 2002:20). Si hay acceso a mercados
–como los turistas–, los ingresos silvestres pueden ser
impresionantes. Un hábil tallista de madera que utilice
materiales autóctonos en Namibia, por ejemplo, puede
ganar hasta 1.800 dólares al año al participar en el comer-
cio turístico. En general, sin embargo, los ingresos silves-
tres contribuyen más modestamente a los ingresos totales,
aportando quizás el 15-40 por ciento de los ingresos
familiares, si los estudios actuales sirven de guía (Shylajan
and Mythili 2003:100-102; Cavendish 2000; Beck and
Nesmith 2001).

Pese a que el valor de muchos productos silvestres
parece pequeño al ser considerado aisladamente, su valor
agregado puede ser sustancial y su contribución crucial
para las economías rurales. En Sudáfrica, Shackleton ha
estimado el valor de los productos silvestres extraídos por
las familias tan sólo en el biomedio de la sabana en 8.000
millones de rands (1.300 millones de dólares) anuales, una
cifra que calcula en unos 750-1.000 rands (120-160 dólares)
por hectárea de terreno accesible. Eso es más beneficioso
en comparación con la productividad económica de la
ganadería y la plantación forestal en estas zonas. De hecho,
cuando se compara frente a frente la recolección y venta de
productos silvestres con otras opciones de empleo rural,
con frecuencia demuestra ser más lucrativa. En Nigeria, un
estudio muestra que el rendimiento del trabajo es entre
tres y cuatro veces más alto en la recogida y venta de
productos del bosque que en el trabajo agrario remune-
rado (Shackleton et al. 2001:583; Shackleton and Shackle-
ton 2004).

Desgraciadamente, el tamaño y la importancia de estas
contribuciones económicas suelen pasar desapercibidos.
Tales transacciones pertenecen a la economía informal y
generalmente no son contabilizadas en las estadísticas
económicas oficiales.

Añadido en los ingresos agrarios
Los ingresos de los productos silvestres son sólo una parte
de la ecuación de los ingresos ambientales. Los ingresos
agrarios son igual de cruciales. Sólo cuando los ingresos de
la agricultura se combinan con los ingresos de los produc-
tos silvestres empezamos a tener una idea clara de lo impor-
tantes que son los bienes y servicios de los ecosistemas
como fuente de sustento rural.

Un estudio de los hogares (ricos y pobres) en la provin-
cia de Masvingo, en el sureste de Zimbabwe, supone un
buen ejemplo de cómo los ingresos agrarios se comple-
mentan con los ingresos silvestres y cómo se compara con
otras fuentes de ingresos como salarios y remesas. Como
muestra el Gráfico 2.2, los ingresos ambientales –desde
cultivos hasta huertos familiares– constituyen el 30 por
ciento de los ingresos familiares totales (combinados los
ingresos monetarios y de subsistencia). La cría de ganado
–una forma modificada de agricultura que se centra en el
forraje silvestre– contribuye con otro 21 por ciento. Los
productos silvestres de los bosques aportan un 15 por
ciento. Juntos, estos elementos de los ingresos ambientales
suman hasta el 66 por ciento de los ingresos totales. En
otras palabras, los productos y servicios de los ecosistemas consti-
tuyen dos tercios de los ingresos familiares en el Zimbabwe rural. El
34 por ciento restante se debe al trabajo remunerado,
ingresos de industrias familiares y remesas. Para los más
pobres de estos hogares rurales, la dependencia de estos
tipos diferentes de ingresos ambientales es incluso mayor,
aportando un 70 por ciento de los ingresos totales combi-
nados (Campbell et al. 2002:89-95). El balance entre ingre-
sos agrarios y silvestres varía según el lugar, con la agricul-
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tura aportando más ingresos en algunas zonas y los ingresos
silvestres más en otras. Por ejemplo, un estudio reciente en
el distrito de Jhabua en Madhya Pradesh, India, halló que
la agricultura aporta el 58 por ciento de los ingresos totales
para las familias más pobres, con el ganado y los ingresos
silvestres aportando otro 12 por ciento. En este distrito, la
agricultura es la principal ocupación, que emplea a más del
90 por ciento de la fuerza de trabajo. Pero las familias en
Jhabua también completan sus ingresos con la cría de
ganado y la recolección de diversos productos forestales,
como leña, forraje, hojas de ébano y flores de mahua
(Narain et al. 2005:6, 14). (Ver Gráfico 2.3).

Los recursos mancomunados como
fuente de ingresos ambientales
Gran parte de los ingresos ambientales que se obtienen en
el mundo en desarrollo procede de recursos mancomuna-
dos (RM). Los recursos mancomunados son bosques,
bancos pesqueros, arrecifes, cauces de agua, pastos, terre-
nos agrarios y recursos minerales sobre los que ningún
individuo tiene derechos exclusivos. Tradicionalmente son
poseídos y administrados por el Estado, un pueblo, una
tribu u otra agrupación social, con la idea de que los benefi-
cios se extiendan a mucha gente en lugar de a una sola
persona o familia. Los habitantes próximos o lejanos van
allí a recolectar leña; a que paste el ganado; a recoger
productos del bosque al margen de la leña, como hierbas
medicinales u hongos; a cazar; a pescar; a recoger agua o a
hacer uso de una variedad de servicios como visitar bosques
sagrados. Al ser estas tierras “comunes” o de “dominio
público” tal rica fuente de ingresos ambientales, son un
elemento crucial en las estrategias de sustento de los
pobres, particularmente de aquellos que no poseen terre-
nos propios (Jodha 1986:1169).

¿Pero qué importancia tienen? Investigaciones desarro-
lladas durante las últimas dos décadas han reunido una
buena cantidad de evidencias sobre este tema, particular-
mente en India. N.S. Jodha, en su estudio pionero de 80
pueblos a través de siete estados semiáridos de India, halló
que los pobres hacen un uso extensivo de las áreas comunes,
con una contribución de los RM de entre un 15 y 25 por
ciento de los ingresos por hogar (Jodha 1986:1177). Otros
estudios en diferentes estados de India encontraron que los
RM contribuyen hasta en un 29 por ciento de los ingresos en
los hogares más pobres (Adhikari 2003:5). En total, los RM
aportan unos 5.000 millones de dólares anuales a los ingre-
sos de los pobres de la India rural, de acuerdo con una
estimación (Beck and Nesmith 2001:119).

En otras partes del mundo se han hecho menos estudios,
pero hay indicaciones de que muchos de los pobres del
medio rural obtienen un porcentaje similar o más elevado de
sus ingresos de los bienes comunes (Beck and Nesmith
2001:119). En Botswana, los investigadores hallaron que el 20
por ciento más pobre de la población consigue el 51 por
ciento de sus ingresos familiares a partir de los RM (Kerape-
letswe and Lovett 2001:1). En el sureste de Zimbabwe, los
hogares (tanto ricos como pobres) obtienen entre el 35 y 40
por ciento de sus ingresos de lo común (Cavendish 1998:7).
Más del 90 por ciento de los camboyanos aseguró hacer uso
de los recursos pesqueros de propiedad común de lagos, ríos,
campos de arroz inundados e incluso bosques inundados
(Ahmed et al. 1998 en UK DFID 2000:31).

Sin acceso a estos recursos, las familias pobres serían
virtualmente incapaces de mantenerse. Por ejemplo, los
hogares pobres en el estudio de Jodha cubrían entre el 66
y 80 por ciento de sus necesidades de combustible con los
RM. Las zonas comunes también contribuyen en gran
medida a los pastos, permitiendo a las familias más pobres
criar más ganado del que de otra manera serían capaces de
mantener (Jodha 1986:1173).
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Fuente: Narain 2005

GRÁFICO 2.3 FUENTES DE INGRESOS DE LOS HOGARES POBRES EN JHABUA, INDIA
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Lo común como colchón de seguridad 
y fuente de empleo
Incluso donde la dependencia no es tan elevada, los RM
funcionan como un colchón de seguridad irremplazable
para los pobres. Cuando los bienes agrícolas y financieros
escasean, los espacios comunes pueden aportar ingresos
secundarios y ser fuente de alimentos y combustible para
una supervivencia básica. Investigadores han hallado en el
oeste de África que los recursos mancomunados son de
particular importancia para los pobres durante las caren-
cias estacionales de alimentos y los tiempos de crisis. De
acuerdo con un estudio, las familias más pobres dependen
de los suministros del “monte” para cubrir el 20 por ciento
de sus necesidades alimenticias durante el periodo de
escasez previo a las cosechas, cuando los suministros de
alimentos están a un bajo nivel. Las familias más ricas
dependen del monte sólo para el dos por ciento de su
alimentación durante este periodo (Dei 1992:67).

La dependencia de los hogares pobres de los bienes
comunes es habitualmente más alta después de agotarse
la producción de cultivos y cuando otras alternativas de
trabajo remunerado no están disponibles (Jodha
1986:1177). Incluso los RM pueden generar significativas
oportunidades de autoempleo y con frecuencia sirven
como una fuente importante y flexible de ingresos secun-
darios para los hogares pobres. Jodha observó que las
actividades de recolección por sí solas suponían entre 36
y 64 días de trabajo anuales por trabajador en los hogares
pobres del área estudiada (Jodha 1986:1175). En
Haryana, India, la recolección de alimentos y otros
productos, la extracción de piedra y el pasto de ganado
en zonas comunes generaron una media anual de 88 días
de trabajo por hogar. Fundamentalmente, los números se
desglosan de forma muy diferente según la clase socioe-
conómica, con trabajadores remunerados trabajando
una media de 213 días al año en los campos comunales,
frente a los sólo 25 en las familias de clase más alta
(Quereshi and Kumar 1998:350). 

El género también influye fuertemente en la depen-
dencia de lo común. Las mujeres encabezan un número
desproporcionado de hogares pobres y su dependencia de
los ingresos silvestres es más alta que la de los hombres, que
con frecuencia han recibido más educación y una mayor
capacitación para ganar un salario. Los estudios muestran
que las mujeres suelen ser las recolectadoras y vendedoras
primarias de productos no madereros como frutas, medici-
nas y materiales de artesanía (Shackleton et al. 2001:583;
Shackleton et al. 2002:135; Shackleton 2005).

El declinar de lo común
Una combinación de factores, incluyendo la privatización,
la intensificación agraria, el crecimiento de la población y
la degradación de los ecosistemas, ha provocado que las
áreas de propiedad común disminuyan en tamaño, calidad

y disponibilidad para los pobres en gran parte del mundo
(Beck and Nesmith). En algunas zonas, las tierras comunes
son convertidas en parcelas privadas a modo de reforma
del territorio o descentralización o para espolear el
desarrollo. O recursos de propiedad común pueden ser
arrendados a empresas en forma de concesiones sobre la
pesca o la madera. En ambos casos, los pobres pueden
perder el acceso a los recursos de los que una vez depen-
dieron. 

Jodha estima que, en las zonas abarcadas por su
estudio, la extensión de los terrenos comunes se ha
reducido entre un 31 y 55 por ciento desde la década de
1950, principalmente por la privatización a través de la
reforma territorial (Jodha 1995:23). Calcula que en 1951
el volumen medio de personas por 10 hectáreas de RM
variaba entre 13 y 101; en 1982, ese número había
aumentado a más de 47.000 por cada 10 hectáreas en
algunos pueblos. La presión creciente que esto ha
impuesto sobre las restantes zonas comunes ha condu-
cido a la sobreexplotación y el declinar en la calidad y
cantidad de los servicios que producen (Jodha 1995:23).
Los terrenos comunes degradados indudablemente
suponen una gran parte de los 75-130 millones de hectá-
reas del terreno que en India ha sido clasificado como
“páramo”, un terreno que es tanto improductivo como
agotado ecológicamente (Chopra 2001:25, 29).

Tal declinar en la calidad de los ecosistemas de los
terrenos de dominio público es cada vez más duro para los
sustentos rurales. Un estudio reciente en Etiopía se encon-
tró con la mayor parte de los terrenos comunales en un
estado de agotamiento o presión. El agotamiento de los
pastizales ha conducido a choques étnicos y a la caída en el
volumen total de ganado, mientras que la creciente escasez
de leña de las áreas comunes ha forzado a más hogares a
depender del combustible comprado (Kebede 2002:133-
134). (Ver Cuadro 2.1).

No obstante, la degradación por el exceso de uso no
es inevitable y están aumentando los ejemplos de acciones
colectivas para gestionar lo común. En Caprivi, Namibia,
la buena gestión y las técnicas de recolección sostenible
de hojas de palma de las zonas comunes ha permitido a las
mujeres locales complementar los ingresos familiares
vendiendo cestos de esterilla de palma a los turistas. Como
una de las pocas fuentes de ingresos monetarios para las
mujeres, el mercado ha crecido de 70 productoras en la
década de 1980 hasta más de 650 a finales de 2001, un
salto que este recurso ha sido capaz de sostener (Murphy
and Suich 2004:8-9). En otro ejemplo, los recolectores
rurales de la fruta de la marula en el distrito de Bush-
buckridge en Sudáfrica han plantado árboles de marula
en sus huertos con mayores cosechas en los terrenos
comunales (Shackleton et al. 2003:12, 13). (Para más
ejemplos del uso sostenible de los terrenos comunes por las
familias pobres, ver los Capítulos 4 y 5).
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LA EVALUACIÓN DE ECOSISTEMAS DEL MILENIO (EM)
constituyó un esfuerzo internacional de cuatro años para documentar
la contribución de los ecosistemas al bienestar humano, valorar el
estado de la salud actual de los ecosistemas y ofrecer un pronóstico
sobre cómo la capacidad de los ecosistemas para satisfacer las
necesidades humanas puede variar bajo diferentes escenarios de
gestión. El propósito era ofrecer información científicamente creíble
a aquellos que toman las decisiones para ayudarles a gestionar los
ecosistemas de forma más sostenible al tiempo que se alcanzan
objetivos de desarrollo humano.

La EM fue un esfuerzo con una base extraordinariamente amplia.
Finalizado en 2005, implicó a más de 1.300 científicos de 95 países.
Reveló que los humanos han alterado la estructura y el funciona-
miento de los ecosistemas mundiales en la segunda mitad del siglo
XX más profundamente que en ningún otro momento de la historia de
la humanidad. Como resultado, 15 de los 24 servicios de los ecosis-
temas que evaluó la EM están ahora mismo siendo degradados o utili-
zados insosteniblemente (MA 2005a:viii, 1, 6).

Este uso insostenible proviene del hecho de que los humanos con
frecuencia favorecen ciertas clases de producción de los ecosistemas
–como los servicios de suministro de alimentos y producción de fibras–
a expensas de otros servicios que los ecosistemas pueden prestar, como
la biodiversidad, purificación del agua o control natural de las plagas. La
EM mostró que esos sacrificios de unos servicios de los ecosistemas por
otros son la pauta. Particularmente en los últimos cien años, la gestión
humana de los servicios de aprovisionamiento (alimentos, madera, agua
y otras materias primas) ha degradado la capacidad de los ecosistemas
de aportar servicios de regulación, como el control de inundaciones o la
polinización. También se han resentido servicios culturales como la
recreación y la apreciación estética y espiritual de la naturaleza.

Al mismo tiempo, los hallazgos de la EM han arrojado una nueva luz
sobre la importancia de los ecosistemas para los pobres y cómo la
degradación de los ecosistemas perjudica a los medios de vida de los
pobres. Los pobres, particularmente aquellos en zonas rurales en
países en desarrollo, dependen más directamente de los servicios de
los ecosistemas y son más vulnerables cuando estos servicios se
deterioran o se pierden (MA 2005a:2-14).

Las conclusiones de la EM documentan muchos ejemplos del peaje
impuesto por los humanos que pagan los ecosistemas. Aproximada-
mente el 35 por ciento de los manglares ha desaparecido en las dos
últimas décadas. El 20 por ciento de los arrecifes de coral del mundo
se ha perdido y un 20 por ciento más está degradado. El agua
recogida de ríos y lagos se ha duplicado desde 1960. Los flujos de
nitrógeno hacia el medio ambiente también se han doblado, mientras
que los de fósforo se han triplicado entre 1960 y 1990. Los desem-
barcos de pesca marina y de interior han caído a causa de la sobre-
explotación. La leña utilizada para generar energía escasea en
muchas partes del mundo. Un 10-20 por ciento de la superficie de
tierra firme está degradado (MA 2005a:2, 26, 31, 34).

La degradación de los ecosistemas
y los pobres

La EM subraya la relación entre los pobres y los bienes y servicios
de los ecosistemas. Aunque la degradación de los ecosistemas
afecta a todos, los pobres sufren los efectos dañinos desproporcio-
nadamente. De hecho las disparidades entre pobres y ricos han
crecido en las últimas décadas. Por ejemplo, a pesar del incremento
mundial en la cantidad de comida disponible per cápita, más de
800 millones de personas siguen padeciendo desnutrición y la
producción de alimentos per cápita se ha reducido en el África
Subsahariana. Mientras que la disponibilidad de agua ha aumen-
tado en muchas regiones del mundo, la mitad de la población
urbana de África, Asia, Latinoamérica y el Caribe paga las conse-
cuencias del agua contaminada y su carga de enfermedades. La
degradación de los ecosistemas tiene unos costes humanos y finan-
cieros muy reales. El incendio de 10 millones de hectáreas de
bosques en Indonesia en 1997-98 provocó unos costes adicionales
en sanidad de 9.300 millones de dólares y afectó a unos 20 millo-
nes de personas (MA 2005a:2, 13, 51, 57, 62).

Los pobres también padecen una falta de acceso a los ecosistemas
por la privatización de lo que anteriormente eran recursos manco-
munados. Los ejemplos incluyen pesquerías costeras y de interior,
que según los hallazgos de la EM están en un abrupto declive. La
pesca a pequeña escala es de gran valor para los pobres, aportando
una fuente barata de proteínas e ingresos suplementarios. Cada vez
más, las zonas costeras que una vez fueron campos abiertos a la
pesca están siendo reconvertidas para el cultivo de gambas y otras
formas de acuicultura. La producción de estanques o jaulas de
acuicultura habitualmente es exportada y tanto los ingresos como
las proteínas esquivan a los pobres locales. La lista de países
donde se está produciendo una conversión extensiva de los
hábitats costeros para la acuicultura incluye a Ecuador, Tailandia,
Vietnam, Honduras, Chile, Indonesia, Filipinas, Bangladesh e India
(MA 2005b:25.13).

Los descubrimientos de la EM también confirman que la degradación
sustancial de los ecosistemas que tiene lugar hoy en día es un obstá-
culo para conseguir los Objetivos de Desarrollo del Milenio. Por
ejemplo, la EM advierte de que los propósitos de erradicar el hambre
y reducir la mortalidad infantil en 2015 serán inalcanzables si los
ecosistemas siguen siendo utilizados de forma insostenible. La degra-
dación del suelo y la escasez del agua son dos fuentes importantes de
riesgo para la producción de los ecosistemas agrícolas, y por tanto
para los suministros de alimentos, lo que afecta particularmente a los
pobres. La EM deja claro que el fracaso a la hora de abordar el decli-
nar actual de la salud de los ecosistemas erosionará seriamente los
esfuerzos para reducir la pobreza rural (MA 2005a:61). �
Para más información [en inglés] sobre la Evaluación de Ecosistemas
del Milenio y sus hallazgos, visitar http://www.maweb.org.

CUADRO 2.1 HALLAZGOS DE LA EVALUACIÓN DE ECOSISTE
¿CÓMO AFECTA A LOS POBRES?
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La tabla a continuación sintetiza los hallazgos de la EM sobre los servicios de los ecosistemas. La columna “estado” indica si en el pasado reciente 
la condición del servicio globalmente ha mejorado (▲) o empeorado (▼) o si no ha habido una pauta global consistente (▲+▼)

Notas

Incremento sustancial de la producción

Incremento sustancial de la producción

Producción en declive a causa de la sobrepesca

Incremento sustancial de la producción

Producción en declive

Pérdidas de bosques en algunas regiones, crecimiento en otras

Reducción de la producción en algunas fibras, aumento en otras

Producción en declive

Pérdida por la extinción y reducción de los recursos genéticos de cultivos

Pérdida por la extinción, recogida excesiva

Uso insostenible para consumo humano, industria y riego; cantidad
de energía hidráulica sin variación, pero aumento de la capacidad 
de los diques para utilizar esa energía

Reducción de la capacidad de la atmósfera de autodepurarse

Fuente neta de captura de carbono desde mediados de siglo

Preponderancia de impactos negativos

Varía según los cambios en el ecosistema y el lugar

Aumento de la degradación del suelo

Reducción de la calidad del agua

Varía dependiendo de los cambios en el ecosistema

Reducción del control natural por el uso de pesticidas

Aparente reducción mundial en la abundancia de polinizadores

Pérdida de amortiguadores naturales (humedales, manglares)

Rápido declinar en bosques y especies sagradas

Reducción en la cantidad y calidad de espacios naturales

Más zonas accesibles pero muchas degradadas

Estado 

▲

▲

▼

▲

▼

▲+▼

▲+▼

▼

▼

▼

▼

▼

▲

▼

▲+▼

▼

▼

▲+▼

▼

▼

▼

▼

▼

▲+▼

Subcategoría

cultivos

ganado

capturas pesqueras

acuicultura

alimentos silvestres

madera

algodón, cáñamo, seda

leña

mundial

regional y local

Servicio

SERVICIOS DE APROVISIONAMIENTO

Alimentos

Fibras

Recursos genéticos

Bioquímicos, medicinas naturales, parafarmacéuticos

Agua potable

SERVICIOS DE REGULACIÓN

Regulación de la calidad del aire

Regulación climática

Regulación del agua

Regulación de la erosión

Purificación del agua y tratamiento de residuos

Regulación de enfermedades

Regulación de plagas

Polinización

Regulación de los riesgos naturales

SERVICIOS CULTURALES

Valores espirituales y religiosos

Valores estéticos

Recreación y ecoturismo

Fuente: Millennium Ecosystem Assessment 2005a

ESTADO MUNDIAL DE LOS SERVICIOS DE APROVISIONAMIENTO, REGULACIÓN Y CULTURAL
DE LOS ECOSISTEMAS EXAMINADOS EN LA EVALUACIÓN DEL MILENIO

MAS DEL MILENIO:



¿Quién obtiene más ingresos ambientales:
los ricos o los pobres?

Los ingresos ambientales no
son sólo importantes para los
pobres. Las familias más ricas
también realizan un amplio
uso de los ingresos proceden-
tes de bienes y servicios de los
ecosistemas (el término “rico”
aquí no implica necesaria-
mente elevados ingresos de
acuerdo con los estándares del
mundo desarrollado, sino un
nivel de riqueza y oportunida-
des relativamente más elevado
en comparación con los
hogares de ingresos más bajos
dentro de una misma comuni-
dad). De hecho, diversos
estudios recientes han demos-
trado que los ricos suelen
obtener más ingresos ambien-
tales, en términos absolutos,

que los pobres (Cavendish 2000:1990-1991; Fisher 2004;
Narain et al. 2005:10,14; Twine et al. 2003:472). Esto general-
mente refleja el hecho de que tienen una mayor capacidad
para explotar lo que los ecosistemas pueden aportar. Por
ejemplo, las familias con ingresos más altos pueden disponer
de más ganado y por tanto hacer un mayor uso de los recur-
sos de forraje en las zonas comunes, mientras que la demanda
de forraje de una familia pobre puede ser más limitada
debido al tamaño más reducido de su rebaño.

Un estudio realizado en el distrito de Jhabua en el
estado de Madhya Pradesh en India muestra que las
familias más acaudaladas usan más recursos de los pastos
para alimentar sus mayores rebaños (Narain et al. 2005:5).
Además, los ricos suelen tener un mayor acceso a la contra-
tación de trabajo, transporte, crédito, tierra cultivable u
otros factores necesarios para maximizar la recogida de
productos naturales o agrarios y hacerlos llegar al mercado.
De acuerdo con el estudio de Jhabua, estos factores permi-
ten a las familias ricas obtener casi cinco veces los ingresos
ambientales –por una combinación de agricultura, ganade-
ría y recolección de productos silvestres– que pueden
conseguir las familias más pobres.

Por otra parte, incluso si los ricos logran mayores
ingresos ecológicos, tienden a no depender tanto de estos
ingresos como los pobres. La dependencia del medio
ambiente y la pobreza parecen ir de la mano. Un estudio de
1999 realizado sobre doce pueblos del Himalaya halló que
los pobres dependían de los recursos naturales para el 23
por ciento de sus ingresos, frente al sólo 4 por ciento de los
ricos (Reddy and Chackravarty 1999:1145). En la región de
Chobe en Botswana, la diferencia era aún mayor, siendo la
mitad de los ingresos de los pobres dependiente de los
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GRÁFICO 2.5 POBRES VS. RICOS: 
DIFERENTES ESTRATEGIAS PARA INGRESOS AMBIENTALES EN BOTSWANA
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productos silvestres de las adyacentes tierras de propiedad
común, mientras que los ricos dependían mucho más de las
rentas por el trabajo y de las remesas, obteniendo menos
del 20 por ciento de sus ingresos de los lugares comunes
del entorno. (Ver Gráfico 2.4). Esto era así a pesar del hecho
de que las familias ricas en Chobe obtuvieran cuatro veces
los ingresos que las familias pobres conseguían de los recur-
sos naturales (Kerapeletswe and Lovett 2001:6-7).

Los pobres y los ricos también tienden a usar los recursos
naturales de forma diferente para conseguir sus beneficios.
Los pobres suelen perseguir una variedad de fuentes diferen-
tes para sus ingresos ambientales, mientras que los ricos
suelen concentrarse en una o dos que les permiten hacer uso
de sus mayores medios para la agricultura o ganadería. En el
ejemplo de Chobe, tres cuartas partes de los ingresos que los
ricos obtienen de las zonas comunales se deben a la cría de
ganado, mientras que los pobres diversifican sus esfuerzos,
invirtiendo su tiempo en al menos cinco actividades diferen-
tes, desde recoger alimentos silvestres hasta hacer cestos y
tallas en materiales naturales. (Ver Gráfico 2.5).

La dependencia continua que tienen los pobres de los
ecosistemas para su sustento deriva de diversos factores, pero
éstos generalmente pueden reducirse al hecho de que la
naturaleza es su mejor –y con frecuencia la única– opción.
Los pobres suelen carecer de la educación y la posición social
para encontrar un trabajo remunerado consistente. Sin una
renta por el trabajo, a los hogares les falta el dinero para
comprar combustible, comida y servicios como la sanidad.
En su lugar, utilizan agricultura a pequeña escala y otras
formas de ingresos basados en la naturaleza, con frecuencia
recolectados de áreas comunales. Cuando se les da la opción
de acceder a otras formas de empleo, los pobres suelen
reducir su dependencia de los ingresos ambientales.

En cualquier caso, la conclusión evidente que se
desprende de la mayoría de los estudios detallados sobre
ingresos ambientales es que aumentar la productividad de los
ecosistemas, y por tanto el potencial de obtener mayores
ingresos, beneficiaría a todas las categorías de ingresos en las
zonas rurales, no sólo a los pobres. Tanto los pobres como los
ricos están preparados para obtener más ingresos, y las econo-
mías rurales más estabilidad, si los ecosistemas son gestiona-
dos de forma que generen una mayor productividad.

Ingresos ambientales según ecosistema
Observando directamente los ecosistemas de forma indivi-
dual y el valor que aportan a los pobres, su importancia
para los sustentos se hace más obvia.

Ecosistemas agrarios
La fuente más importante de ingresos ambientales en el
mundo es la agricultura, los productos obtenidos de los
ecosistemas agrarios. Los ecosistemas agrarios se diferen-
cian de otros tipos de ecosistemas por su alto nivel de

modificación por parte de las personas. La agricultura a
gran escala, guiada por costosas inversiones y tecnología
–fertilizantes, pesticidas, irrigación, tractores y cosechado-
ras–, es responsable de gran parte de la producción
mundial de alimentos y las exportaciones agrarias. Pero la
agricultura a pequeña escala –el cultivo que realizan los
pobres- es el gigante silencioso que sostiene a la gran
mayoría de los habitantes rurales en los países pobres.

Esta clase de agricultura tiene un aspecto muy
diferente a la agricultura a gran escala. Mientras que la
mayor parte de los cultivos en los países desarrollados están
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¿Por qué esos ingresos ambientales son tan importantes para las
economías familiares de los pobres? Los ingresos ambientales proce-
den de una variedad de fuentes, cada una con un coste de inversión
bastante bajo. Esto permite a las familias pobres ejercer al mismo
tiempo varias actividades diferentes generadoras de ingresos, diversi-
ficando sus fuentes de ingresos y reduciendo su riesgo si cualquier
actividad falla. Especializarse en una materia prima o negocio en
particular podría ser lo más rentable, pero los hogares pobres suelen
carecer de los ingresos que amortigüen este riesgo. Por ejemplo, si un
hogar produce sólo maíz y el mercado del maíz cae, o una plaga o
sequía daña la cosecha, la familia perdería todos sus ingresos. O el
hogar puede simplemente carecer de los medios para invertir en
equipamiento, terreno o formación necesaria para especializarse en un
único oficio o negocio.

La diversificación es la respuesta. Una familia pobre puede cultivar
arroz para la venta y consumo doméstico, pescar peces criados en los
arrozales para obtener proteínas, recoger materiales silvestres para su
uso en la construcción y como combustible, realizar artesanía como
cestos o tallas de madera para vender a los turistas y criar ganado para
producir leche y como un bien fácil de vender en caso de necesidad. Todo
esto son estrategias para allanar el flujo de ingresos familiares en el
tiempo y ante una variedad de fuentes de riesgos, como el clima, enfer-
medades o caídas en los precios del mercado (Ellis 1998:17, 18)

Un ecosistema actúa entonces como un amortiguador natural ante
impactos en los ingresos de una familia pobre (Campbell et al.
2002:102). Como suele aportar algunos ingresos incluso tras una caída
de los salarios o las remesas, es adonde los pobres suelen recurrir en
momentos de necesidad. Pero la dependencia de un abanico de activi-
dades de bajos ingresos basadas en la naturaleza, pese a ser más
seguro desde el punto de vista de la supervivencia, no suele ser una vía
hacia una abundancia sustancial. Para acumular riqueza, las activida-
des basadas en la naturaleza necesitan explotar mercados más lucrati-
vos, estar apoyadas con la adecuada infraestructura financiera, social y
física –créditos, carreteras, formación, cooperativas de venta y simila-
res– y estar acompañadas por el desarrollo de un sector industrial rural
que genere gradualmente oportunidades salariales para complementar
los ingresos ambientales.

LA NATURALEZA COMO UNA ESTRATEGIA
DE DIVERSIFICACIÓN

Continúa en página 47
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NO SORPRENDE QUE LAS FAMILIAS POBRES EN
zonas forestales rurales miren hacia los árboles de su entorno
para obtener ingresos por el uso o venta de productos foresta-
les no madereros (PFNM) como frutas silvestres, materiales de
construcción o medicinales. Pero el valor económico de estos
productos forestales también puede ser captado por los pobres
urbanos, particularmente aquellos que han emigrado reciente-
mente a la ciudad.

Un estudio realizado entre 1996 y 1999 en los alrededores de
Riberalta, una ciudad de rápido crecimiento en el norte de Bolivia,
mostró que los hogares obtienen una proporción significativa de
sus ingresos de la recolección y procesamiento de nueces de Brasil
y palmitos. Estos barrios periurbanos están poblados en gran parte
por familias pobres, muchas de ellas inmigrantes recientes de
áreas rurales. El estudio halló que los hogares se beneficiaban de
los PFNM de dos formas: algunos miembros de la familia (en su
mayoría, hombres) van a los bosques durante unos pocos meses al
año a recoger nueces de Brasil y palmitos para vender a los proce-
sadores; otros miembros de la familia (en su mayoría, mujeres)
trabajan en las plantas de procesamiento en Riberalta y sus alrede-
dores, donde las nueces de Brasil son clasificadas, peladas,
lavadas y empaquetadas.

Casi el 60 por ciento de los hogares estudiados participaban de
una forma u otra en las industrias de las nueces de Brasil o de

palmitos (Stoian 2003:4, 11). El grupo de ingresos más bajos
era el más dependiente de los ingresos por PFNM, de los que
obtenían el 47 por ciento de sus ingresos totales. Incluso las
familias más pudientes conseguían más de un cuarto de sus
ingresos de los PFNM (Stoian 2003:12).

Muchos inmigrantes recientes se dirigían a la ciudad en
busca de empleo tras el declinar de la industria boliviana del
caucho a finales de la década de 1980. Los recién llegados
descubrían que su falta de educación y formación técnica,
así como los estigmas sociales, actuaban como barreras para
acceder a la mayoría de las secciones de fuerza de trabajo
urbana. Para estos emigrantes, al igual que para otros secto-
res marginados de la población, la industria de las nueces de
Brasil actúa como el mayor empleador por su elevada
demanda de trabajo no cualificado. Por ejemplo, los
emigrantes con sólo educación primaria o menos dependían
de los PFNM para el 60 por ciento de sus ingresos (Stoian
2003:10, 14, 16).

La dependencia de los pobres urbanos de los ingresos relacio-
nados con el bosque subraya la continuación entre lo rural y lo
urbano que existe en muchas naciones donde los ingresos
ambientales siguen desempeñando un importante papel en el
perfil de ingresos de los hogares pobres, incluso cuando estas
familias abandonan el campo (Stoian 2003:10, 14, 16). �

CUADRO 2.2 NUECES DE BRASIL Y PALMITOS:
LLEVAR EL SUSTENTO 
DEL BOSQUE A LA CIUDAD

0

5.000

10.000

15.000

20.000

25.000

30.000

0 20-40 40-60 60-80 100

Quintiles de ingresos

In
gr

es
os

, e
n 

bo
liv

ia
no

s*

Ingresos PFNM Otros ingresos

*En el momento de la encuesta (1998), 1 boliviano equivalía
  a 0,19 dólares americanos

Fuente: Stoian 2003
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NO MADEREROS EN RIBERALTA, BOLIVIA, 1998
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en manos de empresas y dominados por el capital físico
más que el humano, en el mundo en desarrollo los cultivos
aún son en su mayor parte poseídos y gestionados familiar-
mente. El cultivo a pequeña escala continúa exigiendo un
trabajo intenso y con frecuencia carece de acceso al riego,
fertilizantes u otras aportaciones que aumenten la produc-
tividad. El productor y el consumidor son frecuentemente
la misma familia. A pesar de los logros de la Revolución
Verde, esta caracterización aún describe la mayoría de la
agricultura que hoy se practica en el mundo (FAO 2000b).

Los agricultores a pequeña escala –aquellos que
poseen menos de cinco hectáreas de tierra– cultivan terre-
nos de varias formas: jardines o pequeños huertos, que
mayormente producen bienes de subsistencia para el
consumo doméstico; cultivos de materias primas, como el
algodón o el maíz, y el pasto para el ganado propiedad de
la familia. Esto puede ocurrir en parcelas muy pequeñas –a
veces en terrenos bastante marginales– y con frecuencia se
entremezcla con otros usos del terreno como el forestal.
Los bienes que producen estos “cultivos” a pequeña escala
también pueden venderse en mercados locales, a colectivos
que reúnen bienes para su reventa o incluso ser exportados
a otros países. Cada uno de estos modos de producción
desempeña un papel importante en la economía familiar
de los pobres.

Malawi, donde la agricultura a pequeña escala supone
el 70 por ciento de la producción agrícola total, constituye
una ventana sobre la importancia de tal agricultura. Casi
ocho de cada diez malawianos cultivan su propia tierra, en
su mayoría menos de una hectárea (Fisher 2004:136). El
maíz es el cultivo de primera necesidad y también son
importantes la yuca, el sorgo, el cacahuete y las judías. Casi
la mitad de los hogares poseen pollos y una quinta parte
posee cabras. Estos bienes agrarios sumados aportan más
de la mitad de los ingresos familiares. Los ingresos de los
bosques aportan otro 30 por ciento. Sólo el 10 por ciento
de la población de Malawi tiene un trabajo remunerado, lo
que subraya la importancia de los ingresos ambientales –y
particularmente los ingresos agrarios– para la superviven-
cia (Dorward 2002:9-24).

Comprender el papel de la agricultura a pequeña escala
en los hogares pobres requiere una apreciación de la interac-
ción entre vender cultivos por dinero y consumirlos en casa.

Un estudio de los huertos en el distrito de Bush-
buckridge en Sudáfrica ejemplifica esta interacción y la
contribución sustancial que los huertos suelen tener en los
sustentos de los pobres. En este distrito, las familias cultivan
una media de entre cuatro y cinco especies vegetales en sus
parcelas. Las familias consumen casi tres cuartas partes de las
plantas que cultivan y venden el resto. El valor monetario
total de todas las plantas vendidas y consumidas en casa por
año fue de 266 dólares por hogar, una contribución consi-
derable en un área con menos oportunidades de empleo
(High and Shackleton 2000:148, 154). (Ver Tabla 2.3).

Bosques
Después de la agricultura, los bosques probablemente son
los mayores generadores de ingresos ambientales para los
pobres. Las comunidades rurales frecuentemente se hallan
dentro o cerca de zonas boscosas, las cuales varían amplia-
mente en densidad y composición, desde techos selváticos
hasta bosques de coníferas alpinos o sabanas leñosas. La
productividad y variedad de ecosistemas forestales, así
como su valor como hábitat para especies de caza, hacen de
ellos importantes contribuyentes a la subsistencia local y las
economías comerciales.

Numerosas investigaciones corroboran la importancia
de los bosques para los pobres del mundo. En 2004 el Banco
Mundial completó una revisión de estudios sobre los ingre-
sos que los bosques aportan a aquellos que viven dentro o
cerca de ellos. La revisión examinó casos de 17 países en tres
continentes, concentrándose especialmente en África. Los
resultados fueron llamativos: los ingresos ambientales de los

TABLA 2.3 EL VALOR DE LOS HUERTOS PARA LOS
HOGARES DE BUSHBUCKRIDGE,
SUDÁFRICA, 1996

Cultivo

Judía

Repollo

Yuca

Coliflor

Chile

Dintlo

Cacahuete

Madanda

Maíz

Cebolla

Calabaza

Espinaca

Caña de azúcar

Patata dulce

Tomate

Sandía

Equivalente económico de
los cultivos consumidos en

el hogar (rands)*

57

445

296

100

48

124

184

60

267

30

52

92

277

175

126

35

Valor económico
de los cultivos

vendidos (rands)*

4

46

10

0

13

109

41

0

42

10

0

24

217

7

0

0

* Ingresos medios de los hogares por cultivar cada producto

Fuente: High and Shackleton 2000



bosques resultaron ser importantes en todos los niveles de
ingresos y en todos los continentes, aportando una media del
22 por ciento de los ingresos totales –el equivalente a 678
dólares al año (adaptado como paridad del poder adquisi-
tivo, PPA, en todo el mundo)– en los hogares examinados
(Vedeld et al. 2004:28-29). (Ver Tabla 2.4). 

Como han concluido muchos otros estudios, el Banco
Mundial halló que los ingresos más significativos de los
bosques procedían de los alimentos silvestres, combustible,
forraje y paja. La madera y las medicinas también se mostra-
ron importantes para los ingresos totales. Desgraciadamente,
gran parte del valor económico que los bosques tienen para
los pobres no se refleja en la contabilidad oficial estatal de la
economía forestal (Mogaka et al. 2001:4).

Leña
Los pobres dependen de forma abrumadora de la leña
como fuente de energía en el hogar. Tan sólo en los países
en desarrollo, unos 2.400 millones de personas –más de un
tercio de la población mundial– dependen de la madera u
otros combustibles de la biomasa para la cocina y la calefac-
ción (IEA 2002:26). En India, el 62 por ciento de los
hogares rurales depende de la leña (Vadivelu 2004:5).

La madera utilizada como combustible es importante
fundamentalmente en las economías domésticas de los
pobres rurales. No es sólo una fuente de energía en el
hogar, sino una fuente suplementaria de ingresos moneta-
rios a través de la recolección, procesado y venta de leña y
carbón vegetal. El carbón vegetal en particular, gracias a su

alto contenido energético y fácil portabilidad, es un impor-
tante generador de ingresos y una fuente exclusiva de
empleo para muchos. Tan sólo en Kenia, la economía del
carbón vegetal se estima en torno a 23.000 millones de
chelines kenianos al año, a la par con el turismo como
generador de ingresos (Kantai 2002:16).

Productos forestales no madereros
Los pobres tradicionalmente no han sido capaces de captar
gran parte de los ingresos generados por la recogida y venta
de madera. Debido a su elevado valor, intereses más
poderosos –en el comercio privado y la burocracia estatal–
han dominado este recurso generalmente. Para que los
pobres cosechen mayores beneficios de la producción de
madera, es preciso que la propiedad de los bosques y los
regímenes de gobierno cambien de forma sustancial.

Pero los bosques producen muchos otros bienes y servi-
cios –colectivamente conocidos como “productos forestales
no madereros” (PFNM)– que son una fuente de ingresos
crítica para los pobres. Los PFNM típicos incluyen diversos
alimentos, forraje, combustible, medicinas y muchos otros
productos recolectables, literalmente, cualquier producto
obtenido de un bosque al margen de la madera (Wickens
1991:4). (Ver Tabla 2.5). La variedad puede ser asombrosa. Los
habitantes de los bosques en la Amazonía brasileña, por
ejemplo, regularmente venden unos 220 PFNM en el
mercado diario de Belem, 140 de los cuales son productos
silvestres y el resto cultivados en el bosque (Shanley et al.
2002, en Molnar et al. 2004:35). Si son recogidos correcta-
mente, los PFNM pueden constituir una contribución a los
sustentos no sólo sustancial, sino también sostenible. Sumado
a su valor de mercado, muchos PFNM tienen también un
significado social, cultural o religioso.

El uso de los PFNM es bastante variado y está bien
documentado que aportan un amplio rango de ingresos de
subsistencia y monetarios a un gran número de hogares en
muchas naciones (Neumann and Hirsch 2000:53-55). En la
península de Yucatán en México, por ejemplo, el valor de
mercado de la paja de palma usada o vendida como material
para tejados se estima en 137 millones de dólares al año (Bye
1993, en Molnar et al. 2004:35). En India, la producción de
PFNM contribuye en torno al 40 por ciento de los ingresos
forestales oficiales totales y el 55 por ciento de los empleos
ubicados en el bosque (Tewari and Campbell 1996:26). En
Botswana, el Gobierno admitió recientemente que el valor de
los PFNM supera al de la madera (Taylor 1996:76-77).

Pese a ser tan impresionantes estas estimaciones a
escala nacional, se tiende a subestimar la importancia de los
PFNM para los hogares. Como el valor de los PFNM es
generalmente difícil de calcular, suele ser subestimado
(Lampietti and Dixon 1995:1-2). Esta subestimación
provoca que quienes adoptan las decisiones asignen a los
sistemas forestales intactos una prioridad como bien econó-
mico más baja de la que deberían.
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Fuente: Vedeld et al. 2004

Porción de ingresos
forestales

(% del total)

38,3

31,7

5,8

2,3

5

3,7

0,2

13

100

TABLA 2.4 INGRESOS ANUALES POR HOGAR
PROCEDENTES DE LOS BOSQUES

Ingresos
forestales

medios* (US$) 

287

216

124

28

83

47

6

129

678**

* Cantidad media de ingresos ambientales en base a 54 estudios empíricos,
presentada en Paridad de Poder Adquisitivo (PPA) en dólares.

** El total medio de ingresos forestales es menor que la suma de todas las fuentes
porque muchos estudios no miden los ingresos de todas las fuentes.

Fuente

Alimentos silvestres

Leña

Forraje

Madera

Hierba/Paja

Medicinas silvestres

Batea de oro

Otros

Total
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Pesquerías y arrecifes
Para aquellos que viven cerca de la costa o de aguas interio-
res, las pesquerías son casi siempre un aspecto importante
de los ingresos familiares. Al igual que los bosques, las
pesquerías generalmente son accesibles, de alguna manera,
para personas de todos los niveles de ingresos, convirtién-
dolas en un último refugio para muchas familias pobres. Se
estima que unos 250 millones de personas en los países en
desarrollo dependen directamente de la pesca a pequeña
escala para su alimentación e ingresos. En Tailandia, por
ejemplo, el 90 por ciento de los pescadores del país operan
a pequeña escala (World Bank 2004:17).

La pesca a pequeña escala que realizan los pobres
difiere notoriamente de la pesca industrial de los barcos de
arrastre y los pescadores de línea larga. La pesca a pequeña
escala es habitualmente una operación de escaso capital con
barcos manejados por el propietario, como los que precisan
lanzar las redes o utilizan pequeñas trampas. Muchas veces es
realizada desde pequeñas canoas o balsas no mecanizadas o
pequeñas barcas motorizadas y que están tripuladas por una
o pocas personas. Pero a veces incluso se realiza desde la
costa sin utilizar una embarcación. En Indonesia, por
ejemplo, la mitad de los dos millones de pescadores oceáni-
cos utiliza canoas sin motor, otro 25 por ciento utiliza
pequeñas barcas con motores fuera borda y el 80 por ciento
vive por debajo de la línea de pobreza (FAO 2000a:2-3).

Las pesquerías marinas suelen contribuir enormemente
al sustento de los pobres que viven en la costa. En las comuni-
dades costeras estudiadas en Mozambique, la pesca contribuye
en un 34-38 por ciento de los ingresos monetarios, con ingre-
sos ambientales adicionales procedentes de la venta de molus-
cos, algas y pepinos de mar (Wilson et al. 2003:96). Igual-
mente, las familias en la costa de Tanzania suplementan su
agricultura y selvicultura de subsistencia con el pescado, las
algas y la acuicultura de gambas y la producción de sal (Bayer
2003:1). Las familias que viven en los pueblos costeros a lo
largo de Korangi Creek en Pakistán dependen de los mangla-
res como su principal fuente de leña y de forraje, y dependen
de la pesca en los manglares tanto para el trabajo remunerado
como para su alimentación (Khalil 1999:9-10). Para las
familias demasiado pobres para poseer barcas en Indiranagar,
India, el trabajo en los barcos pesqueros de otros constituye
una fuente crucial de ingresos (Rengasamy et al. 2003:128).

Producto

Larvas de hormiga 

Bambú (Moso)

Corteza
(Cape Onionwood)

Resina (Benzoin)

Nueces de Brasil

Cardamomo 

Vides leñosas
(uña de gato)

Fruta (Allspice)

Fruta de garcinia

Palmitos 

Árboles de marula

Corteza de morera 

Resina de pino 

Junco (African
Rattan Palm)

Junco (cálamo)

Raíces (fáfia)

Caucho

Sándalo

Hojas de ébano

Madera 
(roble plateado)

Madera
(árbol parasol)

TABLA 2.5 USOS DE UNA SELECCIÓN DE PRODUCTOS
FORESTALES NO MADEREROS (PFNM)

Uso principal

Alimento para pájaros

Esteras de bambú y
artesanía

Medicina 

Incienso 

Alimento 

Alimento, medicina

Medicina

Especia 

Medicina

Alimento 

Fruta, cerveza,
alimento para
ganado, medicina,
tallas en madera

Papel

Aguarrás

Muebles de juncos

Artesanía y esteras 
de juncos

Medicina 

Artesanía en caucho 

Aceites de esencias
para perfumes

Envoltorio
de cigarrillos

Tallas en madera

Tallas en madera

Fuente: Ruiz-Pérez et al. 2004; Shackleton et al. 2000b

Lugar

Banten, Indonesia

Zhejiang, China 

Eastern Cape, Sudáfrica 

Norte de Sumatra,
Indonesia 

Vaca Díez e Iturralde,
Bolivia 

Bac Kan, Vietnam 

Puerto Inca, Perú

Puebla, Mexico 

Karnataka, India 

São Paulo, Brasil

Distrito de Bushbuckridge,
Sudáfrica

Sayaboury y Luang
Prabang, Laos

Pinar del Río, Cuba

Camerún central

Kalimantan oriental,
Indonesia

Paraná, Brasil

Acre, Brasil

Nusa Tenggara oriental,
Indonesia 

Madya Pradesh, India 

Costa de Kenia 

Mpigi, Uganda

El pescador a pequeña escala medio en la costa rural de Tailandia gana
probablemente la mitad de los ingresos del ciudadano medio tailandés.
Pertenece a una de las casi 50.000 familias en Tailandia que pescan con
una embarcación que pesa menos de 10 toneladas. Vive en uno de los
2.500 pueblos pesqueros del país, el 80 por ciento de los cuales se
localiza fuera de los municipios, sin las infraestructuras básicas como
carreteras y electricidad (World Bank 2004:17).

LA PESCA A PEQUEÑA ESCALA EN LA TAILANDIA RURAL
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Las pesquerías interiores –en lagos, ríos, arroyos,
arrozales y estanques– son un recurso tan importante para
los pobres como las pesquerías marinas. En la cuenca baja
del río Mekong, por ejemplo, un estudio reciente halló que
40 millones de agricultores rurales –muchos de ellos
pobres– se dedicaban a actividades pesqueras en tempo-
rada. En Laos, donde la incidencia de la pobreza rural es
bastante alta, el 70 por ciento de todas las familias agricul-
toras incrementan sus suministros alimentarios y sus ingre-
sos con pescado (Sverdrup-Jensen 2002:8).

Estas estadísticas dejan claro que las pesquerías son un
aspecto clave –y con frecuencia pasado por alto– de la seguri-
dad alimentaria de los pobres. En Asia Oriental y África, el
pescado aporta más del 50 por ciento del consumo de prote-
ínas animales en las dietas de 400 millones de personas
(World Bank 2004:18). En Liberia, Ghana y Camboya, el
pescado y los productos pesqueros constituyen entre el 65 y
70 por ciento de las proteínas animales consumidas (FAO
and UK DFID 2002:20, 21; UK DFID 2000:18).

En zonas del mundo donde existen arrecifes de coral,
estos sistemas también cubren una porción crucial del
sustento de las personas. (Ver Tabla 2.6). Los arrecifes
aportan pescado para el consumo diario, conchas y corales
para su uso en construcción de viviendas y venta a los turis-
tas y una variedad de especies marinas para fines medicina-
les (Rengasamy et al. 2003:130-133). Los hogares rurales en
las Islas Fiji –una tercera parte de los cuales son pobres–
subsisten rutinariamente con peces y mariscos como las
almejas kaikoso que capturan ellos mismos en las playas
locales, arrecifes y otras aguas interiores y venden el resto
por dinero. (Ver Capítulo 5 para un completo estudio de caso de
las pesquerías en Fiji). En el Caribe y partes del Sureste

Asiático, los arrecifes de coral juegan un papel importante
en el creciente mercado del ecoturismo, atrayendo dinero
y trabajos a estas regiones. Los beneficios combinados del
turismo del buceo, la pesca y la protección de la línea de
costa que aportan los arrecifes constituyen un valor neto
para la región del Caribe estimado en 3.100-3.600 millones
de dólares cada año (Burke and Maidens 2004:58).

Muchas pesquerías –particularmente las pesquerías
marinas– están dominadas por las operaciones de pesca a
gran escala y son habituales los conflictos entre los pescado-
res locales a pequeña escala y los operadores comerciales.
Con frecuencia, las comunidades pobres trabajan en los
márgenes, pescando lo que los operadores a gran escala
dejan atrás (Kura et al. 2004:87-88). En el delta de Chari en
Chad y a lo largo de la costa occidental del lago Chad
(Nigeria), un análisis comparativo descubrió que los pobres
tienen acceso sólo a los espacios pesqueros marginales,
mientras que los pudientes tienen acceso a todas las aguas

TABLA 2.6 ESTRATEGIAS DE SUSTENTO BASADAS EN LA NATURALEZA SEGÚN NIVELES DE INGRESOS
EN LA ISLA AGATTI, INDIA

Clase media baja

15.000-60.000 rupias 
(USD 319-1.276)

50%

Ingresos suplementarios o
subsistencia durante el monzón

Pocos árboles

Cabras, pollos

Pequeñas barcas de madera
(thoni) con motor fuera borda.
Cañas de pesca y varias redes

Pobres

Por debajo de 15.000
rupias (<USD 319)

10%

Subsistencia y
supervivencia

Sin tierras o cocoteros

Sin ganado

Redes de pesca

Ingresos anuales

% de población

Uso de arrecifes

Bienes
seleccionados

Clase media alta

60.001-250.000 rupias
(USD 1.277-5.319)

39%

Recogida de anzuelos,
pulpos, etc.

Tierras, cocoteros

Cabras, pollos

Barca con motor fuera
borda

Ricos

Por encima de 250.000
rupias (> USD 5.319)

1%

Pagan a otros para recoger
materiales de construcción
y pescado

Tierras, cocoteros

Cabras, pollos, terneros

Carguero (manju)

Fuente: Hoon 2003

Los arrecifes de coral de Filipinas proveen los sustentos diarios para miles
de pescadores de bajos ingresos, pero en los últimos años la sobreexplo-
tación y las prácticas destructivas de pesca, como el uso de dinamita y
cianuro, han reducido la productividad de los arrecifes. Una encuesta
realizada en 2000 sobre 700 pescadores de Filipinas reveló que el 89 por
ciento tiene que alimentar a sus familias con sus capturas diarias; el 74
por ciento señaló que tener suficiente comida cada día era su preocupa-
ción más acuciante y el 67 por ciento afirmó que la reducción de las
capturas pesqueras era el problema más apremiante en su comunidad.

LA PESCA A PEQUEÑA ESCALA EN ARRECIFES
DE CORAL DE FILIPINAS
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(Béné 2003:960). Incluso donde los pobres sí tienen acceso,
a menudo pierden frente a los pescadores más ricos cuando
compiten directamente debido a su inferior equipamiento.

El papel de la ganadería
El ganado es un elemento importante y que en ocasiones se
pasa por alto en las estrategias de sustento de los pobres.
Hasta el 70 por ciento de los pobres del medio rural
depende del ganado en algún modo. Las reservas ganade-
ras son diversas e incluyen vacas, cabras, ovejas, cerdos,
aves, caballos, camellos, yaks y llamas. Se estima que unos
600 millones de personas pobres, incluyendo 150 millones
de pobres sin tierras, poseen ganado (Delgado et al. 1999;
IFAD et al. 2004:9-10; Thornton et al. 2002).

El ganado es una fuente crucial de capital financiero
para los pobres del medio rural. Para muchos, la posesión
de ganado es la única forma de ahorro disponible. De
hecho, el ganado es el bien fungible más importante que
poseen los pastores y con frecuencia las mujeres pobres. El
ganado aporta una reserva crítica frente a emergencias y
reduce la vulnerabilidad ante golpes financieros por
problemas de salud, en los cultivos y otros riesgos. Produ-
cen beneficios directos en forma de alimento, lana o piel y
puede aumentar la productividad agraria aportando estiér-
col y fuerza de tiro (PPLPI 2003:1). En un estudio compa-
rativo de propietarios de ganado en Bolivia, India y Kenia,
las familias de los tres países clasificaban el ganado por
encima de negocios y vivienda como su mejor inversión
(Heffernan et al. 2002 en IFAD et al. 2004:14).

En el 40 por ciento de los distritos de Kenia, el ganado
representa más de una cuarta parte de los ingresos familiares
totales (Thornton et al. 2002:75). En el Nepal rural, contri-
buye con el 9-14 por ciento de la producción para consumo
familiar y es incluso más importante como fuente de ingre-
sos monetarios. Para las comunidades aisladas en las monta-
ñas de Nepal, el ganado está entre los pocos bienes inter-
cambiados por dinero, constituyendo casi la mitad del total
de los ingresos monetarios agrarios (Maltsoglou and Tanigu-
chi 2004:24-25). Los estudios reflejan que el ganado general-
mente contribuye más significativamente al flujo de ingresos
de los hogares pobres –particularmente a los ingresos
controlados por las mujeres– que a los ingresos de aquellos
que viven por encima de la línea de pobreza (Thornton et al.
2002:75; Heffernan 2001:60; Delgado et al. 1999).

Los beneficios del ganado pueden extenderse incluso a
aquellos que no lo poseen, con frecuencia los miembros más
pobres de la comunidad. Los no propietarios a veces son
capaces de obtener leche, estiércol para combustible o ayuda
en el arado de los campos. Los poseedores del ganado
pueden entregar esto sin ningún cargo o a precios muy
reducidos (Shackleton et al. 2000b:53; Shackleton 2005).

Que el ganado ocupe un lugar prominente en el
movimiento de las familias dentro y fuera de la pobreza quizá

no sea una sorpresa. En un estudio de las dinámicas de
pobreza de hogares en 20 comunidades de Kenia, los investi-
gadores descubrieron que más del 40 por ciento de las
familias que escapaban de la pobreza lo consiguieron diversi-
ficando sus ingresos agrarios principalmente comprando
ganado (Kristjanson et al. 2004:12). Cuando los pobres
tienen acceso a los mercados, el ganado puede servir como
garantía, dando acceso a otras formas de capital y abriendo
caminos a una mayor diversificación de los ingresos (IFAD et
al. 2004:3).

El papel del ganado en las comunidades rurales se
extiende considerablemente más allá de su valor económico.
Más notoriamente, el ganado juega un papel prominente en
las relaciones sociales y culturales. Los préstamos y regalos de
ganado refuerzan los lazos familiares y comunitarios y suelen
desempeñar un papel central en las tradiciones culturales
como bodas y funerales. Poseer ganado también puede conlle-
var una mejor nutrición para algunos de los grupos más vulne-
rables, incluyendo mujeres y niños (IFAD et al. 2004:19-20).

A pesar de los beneficios, la cría de ganado también
supone un riesgo para los pobres. Los riesgos para la produc-
ción –desde tiempo severo hasta depredadores pasando por la
falta de un cuidado veterinario adecuado– son mayores entre
los productores con bajos ingresos (IFAD et al. 2004:14). La
pérdida de las posesiones de ganado puede tener un impacto
a largo plazo en una familia muy superior al valor de los
animales individualmente, porque los rebaños generalmente
precisan un largo tiempo para configurarse. Pérdidas catas-
tróficas por desastres naturales o el robo de ganado pueden
tener por tanto un efecto devastador en las finanzas familiares.
Incluso pérdidas intencionadas, como el uso de ganado en
celebraciones funerarias, puede ser un duro golpe para los
pobres. En el oeste de Kenia, el sacrificio de ganado para
funerales ha sido identificado como una de las principales
causas de la caída en la pobreza (Kristjanson et al. 2004:iv).

Los beneficios sociales de los
ecosistemas
Conseguir ingresos del medio ambiente es claramente una
poderosa herramienta para mejorar la vida y el sustento de
familias individualmente, pero también puede aportar
significativos beneficios sociales haciendo más equitativa la
distribución de la riqueza dentro de una comunidad. Si los
ingresos ambientales no son contabilizados, la distribución
de los ingresos en las comunidades rurales a menudo es
muy desigual, con un gran abismo entre ricos y pobres. En
cambio, si se incluyen los ingresos ambientales en los perfi-
les de ingresos, la distancia entre ricos y pobres se reduce
en cierta medida (Vedeld et al. 2004:36-38; Jodha
1986:1177). Esto sostiene la aserción de que los bienes y
servicios de los ecosistemas actúan como bienes de la
comunidad, cuyos beneficios alcanzan un nivel por encima



del hogar individual. Al aportar una fuente de recursos a
aquellos que no tienen otras propiedades, los ecosistemas
moderan y amortiguan la economía rural y aumentan la
equidad económica. Esto supone otro motivo para una
gestión sólida de los ecosistemas locales.

El uso de los recursos naturales, y especialmente su
degradación, también tiene otras implicaciones para los
hogares y las comunidades. Las comunidades rurales
suelen estar unidas por profesiones compartidas basadas en
la naturaleza –pescadores, pastores o agricultores– o el uso
de un conjunto específico de recursos del bosque. En otras

palabras, los recursos naturales con frecuencia son un
elemento vinculante en las comunidades. La gestión de los
recursos basada en la comunidad puede hacer crecer este
nexo, alentando la cohesión de la comunidad y reforzando
la red de seguridad social para sus miembros más pobres. 

Por el contrario, la degradación de los recursos puede
perjudicar a las comunidades y a los hogares pobres
aumentando el esfuerzo y el tiempo requeridos para cubrir
las necesidades básicas. La deforestación y la escasez o
contaminación de los suministros de agua pueden incre-
mentar el tiempo necesario para recoger la cantidad de
leña y agua precisa para el uso diario. Como usualmente
son las mujeres las encargadas de conseguir madera y agua,
el aumento del tiempo para conseguirlo suele traducirse en
menos tiempo para cocinar, cuidar a los niños pequeños y
ayudar en las actividades agrícolas. En los hogares de bajos
ingresos, esto puede implicar un estatus nutricional más
pobre y menoscabar el bienestar general del hogar (Kumar
and Hotchkiss 1988:55-56).

A menudo una parte de la carga del trabajo de recolec-
ción recae sobre los niños del hogar. La necesidad de más
tiempo para realizar esta labor puede reducir las opciones
de que esos niños, sobre todo las niñas, asistan a la escuela.
En Malawi, donde el 90 por ciento de los hogares utiliza
leña como su principal fuente de energía, los niños de los
distritos con más escasez de leña tienen entre un 10 y 15
por ciento menos de probabilidades de asistir a la educa-
ción secundaria (Nankhuni and Findeis 2003:9). (Ver
Gráfico 2.6). Un estudio en Nepal encontró que el alcance
de la educación de las niñas de los hogares pobres caía al
disminuir la disponibilidad de pastos y agua, lo que sugiere
que el trabajo adicional recaía sobre las niñas en edad
escolar de estos hogares (Cooke 1998:19). En cambio, la
restauración de los recintos tradicionales de los bosques en
la región de Shinyanga en Tanzania ha incrementado
radicalmente la cobertura forestal en el distrito y reducido
el tiempo necesario para recoger leña en una media de
varias horas por día, un beneficio directo para las familias
pobres. (Ver el estudio de caso en el Capítulo 5, Regenerando los
bosques en Tanzania: el proyecto HASHI).

Estos beneficios sociales y comunitarios que aporta la
naturaleza apuntan a cómo los ecosistemas intactos pueden
sostener muchos aspectos de los medios de vida rurales al
margen de los ingresos, aportando peso al argumento de
que una mejor gestión de los ecosistemas es un elemento
crucial para la reducción de la pobreza.

Edificar sobre la solidez
de los ecosistemas

Como demuestra este capítulo, los ingresos ambientales
son determinantes para la supervivencia de los pobres
dentro de la economía rural típica en los países en desarro-
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Índice de escasez de leña

16 (menos escasa)

29

30 (más escasa)

Hombres

Mujeres

Escolarización en enseñanza
secundaria (%)

34

27

19 18

23
18

Fuente: Nankhuni and Findeis 2003

GRÁFICO 2.6 ESCASEZ DE LEÑA Y ASISTENCIA AL COLEGIO
EN MALAWI. 1998

El tiempo utilizado recogiendo leña es un factor que limita el desarrollo
social y educativo de los niños –particularmente de las niñas– 
en las zonas empobrecidas.
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llo. De media, los ingresos por la agricultura a pequeña
escala y por la recolección de productos silvestres como
frutos del bosque, al margen de la madera, suponen unas
dos terceras partes de los ingresos de las familias que viven
en la pobreza. Sin los ingresos de estos bienes y servicios de
los ecosistemas, la pobreza en el medio rural sería incues-
tionablemente más profunda y extendida, una lección a
recordar cuando el ritmo de la degradación de los ecosiste-
mas se acelera en todo el mundo.

Pero pese a ser hoy en día tan importantes los ingresos
ambientales para los pobres, no suelen ser usados como
una vía de escape de la pobreza. Habitualmente, los pobres
utilizan los ingresos ambientales más como un sostén para
los niveles actuales de consumo o como una red de seguri-
dad a mantener para no caer en una pobreza más
profunda. Por lo general no tienen los medios o el poder
para utilizar los ingresos ambientales como una herra-
mienta para crear verdadera riqueza. Como mostrará el
Capítulo 3, detrás de este fracaso en la capitalización del
potencial de los ecosistemas como ingresos se encuentra

una serie de fallos en la gobernanza. El reto es modificar
esta situación, aumentando el acceso de los pobres al
potencial de los ecosistemas locales y su capacidad de
gestionar este potencial de forma sostenible y beneficiosa,
con modelos viables para convertir la productividad de la
naturaleza en ingresos.

Para conseguir este reto es esencial darse cuenta de que
los ingresos ambientales no están aislados de las economías
rurales actuales sino que son parte de ellas. Están íntima-
mente ligados a otras formas de ingresos, como los ingresos
por trabajo remunerado y autoempleo. También están
vinculados a la economía urbana a través de las remesas, así
como a la inevitable dependencia que las ciudades tienen de
los productos ambientales de los ecosistemas. Entonces
ayudar a los pobres a aumentar sus ingresos ambientales
debe ser visto como un apoyo al crecimiento económico
rural de forma más general. Amplía tanto como asegura el
abanico de opciones de ingresos disponible y puede respal-
dar una transición hacia un empleo mejor pagado que lleve
a los pobres más allá del nivel de subsistencia. �
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Las pautas e instituciones de gobierno son los

factores clave que determinan con qué eficacia los pobres podrán

aprovechar los ecosistemas para su sustento
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se traduce necesariamente en riqueza para los pobres. Hacer que la naturaleza

sea una fuente de prosperidad para las comunidades pobres requiere unas

condiciones de gobernanza que lo fomenten: políticas y leyes que protejan los

derechos de los pobres, combinadas con instituciones sensibles que promue-

van sus intereses. Sin esto, la presencia de valiosos recursos como madera, oro,

diamantes o petróleo puede actuar en detrimento de las comunidades pobres,

constituyendo un objetivo para la explotación por parte de intereses econó-

micos y políticos externos. Con demasiada frecuencia, el resultado es que

otros se apropian de la mayoría de los beneficios, dejando a la comunidad –y

a los ecosistemas locales– peor de lo que estaban antes del “desarrollo”.

Incluso donde no existen recursos de gran valor, las pautas e instituciones de

gobierno suelen ser el factor crítico que determina con cuánta eficacia los

pobres pueden aprovechar los ecosistemas para su sustento. Allí donde las

leyes estén predispuestas contra los pobres y las prácticas de gobierno les

priven de sus derechos civiles, se reduce en gran medida el potencial de una

mejor gestión de los ecosistemas para aliviar la pobreza.

Este capítulo examina las condiciones clave de la gobernanza que influyen en si

la naturaleza se convierte en una fuente de riqueza y prosperidad para muchos

o meramente para unos pocos elegidos. Se centra en los tres factores de la gober-

nanza con un impacto más concreto en los pobres y su capacidad de obtener

ingresos ambientales: la tenencia de los recursos y derechos de propiedad, la descentrali-

zación de la gestión de los recursos y los derechos de participación, información y justicia.
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Estos factores giran en torno a los derechos de los pobres al
acceso físico y al control de los recursos naturales y su
derecho a ser oídos en las decisiones sobre cómo utilizar
estos recursos.

La tenencia de los recursos y los derechos
de propiedad: acceso y propiedad
Los derechos sobre la tierra y otros recursos naturales de una
persona o una comunidad definen su tenencia del recurso.
Legalmente, la tenencia es una mezcla tanto de derechos
como de obligaciones: los derechos a poseer, retener, gestio-
nar, transferir o explotar recursos y tierras, pero también la
obligación de no utilizarlos de forma que perjudique a otros
(Bruce 1998a:1; FAO 2002:10). Dicho en otros términos, la
tenencia define la propiedad y lo que una persona o grupo
puede hacer con ello: sus derechos de propiedad.

Sin embargo, la tenencia no es sólo un concepto legal,
sino una institución social compleja que con frecuencia
implica prácticas tradicionales y la autoridad de la costumbre
al igual que leyes formales. Rige la propiedad y el acceso a los
recursos naturales, lo que es la puerta al uso y beneficio de
estos recursos. Como tal, la posesión está en el núcleo de la
capacidad de los pobres para obtener beneficios y su subsis-
tencia de los ecosistemas, para hacer de ellos parte de un
sustento suficiente y sostenible. (Ver Cuadro 3.1).

En muchas partes del mundo hoy en día, los sistemas
de tenencia de recursos y los regímenes de derechos de
propiedad están sufriendo una importante evolución. Se
están experimentando cambios fundamentales en la forma
en que personas e instituciones piensan sobre la propiedad
de tierra, agua, bosques, bancos pesqueros y otros bienes
naturales, sobre quién controla estos bienes, quién se
beneficia de ellos y dónde está investido el poder para
tomar decisiones sobre ellos.

Son evidentes dos tendencias globales contrapuestas
en la evolución de la posesión de los recursos. Una tenden-
cia se deriva de la globalización. La creciente integración
económica de las naciones y las sociedades ha aumentado
la esfera de la propiedad y la responsabilidad privadas, con
el Gobierno asumiendo un papel menor con respecto al
sector privado y la sociedad civil. Esto conlleva importantes
implicaciones sobre cómo son gestionadas las tierras públi-
cas y los recursos naturales, con frecuencia recursos manco-
munados, con mayores transferencias de poder sobre los
recursos a intereses empresariales a través de la privatiza-
ción o el otorgamiento de concesiones sobre estos recursos
(Johnson et al. 2001).

Al mismo tiempo, hay una tendencia a descentralizar
la gestión de los recursos naturales. Las instituciones a nivel
local y comunitario están ahora más seguras en la gestión
de los recursos locales, y esta aproximación descentralizada
también tiene importantes implicaciones sobre la tenencia

de los recursos. Grupos indígenas, por ejemplo, están
siendo más enérgicos en presionar con sus reivindicaciones
ancestrales sobre las tierras que habitan pero sobre las que
no tienen títulos formales.

Estas dos tendencias están configurando –y auguran
una transformación profunda– la capacidad de los pobres
de conseguir unos ingresos ambientales a partir de los
recursos naturales. Por ejemplo, como se ilustra en un
estudio sobre el impacto de la globalización en la imple-
mentación de la gestión comunitaria de los recursos natura-
les (GCRN) en Filipinas, estas tendencias globales tienen el
potencial tanto de socavar como de reforzar las condiciones
de gobernanza que benefician a los pobres (La Viña
2002:24). La creciente integración económica a través del
comercio evolucionado y la emergencia de acuerdos
ambientales multilaterales, como los existentes sobre
cambio climático y biodiversidad, constituyen tanto amena-
zas como oportunidades para las comunidades pobres en
todo el mundo.

La importancia que para los pobres tienen los cambios
en los sistemas de posesión de los recursos y los sistemas de
derechos de propiedad no se limita a sus impactos econó-
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INGRESOS AMBIENTALES Y LOS POBRES: CUESTIONES
DECISIVAS SOBRE LA GOBERNANZA

Tenencia del recurso: ¿Cómo los derechos de propiedad refuerzan o
restringen la capacidad de los pobres para obtener ingresos ambientales?
En particular, ¿cuál es el papel de la tenencia del recurso en la capaci-
tación de los pobres para transformar la naturaleza en un bien econó-
mico? ¿Cuán esencial es la seguridad de la tenencia de la tierra para la
capacidad de los pobres de beneficiarse de los recursos naturales? ¿Qué
importancia tienen para los pobres las formas comunitarias de tenencia?

Descentralización: ¿Qué efecto tienen instituciones como los departamen-
tos nacionales de bosques o pesca, juntas de distrito o ayuntamientos sobre
la capacidad de los pobres para acceder o mantener ingresos ambientales?
¿Cuál es el papel del Estado en la gestión de los recursos naturales y cómo
afecta a los pobres la transición a las instituciones descentralizadas y
comunitarias (como estructuras tribales, niveles locales de gobierno, coope-
rativas, grupos de usuarios o comités de cuencas? ¿Cuándo es la descen-
tralización una solución a la pobreza y cuándo actúa en contra de los pobres?

Participación, información y justicia: ¿Cómo impide la privación de
derechos políticos que los pobres utilicen sus recursos naturales como
algo más que un simple medio de vida de subsistencia? Por el contrario,
¿cuál es el papel de los derechos democráticos para asegurar que las
personas pobres se beneficien de los recursos naturales? ¿Cómo pueden
las personas pobres tener un mejor acceso a la información, participación
pública a través de sus representantes y acceso a los tribunales cuando
sus derechos son violados para poder incrementar su capacidad de ganar
ingresos ambientales? ¿Cuáles son los desafíos de aportar información
apropiada, oportunidades de participación y un verdadero acceso judicial
o administrativo para las comunidades pobres?
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micos. Para muchas comunidades rurales, la tenencia de los
recursos es una institución social fundamental que regula no
sólo su relación con la tierra y los recursos naturales, sino
también las relaciones entre las familias, entre los miembros
de la comunidad y aquellos fuera de ella, y entre pueblos,
comunidades y personas. Por tanto, los cambios en los
regímenes de tenencia y propiedad tienen implicaciones
para todo el tejido social de las comunidades rurales. Esto es
cierto para todos los sistemas de tenencia y propiedad
relacionados con los recursos naturales, pero es particular-
mente evidente en la evolución de la posesión de la tierra.

La inseguridad de los “pobres ligados a la tierra”
La mayoría de los pobres del medio rural en países en
desarrollo tienen algún acceso a tierras en las que pueden
recolectar productos forestales, dejar pastar su ganado,
plantar cultivos, recoger plantas medicinales o beneficiarse
de la naturaleza de otras formas. Estos “pobres ligados a la
tierra” generalmente siguen siendo pobres no sólo porque
su propiedad de terrenos es escasa, sino porque además sus
derechos sobre la tierra son débiles, su tenencia es insegura
(Bruce 2004:1).

Una tenencia insegura se traduce en una falta de
seguridad de que la tierra de uno o los derechos sobre los
recursos sean respetados a lo largo del tiempo (Meinzen-
Dick et al. 2002:1). En muchos países del sureste de Asia,
por ejemplo, habitantes de bosques como grupos indígenas
y granjeros locales suelen tener acceso de facto a los bosques,
pero su control como tenedores sobre los árboles, la madera
y el derecho a gestionar los usos del bosque con frecuencia
está limitado en su alcance y no es reconocido por la ley
(Lynch and Talbott 1995:29). Por ejemplo, el sistema tradi-
cional de tenencia forestal (llamado adat) reconocido por
muchos moradores de los bosques en Indonesia ha sido
habitualmente ignorado por el Gobierno, el cual establece
la propiedad legal de todas las zonas forestales a pesar de sus
usos consuetudinarios o históricos (WRI et al. 2000:36-37).

Además, la capacidad de los pobres del medio rural para
participar en las decisiones políticas que afectan a sus medios
de vida habitualmente está limitada por el poder de otras
partes con mayores conexiones políticas y con un interés en
los mismos recursos. Agencias gubernamentales, empresas,
grandes terratenientes, agricultores pobres, pueblos indíge-
nas y diferentes grupos étnicos y culturales con frecuencia
formulan reivindicaciones sobre los mismos recursos natura-
les que se solapan y entran en conflicto. Por desgracia, a
menos que los derechos de tenencia de los pobres sean
seguros, habitualmente pierden estos conflictos en una
competencia de reivindicaciones (Alden Wily 2004:5).

Mientras que muchas formas de tenencia de los recur-
sos son importantes, la tenencia de la tierra –los derechos
sobre la propia tierra–  suele ser la piedra angular funda-
mental para construir la prosperidad de los pobres (Deinin-
ger et al. 2003:5). Eso es así porque los derechos sobre la

tierra apuntalan la mayoría del resto de derechos sobre los
recursos, con la excepción de los recursos marinos en mar
abierto. Sin una tenencia segura de la tierra, es difícil
concebir que los pobres sean capaces de generar riqueza a
partir de la naturaleza.

Seguridad en la tenencia e inversión ambiental
La seguridad de la tenencia ejerce una influencia tremenda
sobre cómo se usa la tierra y los recursos. La tenencia segura
puede definirse como la certeza de que los derechos de una
persona a utilizar de forma continuada una tierra o unos
recursos serán reconocidos y protegidos frente a amenazas
de individuos o del Estado. Este tipo de certeza aporta un
incentivo para realizar inversiones a largo plazo en el mante-
nimiento o mejora de la productividad de esa propiedad. Por
ejemplo, una persona con el derecho a utilizar un campo
agrario por décadas o toda una vida puede invertir en un
sistema de riego mientras que un agricultor que arriende un
campo por sólo un año no lo hará (Bruce 1998a:2).

Cuando la inseguridad de la tenencia actúa como una
traba a las inversiones a largo plazo en conservación del
suelo, riego y similares, la calidad del suelo puede deterio-
rarse y resentirse la productividad agrícola. Por esta razón,
la reforma de la tenencia es frecuentemente un compo-
nente de los proyectos de desarrollo que pretenden reforzar
la seguridad alimentaria y la sostenibilidad de los medios de
vida de los pobres rurales. La reforma de la tenencia no es
lo mismo que la reforma territorial que no redistribuye las
parcelas o las tierras per se, sino que más bien realiza ajustes
en los derechos a tener y utilizar la tierra. Los ejemplos de
reforma de la tenencia de tierras incluyen reforzar los
derechos de tenencia informal haciéndolos legalmente
vinculantes y transformar los permisos emitidos por el
Estado para usos específicos de la tierra en arrendamientos
que impliquen más protección para los usuarios del terreno
(FAO 2002:20).

Esto es aplicable a los derechos de tenencia sobre
bosques, pesquerías y otros recursos naturales donde los
beneficios de un buen gobierno sólo pueden obtenerse a lo
largo del tiempo. Por ejemplo, dados sus limitados recur-
sos, es improbable que los pobres consideren valioso inver-
tir en prácticas de gestión sostenible de bosques, inclu-
yendo la reforestación, si su tenencia sobre esos bosques
está restringida y no pueden contar con recoger los benefi-
cios de esas prácticas. La reforma de la tenencia, en este
contexto, exigiría abordar estas inseguridades aportando
marcos de tiempo más amplios para los acuerdos de gestión
de bosques o reconociendo los derechos de propiedad
comunal de grupos que han ocupado por largo tiempo los
terrenos forestales. En esta línea, un estudio de acuerdos
de gestión conjunta de bosques en India –acuerdos entre
comunidades locales y el Estado permitiendo una gestión
local limitada y derechos de uso sobre terrenos forestales
estatales– señala la necesidad urgente de primero resolver

Continúa en página 59
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SEGÚN SE ENTIENDE GENERALMENTE,  LOS
“derechos de tenencia” sobre los recursos naturales son
sinónimo de “derechos de propiedad”. La tenencia cubre
todos los medios por los que los individuos y comunidades
obtienen el acceso legítimo y el uso de recursos naturales.
Saber quién tiene tenencia sobre un recurso natural es identi-
ficar quién posee el recurso, quién puede usarlo o extraerlo,
quién puede excluir a otros de acceder al mismo y quién se
beneficia de su explotación. Así, los detalles sobre cómo se
determina y reconoce la tenencia –particularmente a través de
leyes y políticas nacionales– afectan en gran medida a los
pobres del medio rural, cuyas vidas dependen del acceso a los
ecosistemas.

Los derechos y obligaciones habituales de la tenencia incluyen:

■ El derecho a usar el recurso (el derecho de “usufructo”) o
controlar cómo será utilizado.

■ El derecho a excluir a otros de un uso no autorizado
■ El derecho a obtener ingresos a partir del recurso
■ El derecho a vender todos o algunos de estos derechos a

otros, ya sea permanentemente o por un tiempo limitado
(como sucede en un arrendamiento)

■ El derecho a traspasar estos derechos al sucesor de uno
mismo (el derecho de los descendientes a heredar los
derechos sobre la tierra o el recurso)

■ La protección frente a una expropiación ilegal del recurso
■ La obligación de no usar la tierra de forma dañina para otros
■ La obligación de entregar estos derechos en caso de mediar

una acción legal (i.e., en caso de insolvencia, los derechos
son entregados a los acreedores; en caso de morosidad en el
pago de impuestos, los derechos son entregados al Estado)
(FAO 2002:10)

La tenencia de recursos incluye derechos sobre la tierra, pero
también abarca otros recursos naturales. La tenencia de la
tierra es el centro habitual del interés público, pero otros acuer-
dos de tenencia se aplican por igual a recursos forestales
(Lynch and Talbot 1995), pesca (Kinch 2003; Pereira 2000),
manglares (Hue 2002), humedales (Rahman et al. 1998),
cuencas (Kumar et al. 2004; Ayudhaya and Ross 1998), flora
y fauna (Alinon 2002; Hasler 2002) y otros recursos naturales.

En un bosque, la tenencia puede traducirse no sólo en el
derecho a recoger madera, sino a la capacidad de recolectar
frutas de ciertos árboles, recoger ramas caídas para leña o
bambú para materiales de construcción. En las pesquerías
puede significar el derecho a pescar en ciertas aguas, capturar
determinadas especies pero no otras o pescar en determinados
momentos del año.

La tenencia de los recursos cubre no sólo derechos de propie-
dad formal reconocidos por el sistema legal y que el Gobierno
hace cumplir, como los títulos de tierras o las licencias fores-
tales. También se refiere a prácticas tradicionales –a menudo
no escritas e informales– mediante las cuales las personas del
campo se aseguran el acceso a los recursos naturales. Los
documentos oficiales emitidos por el Gobierno no son el único
medio por el que la tenencia es reconocida en áreas rurales. La
evidencia de ocupación por largo tiempo o la observancia de
leyes consuetudinarias son otros medios reconocidos de
establecer la tenencia. La experiencia muestra que donde los
Estados enfatizan el uso de procesos formales y documentos
oficiales para reconocer los derechos de tenencia de los recur-
sos, es probable que las comunidades pobres, particularmente
los pueblos indígenas, sean privadas de sus derechos (Lynch
and Talbot 1995:7).

Los derechos de tenencia incluyen, pero sin ser equivalentes,
la propiedad. La ausencia de una propiedad plena sobre un
recurso natural no descarta la posibilidad de otros derechos de
tenencia sobre un recurso natural (Schlager and Ostrom
1992:256). Por ejemplo:

■ El Estado puede poseer los bosques en su territorio, pero
reconocer el derecho de sus ocupantes a utilizar madera o
recursos no madereros a través de algún tipo de sistema de
permiso.

■ Las zonas protegidas pueden ser parte del dominio público,
pero puede estar legalmente reconocido el derecho de
pueblos indígenas y otros que las ocupen por largo tiempo a
habitar en estas zonas.

■ Las aguas costeras pueden ser reivindicadas por el Estado,
pero se puede conceder a los pescadores locales derechos
sobre pesquerías tradicionales cercanas a la costa. �

CUADRO 3.1 COMPRENDER EL ALCANCE DE LA
TENENCIA DE LOS RECURSOS
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el asunto de la seguridad en la tenencia para dar a estos
acuerdos entre comunidad y Estado las bases para el éxito
(Reddy and Bandhii 2004:29).

La seguridad de la tenencia es importante para la reduc-
ción de la pobreza porque permite a las personas pobres
generar más alimentos, recoger más productos para su
consumo o el comercio, invertir más en actividades econó-
micamente productivas o utilizar la propiedad para obtener
créditos. Algunos estudios informan de que la inversión se
dobla en las tierras donde la tenencia está reforzada (Feder
2002, citado en Deininger et al. 2003:8). Una investigación
reciente también indica que los países con sistemas de tenen-
cia de tierras justos y eficientes, que aseguren los derechos de
propiedad tanto para mujeres como para hombres, tienden
a conseguir un desarrollo económico más rápido y sostenible
con elevados niveles de seguridad alimentaria, salud y bienes-
tar (FAO 2002:5; Deininger 2003:17-20).

Estudios de casos en Asia, África y Latinoamérica tam-
bién han mostrado que la seguridad de la tenencia afecta a

las inversiones a largo plazo de las personas en prácticas
modernas de gestión que puedan aumentar la productivi-
dad, como técnicas agroforestales, prácticas de alimenta-
ción de ganado o gestión integrada de plagas (Meinzen-
Dick et al. 2002:1). No invertir en agricultura, pesca y
gestión forestal por culpa de la inseguridad de la tenencia
puede impedir en gran medida los objetivos de desarrollo.
En Etiopía, el régimen de tenencia del país cambió radical-
mente en 1975 al nacionalizar el Gobierno todas las tierras
rurales con la intención de distribuir los derechos de
propiedad de forma más equitativa. Desafortunadamente,
los cambios continuos en las leyes sobre la tenencia, la
creciente población rural y la insuficiencia de la tierra para
satisfacer las demandas, han conducido a una considerable
inseguridad en la tenencia de la tierra para muchos. Esto
ha socavado las inversiones en agricultura, perjudicado a la
seguridad alimentaria y contribuido a la degradación del
suelo (Kebede 2002:138-140).

La importancia de la tenencia comunal
Los derechos de propiedad pueden ser ejercidos por
entidades privadas o por el Estado, y por un individuo o un
grupo. Los expertos en derechos de propiedad general-
mente identifican cuatro tipos básicos de tenencia o propie-
dad (FAO 2002:8):

■ Privada, o poseída por un individuo, empresa o
institución;

■ Comunitaria, o poseída en común por un grupo definido
de individuos, como un pueblo, una tribu o una
comuna;

■ Estatal, o poseída por el Gobierno;
■ De acceso público, o no poseída por nadie.

El término “comunitaria” ha sido utilizado para cubrir
una plétora de situaciones de propiedad, que varían desde
los recursos que virtualmente pueden ser usados por todos
(más exactamente descrito como acceso público) hasta
recursos que son empleados simultánea o secuencialmente
por múltiples usuarios, como las tierras sobre las que todos
los miembros de una comunidad tienen derecho al pasto o
los espacios tradicionales donde se puede pescar. También se
aplica a los acuerdos de tenencia en los que la propiedad es
investida en la comunidad, en los que se asigna por turnos la
tierra u otros recursos a las familias para su cultivo, extrac-
ción de recursos y otros usos. Los sistemas de tenencia
comunitaria pueden por tanto abarcar derechos fuertes de
familias o individuos para utilizar un recurso particular o una
parcela de terreno, que habitualmente se transfieren por
herencia a través de la familia. De hecho, ejercer derechos de
uso exclusivo en un sistema de tenencia tradicional y basado
en la comunidad puede ser tan seguro como los títulos de
derechos de propiedad privada individuales en los países
occidentales (Rukuni 1999:4). (Ver Diagrama 3.1).
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GRÁFICO 3.1 LA IMPORTANCIA DE LOS BOSQUES
DE PROPIEDAD COMUNITARIA

Las comunidades poseen o gestionan un porcentaje significativo de los
bosques mundiales, un 22 por ciento en países en desarrollo. Sin embargo,
la fracción de bosques bajo gestión comunitaria varía ampliamente según
país. En México, más del 80 por ciento de los bosques explotados comercial-
mente está controlado por las personas que viven dentro y alrededor de ellos.

Fuente: White and Martin 2002; Antinori et al. 2004
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Los regímenes de derechos de propiedad que implican
un significativo control comunitario sobre la tierra o el uso
de los recursos han sido los acuerdos de tenencia de la
tierra predominantes en África y Asia durante siglos. Más
recientemente, no obstante, los poderes coloniales
europeos introdujeron el concepto occidental de la propie-
dad privada individual. En el África colonial, tanto los britá-
nicos como los franceses crearon enclaves de propiedades
poseídas individualmente en áreas urbanas y en las granjas
de los colonos blancos, pero sólo extendieron con pruden-
cia el concepto de títulos de propiedad individuales entre
los africanos selectos (Bruce 2000:17). Entre los países del
África Occidental, la tenencia individualizada suele surgir
emparejada con la introducción de cultivos industriales
para la exportación (Elbow et al. 1998:5).

Contrariamente a la opinión de algunos observadores
occidentales, los recursos de propiedad comunitaria (que
son una forma de recursos mancomunados) no son objeto
inevitable de la sobreexplotación y destrucción, la llamada
“tragedia de lo común” popularizada por Garrett Hardin
en su erudito artículo de 1968 (Hardin 1968). La tesis de
Hardin –que los recursos naturales mantenidos en común
serán inevitablemente sobreexplotados– se refiere más
exactamente a los recursos de acceso público que a los
recursos poseídos y gestionados comunitariamente. Con los
recursos de acceso público, como las pesquerías en aguas
oceánicas internacionales o los bosques estatales donde la
presencia gubernamental es débil o inexistente, todos los
usuarios potenciales tienen un acceso igual al recurso y
ninguno puede ser excluido. Por el contrario, en las situa-
ciones de tenencia comunitaria en buen funcionamiento,
la propia comunidad es capaz de excluir a los intrusos del
uso del recurso e imponer normas de conducta –como
límites de pesca o pasto– para el uso del recurso por sus
propios miembros (Ostrom et al. 1999:278).

Investigaciones recientes reflejan que los sistemas de
tenencia basados en la comunidad pueden ser compatibles
con el uso sostenible del recurso bajo ciertas condiciones.
Por ejemplo, un estudio de dos comunidades de Guatemala,
Las Cebollas y Morán, halló que cuando los miembros de la
comunidad perciben un recurso como necesario y escaso,
invierten sus esfuerzos en protegerlo frente a su uso excesivo
(Jensen 2000:641). En Jordania, las cooperativas ganaderas
con derechos de gestión de sus pastos tradicionales están
consiguiendo una productividad mayor que las reservas
administradas por el Estado, sin necesidad de costosos valla-
dos o vigilancia (Ngaido and McCarthy 2004:1).

La dualidad de los sistemas emergentes 
de tenencia
En la práctica, los derechos de propiedad en muchos países
en desarrollo reflejan una diversidad de regímenes de tenen-
cia. Los regímenes consuetudinarios basados en las tradicio-
nes, instituciones y estructuras de poder locales, como los

cacicazgos y los linajes familiares, pueden existir junto con
los sistemas formales de tenencia legal sancionados por el
Estado. Los sistemas de tenencia consuetudinaria han evolu-
cionado y se han adaptado a lo largo del tiempo para satisfa-
cer las necesidades de los miembros de la comunidad y conti-
núan haciéndolo en respuesta a las demandas de la vida
moderna (Elbow et al. 1998:10). Esto incluye la introducción
de más acuerdos de derechos de propiedad individualizados
dentro de los acuerdos comunales tradicionales.

Un sistema de tenencia consuetudinaria de una co-
munidad rural suele estar compuesto por diferentes tipos de
tenencia, cada uno de los cuales define diferentes derechos
y responsabilidades por el uso de diversos recursos. General-
mente se asignan derechos individuales o familiares claros
para el uso más o menos exclusivo de terrenos cultivables o
residenciales, mientras que pueden prevalecer derechos de
grupo para el uso de pastos, bosques, áreas de montaña,
cauces y zonas sagradas (Rukuni 1999:2).

Pero hoy no existen sistemas de tenencia consuetudi-
naria de forma independiente. Están inevitablemente
relacionados –con frecuencia, difícilmente– con sistemas
de tenencia modernos sancionados por el Estado. El resul-
tado es que, en muchas partes del mundo en desarrollo, los
sistemas de tenencia de la tierra muestran una naturaleza
dual, es decir, derechos de propiedad que son parcialmente
individualizados y formalizados en estatutos legales y
parcialmente basados en la comunidad y fundamentados
en prácticas tradicionales (Elbow et al. 1998:16).

Por ejemplo, en muchos países africanos –incluyendo
la República Democrática del Congo, Costa de Marfil,
Ghana, Mali y Togo– se han desarrollado mercados de
terrenos basados en tenencias individualizadas en respuesta
a la percepción de un potencial comercial. Por ejemplo, en
Costa de Marfil, los inmigrantes de zonas forestales
“compran” tierra a la población local con intención de
producir cultivos industriales (Elbow et al. 1998:10).

Los sistemas de tenencia también están evolucionando
por el cambio de pautas en el pastoreo frente a la agricul-
tura sedentaria. En partes de Burkina Faso, Mali, Maurita-
nia y Níger, los sistemas de tenencia tradicionalmente han
estado basados en derechos al uso de la tierra que se
solapaban. Por ejemplo, los pastores podían dejar sus
animales en zonas de cultivo durante la estación seca, inter-
cambiando de hecho nutrientes para el suelo del estiércol
animal por el derecho a pastar sus animales en los rastrojos,
mientras que los agricultores sedentarios podían cultivar en
las zonas de pasto durante la estación de lluvias. Sin
embargo, cada vez más los agricultores se expanden en las
zonas ganaderas y los pastores en las de agricultura seden-
taria. Esto ha conducido a una ruptura de los acuerdos
tradicionales de tenencia, generando tensiones entre
grupos en competencia y un aparente cambio de derechos
solapados hacia derechos exclusivos sobre parcelas de
terreno en particular (Elbow et al. 1998:10).



El Estado con frecuencia se suma a estos conflictos a
través de cambios en las políticas territoriales nacionales
que debilitan las prácticas de tenencia consuetudinarias o
basadas en la comunidad. En Níger, las reformas de la
tenencia en las décadas de 1960 y 1970 abolieron el sistema
de pago de “diezmos” que los agricultores que tenían
tierras pagaban a los jefes locales bajo una práctica tradi-
cional de tenencia y establecieron la propiedad del Estado
sobre todas las tierras. La intención era entregar mayores
derechos sobre las tierras a los agricultores. Sin embargo,
reformas posteriores en los años 80 reafirmaron el derecho
de los jefes tradicionales a controlar el uso de la tierra
asignando pastos y terrenos agrícolas. La confusión que
provocaron estas políticas territoriales ha creado conflictos
entre agricultores, pastores y jefes tradicionales y terrate-
nientes y ha debilitado la seguridad en la tenencia para
todas las partes (Bruce et al. 1995:19-21).

La doble naturaleza de los acuerdos de tenencia de las
tierras persiste tanto si las políticas nacionales reconocen siste-
mas de tenencia consuetudinarios, los ignoran o trabajan
activamente para desmantelarlos. Los intentos de anular
completamente los sistemas de tenencia consuetudinarios y

reemplazarlos por sistemas formalizados de simples derechos
individuales de propiedad rara vez han sido eficaces, provo-
cando un cambio en el enfoque desde el reemplazo a la
adaptación (Bruce 1998b:81). Por ejemplo, en el caso de los
terrenos forestales reclamados por el Estado, el Estado puede
garantizar a los individuos de una comunidad el derecho a
recoger plantas medicinales o ramas caídas como leña y los
grupos locales pueden tener el derecho a plantar árboles,
pero el Estado se puede reservar el derecho a aprobar
cualquier tala de árboles y recaudar ingresos de quienes utili-
cen la madera (Meinzen-Dick et al. 2004:7). Los acuerdos
conjuntos de gestión de bosques entre comunidades y gobier-
nos estatales en India con frecuencia siguen esta pauta,
reconociendo por ley ciertos derechos comunales de uso pero
reteniendo para el Estado muchas de las otras prerrogativas
de la propiedad, incluyendo la máxima titularidad.

El balance entre los dos componentes de estos dobles
sistemas de tenencia es dinámico y cambiante. Sin embargo,
por lo general los sistemas consuetudinarios operan como
asignadores de facto de terrenos y recursos naturales en áreas
rurales, estando las regulaciones de esa asignación cada vez
más sujetas a modificación por las políticas nacionales e insti-
tuciones y en respuesta a las cambiantes condiciones econó-
micas (Elbow et al. 1998:16-17). 

Presión popular por una reforma de la tenencia
eficaz y equitativa
Hoy existe una presión creciente por una reforma guberna-
mental de la tenencia, prueba de la importancia y dinamismo
de la cuestion de la tenencia rural. Las propias poblaciones
rurales son, en parte, responsables de esta presión, ya que el
permanecer tierra en desuso y la extrema desigualdad entre
posesiones de tierra dificilmente coexisten con la carencia de
tierras, la pobreza y el espectro del hambre que planea por
muchas partes del mundo en desarrollo.

Un ímpetu adicional procede de las investigaciones
que muestran que el acceso desigual a las tierras y otros
bienes productivos está definiendo la figura de la pobreza
persistente (Riddell 2000). El economista peruano Her-
nando de Soto argumenta que la falta de un sistema bien
definido para registrar, transferir y reforzar los derechos de
propiedad de los pobres es una fuente fundamental de la
pobreza continua, al no permitir a los pobres hacer uso de
sus bienes para garantías y créditos, alejándolos de las inver-
siones productivas (De Soto 2000).

Estos y otros hallazgos han contribuido al creciente
consenso de que establecer derechos de propiedad seguros y
hacer que los mercados de terrenos rurales trabajen para los
agricultores pobres y los productores rurales es una de las
claves para una reducción eficaz de la pobreza. De hecho, De
Soto llega incluso a predecir que los países que vivirán un
progreso económico sustancial durante las próximas dos
décadas serán aquellos que hayan desarrollado instituciones
fuertes de derechos de propiedad (Riddell 2000).
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PRINCIPIOS BÁSICOS PARA UNA PRÓSPERA GESTIÓN
COLECTIVA DE LOS RECURSOS NATURALES

¿Por qué unos grupos que usan recursos mancomunados son capaces de
prevenir la “tragedia de lo común” mientras que otros no? Examinando
miles de estudios de casos reales, los investigadores han identificado las
siguientes condiciones como cruciales para una próspera gestión colec-
tiva de los recursos compartidos.

1. Está claramente definido quién tiene derecho a usar el recurso y quién
no y señalados con claridad los límites del recurso.

2. Los usuarios sienten que sus obligaciones para gestionar y mantener el
recurso son justas a la luz de los beneficios obtenidos.

3. Las reglas que rigen cuándo y cómo es utilizado el recurso están
adaptadas a las condiciones locales.

4. La mayoría de los individuos afectados por las reglas puede participar
en establecerlas o cambiarlas.

5. El uso del recurso y el cumplimiento de las reglas son vigilados activa-
mente por los propios usuarios o por partes responsables ante los
usuarios.

6. La gente que viola las reglas es castigada por los usuarios o por partes
responsables ante ellos, con sanciones impuestas de acuerdo con la
seriedad y el contexto de la ofensa.

7. Las instituciones locales están disponibles para resolver conflictos de
forma rápida y con un bajo coste.

8. Las autoridades de gobierno reconocen los derechos de los usuarios a
fraguar sus propias instituciones de gestión y proyectos.

Adaptado de Ostrom 1990:90
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Contra este telón de fondo, la reforma de la tenencia ha
emergido como un componente esencial de una transición
sociopolítica más amplia hacia una mayor democracia y descen-
tralización en los países en desarrollo. Los gobiernos están
comenzando a reconocer que los sistemas de tenencia consue-
tudinarios basados en la comunidad son legales por derecho
propio. Están empezando a colocar estos sistemas en un mismo
plano legal con los derechos de propiedad individualizados
occidentales (Alden Wily et al. 2000). Los movimientos de
reforma de la tenencia están activos en todas las regiones del
mundo en desarrollo, incluyendo el África subsahariana, Asia,
Latinoamérica y Europa Central y Occidental, con docenas de
países iniciando grandes esfuerzos de reforma de la tenencia en
la última década. Por ejemplo, Tailandia ha completado
recientemente una iniciativa de gran envergadura para proveer
a las poblaciones rurales del país de acceso a modernos registros
de tierras, escrituras e instituciones de crédito (Riddell 2000).
México ha emprendido reformas para reforzar los mercados de
terrenos y créditos y mejorar el acceso a la tierra entre las
familias pobres (Carter 2003:52).

El hecho de que las reformas de la tenencia afecten
positiva o adversamente a los pobres depende de quién las
diseñe y finalmente las implemente. La dimensión con que
instituciones locales y nacionales representen y promocio-
nen los intereses de los pobres –ambas actores esenciales en
la imposición de derechos de tenencia– es clave para asegu-
rar que las reformas de la tenencia se realicen para ayudar
a los pobres.

Descentralización:
¿puede ayudar a los pobres?
En diversos sectores políticos y económicos, desde la
sanidad hasta la educación pasando por la gestión de los
parques y la naturaleza, la descentralización es una de las
reformas institucionales más perseguidas en la actualidad
en los países en desarrollo .

La descentralización es un proceso por el cual un
Gobierno central transfiere algunas de sus competencias o
funciones a un nivel más bajo de gobierno o a un líder o
institución local. En el sector de los recursos naturales, un
ejemplo de descentralización podría ser la transferencia del
Gobierno central a uno local de la responsabilidad de
gestionar una extensión de terreno boscoso, incluyendo el
derecho a recaudar algunos de los ingresos por ventas de
madera talada en ese bosque. O el Gobierno central podría
entregar a un grupo de agricultores la responsabilidad de
administrar un sistema de riego, o conceder a un pueblo el
derecho a gestionar la naturaleza y dirigir un operador
comercial de turismo en un parque nacional (WRI et al.
2003:97).

La descentralización está siendo dirigida por poderosas
fuerzas económicas, políticas y tecnológicas. Las agencias de
desarrollo internacional, como el Banco Mundial, han
colocado la descentralización en un lugar prominente en sus
agendas, y también las organizaciones no gubernamentales
(ONG) y los gobiernos han promovido el concepto, aunque

TABLA 3.1 DESCENTRALIZACIÓN: ¿VA A AYUDAR A LOS POBRES?

Pros

Promueve la democracia porque aporta mejores oportunidades para los
residentes locales de participar en la toma de decisiones.

Aumenta la eficacia en la distribución de servicios públicos; la 
delegación de responsabilidades evita cuellos de botella y burocracia.

Aporta una oportunidad para las familias pobres de participar en las
instituciones locales y ver reconocidas sus preocupaciones.

Conduce a una mayor calidad de los servicios públicos gracias a la
responsabilidad local y la sensibilidad ante las necesidades locales.

Refuerza el desarrollo social y económico, que se fundamenta en el
conocimiento local.

Aumenta la transparencia, la responsabilidad y la capacidad de
respuesta de las instituciones gubernamentales.

Permite una mayor representación política de diversos grupos políticos,
étnicos, religiosos y económicos en la toma de decisiones.

Aumenta la estabilidad política y la unidad nacional al permitir a los
ciudadanos un mayor control de los programas públicos a nivel local.

Contras

Socava la democracia al empoderar élites locales, fuera del alcance o
la preocupación del Gobierno central.

Empeora la distribución de servicios en ausencia de controles y
vigilancia efectivos.

Las instituciones locales reflejan los prejuicios contra los pobres
presentes en el nivel estatal.

La calidad de los servicios se deteriora a causa de la falta de
capacidad local e insuficientes recursos.

Los beneficios que surgen por la participación de los habitantes 
locales se contrarrestan por la creciente corrupción y desigualdades
entre regiones.

Promete demasiado y desborda la capacidad de los gobiernos locales.

Crea nuevas tensiones o detona rivalidades étnicas y religiosas
durmientes.

Debilita los Estados porque puede aumentar las desigualdades
regionales, conduciendo al separatismo o socavando la gobernabilidad
financiera nacional.

Fuente: Adaptado de ICHRP 2005
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muchas veces por motivos diferentes. Los defensores de la
descentralización citan el potencial para una mayor eficien-
cia, equidad y responsabilidad cuando la toma de decisiones
se desarrolla “más cerca de la gente” (Ribot 2004:7; WRI et
al. 2003:92-97). En teoría, la descarga de competencias del
Gobierno central supone entregar poder a instituciones
locales que pueden saber mejor cómo gestionar recursos y
prestar servicios para cubrir las necesidades de la población
local. Los medios de comunicación modernos como inter-
net, la televisión y los teléfonos móviles ayudan a la población
local y a las organizaciones a conocer mejor sus derechos, a
ser más capaces de comunicar y organizar y, por tanto, más
capaces de defender sus derechos.

¿Pero están realmente los gobiernos centrales tan deseo-
sos de ceder algunos de los poderes que han ejercido tradi-
cionalmente? En los años 80 y a comienzos de los 90, la
descentralización emergió como una prioridad en una era
de crisis económica y presupuestaria. Desviar responsabilida-
des sobre sanidad, educación, parques y otras funciones de
planificación y servicios a los gobiernos locales ofreció la
oportunidad de reducir los déficits presupuestarios de los
gobiernos centrales. Los gobiernos centrales están dispues-
tos a entregar a las instituciones locales y comunitarias la
responsabilidad para gestionar recursos y ofrecer servicios,
pero sin surtirlos con los recursos financieros o técnicos
necesarios. Sin embargo, tienden a ser mucho más reticentes
a entregar sus competencias para recaudar y asignar cuotas o
multas de usuarios u otros ingresos (WRI et al. 2003:98).

Las áreas dotadas con ricos recursos naturales suelen
estar geopolíticamente aisladas y lejos de los centros de
poder político donde se toman las decisiones de desarrollo
más importantes. Además, los gobiernos centrales con
frecuencia son dirigidos por y para las élites, y la gente de
las comunidades pobres rurales o de grupos étnicos minori-
tarios raras veces ocupa elevadas posiciones en los niveles
de toma de decisión de las burocracias (Sibanda 2000:3).
(Ver Tabla 3.1).

No todas las descentralizaciones son iguales
Algunos defensores de la descentralización –gobiernos,
donantes y ONG– ven a los pobres como beneficiarios parti-
culares de la descentralización. Imaginan reformas que
generen políticas más útiles para los pobres y procesos que
fomenten la implicación en la toma de decisiones sobre los
recursos naturales de aquellos que están más privados de
derechos socialmente, aquellas personas que tienen el
mayor interés en el resultado de la gestión (Asante and
Ayee 2004:3-6, 21-22). Estos defensores señalan que la
implementación efectiva de estrategias de reducción de la
pobreza a menudo requiere el conocimiento específico
local que es más fácil de encontrar en las instituciones
locales, y que reforzar la capacidad local de repartir servi-
cios requiere un genuino traspaso de competencias a estas
instituciones (Asante and Ayee 2004:5).

Algunos países han respondido positivamente a estos
argumentos. Bolivia, por ejemplo, incluyó la descentraliza-
ción en diversos sectores en un paquete de reformas contra
la pobreza en la década de 1990 (Pacheco 2004:85, 90). La
mayoría de los países del África Occidental también ha
declarado el desarrollo local como un objetivo principal de
sus esfuerzos de descentralización (Ribot 2002:8).

A pesar de su potencial teórico, el historial de la
descentralización ha sido indudablemente ambiguo. Esto
es verdad tanto en general como en lo que respecta a la
reducción de la pobreza. En algunos casos, los esfuerzos
para descentralizar la gestión de bosques, tierras, agua y
pesca han ofrecido resultados positivos: los ciudadanos del
campo conservan sus recursos naturales, los consejos
locales aumentan sus ingresos por el uso del recurso, los
pobres están más implicados en las instituciones de
gobierno local y reciben más beneficios monetarios de los
recursos locales y los gobiernos locales aportan mejores
servicios básicos. Uno de los casos más antiguos de descen-
tralización de la gestión ambiental con beneficios evidentes
en los medios de vida es el de Kumaon, en India. Desde la
década de 1930, los consejos forestales electos, llamados
van panchayats, han tenido el derecho de gestionar el uso
del bosque, obteniendo ingresos de la venta de forraje y
árboles muertos e imponiendo regulaciones sobre el uso de
los bosques (Ribot 2004:22).

De forma similar, algunos sistemas de gestión conjunta
de la naturaleza en África han dado como resultado una
mejora en infraestructuras locales como carreteras y
colegios, mientras que la gestión de bosques comunales
que ha tenido lugar en México a través de la descentraliza-
ción ha permitido a las comunidades construir nuevas
redes de agua, escuelas y clínicas (Shyamshundar et al.
2004:9). En Ghana, la transferencia de poder a las
asambleas de distrito ha mejorado la provisión de servicios
básicos e infraestructuras en áreas rurales mediante la
construcción de más carreteras secundarias, clínicas, letri-
nas públicas, aulas y similares (Asante and Ayee 2004:8).

Pero aún en la mayoría de los esfuerzos de descentra-
lización hasta la fecha sigue sin lograrse gran parte de los
beneficios buscados para la democracia local y para los
pobres, por culpa de la defectuosa implementación de las
reformas. La elección de qué instituciones empoderar con
nuevas responsabilidades de gestión o de decisión, y las
formas en que esas instituciones rinden cuentas ante las
personas, tienen implicaciones profundas sobre la eficacia
de la descentralización y en si los beneficios llegarán o no a
los pobres (Ribot 2004:25).

Cómo la descentralización puede perjudicar 
a los pobres
Son raras las reformas en la gobernanza que verdadera-
mente busquen un empoderamiento en favor de los
pobres, sean sensibles a sus necesidades y eficaces en la
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reducción de la pobreza (Crook and Sverrisson 2001:iii).
En un análisis de 2001 de casos de descentralización de en
torno a una docena de localidades en Asia, África y Latino-
américa, sólo Brasil, Colombia y los estados indios de
Bengala Occidental y Karnataka reflejaban buenos resulta-
dos en cuanto a incrementar la sensibilidad política hacia
los pobres o reducir la pobreza y la desigualdad (Crook and
Sverrinsson 2001:14-15).

La mayoría de las reformas realizadas en nombre de la
descentralización se queda corta en dos áreas que son
básicas para generar beneficios para las poblaciones locales
y los pobres: no crean instituciones locales responsables y repre-
sentativas ni les transfieren poderes significativos (Ribot
2004:15). Esta descentralización incompleta o parcial
socava los beneficios potenciales de las reformas guberna-
mentales, particularmente para los pobres.

Descentralización sin responsabilidad
Con frecuencia, las competencias sobre los recursos natura-
les están en manos de una persona u organismo no elegido
por las personas y que no es completamente responsable
ante ellos, como un jefe tradicional, o ante una organiza-
ción de la sociedad civil, como una asociación de mujeres,
o ante un “grupo de usuarios”, como una cooperativa fores-
tal o un grupo de pastores. Estos grupos pueden ayudar a
ampliar la participación de la base popular en decisiones
locales, pero hablan sólo en nombre de un segmento de la
ciudadanía. Por ejemplo, la ley de bosques comunitarios de
Camerún delega poder en los comités locales de gestión
forestal. Mientras que la ley exige a estos grupos que
consulten a “representantes” de todos los segmentos de la
comunidad, no está claro quiénes eligen a estos represen-
tantes y los resultados de la consulta no son vinculantes en
los planes de gestión forestal (Ribot 2004:35). Igualmente,
en Uganda, la autoridad sobre la naturaleza creó un comité
de apicultores, pero su mandato era tan estrecho que sólo
participaron los grupos interesados, y entonces estos
apicultores excluyeron a otros usuarios del bosque de las
deliberaciones del comité (Namara and Nsabagsani 2003
en Ribot 2004:37).

Retención del control del Gobierno central
Otro defecto común en la implementación es empoderar
una oficina de distrito o un representante local del
Gobierno central. Semejante oficina o funcionario es
responsable sólo ante las autoridades gubernamentales
centrales, no ante la gente de la ciudad o el municipio. Los
gobiernos centrales con frecuencia deciden transferir
poder a una rama local de la burocracia, más que a un
organismo electo localmente, como una vía de mantener el
control central sobre los recursos naturales (Larson and
Ribot 2004:6). En China, el gobierno central formalmente
delegó la gestión de bosques comunitarios, pero en la
práctica ha transferido un mayor poder al nivel provincial y

ha implementado políticas a nivel nacional que anulan, y a
menudo contradicen, las políticas locales (He 2005).

Falta de poder para generar beneficios
Incluso donde las instituciones u organismos democráticos
están encargados de la gestión de los recursos naturales,
comúnmente se les han encomendado tareas que están
limitadas en su alcance y raramente tienen la capacidad de
generar ingresos estableciendo tasas o sanciones. El
Gobierno central con frecuencia retiene los poderes más
lucrativos –como los derechos de evaluar las cuotas de caza
o recibir ingresos por las concesiones madereras o mineras–
mientras que concede a las comunidades o gobiernos
rurales los derechos menos valiosos sobre la recolección a
pequeña escala, como la recogida de leña o bambú.

Dominio elitista de elecciones, participación y
decisiones
Con demasiada frecuencia, las diferencias fundamentales
en el poder entre ricos y pobres pervierten los procesos de
descentralización, permitiendo a los miembros de la élite, a
los más ricos, a los grupos con más poder, dar forma a la
descentralización de acuerdo con sus propios fines y
obtener la mayoría de sus beneficios (Ribot 2004:41).
Entonces la descentralización se convierte esencialmente
en una transferencia de poder de las élites nacionales a las
locales. En Indonesia, por ejemplo, muchos de los benefi-
cios de la extracción rural de madera durante la época de
Suharto eran acumulados por poderosos intereses empre-
sariales en Yakarta, la capital, y la tala ilegal estaba muy
extendida. Durante la descentralización que siguió a la
caída del régimen de Suharto en 1998, tuvo lugar un reali-
neamiento de las influencias, con gobiernos de distrito
tomando un mayor control sobre la gestión de la extrac-
ción de madera. Ahora predomina la influencia de las élites
locales y de los intereses empresariales. Más que tomar
duras medidas contra la tala ilegal, se ha tendido a perpe-
tuar el ciclo, generalmente con semejantes desigualdades y
daños ambientales (McCarthy 2002:879, 881-82; Djogo and
Syaf 2003:9-13, 20-22).

Las élites también pueden sesgar los procesos electo-
rales, tomando el control de la administración local y,
acordemente, de las decisiones que toman estas institucio-
nes sobre los recursos naturales. Unas elecciones limpias y
competitivas son un medio clave para emprender políticas
más sensibles hacia los pobres y crear un gobierno local que
sea responsable ante los habitantes locales (Crook and
Sverrisson 2001:50). Pero las élites con frecuencia tienen
una influencia desproporcionada en qué candidatos parti-
ciparán en las elecciones, candidatos que luego podrán
estar ligados a sus intereses. De hecho, las políticas de
partido suelen estar dominadas por las élites locales.

Los partidos, a su vez, suelen presentar listas de candida-
tos en que los independientes están en desventaja. Cuando
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los funcionarios son elegidos de listas de candidatos de
partido en lugar de independientemente, las investigaciones
sugieren que estos funcionarios tienen menos responsabili-
dad, en particular ante los ciudadanos pobres (Ribot
2004:27). En contraste, cuando los candidatos independien-
tes reciben una oportunidad justa, las elecciones son más
competitivas y los intereses de los pobres pueden verse mejor
servidos. Desgraciadamente, los candidatos independientes
suelen ser excluidos en las elecciones locales. En una evalua-
ción de 2001 sobre la descentralización en 14 países, sólo
cinco (India, Mali, México, Uganda y Zimbabwe) permitían
la presencia de candidatos independientes en las elecciones
locales (Ribot 2004:27).

Senegal presenta las deficiencias, especialmente para
las poblaciones pobres, de un sistema electoral que no
admite candidatos independientes. En 1998 una nueva ley
de descentralización forestal entregó a las comunidades
locales y sus consejos varios derechos sobre los bosques,
incluido el derecho a autorizar o denegar al servicio fores-
tal y a ricos comerciantes urbanos la producción comercial
de carbón vegetal, un uso del bosque al que las comunida-
des rurales se venían oponiendo por largo tiempo. Incluso
años después de promulgarse la ley, el servicio forestal
continuaba su producción de carbón vegetal. Sorpren-
dentemente, la extracción de carbón vegetal por parte del
servicio forestal contaba con la aprobación de los presiden-
tes del consejo rural, a pesar del hecho de que casi todo el
mundo en las comunidades de la región se oponía. Elegi-
dos a partir de una lista de candidatos de partido, estos
presidentes del consejo tenían obligaciones ante el partido,
más que ante el deseo popular local (Ribot 2004:24-29).

Participación inadecuada de los pobres 
en los organismos descentralizados
Incluso cuando las decisiones y la elaboración de políticas
son delegadas en un órgano constituido por personas
independientes elegidas en la localidad, hay tendencias
inherentes contrarias a la participación igualitaria de los
pobres. A causa de su mayor desenvoltura, educación u
otras ventajas, los miembros más pudientes de una comuni-
dad tienden a asumir posiciones de liderazgo en comités y
consejos. Un estudio en Bengala Occidental, en India,
reflejó que los miembros del panchayat (consejo del
pueblo) de castas más bajas o tribus rara vez hablaban en
las reuniones y, si lo hacían, solían ser ignorados (Wester-
gaard 1986 en Crook and Sverrisson 2001:16).

Asimismo, los miembros más pobres de la comunidad
son menos capaces de cargar con los costes de participar en
la gestión descentralizada de los recursos naturales, inclu-
yendo las tasas de afiliación, el tiempo para participar en
reuniones o controlar si hay furtivos en los bosques y
aportar trabajo para el mantenimiento de infraestructuras
como los sistemas de riego (Shyamsundar et al. 2004:10).
Además, con frecuencia los primeros participantes en

proyectos tienen más voz y oportunidades para dar forma a
los resultados; los pobres, al sumarse en etapas posteriores,
si es que lo hacen, son menos capaces de cosechar benefi-
cios (Ribot 2004:39).

Deficiencias de los “comités de usuarios”
La gestión descentralizada de los recursos naturales suele
fomentar la creación de comités o grupos de usuarios, que
han proliferado en los países en desarrollo desde la década
de 1990 (Shyamsundar et al. 2004:5). Pensados para dar voz
a las personas normales en la gestión de los recursos locales,
los comités de usuarios arrastran a los ciudadanos al proceso
político y les dan una influencia significativa sobre algunos
programas. Sin embargo, habitualmente estos comités no
son elegidos democráticamente y no siempre benefician a
los miembros más pobres de la sociedad. También tienden a
tener un corto periodo de vida, lo que perjudica a los
miembros más pobres de la comunidad, que necesitan más
tiempo para desarrollar las competencias, confianza y capaci-
dades organizativas para participar en pie de igualdad. Las
únicas situaciones en que los pobres son consistentemente
capaces de ejercer influencia en los comités de usuarios es
cuando los grupos están formados en gran parte o por
entero por personas pobres, por ejemplo, recolectores de
productos forestales no madereros para la subsistencia
(Manor 2004:188 en Ribot and Larson 2004).

Tendencia a proyectar hacia pueblos y participantes 
más ricos
Las agencias gubernamentales, donantes y grupos sin ánimo
de lucro implicados en la descentralización de la gestión de
los recursos naturales suelen encontrar incentivos para
evitar a los componentes más pobres e invertir en grupos o
pueblos más ricos con mejores capacidades o tierras de
mejor calidad, necesarias para lograr el éxito del proyecto.
Por ejemplo, los gestores de un programa de financiación
estatal para el desarrollo de una cuenca en el estado indio
de Madhya Pradesh tendían a trabajar con los agricultores
más prósperos de los valles, donde los proyectos tenían más
probabilidades de generar resultados importantes, más que
con los agricultores más pobres de las colinas (Baviskar
2004:30-31 en Ribot and Larson 2004). Del mismo modo, la
selección para programas de empleo contra la pobreza en el
estado indio de Karnataka estuvo basada en la información
aportada por los líderes de los pueblos, que solían ser más
ricos que otros participantes, lo que resultó en la inclusión
de muchas familias más pudientes (Sivanna 1990:200 en
Crook and Sverrisson 2001:20).

Desigualdades de género en la toma de decisiones
Las mujeres habitualmente se encuentran entre los grupos
más pobres y con más desventajas en los países en desarro-
llo. No es una sorpresa que tiendan a estar infrarrepresen-
tadas en las posiciones de autoridad en los gobiernos locales,
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LA GESTIÓN COMUNITARIA DE RECURSOS NATURALES
(GCRN) es una de las manifestaciones más importantes de la
verdadera descentralización en lo que se refiere al control de
recursos rurales. Los programas de GCRN, si tienen éxito,
pueden ser modelos de empoderamiento local, infundiendo a
las comunidades una  mayor autoridad sobre el uso de los
recursos naturales. Bajo las circunstancias adecuadas, también
pueden aportar beneficios importantes para las personas
necesitadas y las comunidades pobres.

Mejora de los sustentos
En muchos países, la gestión comunitaria de bosques y otros
recursos naturales ha mejorado los sustentos de los pobres. Los
beneficios de la GCRN pueden abarcar desde creación de empleo
hasta derechos sustanciales de gestión y generación de ingresos
a largo plazo. Por ejemplo, en Nepal, la gestión comunitaria de
bosques ha creado nuevos empleos, incluyendo personal de
enfermería y guardas forestales, así como trabajo remunerado
para plantar árboles y eliminar malas hierbas (Malla 2000:41).
Las concesiones forestales comunitarias a lo largo de la Reserva
de la Biosfera Maya en Guatemala han generado más de
100.000 días de trabajo por año (Cortave 2004:26).

Allí donde están presentes recursos valiosos como la madera,
la GCRN puede generar beneficios significativos. Se estima
que un gran proyecto forestal en el estado indio de Madhya
Pradesh produce unos 125 millones de dólares al año para las
comunidades participantes, a través de la venta de madera
recogida sosteniblemente y productos forestales no madereros
(Shilling and Osha 2003:13).

Mejora de la condición de los recursos
Un elemento crucial de la gestión comunitaria es su potencial
para mejorar la condición de los recursos gestionados. El
pueblo de Krui en el suroeste de Sumatra ha practicado una
forma compleja de agroselvicultura durante generaciones,
plantando una sucesión de cultivos que culmina en un techo
forestal. Sus agrobosques albergan unas diez veces más biodi-
versidad que las plantaciones convencionales de palma en la
zona y tienen usos económicos que van desde la explotación de
la resina hasta la venta de madera (ASB 2001:1-2).

En el nordeste de India, la Escuela Khasi de Medicina y otras
están trabajando para restablecer las leyes y prácticas tradicio-
nales de gestión de los bosques para salvaguardar arboledas
sagradas de plantas medicinales, que han sido empobrecidas
bajo la gestión centralizada del recurso desde la década de
1950 (Varshney 2003:46). En 1996, el Gobierno guatemalteco
comenzó a entregar concesiones de gestión forestal a comuni-

dades de colonos que vivían en los bordes de los dos millones
de hectáreas de la Reserva de la Biosfera Maya en la vega de la
región de Petén. Imágenes de satélite indican que las 388.000
hectáreas bajo gestión comunitaria muestran una mejor cober-
tura forestal que las áreas adyacentes (Molnar et al. 2004:19).

Desarrollo de infraestructuras locales
En algunas comunidades, una porción de los ingresos de las
empresas comunitarias ha sido destinada a inversiones en
necesidades clave de infraestructuras, como la construcción de
escuelas y bibliotecas, el desarrollo de sistemas de agua
potable y riego y la extensión del servicio eléctrico (Malla
2000:42). La gestión comunitaria de la tierra y del uso del
agua en Gandhifram, en Gujarat, ha aumentado tanto el área
como la cosecha de las tierras cultivadas, a pesar de tres años
consecutivos de sequía. El incremento de los ingresos se ha
dirigido hacia mejoras en el pueblo, incluyendo el vallado para
mantener en el exterior animales salvajes, la construcción y el
mantenimiento de estructuras de riego, la compra de un tractor
y equipamiento y el pago de la deuda del pueblo (Down to Earth
2002). En otro ejemplo, el pueblo montañés de Lazoor, en Irán,
fue uno de los varios pueblos que obtuvieron un control sustan-
cial sobre sus tierras y recursos hídricos del Gobierno iraní en
1999. Con el apoyo técnico de expertos externos, la comunidad
construyó una infraestructura de riego extensivo y de control de
la erosión, aumentando la productividad y abriendo nuevas
tierras al cultivo (WRI et al. 2003:183-184). 

Representación en los papeles decisorios
La GCRN consigue con más éxito beneficiar a los miembros
más pobres de la comunidad cuando los empodera para desem-
peñar un papel completo en la toma de decisiones sobre la
gestión de los recursos. Un ejemplo de una empresa comunita-
ria que presenta una participación equitativa llega del pueblo
de Deulgaon en el estado de Maharashtra, en India, donde el
comité comunitario de gestión forestal incluye la representa-
ción de un miembro masculino y otro femenino de cada familia
y todas las decisiones relativas al uso del bosque se toman por
los miembros en general en su encuentro mensual, en lugar de
por un comité ejecutivo (Ghate 2003:9). La GCRN en Tanzania
en ocasiones ha espoleado cambios sociales significativos
dentro de la propia comunidad, como el que los habitantes
sean gradualmente menos respetuosos hacia los líderes
existentes y eventualmente puedan remplazar a malos gestores
que sirvan más a su propio interés que al interés de la comuni-
dad en su conjunto (Alden Wily et al. 2000:44).

En Lazoor, Irán –ya antes mencionado–, el programa de gestión de
tierras entregó a las mujeres una voz directa en el establecimiento

CUADRO 3.2 CÓMO LA GESTIÓN COMUNITARIA 
DE LOS RECURSOS PUEDE BENEFICIAR 
A LOS POBRES
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de prioridades, con un impacto positivo en su confianza y un papel
en decisiones de más alcance en el pueblo (WRI et al. 2003:184-
185). En la Reserva Mapelane, en la costa nordeste de Sudáfrica,
una asociación entre el pueblo local de los sokhulu y el ejecutivo
de la Junta de Parques resultó en la regeneración de la colonia de
mejillones que había sido una fuente de un amargo conflicto. El
sistema de gestión conjunta resultante transformó el papel de la
comunidad de recolectores ilegales a gestores del recurso. El
Comité Conjunto de Gestión del Mejillón –formado por miembros
elegidos de la comunidad, representantes del parque e investiga-
dores universitarios– estableció normas de gestión sólo después
de un extenso proceso de experimentación y consulta con los
recolectores sokhulu (WRI et al. 2003:176-179).

Motivos para la prudencia
La GCRN puede padecer los mismos defectos que amenazan a
toda forma de gestión descentralizada. Delegar el poder de
decisión en el nivel local no garantiza a los pobres un papel en
el proceso. Un examen del esfuerzo de Bolivia para descentra-
lizar la gestión de los bosques halló que el proceso había creado
nuevas oportunidades para grupos marginados de ganar control
sobre los recursos locales y cosechar más beneficios econó-
micos. Sin embargo, sólo los grupos mejor organizados han sido
capaces de capitalizar el proceso hasta ese punto; por lo
demás, la descentralización tan sólo ha reforzado las élites
locales (Kaimowitz et al. 1999:13-14).

Las comunidades que usan los bosques suelen ser diversas social
y políticamente, con un abanico de diferentes niveles de ingresos
representados (Malleson 2001:18). A menos que estas diferen-
cias sean tomadas en cuenta, la GCRN frecuentemente acabará
favoreciendo a los más poderosos. Cuando el Gobierno de Laos
introdujo su política de asignación de tierras y bosques a comien-

zos de la década de 1990, pretendía fomentar el control local
sobre algunas de las tierras agrícolas y forestales del país. Sin
embargo, el resultado fue que los agricultores más ricos reforza-
ron sus derechos sobre las mejores tierras, mientras que las
familias de pequeños agricultores y sin tierras vieron reducirse en
gran medida su acceso tanto a terrenos agrícolas como a recur-
sos forestales (Fujita and Phanvilay 2004:12).

Las lagunas en el acceso a la información sobre los derechos a
los recursos también pueden hacer que los programas foresta-
les comunitarios perjudiquen a la gente a la que deberían
respaldar. En una descarada manipulación del sistema en
Camerún, las élites locales en una región usaban las leyes de
bosques comunitarios para ganar derechos de gestión sobre
bosques en otra región, aprovechándose de comunidades que
aún no conocían cómo utilizar la ley forestal para proteger sus
derechos (Smith 2005:14). Estudios en Nepal, uno de los
primeros países en hacer un intento serio de delegar la gestión
forestal, muestran que la falta de acceso a la información y el
control de los grupos de usuarios por parte de las élites han
excluido a muchos de los pobres de los beneficios de la selvi-
cultura comunitaria (Neupane 2003:55-56, 58).

Finalmente, los altos costes de transacción y los complicados
requisitos de aplicación y gestión pueden disuadir a comunida-
des de participar en la GCRN o hacer que les resulte financie-
ramente insostenible. En Camerún, el procedimiento de solici-
tud para conseguir un reconocimiento legal de una comunidad
forestal es largo y centralizado. Los costes para las comunida-
des son significativos, y son aún mayores porque los derechos
de gestión son entregados por un periodo de sólo diez años. En
gran parte debido a estas dificultades, sólo se han establecido
siete bosques comunitarios oficiales desde 1995 hasta 2001
(Alden Wily 2002:18). �
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comités municipales y otros órganos de decisión en los que
cada vez se delegan más competencias sobre los recursos
naturales. A los maridos no les suele gustar que sus esposas
asistan a actividades de grupo y, además, las pautas tradicio-
nales de trabajo y las estructuras de gobierno son propensas
a favorecer el dominio de los hombres en las decisiones
públicas. Por ejemplo, en los grupos locales de gestión de
bosques aprobados por el Estado en India y Nepal, las
mujeres cuentan con más probabilidades de ser relegadas a
papeles periféricos (Shyamsundar et al. 2004:92-93).

En Bangladesh, un análisis de los órganos de gobierno
electos localmente, conocidos como Union Parishads, descu-
brió que las mujeres tienden a encabezar comités relacio-
nados con el bienestar de la comunidad con escasa influen-
cia sobre el desembolso de recursos, mientras que los
hombres habitualmente son candidatos y trabajan en
comités claramente relacionados con la asignación de
recursos, como finanzas, agricultura, pesca, ganadería e
infraestructuras (Mukhopadhyay 2003:59). Las mujeres
también tienen muchas menos posibilidades de ser elegidas
funcionarias en un gobierno local. Un estudio sobre más de
15.000 municipios en 42 países halló que sólo el 8 por
ciento de todos los alcaldes eran mujeres (UCLG 2003).
(Ver Gráfico 3.2). 

Cuando las mujeres están ausentes de la toma de
decisiones, hay más probabilidades de que los asuntos que
les afectan sean pasados por alto. La injusticia de esta situa-
ción es aún más llamativa ante el hecho de que a menudo
es a las mujeres a quienes se carga con la responsabilidad
de recoger y utilizar los recursos naturales, como agua, leña
y otros bienes para el beneficio familiar.

Nuevas demandas para los pobres
Una descentralización que transfiera la responsabilidad
de gestionar servicios y proyectos a instituciones y
comunidades locales sin aportar los recursos financieros
necesarios para hacerlo puede terminar creando cargas
extra para los pobres. Por ejemplo, en Mongolia, los
gobiernos locales recibieron nuevas responsabilidades
para la preparación ante el invierno y el aprovisiona-
miento de rebaños de ganado ante el frío, pero ningún
recurso financiero para cumplir esta responsabilidad. El
resultado fue una mortalidad masiva de ganado durante
los brutales inviernos de 1999-2002 y la pérdida de una
quinta parte de la cabaña nacional (Mearns 2004:137).
En otros casos, gobiernos locales recién empoderados
pueden promulgar nuevas medidas para generar ingresos
que perjudiquen a los pobres. En Malawi, los gobiernos
locales con nuevas responsabilidades descentralizadas
han establecido impuestos sobre empresas a nivel local
que podrían reprimir los incipientes esfuerzos de los
pobres del medio rural para construir sus bienes y diver-
sificar sus ingresos emprendiendo pequeños negocios
(Ellis et al. 2003:1507-1508).

Pérdida de acceso a los recursos naturales
La privatización –la transferencia de recursos públicos
como los bosques a individuos y empresas privadas– suele
tener lugar en nombre de la descentralización. Esta trans-
ferencia de la autoridad de gestión excluye al público de
participar en decisiones sobre el recurso y a menudo
también significa la exclusión física directa de la gente de
la tierra o el agua, siendo los pobres los que sufrirán más
por la pérdida de ese acceso (Ribot 2004:52).

Delegar competencias sobre los recursos locales en
comunidades o grupos dentro de estas comunidades
también puede acarrear problemas de exclusión. Por
ejemplo, una comunidad que recibió el poder de gestionar
una extensión de bosque público podría decidir firmar un
contrato con una compañía maderera en un área de bosque
para recoger beneficios. En el proceso, puede limitar que
los habitantes locales puedan recoger productos forestales
no madereros en esa parte del bosque. Esto podría implicar
perjuicios inmediatos sobre las familias pobres, que depen-
den de la leña y otros productos de subsistencia allí obteni-
dos (Shyamsundar et al. 2004:10, 95).

Hacer que la descentralización beneficie 
a los pobres
La descentralización puede estructurarse de forma que
resulte más eficaz y beneficiosa para los pobres.

Asegurar la responsabilidad democrática
La mejor manera de asegurar que quienes toman las
decisiones sean responsables ante las personas de la locali-
dad y que la toma de decisiones refleje los intereses de la
población local es conferir poderes a autoridades electas
surgidas de elecciones locales competitivas (Crook and
Sverrisson 2001:50). Aunque suele ser difícil poner freno a
las fuerzas políticas que reprimen elecciones libres, los
beneficios pueden ser sustanciales. Por ejemplo, la compe-
tencia en elecciones locales en Bengala Occidental, India,
ayudó a hacer políticas más responsables ante los pobres; y,
en Colombia, los alcaldes elegidos en elecciones libres –que
desafiaban a los partidos políticos dominantes– consiguie-
ron mejoras en educación, carreteras y suministro de agua
(Crook and Sverrisson 2001:15-16, 42).

Medidas especiales para promover los intereses 
de los pobres
Un Gobierno central puede aumentar las opciones de que
la descentralización favorezca a los pobres formulando un
compromiso explícito de promover los intereses de los
pobres al nivel local y de asegurar que los grupos margina-
dos tengan una voz en las decisiones públicas (Ribot
2004:41). Los gobiernos locales electos tienden a alcanzar
escasos logros en servir a los intereses de mujeres, pobres y
otras poblaciones marginadas a menos que el Gobierno
central les exija hacerlo (Crook and Sverrisson 2001 en
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Ribot and Larson 2004:6). Son necesarias medidas especia-
les para asegurar que los beneficios de la descentralización
lleguen a los grupos más pobres y más vulnerables: mujeres,
pueblos indígenas, los sin tierra, inmigrantes y castas
minoritarias. En 1978, por ejemplo, el Gobierno de
Bengala Occidental se propuso específicamente aumentar
el poder de los campesinos pobres y sin tierra delegando la
implementación de los programas de gobierno en los
ayuntamientos y movilizando a los campesinos pobres para
que participaran. Como resultado, el 44 por ciento de
aquéllos en los pueblos del distrito de Birbhum son ahora
pequeños propietarios de tierras, aparceros o trabajadores
agrarios y los beneficios de los programas gubernamentales
de desarrollo se dirigen cada vez más a los miembros más
pobres de la comunidad (Crook and Sverrisson 2001:15-
16). El enfoque del estado de Kerala en 1996 fue entregar
entre el 35 y 40 por ciento del presupuesto estatal a los
órganos de gobierno locales para la planificación del
desarrollo, con directrices detalladas para hacer los proce-
sos de planeamiento tanto participativos como equitativos
(Mukhopadhyay 2003:56).

Compensar a los pobres por los costes a corto plazo
Las instituciones locales pueden encontrar maneras de
compensar a los pobres por los derechos que pierden
cuando un nuevo sistema de gestión restringe su acceso a
un bosque u otro recurso. Por ejemplo, la comunidad de
San Antonio, México, pidió a sus residentes que dejaran de
cortar pinos para su uso en los tejados, de modo que la
madera pudiera ser recogida. A cambio, las empresas
madereras aportaron gratuitamente materiales de metal y
tablas para los tejados de los residentes (Shyamsundar et al.
2004:96).

Gestión comunitaria de los recursos naturales
Una perspectiva específica de la descentralización de los recur-
sos ambientales que favorezca a los pobres es la gestión
comunitaria de los recursos naturales (GCRN). Los gobiernos
centrales en muchas partes del mundo en desarrollo han
comenzado a avanzar hacia una GCRN reconociendo las
limitaciones de la gestión centralizada y en respuesta a las
reclamaciones legítimas de grupos indígenas y comunidades
locales de participar en los beneficios de los recursos locales.
En todo el mundo, unos 380 millones de hectáreas de terreno
forestal se encuentran ahora en propiedad o reservadas para
las comunidades locales y más de la mitad ha sido legalmente
transferida al control local en los últimos 15 años (White and
Martin 2002:11). Esta transformación en la propiedad y gestión
de los bosques comenzó en Latinoamérica a finales de la
década de 1970, avanzando hacia África a finales de los 90 y
extendiéndose más recientemente hacia Asia. (Ver Cuadro 3.2).

Los derechos a la información,
la participación y la justicia:
la importancia de tener voz
Los derechos democráticos de los pobres y su capacidad
para participar en decisiones ambientales que afecten a sus
medios de vida son una pieza fundamental en su capacidad
de escapar de la pobreza. Aun a pesar de su mayor depen-
dencia de los recursos naturales para ganar su sustento, los
pobres tienen menos que decir que sus homólogos ricos
sobre cómo se adoptan las decisiones ambientales.

En gran parte del mundo en desarrollo, las políticas,
prácticas e instituciones de la vida política son utilizadas
para excluir a una mayoría de ciudadanos de la partici-
pación plena en la toma de decisiones pública, especial-
mente los pobres y los marginados sociales. Esto es real
incluso en muchas naciones que son nominalmente
democráticas. La gobernanza democrática es más que la
mera emisión de un voto en elecciones periódicas. Significa
tener oportunidades más allá de las urnas para hacer oír la
propia voz, incluyendo la participación en audiencias públi-
cas, el acceso a documentos oficiales y la implicación en
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GRÁFICO 3.3: VOZ Y RESPONSABILIDAD, 2004

Las puntuaciones de voz y responsabilidad aquí asignadas se basan en indicadores de libertades políticas y civiles extendidas a los ciudadanos del país, así
como a la independencia de los medios, que desempeña un papel importante en la vigilancia de la acción de gobierno. Estas puntuaciones reflejan la extensión
en la cual los ciudadanos son capaces de participar en los procesos políticos y decisorios, dar voz a sus preocupaciones y mantener la responsabilidad de sus
representantes gubernamentales.

Fuente: Kaufmann et al. 2005

procesos oficiales, como la preparación de una evaluación
de impacto ambiental. El compromiso democrático
absoluto también significa tener oportunidades no sólo
para consultar proyectos aprobados para ser implementa-
dos, sino también tener un papel a la hora de diseñar las
políticas públicas, definir la agenda y establecer prioridades
para estas políticas y seguir los proyectos en marcha para
asegurar que producen los beneficios anticipados original-
mente. (Ver Gráfico 3.3).

Estos principios del empoderamiento democrático en el
campo de las decisiones ambientales fueron articulados hace
más de una década en la Cumbre de la Tierra de Río de
Janeiro en 1992. El décimo principio de la Declaración de
Río, adoptada por 178 naciones al cierre de la Cumbre de la
Tierra, presenta una proposición innovadora: que cada
persona debería tener acceso a la información sobre el medio
ambiente, oportunidades para participar en los procesos de
toma de decisiones que afecten al medio ambiente y acceso a
compensaciones y reparaciones –esto equivale al acceso a la
justicia– para proteger sus derechos a la información y parti-
cipación y a impugnar decisiones que no tengan en cuenta
sus intereses. A estos tres derechos –los derechos a la infor-
mación, participación y compensación– solemos referirnos
como los Principios de Acceso. (Ver Cuadro 3.3).

En 2002, durante la Cumbre Mundial sobre Desarrollo
Sostenible, los gobiernos reafirmaron su compromiso con
el principio décimo y los Principios de Acceso. Al mismo
tiempo, una coalición de gobiernos, organizaciones de la
sociedad civil e instituciones internacionales formaron la
Alianza por el Principio 10 para ayudar a implementar estos
principios en los niveles nacional y local. Desafortunada-
mente, la relación de países que han conferido estos
derechos básicos aún está lejos de ser perfecta. Una evalua-
ción de nueve naciones –tanto ricas como pobres–  reali-
zada en 2001 encontró una serie de debilidades en el
sistema. Por ejemplo, muchos países han mejorado sus leyes

PRINCIPIO 10 DE LA DECLARACIÓN DE RÍO

“El mejor modo de tratar las cuestiones ambientales es con la partici-
pación de todos los ciudadanos interesados, en el nivel que corresponda.
En el plano nacional, toda persona deberá tener un acceso adecuado a la
información sobre el medio ambiente de que dispongan las autoridades
públicas, incluida la información sobre los materiales y las actividades
que encierran peligro en sus comunidades, así como la oportunidad de
participar en los procesos de adopción de decisiones. Los Estados deberán
facilitar y fomentar la sensibilización y la participación de la población
poniendo la información a disposición de todos. Deberá proporcionarse
acceso efectivo a los procedimientos judiciales y administrativos, entre
éstos el resarcimiento de daños y los recursos pertinentes”.

Adoptado por 178 naciones en la Conferencia de Naciones Unidas sobre
Medio Ambiente y Desarrollo, Río de Janeiro, junio 1992
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que garantizan el acceso público a datos y análisis guberna-
mentales, pero la implementación de estas leyes es débil.
Con frecuencia es difícil encontrar información sobre la
calidad del agua o del aire que el ciudadano medio pueda
entender y los documentos sobre los efectos ambientales de
proyectos de desarrollo no suelen estar disponibles de
forma adecuada (Petkova et al. 2002:1-8).

Incluso cuando la información está disponible, la
capacidad pública para participar en las decisiones relacio-
nadas con los recursos, como la recolección de madera o la
ubicación de minas, es aún limitada. A pesar de que en las
dos últimas décadas se ha extendido notablemente el
proceso de preparar y hacer públicas las evaluaciones de
impacto ambiental, la implicación del público aún tiende a
producirse en los pasos más tardíos, cuando muchas de las
decisiones principales ya han sido adoptadas. E incluso
cuando se invita a realizar comentarios públicos, mucha
gente no tiene la capacidad o el tiempo para aprovechar esta
oportunidad. La actuación de los Principios de Acceso es
más débil cuando se refiere al acceso de los ciudadanos
comunes a la compensación. La capacidad de la gente local
para apelar decisiones con las que no está de acuerdo suele
estar constreñida por obstáculos de coste, falta de claridad de
los procedimientos de apelación y también la carencia de
una “posición social” como parte con un interés legítimo en
la causa reconocido legalmente (WRI et al. 2003:48-61).

Estos déficits en el acceso no se restringen a los pobres,
pero los pobres tienden a sufrirlos más agudamente. De
hecho, la mayoría de los pobres del mundo son excluidos de
interactuar plenamente dentro de los procesos políticos de
su país, y las decisiones ambientales son decididamente
políticas en muchos casos. Son mantenidos al margen por la
carencia de educación y alfabetización, por déficits de infor-
mación y concienciación y por la falta de conocimiento de
sus derechos y de cómo ejercerlos. Incluso cuando los pobres

son conscientes de sus derechos, otros obstáculos pueden
impedir que se impliquen. La gente que apenas consigue
sacar adelante una forma de vida de subsistencia con
frecuencia no puede permitirse el lujo de dedicar su tiempo
y sus recursos a participar o ni siquiera a recoger informa-
ción. Y pueden ser aún más incapaces de emprender una
impugnación legal de decisiones con las que no están de
acuerdo, dada la carga de tiempo y dinero. (Ver Gráfico 3.4).

Las secciones a continuación detallan algunas de las
vías por las que los pobres son particularmente afectados
por los déficits en sus derechos a la información, partici-
pación y justicia. También se discuten algunos de los pasos
exitosos que se han tomado para afrontar estas deficiencias.

Acceso a la información

Información para decisiones sobre los medios de vida
Los pobres del medio rural afrontan una aguda necesidad de
información directamente relevante para sus medios de vida,
información como los precios de mercado para sus cultivos,
cultivos alternativos u opciones de control de plagas, disponi-
bilidad de asistencia gubernamental o programas de forma-
ción u oportunidades para desarrollar nuevos productos o
mercados para productos ambientales, desde la artesanía
local hasta el ecoturismo. La información relativa a la agricul-
tura es a menudo una de las necesidades más inmediatas, al
ser la agricultura a pequeña escala tan importante para los
ingresos familiares en las zonas rurales. La información sobre
los precios actuales de los cultivos, los costes de fertilizantes y
pesticidas y la disponibilidad de semillas mejoradas y avances
de bajo coste en la tecnología agraria puede ayudar a guiar las
compras de insumos y equipamiento o ayudar a los agriculto-
res a conseguir créditos.

Sin información de este tipo, las familias pobres tienen
más dificultades para beneficiarse de nuevas oportunidades
para generar ingresos y aumentar sus bienes. Numerosas
organizaciones, desde agencias multilaterales hasta ONG
locales, están intentando mejorar el acceso a la información
relacionada con los sustentos. Uno de estos esfuerzos son las
escuelas de campo de agricultores desarrolladas por la Organi-
zación para la Agricultura y la Alimentación de la ONU (FAO)
como parte del proyecto de Gestión Integrada de Plagas en
Indonesia. Empleando una perspectiva de aprendizaje parti-
cipativo que persigue incorporar conocimiento y experiencia
local, estas escuelas de campo para agricultores están
rindiendo lecciones que se aplican a actividades informativas
sobre medios de vida sostenibles en otros sectores, como en el
forestal comunitario (Chapman et al. 2003:5).

Información para la responsabilidad pública
El acceso a información sobre leyes, servicios de mandato
gubernamental y expensas gubernamentales es fundamen-
tal ante los pobres para que los gobiernos sean responsa-
bles por su actuación. A menos que los ciudadanos puedan
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MEDIR EL ACCESO A LA INFORMACIÓN,
LA PARTICIPACIÓN Y LA JUSTICIA

¿Cómo están cumpliendo los gobiernos los compromisos que establecieron
en la Cumbre de la Tierra en Río en 1992 para reforzar la participación
pública en la toma de decisiones medioambientales? ¿Están haciendo
suficientes esfuerzos para incluir a los pobres? Responder a estas pregun-
tas requiere evaluar la actuación gubernamental de una nación de modo
que pueda ser observada a lo largo del tiempo y comparada con las
buenas prácticas de otras naciones. Desde 2000, La Iniciativa de Acceso
(TAI [en sus siglas en inglés]), una coalición mundial de grupos de la
sociedad civil, ha trabajado para asegurar este nivel básico de responsa-
bilidad gubernamental. Usando una metodología compartida, los
miembros de la coalición TAI realizan evaluaciones a nivel nacional de
leyes y prácticas referentes al acceso público a la información, partici-
pación y justicia. Para resultados completos de la evaluación, visitar
http://www.accessinitiative.org.

Continúa en página 73
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LA GESTIÓN COMUNITARIA DE RECURSOS NATURALES ofrece a
los habitantes locales la oportunidad de participar directamente en
decisiones sobre ecosistemas locales y beneficiarse económicamente
de sus esfuerzos. Pero, en el mundo real, las comunidades pobres a
menudo no inician los proyectos de desarrollo de recursos a gran
escala –tales como minas, petróleo y gas y grandes concesiones fores-
tales– que generan la mayor parte de la riqueza obtenida de los recur-
sos naturales. Con más frecuencia son espectadores o participantes
de segunda categoría en estas negociaciones, heredando los costes
ecosistémicos de estos proyectos pero con escasas ganancias.
La práctica de “consentimiento libre, previo e informado” –o CLPI–
está diseñada como antídoto frente a esta situación. El CLPI consiste
en dar a las gentes locales un papel formal –y una forma de poder de
veto– en las consultas y decisiones últimas sobre proyectos de
desarrollo local. La intención es asegurar los derechos de los pueblos
indígenas y comunidades locales: sus derechos a la autodetermina-
ción, a controlar el acceso a sus tierras y recursos naturales y a parti-
cipar en los beneficios cuando éstos sean utilizados por otros. Muchos
expertos creen que sin semejante consentimiento informado sobre los
grandes proyectos, los derechos de una comunidad sobre la tierra y
los recursos están en peligro.
De hecho, sin el tipo de participación sustantiva que el CLPI prevé,
la seguridad de la tenencia de comunidades rurales se encuentra
siempre a la merced de decisiones adoptadas por otros. Está amplia-
mente documentado que semejante inseguridad perpetúa la pobreza.
En cambio, con el poder de negociación que el CLPI les confiere, las
comunidades pueden exigir compensaciones directas por daños o una
participación continuada en los beneficios de la extracción de un
recurso. Incluso pueden requerir a los patrocinadores del desarrollo
que inviertan parte de sus beneficios de estas operaciones para satis-
facer las necesidades de la comunidad. A este respecto, el CLPI es
una herramienta para una mayor equidad y una vía natural hacia un
papel para las comunidades locales en la gestión conjunta de grandes
proyectos de desarrollo (Permanent Forum on Indigenous Issues [Foro
Permanente para las Cuestiones Indígenas] 2005).
El CLPI es relevante cuando los gobiernos toman decisiones regulado-
ras, por ejemplo, permitir la tala en bosques tradicionalmente ocupados
por pueblos indígenas o desplazar a las comunidades ribereñas para
construir una gran presa de energía hidráulica en un río. También puede
incorporarse a la planificación de infraestructuras, desde la construc-
ción de carreteras que atraviesen dominios ancestrales, hasta las
decisiones de desarrollo turístico como dar acceso a lugares considera-
dos sagrados por pueblos tribales. Es igualmente importante tanto para
las decisiones sobre bioprospecciones en busca de recursos naturales
como para la elección de la ubicación de grandes proyectos energéti-
cos, desde centrales eléctricas hasta oleoductos. Hasta la fecha, sin
embargo, el CLPI ha sido más relevante y crítico en los casos relacio-
nados con proyectos mineros en países tan diversos como Australia,
Canadá, Perú y Filipinas (Bass et al. 2003:vii; Tebtebba 2002:7).
El impacto potencial sobre la pobreza del CLPI en decisiones sobre
industrias extractivas como petróleo, gas y minería es particular-

mente relevante y contencioso. Con el fin de que las comunidades
cosechen mayores beneficios de semejante desarrollo, sus derechos
a unos medios de vida sostenibles han de ser protegidos. Las normas
que hacen cumplir estos derechos no sólo promoverán una extrac-
ción “más limpia”, sino que también empoderarán a las comunida-
des locales para aceptar los riesgos y compartir los beneficios del
futuro desarrollo. Sin el CLPI, estos proyectos pueden extender la
marginación económica de personas y comunidades que ya son
pobres y vulnerables.
Estos proyectos a menudo requieren un reasentamiento involuntario y
todas las consecuencias económicas negativas que implica semejante
cambio de ubicación. La exigencia del CLPI capacitaría a las personas
afectadas para negociar condiciones de reubicación más favorables,
incluyendo provisiones legales vinculantes sobre compensaciones,
apoyo para nuevas viviendas y las infraestructuras necesarias no sólo
para refugio, sino también para el sustento y la educación. Exigir un
CLPI podría incluso permitir a estas personas y comunidades negociar
condiciones justas, equitativas y ejecutables de participar en los ingre-
sos –y otros beneficios–. La inclusión del CLPI como una condición
legal para las decisiones de financiación, inversión o regulación podría
convertirse en un medio esencial para hacer más sostenibles los progra-
mas de reducción de la pobreza (Goodland 2004; Kamijyo 2004).
Hasta la fecha, países como Filipinas (Congress of the Philippines
[Congreso de Filipinas] 1997) y Australia (Commonwealth of Australia
1976: Sections 66-78) han promulgado leyes exigiendo que el
Gobierno obtenga el CLPI para proyectos dentro de los dominios ances-
trales de pueblos indígenas. Internacionalmente, la Comisión Mundial
sobre Diques (WCD 2000:xxxiv-xxxv,98-112) y la Revisión de Indus-
trias Extractivas (World Bank Group 2003 Executive Summary:2-3,
Volume 2:29-33, 47-50; MacKay 2004) del Banco Mundial han
recomendado la adopción del CLPI en la toma de decisiones sobre
diques y proyectos sobre petróleo, gas o minería. Además, el CLPI
como principio ha sido reconocido por el Convenio sobre la Diversidad
Biológica, con respecto al acceso y a la participación en beneficios en
los recursos genéticos (Perrault 2004:22; Casas 2004:2728).
Poner en práctica los principios de consentimiento libre, previo e
informado sigue siendo un reto. Persisten importantes cuestiones:
■ ¿Cómo podemos definir “libre” en la práctica? ¿Con cuánta

antelación significa “previo”? ¿Cuáles son las condiciones formales
del “consentimiento informado”?

■ ¿Cuál es el papel de las leyes consuetudinarias en el CLPI? ¿Y cuál
es el papel de los procesos políticos, como las audiencias públicas
o los referéndums?

■ En una comunidad diversa, ¿cómo se da el consentimiento y quién
lo da? ¿Es suficiente una mayoría o es preciso el pleno consenso?
¿Es necesario un acuerdo escrito y legalmente vinculante?

■ ¿Cómo se verifica el CLPI? ¿Lo verifica el Gobierno o es necesario
la vigilancia de una parte independiente?

■ Al implementar el CLPI, ¿cómo aseguramos un equilibrio entre el
Estado, el interés general público y los intereses de la comunidad
afectada, particularmente en la distribución de beneficios? �

CUADRO 3.3 EMPODERAR COMUNIDADES A TRAVÉS
DEL CONSENTIMIENTO LIBRE, 
PREVIO E INFORMADO
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descubrir qué están haciendo sus gobiernos y cómo gastan
sus fondos, los gobiernos tienen escasos incentivos para
mejorar su actuación, cumplir sus promesas o incluso
suministrar servicios básicos a los niveles adecuados.

En Bangalore, India, grupos ciudadanos realizaron
encuestas sobre la actuación del Gobierno municipal y
usaron la información para crear “tarjetas de informe”
sobre la calidad y eficiencia de servicios como agua, trans-
porte, electricidad y policía, y para presionar en pro de
reformas. En Rajastán, India, los esfuerzos ciudadanos para
lograr acceso a información sobre el gasto gubernamental
y listas de empleo condujeron al descubrimiento de corrup-
ción local, a la apertura de una acción correctiva y provocó
la toma en consideración de una ley nacional sobre el
derecho a la información. En Argentina, los ciudadanos
pueden acceder a un sitio web –auditado por una coalición
de 15 ONG– para encontrar información fácilmente
comprensible sobre los gastos públicos en una variedad de
programas gubernamentales (Narayan 2002:32).

En el África francófona, la programación de radio
producida cooperativamente aporta a los oyentes de 48
estaciones de radio rurales en diez países acceso a informa-
ción sobre leyes, sistemas legales y justicia. Desarrollado
durante un taller sobre legislación en Senegal, en un
principio un programa de radio invitó a abogados de seis
países del oeste de África y aportó información sobre
derechos territoriales, derechos de la mujer en el matrimo-
nio y otros asuntos legales. Ante la respuesta entusiasta de
los oyentes, los productores desplegaron una serie de
emisiones subsiguientes sobre asuntos legales relacionados,

como divorcio, herencia, acceso a la justicia y resolución de
conflictos (Chapman et al. 2003:22).

Las barreras del lenguaje para acceder a la información
En muchos países en desarrollo el lenguaje es el vehículo
más importante para excluir a los pobres y a los grupos
socialmente marginados del acceso a la información
(Sibanda 2000:9-10). Para las maduras democracias de
Europa, Asia, Norteamérica y Oceanía, el lenguaje del
Gobierno es un lenguaje indígena o un lenguaje en el que se
expresa fluidamente la inmensa mayoría de los ciudadanos
ordinarios. Sin embargo, a lo largo del mundo en desarrollo,
una proporción significativa de la población no utiliza o
entiende el lenguaje del Gobierno, que es con frecuencia un
lenguaje europeo –francés, inglés o español– impuesto
durante la época colonial. Producir múltiples versiones de
los documentos oficiales en lenguas indígenas al tiempo que
las coloniales es muy costoso, y el proceso de designar qué
lenguas indígenas han de ser utilizadas en documentos
oficiales puede agravar rivalidades étnicas existentes. Pero la
alternativa es continuar con elevados costes en exclusión
social e inestabilidad política. (Ver Gráfico 3.5).

Elección de las tecnologías de la información
Que los pobres del medio rural tengan un acceso adecuado
a la información para la toma de decisiones ambientales no
es sólo una cuestión de la calidad y la cantidad de informa-
ción suministrada, también depende de si la distribución de
tecnologías es apropiada para la audiencia objetivo. Diferen-
tes grupos pueden tener diferentes necesidades de informa-
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GRÁFICO 3.4 CÓMO PERCIBEN LOS POBRES LAS INSTITUCIONES RURALES

En grupos de discusión mantenidos en todo
el mundo, se pidió a las personas pobres
que nombraran a las cinco instituciones que
consideraban más y menos eficaces. Las
columnas situadas a la izquierda muestran
las instituciones más nombradas. Las
organizaciones comunitarias (OC) y las
religiosas fueron consideradas las más
eficaces. Los gobiernos locales y los minis-
terios estatales fueron considerados como
los menos eficaces.

Fuente: Narayan 2002
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ción y preferencias sobre la entrega de información y los
esfuerzos para incrementar el acceso de los pobres a la infor-
mación son más eficaces cuando implican a estos grupos en
las decisiones sobre las tecnologías de la información a utili-
zar. Por ejemplo, en la mayoría de los países en desarrollo la
radio y la televisión siguen siendo mucho más accesibles que
internet. Tecnologías como la radio de cuerda hacen posible
la diseminación de información en comunidades sin electri-
cidad o acceso a baterías (Chapman et al. 2003:19-20).

No obstante, la experiencia de nuevas iniciativas indica
que es posible llegar a un gran número de personas en los
países en desarrollo con fuentes electrónicas de información.
En Filipinas, un proyecto piloto en los barangays (municipios)
de la isla de Mindanao está utilizando modernas tecnologías de
comunicación para mejorar el acceso local a la información
sobre temas como agricultura, desarrollo de empresas rurales,
educación y salud. El proyecto presenta telecentros comunita-
rios multiuso con teléfono y acceso a internet (Chapman et al.
2003:17-18). El reto sigue siendo aplicar estos enfoques piloto
más ampliamente también en África, Asia y Latinoamérica.

Acceso equitativo a la información
A pesar de la nueva capacidad tecnológica para diseminar
información en una amplia base, la evidencia sugiere que si
el acceso a la información no es universal, el suministro
creciente de información puede servir simplemente para
exacerbar las desigualdades sociales, económicas y políticas
existentes. Históricamente, en los países en desarrollo la
información sobre los medios de vida agrícolas ha sido vista
como un bien público global que debía estar disponible sin
ningún coste para todas las partes interesadas. Más
recientemente, las agencias donantes han enfatizado la
provisión del sector privado de información de extensión
agraria, lo que puede implicar la recuperación de costes y
tasas de usuario que los agricultores más pobres no pueden
permitirse pagar (Chapman et al. 2003:vii). Implicar a los
pobres en decisiones sobre quién debería pagar por el
servicio de información y cómo asegurar la sostenibilidad
de este servicio es vital para garantizar que los pobres
tengan acceso a esa información.

Información bajo demanda específica para la localidad
Los productores rurales en los países en desarrollo valoran
mucho más la información generada localmente y especí-
fica de la localidad que la información general. Ya que es
poco probable que agricultores y pescadores adopten
nuevas prácticas sin la discusión sustancial de ejemplos
locales, un acceso mejorado a la información es más efectivo
cuando la información está centrada en las condiciones y los
sistemas locales de procesado y comercialización. Las
modernas tecnologías de la información como internet y la
teleconferencia pueden permitir a los agricultores y pesca-
dores rurales discutir problemas específicos locales con
especialistas técnicos ubicados fuera de la zona.
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En India, la Fundación de Investigación M.S. Swami-
nathan está usando innovadoras tecnologías de la informa-
ción en “e-pueblos” gestionados comunitariamente para
responder a las necesidades de información de los grupos
locales. Por ejemplo, las previsiones meteorológicas e infor-
mación sobre la altura de las olas son enviadas a los pesca-
dores en el pueblo de Veerampattinam. Estas iniciativas
también pueden estimular el flujo bidireccional de infor-
mación entre pueblos e investigadores, de modo que
agricultores y pescadores puedan contribuir con su conoci-
miento especializado para enriquecer los sistemas de infor-
mación nacional e internacional (Chapman et al. 2003:19).

La inclusión de mujeres y grupos socialmente
marginados
En los “e-pueblos” de Swaminathan, los centros de informa-
ción son operados generalmente por mujeres semianalfabe-
tas y estudiantes, con la intención de empoderarlos a través
de su papel como gestores de la información. Al fijarse como
meta específicamente a mujeres y grupos marginados en la
gestión del conocimiento, las iniciativas para reforzar el
acceso de los pobres a la información también pueden
promover la igualdad social (Chapman et al. 2003:19).

Acceso a la participación

Toma de decisiones sobre las opciones de sustento
Para los agricultores pobres es crucial la implicación directa
en procesos institucionales que afecten a sus medios de vida,
como determinar el camino de la investigación agrícola. Con
frecuencia no hay un rumbo para su inversión, pero eso no
tiene por qué ser así. La Agencia para el Desarrollo del Arroz
en África Occidental utiliza métodos participativos para
implicar a los agricultores en la selección de qué nuevas
variedades de arroz deberían ser desarrolladas, dando así a
los agricultores pobres una oportunidad de compartir infor-
mación sobre sus preferencias y necesidades con los produc-
tores de arroz (Chapman et al. 2003:20).

Participación en procesos políticos más amplios
En muchos países pobres, las personas pobres han participado
en iniciativas de desarrollo más amplias que se ocupaban de la
pobreza y de su reducción. La participación ciudadana ha sido
parte del proceso de elaboración de estrategias de reducción
de pobreza nacionales en varios países, como Bolivia, Kenia y
Uganda. Los pobres también han participado en la creación
de estrategias urbanas para la reducción de la pobreza en
aproximadamente 80 ciudades en todo el mundo, incluyendo
Cali (Colombia), Johannesburgo (Sudáfrica), Kampala
(Uganda) y Haiphong (Vietnam) (Narayan 2002:46, 70).

La implicación ciudadana es un elemento fundamental
en la llamada “evaluación participativa de la pobreza”, una
herramienta importante para dar forma a políticas y presu-
puestos nacionales. En varios países, los enfoques participati-

vos de las evaluaciones de pobreza aportaron revelaciones
que no eran obvias a partir de los datos de encuestas oficia-
les. En Uganda, por ejemplo, la participación ciudadana
condujo a una mayor inversión en el suministro de agua y
asignaciones del presupuesto más flexibles, permitiendo a
los distritos responder a las necesidades locales. En Vietnam,
la participación del pueblo fijó como objetivos la pobreza
urbana tanto como la rural, los pasos para afrontar las
dimensiones étnicas y de género de la pobreza y la puesta en
marcha de “tarjetas de informes ciudadanos” sobre la distri-
bución de servicios básicos (Narayan 2002:38).

Participación en el planeamiento y el presupuesto
Iniciado en la ciudad de Porto Alegre, en Brasil, los proce-
sos de presupuestos participativos permiten a los pobres
tener más que decir sobre cómo se distribuyen los recursos
del Gobierno. En la presupuestación participativa, los
encuentros de ciudadanos generan información sobre las
prioridades de las personas para la asignación de presu-
puestos gubernamentales, que entonces se agregan a las
prioridades a nivel de vecindario. En Brasil, entre 1996 y
1998 se destinaron más de 260 millones de dólares a
proyectos elegidos por los participantes en reuniones
ciudadanas, la gran mayoría de los cuales abordaban las
necesidades de los distritos más pobres y peor atendidos.
En 2003, unos 180 municipios en Brasil realizaban de
alguna manera procesos de presupuestos participativos
(Serageldin et al. 2003:8-9).

Inclusión de las mujeres y grupos marginados
En muchos países, remediar las profundas y antiguas
desigualdades sociales conlleva necesariamente promulgar
leyes que requieran la inclusión de grupos previamente
excluidos. Un ejemplo de estas iniciativas se encuentra en
Bolivia, donde la Ley de Participación Popular estipula la
participación de organizaciones populares indígenas en las
decisiones municipales. Estos comités ciudadanos incluso
tienen el poder de detener la distribución de fondos guber-
namentales a los gobiernos locales si determinan que la
planificación y los gastos no son acordes con las demandas
de la comunidad (Narayan 2002:42-43). En India fue
necesaria una enmienda constitucional ordenando que las
mujeres constituyeran al menos un tercio de los concejales
en los panchayats (ayuntamientos a nivel de pueblo) para
crear verdaderas oportunidades para que se escucharan las
voces de las mujeres en el liderazgo municipal.

Acceso a la justicia
La investigación muestra que los pobres tienen menos
posibilidades de acceder al sistema legal para asegurar la
aplicación de sus derechos a usar los recursos naturales. Un
estudio de siete países en África y Asia reveló que las
comunidades pobres suelen ser reticentes a presentar recla-
maciones legales basadas en sus agravios ambientales. En
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general, los grupos en desventaja económica no están
familiarizados con las instituciones legales y carecen de los
recursos financieros necesarios para usar los remedios
legales eficazmente (Boyle and Anderson 1996, citado en
ESRC/GECP 2001:18). La intimidación por parte de las
élites locales y funcionarios gubernamentales también
puede hacer que los pobres y otras personas de bajo estatus
social duden en defender su derecho a vivir en un medio
ambiente adecuado para su salud y bienestar. Para los
pobres que carecen de una tenencia de sus tierras y recur-
sos naturales reconocida formal y legalmente, la amenaza
de un castigo es especialmente aterradora. 

Asegurar y reforzar los derechos de propiedad
Los derechos de propiedad claramente definidos, y la
confianza en que estos derechos pueden ser defendidos
eficazmente frente a intrusos, son fundamentales para los
sistemas de gobierno construidos sobre el imperio de la ley.
Como se mencionó anteriormente, los regímenes de
derechos de propiedad adecuados son también fundamen-
tales para animar a los pobres a invertir en sus tierras o en
la gestión de recursos de forma que conlleve desarrollo
económico y reducción de la pobreza. Sin embargo, en
muchas economías en desarrollo la corrupción, la regula-
ción excesiva y los complicados procedimientos de registro
de la propiedad son una carga significativa para los
ciudadanos, especialmente para los pobres.

En Guayaquil, Ecuador, por ejemplo, han pasado tres
décadas desde que se presentaron las leyes de reforma del
territorio y la mayoría de las familias son conscientes de sus
derechos de propiedad y de la importancia de asegurar el
título sobre la tierra. Pero la mayoría de estas familias
pobres son incapaces de navegar a través del laberinto legal
–incluyendo los largos retrasos y elevados costes– que rodea
el proceso de emisión de títulos sobre la tierra. En teoría,
el proceso cuesta en torno a 350 dólares, equivalente a tres
meses de salario de un trabajador medio; en la práctica, el
coste actual es más cercano a 750 dólares, una suma prohi-
bitiva para la mayoría de las familias pobres (Moser
2004:42-44). Una situación similar existe en Perú, donde
los procesos de registro de la tierra para asegurar los
derechos de propiedad requieren que quienes tienen la
tierra traten con 14 agencias involucradas en otorgar un
simple título (Narayan 2002:54).

En varios países, las asociaciones de personas pobres y
las cooperativas están trabajando con las autoridades
locales e instituciones financieras para abordar la necesi-
dad de asegurar los derechos de tenencia de la tierra y la
vivienda. En Mumbai, India, una organización de habitan-
tes de los suburbios ha sido capaz de adquirir tierra, vivien-
das y servicios de infraestructuras básicas para sus
miembros. En Filipinas, una asociación de basureros cuyos
miembros viven en un vertedero municipal de 15 hectáreas
en Ciudad Quezon ha ayudado a movilizar los ahorros de

sus miembros para adquirir derechos legales sobre la tierra
a través de la compra de terrenos. Y en Guatemala, 50.000
ocupantes de tierras han formado una cooperativa para
adquirir terrenos por medios legales y ahora están reembol-
sando préstamos a largo plazo (Narayan 2002:66). Mientras
tanto, la ley de registro de la tierra en Ghana prevé especí-
ficamente el registro de derechos consuetudinarios sobre
las tierras y están en proceso proyectos piloto para
construir capacidades entre los administradores de terre-
nos tradicionales para mejorar el mantenimiento de
documentos y registros de tierras (Bruce 2005).

Injusticias en el procedimiento
Los pobres habitualmente son los más afectados por las
injusticias en el procedimiento en los sistemas legal y
judicial. Por ejemplo, los pobres son menos capaces de
permitirse los costes impuestos por los largos retrasos en los
procedimientos judiciales. Asimismo, los pobres tienen más
probabilidades de estar en desventaja por barreras del
lenguaje en el sistema legal, como ante documentos o
audiencias judiciales en lenguas no muy extendidas entre
los pobres del medio rural (Girishankar et al. 2002:289).

Mecanismos para la resolución alternativa de disputas
Para los pobres que viven en zonas rurales remotas, la
existencia de procesos locales descentralizados para resol-
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ver disputas puede suponer una diferencia en su capacidad
de asegurar o hacer cumplir sus derechos. Sin embargo, si
tales alternativas descentralizadas están pobremente ejecu-
tadas, pueden acabar perjudicando a los pobres al reforzar
el dominio de las élites locales e incorporando normas
locales que discriminen a mujeres, niños y otros grupos
socialmente marginados (Girishankar et al. 2002:289).

Permisos y licencias justas
Un elemento clave del acceso a la justicia económica para
los pobres es la posibilidad de obtener permisos y licencias
para emprender pequeños negocios mediante procesos
que sean transparentes, justos y eficientes. El estado de los
asuntos en muchos países en desarrollo se desvía conside-
rablemente de esta norma. En Zimbabwe, por ejemplo, el
papeleo y las costosas tasas de licencia limitan la capacidad
de las comunidades pobres para lanzar pequeños negocios
basados en el turismo de naturaleza u otros productos y
servicios. El registro de una compañía de turismo lleva más
de un año y cuesta en torno a 14.000 dólares obtener los
certificados y garantías necesarias (Narayan 2002:55).

En Lima, Perú, registrar un taller de confección de ropa
empleando a un único propietario y operador precisa una
media de 289 días y cuesta más de 1.200 dólares, más que 30

veces el salario mínimo mensual. En Indonesia, las tasas de
licencias oficiales para registrar un pequeño negocio se sitúan
en torno a 400 dólares, pero los costes reales con frecuencia
triplican esa cantidad (Narayan 2002:54-55). (Ver Gráfico 3.6).

Por fortuna, algunos gobiernos estatales y locales están
comenzando a facilitar que los pequeños emprendedores
aseguren sus derechos a operar. En Bali, un municipio intro-
dujo la “compra en una parada” para licencias y permisos de
negocios. Esto no sólo ha ayudado a los negocios a obtener
licencias más eficazmente, sino que también ha aumentado
los ingresos gubernamentales por impuestos en un 75 por
ciento. En India, el Gobierno del estado de Gujarat eliminó
el requisito de que los recolectores de goma –virtualmente
todos ellos mujeres pobres– deban vender la goma a precios
artificialmente bajos a un puñado de compradores elegidos
por el Gobierno (Narayan 2002:56).

Como muestran los numerosos ejemplos citados
anteriormente, se puede progresar en el empoderamiento
de los pobres en sus derechos a la información, partici-
pación y justicia. Este progreso es esencial para dar a los
pobres las herramientas políticas y empresariales para
beneficiarse de sus bienes naturales y participar en el
comercio rural que conduce hacia un progreso económico
sostenible: la ruta de salida de la pobreza. �

C A P Í T U L O  3   E L  P A P E L  D E  L A  G O B E R N A N Z A



Empoderar a los pobres con derechos sobre

los recursos puede permitirles gestionar mejor los ecosistemas

y aumentar significativamente sus ingresos ambientales.



LA RIQUEZA DE LA NATURALEZA, EN FORMA DE INGRESOS AMBIENTALES,

es ya un componente clave de los sustentos rurales tanto para los ricos como para los

pobres. Pero existe un gran potencial para que este componente crezca, si se dan las

condiciones adecuadas, y contribuya a elevar los ingresos familiares y reducir la

pobreza. La primera condición es una aceptación de que una mejor gestión de los

ecosistemas puede aumentar su productividad, tanto inmediatamente como en el

largo plazo. Y, al fluir la riqueza de la naturaleza directamente de la productividad de

los ecosistemas, una mejor gestión implica un potencial de mayores ingresos ambien-

tales.

La segunda condición es modificar el acceso y el control de la naturaleza de forma

que los pobres del medio rural puedan ver las ventajas de una buena gestión de los

ecosistemas y reclamar los beneficios de ello, superando los obstáculos de la privación

de derechos que los ha mantenido marginados económica y políticamente.

En este capítulo exploramos ambas condiciones: la gestión prudente de los ecosis-

temas y la gobernanza que empodera a los pobres para beneficiarse de ella. Tenemos en

cuenta las siguientes cuestiones: ¿Qué queremos decir con una mejor gestión de los

ecosistemas? ¿Qué potencial existe para la reducción de la pobreza? ¿Y qué cambios en

la gobernanza son necesarios para conducir los ingresos ambientales hacia los pobres?
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Además, examinamos los factores al margen de la
gobernanza y de las prácticas ecológicas que apuntalan la
evolución de los ingresos ambientales para la reducción de
la pobreza. Esto gira en torno a la necesidad de encontrar
modelos prósperos para comercializar los bienes y servicios
de los ecosistemas, lidiando con limitaciones como el
marketing, el transporte y la necesidad de obtener un
mayor valor para las empresas basadas en la naturaleza que
el que suelen obtener los pobres. Asimismo, tenemos en
cuenta el potencial de las “retribuciones por servicios
ambientales” (pagos por preservar las funciones de los
ecosistemas, como el suministro de agua o almacenaje de
carbono) para contribuir a la cartera de empresas basadas
en la naturaleza y generadoras de ingresos que pueden
gestionar los pobres.

Examinando estos factores, proponemos cuatro pasos
para generar mayores ingresos ambientales para los pobres
del medio rural:

Los ecosistemas saludables funcionan al máximo rendi-
miento; los ecosistemas degradados producen menos, parti-
cularmente en productos forestales, forraje, agua potable,
cultivos y caza, de los que suelen depender los pobres. De
hecho, la degradación de las funciones de los ecosistemas
–en forma de suelos agotados de nutrientes, praderas
exhaustas, bosques fragmentados y talados en exceso y
lagos y aguas costeras sometidos a una pesca excesiva– se ha
convertido en un impedimento serio para los sustentos de
los pobres.

Tal y como muestran los hallazgos de la reciente Evalua-
ción de Ecosistemas del Milenio, la decadencia de los ecosis-
temas se ha extendido ampliamente. El declinar mundial en
la salud de los ecosistemas no sólo socava la base de recursos
naturales que asegura una parte sustancial de la economía
mundial, sino que corroe de forma más general los sistemas
que sostienen la vida en el planeta (MA 2005a:1-24). Las vícti-
mas más inmediatas de esta decadencia son los pobres, cuyas
economías familiares, como se ha mostrado en el Capítulo 2,
dependen en gran medida de los bienes y servicios que
prestan los ecosistemas. Las presiones sobre los ecosistemas
son especialmente intensas en muchas tierras y bancos
pesqueros de propiedad comunitaria, que constituyen la
fuente de ingresos ambientales más importante para los
pobres del medio rural. Hay muchos ejemplos y están distri-
buidos por cada continente y mar: colinas desnudas en el
oeste de India, bosques agotados en Madagascar y Haití y
bancos pesqueros empobrecidos en Indonesia, Jamaica o Fiji

son sólo algunos de los muchos ejemplos de cómo el uso
excesivo y el abuso golpean directamente a los pobres.

Una mejor gestión exige
un enfoque ecosistémico
Pero el deterioro de los ecosistemas no es inevitable. Los
ecosistemas son flexibles y pueden ser mantenidos a través
de prácticas que se acomoden a sus límites biológicos
inherentes, reconociendo que los ecosistemas no son
simples factorías de producción, sino sistemas vivos construi-
dos sobre relaciones complejas entre especies y factores
físicos como agua, temperatura y disponibilidad de nutrien-
tes. Las prácticas que respetan y preservan el funciona-
miento de los ecosistemas son las piezas clave de lo que en
los últimos cinco años ha llegado a ser conocido como un
enfoque ecosistémico de la gestión de los recursos naturales, es
decir, una gestión que se centre en el uso sostenible y equita-
tivo de los ecosistemas. En este capítulo, cuando nos referi-
mos a una “mejor gestión de los ecosistemas” queremos
decir adoptar un enfoque ecosistémico. (Ver Gráfico 4.1).

En la práctica, una “mejor gestión de los ecosistemas”
con frecuencia se traduce en tan sólo simples principios,
particularmente en el contexto de los ecosistemas que los
pobres usan con más frecuencia. Por ejemplo, puede signifi-
car niveles más moderados de recogida de productos foresta-
les, forraje u otros vegetales, de modo que el ecosistema
pueda retener su macroestructura y que los cauces manten-
gan su capacidad de absorber el agua de lluvia y retenerla
como humedad para el suelo. Puede implicar adoptar
diferentes tratamientos para el ganado, métodos de cultivo
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GRÁFICO 4.1  CONSERVAR EL VALOR DE LA NATURALEZA

Fuente: Millennium Ecosystem Assessment 2005b

El valor de los ecosistemas intactos vs. los alterados

1 MAYORES INGRESOS GRACIAS
A UNA MEJOR GESTIÓN
DE LOS ECOSISTEMAS
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que reduzcan la erosión o pautas de cosecha que minimicen
el agotamiento de los nutrientes del suelo. Allí donde los
ecosistemas se encuentren ya sustancialmente deteriorados,
puede precisarse un periodo sin uso y de restauración, como
una temporada cerrada a la pesca o una prohibición de la tala
o del pasto. O puede requerir una reforestación a través de la
plantación de árboles. En todos los casos, la eficacia de
semejantes medidas será mayor cuando estén apoyadas activa-
mente por los miembros de la comunidad y que éstos se vean
a sí mismos como beneficiarios en pie de igualdad y justicia a
corto y medio plazo. En este sentido, un enfoque ecosisté-
mico está tan centrado en las personas como enfocado en el
ecosistema.

Beneficios económicos
de una mejor gestión

Cuando los agricultores, usuarios del bosque o pescado-
res rurales adoptan prácticas más sostenibles, pueden produ-
cirse considerables beneficios económicos. Un estudio
reciente de cuatro pueblos agrícolas de escasos ingresos en el
árido oeste de India ilustra el potencial de mayores ingresos
agrarios. Los cuatro pueblos habían participado desde 1995
a 2001 en proyectos respaldados gubernamentalmente para
obtener una mejor gestión de sus degradadas cuencas,
dentro de un programa nacional conocido como Desarrollo
de Cuencas. Utilizaron una variedad de técnicas de conser-
vación del agua y del suelo, como controlar las presas y la
labranza del contorno, junto con la plantación de árboles y
la revegetación de las laderas desnudas. La idea era recoger
las lluvias ocasionales pero intensas del monzón, preserván-
dolas como humidificador del suelo, en lugar de dejarlas
correr y erosionar el suelo (Reddy et al. 2004:303-306).

El éxito de estas medidas desde el punto de vista ecosis-
témico se demostró claramente en la recuperación de los
niveles de agua subterránea, con el índice de agua en los
pozos locales en una media del 25 por ciento, a pesar de
varios años de escasas lluvias. Del incremento en la humidi-
ficación del suelo se obtuvieron otros beneficios. Aumentó
la cantidad de terrenos de regadío. También aumentó el
forraje en la mayoría de los pueblos, incluyendo el forraje
en zonas de propiedad común, que antes de los tratamien-
tos de cuenca estaban demasiado deterioradas para produ-
cir un forraje útil. Las cosechas se incrementaron significa-
tivamente, tanto en tierras de regadío como de secano: las
cosechas de maíz, un 15-44 por ciento, y las de cacahuetes,
un 16-81 por ciento. La tierra del pueblo acrecentó su valor,
ya que estaba en mejores condiciones y tenía más potencial
agrícola (Reddy et al. 2004:308-312, 318).

Con esta mayor productividad, los ingresos por hogar
crecieron. Los ingresos de todas las fuentes –agricultura,
ganado y trabajo remunerado– aumentaron entre un 50 y
un 100 por cien sobre los niveles previos a la rehabilitación

de la cuenca. Estos incrementos, a su vez, se reflejaron en
mayores gastos en educación y sanidad. Los beneficios de
adoptar prácticas más sostenibles en la cuenca también se
extendieron más allá de los ingresos. La disponibilidad de
agua potable creció en todos los pueblos estudiados y se
redujo el tiempo empleado en recoger agua –hasta en un
80 por ciento en un pueblo–, un beneficio esencial para las
mujeres (Reddy et al. 2004:310, 313, 321). (Ver Gráfico 4.2).

De forma similar, comunidades indígenas en la monta-
ñosa provincia de Kalinga, en Filipinas, han recuperado
técnicas tradicionales de riego y gestión de bosques que
protegen las cuencas locales. Utilizando una combinación
de reforestación, plantaciones agroforestales, riego ecoló-
gico y producción pesquera en los arrozales, las familias de
Kalinga lograron aumentar en gran medida su producción
agrícola y sus ingresos. Han reparado más de 90 sistemas de

C A P Í T U L O  4   C U A T R O  P A S O S  H A C I A  M A Y O R E S  I N G R E S O S  A M B I E N T A L E S

CUATRO PASOS HACIA MAYORES INGRESOS
AMBIENTALES PARA LOS CAMPESINOS POBRES

1. Gestionar mejor los ecosistemas para incrementar la productividad
Mejorar la administración de los ecosistemas adoptando un enfoque
ecosistémico de la gestión: reconociendo la complejidad de los ecosis-
temas y vivir respetando sus límites. Una buena administración aporta
una productividad más elevada, que es la base de un flujo sostenible
de ingresos.

2. Reconducir la gobernanza para asegurar el acceso
a ingresos ambientales
Conferir derechos sobre el recurso reconocidos legalmente (como títulos
individuales o comunitarios o acuerdos de cogestión vinculantes).
Donde sea posible, descentralizar la gestión de los ecosistemas hacia
el nivel local (gestión comunitaria de los recursos naturales), mante-
niendo la coordinación regional o nacional de los planes de gestión
locales. Empoderar a los pobres a través del acceso a la información,
participación y justicia. Crear instituciones locales que representen sus
intereses y tengan espacio para sus necesidades específicas.

3. Comercializar los bienes y servicios de los ecosistemas
para convertir los derechos y la buena administración
de los recursos en ingresos
Mejorar la comercialización y el transporte de bienes originados en la
naturaleza producidos por los pobres. Poner créditos a disposición de
las iniciativas basadas en los ecosistemas. Obtener un mayor valor de
la cadena de mercancías. Asociarse con el sector privado. Procurar
mantener sostenibles las actividades comerciales prósperas.

4. Explotar nuevas fuentes de ingresos ambientales
como la “retribución por servicios ambientales”
Orientar en favor de los pobres el nuevo y creciente mercado de retribu-
ciones por servicios ambientales, expandiendo el abanico de posibles
actividades y sistemas de pago. Plantearse los ingresos de los ecosiste-
mas como una cartera de muchas fuentes diferentes de ingresos. Diver-
sificar esta cartera para reducir los riesgos y elevar el balance final.
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riego tradicionales para suministrar agua de forma sosteni-
ble a sus terrazas de arroz, mientras que en las vertientes de
la cuenca las familias mantienen y protegen sus propias
plantaciones agroforestales. Entre 1990 y 1996, la combina-
ción de protección de la cuenca y buena gestión del riego
aumentó los ingresos anuales de más de 1.000 familias
pobres en siete comunidades indígenas en una media del
27 por ciento, al tiempo que conservaban más del 80 por

ciento de la cobertura forestal original y su abundante
biodiversidad (Southey 2004:1-2; UN Housing Rights
Programme [Programa sobre los Derechos a la Vivienda de
la ONU] 2005:154).

Se puede relatar historias similares de ganancias en los
ingresos en comunidades que han mejorado su gestión de los
ecosistemas locales forestales, pesqueros o praderas. En el
pueblo de Waiga, en el Himalaya, los campesinos prohibieron
pastar y prender fuego en las praderas sobre la comunidad en
1995 y plantaron 1.500 alisos. Durante los años siguientes, la
recuperación de las praderas multiplicó por siete la produc-
ción de forraje –suficiente para todo el ganado local más un
excedente para vender–, mientras que la recuperación de la
cobertura forestal aportó un lecho de hojas para la agricul-
tura y detuvo la erosión en el terreno abrupto de las vertien-
tes (Munsiari 2003:5, 15-19).

En Fiji, más de 100 pueblos costeros han designado
zonas tabú locales en aguas próximas a la costa donde está
prohibido pescar y mariscar para promover la recuperación
de la vida marina que constituye un elemento central en los
sustentos locales y la cultura. La fuerte recuperación en
estas zonas protegidas se ha desbordado hacia zonas
pesqueras adyacentes, aumentando las capturas marinas
locales. En tres pueblos donde se han realizado evaluacio-
nes económicas, los ingresos de los recursos marinos –tradi-
cionalmente la mitad de los ingresos de todos los hogares–
aumentaron un 35-43 por ciento desde 1997, cuando las
zonas tabú fueron establecidas, hasta 2003. (Para más
detalles, ver Capítulo 5 estudio de caso, “Pueblo a pueblo: recupe-
rando las pesquerías costeras de Fiji”).

En cada uno de estos ejemplos, los habitantes han
emprendido prácticas más ecológicas porque visiblemente
mejoraban sus sustentos basados en los recursos, impul-
sando tanto su uso directo de los bienes de los ecosistemas
como sus ingresos económicos. Estos ejemplos y muchos
otros muestran claramente que una mejor gestión de los
ecosistemas vale la pena tanto en el nivel del hogar como
en el local.

Éstas son buenas noticias para las economías rurales en
general. ¿Pero qué eficacia tiene este aumento de los ingresos
ambientales en la reducción del nivel de pobreza local?
Desafortunadamente, la evidencia muestra que los beneficios
de la mejora de los ecosistemas a menudo se tuercen hacia la
horquilla de población con mayores ingresos. Con más tierra,
árboles, ganado o capital que invertir en el creciente poten-
cial agrario de sus tierras recuperadas, los ricos tienden a
acaparar más de la bonificación de ingresos que aportan unos
ecosistemas más saludables (Reddy et al. 2004:318).

Pero, ciertamente, también las familias pobres se
benefician, por ejemplo por la mayor disponibilidad de
trabajo remunerado y la mayor capacidad de satisfacer sus
necesidades de subsistencia de leña, pescado y similares.
Esto aporta un mantenimiento del nivel de aportación de
los ecosistemas y más resistencia de los ingresos para los

PRINCIPIOS DE UN ENFOQUE ECOSISTÉMICO

El objetivo de un enfoque ecosistémico de la gestión de los recursos
naturales es fomentar el uso sostenible de los ecosistemas y la distribu-
ción equitativa de sus beneficios. Se considera que un enfoque ecosisté-
mico tiene éxito si preserva o aumenta la capacidad de un ecosistema de
producir los beneficios deseados en el futuro e incrementa la capacidad
de la sociedad de repartir de forma justa sus costes y beneficios.

Gestionar dentro de los límites naturales
Reconocer el funcionamiento complejo de los ecosistemas y respetar su
umbral biológico. Conservar la estructura de los ecosistemas con fin de
mantener su productividad.

Gestionar a largo plazo
Optimizar la productividad –y beneficios– de los ecosistemas a través de
las generaciones, no sólo en años. Realizada con precaución, la gestión
para la productividad a largo plazo puede ser compatible con sustancio-
sos beneficios a corto plazo.

Gestionar tanto en la micro como en la macroescala
Respetar los procesos ecosistémicos a nivel micro, pero contemplarlos en
un marco de paisajes más amplios. Descentralizar la gestión hacia el
nivel local siempre que sea posible. Pero reconocer que los ecosistemas
están interconectados e interactúan y existen en varias escalas. Los
esfuerzos de gestión local deben estar vinculados y armonizados a una
escala superior de modo que no trabajen de acuerdo a intereses contra-
puestos.

Representar el verdadero valor de los ecosistemas
Incluir el abanico completo de bienes y servicios de los ecosistemas a la
hora de asignar un valor económico, no sólo el valor como materia prima
de los bienes extraídos.

Dejar claras las concesiones
Reconocer que la gestión de los ecosistemas exigirá concesiones, ya que
no todos los bienes y servicios pueden ser maximizados al mismo tiempo.
Hacer transparentes las concesiones de modo que los costes puedan
repartirse de forma equitativa.

Implicar a todos los interesados en las decisiones
Ser inclusivo cuando se adoptan decisiones de gestión, implicando a
todos los interesados para fomentar la equidad e inspirar la partici-
pación activa en la administración de los ecosistemas. Integrar la infor-
mación social con la información económica y ambiental en el proceso de
toma de decisiones. Reconocer que las modificaciones humanas de los
ecosistemas no son compatibles con una buena administración.
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tiempos difíciles. Pero podría no suministrar suficiente
apoyo como para dar un paso firme para salir de la
pobreza. Para eso se necesitan cambios en la gobernanza
que liberen el acceso a los ecosistemas y promuevan el
apoyo en información y comercialización para los pobres.

Como se ha descrito en el Capítulo 3, la falta de acceso
–físico, político y financiero– es una barrera crítica a la
capacidad de los pobres de utilizar los ecosistemas para la
reducción de la pobreza. Incorporar una gobernanza en
pro de los pobres a la gestión de los ecosistemas comienza
por eliminar esta barrera mediante mejoras en la seguridad
de la tenencia, delegación de la autoridad sobre la natura-
leza a niveles más locales donde residen los pobres y
empoderar a los pobres a través de la información, la parti-
cipación y el derecho de reparación. El efecto neto de estas
acciones es asegurar los derechos sobre los recursos de los
pobres y darles las herramientas para ejercitar estos
derechos de forma responsable y equitativa.

Asegurar la propiedad y los derechos
sobre los recursos a través de una
reforma de la tenencia
Es de máxima prioridad abordar la necesidad de una mayor
seguridad en la tenencia para que los pobres puedan explo-
tar los ecosistemas e invertir en su buen gobierno. Requiere
una reforma de los regímenes formales de tenencia que

actualmente dificultan a los pobres ejercitar derechos de
propiedad sobre la tierra y los recursos. El interés en la
reforma de la tenencia ha aumentado significativamente en
los últimos años al extenderse la aceptación del papel
central que ostenta la seguridad de la tenencia en la reduc-
ción de la pobreza. Cuando las reformas en la propiedad de
la tierra están bien pensadas e implementadas, producen
considerables beneficios para los pobres. Lo más impor-
tante es el reconocimiento por parte del Estado de que los
acuerdos tradicionales de tenencia, incluyendo la tenencia
comunal, son legítimos y legalmente ejecutables.

Reconocimiento de los derechos tradicionales
Sin títulos, la tenencia consuetudinaria permanece como la
forma predominante de tenencia en muchas zonas rurales
del mundo en desarrollo. La persistencia de la ocupación sin
títulos –la situación de muchas familias pobres que viven en
tierras sobre las que no poseen títulos formales de tenencia–
es un desafío general para los esfuerzos de reforma de la
tenencia. La experiencia demuestra que reconocer e integrar
esa tenencia consuetudinaria en los regímenes formales
estatales de tenencia es una pieza clave de una reforma
exitosa. Esto puede requerir una gran flexibilidad sobre qué
es considerado prueba legítima de “propiedad” de forma que
sean aceptados los registros tanto orales como escritos de
ocupación o acceso a tierras comunales. (Ver Tabla 4.1).

En Mozambique, Tanzania y Uganda, las nuevas leyes de
tenencia simplemente reconocen la tierra mantenida bajo
tenencia consuetudinaria como una tenencia plenamente
legal “tal cual”. Esto incluye utilizar procesos de certificación
basados en avales verbales (Mozambique), así como usar
procesos de registro y emisión de títulos de tierras adminis-
tradas comunitariamente (Tanzania). En Eritrea, la tenencia
consuetudinaria ha sido reconocida en forma de acuerdos de
uso vitalicios, aunque no pueden ser heredados por otros
miembros de la familia (Alden Wily and Mbaya 2001:15-18).

Otros países están lentamente tendiendo un puente
entre la tenencia comunal y derechos más individualizados

GRÁFICO 4.2 EFECTOS DE LA RESTAURACIÓN DE CUENCAS SOBRE LA DISPONIBILIDAD DE AGUA Y EL TIEMPO INVERTIDO 
EN RECOGER AGUA POTABLE

Mallapuram 10,5 11,9 13%

S. Rangapuram 10,7 12,8 20%

Tipraspalle 11,8 14,3 21%

Mamidimada 12,2 14,3 17%

Fuente: Reddy et al. 2004

Agua potable utilizada
(litros/hogar/día)

Tiempo invertido en recoger agua potable
(horas/hogar/día)

Pueblo
Antes de la

restauración
Después de la
restauración % Cambio

Antes de la
restauración

Después de la
restauración % Cambio

3,6 1,7 -53%

2,0 0,3 -83%

1,2 1,2 0%

1,1 1,0 -10%

Continúa en página 85

2 HACIA UNA GOBERNANZA EFICAZ:
EMPODERAR A LOS POBRES
PARA QUE SE BENEFICIEN
DE LA NATURALEZA
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EN LAS TIERRAS BAJAS EN EL ESTE DE BOLIVIA, LOS DERECHOS
sobre la tierra se encuentran en el corazón de un acuerdo pionero para
preservar la forma de vida de los pueblos indígenas y una extensión
de bosque seco tropical. El acuerdo refleja la importancia y la dificul-
tad de negociar la tenencia de la tierra cuando se está en medio de
diferentes usos y grupos de usuarios.

El escenario es el Gran Chaco, una región aislada y biológicamente
diversa donde el pueblo prehispánico guaraní-izoceño ha cultivado y
cazado de forma sostenible durante siglos en esta tierra seca e inhós-
pita. En décadas recientes, la cría de ganado a gran escala y el cultivo
comercial de soja, girasol y algodón han invadido el territorio tradi-
cional indígena, dañando la tierra por la deforestación y la degrada-
ción del suelo. La carencia de derechos de tenencia sobre los terre-
nos públicos en que vivían y que utilizaban hizo que los
guaraní-izoceños fueran incapaces de detener estas incursiones.

Las negociaciones en la década de 1990 entre el Gobierno boliviano y la
Capitanía del Alto y Bajo Izozog (CABI), una organización de base
popular indígena en representación de los guaraní-izoceños, dieron como
resultado dos acuerdos históricos. El primero preservaba 3,4 millones de
hectáreas de bosque y matorral deshabitados del Gran Chaco como
parque nacional, creado en 1995. El segundo garantizará los títulos de
los guaraní-izoceños sobre 1,5 millones de hectáreas de tierra adyacen-
tes al parque como territorio de propiedad comunal indígena.

Para los guaraní-izoceños el resultado fue un compromiso pragmático.
Por un lado, renunciaron a cualquier reclamación de propiedad sobre
la tierra enmarcada en el Parque Nacional Kaa-Iya del Gran Chaco
(PNKI), actualmente la mayor área protegida de bosque seco tropical
en todo el mundo (Winer 2003:181). Por otra parte, esta fuerte
comunidad de 10.000 personas, que vive en 23 pueblos dispersos a
lo largo del río Parapeto, va a poseer un derecho exclusivo a explotar
la tierra y el bosque en el territorio sobre el que tiene titularidad, un
paso fundamental hacia la salvaguarda de sus medios de vida y su
futura supervivencia (CABI 2004:1-2).

Los guaraní-izoceños también negociaron una mayor influencia sobre el
parque. El PNKI es ahora el único parque nacional en América coadmi-
nistrado por una organización indígena y un Gobierno nacional. Además,
el grupo consiguió el derecho a desarrollar actividades sostenibles, como
el ecoturismo y la pesca, en algunas zonas del parque, al tiempo que se
cerró toda el área a nuevos asentamientos (CABI 2004:1).

La exitosa campaña en pro de los derechos de la CABI sobre la tierra
fue desarrollada en asociación con la Sociedad para la Conservación
de la Naturaleza (WCS) de Nueva York, que deseaba proteger la
abundante y a menudo poco habitual flora y fauna de Gran Chaco,
incluyendo jaguares, pecaris del Chaco y guanacos, armadillos gigan-
tes, pumas y tapires (Roach 2004:1). Respaldada por los conoci-
mientos técnicos de WCS, la CABI remitió en 1995 una propuesta
para cogestionar un parque nacional que prosperó. Para asegurar el
respaldo de la comunidad, la propuesta del parque fue revisada en

reuniones comunitarias. Para despejar las preocupaciones sobre los
sustentos, los límites fueron determinados de forma que se minimi-
zara cualquier conflicto, excluyendo del parque áreas utilizadas por
las comunidades u ocupadas por terceras partes.

En 1997, la CABI demandó la consideración de Tierra Comunitaria de
Origen (TCO), bajo la nueva ley de reforma agraria de Bolivia. El
Gobierno aprobó la petición, mientras que retenía los derechos de
propiedad sobre minerales subterráneos y concedía derechos sobre el
agua a los gobiernos municipales autóctonos. Hacia abril de 2005,
300.000 hectáreas de tierra habían sido asignadas. Cuando se
complete el proceso, 1,5 millones de hectáreas de tierras anterior-
mente públicas serán propiedad de la CABI, como representante legal
de los pueblos indígenas, permaneciendo 1,9 millones de hectáreas
en manos privadas no indígenas (Noss 2005).

Aunque los nuevos derechos sobre la tierra de los guaraní-izoceños son
claramente condicionales, ofrecen un potencial importante para
estimular la seguridad alimentaria y de los sustentos. Ya está en marcha
una revitalización de los sistemas de producción tradicionales, con las
mujeres campesinas experimentando con la producción de harina de
mezquite y platos de pescado para su venta en las comunidades isoso.
También se comercializa champú elaborado a partir de plantas y miel
para su venta en Santa Cruz, la capital de la región. Estas actividades
son gestionadas por una organización de mujeres de la CABI, CIMCI,
cuyos objetivos son empoderar a las mujeres, promover la cultura tradi-
cional, mejorar la disponibilidad de comida y la nutrición y, finalmente,
estimular los ingresos indígenas (Winer 2001:13). La CABI también ha
buscado el permiso gubernamental para un comercio sostenible de piel
de pecari y de lagarto tegu (Noss 2005).

De acuerdo con un reciente informe sobre los acuerdos territoriales elabo-
rado por una consultora independiente, la TCO, al aumentar la seguridad
de los sustentos, permitirá a los guaraní-izoceños “mantener su identidad
como tribu indígena de las tierras bajas de Bolivia al tiempo que construir
vínculos económicos más fuertes y justos con la economía creciente y
dirigida por el mercado de Santa Cruz” (Winer 2001:13). 

La naturaleza condicional de los derechos tribales sobre la tierra, sin
embargo, son subrayados por la presencia de un oleoducto de 1.900
millas entre Bolivia y Brasil, que bisecciona tanto el Parque Nacional
Kaa-Iya y la TCO. El oleoducto fue aprobado antes de que fueran
creados el parque y el territorio y el Gobierno retiene los derechos a
las fuentes energéticas en esa área (Roach 2004:12). Como conse-
cuencia, el Gobierno boliviano ha entregado mayores concesiones de
prospección de gas y petróleo tanto en el PNKI como en el territorio
indígena, aunque las compañías energéticas deberán trabajar con el
CABI para mitigar sus impactos sociales y ambientales. Un fondo al
que contribuyen las empresas que usan actualmente el oleoducto,
siguiendo un acuerdo adoptado con organizaciones indígenas, inclu-
yendo la CABI, aportó el 43 por ciento del presupuesto del parque
entre 1998 y 2003 (Noss 2005). �

CUADRO 4.1 NEGOCIAR LOS DERECHOS INDÍGENAS
A LA TENENCIA EN BOLIVIA
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sobre la tierra. (Ver Cuadro 4.1). La clave es que los nuevos
derechos individuales deben ser compatibles con las prácticas
tradicionales, de forma que no creen o perpetúen un sistema
de tenencia paralelo que pueda dar lugar a reclamaciones
por conflictos posteriores. Unos procedimientos sencillos y
unívocos para registrar las ventas y transferencias de tierras
también pueden ayudar a evitar disputas por la tenencia al
conectarse sistemas consuetudinarios con modernos merca-
dos y usos de terrenos (Deininger 2003:52-54). 

Los derechos tradicionales sobre los recursos también se
extienden más allá de los derechos de la tierra per se hasta
incluir los derechos sobre el agua, el uso de las pesquerías y
derechos sobre el pasto. Éstos también pueden hacerse más
seguros mediante el reconocimiento formal y la definición
por el Estado. Por ejemplo, el Gobierno de Fiji reconoce
formalmente “áreas de derechos de pesca consuetudinarios”
donde los pobladores han pescado y mariscado tradicional-
mente. Estas zonas próximas a la costa, localmente conocidas
como qoliqolis, han sido estudiadas y representadas con
exactitud en mapas, con registros mantenidos por la
Comisión Nativa de Pesca. En base a estas designaciones, el
Departamento de Pesca estatal ha comenzado a entregar a
las comunidades locales el derecho a diseñar sus propios
planes de gestión para qoliqolis con el fin de restaurar estas
pesquerías como un bien comunitario.

Es importante reconocer que aumentar la seguridad
de la tenencia para los pobres no siempre requiere conse-
guir la plena titularidad o la propiedad privada de la tierra
o los recursos (Deininger 2003:39). En el caso de recursos
de propiedad común como bosques o pesquerías estatales,
una mayor seguridad de la tenencia suele tomar forma del
uso sancionado legalmente de estos recursos, incluyendo el
derecho a excluir a otros y a gestionar los recursos para un
beneficio óptimo. Como en el anterior ejemplo de Fiji, la
clave para una mayor seguridad es que, en un acuerdo
vinculante legalmente, se especifique y se pacte la exten-
sión física de la tierra o del recurso, los límites exactos del
uso, las formas admisibles de gestión y los límites en la
capacidad del Estado para modificar o finalizar el acuerdo.
Este tipo de derecho de uso unívoco y ejecutable es una
figura clave de los proyectos de gestión comunitaria de los
recursos naturales que pretenden extender el acceso a los
ecosistemas a los pobres.

Reducir los costes de transacción 
y otros beneficios
Los elevados costes de transacción –los costes de realizar
negocios, tanto en dinero como en tiempo– tradicional-
mente han sido un importante obstáculo para los pobres a
la hora de adquirir o disponer de la tierra. Los sistemas
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TABLA 4.1 REFORMAS LEGALES RECIENTES QUE REFUERZAN LA TENENCIA COMUNAL DE BOSQUES 
EN PAÍSES EN DESARROLLO

País            Año de promulgación      Rasgos clave de la reforma

Bolivia 1996

Brasil 1988

Colombia 1991

Indonesia 2000

Mozambique 1997

Filipinas 1997

Tanzania 1999

Uganda 2000

Los derechos ancestrales de grupos comunitarios tienen prioridad sobre las concesiones forestales. Las
leyes posteriores han reforzado los derechos de la comunidad.

La Constitución reconoce los derechos ancestrales que los grupos indígenas y las comunidades de
antiguos esclavos tienen sobre las tierras que han ocupado tradicionalmente. El Gobierno federal es
responsable de demarcar reservas indígenas en terrenos públicos y proteger los derechos de propiedad
de los grupos indígenas.

La Constitución de 1991 reconoce y traza un marco de trabajo para los derechos territoriales colectivos
de grupos indígenas y comunidades tradicionales afrocolombianas.

Un nuevo proceso regulador ha sido establecido recientemente por el cual puede reconocerse la propie-
dad tradicional.

Existen títulos para los derechos tradicionales.

La Constitución de 1987 protege los derechos ancestrales de dominio. El Acta de Derechos de los Pueblos
Indígenas de 1997 aporta un reconocimiento legal de los derechos ancestrales de dominio conforme a los
conceptos indígenas de propiedad.

La posesión tradicional recibe protección legal tanto si está registrada como si no lo está. Se puede
disponer de títulos de derechos tradicionales.

Proyecto de ley de 2000, actualmente bajo revisión. El Gobierno se está embarcando en un ambicioso
programa de delegación en consejos de distrito y locales.

Fuente: White and Martin 2002; utilizado con licencia, copyright Forest-Trends 2002
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eficaces de información sobre la tierra y la legislación
suelen constituir la clave de una próspera reforma de la
tenencia, reduciendo de ese modo los costes de transacción
de la propiedad, ya se trate de ventas o arrendamientos de
los recursos y los derechos de uso. Esto puede ayudar a los
pobres a acceder y gestionar tierras y recursos como bienes
más flexibles.

También se pueden derivar otros beneficios de una
verdadera reforma de la tenencia. Uno es la descentraliza-
ción de la burocracia que administra la tenencia y resuelve
las disputas sobre tierras y recursos. Cuando la maquinaria
del Gobierno para administrar los derechos de tenencia se
desplaza más cerca de los pequeños propietarios de tierras
rurales, aumenta el acceso del propietario a las autoridades
de registro de terrenos y de impuestos, así como a los proce-
sos legales referentes a disputas sobre tierras. La descentrali-
zación de la administración de la tenencia ha sido particu-
larmente drástica en Tanzania y Uganda, con mecanismos
comunitarios para resolver disputas sobre derechos de
propiedad surgidas en estos países, así como en Mozambique
(Alden Wily and Mbaya 2001:14-18, 46).

Una mayor seguridad en la tenencia también ha poten-
ciado, en muchos ejemplos, el desarrollo de mercados de
tierras más dinámicos en comunidades más pobres. En
estos casos, las familias más pobres pueden beneficiarse de
un mayor acceso a tierras productivas si tienen suficiente
acceso al capital. Las evidencias en México, por ejemplo,
apuntan a que las reformas políticas a comienzos de la
década de 1990, que abrieron los mercados de tierras y de
créditos, fomentaron el acceso a las tierras entre las familias
más pobres con un adecuado acceso al capital, pero no
entre las familias más pobres en general (Carter 2003:52).

Mayores ingresos rurales
La mayor seguridad en la tenencia,
especialmente cuando va empare-
jada con el acceso al crédito, puede
ayudar a los agricultores pobres en
los países en desarrollo a invertir
más en su tierra, mejorando así la
productividad agrícola y elevando
sus ingresos. En Tailandia, la evalua-
ción de una iniciativa a 20 años
iniciada en 1987 para dar a la pobla-
ción rural acceso a instituciones
modernas de registro de la tierra y
de crédito reveló que, a mitad del
camino de este esfuerzo, los ingre-
sos rurales, las principales inversio-
nes y el uso del crédito formal es
muy superior entre los agricultores
con un título sobre las tierras que
entre aquellos que aún no han sido
incluidos en el programa (Riddell

2000:10). En China, las reformas experimentales de la
política territorial, que entregan claros derechos de propie-
dad a las cooperativas en los pueblos para la gestión comunal
de los montañosos terrenos forestales, permitieron a los
campesinos de Jiangsu y otras provincias crear huertos
grandes y productivos (Bruce et al. 1995). En general, una
reforma próspera de la tenencia crea tanto la percepción de
una mayor seguridad como la realidad de más derechos
ejecutables, ambos elementos importantes para la voluntad y
capacidad de los pobres de invertir su tiempo y recursos para
expandir sus ingresos ambientales. (Ver Gráfico 4.3).

Los peligros de una reforma ineficaz
de la tenencia
No es sencillo reformar algo tan esencial para la creación
de riqueza como el sistema nacional de tenencia. Incluso a
pesar de que los esfuerzos modernos de reforma de la
tenencia rara vez logran una gran redistribución de la
tierra, aún son políticamente arriesgados, ya que los intere-
ses investidos a menudo son reticentes a cambiar el status
quo. Por desgracia, cuando los cambios en el sistema de
tenencia son incompletos o se ejecutan pobremente, los
pobres pueden acabar peor de lo que estaban. Por tanto,
los políticos han de ser muy cuidadosos a la hora de diseñar
reformas en la tenencia y evitar lo siguiente:

■ Fallos al identificar importantes usos y usuarios de la tierra.
Los proyectos para aumentar la seguridad de la tenencia de
algunos individuos que hayan sido pobremente diseñados
pueden acabar reduciendo la seguridad de otros. Por
ejemplo, los proyectos de emisión de títulos y registro de
tierras pueden pasar por alto los derechos a importantes
usos de los terrenos, como el derecho a recoger productos
forestales no madereros u obtener agua. Estos usos suelen
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ser más ejercidos por mujeres y personas pobres. Si estos
derechos no son reconocidos legalmente como parte del
proceso de registro de terrenos, en la práctica pueden ser
destruidos (FAO 2002a:20).

■ Toma de tierras por las élites urbanas. En algunos casos,
las élites urbanas gubernamentales o empresariales han
realizado intentos espectaculares para tomar tierras a
través de los procesos de cambio de los sistemas de
tenencia consuetudinarios a estatutarios. Esto puede
tomar forma de concesiones entregadas por el Gobierno
sobre tierras de indígenas sobre las que el Estado reclama
la propiedad. O pueden ser simplemente compras de
tierra por parte de la élite a aquellos que la mantenían
bajo acuerdos de tenencia consuetudinarios. Algunos
países, como Camerún, han iniciado políticas que
parecen fomentar la especulación de la tierra,
favoreciendo a individuos privilegiados con acceso a
conocimientos, influencias y dinero (Elbow et al. 1998:5).

■ Exclusión de las mujeres. Las mujeres constituyen la
mayor parte de los productores agrícolas mundiales, pero
habitualmente son las últimas en ser incluidas en los
procesos de reforma de la tierra y la tenencia.
Tradicionalmente, las mujeres en África y otras partes del
mundo en desarrollo sólo han tenido acceso a la tenencia
de las tierras a través de sus maridos, padres u otros
familiares masculinos. El registro de la tierra a nombre
de familiares masculinos excluye a las mujeres de obtener
derechos de propiedad en una época en que el acceso de
las mujeres a la tierra para su cultivo es cada vez más
importante para viudas del sida y otras cabezas de familia
femeninas (Carter 2003:49).

■ Procedimientos inadecuados para documentar los
derechos comunales. La falta de procedimientos
adecuados para documentar derechos de propiedad
comunal sin títulos de forma rápida y con un coste
eficiente puede comprometer la eficacia de la reforma de
la tenencia. Por ejemplo, el Gobierno de Bolivia
promulgó una ley en 1996 reconociendo los derechos
indígenas sobre la tierra, pero por culpa de los caros y
complicados procedimientos de documentación, en 1999
sólo el 10 por ciento de los territorios aptos habían
recibido sus títulos (White and Martin 2002:16).

■ Condicionalidad y otras restricciones de los mercados de
terrenos. Muchas nuevas leyes de tenencia no hacen
nada para eliminar las restricciones y limitaciones que
han dificultado desde hace tiempo los mercados de
terrenos en países en desarrollo. Por ejemplo, ninguna
de las recientes avalanchas de legislación sobre la
tenencia en África elimina los antiguos requisitos de
ocupar y usar tierras agrícolas para mantener la tenencia
(Alden Wily and Mbaya 2001:14). El uso agrícola puede
no ser siempre el mejor uso de un ecosistema, tanto
económica como ecológicamente. Por ejemplo, la

conversión a un hábitat salvaje puede ser un mejor uso de
algunas tierras con alto potencial turístico, o la
transformación a otros propósitos comerciales. La
flexibilidad en el uso del terreno puede aumentar el
valor de la capacidad de la tierra para los pobres,
mientras que las condiciones sobre su utilización
reducen el potencial económico de la tierra.

Descentralizar favoreciendo
a los pobres: gestión comunitaria
de los recursos naturales
Mejorar la seguridad de la tenencia de los pobres y su
capacidad para ejercer derechos de propiedad adecuados
es sólo un paso en su empoderamiento legal, económico y
político. Un segundo e importante paso es delegar la
autoridad de gestión sobre los ecosistemas a las institucio-
nes locales que son más accesibles a los pobres.

Como se detalla en el Capítulo 3, una descentraliza-
ción que realmente beneficie a los pobres es más una
excepción que la norma. Requiere, como mínimo, que las
instituciones locales –ya sean instituciones de gobierno
oficial, como ayuntamientos, o instituciones informales,
como grupos de usuarios, cooperativas o comités de
cuenca– estén formadas sobre principios democráticos de
representación, lo que significa que sean responsables
ante sus constituyentes de bajos ingresos. Pero esto por sí
solo no suele ser suficiente para superar las predisposicio-
nes contrarias a los pobres en las instituciones locales.
Generalmente se requieren esfuerzos especiales para
incluir a los pobres. Éstos pueden consistir en reservar
cuotas basadas en el género o en los ingresos en las insti-
tuciones locales para asegurar la participación, acordar
una ayuda y formación especial para miembros de estas
instituciones, crear normas para asegurar la distribución
más equitativa de los beneficios locales entre las familias
de ingresos más bajos y utilizar valoraciones rurales más
participativas y otras técnicas de investigación para ayudar
a las instituciones locales a catalogar y cuantificar las
necesidades de la comunidad y las compensaciones poten-
ciales para cualquier conjunto de acciones de gestión. Por
supuesto, todo esto se predica sobre la asunción de que el
Estado ha entregado a estas instituciones locales alguna
autoridad real sobre los recursos locales, algo que aún está
muy lejos de ser habitual.

Descentralización en pro de los pobres:
un ejemplo
Cuando estos requisitos mínimos van unidos –verdadera
delegación de la autoridad, responsabilidad local y un
esfuerzo para identificar las necesidades especiales de las
personas–, los perfiles del empoderamiento local empiezan
a tomar forma. Uganda aporta un ejemplo instructivo de
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descentralización democrática que es favorable a los ecosis-
temas y también sirve a los intereses de los pescadores con
menores ingresos de la nación. Hasta finales de la década
de 1990, la gestión de la pesca en los lagos Victoria, Alberto
y otros del interior era competencia exclusiva del Gobierno
central. Un impulso del Gobierno a la descentralización y
la creación de nuevas leyes pesqueras condujo a la forma-
ción en 2003 de Unidades de Gestión de Costas (UGC),
instituciones locales encargadas de regular la pesca a lo
largo de tramos específicos de lagos y costas. Cada UGC
está encabezada por un comité de entre 9 y 15 miembros
elegidos democráticamente dentro de cuatro grupos de
interés diferentes: 30 por ciento de propietarios de embar-
caciones, 30 por ciento de tripulaciones de pesca, 10 por
ciento de pescaderos y 30 por ciento de otros grupos de
interés. De esta forma, trabajadores remunerados, comer-
ciantes y otras familias de bajos ingresos relacionadas con la
pesca local pueden participar en el comité junto con los
más ricos propietarios de barcos. Para abordar las desigual-
dades de género, se incita a las UGC a que las mujeres
compongan el 30 por ciento del comité “siempre que sea
posible” (Waldman et al. 2005:65-68).

Las tareas de las UGC ejercen la gestión diaria de la
pesca local: emitir permisos de pesca y limitar el tamaño de
la flota pesquera, registrar los aperos de pesca y trabajar
con el Departamento de Pesca del Gobierno para ejecutar
las regulaciones contra las prácticas ilegales de pesca. Las
UGC también recogen datos sobre la pesca para ayudar a
adoptar decisiones. Los comités locales están autorizados a
mantener el 25 por ciento del dinero generado por las tasas
de licencias y desembarcos para financiar sus operaciones
(Waldman et al. 2005:65-68).

Los resultados de la descentralización han sido muy
alentadores. Las UGC ejercen un mejor control sobre la
pesca ilegal y han mejorado las relaciones de trabajo con las
autoridades del Gobierno central. Las estadísticas pesque-
ras que las UGC han recogido han aportando una mayor
concienciación de la necesidad de reducir la presión
pesquera y pescar de forma más sostenible. En el lago
Alberto, las UGC han declarado tres zonas libres de pesca
para proteger áreas de cría y mantener así las reservas de
peces. Los comités informan de reducciones voluntarias en
el uso de aperos de pesca ilegales, lo que refleja un cambio
de actitud en la comunidad pesquera. Es demasiado pronto
para asegurar si estas mejoras en la gestión se han tradu-
cido en más ingresos para los pescadores locales, pero
empiezan a llegar informes anecdóticos de mejores captu-
ras diarias. Asimismo, las mujeres están empezando a
cambiar su papel. La cultura local desincentiva que las
mujeres se sumen a las tripulaciones de pesca, pero algunas
mujeres han comenzado a pescar en la costa e incluso unas
pocas mujeres se han convertido en propietarias de embar-
caciones, contratando a hombres para tripular sus barcas
(Waldman et al. 2005:65-68).

Los beneficios de la GCRN
Las Unidades de Gestión de Costas de Uganda son sólo un
ejemplo del amplio potencial de la gestión comunitaria de
los recursos naturales (GCRN), una de las manifestaciones
de la descentralización más progresistas y potencialmente
más beneficiosas para los pobres. Esta clase de delegación
de la autoridad de gestión sobre los recursos propiedad del
Estado tiene el potencial de ser lo bastante inclusiva para
implicar a los pobres y lo bastante efectiva para generar
aumentos en los ingresos ambientales. Los acuerdos de
gestión comunitaria que están funcionando bien han
mostrado beneficios en las tres áreas clave subrayadas en
este capítulo: ingresos familiares, empoderamiento local y
situación de los ecosistemas (Shyamsundar et al. 2004:7-13).

Beneficios en los ingresos
Los beneficios en los ingresos proceden de una variedad de
fuentes, incluyendo un mayor acceso al trabajo remune-
rado, al igual que de bienes locales de subsistencia, como
caza y productos forestales (Shyamsundar et al. 2004:9).
Por ejemplo, los acuerdos comunitarios forestales con
frecuencia dan pie a crear empresas relacionadas con el
bosque, que pueden generan un importante empleo local;
participar con el Gobierno en los ingresos por ventas de
madera y similares y mayor control sobre las fuentes de leña
y otros bienes forestales de uso diario. Lo mismo sucede
con la delegación de la gestión de la naturaleza a las
comunidades locales. Cuando el Gobierno de Namibia a
finales de la década de 1990 transfirió a las comunidades
rurales la autoridad para gestionar la flora y fauna en
ciertas demarcaciones llamadas conservaciones, incluyó el
derecho a regular el sustancial comercio turístico en estas
zonas y también el derecho a cazar una cierta cantidad de
carne. Las actividades relacionadas con las conservaciones
han generado unos 3.800 empleos que no existían antes de
que tuviera lugar la descentralización; las cuotas de entrada
y de torneos de caza han generado fondos públicos para
colegios y otras inversiones e incluso pagos para miembros
de la conservación. Como resultado, los ingresos locales
han aumentado de forma considerable. (Ver estudio de caso
en el Capítulo 5, “La naturaleza en manos locales: el caso de las
conservaciones de Namibia”).

Empoderamiento local
Algunos de los beneficios más significativos de la gestión
comunitaria se enmarcan en el área del empoderamiento.
Descargar sobre las comunidades un control decisivo
sobre la gestión de los ecosistemas les da una voz cuando
no solían tener ninguna. Con frecuencia restaura
derechos tradicionales –como derechos de uso de aguas,
recolección en bosques o pesca– que podían haberse
perdido al centralizarse la autoridad en los Estados
modernos. Mientras que estos cambios políticos y legales
son enormes, el cambio en el control del recurso también
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ejerce un efecto psicológico trascendental sobre las
comunidades que puede ser incluso más importante,
particularmente para los pobres. Esto se manifiesta en un
nuevo sentido de orgullo y control sobre la propia vida, así
como una mayor confianza al tratar con otras personas de
fuera de la comunidad y con autoridades gubernamenta-
les. Este dividendo del empoderamiento a menudo
aumenta cuando los miembros de la comunidad local
desarrollan gradualmente las capacidades de contabili-
dad, seguimiento, planeamiento y resolución de conflic-
tos que demanda la buena gestión del recurso (Shyam-
sundar et al. 2004:11). Los beneficios de estas nuevas
capacidades personales y del grupo se extienden incluso
en dominios al margen de la gestión de los recursos.

Beneficios para los ecosistemas
También hay evidencias de que la gestión comunitaria de
los recursos puede crear incentivos para fomentar una
buena gestión de los ecosistemas y contribuir tanto a los
objetivos de conservación como al desarrollo económico.
Las experiencias en África, India y Nepal demuestran que
la gestión forestal comunitaria puede dar como resultado
bosques más saludables y mejorar la cobertura forestal
(Shyamsundar et al. 2004:13). Un ejemplo notable es el
programa HASHI en el distrito de Shinyanga en Tanzania.
Con ayuda del Gobierno central, más de 800 pueblos han
revivido la práctica tradicional de conservación de crear
“enclaves” en los que replantar el bosque que una vez fue
abundante, controlando el pasto y la recogida de productos
en el área protegida.

Las decisiones de gestión sobre los enclaves son un
asunto totalmente local, controlado por los ayuntamientos.
De ese modo, establecer enclaves tradicionales a través del
programa HASHI ha reforestado unas 350.000 hectáreas de
tierras víctimas del pasto excesivo y estériles. Los beneficios
económicos que se distribuyen entre los habitantes locales
–en forma de forraje, leña, plantas medicinales y mayor
disponibilidad de agua– han convertido el programa
HASHI en un éxito popular. La combinación de beneficios
en los ingresos y para los ecosistemas ha colocado al
programa HASHI como finalista del Premio Ecuador de
Naciones Unidas en 2002, reconociéndolo como un
ejemplo primordial de la combinación de reducción de la
pobreza y conservación. (Ver estudio de caso en el Capítulo 5,
“Regenerar los bosques: el proyecto HASHI en Tanzania”).

También se han documentado mejoras similares en los
ecosistemas en casos donde la gestión de la flora y fauna ha
sido delegada en el nivel local. Los censos de la vida natural
asociados al Programa de Conservación de Selous en
Tanzania mostraron un aumento en las cifras de animales y
las poblaciones silvestres se han recuperado de forma
impresionante en las áreas protegidas en Namibia, al
reducirse la caza y los conflictos relacionados con el ganado
(Shyamsundar et al. 2004:12).

Mantener la gestión comunitaria en favor
de los pobres
Estos logros reflejan el potencial de la gestión comunitaria
para empoderar y enriquecer a las comunidades locales e
incluso gestionar correctamente los ecosistemas. Pero la
GCRN no es la panacea y de ningún modo favorece
siempre a los pobres. Tanto el poder como los beneficios
asociados a la gestión comunitaria tienden a ser dirigidos
hacia las clases con mayores ingresos, a menos que se reali-
cen previsiones específicas. Al perseguir una GCRN, las
comunidades, gobiernos y ONG deben mantener en mente
ciertos puntos:

Explicar los costes de la GCRN
La gestión comunitaria de los ecosistemas a veces conlleva
costes sustanciosos que deben ser justificados y minimizados.
Uno de los principales costes de muchos sistemas de gestión
comunitaria es la pérdida a corto plazo del uso de un recurso
para permitir su recuperación o mantener su uso dentro de
niveles sostenibles (Shyamsundar et al. 2004:10). Este “coste
de inmovilizado” puede manifestarse como una restricción
en el uso de zonas comunes para pastar o recolectar leña o
un límite sobre cómo se puede cazar o pescar, restricciones
que inevitablemente recaen con más peso sobre los pobres.
La pérdida normalmente es temporal, una típica prohibi-
ción del pasto para restaurar una ladera desnuda de un
cauce puede durar unos tres años. Además, si la prohibición
logra su objetivo, los beneficios del cierre a largo plazo
pronto excederán los costes a corto plazo. No obstante, los
costes a corto plazo en el ínterin pueden impactar de forma
considerable sobre las familias pobres y frecuentemente son
una fuente de descontento (Kerr 2002a:1397).

Por ejemplo, en un estudio de pueblos participantes en
proyectos de restauración de cuenca en el oeste de India
(parte del programa de Desarrollo de Cuenca de India), casi
una quinta parte de los residentes sin tierras denunciaba que
los proyectos de restauración habían perjudicado sus intere-
ses porque sus ovejas ya no podían pastar en las zonas
comunes por culpa de las prohibiciones de pasto (Kerr
2002a:1396). También las mujeres se quejaban de su pérdida
de acceso a las tierras comunes, en las que recogían hierbas
de retama, vainas de tamarindo y hojas de ébano, algunas de
las escasas fuentes de ingresos que ellas controlaban
independientemente de sus maridos (Kerr 2002a:1395-97).

Éstos y otros estudios muestran que, sin un mecanismo
para compensar a los pobres por sus pérdidas en el corto
plazo, lograr una buena gestión de los ecosistemas y el
máximo beneficio para los pobres pueden convertirse en
objetivos antagónicos, al menos en las fases iniciales de la
recuperación del ecosistema. Ofrecer trabajo remunerado
para tratar de paliar la pérdida de ingresos es una forma
común de evitar este perjuicio. Por ejemplo, la restauración
de cuencas puede requerir trabajo temporal durante varios

C A P Í T U L O  4   C U A T R O  P A S O S  H A C I A  M A Y O R E S  I N G R E S O S  A M B I E N T A L E S



90

R E C U R S O S  M U N D I A L E S   

años para construir diques de seguridad, plantar árboles,
instalar vallas, crear estanques o volver a perfilar plantacio-
nes para retener agua. Sin embargo, esto sólo aportará un
respaldo adecuado si los pobres tienen preferencia para ser
contratados en tales empleos y el trabajo persiste por tanto
tiempo como la restricción de su acceso a los recursos. En
el estudio de restauración de cuencas en el oeste de India,
por ejemplo, el trabajo remunerado, aunque ayudaba, no
fue suficiente para compensar por la pérdida del acceso al
pasto en las tierras comunes (Kerr 2002a:1388, 1395-1396;
Shyamsundar et al. 2004:17-18).

También pueden ser útiles otras formas de reducir los
costes a corto plazo o suministrar una compensación. Dividir
en fases la restauración de áreas comunes de modo que no
estén todas cerradas al mismo tiempo, sino en rotación, es
una estrategia para reducir los perjuicios sobre los pobres.
Otra opción es aportar servicios extraordinarios específicos
para las familias pobres, como la formación en capacidades
que amplíen sus opciones laborales o establecer grupos de
crédito o ahorro para ayudarles a gestionar mejor sus recur-
sos familiares e invertir en tierras (Kerr 2002a:1391-92).

Asegurar la equidad en el reparto de beneficios
Como se ha destacado anteriormente, las familias más ricas
de una comunidad rural usualmente cuentan con una
ventaja estructural para acaparar los beneficios de la buena
gestión de los ecosistemas. Por ejemplo, la restauración de
cuencas en climas áridos favorecerá claramente a aquellos
con más terrenos, especialmente si son terrenos a baja
altura donde hay más posibilidades de que se acumule el
agua subterránea recogida por la restauración. Del mismo
modo, los propietarios de barcas grandes con pertrechos
más eficientes podrán capturar pescado de mejores bancos
que el de los pescadores más pobres remando en pequeñas
piroques. Incluso cuando los proyectos de gestión de recur-
sos locales intentan fijarse como objetivo la reducción de la
pobreza, esta ventaja natural suele intervenir (Kerr
2002a:1388-9, 1398; Kumar 2002:763).

Dadas las ventajas estructurales de los ricos, deben
priorizarse los mecanismos de desarrollo para repartir los
costes y beneficios de forma equitativa entre todos los
miembros de una comunidad cuando ésta inicie la gestión
local de recursos comunes. Pero es de notoria dificultad
encontrar recetas aceptables para repartir los beneficios.
Los intentos que lo han logrado suelen requerir un análisis
atento de los beneficios para que puedan ser repartidos no
sólo en base a la cantidad de agua, pescado o productos
forestales producida, sino sobre el valor económico de estos
beneficios.

El pueblo de Sukhomajri en el estado indio de
Haryana ofrece un famoso ejemplo de próspero reparto de
los beneficios. Álli la restauración de cuencas en la década
de 1970 produjo los mismos beneficios logrados en otros
proyectos de restauración: la revegetación de las laderas

altas produjo más forraje y más agua de superficie en las
zonas bajas que puede usarse para regar y para otras activi-
dades generadoras de ingresos.

La innovación consistió en entregar a cada familia una
participación equitativa en el agua recogida en los nuevos
depósitos del pueblo, con la opción de usarla o venderla a otros
si así lo deseaban. Las familias sin tierras podían, por tanto,
vender su agua a agricultores que necesitaban más para el
riego, convirtiendo su participación en dinero, así como
beneficiándose del trabajo remunerado que podría resultar de
unos mayores cultivos de regadío. Cada familia también recibía
una participación idéntica en la preciada hierba bhabhar de la
cuenca, que igualmente podían utilizar o vender. Este acuerdo
dio como resultado aumentos considerables de los ingresos por
hogar a través de la comunidad. En 1998, el 70 por ciento de
los hogares ganaba 2.000 rupias al mes (USD 47 ) (Agarwal
and Narain 1999:14-17; Kerr 2002a:1390; Kerr 2002b:56).

Desafortunadamente, no hay una fórmula sencilla
para acordar una participación en los beneficios que sea
altamente específica tanto para los recursos gestionados
como para la estructura social de la comunidad. En algunos
ejemplos, el recurso es fácilmente divisible y comercializa-
ble, como la recogida de valiosas medicinas, y la partici-
pación puede solucionarse sencillamente. O los beneficios
de la comunidad pueden llegar en forma de acceso a los
pagos de turistas, ingresos por madera u otro tipo de ingre-
sos que pueda dividirse entre los miembros de la comuni-
dad. En las conservaciones namibias, por ejemplo, las
ganancias por la entrada de turistas, campings y la venta de
licencias de caza a extranjeros generan ingresos que en
algunos casos han sido convertidos en pagos en efectivo a
cada hogar de la conservación, una forma sencilla de asegu-
rar un trato equitativo (USAID 2004:13).

Pero en otros casos puede no ser posible una simple
división. Por ejemplo, en muchas cuencas restauradas el
aumento del agua no dará como resultado una acumulación
del agua de superficie en estanques donde se puede calcular
la participación. En cambio, el suplemento de agua puede
manifestarse como más agua subterránea, que es legalmente
propiedad del propietario de la tierra en cuyo pozo es sacada
a la superficie. Esto hace que sea difícil calcular el beneficio
para la comunidad y que las familias pobres sin tierras o
pozos lo exploten. Abordar esto requerirá fijar acuerdos allí
donde las aguas subterráneas sean consideradas propiedad
comunitaria, sin importar dónde sean extraídas, y que los
usuarios paguen una tasa a la comunidad para que lo
administre (Kerr 2002a:1391-1392, 1399).

Otra forma de enfocar la equidad comunitaria es
ofrecer convenios especiales sólo para las familias de ingre-
sos más bajos. Por ejemplo, un pueblo indio en el estado de
Maharashtra entregó a los habitantes sin tierras derechos
exclusivos de pesca en un estanque de una corriente que la
comunidad había construido (Kerr 2002a:1391-1392, 1399).
Del mismo modo, las familias de bajos ingresos podrían
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tener permitido el acceso a zonas especiales para pescar,
periodos de recolección o pasto extra o una participación
adicional en el recurso que está siendo gestionado. En todos
los casos, esto exige una visión progresista de los beneficios
y una cuidadosa definición de los derechos de los usuarios
que sea formalizada y aceptada por la comunidad.

Reconocer los límites de la participación
Hay un consenso creciente en que las comunidades puedan
establecer instituciones que gestionen los recursos locales y
que estas instituciones –desde ayuntamientos hasta grupos
de usuarios– puedan trabajar mediante la participación
comunitaria, haciendo real la promesa del traspaso local de
competencias. Pero también hay que asimilar que los proce-
sos comunitarios raras veces son igualitarios. Salvo en casos
excepcionales, las comunidades no son homogéneas y de
forma natural se dividen en varios grupos de interés, convir-
tiendo la equidad en un reto. Con frecuencia, estos grupos
se basan en aspectos de clase, étnicos y de género, siendo
habitualmente las mujeres y los pobres los menos poderosos
de todos ellos (Kellert et al. 2000:705; Shyamsundar et al.
2004:16-17, 19; Kerr 2002a:1388-1389; Kumar 2002:765-766).

La escena de un encuentro hace varios años en un
pueblo en el estado indio de Karnataka sobre un nuevo
proyecto de restauración de cauces ilustra el problema. Al
frente de la sala se sentaban los propietarios más ricos, que
poseían regadíos fértiles en el fondo del valle. Detrás de ellos
se sentaban los agricultores de ingresos medios, con tierras
menos deseables pero aún buenas. Al final permanecían en
pie las familias pobres, con las tierras menos fértiles en lo más
alto de la cuenca. Los sin tierra andaban por los alrededores;
ninguna mujer estuvo presente (Fernández 2003:6-7).

En situaciones como éstas, asegurar una verdadera
participación de los pobres exige una considerable
construcción institucional para que los mecanismos de
inclusión puedan actuar gradualmente contra arraigadas
pautas sociales. Por ejemplo, una ONG en el estado de
Maharashtra que ayuda a los pueblos a ejecutar los progra-
mas de restauración de cuencas insiste en un enfoque
basado en el consenso para todas las decisiones sobre el
cauce y destina buena parte del tiempo a facilitar esas
decisiones y construir la base social necesaria para fomen-
tarlas (Kerr et al. 2002:16, 34). Aunque es menos maneja-
ble que una votación por mayoría, este enfoque ofrece una
forma de asegurarse de que los intereses de la minoría sin
tierra no sean simplemente barridos hacia un lado.

Otro método que ha probado su eficacia en algunas
situaciones es animar a los pobres a que formen grupos
independientes por afinidades o de autoayuda –como
asociaciones de crédito o ahorro– donde puedan discutir
preocupaciones comunes, desarrollar capacidades como
contabilidad y gestión de los fondos comunes y llegar a
posiciones de negociación comunes. Uno o más miembros de
estos grupos puede actuar como representante oficial en el

comité de cuenca o ante otras autoridades locales encargadas
de gestionar el recurso natural en cuestión, asegurando que
los pobres tengan una voz oficial y al menos una módica
representación. En Karnataka, semejantes acuerdos han dado
como resultado, por ejemplo, una mayor aceptación de la
necesidad de entregar forraje a los sin tierra durante los
procesos de regeneración de cuenca (Fernández 2003:5-10).

La mayoría de las veces, estos grupos de autoayuda y
afinidad tienen una elevada proporción de mujeres. Esto
señala el hecho de que lograr una participación real de los
pobres inevitablemente significa realizar esfuerzos especia-
les para atraer a las mujeres, que encabezan muchos de los
hogares pobres, hacia un papel más importante en la toma
de decisiones. Superar las barreras de género es particular-
mente importante en la gestión de los recursos naturales
por el papel de la mujer en la generación de ingresos
ambientales y en la gestión de la economía familiar.
Habitualmente son los usuarios de primera línea de los
recursos naturales en el día a día. 

Por desgracia, hay una amplia evidencia de que, incluso
cuando las mujeres reciben un lugar en los comités locales,
suelen ser tratadas como testigos más que como miembros
de pleno derecho, perdiéndose sus voces entre la mayoría
masculina o siendo sus votos una delegación de la opinión
de sus maridos. Las técnicas para aumentar la influencia de
las mujeres incluyen exigir la paridad –o una aproximación–
en la representación en semejantes comités, así como una
planificación deliberada de las reuniones para acomodar sus
responsabilidades domésticas y el cuidado de los niños.
También es importante incluir a las mujeres en la formación
técnica sobre la gestión del recurso en cuestión para asegu-
rar la paridad en los niveles de capacidad y reforzar la
imagen de las mujeres como cogestoras más que como
dependientes (Kerr 2002a:1398).

Las organizaciones no gubernamentales son frecuente-
mente partes esenciales para ayudar a las comunidades a
concebir procesos de toma de decisiones que incluyan a los
pobres. Las ONG locales suelen aportan tanto ayuda
técnica en la tarea de gestionar los recursos, como
construcción de capacidades en dinámicas de grupo y
resolución de conflictos, además de capacidades adminis-
trativas como contabilidad, presupuestos, mantenimiento
de datos, cumplimentación de informes e interactuar con
funcionarios del Gobierno. En Karnataka, la ONG Myrada
aporta una serie de 14 módulos de formación a disposición
de grupos de autoayuda locales que cubren asuntos desde
diseñar una visión común, desarrollar normas y regulacio-
nes internas, resolver conflictos y mantener registros
correctamente (Fernández 2003:6). Como sucede con
Myrada, la implicación de ONG locales puede ser el catali-
zador de innovaciones en la gobernanza local que ayude a
la comunidad a ir más allá de su jerarquía social para
reconocer la necesidad de una mayor equidad en la parti-
cipación en los beneficios (Kerr 2002a:1390-1392). Estos
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grupos también pueden atraer comunidades rurales aisla-
das hacia redes de comunidades similares para compartir
experiencias, así como a una comunidad global más amplia
de ideas y financiación que puede ofrecer nuevos recursos
y alianzas (WRI et al. 2003:71-88).

Mientras que las comunidades pueden buscar en grupos
de la sociedad civil nuevos enfoques de la gobernanza local, a
menudo también necesitan volver la vista hacia instituciones
comunitarias tradicionales. Fuentes tradicionales de autori-
dad como los caciques o los ancianos del pueblo son con
frecuencia actores clave para ayudar a las comunidades a
organizarse alrededor del objetivo de la gestión local. En
muchos casos, la acción comunitaria no puede proceder sin
al menos la bendición tácita de los líderes tradicionales. 

En algunos ejemplos, estas instituciones tradicionales han
actuado paralelamente a instituciones democráticas como
ayuntamientos, creando una sinergia entre lo nuevo y lo
viejo que ha sido clave para el éxito del esfuerzo. En Fiji, fue
el respaldo del jefe local del distrito lo que dirigió el primer
experimento de gestión comunitaria de una pesquería local
y el establecimiento de una zona libre de pesca que ayudara
a rejuvenecerla. En el proyecto HASHI en Tanzania, enclaves
forestales protegidos son gestionados oficialmente por los
ayuntamientos, pero éstos son liderados por el tradicional
Consejo de Ancianos de los pueblos e informados por
asambleas tradicionales populares llamadas Dagashida.

Mientras que las instituciones tradicionales general-
mente suscitan el respeto de la comunidad y la aprobación de
los regímenes locales de gobierno, también pueden suponer
obstáculos para la equidad y la participación igualitaria si
simplemente refuerzan acuerdos para afianzarse en el poder
o aportan una vía para que las familias poderosas monopoli-
cen el flujo de beneficios (Shyamsundar et al. 2004:7).

Un rol de continuidad para el Estado
El objetivo de delegar el control sobre los recursos natura-
les del nivel nacional al local es dar a los residentes locales
un interés en la gestión, incrementando por tanto su
eficiencia y su equidad. Pero el Estado aún desempeña un
papel esencial ayudando a esa gestión local para que tenga
éxito. Por ejemplo, es el Estado quien debe disponer la
política y el marco legal para permitir que la gestión local
tenga lugar. Igualmente, el Estado tiene una responsabili-
dad especial de contemplar por encima del nivel de la
gestión comunitaria para asegurarse de que se mantienen
estándares ambientales más amplios y se coordinan los
esfuerzos de gestión. El Estado también puede colaborar
para que la gestión local se convierta en una fuente de
sustanciosos ingresos a través de la formación y la construc-
ción de capacidades, así como desplegando sus herra-
mientas de desarrollo económico más tradicionales de
transporte, comercialización y asistencia crediticia. Más
específicamente, el Estado tiene un rol importante en
ocho áreas:

1. Definir el espacio legal para la gestión local. Sin el
reconocimiento oficial del Estado, los regímenes de
gestión local nunca pueden ser seguros. Esto habitual-
mente requiere alterar el marco de leyes nacionales que
definen el papel del Estado en la propiedad y la gestión
de los recursos. Muchas naciones han alcanzado progre-
sos significativos en desplegar nuevas leyes forestales, de
naturaleza y de pesca que sancionen específicamente los
regímenes de gestión local. En Sudáfrica, por ejemplo, la
Ley de Recursos Marinos Vivos de 1998 incluyó una
provisión reconociendo la legitimidad de gestionar
pesquerías locales para su uso de subsistencia (WRI et al.
2003:180). Tan sólo en África, más de 30 países han
aprobado nuevas leyes forestales desde 1990 que estable-
cen diferentes niveles de descentralización y nuevas
oportunidades para la participación local en la gestión
(Shyamsundar et al. 2004:20). Sin embargo, interpretar
estas leyes y establecer los límites de la autoridad de
gestión local son retos actuales que exigen una conti-
nuada atención y experimentación por parte del Estado.
Esto incluye no sólo los detalles sobre la gestión técnica
en sí misma, sino también cuestiones institucionales tales
como la estructura de los comités de gestión local. El
Estado, por ejemplo, puede tener un papel progresista
fomentando el balance de género en esos comités.

2. Entregar la tenencia del recurso. Como se estableció
anteriormente, la tenencia es un requerimiento esencial
para el acceso real y el control de los recursos. Como ésta
define los parámetros del control local, quizá la contri-
bución más importante del Estado sea establecer clara-
mente los derechos de las comunidades al recurso de
una forma legal unívoca. Esto permite a las comunidades
diseñar planes de gestión firmes y compromisos finan-
cieros sin miedo a la pérdida de derechos civiles. Les
otorga las bases legales para buscar la reparación judicial
si consideran que sus derechos sobre los recursos han
sido violados. Este acceso a la compensación es esencial
para el ejercicio de una verdadera autoridad y la falta de
este derecho es un temor frecuente para los esfuerzos de
gestión local.

3. Exigir el consentimiento comunitario. Una manera en
que el Estado puede salvaguardar los derechos de
gestión de la comunidad local es insistir en la exigencia
de un consentimiento libre, previo e informado (CLPI)
de la comunidad siempre que se propongan en sus
proximidades proyectos económicos a gran escala, como
minería, obtención de energía o grandes talas de
madera. La planificación para semejantes proyectos a
menudo excluye la participación efectiva de la comuni-
dad y entra en conflicto con prioridades locales. El CLPI
es tanto un principio como un proceso que algunos
gobiernos e instituciones internacionales están



empezando a incorporar en sus políticas. Como princi-
pio, el CLPI es el derecho de las comunidades y los
pueblos indígenas a participar de modo significativo, a
través de procedimientos de consentimiento, en las
decisiones sobre cómo deben ser utilizados la tierra que
ocupan y los recursos naturales de los que dependen.
Como proceso, el CLPI permite a las comunidades
rurales –que suelen ser débiles políticamente– presentar
sus preocupaciones a aquellos que proponen los proyec-
tos a gran escala, ya sean miembros del gobierno o del
sector privado. Su intención es promover la igualdad en
el poder de negociación entre todas las partes y proteger
a las comunidades de la coerción, la amenaza o la
manipulación. Sin este escudo, la experiencia demuestra
que las comunidades pobres a menudo pierden el
control de los recursos locales. (Ver Cuadro 3.3).

4. Crear asociaciones de gestión conjunta local-estatal. En
muchos casos, la gestión local se consigue mejor con una
asociación entre la comunidad y el Estado. Los regíme-
nes de cogestión, como se llama a estas asociaciones,
permiten al Estado contribuir con su experiencia en
algunas áreas mientras que delegan un importante
control sobre la mayor parte de la gestión del día a día.
Los regímenes de cogestión se han convertido en algo
común en las pesquerías, donde las comunidades
pueden no tener la habilidad de emprender tareas
esenciales, como la investigación en pesca y la evaluación
de existencias o gestionar una pesquería en su totalidad.
Pero son también comunes en bosques, como los acuer-
dos de Gestión Forestal Conjunta en India, donde las
comunidades reciben derechos limitados de gestión y
uso sobre terrenos forestales estatales. El reto para los
regímenes de cogestión es asegurar que el Estado ceda
suficientes derechos y autoridad a las comunidades
locales, pero no los abandone, dejando a las comunida-
des sin el apoyo adecuado.

5. Responder al reto de la escala. El problema de la escala es
inherente a la gestión de los ecosistemas. Los ecosistemas
pueden existir simultáneamente en diferentes escalas,
desde un bloque forestal en una única cuenca hasta exten-
siones de bosques interconectadas que se extienden a lo
largo de un millar de kilómetros. Mantener los ecosiste-
mas exige mantener en mente las interconexiones entre
estas escalas, desde la micro a la macro. La gestión de los
bosques en la cuenca de una comunidad puede afectar a
comunidades corriente abajo y a bosques adyacentes. No
se puede esperar que las comunidades locales gestionen
bien a esta macroescala y ahí el Estado mantiene un papel
esencial. Esto significa ayudar a coordinar planes de
gestión en comunidades adyacentes –y a lo largo de la
nación– para que no entren en conflicto o se acentúe en
exceso un único uso (Shyamsundar et al. 2004:20). El

Estado también tiene una responsabilidad de vigilancia
para asegurar que las gestiones locales se alinean con las
leyes ambientales nacionales e incluso con tratados inter-
nacionales, como la Convención sobre el Comercio Inter-
nacional de Especies Amenazadas (CITES).

EXPERIENCIAS DE COGESTIÓN EN SAMOA

En 1995, la División de Pesca de Samoa desarrolló una política de coges-
tión para las pesquerías costeras a pequeña escala del país. Comenzó
trabajando con comunidades pesqueras para desarrollar Planes Munici-
pales de Gestión de Pesca, dotando a los pueblos de la asistencia técnica
que necesitaran para desarrollar los planes. Si las reglas propuestas por
estos planes de gestión eran acordes con las leyes nacionales, el Gobierno
ayudaría a las comunidades a hacerlos legalmente vinculantes promul-
gándolos como ordenanzas municipales. Una vez aprobadas, las
ordenanzas municipales eran difundidas por radio.

Durante los dos primeros años de implementación de la política de coges-
tión, la División de Pesca ayudó a 44 comunidades a adoptar Planes de
Gestión de Pesca. Todos estos planes contenían elementos de sólida
gestión de los ecosistemas. Por ejemplo, todos los planes prohibían el uso
de dinamita (una destructiva práctica de pesca), el 86 por ciento estable-
cía zonas marinas locales protegidas y el 75 por ciento fijaba límites en
el tamaño de las mallas de las redes de pesca para reducir las capturas
accidentales de peces jóvenes. El Gobierno implementó el programa
gradualmente, aportando servicios de extensión a aproximadamente 10
nuevos pueblos cada año. En primer lugar, los funcionarios de extensión
se reunirían con la comunidad; de haber interés, los funcionarios acorda-
rían una asamblea comunitaria para negociar el acuerdo de cogestión,
incluyendo las diversas tareas y obligaciones del Estado y la comunidad.
Generalmente, la satisfacción con el programa era alta. Una revisión
interna en 2000 halló que el 86 por ciento de los pueblos implementaba
los planes de gestión con una competencia igual o superior a la media
(King and Fa’asili 1999:138-140; World Bank 2004:42).

GESTIÓN COMUNITARIA DE LA PESCA EN SAMOA

Técnica de gestión % de pueblos que la adopta

Prohibir el uso de químicos y dinamita para matar peces 100

Prohibir el uso de venenos tradicionales derivados
de las plantas en la pesca 100

Establecer pequeñas zonas protegidas en las que 
está prohibido pescar 86

Aplicar límites sobre el tamaño de las mallas de las redes 75

Prohibir el vertido de basuras en las aguas de lagunas 71

Fijar controles o límites en el número de cercados o trampas
para los peces <10

Ofrecer oraciones por el mantenimiento del entorno marino <10

93
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Fuente: King and Fa’asili 1999: FAO 2002b

Continúa en página 96
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UN CONSUMIDOR DE CAFÉ EN SAN FRANCISCO TIENE
escasas oportunidades de encontrarse con el pequeño agricultor de
Nicaragua que podría haber plantado los granos de café originales.
Pero si el consumidor de café ha comprado granos de “comercio
justo”, él o ella ha realizado un esfuerzo consciente para apoyar al
productor de café con un salario justo. Los productos certificados
como “comercio justo” son algo más caros que el precio de mercado
y la prima se dirige hacia los pequeños productores rurales en forma
de un beneficio algo superior. El concepto del comercio justo
pretende que los pequeños agricultores obtengan un precio justo por
sus productos y respaldar métodos de producción sostenibles y
socialmente responsables (FLO 2004:3-8). El comercio justo es por
tanto una de las caras más benignas de la globalización, con el
potencial de conectar a los productores rurales pobres con los merca-
dos mundiales.

Además del café, los productos de comercio justo incluyen té, cacao,
azúcar, miel, plátanos, frutas y verduras frescas, frutas secas, zumos
de fruta, arroz, vino, frutos secos y oleaginosas, flores cortadas, plantas
ornamentales, algodón y artesanías variadas, aunque el café sigue
siendo el núcleo del sistema de comercio justo (FLO 2005; Young
2003:6). La certificación de comercio justo –en la que las cooperati-
vas productoras se comprometen con una serie de objetivos de prácti-
cas laborales y ambientales y equidad social– comenzó en 1988,
cuando socios comerciales mexicanos y holandeses lanzaron la certifi-
cación de comercio justo Max Havelaar, patrocinada por la Fundación
Max Havelaar en los Países Bajos. En 1997, la creciente familia de
organizaciones de comercio justo formó una organización que las
acogiera, bautizada Organizaciones de Etiquetado de Comercio Justo
Internacional (FLO), que estandarizó los procesos de etiquetado y
certificación. En 2004 había unas 400 organizaciones y más de
800.000 productores certificados bajo el paraguas de FLO (2005).

Los productores de comercio justo pueden ganar más del doble de los
precios convencionales de mercado por sus granos. En 2004, FLO
estableció un precio mínimo para el café robusta de comercio justo
de 1,01 dólares por libra, con una prima adicional de 0,15 dólares
para el café orgánico. Esto contrasta con el precio medio en el
mercado convencional de 0,40 dólares por libra (FLO 2004:11;
Bacon 2005:505). Esto puede traducirse en un significativo incre-
mento de los ingresos de los agricultores. En Chiapas, México, los
miembros de una cooperativa de café han informado de unos creci-
mientos del 100 al 200 por ciento en los ingresos de los últimos años
gracias a la ventas de comercio justo (Taylor 2002:19-23).

Las ganancias directas en ingresos son vitales para los pequeños
agricultores, pero algunos de los beneficios menos visibles del comer-
cio justo pueden ser incluso más importantes a largo plazo para los
productores. Los miembros de la cooperativa La Selva en Chiapas,
México, citan la importancia del “aprendizaje de comercialización”
que han obtenido al trabajar directamente con los compradores y las
enseñanzas sobre mercados potenciales (Murray et al. 2003:12).

Otros beneficios importantes incluyen mayor acceso a créditos, redes
de contactos más amplias y formación técnica e intercambios de
información que ayudan a los agricultores a producir un café de mayor
calidad (Taylor et al. 2002:20).

Por último, el comercio justo y el café cultivado bajo sombra pueden
reducir significativamente la vulnerabilidad de los pequeños agricul-
tores, influyendo en la seguridad de los sustentos en formas que
suelen ser pasadas por alto. Un cultivo típico de café bajo sombra
consiste en una plantación mixta que puede producir fruta, leña,
madera y otros productos además del café. Esto permite a las familias
ser menos dependientes de un único cultivo y aporta recursos que
pueden ser utilizados directamente o vendidos. Estudios realizados en
Guatemala y Perú sugieren que estos productos no cafeteros pueden
aportar hasta un 25 por ciento del valor total obtenido en una
pequeña granja (Rice 2001 en Valencia 2001:2). Las cooperativas de
comercio justo también ofrecen un precio establecido por un cultivo,
lo que permite a los agricultores planificar con vistas al futuro, un lujo
poco habitual (Murray et al. 2003:7). Una encuesta a agricultores
nicaragüenses reveló que los agricultores implicados en el comercio
justo y otros mercados alternativos tenían cuatro veces menos proba-
bilidades de sentirse en riesgo de perder sus tierras a causa de los
bajos precios del café (Bacon 2005:506).

La producción de café de comercio justo también tiene importantes
beneficios ambientales. Aunque las cooperativas de comercio justo no
exigen a sus miembros cultivar el café bajo sombra, lo fomentan junto
con métodos de producción orgánica. La mayor parte de la formación
y la financiación está vinculada a métodos de producción sostenible
y el café orgánico puede suponer una prima adicional en el precio
(Taylor 2002:3-4).

La Cooperativa Samyukta Vikas:
un éxito de comercio justo
Mientras que gran parte del comercio justo gira en torno al café, los
campesinos cerca de Darjeeling, en India, se han concentrado en el
té. Los residentes en tres pueblos remotos en las colinas ubicados en
una antigua plantación de té son ahora prósperos exportadores de té
orgánico Darjeeling para los consumidores de Estados Unidos. La
nueva empresa de té ha ayudado a los pueblos de Harsing, Yankhoo
y Dabaipani a ser económicamente autosuficientes. Los ingresos por
el té han permitido a los residentes construir un suministro de agua
potable y los campesinos están desarrollando planes para añadir
jengibre, cardamomo y naranjas a sus exportaciones orgánicas.

La vida de las 483 familias de estos pueblos, todas de ascendencia
nepalí, ha mejorado significativamente en apenas ocho años. Desde
que las fincas de té en que habitan fueron abandonadas en 1952,
las comunidades aisladas han sobrevivido gracias a la agricultura de
subsistencia, cultivando maíz, mijo y verduras y criando unas pocas

CUADRO 4.2 CERTIFICACIÓN DE COMERCIO JUSTO:
LOS PRODUCTORES RURALES
SE ENCUENTRAN CON EL MUNDO
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reses, cabras y pollos, casi todo para consumo doméstico. La
mayoría de las familias tienen pequeñas propiedades de tierra de
una media de 1,5 acres. Su suelo presenta una alta acidez, resul-
tado del cultivo intensivo de té, lo que condujo a una productividad
muy baja. La deforestación local también había contribuido a la
erosión del suelo, corrimientos de tierra y la pérdida de productos
forestales (RCDC 1996:5-7).

La mayor parte de las familias vivía una existencia precaria, sobrevi-
viendo con menos de 12.000 rupias al año (275 dólares americanos).
Una encuesta realizada en 1996 por una ONG de desarrollo local, la
Darjeeling Ladenla Road Prerna (RCDC), reflejó que los campesinos
“tienen una autoestima muy baja y manifiestan una actitud de deses-
peración”. Cuando se les preguntaba su opinión sobre prioridades de
desarrollo para sus comunidades, el 30 por ciento respondía no tener
“ninguna idea” (RCDC 1996:4).

Todo esto cambió en 1997 cuando RCDC persuadió a los campesinos
para formar la Cooperativa Samyukta Vikas y utilizar sus propios
recursos para mejorar sus medios de vida. Tres miembros de la
comunidad fueron elegidos como “animadores” y formados por RCDC
en la toma de decisiones participativa y en gestión cooperativa. Estos
tres explicaron lo que habían aprendido a las familias de las aldeas

dispersas. Luego los campesinos votaron establecer una cooperativa
en tres niveles, con las familias campesinas en el escalón de base,
comités electos de las aldeas en el escalón intermedio y una junta
elegida, con miembros de cada pueblo, como la máxima autoridad
decisoria (Down to Earth 2004:44). Las primeras acciones de la junta
fueron establecer una cooperativa lechera y una pequeña unión de
créditos a través de la cual los campesinos podían vender leche y
tomar prestadas pequeñas sumas a un interés mucho más reducido
que el aplicado por los intermediarios (TPI 1999).

Una vez que la cooperativa estuvo en funcionamiento, RCDC puso en
contacto a los campesinos con Tea Promoters of India (TPI) [Promo-
tores del Té de India], una empresa familiar con sede en Calcuta que
gestiona cuatro jardines de té orgánicos, todos cultivados de acuerdo
con estándares de comercio justo. Durante una serie de
negociaciones, la junta de la cooperativa votó que todos los miembros
se convertirían a la agricultura orgánica, mientras que TPI se compro-
metió a comprar la producción de té orgánico de los campesinos,
distribuir entre los agricultores hierbas para la rehabilitación del suelo
y formarlos en técnicas orgánicas, como el compostaje, la poda y el
uso de pesticidas naturales. La empresa también aportó 4.800 esque-
jes de té con un 50 por ciento de descuento (TPI 1999:1-2).

La producción de hojas de té de los pueblos ha aumentado a un ritmo
constante desde la primera recolección para TPI en mayo de 1998.
Los recolectores de té son seleccionados de entre la comunidad por
cada comité de aldea y reciben un salario de TPI. Otros miembros de
la cooperativa transportan las hojas al jardín de té de TPI más
cercano, donde son procesadas y mezcladas para su exportación
(Down to Earth 2004:44).

La Cooperativa Samyukta Vikas es la primera cooperativa no de planta-
ción, sino suministradora de té establecida en Darjeeling. Desde 1999,
los tés orgánicos English Breakfast, Earl Grey y verde procedentes de
sus plantaciones familiares han sido exportados por Tea Promoters of
India a la compañía de comercio justo Equal Exchange, con sede en
Massachusetts. Desde allí, es vendido a cooperativas de alimentación,
tiendas naturistas, iglesias, restaurantes y cafeterías en todo Estados
Unidos. TPI, Equal Exchange y Dritwelt Partners, una organización de
certificación europea, soportan conjuntamente los costes de los proce-
sos de certificación orgánica internacional para la producción de té de
la Cooperativa Samyukta Vikas. En 2004, Tea Promoters of India
suministró más de ocho toneladas de té a Equal Exchange (casi
140.000 cajas), de las que el 10 por ciento procedía de la Cooperativa
Samyukta Vikas (Howard 2005).

Manteniéndose como una empresa a pequeña escala, la fructuosa
colaboración entre cultivadores comunitarios en Darjeeling, exportadores
locales de comercio justo e importadores extranjeros de comercio justo
demuestra que los mercados mundiales, en combinación con precios
justos y el gobierno local sobre el uso de los recursos naturales, puede
beneficiar a los productores pobres en países en desarrollo. �
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R E C U R S O S  M U N D I A L E S   

6. Control y aplicación. Una buena gestión de los ecosistemas
depende de que se mantengan las actividades de recolec-
ción, uso turístico u otros impactos dentro de la tolerancia
de los ecosistemas. Esto exige a cambio un control del
estado del ecosistema o la intensidad de los impactos, de
modo que las decisiones de gestión puedan reflejar las
condiciones en su base. También exige la aplicación de
normas de recolección o uso para prevenir la tala o la pesca
ilegal u otras invasiones en el recurso. Las comunidades a
menudo pueden desarrollar habilidades de control y
aplicación y, de hecho, ésta es una área de participación
grupal que puede convertirse en una fuente de empodera-
miento, al desarrollar los miembros de la comunidad
aptitudes científicas o voluntarias como guardas forestales
o guardianes de caza. Pero para el control transfronterizo
o las acciones ejecutivas cuando está implicada la caza
furtiva a gran escala u otra actividad ilegal, el Estado puede
intervenir útilmente con personal o fondos o ambas cosas.

7. Construir capacidades y trabajar en red. Desarrollar la
perspicacia necesaria para gestionar eficazmente una
pesquería, una población de animales de caza, una
empresa turística o concesiones forestales requiere tiempo
y formación. Mientras que las ONG pueden ayudar en gran
parte en esta construcción de capacidades y formación, el
Estado –como depositario de aptitudes y presupuesto en
esta área– claramente tiene que desempeñar su papel. El
Estado, como vigilante y coordinador, también tiene un rol
natural en ayudar a las comunidades a compartir lecciones
y aptitudes. También puede ayudar a las comunidades a
participar en más amplios esfuerzos y asociaciones para
trabajar en red internacionalmente, como la Iniciativa
Ecuador del PNUD, que reúne a gobiernos, ONG, empre-
sas y comunidades locales para identificar y respaldar
ejemplos de gestión sostenible de los recursos comunita-
rios que incremente los ingresos rurales. 

8. Respaldar a las comunidades en transporte, crédito y
regulación de mercados. Si uno de los principales retos
del desarrollo local es aumentar los ingresos de los recur-
sos naturales, entonces el Estado puede contribuir
cumpliendo con su tradicional papel de apoyo al
progreso económico ayudando a las comunidades
locales a desarrollar su infraestructura de transporte y
comercialización. Sin una salida a mercados viables y el
conocimiento y los fondos necesarios para crear
demanda, las comunidades locales no serán capaces de
maximizar sus ganancias y recompensar las prácticas de
buena gestión. Al mismo tiempo, el Estado debe aportar
su parte para asegurar que existen mercados competiti-
vos para los productos de las empresas rurales. Esto signi-
fica regular mercados para evitar la fijación de precios y
el control de un monopolio sobre los mercados de recur-
sos que suele existir en las naciones pobres.

Cuando el Estado ayuda a las comunidades desempeñando
apropiadamente estos papeles, puede aumentar
enormemente las opciones de éxito de la gestión local. A
cambio, el Estado puede esperar un rendimiento sustan-
cioso de sus inversiones en forma de mejores resultados de
gestión, mayores ingresos por impuestos, menos conflictos
por los recursos y reducidos desembolsos en seguimiento y
puesta en vigor (Shyamsundar et al. 2004:13-14).

El éxito en la gestión de los ecosistemas puede aportar a
los pobres mayores cosechas, más pastos y capturas
pesqueras más elevadas. Lograr crear instituciones locales
al servicio de los pobres puede suponer una distribución
más justa de esta productividad reforzada. Pero estos
pasos por sí solos no conducen necesariamente a la
riqueza. Pueden enriquecer la dieta familiar y estabilizar
la subsistencia diaria, pero no aseguran el tipo de ingresos
monetarios que contribuye a crear el camino para salir de
la pobreza. Habitualmente eso precisa un comercio
próspero. Lograr comercializar los bienes y servicios de
los ecosistemas suele marcar la diferencia entre utilizar la
naturaleza como unos escasos ingresos de apoyo al
sustento y hacer de ella una fuente sustancial de dinero y
una vía hacia la acumulación de bienes económicos
(Marshall et al. 2003:128, 135-136; Neumann and Hirsch
2000:43). Existen varios elementos importantes para
conseguir una comercialización con éxito:

Ofrecer ayuda a la comercialización
Procesado de productos, marketing, transporte y ventas son
los principales aspectos de la comercialización. Mientras
que con frecuencia se pone el énfasis sobre el propio
proceso de producción –cultivos, pesca o recolección de
productos silvestres–, la importancia del proceso de comer-
cialización es a veces subestimada. Es una lástima, porque
los factores de comercialización son los obstáculos más
frecuentes para alcanzar unos mayores ingresos econó-
micos a partir de los ecosistemas. Un estudio reciente reali-
zado en México y Bolivia descubrió que el marketing y las
ventas –cuestiones al margen de la producción– eran los
mayores obstáculos para convertir productos forestales
diferentes de la madera –como resinas, materiales para
elaborar cestos, miel, bambú y cortezas– en productos
comerciales exitosos (Marshall et al. 2003:130, 135).

Estas limitaciones se manifiestan de diferentes
maneras. Los agricultores y pescadores rurales pueden
carecer de una vía eficiente para hacer llegar sus produc-

3 COMERCIALIZAR LOS BIENES Y
SERVICIOS DE LOS ECOSISTEMAS
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tos al mercado. Los recolectores forestales pueden no
saber cómo poner un precio a sus productos, pueden
desconocer información sobre cómo mejorar la calidad
de sus productos o su aceptación por los consumidores y
pueden ignorar cómo generar demanda en mercados de
especialidades en zonas urbanas o entre los turistas. Los
guías y quienes trabajan en el mercado del ecoturismo
pueden carecer de contactos, experiencia o aptitudes
lingüísticas para comercializar sus servicios únicos. No es
una sorpresa que la investigación sugiera una necesidad
urgente de un mejor planeamiento del negocio y un
análisis y desarrollo de mercado si los usuarios de los
ecosistemas rurales quieren lograr la prosperidad econó-
mica (Marshall et al. 2003:135).

Hasta cierto punto, la total falta de información sobre
las condiciones actuales y tendencias del mercado contri-
buye a la carencia de poder de marketing. Los nuevos
servicios de información pueden ayudar en esto. En
Uganda, una coalición de ONG, agencias gubernamenta-
les y compañías privadas opera Foodnet, una red regional
que recoge información diaria o semanal sobre los precios
de las materias primas. Los agricultores rurales acceden a
la información a través de la radio, internet y los teléfonos
móviles. El servicio, que llega a siete millones de personas
semanalmente, evita que los intermediarios manipulen los
precios para rebajarlos frente a los productores. Los
agricultores estiman que el servicio ha aumentado los
beneficios de sus productos entre un 5 y 15 por ciento
(WRI 2005).

Pero el problema es aún más profundo, abarcando
también la falta de formación en planificación empresa-
rial. Los servicios de extensión de ONG y del Estado
pueden ser aliados importantes para aportar formación y
apoyo técnico para satisfacer estas necesidades de planifi-
cación y comercialización. Por ejemplo, el programa
Procymaf en México, cofinanciado por el Gobierno y el
Banco Mundial, ofrece formación a empresas comunita-
rias en gestión de bosques, así como información sobre la
comercialización de productos madereros y no madereros.
El programa ha financiado más de 60 estudios de marke-
ting y entre 10 y 12 proyectos piloto para probar la viabili-
dad de empresas de productos forestales no madereros
(Scherr et al. 2003:50, 57).

Comprender las limitaciones
del transporte
Las áreas rurales son claramente difíciles de alcanzar. Las
carreteras y conexiones ferroviarias suelen ser escasas, a
menudo están en ruinas y frecuentemente intransitables.
Esto coloca al transporte a la cabeza de la lista de factores
críticos que determinan la viabilidad de los bienes y servicios
que los campesinos pobres quieran colocar en el mercado.

En la remota región de Iquitos, en Perú, por ejemplo, los
costes de transporte suelen ser el factor que decide qué se
comercializa (Neumann and Hirsch 2000:51-52).

Frutas frescas, verduras, pescado, leche y otros produc-
tos perecederos están particularmente sujetos a las limita-
ciones de la infraestructura de transporte. En la región del
delta del río Níger, en Nigeria, la comercialización de peras
africanas (Dacryodes edulis) –una fruta muy nutritiva y valiosa
de elevada demanda– es frenada por las carreteras intransi-
tables durante la estación de lluvias, justo cuando la pera es
más abundante (Adewusi 2004:144). Del mismo modo, un
análisis del mercado de frutas de palma recogidas en una
de las Reservas Extractivas de Brasil desveló que sólo era
beneficioso comercializar aquellas frutas recogidas dentro
de un radio de 114 kilómetros en torno al mercado, a unos
3,5 días de viaje. Por encima de esa cifra, era demasiado
lento y costoso como para merecer la pena el esfuerzo
(Neumann and Hirsch 2000:52).

Por supuesto, la importancia de disponer de un trans-
porte rural eficiente va más allá de la creación de mercados
para productos de los ecosistemas. Es un requisito básico
para el desarrollo rural más amplio. Los estudios reflejan
que los déficits y los cuellos de botella en el transporte son
un obstáculo para el crecimiento económico. La relación
entre carreteras y reducción de la pobreza también es fácil-
mente comprensible. Un estudio reciente concluye que
vivir cerca de una autovía reduce en un 17 por ciento las
posibilidades de una familia de caer en la pobreza y
aumenta el acceso al trabajo en un 32 por ciento (Manas-
seh and Chopra 2004). No obstante, ofrecer un transporte
rural adecuado ha sido un desafío constante para los
gobiernos nacionales y locales debido a los altos costes de
las infraestructuras de transporte y es probable que llevar
los productos al mercado siga siendo un problema
persistente para los productores pobres.

Hacer accesibles los créditos
Uno de los obstáculos más citados para la comercialización
de los productos ambientales es la falta de servicios finan-
cieros como préstamos o créditos. El crédito es simple-
mente inaccesible en muchos asentamientos rurales,
dificultando la capacidad de los pobres para utilizar sus
activos ambientales. Según una estimación, 500 millones de
familias pobres económicamente activas no tienen acceso a
un crédito u otros servicios financieros. Sin acceso al
crédito, los pobres han de depender de sus propios ahorros
para capitalizar sus empresas, pero éstos suelen ser insufi-
cientes para la plena explotación de sus oportunidades
económicas (Marshall et al. 2003:135; IFAD 2004:9).

En los últimos años se han dado considerables pasos en
la aportación de nuevos canales de crédito para los pobres,
desde sociedades informales de crédito a los más formales
bancos de macrofinanzas del tipo de Grameen. Éstos han
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disipado el mito de que los pobres no son dignos de
crédito o son incapaces de ahorrar (Morduch and
Haley 2002:2-3). Pero las dimensiones del problema
del crédito requieren un progreso continuado en la
extensión de las microfinanzas a diversas comunida-
des rurales. Una estrategia prometedora implica
aprovechar el hecho de que los pobres ya han
formado miles de grupos de autoayuda y sociedades
de ahorro para abordar sus propias necesidades
financieras. Unir estos grupos con los bancos tradi-
cionales permitiría a estos últimos extender sus
servicios a una clientela ya preparada con un histo-
rial de iniciativas y de ahorro. A su vez, estos peque-
ños grupos de familias pobres estarían conectados a
un mayor mercado financiero y podrían recurrir a
su experiencia empresarial (IFAD 2004:15).

También serían necesarias otras estrategias
más tradicionales si se pretende aumentar notable-
mente la disponibilidad de crédito. Esto incluye
reforzar los bancos rurales, tanto de propiedad
privada como comunitaria; reformar los bancos de
desarrollo agrícola, de modo que sean grandes
proveedores de microfinanzas, y ayudar a los actua-
les suministradores de microfinanzas a crear redes
y beneficiarse de ofrecer servicios como la tasación
y refinanciación de créditos (IFAD 2004:12-14).

Conseguir un valor mayor
Aumentar el rendimiento económico que los pobres
consiguen de los productos obtenidos de la natura-
leza es un elemento importante en cualquier estra-
tegia de uso de la naturaleza para reducir la pobreza.
Muchos de los bienes que los pobres producen u
obtienen de la naturaleza sólo consiguen precios
bajos en relación al trabajo que suponen. Cambiar
esto requiere actuar en tres niveles diferentes.

Mejorar la producción y el procesamiento
El primer nivel para crear valor es mejorar la eficiencia de la
producción o del procesamiento, de modo que la misma
labor genere más productos o de mayor calidad. Un aspecto
importante de esto es mejorar el almacenamiento y la
manipulación de los productos para reducir pérdidas y
mejorar la calidad. Los pequeños productores suelen
padecer un alto índice de pérdidas posteriores a la cosecha.
En Etiopía, las pérdidas de grano tras la cosecha por el
deterioro, los insectos y los roedores esquilman a los produc-
tores entre el 5 y el 26 por ciento de sus cosechas (Gabriel
and Hundie 2004:4). Las pérdidas de leche en Tanzania se
elevan a 60 millones de litros al año, lo que vale más de 14
millones de dólares americanos (FAO 2005). Reducir las
pérdidas implica un esfuerzo concertado para educar a los
pequeños productores sobre la buena higiene en la produc-

ción y el uso de tecnologías de bajo coste para el almacena-
miento y transporte. Por ejemplo, la FAO actualmente está
ayudando a implementar programas de higiene en la leche
para pequeños productores en África Oriental y a explorar
la adopción de un sistema de preservación de leche no muy
costoso llamado sistema de lactoperoxidasa para postergar
la fecha de caducidad de la leche de pequeños productores
(ILRI 2003:6).

También se puede elevar el precio de los productos
prestando más atención a factores como la apariencia, el
empaquetado o el etiquetado, particularmente para los
mercados de exportación o turísticos. La asistencia técnica
de los agentes de extensión del Estado o de las ONG suele
ser útil. En un ejemplo, las cooperativas de pequeños agricul-
tores en Nicaragua han trabajado con la Agencia para el
Desarrollo Internacional de Estados Unidos y la Thanksgi-
ving Coffee Company para construir “cupping labs” donde

Agricultor

Fábrica

Exportador

Importador

Fábrica

Minorista

País
productor

País
consumidor

0,68 $

0,68 $

0,34 $

0,10 $

0,34 $

Valor añadido
en cada escalón

1,29 $

0,97 $

Valor total
($ por libra)

0,68 $

1,36 $

1,70 $

1,80 $

2,14 $

3,43 $

4,40 $

Los minoristas compran el café tostado y
lo venden a cafeterías, restaurantes y
en el mercado doméstico. El precio
por especialidad de café y el café vendido
en cafeterías puede alcanzar hasta
10 ó 20 $ por libra.

Los árboles de café necesitan 3-4 años
para dar frutos tras ser plantados.
En la mayoría de los pequeños cultivos,
el café se recoge del árbol a mano.

En la fábrica, los granos de café son
separados del resto del fruto y preparados
para la exportación.

Los granos son enviados a un
intermediario para su exportación.

Costes de transporte y exportación.

El café es recibido por
el agente importador.

El café es procesado
y tostado.

GRÁFICO 4.4 LA CADENA DEL PRECIO DE MERCADO DEL CAFÉ

Fuente: Wheeler in Fitter and Kaplinsky 2001
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probar el café después de su procesamiento. Gracias a los
laboratorios, los agricultores nicaragüenses han comenzado
a cosechar premios internacionales por la calidad del café y
están logrando alcanzar mercados especializados en Europa
y Estados Unidos (Bacon 2002:i-iii; USAID 2004:1).

Las cooperativas aumentan el poder
de comercialización
Normalmente, los pobres sólo retienen un pequeño porcen-
taje del valor de los productos de los ecosistemas que
venden, mientras que los intermediarios y minoristas en la
cadena de materias primas suelen recoger un beneficio
mucho mayor. Los intermediarios ofrecen valiosos servicios
al transportar los productos a mercados más amplios y
aprovechar cadenas de distribución a las que los pobres no
tienen acceso. Pero también son un factor clave que
mantiene bajos los beneficios de los productores. Por
ejemplo, los agricultores de café a pequeña escala reciben,
de media, sólo un 4,5 por ciento del precio al que el
minorista vende el café en los supermercados de Estados
Unidos (Gresser and Tickell 2002:21). En Senegal, un análi-
sis de la cadena del carbón vegetal halló que el beneficio de
un típico leñador en la base de la cadena es inferior al 4 por
ciento del beneficio que obtiene el distribuidor urbano de
carbón vegetal (Ribot 1998:318). (Ver Gráfico 4.4).

Una forma habitual de que los productores rurales
aumenten su poder de mercado y eviten los intermediarios
es crear cooperativas o grupos de comercialización. Estos
grupos pueden contribuir a que los productores pobres
reciban mejor información comercial, aumenten sus
precios y expandan sus mercados. También aportan un
foro natural para formarse, trabajar interconectados y a
veces para gestionar los recursos que se comercializan. En
el pueblo de Nam Pheng, en el norte de Laos, los campesi-
nos formaron un grupo de comercialización en 1998 para
coordinar su recogida de bambú amargo y cardamomo e

intentar aumentar el precio obtenido en el mercado. El
grupo de comercialización reunía las recolecciones indivi-
duales de cada campesino, las vendía a gran escala a los
comerciantes y entregaba el 85-90 por ciento del precio
final de venta a los campesinos (Morris 2002:4-5).

La eficacia del grupo se hizo evidente de inmediato
cuando, poco después de formarse, fue capaz de aumentar
los precios locales del cardamomo de 500 kips laosianos
por kilogramo a 35.000 kips. A pesar de que el precio ha
caído desde entonces hasta los 14.000 kips, sigue estando
muy por encima de lo que los campesinos recibían cuando
lo comercializaban individualmente. El 10-15 por ciento
del precio de venta que se queda el grupo de comerciali-
zación va destinado a un fondo de inversión de la comuni-
dad que ha financiado una nueva escuela y la mejora del
suministro de agua, así como para facilitar préstamos a
numerosas familias. El grupo de comercialización se ha
embarcado en la gestión estableciendo reglamentos sobre
cuándo y cuánto recolectar y también aportando forma-
ción en técnicas de recolección. Las decisiones se toman
conjuntamente por los miembros del grupo de comerciali-
zación, lo que virtualmente incluye a todas las familias del
pueblo (Morris 2002:4-5). (Ver Gráfico 4.5).

En México, la Unión de Ejidos de la Selva, una organi-
zación campesina, ha ayudado a organizar a pequeños
productores cafeteros en el estado de Chiapas como una
fuerza de mercado eficaz. La unión colabora con 1.250
familias de 42 comunidades para asegurar la adopción de
mejores prácticas de gestión del suelo y ambientales, inclu-
yendo técnicas de certificación orgánica que limitan la
erosión y la contaminación del agua. La unión se ha asociado
con una organización de la sociedad civil llamada Vínculo y
Desarrollo para crear una cadena de cinco tiendas de café a
mayor escala en Ciudad de México –el Café de la Selva– que
vende el café orgánico que producen los agricultores de la
Unión de la Selva. Controlando la cadena vertical completa
de la producción cafetera, la Unión de Ejidos de la Selva ha
sido capaz de absorber el valor total de consumo urbano del
café y emplearlo en la mejora de los ingresos agrarios y la
autosuficiencia (Samperio 2002).

Uso de nuevos modelos comerciales
Una tercera táctica para incrementar el rendimiento comer-
cial es utilizar nuevos modelos de comercialización, como la
certificación orgánica o el movimiento del comercio justo.
Estos mercados especializados, en los que los consumidores
compran un bien (a menudo escaso) con el fin de obtener
beneficios sociales, ambientales y de salud más amplios, no
han dejado de crecer de forma continua cada año. Pese a
que no suponen un gran porcentaje de las ventas totales de
cualquier materia prima, estos mercados pueden ofrecer
varias ventajas. El movimiento del comercio justo, por
ejemplo, persigue respaldar a los pequeños productores
rurales, con el objetivo explícito de ofrecer un salario justo
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GRÁFICO 4.5 LOS GRUPOS DE COMERCIALIZACIÓN
AUMENTAN LOS BENEFICIOS

Fuente: Morris 2002
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por cultivar o elaborar bienes exportables como café, té,
plátanos o varios tipos de artesanías. Básicamente amplifica
la idea de una típica cooperativa o grupo de comerciali-
zación al nivel mundial, aportando a los productores de
bajos ingresos una vía hacia unas ventas internacionales de
elevado valor que de otra forma tendrían escasas oportuni-
dades de obtener. (Ver Cuadro 4.2).

Los mercados para alimentos orgánicos y certifica-
ción, madera y mariscos obtenidos de forma sostenible y
con certificación también ofrecen un potencial para los
productores rurales de bajos ingresos. La certificación
ofrece a los consumidores una garantía –a través de
inspecciones u otros métodos de verificación– de que un
producto determinado cumple ciertos estándares en su
cultivo, cosecha o procesamiento. Los tipos de produc-
ción a pequeña escala que desarrollan los pobres con
frecuencia les conducen a métodos orgánicos o sosteni-
bles. Muchos pequeños productores cafetaleros, por
ejemplo, siguen prácticas orgánicas por defecto.

Pero la certificación plantea retos a los pobres. El más
significativo es cumplir el coste y los requisitos técnicos de
la certificación. Por ejemplo, la certificación de la pesca por
el Consejo de Administración Marina requiere una evalua-
ción que consume tiempo y dinero de los niveles de captura
y de los aperos utilizados por los pescadores; la certificación
forestal exige igualmente un plan de gestión forestal verifi-
cado. Para que los pobres sean capaces de participar, sus
costes de certificación necesitarán ser reducidos o subven-
cionados por los donantes, ONG asociadas o el Estado.
También pueden ayudar las innovaciones en el proceso de
certificación para hacerlo más inclusivo. Una organización
de certificación forestal ha experimentado grabando en
vídeo a los miembros de la comunidad mientras describían
sus planes de gestión e implementación, en lugar de hacer-
les presentar un plan escrito (Shanley et al. 2002:296).

Otra dificultad para los pobres es que las certificaciones
forestales u orgánicas generalmente se centran en la tierra
donde crece la madera o el cultivo, garantizando ciertas

APROVECHAR LAS VENTAJAS COMPETITIVAS DE LOS POBRES 

A pesar de que padecen algunas desventajas obvias, los pequeños produc-
tores rurales también tienen ciertas ventajas competitivas que pueden
ayudarles a comercializar con éxito los bienes de los ecosistemas. Explotar
estas ventajas aumenta su poder económico.

■ Control de recursos forestales, tierras o derechos de pesca valiosos
comercialmente. Los hogares y comunidades pobres con una tenencia de
los recursos bien establecida a veces están en posición de transformar
esto en oportunidades comerciales. Sobre todo en aquellas comunidades
razonablemente próximas a crecientes centros de demanda doméstica o
industrial, como ciudades de interior lejanas a puertos comerciales. Las
limitaciones de la capacidad del sector privado para cubrir la demanda
de madera en India, por ejemplo, ha motivado el consorcio de más de una
docena de empresas con agricultores para cultivar árboles en sus tierras
(Mayers and Vermeulen 2002:45; Scherr et al. 2002:4-5).

■ Costes estructurales más bajos para algunos productos. Para
comunidades o agricultores con exceso de mano de obra o tierra no
sometida al cultivo, hay una pequeña oportunidad de plantar árboles o
establecer lagunas para acuicultura de baja tecnología. Estas
operaciones pueden tener costes más reducidos que las plantaciones a
gran escala o las empresas de acuicultura de alta tecnología
gestionadas por intereses empresariales externos. Los sistemas
agroforestales, por ejemplo, pueden ofrecer costes más bajos para la
producción de árboles porque éstos se producen en conjunto con los
cultivos y el ganado. En lo que respecta a productos como la leña y el
carbón, los costes de transporte incluso desde comunidades rurales
pueden ser más bajos que su importación desde mercados
internacionales (Scherr et al. 2002:4-5).

■ Proveedores exclusivos de algunos productos. Gracias a su acceso a
ecosistemas y su conocimiento tradicional, las familias pobres pueden

estar en la mejor posición para aprovisionar algunos nichos de mercado,
como plantas medicinales, frutas exóticas o artesanía y objetos
artísticos. También pueden estar en la mejor posición para vender en
mercados “socialmente responsables”, que valoren el hecho de que sus
productos procedan de pequeñas empresas comunitarias en lugar de
explotaciones industriales o plantaciones (Scherr et al. 2002:4-5).

■ Capacidad de competir en mercados nacionales en algunos
productos. Los productores con bajos ingresos pueden no ser siempre
capaces de competir en el comercio internacional, pero con frecuencia
pueden competir eficazmente en mercados nacionales. Especialmente
con ciertos productos que no ofrecen altos márgenes, como la madera
“de uso común” utilizada para cercados, estructuras de
almacenamiento, soporte de cultivos y árboles o cajas de empaquetado.
En estos mercados los grandes productores internacionales
habitualmente no compiten con productos nacionales más baratos, que
los agricultores a pequeña escala pueden suministrar en muchos casos
cultivando árboles en sus sistemas agroforestales o en sus parcelas de
bosque (Scherr et al. 2002:4-5).

■ Mejores capacidades de seguimiento y ejecución. Los habitantes
locales pueden tener una mayor habilidad que las empresas externas
para prevenir la tala o la pesca ilegal. Esto puede suponer que estén en
mejor posición de asegurar la calidad de productos de madera o
pesqueros certificados (Scherr et al. 2002:4-5).

En general, las comunidades con bajos ingresos encontrarán más fácil
competir en mercados comerciales donde haya una menor competencia de
productores a gran escala, con pocos sustitutos de sus bienes, en los que
sus bajos costes laborales y de puesta en marcha les supongan unos
menores costes estructurales globales y donde sus déficits de transporte se
minimicen.



prácticas –como no usar pesticidas durante un número
específico de años– en estas tierras. Para aquellos con una
propiedad segura de la tierra y los recursos, esto puede estar
bien. Pero muchos productos forestales no madereros son
recogidos en tierras comunales o por los sin tierra, por lo
que no pueden ofrecer garantías sobre una determinada
parcela o terreno. En este caso, la certificación puede ser
modificada de forma que se centre en la formación y las
prácticas de los propios recolectores, residiendo la certifica-
ción en una asociación de recolectores en vez de en una
parcela de terreno (Shanley et al. 2002:296-298).

Aliarse con el sector privado
Es difícil imaginar una comercialización con éxito de bienes
y servicios procedentes de los ecosistemas sin una partici-
pación sustancial del sector privado. El capital, instalaciones,
conocimiento y mercados dominados por las empresas las
convierten en potenciales inversores fuertes y socios para las
iniciativas de los pobres basadas en la naturaleza. En el
suroeste de Ghana, la Swiss Lumber Company [Compañía
Maderera Suiza] ha firmado contratos con agricultores para
cultivar árboles caducifolios en zonas deterioradas, donde no
compiten con la agricultura. La empresa aporta el pago de
una suma inicial, un porcentaje de entre el 20 y 50% (depen-
diendo del tamaño del desembolso inicial) del valor de la
madera cuando se tala y una renta anual por el terreno. A
cambio, Swiss Lumber –que no posee bosques ni tiene acceso
a concesiones madereras gubernamentales en la zona– consi-
gue una primera opción de compra de madera a precios de
mercado cuando los árboles estén listos para ser talados
(Mayers and Vermeulen 2002:141).

Como muestra el ejemplo de Swiss Lumber, las relacio-
nes empresariales que pueden desarrollarse entre residen-
tes rurales y compañías pueden ser beneficiosas para
ambos. Para las familias pobres, los beneficios pueden
incluir un flujo de ingresos más consistente y acceso a crédi-
tos, formación, planificación de negocios y comerciali-
zación. Uno de los mayores beneficios es que los hogares
pobres pueden compartir los riesgos de una empresa
conjunta, en lugar de asumir todos los riesgos ellos mismos
(Mayers and Vermeulen 2002:viii, 97-101).

Los beneficios obvios para las empresas son acceso a
recursos como madera, pescado, productos forestales no
madereros o vistas pintorescas y experiencias para el
turismo. Los pobres también cuentan con una fuerza de
trabajo de bajo coste para tareas de gestión como poda de
árboles, cuidado de cultivos especializados o recolección
manual de frutas silvestres. Además, a pesar de sus medios
limitados, las familias pobres pueden constituir un impor-
tante conjunto de consumidores para los productos y servi-
cios que las empresas venden. El objetivo de ventas a un
grupo considerable de consumidores en la “base de la
pirámide” es una estrategia que muchas compañías comien-

zan a explorar y construir el reconocimiento de la marca y
el compromiso con las comunidades rurales es un primer
paso hacia este fin. (Ver Cuadro 4.3).

Los acuerdos con las comunidades rurales también
pueden ayudar a las empresas a satisfacer la demanda de
productos especializados como madera certificada o
alimentos orgánicos. En 1990, la empresa estadounidense
Smith and Hawken hizo frente a la creciente demanda de
los consumidores de maderas nobles tropicales taladas
sosteniblemente, como caoba para muebles y otros usos
domésticos de lujo. A cambio, ayudó a grupos forestales
campesinos en el norte de Honduras –organizaciones
comunitarias de entre 5 y 50 miembros que gestionan
bosques estatales bajo acuerdos de uso con el Gobierno– a
conseguir certificados para su caoba y otras maderas
nobles. Los grupos campesinos utilizan ahora la publicidad
que han obtenido para expandir su mercado de maderas
menos conocidas (Mayers and Vermeulen 2002:147).

Los acuerdos como los emprendidos por Swiss Lumber
y Smith and Hawken de contratar agricultores rurales para
suministrar árboles quizá sean los acuerdos más comunes
entre familias pobres y empresas de recursos naturales. Estos
sistemas de “cultivo externo” son programas donde las
empresas madereras pagan a pequeños agricultores para
que planten árboles en su propia tierra (o en ocasiones
comunal) con intención de asegurar un suministro fiable de
madera en el futuro. Los sistemas, que pueden encontrarse
en muchos países de todos los continentes, varían amplia-
mente según compañía y según país. En algunos, la empresa
aporta semilleros, acceso a créditos, ayuda técnica en la
plantación, cuidado de los árboles e incluso la construcción
de carreteras para la recogida. En otros casos, los acuerdos
son más escuetos, sin financiación y con poco más que las
semillas y una oferta de comprar los árboles a precio de
mercado (Mayers and Vermeulen 2002:140-154).

El potencial de reducción de la pobreza que tienen los
sistemas de cultivo externo varía, pero puede ser considera-
ble. En la provincia de KwaZulu Natal, en Sudáfrica, unos
10.000 agricultores –más de la mitad de ellos mujeres– parti-
cipan en los programas de cultivo externo de las compañías
de papel Sappi y Mondi. Con materiales aportados por las
empresas, los agricultores cultivan eucaliptos en sus pequeños
terrenos de pocas hectáreas. Sappi y Mondi han acordado
comprar la plantación de madera después de 6-7 años para su
fábrica de pasta. Los estudios muestran que participar en
estos programas de cultivo externo contribuye con un 12-45
por ciento de los ingresos necesarios para un hogar para
permanecer sobre la “abyecta línea de pobreza”, por lo que
los programas de cultivo externo pueden ser importantes
fuentes de estabilidad en algunas economías rurales (Scherr
et al 2003:51; Mayers and Vermeulen 2002:143).

Para las empresas, los programas de cultivo externo
pueden beneficiar la imagen corporativa así como asegurar
el suministro de madera o pulpa en el futuro. En Brasil, la
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4.000 MILLONES DE PERSONAS QUE VIVEN EN LA
relativa pobreza son un enorme mercado potencial. En
conjunto, su poder de compra es sustancioso, incluso si sus
medios individuales son limitados. Cada vez más empresas
innovadoras están encontrando formas de servir a estos
clientes, satisfaciendo sus necesidades básicas y
empoderándolos a través del acceso a información, crédito,
mayores elecciones de consumo y otros beneficios. Éstos no
son esfuerzos filantrópicos, responden al mercado y pretenden
ser rentables. De hecho, para ser sostenibles y escalonados,
han de ser rentables. El distintivo de estos acercamientos del
sector privado a la pobreza es la atención cercana a las
verdaderas necesidades y las circunstancias sociales y
ambientales de los clientes objetivo. En muchos casos, los
nuevos productos o servicios son creados conjuntamente con
las comunidades para las que están destinados.

Un ejemplo de estos modelos de negocio centrados en los pobres
es el sistema de e-Choupal desplegado en muchas zonas agríco-
las rurales en varios estados indios por ITC, una de las compa-
ñías punteras de India con intereses en los negocios agrícolas, los
alimentos envasados y un abanico de otros productos. El sistema
e-Choupal fue diseñado para abordar las ineficiencias en la
compra de cereales en los mercados organizados por el Gobierno
conocidos como mandis. En el sistema del mandi, los comer-
ciantes que actúan como agentes de compra para los clientes
controlan la información del mercado y están bien posicionados
para explotar tanto a los agricultores como a los compradores a
través de prácticas que mantienen ineficiencias en todo el
sistema. Los agricultores tan sólo tienen una idea aproximada de
las tendencias de los precios y tienen que aceptar el precio
ofrecido en subastas en el día en que llevan los cereales al
mercado (Annamalai and Rao 2003:1, 8-9).

La idea de ITC ha sido colocar ordenadores con acceso a inter-
net en los pueblos agrícolas, seleccionando cuidadosamente un
campesino local que lo acoja. Cada e-Choupal (choupal signi-
fica punto de reunión en hindi) está ubicado de forma que
preste servicio a 6-10 pueblos o en torno a 600 agricultores.
Establecer un e-Choupal cuesta entre 3.000 y 6.000 dólares y
unos 100 dólares más al año en mantenimiento. A los agricul-
tores no les cuesta nada usar el sistema, pero el campesino que
lo acoge, llamado sanchalak, incurre en algunos costes opera-
tivos y está obligado por un juramento público a servir a toda la
comunidad. El sanchalak se beneficia de un mayor prestigio y
el pago de una comisión por todas las transacciones a través del
e-Choupal (Annamalai and Rao 2003:1, 11).

Los agricultores pueden usar el ordenador para acceder diaria-
mente a los precios en los mandis locales, así como seguir las

tendencias mundiales de precios o encontrar información sobre
nuevas técnicas de cultivo. También utilizan el e-Choupal para
encargar semillas, fertilizantes y bienes de consumo de ITC o
sus socios, a precios más bajos que los disponibles para los
comerciantes locales. Durante las cosechas, ITC ofrece comprar
los cultivos directamente a cualquier agricultor a los precios de
cierre de mercado del día anterior; si el agricultor acepta, él
transporta su cosecha hasta un centro de procesamiento de
ITC, donde la cosecha se pesa electrónicamente y se evalúa su
calidad. El agricultor cobra por la cosecha y una paga por el
transporte. De esta forma, el sistema de e-Choupal evita el
comercio de los mandis organizados por el Gobierno (Annama-
lai and Rao 2003:1, 13-14).

Comparado con el sistema mandi, los agricultores se benefi-
cian de un peso más exacto, un tiempo de procesamiento más
breve, un pago más rápido y el acceso a un abanico más
amplio de precios e información de mercado. Los agricultores
que venden directamente a ITC a través del e-Choupal reciben
un precio aproximadamente 6 dólares superior por cada
tonelada de su cosecha, a la vez que costes más bajos en sus
inversiones y otros bienes y un sentido de empoderamiento.
Al mismo tiempo, ITC se beneficia de unos costes netos de
obtención en torno a un 2,5 por ciento más reducidos (se
ahorra la comisión y parte de los costes de transporte que
pagaría a los comerciantes que sirven como agentes de
compra en el mandi) y tiene un control más directo sobre la
calidad de lo que compra.

CUADRO 4.3  SERVIR A LOS POBRES DE FORMA
RENTABLE: UN ACERCAMIENTO DEL
SECTOR PRIVADO A LA POBREZA

0

100

200

300

400

500

600

Co
st

es
 (R

s/
to

ne
la

da
)

Transporte
Empaquetado y pesado

Costes laborales

Pérdidas de
manipulación y tránsito
Comisión

Sin
costes de

transacción

COSTES DE TRANSACCIÓN REDUCIDOS CON E-CHOUPAL

Agricultor
(mandi)

Agricultor
(e-Choupal)

ITC 
(Mandi)

ITC
(e-Choupal)

Fuente: Annamalai and Rao 2003

102



El sistema de e-Choupal también aporta un acceso directo al
agricultor y a información sobre las condiciones en la base,
permitiendo a la compañía mejorar su planeamiento y construir
relaciones con los agricultores que aumenten la seguridad de
su aprovisionamiento. La empresa afirma que recupera los
costes de equipamientos de un e-Choupal en el primer año y
que la operación en su conjunto es rentable. Hasta finales de
2004, los servicios de e-Choupal alcanzaron a más de 3,5
millones de agricultores en más de 30.000 pueblos y el
sistema se expande rápidamente (e-Choupal 2005).

Lo que comenzó como un esfuerzo para rediseñar los procesos
de aprovisionamiento para sistemas de cultivo también ha
creado para la compañía un canal de distribución altamente
rentable y diseñado para el producto, una plataforma de comer-
cio electrónico que es también un sistema de satisfacción a
bajo coste centrado en las necesidades de la India rural. Los
defensores del sistema de e-Choupal aseguran que ha actuado
como catalizador de la transformación rural, ayudando a aliviar
el aislamiento, generando más transparencia para los agricul-
tores y mejorando su productividad e ingresos. La mayor
eficiencia del sistema y el potencial para mejorar la calidad de

los cultivos también contribuye a hacer más competitiva la
agricultura india.

Aunque muchos agricultores están satisfechos con el sistema
e-Choupal, no todos se han beneficiado de él. Desde que su
éxito arrastró el negocio lejos de los mandis tradicionales,
muchos de los empleados por los intercambios en el mandi se
han visto seriamente afectados. Trabajadores que solían pesar
y empaquetar el producto en los mandis han padecido la caída
en el comercio. Los vendedores en los bazares informales que
proliferaban en torno a los mandis también han perdido
volumen de negocio al desviarse el tráfico hacia las nuevas
instalaciones de procesamiento de ITC. En el largo plazo, estos
trabajadores pueden ser empleados en los negocios de ITC,
pero en el corto plazo muchos actores de los mandis han
perdido ingresos (Annamalai and Rao 2003:25-26).

Pese a estos costes de transición, la experiencia del e-Choupal
y otras similares están edificando la confianza en que las
acciones del sector privado pueden contribuir sustancialmente
tanto a la reducción de la pobreza como a la comercialización
sostenible de los servicios de los ecosistemas. �
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compañía de pasta y papel Klabin trabaja con cultivadores
externos de madera en varias empresas conjuntas que han
generado unos ingresos anuales para los agricultores que
oscilan entre 76 y 217 dólares americanos por hectárea. Las
razones aducidas por Klabin para emprender su programa
de cultivo externo incluían la necesidad de mantener una
buena imagen corporativa. La compañía también intenta
que sus cultivadores externos sean certificados como
productores de madera sostenible con el fin de satisfacer la
demanda de empresas locales de muebles que quieren
madera certificada. Klabin ha garantizado el suministro de
madera durante diez años a estas pequeñas empresas de
muebles, que espera satisfacer con sus cultivadores exter-
nos (Mayers and Vermeulen 2002:143).

A pesar de estos programas prometedores, las inversio-
nes en la naturaleza en comunidades pobres no son necesa-
riamente sencillas para las empresas o las comunidades y de
ningún modo han sido siempre exitosas. La historia de
estas asociaciones muestra muchos pasos en falso, refle-
jando las difíciles circunstancias de las familias pobres, que
les empujan a buscar rendimientos rápidos a bajo riesgo, y
exige inversiones en formación y construcción de
confianza. Por ejemplo, varios programas de cultivo
externo en India se vieron afectados por la inconstante
participación de las familias pobres. Los semilleros gratui-
tos ofrecidos por las empresas con frecuencia fueron
descuidados, los acuerdos de préstamos y créditos eran
demasiado complicados y engorrosos para ser atractivos y
muchos participantes abandonaron los programas cuando
descubrieron que podían encontrar en el mercado libre
mejores precios que los ofrecidos por las empresas (Mayers
and Vermeulen 2002:v, 45-52).

Tanto para las empresas como para las comunidades,
las asociaciones a veces implican altos costes de transacción
y precisan negociaciones y un cuidado continuo para
prosperar. Asimismo, cumplir los reglamentos guberna-
mentales puede ser confuso y exigir mucho tiempo. La
experiencia refleja que es importante para ambas partes
asentar un acuerdo de cultivo externo con expectativas
realistas sobre los ingresos potenciales y la responsabilidad
de cada parte. El asesoramiento legal externo, quizá
aportado por una ONG, puede ayudar a aclarar a las
familias pobres los contratos, mientras que establecer un
sistema de arbitraje puede ayudar a resolver las disputas.
Requiere energía y buena fe encargarse de estas compleji-
dades, pero si hay buena voluntad por ambas partes, los
beneficios en ingresos locales y corporativos pueden ser
sustanciosos (Mayers and Vermeulen 2002:xi-xv).

Mantener la sostenibilidad en mente
Lograr la comercialización de bienes y servicios proceden-
tes de los ecosistemas origina sus propios problemas. Si un
hogar pobre o una comunidad rural encuentran una

fórmula ganadora para la producción, comercialización y
distribución de productos obtenidos de la naturaleza, la
tentación será forzar la fórmula hasta sus límites para
aumentar las ventas y los ingresos. Esto puede conducir
fácilmente al tipo de sobreexplotación que suele degradar
los ecosistemas. Reconciliar el deseo de maximizar los
ingresos con la necesidad de conservar los ecosistemas para
que sigan siendo bienes productivos es uno de los retos
inherentes al uso de los ingresos ambientales en la reduc-
ción de la pobreza (Neumann and Hirsch 2000:102).

Morir de éxito
Un ejemplo de los riesgos del éxito excesivo en la comer-
cialización de un producto natural puede encontrarse en
Bolivia, donde una comunidad indígena ha trabajado
duro para comercializar la venta de bolsos de cuerda
elaborados con fibra de sisal que recogían y procesaban
directamente de la naturaleza. Desarrollaron un modelo
de comercialización a bajo coste para hacer llegar sus
bolsos a clientes en Europa, que pagaban un buen precio.
Como esta iniciativa comenzó a tener éxito, las mujeres
locales implicadas en la elaboración de bolsos vieron
aumentar notablemente su poder de compra. Esto, en
consecuencia, les animó a depender más de la elabora-
ción de bolsos de sisal para sus ingresos, abandonando
otras actividades de bajo rendimiento como la agricultura
de subsistencia. Como la dependencia económica de los
bolsos de sisal fue una espiral ascendente, aumentó la
presión sobre las plantas nativas de sisal, agotando los
recursos locales de sisal en torno a la comunidad y final-
mente forzando a los residentes a reducir su recogida a un
nivel más sostenible (Shanley et al. 2002:279).

Se pueden hallar muchos otros ejemplos del riesgo de
insostenibilidad. La caza de animales por su carne en
África, por ejemplo, ha reducido la población de primates
como chimpancés, cuya baja ratio de reproducción les hace
especialmente vulnerables al exceso de caza. El uso de
cianuro por parte de los pescadores pobres de Indonesia y
Filipinas para capturar caros peces que vender a los restau-
rantes de lujo ha diezmado muchos arrecifes de coral
(Barber and Pratt 1997:10-21). En el sur de África, los
crecientes mercados para los cestos hechos a mano ha
puesto bajo presión a unas 30 especies de plantas autócto-
nas utilizadas para obtener fibra y otras 22 empleadas como
colorantes. En el oeste de Zimbabwe, una sociedad de
tejido que comenzó con 20 miembros en 1986 se había
expandido hasta 500 en 1988. Esto es aún más remarcable
dado que la elaboración manual de cestos tan sólo había
comenzado como iniciativa comercial en los años 70 como
un proyecto de desarrollo económico en Botswana
(Neumann and Hirsch 2000:102-103, 107).

En estos ejemplos, actividades que, cuando son reali-
zadas sobre una base limitada, pueden no dañar el
recurso, son empujadas hasta la insostenibilidad por la
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pura expansión del alcance de la actividad. Pero también
hay otros factores que contribuyen al comercio insosteni-
ble. En algunos casos, las pobres técnicas de recolección o
prácticas agrícolas exacerban la situación. Algunos
recolectores de hojas de palmera mbare africana –una
fuente de fibra para elaborar cestos– se embarcan en la
tala a gran escala de las palmeras, lo que acaba con ellas.
Una alternativa sostenible es simplemente seleccionar
hojas individuales, lo que permite a la palmera seguir
creciendo (Neumann and Hirsch 2000:103-104).

La gobernanza cuenta
Los factores de gobernanza, como la tenencia –o la falta de
ella–, también desempeñan un papel. A veces, cuando un
nuevo mercado aparece para un producto no tradicional,
puede no existir un sistema bien definido de prácticas
consuetudinarias en torno a la propiedad y el uso del
producto, y entonces el recurso se convierte en un recurso
de acceso público no sujeto a controles prácticos en su uso.
Incluso el ecoturismo puede caer a veces en esta categoría.
En otros casos, puede haber unos derechos de propiedad
consuetudinaria o legal bien definidos sobre valiosas
medicinas, frutas u otros recursos, pero pueden derrum-
barse al aumentar el mercado del producto –y su valor–, lo
que conduce al furtivismo. Esto acentúa el importante
papel de la aplicación –a través de la tradición o la ley–
como complemento a una tenencia del recurso bien
definida como pilares de un comercio viable (Neumann
and Hirsch 2000:105-106).

La diversidad es sostenible
Últimamente la cuestión de la sostenibilidad es reducida a
una cuestión sobre capacidades y compensaciones en los
ecosistemas. ¿Cuántas alteraciones puede tolerar un
sistema y permanecer aún saludable? ¿Qué oportunidades
de ingresos ambientales se pierden mientras que otras se
enfatizan? Y, quizá lo más importante, ¿cuál es la mejor
estrategia para optimizar los ingresos ambientales sin
comprometer la integridad del ecosistema?

La respuesta a esta última pregunta no es simple,
pero la idea de diversificar las actividades y los flujos de
ingresos es un enfoque que muchos analistas han
expuesto. Una mezcla de usos comerciales de la natura-
leza, incluyendo agricultura, agroselvicultura, recolección
de productos forestales no madereros y pesca comercial,
puede rendir una mayor flexibilidad ecológica, al menos
a nivel paisajístico. También puede ofrecer una mayor
estabilidad para las economías rurales. Desde la perspec-
tiva del hogar, una cartera de diferentes productos y activi-
dades minimizará los riesgos para las familias pobres. Ni el
enfoque del monocultivo ni el del monocomercio tienen
probabilidades de ofrecer los mejores resultados para los
ingresos ambientales (Chater 2003:3-4; May 1992:4;
Scherr et al. 2003:22).

Cuando los pobres se implican en el buen gobierno de los
ecosistemas, crean las condiciones para una productividad
superior y mayores ingresos ambientales para ellos mismos.
Pero también protegen servicios de los ecosistemas cuyos
beneficios se extienden más allá de su entorno inmediato.
Al mantener una cobertura forestal saludable, por ejemplo,
contribuyen a preservar los servicios de las cuencas, como
el control de inundaciones, el suministro continuo de agua
y control de la erosión, de los que se beneficiarán los
propietarios de tierras a lo largo del cauce. En el pasado,
estos servicios eran considerados “bienes públicos” y
estaban disponibles de forma gratuita, pero en los últimos
años ha quedado claro que muchos de estos servicios de los
ecosistemas tienen un valor económico cuantificable. Si las
personas que viven río abajo sufren inundaciones
regulares, la capacidad de un bosque intacto para moderar
las riadas y reducir los riesgos de inundación será algo
valioso para ellos y podrían preferir pagar a los propietarios
de bosques aguas arriba para que preserven y protejan este
servicio, o incluso para que lo restauren.

En la última década, aproximadamente, los mercados
basados en esta clase de intercambios –llamados retribución
por servicios ambientales (RSA)– han comenzado a desarro-
llarse en todo el mundo. (Ver Tabla 4.2). Los servicios
ambientales más comúnmente comercializados están
asociados a los bosques y se dividen en cuatro categorías:
servicios de cuenca como los descritos anteriormente,
almacenamiento de carbono, conservación de la biodiver-
sidad y preservación de la belleza del paisaje. Al administrar
los pobres muchos ecosistemas rurales, parece lógico que
deberían ser capaces de explotar estas RSA como una
fuente adicional de ingresos ambientales, otro elemento de
su “cartera ambiental”. En unos pocos casos lo han logrado,
pero en su mayor parte los mercados de servicios ambien-
tales, que aún están en pañales, de momento no sirven bien
a los pobres.

Los acuerdos que implican RSA varían en una escala
desde lo local a lo internacional y son emprendidos por un
abanico de actores, incluyendo empresas privadas, ONG,
comunidades y gobiernos estatales. Las empresas privadas
que dependen de los recursos naturales en ocasiones están
deseando pagar por la protección de los ecosistemas, sobre
todo tras signos que apuntan a que un recurso está amena-
zado o ya en decadencia. En un prometedor ejemplo en el
valle de Cauca, en Colombia, los cultivadores de caña de
azúcar río abajo afectados por las inundaciones pagaron a las
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EN LA ÚLTIMA DÉCADA HAN FLORECIDO PROGRAMAS DE
pago a los propietarios de tierras por mantener los servicios que
prestan los ecosistemas como el almacenamiento de carbono, el
mantenimiento de flujos estables de agua o la preservación de paisa-
jes para el turismo. La mayoría de estos programas de “retribución por
servicios ambientales” (RSA) no logra alcanzar plenamente a los
pobres, a pesar de que las familias pobres suelen ser activos adminis-
tradores de los ecosistemas. Un reducido pero creciente número de
proyectos muestra que esto no tiene por qué ser siempre el caso. Dos
programas de RSA en particular –en el Valle del Cauca en Colombia y
en Chiapas, México– demuestran cómo la RSA puede rendir benefi-
cios para las comunidades pobres.

Valle del Cauca, Colombia
A finales de la década de 1980, campesinos privados iniciaron un
sistema voluntario de pago por el uso del agua en el Valle del Cauca,
en Colombia. El sistema de pago fue designado para mejorar los
medios de vida de los pobres de las tierras altas como parte de una
estrategia para una gestión sostenible de la cuenca. Las tierras altas
de la cuenca del Desbaratado en el Valle del Cauca estaban habitadas
por agricultores pobres. El 72 por ciento carecía de instalaciones
sanitarias y el 83 por ciento no tenía electricidad, pero la mayoría
disponía de títulos de propiedad sobre sus tierras (Echavarría 2002:6).

El exceso en el pasto y la deforestación en las laderas de la cuenca
habían provocado flujos de corriente erráticos y destructivas inunda-
ciones estacionales en la cuenca baja, con efectos sobre los propie-
tarios de terrenos río abajo. Estos propietarios consistían mayormente
en prósperos cultivadores de caña de azúcar que habían invertido en
costosas tecnologías de cultivo, incluyendo nivelación láser, drenaje
subterráneo y sistemas de riego (Echavarría 2002:7). Con la amenaza
que suponían los costes continuamente crecientes de proteger sus
inversiones, los agricultores se interesaron en regular el flujo del
caudal restaurando y mejorando la gestión de las tierras en la cuenca
alta. Consecuentemente, se organizaron en doce Asociaciones de
Usuarios de Agua e instituyeron cuotas voluntarias de uso para finan-
ciar la gestión de la cuenca tierra arriba.

Las Asociaciones de Usuarios de Agua llegaron a la conclusión de que
la vía más segura para conseguir un cambio en el uso de la tierra en
el largo plazo cauce arriba era mejorar los medios de vida de los
usuarios de esos terrenos. Con la ayuda del Gobierno, los planifica-
dores se reunieron con las comunidades de las tierras altas para
identificar las prioridades de la comunidad para su desarrollo. El
resultado de estos encuentros fue una serie de programas con benefi-
cios sociales de amplio alcance, incluyendo:

■ Un “programa social”, ofreciendo educación y formación técnica;

■ Un “programa de producción”, que incluye construir huertos
domésticos para mejorar las dietas y los ingresos, así como
proyectos de reforestación y plantación de cultivos;

■ Un “programa de infraestructuras”, que se centra en mejorar las
instalaciones sanitarias y de agua potable, construir carreteras y
estructuras de control de la erosión (Echavarría 2002:7).

Entre 1995 y 2000, se estima que se invirtieron en la cuenca alta
unos 1,5 millones de dólares, procedentes en su totalidad de las
cuotas obtenidas por las Asociaciones de Usuarios de Agua (Echava-
rría 2002:5). Hasta ahora, el compromiso ambiental de los usuarios
cauce abajo se ha mantenido con solidez y los proyectos cauce arriba
han continuado incluso ante la actividad de la guerrilla en la región.
Considerando la duración del proyecto, esto sugiere que los beneficios
han merecido la pena para ambas partes.

Chiapas, México: Scolel Té
El proyecto Scolel Té en Chiapas, en México, representa uno de los
primeros esfuerzos para construir un mercado internacional para que
el almacenamiento de carbono beneficie a las comunidades pobres.
Las empresas interesadas en compensar sus emisiones de gases de
efecto invernadero pueden comprar créditos de carbono a una organi-
zación local, Fondo BioClimático, donde dos tercios de los ingresos
van a parar a los campesinos (Scherr 2004:43; IUCN 2003:1). El
mayor comprador ha sido con diferencia la Federación Internacional
del Automóvil, que compró más de 13.000 toneladas de créditos para
compensar algunas de las emisiones de carreras automovilísticas
profesionales (IUCN 2003:1).

Los campesinos que se sumaron al sistema de Scolel Té deben
diseñar un plan de gestión para sus tierras y aceptar, en la medida de
lo posible, mantener los árboles en su tierra en el largo plazo. El
Fondo BioClimático aporta a los participantes respaldo técnico y
formación sobre la gestión de sus terrenos (Phillips et al. 2002:8).
Scolel Té es más que un programa estrictamente de reforestación.
También permite a los participantes plantar “vallas vivientes”, planta-
ciones de café en sombra y plantaciones agroforestales mixtas.
Además del pago en RSA que reciben, los agricultores pueden ganar
dinero en ventas reguladas de madera y de productos no madereros.
Asimismo, comúnmente cultivan alimentos bajo los árboles hasta que
la cobertura de éstos se cierra (IUCN 2003:1). Gracias a esta varie-
dad de fuentes de ingresos, el programa es más atractivo para los
campesinos.

Desde su comienzo en 1996, Scolel Té ha conseguido más de 700
participantes en 40 comunidades. En 2002, las ventas de créditos de
carbono a 12 dólares por tonelada sumaron 180.000 dólares, que se
tradujeron en 120.000 distribuidos entre los participantes (IUCN
2002:1). El proyecto también ha permitido a los campesinos penetrar
en mercados de madera sostenible, café orgánico y otros productos
agroforestales. Para muchos, el acceso a estos valiosos mercados ha
sido el camino más importante hacia mayores ingresos (Rosa et al.
2003:27). El proyecto también ha generado beneficios ambientales
locales. Las plantaciones en colinas desnudas están ayudando a
reducir la erosión y mejorar la calidad del suelo �

CUADRO 4.4   PAGAR A LOS POBRES POR LA
ADMINISTRACIÓN AMBIENTAL
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comunidades en las tierras altas –predominantemente
pobres– para que cambiaran sus prácticas de gestión del
terreno para proteger la cuenca. Esto uniformó el suministro
de agua para los cultivadores de caña de azúcar del valle y
redujo los daños a los cultivos, al mismo tiempo que aportó
beneficios públicos –suministro de agua limpia, saneamiento
y otros proyectos de desarrollo económico– para las comuni-
dades de las tierras altas. (Ver Cuadro 4.4).

Las retribuciones por preservar la biodiversidad y la
belleza del paisaje a menudo proceden de ONG ecologistas
o empresas locales involucradas en el ecoturismo. Por
ejemplo, Rainforest Expeditions, una empresa privada en el
sudeste de Perú, firmó un acuerdo a 20 años con la comuni-
dad local Infierno, repartiéndose los beneficios y la gestión
del negocio a cambio de la preservación y el acceso al
bosque y la flora y fauna en las tierras de la comunidad
(Landell-Mills and Porras 2002:166).

Los gobiernos con frecuencia actúan como creadores
o participantes en sistemas de RSA. En 1996 el Gobierno de
Costa Rica se convirtió en un pionero de la RSA cuando
estableció el primer programa nacional para dispensar
pagos a los agricultores que quisieran mantener o restaurar
los ecosistemas forestales y sus servicios. El programa paga
a los propietarios de tierras por reforestar sus parcelas o

conservar los terrenos forestales que posean, en lugar de
convertirlos en pasto. En 2004, más de 450.000 hectáreas
habían sido incluidas en el programa y el Gobierno había
entregado más de 100 millones de dólares a los granjeros
(Rodríguez 2004:13). El Gobierno ha utilizado numerosas
estrategias para financiar los pagos, incluyendo un
impuesto nacional sobre la gasolina, ventas internacionales
de créditos de carbono, pagos por parte de empresas e
industrias privadas y la financiación del Banco Mundial y el
FMAM (Rosa et al. 2003:16).

En Brasil, el Gobierno adoptó un enfoque diferente en
el estado de Acre, donde había separado unas extensas
reservas extractivas para los trabajadores indígenas del
caucho. Para preservar la viabilidad económica de las reser-
vas extractivas, subvencionó directamente la industria de
explotación del caucho, ascendiendo el subsidio a un
programa indirecto de RSA para mantener la cobertura
forestal natural de las reservas. En Colombia, el Gobierno
está experimentando con un enfoque regulador, exigiendo
a las compañías con instalaciones hidroeléctricas que trans-
fieran un porcentaje de sus ganancias para respaldar la
buena gestión territorial en comunidades río arriba,
reduciendo así la sedimentación del embalse y preservando
los caudales de agua (Tognetti 2001:17).

TABLA 4.2  RETRIBUCIONES POR SERVICIOS AMBIENTALES

Localidad

Costa Rica

Pimampiro, Ecuador

Valle del Cauca, Colombia

Kerala, India

Botswana, Kenia, 
Namibia, Sudáfrica, 
Tanzania, Zimbabwe

Scholel Té, Chiapas, México

Valor para la comunidad

Más de 100 millones de dólares desembolsados bajo contratos a 10-15 años con
más de 450.000 hectáreas cubiertas por el programa. Financiado por una tasa
sobre el combustible y contribuciones de empresas privadas. 

Rodríguez 2004

El pago de 1 dólar por hectárea constituye el 30% de los ingresos para
aquellas familias que participan en la protección del bosque.

Grieg-Gran and Bishop

1,5 millones de dólares invertidos en comunidades pobres en la cuenca alta
por los agricultores de la cuenca baja.

Scherr et al. 2004

500-1.000 familias ganarán un salario por cultivar y recoger el fruto y las
hojas utilizados para fabricar el medicamento. Se están cursando pagos de
derechos a la comunidad por las ventas de la medicina.

Landell-Mills and Porras 2002

Empleo directo de 3.000 personas, más de 100.000 $ reinvertidos en el
desarrollo económico local y actividades de conservación.

Landell-Mills and Porras 2002

Dos tercios del dinero obtenido con la venta de contratos de carbono van a
parar a manos de los campesinos. En 2002, 120.000 $ fueron distribuidos
entre los 700 participantes.

IUCN 2003

Servicio ambiental

Conservación de bosques y reforestación
para el mantenimiento de la cuenca y
almacenamiento de carbono

Protección forestal de la cabecera
fluvial para asegurar un suministro de
agua potable para la ciudad

Gestión forestal para mejorar los flujos
del caudal y reducir la sedimentación
de los canales de riego

Descubrimiento y mantenimiento de un
suministro continuo de Jeevani, una
medicina comercializada en el mercado

Apoyo al ecoturismo en el sur y este 
de África mediante el mantenimiento
de entornos, recursos naturales y
hábitats de la flora y fauna

Gestión forestal con vistas a la captura
de carbono
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Los retos de la RSA en pro de los pobres
A pesar del potencial teórico para que los programas de
RSA beneficien a los pobres rurales, muchos programas
actuales presentan serios obstáculos para la inclusión de las
familias más necesitadas. Esto refleja el hecho de que los
programas de RSA en un principio fueron diseñados funda-
mentalmente para alcanzar objetivos de conservación más
que para respaldar los sustentos de los pobres. El programa
costarricense, por ejemplo, surgió en el Departamento
Forestal y su estructura favoreció a los propietarios de más
tierras y más ricos (Rosa et al. 2003:16-19). Una encuesta en
una cuenca de Costa Rica descubrió que, mientras que
todos los grandes propietarios (que poseían más de 80
hectáreas) participaban en el programa, sólo un tercio de
los pequeños propietarios (con menos de 10 hectáreas) se
había inscrito (Miranda et al. 2003:21-22).

Los obstáculos para los pobres en los programas de
RSA reflejan muchos de los problemas que les alejan de
otras formas de ingresos ambientales. El caso de Costa Rica,
que ha sido uno de los más profundamente estudiados, ha
destapado varios:

■ Tenencia y títulos formales. Los derechos a una
propiedad segura son uno de los pilares de un programa
de RSA. La propiedad de la tierra es casi siempre
utilizada para identificar quién tiene derecho a recibir
pagos. Esto incapacita a aquellos que carecen de una
tenencia segura –particularmente a los sin tierra– para
beneficiarse, a menos que se haga alguna provisión
especial o que los beneficios sean distribuidos por
amplias asociaciones comunitarias que puedan intentar
un reparto equitativo. En el programa original de RSA de
Costa Rica, por ejemplo, sólo los que poseían un título
sobre la tierra podían participar, lo que se lo impidió a
muchos pequeños agricultores. Mientras maduran los
programas de RSA y se construye el mercado para los
servicios ambientales, esto puede suministrar a los
gobiernos otro incentivo para progresar en la seguridad
de la tenencia para los pobres del medio rural. En el
ínterin, sin embargo, un creciente número de programas
de RSA pueden empeorar las cosas para los pobres sin
tenencia si hacen que las tierras rurales sean más
atractivas –y con más posibilidades de pasar a sus manos–
para los grandes propietarios.

■ Restricciones en el uso de la tierra. Las directrices de la
RSA pueden bloquear el pasto u otros usos tradicionales
de los bosques que parecen entrar en conflicto con los
servicios ambientales que el programa esté pagando. Sin
acceso a éstas u otras actividades de reemplazo, las
familias pobres no serán capaces de permitirse participar
en programas de RSA. El programa de Costa Rica no
permitía a los granjeros llevar a pastar sus ganados o
practicar la agroselvicultura en ninguna de las tierras

implicadas en el programa, aunque los pagos de la RSA
no eran suficientes para servir como fuente primaria de
ingresos. Esto no dejó ninguna opción a muchos
pequeños campesinos, salvo no participar. En 2002, el
Gobierno enmendó su programa para permitir
actividades agroforestales (Rosa et al. 2003:20).

■ Altos costes operativos. Los costes de solicitar un
programa de RSA, redactar un contrato y hacer un
seguimiento de la actuación pueden convertirse en una
carga considerable para las familias pobres. Los candidatos
al programa de RSA de Costa Rica se han quejado de
haber gastado grandes cantidades de tiempo y dinero para
obtener documentos de certificación, pagar por estudios
de gestión del terreno y recibir visitas trimestrales de un
gestor forestal. El Gobierno se ha comprometido a reducir
estos costes sustanciosamente y también ha dado un paso
para permitir a los grupos de pequeños agricultores unirse
al programa de RSA de forma colectiva, dispersando de
ese modo los costes sobre un grupo más amplio (Miranda
et al. 2003:29-32; Pagiola 2002:43-44).

■ Falta de créditos y fondos iniciales. Cambiar las prácticas
agrícolas y de otros usos de la tierra o reforestar pastos
para cumplir con los requisitos de la RSA a menudo
requiere una inversión importante en nuevos materiales,
formación y pérdida de ingresos durante el periodo de
transición. Para las familias pobres es difícil cubrir estos
costes, ya que suelen carecer de créditos y de ahorros.
Costa Rica ha intentado hacer frente a esto reforzando
los primeros pagos a los campesinos, realizando la mitad
de los pagos totales (normalmente distribuidos a lo largo
de cinco o diez años) dentro del primer año de
incorporación al programa (Pagiola 2003:11).

A pesar de estos obstáculos, hay una esperanza considerable
de que los programas de RSA puedan ser modificados para
que beneficien a los pobres. La atención política en torno a
los programas de RSA en muchas naciones se ha centrado
en la identificación de las reformas necesarias para aumen-
tar su potencial para la reducción de la pobreza. Costa Rica,
por ejemplo, se ha esforzado en los últimos años en modifi-
car su programa de modo que sirva mejor a los pobres. No
es casualidad que muchos de los cambios en la gobernanza
defendidos en este capítulo a favor de los pobres, como
establecer una tenencia segura y promover instituciones
comunitarias que puedan negociar y representar colectiva-
mente los intereses de los pobres, son los mismos cambios
en la gobernanza necesarios para mejorar los programas de
RSA para la reducción de la pobreza.

Incluso en su imperfecta forma actual, los programas
de RSA han conseguido ofrecer algunos beneficios impor-
tantes a los participantes de bajos ingresos. Muchas veces
están relacionados más con la organización social y la
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formación de capacidades que con el pago monetario. Por
ejemplo, los pequeños agricultores del programa de RSA
de Costa Rica citan la formación técnica suministrada en el
programa como lo bastante valiosa para justificar la partici-
pación, incluso si los pagos no son abundantes. La creación
de organizaciones locales para ayudar a los pequeños
campesinos a aprovechar de estos sistemas también ha
producido beneficios duraderos en capital social, hacién-
dose los campesinos pobres más partidarios de solicitar
compensaciones y derechos de propiedad sobre los recur-
sos naturales (Rosa et al. 2003:23-26).

La participación en programas de RSA también puede
abrir puertas a otras fuentes de recursos ambientales. Los
pequeños campesinos participantes en el sistema de
captura de carbono de Scolel Té no ganaron grandes canti-
dades en el pago por sus servicios ambientales. No
obstante, el proyecto permitió a los agricultores penetrar
en mercados de madera sostenible, café orgánico y otros
productos agroforestales (Rosa et al. 2003:27).

En el mejor de los casos, los sistemas de RSA ofrecen
una vía para cumplir objetivos de conservación al tiempo
que incrementan el perfil de ingresos de las familias pobres
y construyen capital social en las comunidades pobres. En
contraste con el establecimiento de parques, que en
muchos casos se basa en la exclusión de los residentes
rurales, el enfoque de la RSA es más inclusivo y basado en
un rol positivo para las comunidades rurales en la gestión
de ecosistemas (Rosa et al. 2003:13). Al igual que otras
formas de ingresos ambientales, la RSA en sí misma no
permite a las familias pobres escapar de su pobreza, pero
puede convertirse en una importante aportación a la
seguridad de los sustentos gracias a la regularidad de los
pagos y el incentivo que aporta para una gestión sostenible.

En este capítulo hemos explorado una aproximación de raíz
a la generación de ingresos ambientales por parte de los
pobres. Hemos enfatizado que una mejor gestión de los
ecosistemas y la redefinición de la gobernanza de los recur-
sos locales para empoderar a los pobres pueden conducir a
incrementos significativos en sus ingresos familiares. Es una
estrategia basada en la creencia de que la reducción de la
pobreza rural puede comenzar en la naturaleza, el recurso y
base del empleo que ya sostiene los medios de vida rurales.

Al mismo tiempo, somos conscientes de que la reduc-
ción de la pobreza depende de muchos factores al
margen de nuestra discusión en este capítulo. Por
ejemplo, hemos enfatizado que la buena gestión de los
ecosistemas combinada con una eficaz comercialización
de los productos obtenidos de la naturaleza ayuda a
reducir los riesgos sobre las ganancias para familias de

escasos ingresos. Pero las familias pobres encaran riesgos
diferentes a ingresos inadecuados o irregulares, como el
riesgo de pérdidas catastróficas por desastres naturales o
problemas de salud. Sin mitigar estos riesgos –a través de
intervenciones como el seguro de cultivos y un mejor
sistema de sanidad– los pobres no encontrarán unos
cimientos económicos estables a pesar del buen gobierno
de sus ecosistemas.

De igual modo, el acceso a la tecnología es otro factor
importante al que sólo nos hemos referido tangencial-
mente. Muchos ejemplos muestran que las innovaciones
tecnológicas y las prácticas de gestión tienen el potencial de
aumentar los ingresos ambientales sustancialmente, pero
hay considerables barreras a la adopción de estas innova-
ciones. Por ejemplo, investigadores en Brasil han descu-
bierto que la combinación de plantar legumbres para
enriquecer los suelos de forrajes y utilizar vallas electrifica-
das que usan energía solar para controlar mejor los
espacios donde pasta el ganado podría permitir a los
pequeños propietarios doblar de forma sostenible su
producción de leche y triplicar la capacidad de sus terre-
nos, resultando un notable incremento en sus ingresos.
Pero la carencia de créditos y formación, la distancia a los
mercados y la falta de un compromiso político en progra-
mas de extensión significan que pocos agricultores brasile-
ños tienen la posibilidad de beneficiarse de estas innova-
ciones. Bajo los incentivos económicos actuales, los
agricultores pobres probablemente continuarán con sus
prácticas habituales (Charter 2003:3).

Esto saca a relucir el hecho de que las empresas
rurales, aunque estén físicamente aisladas, están conecta-
das a la economía nacional –y cada vez más a la economía
global– y por tanto son sujeto de políticas macroeconómi-
cas y de gobierno que se originan lejos del nivel del pueblo.
(Ver Cuadro 4.5). Sin cambios políticos a favor de los pobres
en estos niveles más altos, se atenúa notablemente la capa-
cidad de los pobres de desplegar sus recursos de los ecosis-
temas para conseguir mayores ingresos. Por ejemplo, los
ministerios nacionales de pesca tradicionalmente concen-
tran su atención y presupuestos en la pesca industrial,
ignorando la pesca a pequeña escala de la que dependen
los pobres. Si esta dinámica no cambia, los pobres verán
cómo se frustran sus intentos de lograr una mejor gestión
de los ecosistemas por la falta de atención oficial.
Asimismo, sin una acción de alto nivel para poner créditos
y otros servicios financieros a disposición de las pequeñas
empresas rurales, los pobres tendrán dificultades para sacar
partido de sus logros en la gobernanza y la gestión.

Por otra parte, este capítulo muestra que los gobiernos
pueden crear los cimientos de unos mayores ingresos
ambientales aportando incentivos para las empresas basadas
en la naturaleza, empoderando a los pobres al garantizar
derechos de obligatoriedad jurídica sobre los recursos y
promoviendo instituciones locales sensibilizadas. De hecho,
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como muestran los estudios de casos reales del Capítulo 5,
para aumentar el índice de éxitos en los pueblos es crucial
un compromiso político de alto nivel para expandir los
ingresos ambientales a través del empoderamiento local.

Cuando esto suceda, puede darse el caso de que las mejoras
en las prácticas de gestión y gobernanza en toda la región
faciliten a los pobres un primer paso para su despegue
económico. �



L A  O L A  A C T U A L  D E  G L O B A L I Z A C I Ó N  E C O N Ó M I C A
ha sacado a mucha gente fuera de la pobreza y reforzado el bienestar
humano. Pero los beneficios de la globalización aún no han llegado lo
bastante lejos: más de 3.000 millones de personas aún viven vidas
empobrecidas y los campos, pesquerías, bosques y cauces de los que
dependen se encuentran en un riesgo creciente.

Como señala la Evaluación de Ecosistemas del Milenio, la transformación
de los ecosistemas en las últimas cinco décadas hace parecer pequeño el
impacto acumulativo de los siglos anteriores. Esta degradación está
socavando los medios de vida rurales (MA 2005:2). La mitad de todos los
trabajos en el mundo dependen de la agricultura, la selvicultura y la
pesca. Pero los subsidios y otras importantes restricciones en los países
desarrollados se lo ponen más difícil a los campesinos de los países en
desarrollo para que puedan competir en el mercado mundial (WTO [OMC]
2003:10, 22).

Mejorar esta situación requerirá una globalización mejor y más inteligente.
En última instancia, una sofisticada economía de mercado es el único
mecanismo capaz de generar una prosperidad duradera. Los enfoques
basados en el mercado, cuando están asesorados por una política pública
responsable social y ambientalmente, también han sido eficaces en la forja
de soluciones a algunos problemas ambientales. El comercio de emisiones
ha logrado reducir el dióxido de azufre y los óxidos de nitrógeno y la
negociación de cuotas de pesca ha reducido la sobrepesca (Aulisi et al.
2005:11; Kura et al. 2004:92; Ellerman et al. 2000:315; NRC
1999:192). Se están utilizando enfoques innovadores para asignar valor,
y de ahí proteger, los “servicios de los ecosistemas”, desde cultivos y pesca
a filtración de agua y prevención de inundaciones. Es necesario que todo
esto ocurra de forma que los pobres del medio rural puedan participar y
beneficiarse de ello, lo que sólo sucede si tienen un cierto grado de control
sobre los procesos y los “bienes” de los ecosistemas.

Los mercados de equidad pública dirigen miles de millones de dólares cada
día a empresas y proyectos en todo el mundo. Aunque suele ser sin inten-
ción, todas estas asignaciones de capital aceleran la pérdida de bosques,
pesquerías y cauces y financian la emisión de gases de efecto invernadero a
la atmósfera. Para contrarrestar esta tendencia, muchos bancos privados se
han comprometido con los “Principios de Ecuador”, que incorporan criterios
sociales y medioambientales en la toma de decisiones de inversión. Grandes
corporaciones están invirtiendo en tecnología ecológicamente más limpia
porque están convencidos de que aumentará sus beneficios y les hará más
competitivos internacionalmente. En el sector de la energía, la Agencia Inter-
nacional de la Energía estima que se requerirán 16 billones de dólares en
inversiones en infraestructuras mundiales en los próximos veinticinco años
(IEA 2004:383). Redirigir este flujo masivo de capital hacia energías y siste-
mas de transporte limpios podría reducir la pobreza, aumentar la seguridad
y estabilizar las emisiones de gases de efecto invernadero.

Para favorecer a los pobres, los inversores y los beneficiarios de préstamos
necesitan incorporar la sostenibilidad ambiental a sus actividades. Los
desarrolladores de proyectos de energía, petróleo, gas y minería necesita-
rán realizar un mejor trabajo gestionando los riesgos para la salud humana,

así como los daños a los ríos, pesquerías y otros ecosistemas. Los presta-
tarios de los bancos Ecuador pueden tener que abandonar o modificar sus
planes para cumplir estándares ambientales, como sucedió con muchos de
los proyectos de ABN AMRO el año pasado. No obstante, mientras que es
esencial conducir las inversiones privadas en direcciones favorables a los
pobres, no se puede conseguir el beneficio deseado allí donde domina el
mal gobierno.

La inversión privada en hidrocarburos y otras industrias extractivas ha
estado en ocasiones asociada con la corrupción, la degradación medioam-
biental, trastornos sociales y empobrecimiento. Cambiar esto requerirá más
transparencia, participación pública y responsabilidad. La Iniciativa por la
Transparencia de las Industrias Extractivas (EITI), lanzada por el Gobierno
británico, ya está probando sus éxitos. Royal Dutch Shell y BP han acordado
revelar información detallada sobre pagos en sus operaciones petrolíferas en
Nigeria y Azerbaiyán, respectivamente. Inversores que representan más de
7 billones de dólares han respaldado la EITI y organizaciones de la socie-
dad civil están utilizando la EITI como un instrumento de responsabilidad
gubernamental. El respaldo a la EITI por parte de las naciones del G-8 y los
países productores de petróleo constituiría una diferencia decisiva para las
vidas de los pobres que viven en los 60 países que dependen de los ingre-
sos del petróleo, gas y minería (Soros 2005:43).

La globalización económica ha conducido a un montón de tecnología que
pueden ayudar a hacer funcionar el mercado eficazmente, promover la
gobernanza sólida de los recursos naturales y proteger los intereses de los
pobres. La recolección de datos ambientales a bajo coste utilizando senso-
res remotos y mapas de alta resolución vía satélite es un ejemplo. Los
mecanismos de seguimiento y control están ayudando a reducir la sobre-
explotación de las pesquerías. En Malasia, los ecologistas utilizan trans-
misores vía satélite para contabilizar los elefantes (WWF 2005). Los
agricultores rurales de India con acceso a internet de alta velocidad
reciben actualizaciones online sobre los precios de mercado y el tiempo,
haciéndolos más competitivos (Annamalai and Rao 2003:1). Cada vez más
tecnologías accesibles y de bajo coste están comenzando a medir tenden-
cias en deforestación, erosión del suelo y cambio climático. India, China y
Brasil han lanzado sus propios satélites y están compartiendo información
con otros países en desarrollo. Esperemos que pronto se superpongan
rutinariamente las bases de datos existentes –incluyendo los mapas de
pobreza y los mapas de servicios de ecosistemas– en los lugares donde se
propongan operaciones mineras, madereras o industriales para identificar
cómo este desarrollo puede afectar a las familias pobres en la región.

Un enfoque más inteligente de la globalización económica puede funcio-
nar cuando los pobres estén empoderados a través del acceso a la infor-
mación, la participación y la justicia y cuando tengan reconocidos legal-
mente los derechos a los recursos que les permitan gestionar, vender,
alquilar e invertir en servicios de los ecosistemas. Mediante la asociación
con el sector privado para hacer disponible el crédito a empresas basadas
en los ecosistemas y la mejora de la comercialización y el transporte de los
bienes producidos, los pobres pueden conseguir ingresos y beneficios del
mercado más amplio que permite la globalización. �

CUADRO 4.5 GLOBALIZACIÓN, GOBERNANZA
Y POBREZA
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La situación que afronta cada pobre en el medio rural es única,

pero el deseo de una vida mejor –material, cultural y espiritualmente–

es universal.



CONVERTIR
LOS BIENES
NATURALES  

EN RIQUEZA
En Recursos mundiales hemos expuesto que los ingresos ambientales son la riqueza de los
pobres, con el potencial de aportar no sólo subsistencia, sino un camino de salida de la
pobreza si prevalecen las condiciones adecuadas de gobernanza. En muchas comunida-
des este argumento está presente cada día en la experiencia local sobre el terreno.

Los cinco casos estudiados en este capítulo proceden de partes remotas del mundo,
comunidades en diferentes entornos físicos y con diferentes valores históricos y culturales.
En cada caso, una comunidad rural pobre nos muestra cómo ha aprendido a restaurar y
gestionar sus ecosistemas locales para lograr una mayor producción y cómo ha convertido
estos bienes naturales en mayores ingresos familiares. Pero lo esencial de estas historias es
cómo las comunidades han intentado alcanzar el objetivo de una gobernanza democrá-
tica. Estos casos son testimonios de la dificultad y la recompensa de perseguir una gestión
comunitaria de los recursos naturales que incluya a los pobres. Finalmente, estos estudios
nos recuerdan que la situación que afronta cada pobre en el medio rural es única, pero el
deseo de una vida mejor –material, cultural y espiritualmente– es universal.

La naturaleza en manos locales: el caso de las conservaciones de Namibia
Delegar la gestión de la naturaleza y el turismo a las conservaciones locales para mayores
oportunidades de ingresos. 

Más agua, más riqueza en el pueblo de Darewadi
Gestión local del agua para conservar los recursos naturales y mejorar los medios de
vida. 

Regenerar los bosques: el proyecto HASHI en Tanzania
Restauración de los bosques basada en la práctica tradicional de restaurar la vegetación
en enclaves protegidos.

Testigo directo: empoderar comunidades indonesias para combatir la tala ilegal
Formar a personas que dependen del bosque para documentar las prácticas de tala
ilegal. 

Pueblo a pueblo: recuperando las pesquerías costeras de Fiji
Restaurar los recursos costeros sumando prácticas de conservación tradicionales a las
técnicas modernas para crear zonas marinas gestionadas localmente.
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directora de una casa de huéspedes en Namibia. Su pueblo,
y otros cientos más, se han beneficiado directamente de los
esfuerzos gubernamentales para delegar la gestión de la
naturaleza y el desarrollo turístico en tierras comunales a
las conservaciones administradas por pueblos indígenas.
“Ahora vemos la naturaleza como nuestra forma de crear
puestos de trabajo y oportunidades al crecer la industria
turística”, afirma. “El futuro es mejor con la naturaleza a
nuestro alrededor, no sólo por los trabajos, también por el
medio ambiente” (Florry 2004).

El establecimiento de las conservaciones de Namibia
se encuentra entre los esfuerzos más prósperos de los países
en desarrollo para descentralizar la gestión de los recursos
naturales y simultáneamente combatir la pobreza. De
hecho, es una de las demostraciones a mayor escala de la
llamada “gestión comunitaria de los recursos naturales”
(GCRN) y el empoderamiento de las comunidades locales
sancionado por el Estado. La mayoría de las conservaciones
están administradas por comités electos de personas
locales, en los que el Gobierno delega derechos de usuario
sobre la naturaleza dentro de los límites de la conservación.

Funcionarios del Gobierno y organizaciones no guberna-
mentales (ONG) locales e internacionales aportan asisten-
cia técnica en la gestión de la conservación. A finales de
2004, 31 conservaciones estaban operativas sobre 7,8 millo-
nes de hectáreas de desierto, sabana y bosques habitados
por 98.000 personas. Cincuenta más estaban en desarrollo
(WWF and Rossing Foundation 2004:iv).

Pese a estar aún en pañales, las conservaciones
namibias tienen sus críticos y hasta hoy siguen siendo
vehículos imperfectos de democracia local y de reducción
de la pobreza. Por ejemplo, su pertenencia activa puede
estar limitada y los derechos de usuario de la naturaleza
están investidos en los comités, no directamente en las
familias del pueblo. Pero ya han repartido beneficios obvios,
tanto para la naturaleza como para las personas. Las pobla-
ciones de cebra, oryx, kudú y gacela se están recuperando
en muchos lugares y a las comunidades llegan dinero,
empleos y carne de caza. Beneficios menos tangibles pero
igualmente importantes incluyen el refuerzo de las institu-
ciones locales y la gobernanza, el empoderamiento de las
mujeres y una mayor cohesión en la comunidad.

El caso de las conservaciones de Namibia

LA NATURALEZA 
EN MANOS LOCALES

UANDO NAMIBIA CONSIGUIÓ LA INDEPENDENCIA EN 1990, LA ADOLESCENTE PASCOLENA

Florr y estaba pastoreando cabras en la seca y desolada sabana del norte del país. Su trabajo, no remunerado y

peligroso, era proteger el ganado de sus padres frente a las cacerías de chacales y leopardos. Ella veía la naturaleza como el

enemigo y compartían su visión muchos del resto de habitantes indígenas de las tierras rurales comunales de Namibia. La

caza furtiva era algo habitual. Quince años más tarde, la vida y la perspectiva de una Pascolena de 31 años de edad son muy

diferentes. Se ha labrado una carrera en turismo antes inimaginable y es la primera persona negra que es seleccionada como

C
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Una nueva idea para gestionar
la naturaleza
Namibia es un país de impactante belleza, con dunas del
desierto, sabana forestal, llanuras abiertas y valles fluviales.
Su pequeña pero creciente población de 1,8 millones de
habitantes depende en gran medida de los recursos natura-
les para el alimento y los medios de vida. Amplias zonas,
sobre todo en las llanuras del norte con una rica natura-
leza, son gestionadas comunalmente por más de una
docena de tribus.

En la era del apartheid, cuando Namibia estaba gober-
nada por Sudáfrica, los animales de caza fueron declarados
como bienes protegidos de propiedad estatal, una política
que desanimó a aquellos que habitaban áreas comunales de
sumarse a los esfuerzos de conservación (WWF and Rossing
Foundation 2004:29). A comienzos de la década de 1980, los
ecosistemas se estaban deteriorando rápidamente en el
norte, con un furtivismo rampante por el marfil de los
elefantes y los cuernos de rinocerontes y un severo exceso de
uso de tierras con tendencia a la sequía. Las poblaciones de
la mundialmente famosa flora y fauna de Namibia caían en
picado, incluyendo el elefante del desierto, el amenazado
rinoceronte negro, la cebra, el león, el impala y el oryx.

A mediados de los años 80, un innovador programa
contra el furtivismo desarrollado por el conservacionista
namibio Garth Owen-Smith aportó un patrón inicial para la
conservación comunitaria. Ganó la confianza de los líderes
tradicionales de la región de Kunene, que aceptaron designar
personas locales como guardianes comunitarios de la caza y
trabajar con ONG locales para promover un creciente sentido
de gobierno sobre la naturaleza (Long 2001:6). Mientras

tanto, el Departamento de Conservación de
la Naturaleza de Namibia (hoy el Ministerio
de Medio Ambiente y Turismo, o MMAT)
había delegado derechos de usuario de la
naturaleza a haciendas de propiedad vitalicia
de blancos. Los propietarios privados de
granjas estaban autorizados a utilizar de
forma sostenible los animales para carne, caza
deportiva y turismo (Weaver 2004).

Tras la independencia, estos dos
modelos compusieron la base de la acción
gubernamental para extender el mismo tipo
de derechos de uso que los propietarios de
las granjas habían disfrutado a aquellos que
vivían en las tierras comunales. El Acta de
Conservación de la Naturaleza de 1996
permitió el establecimiento de conservacio-
nes –áreas reconocidas legalmente dentro
de las tierras comunales estatales– a través
del Programa de Gestión Comunitaria de
los Recursos Naturales de Namibia. Dentro

de las zonas comunales, el Estado delegó derechos limitados
sobre la naturaleza en los comités de conservación. Éstos
incluían los derechos a cazar, capturar, seleccionar y vender
“animales de caza” (oryx, gacelas, kudúes, jabalíes, búfalos y
cerdos de río) y el derecho a solicitar al MMAT permisos
para utilizar cuotas de caza protegida en torneos de caza
(Long 2004:33).

■ En 2004, los beneficios totales que fluyeron hacia las comunidades de
conservaciones, incluyendo ingresos por empleo, el pago de tasas y
contratos turísticos y beneficios en especie como carne de caza,
alcanzó los 14,1 millones de $ N (2,5 millones $ americanos).

■ Las actividades relacionadas con las conservaciones, incluido el
turismo, han creado 547 empleos a tiempo completo y 3.250 a tiempo
parcial desde 1998.

■ Los sustentos y el estatus de las mujeres han mejorado. Las mujeres
ocupan casi 3.000 de los nuevos empleos a tiempo parcial y más de la
mitad de los puestos a tiempo completo. Suponen el 50 por ciento de
los miembros de las conservaciones, el 30 por ciento de los miembros
de los comités de las conservación y dirigen tres conservaciones.

■ Siete de las doce ONG que apoyan el programa están dirigidas por
personas negras (frente a ninguna en 1995).

■ En 2003, las conservaciones y las iniciativas de apoyo de GCRN
contribuyeron con unos 79 millones de $ N (9,6 millones $ americanos)
a los Ingresos Nacionales Netos de Namibia y se espera que esta
aportación crezca rápidamente en los próximos años.

EN BREVE: BENEFICIOS DE LAS CONSERVACIONES
PARA LAS PERSONAS

Fuente: WWF and Rossing Foundation 2004:v-vi
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Para obtener este derecho, las comunidades tenían que
definir las fronteras de la conservación, elegir un comité de la
conservación que fuera representativo, negociar una constitu-
ción legal, probar la capacidad del comité para gestionar
fondos y generar un plan aceptable de distribución equitativa
de los beneficios de la naturaleza (Long 2004:33). Una vez
aprobadas, las conservaciones registradas adquirían los
derechos a una cuota sostenible de fauna establecida por el
ministerio. Los animales pueden bien ser vendidos a empresas
de cacerías o bien ser cazados y consumidos por la comunidad.
Como entidades legales, las conservaciones también pueden
entablar contratos con operadores turísticos del sector privado.

Las cuatro primeras conservaciones fueron reconoci-
das legalmente en 1998. En octubre de 2004 había 31, con
31.000 miembros registrados diseminados a lo largo de seis
regiones geográficas. Los comités de las conservaciones
también habían establecido 18 acuerdos de iniciativas
conjuntas con safaris de caza privados y agencias de viajes
(WWF and Rossing Foundation 2004:iv).

Esta rápida expansión puede ser examinada como una
combinación de factores. El liderazgo gubernamental y el
entusiasmo de la comunidad fueron los ingredientes princi-
pales. Pero un factor igualmente crucial fue un fuerte
compromiso de las organizaciones que lo apoyaron.
Conocida colectivamente como NACSO –la Asociación
Nacional de Organizaciones de Apoyo de la GCRN–, ésta
incluía a la Universidad de Namibia y doce ONG. La ONG
de mayor respaldo, Desarrollo Rural y Conservación de la
Naturaleza Integrados (IRDNC), trabaja con 40 conserva-
ciones en las regiones del norte ricas en fauna de Kunene y
Caprivi y está codirigida por Garth Owen-Smith y la doctora
Margaret Jacobsohn.

“Las gentes locales deciden por sí mismas si quieren
formar una conservación. No se presiona a nadie”, afirma
Jacobsohn. “Nuestra experiencia es que un pequeño grupo
de personas oye hablar de las oportunidades que ofrecen
las conservaciones –en la radio, del MMAT, de las conser-
vaciones vecinas y otros– y se convierten en un ‘grupo de
trabajo’, dirigiendo su comunidad hacia la formación de
una conservación” (Jacobsohn 2004).

Algunas comunidades lo hacen por sí solas, mientras
que otras buscan ayuda en el ministerio o en NACSO para
mantener reuniones públicas, redactar una constitución,
elegir comités de gestión y consultar a las familias que
viven dentro de los límites propuestos de la conservación.
No es necesario que todos los adultos residentes la secun-
den para aprobar una conservación, pero se celebran
muchas reuniones comunitarias en un intento de atraer a
todos los implicados. “En algún momento”, explica la Dra.
Jacobsohn, “los funcionarios del MMAT o la ONG de
apoyo, si hay alguna, intentan verificar sobre el terreno
que hay un respaldo mayoritario a la conservación” (Jacob-
sohn 2004). El proceso en su totalidad lleva entre dos y tres
años (WWF and Rossing Foundation 2004:30).

Mientras que el éxito de las conservaciones de Namibia
depende del entusiasmo y compromiso de las gentes del
lugar, el movimiento también ha sido financiado significati-
vamente por donantes internacionales. A finales de 2004, las
agencias de desarrollo de Estados Unidos, Reino Unido,
Suecia y los Países Bajos, así como el Banco Mundial y la
Unión Europea, habían invertido 464 millones de dólares en
el esfuerzo para construir un programa nacional de gestión
comunitaria de los recursos naturales (WWF and Rossing
Foundation 2004:17).

En 2004 esta inversión había comenzado a mostrar
sólidos resultados económicos. Cinco de las conservaciones
con más tiempo en funcionamiento –Torra, Uibasen, Nyae
Nyae, Marienfluss y Salambala– eran autosuficientes finan-
cieramente y cuatro más estaban en camino de serlo en
2005 (WWF and Rossing Foundation 2004:v).

■ La conservación namibia más conocida es Torra, rica en fauna, que
bordea el célebre Parque de la Costa del Esqueleto. Registrada en
1998, cubre 352.000 hectáreas de llanuras y ásperas montañas en el
sur de Kunene.

■ Los beneficios para la comunidad mixta de riembasmakkers,
damaras, herero y owambo que vive en la conservación incluye pagos
económicos, puestos de trabajo, carne de caza y medidas de
protección del ganado como nuevos puntos de agua y vallas
electrificadas. Los residentes más ancianos también han recibido
cestas de navidad, incluyendo gorros, bufandas, calcetines y mantas
(Long 2001:16-17, Baker 2003:2).

■ La conservación gana actualmente 750.000 $ N al año y ha recibido
suficientes ingresos para cubrir sus propios costes de gestión desde
2000 (Long et al. 2004:19). En enero de 2003, el comité de la
conservación Torras distribuyó 630 $ N (73 $ americanos) a cada
miembro de la conservación mayor de 18 años. Esto supuso
aproximadamente la mitad de los ingresos medios anuales para las
familias de la conservación (USAID 2005:3).

■ La conservación Torra ha generado ingresos considerables
–alrededor de 1,5 millones de $ N hasta octubre de 2003– del
ecoturismo, torneos de caza y la venta de animales vivos. Las
actividades de ecoturismo incluyen el Campamento Damaraland, un
alojamiento de lujo en el que sólo trabajan personas de tribus
locales. El Campamento Damaraland es una iniciativa conjunta del
comité de conservación de Torra y la agencia turística privada
Wilderness Safaris (Vaughan et al. 2004:2).

■ En 2004, la conservación Torra ganó el Premio Iniciativa Ecuador
entregado por el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo a
proyectos comunitarios destacados que reduzcan la pobreza mediante
el uso sostenible de la biodiversidad.

CONSERVACIÓN TORRA:
GANADORA DEL PREMIO INICIATIVA ECUADOR 2004
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Beneficiarios de la conservación:
naturaleza, comunidades, mujeres

Renacimiento de la naturaleza
Quizá los beneficios más impactantes del experimento de
Namibia en la gestión de los recursos naturales dirigida por
las personas sean para la naturaleza. Las poblaciones de
elefantes, cebras, oryx y gacelas se han multiplicado en
muchas conservaciones al decaer el furtivismo y la caza
ilegal. El noroeste de Namibia presume ahora de la mayor
población de rinocerontes negros vagando en libertad,
mientras que la caza en la gran conservación de Nyae Nyae
se ha multiplicado por seis desde 1995. En las llanuras del
este de Caprivi se han reiniciado las migraciones estaciona-
les de animales de caza entre Botswana y Namibia por
primera vez desde comienzos de la década de 1970 (WWF
and Rossing Foundation 2004:v).

La combinación de los ingresos y los empleos por el
turismo, la lucrativa caza deportiva de animales y las cuotas
comunitarias de caza han convertido a la naturaleza en algo
más atractivo como un recurso a administrar que como
perspectiva de furtivismo para las comunidades. Para atraer
la fauna y reducir los conflictos con las personas, las técni-
cas de gestión mejoradas también han incluido nuevos
pozos de agua para elefantes, protección de los recursos de
agua domésticos y del ganado frente a elefantes y demarca-
ción del terreno según usos para separar los designados
hábitats de la naturaleza de los pueblos y las zonas de
cultivo (Long 2001:9). En algunas áreas, incluyendo las

conservaciones de Nyae Nyae, Uukwaluudhi y Salambala,
también se ha reintroducido con éxito animales de caza
(Barnes 2004:4).

Según Chris Weaver, director del programa de conser-
vación de WWF-LIFE en Windhoek, que financia a varios
grupos de NACSO, estos beneficios indican “un cambio
masivo en las actitudes de los residentes del área comunal
hacia la naturaleza. La fuerte adhesión al movimiento de
conservación demuestra una voluntad y un deseo de incor-
porar la naturaleza a los medios de vida rurales, al ser vista
ahora como un bien para los sustentos” (Weaver 2004).

Las conservaciones de Namibia han alterado significa-
tivamente el paisaje del uso de la tierra del país a beneficio
de la biodiversidad. Dieciocho conservaciones registradas
se encuentran al lado o entre parques nacionales y reservas
de caza protegidas. Esto facilita el movimiento estacional
seguro de la fauna entre parques y tierras comunales y
añade 55.192 km2 extra de tierra de uso compatible a la red
de 114.080 km2 de zonas protegidas en Namibia. Las
conservaciones también han adaptado con éxito el patrón
de uso tradicional de la tierra para actividades de subsis-
tencia –como el pasto de ganado y el cultivo de secano–
para incorporar nuevas oportunidades de turismo. Muchas,
por ejemplo, se han establecido al lado de grandes zonas
naturales dedicadas al turismo y al deporte o la caza comu-
nitaria (WWF and Rossing Foundation 2004:iv).

Reducir la pobreza, empoderar a la gente
Los beneficios para las poblaciones humanas también están
claramente definidos, aunque varían según conservación.

Más de 95.000 namibios han obtenido beneficios
de algún tipo desde 1998, según la Agencia para
el Desarrollo Internacional de Estados Unidos
(USAID), un financiador y defensor del esfuerzo
de las conservaciones (USAID 2005:1). Estos
beneficios incluyen empleos, formación, carne
de caza, dividendos económicos y beneficios
sociales como mejoras escolares o manteni-
miento del suministro de agua financiado por los
ingresos de la conservación (WWF and Rossing
Foundation 2004:43).

En 2004, los ingresos totales del programa
nacional de GCRN alcanzaron los 14,1 millones
de dólares namibios, frente a los 1,1 millones de
1998. De éstos, 7,25 millones fueron distribuidos
entre comunidades en forma de dividendos
económicos y programas sociales, el resto fue
obtenido por hogares individuales mediante
salarios por trabajos y empresas relacionadas con
la conservación. Alojamientos turísticos, campa-
mentos, servicios de guía y negocios relaciona-
dos, como la producción de artesanía, emplea-
ron a 547 habitantes locales a tiempo completo y
a 3.250 a tiempo parcial. En total, 18 conserva-
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GRÁFICO 1  RECUPERACIÓN DE LA FAUNA EN LA CONSERVACIÓN
DE NYAE NYAE

Fuente: Ministerio de Medio Ambiente y Turismo de Namibia (censo aéreo)

L A  N A T U R A L E Z A  E N  M A N O S  L O C A L E S



118

ciones recibieron sustanciosos ingresos económicos, con
una media de 217.046 dólares namibios en 2004 (WWF and
Rossing Foundation 2004:v,43).

Las cuotas comunitarias de caza aportan otro beneficio
directo importante. La distribución de la caza ha probado
ser muy popular entre las comunidades, suministrando
tanto la valiosa carne como un sentido de autonomía
comunitaria (Long 2001:9).

En cada conservación, una vez que se generan ingresos
(generalmente dentro de los dos primeros años tras su regis-
tro), los miembros y el comité eligen cómo invertir los ingre-
sos de la conservación y distribuir los beneficios. Algunos
optan por pagos en efectivo a miembros o familias. Por
ejemplo, en enero de 2003, Torra entregó a cada miembro
adulto de la conservación el equivalente a 73 dólares ameri-
canos. Otras financian servicios como aulas escolares, nuevas
bombas de agua o combustibles diésel para las bombas en
funcionamiento (USAID 2005:3).

Un estudio del Banco Mundial en 2002 sobre 1.192
hogares en Caprivi y Kunene descubrió beneficios distri-
buidos equitativamente entre los miembros de la conser-
vación. En Kunene, los investigadores registraron un
aumento del 29 por ciento en los ingresos per cápita
debido a la combinación de efectos directos e indirectos
de la gestión comunitaria de los recursos naturales, y eso
sin incluir los beneficios no económicos, como la carne de
caza (Bandyopadhyay et al. 2004:16,13). Estos hallazgos
sugieren que las conservaciones de Namibia están comen-
zando a desempeñar un importante papel en la lucha
contra la pobreza rural.

Agenda positiva de género
Las conservaciones también están teniendo un impacto
importante en el empoderamiento y el bienestar de las

mujeres. En 2004, las mujeres suponían la mitad de todos
los miembros de las conservaciones y tres de cada diez
miembros de los comités de gestión. También habían
ocupado la mayoría de los nuevos empleos generados,
disparando tanto sus ingresos como su estatus social. En el
lujoso Campamento Damaraland en la conservación Torra,
por ejemplo, más del 75 por ciento de los empleados son
mujeres (Florry 2004).

“Son habitantes locales que nunca hubieran encon-
trado un trabajo en otro lugar”, afirma Pascolena Florry,
cuyo propio horizonte se expandió drásticamente al labrar
su carrera desde camarera a directora del campamento. “La
conservación les ha dado formación y capacidades e incre-
mentado su autoestima y sentido del valor”. Antes del
desarrollo turístico, recuerda, las oportunidades de trabajo
remunerado eran prácticamente inexistentes. “Crecí en un
pueblo pequeño. Las cabras eran nuestro único ingreso y
no había nadie para protegerlas de los animales salvajes, así
que eso es lo que solía hacer. La vida es mejor ahora. Mi
familia tiene más dinero, somos capaces de hacer más
cosas” (Florry 2004).

Empoderamiento
El desplazamiento del poder hacia las comunidades locales,
después de décadas de poder centralizado, también ha
producido beneficios intangibles. Los más destacados son
un mayor papel de los ciudadanos en la toma de decisiones,
un sentido más profundo de comunidad y creciente orgullo
por la recuperación de la fauna y el éxito de las conserva-
ciones.

El proceso de gestionar una nueva institución
democrática ha empoderado a aquellos que participan y
les ha otorgado nuevas capacidades. Trabajadores de las
ONG y el MMAT forman y asesoran a los miembros
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recién elegidos de los comités en el establecimiento de
prioridades, la toma de decisiones y la mediación en
conflictos (USAID 2005:5). En conservaciones de alta
participación, como Torra, las familias del pueblo
también están muy implicadas en la toma de decisiones.
“La gente entiende que ésta es una oportunidad que no
tenían previamente. Sienten que las conservaciones les
entregan poder sobre cómo cuidar a los animales… y una
oportunidad para un futuro mejor”, asegura Paula
Adams, oficial de enlace de la conservación de Torra.
“Asisten a nuestras reuniones y nos dicen que quieren
construir más campamentos turísticos. Si está pasando
algo contrario a los intereses de la conservación, lo dicen.
Por ejemplo, si los conductos de agua de una granja están
dañados por los elefantes, nos lo dicen, de modo que
podemos ir y arreglarlos” (Adams 2004).

Los ciudadanos también proponen soluciones y priori-
dades que configuran las acciones del comité de Torra.
Cuando el asunto son animales problemáticos, como leones
que matan ganado, los granjeros piden una nueva estación
de cría segura más que compensaciones económicas. La
conservación está ahora construyendo una. Una encuesta de
2002 a las familias reveló que los miembros “querían ver una
comunidad saludable con gente saludable”, afirma Adams.
La conservación respondió comenzando talleres sobre
VIH/sida y distribuyendo folletos y condones.

Los miembros activos en las conservaciones namibias
también desempeñan un rol práctico en la gestión de los

recursos naturales. Recogen y analizan datos de la pobla-
ción de animales, usando un sistema de registro simple y
estandarizado, y los comités de conservación aplican los
hallazgos a las actividades de gestión. Este seguimiento
orientado por las personas ha tenido tanto éxito que ahora
está siendo introducido en parques nacionales y áreas
protegidas en Zambia, Mozambique y Botswana (WWF and
Rossing Foundation 2004:vi).

Puntos débiles de las conservaciones
A pesar de sus beneficios bien documentados, las conserva-
ciones de Namibia siguen siendo un trabajo en progreso.
Tres asuntos en particular preocupan al Gobierno, los
donantes y las comunidades de ONG. El primero es que la
forma ad hoc en que muchas conservaciones distribuyen sus
beneficios no siempre favorece a las familias más pobres. El
segundo es que la participación limitada en las conserva-
ciones está obstaculizando una genuina gobernanza local y
el empoderamiento. El tercero es que la recuperación de
las poblaciones de animales salvajes ha incrementado el
número de depredadores naturales del ganado del que
dependen muchos hogares de las conservaciones. Un
problema estructural más profundo es la naturaleza
limitada de los derechos locales, negándose derechos de
propiedad o tenencia plena a los residentes de las conser-
vaciones. Pese a la discusión periódica de la reforma de la
tierra, la propiedad de todas las tierras comunales es
retenida por el Gobierno, una rémora de los tiempos
coloniales.

Límites a la reducción de la pobreza
Cada conservación debe producir un plan para la distribu-
ción equitativa de los beneficios antes de ser registrada por
el Gobierno. En teoría, el Ministerio de Medio Ambiente y
Turismo podría sacar del registro a una conservación que
haya violado esta política. Pero en la práctica no hay
ninguna guía de lo que supone una distribución “equita-
tiva” de los beneficios, dejando a las conservaciones reali-
zarla a su modo. Algunas se centran específicamente en los
hogares más pobres y vulnerables, otras no. Algunas invier-
ten los ingresos en servicios sociales, como equipamiento
escolar o mantenimiento del suministro de agua; otras, en
pagos económicos. Algunas sólo distribuyen beneficios
entre los miembros registrados de la conservación; otras,
entre todos los hogares.

Para promover el autogobierno, NACSO ayuda a las
organizaciones a fomentar que las comunidades establez-
can sus propias prioridades. Chris Weaver, director del
programa WWF-LIFE, reconoce que esto puede crear
dificultades iniciales. “En algunos casos ha habido un tira y
afloja entre las familias más ricas, que poseen ganado y
tendrán que abandonar pastos para la gestión de la fauna,
y las familias más pobres, que se beneficiarán mucho más

TABLA 1 DESGLOSE DE INGRESOS
DE LAS CONSERVACIONES, 2003

Fuentes de ingresos económicos y en especie
de las conservaciones y sus miembros, en porcentaje

Empresas comunitarias de turismo y campamentos 36%

Empresas conjuntas de turismo       27% 

Torneos de caza       17%

Ventas de paja        7%

Ventas de artesanía         4%

Distribución de carne de caza       3%

Donaciones de animales de caza        2%

Uso propio de carne de caza       1%

Venta de animales vivos        1%

Intereses obtenidos        1%

Varios       1%

100 % 
Fuente: Barnes 2004: 5
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de los ingresos económicos generados por la conservación
que las familias más pudientes”. Sin embargo, insiste en
que las comunidades deben administrar sus propios
asuntos si se quiere que la conservación funcione a largo
plazo. “No prescribimos. Creemos que los comités deben
cometer sus propios errores, aprender de ellos y hacer
ajustes el año siguiente” (Weaver 2004).

No obstante, este enfoque de laissez faire ha sido criti-
cado por un panel internacional de científicos sociales que
en marzo de 2004 urgió al Gobierno de Namibia a asegurar
que los beneficios fueran destinados a los pobres. En la
base de un intensivo estudio de tres años que cubre ocho
conservaciones, conocido como el informe WILD,
recomiendan que el Ministerio de Medio Ambiente y
Turismo:

■ entregue a las conservaciones directrices estrictas sobre
distribución equitativa

■ les anime a perseguir beneficios para grupos preidentifi-
cados de personas pobres

■ ayude a los comités a revisar si la participación existente
en la conservación supone una base justa para la distri-
bución de beneficios

■ adopte una política nacional de turismo “a favor de los
pobres”, concentrándose en el desarrollo de las conser-
vaciones que “contribuyan directamente a la reducción
de la pobreza, refuercen la seguridad de los sustentos y el
empoderamiento social” (Long 2004:xvii).

Límites a la gobernanza local
Un segundo gran reto que afrontan las conservaciones
namibias es su déficit democrático. Muchos residentes locales
no se registran como miembros de la conservación o no votan
a los miembros del comité. Pese a que habitualmente se suma
la mayoría de los adultos dentro de sus límites, el informe
WILD identificó varias conservaciones integradas por una
minoría. Una investigación de 2002 sobre un millar de
familias en siete conservaciones descubrió que sólo el 34 por
ciento se identificaba como “participantes en la conserva-
ción” (Bandyopadhyay et al. 2004:15).

Además, la legislación de 1996 que originó las conser-
vaciones otorga derechos legales de propiedad sobre la
fauna a los comités de gestión, no directamente a los
miembros de la conservación. Los comités de las conserva-
ciones son elegidos por los miembros y de ahí se supone
claramente que son directamente responsables ante los
miembros de la conservación, pero no hay una obligación
legal para esta consagración a nivel nacional (Long 2004:35).

La participación limitada en la pertenencia y las activi-
dades de una conservación puede contribuir a otros
problemas, como una lenta distribución de dinero y carne
a las familias residentes. Incluso el buque insignia que es la

conservación Torra no hizo ningún pago económico a los
miembros hasta enero de 2003, tres años después de
hacerse financieramente independiente (Baker 2003:1).

En algunas conservaciones también hay evidencias de
que los miembros con una educación más alta controlan
desproporcionadamente los comités de gestión. Los inves-
tigadores de campo del proyecto WILD, trabajando en
ocho conservaciones en Caprivi y Kunene, también halla-
ron que las personas empleadas en el turismo de la conser-
vación tendían a provenir de las familias locales más ricas
(Long 2004:17). Por otro lado, el equipo de investigación
del Banco Mundial en 2002 no encontró evidencias de que
las élites sociales estuvieran acaparando una mayor porción
de los beneficios que otros miembros de la comunidad. “En
Caprivi había evidencias de que los hogares pobres se
beneficiaban más que los más ricos, mientras que en
Kunene encontramos que la distribución de las ganancias
era neutral respecto a la pobreza, con todos beneficiándose
equitativamente”, afirmó Kirk Hamilton, economista jefe
en el Departamento Medioambiental del Banco Mundial
(Hamilton 2004).

Según Margaret Jacobsohn, el comportamiento despó-
tico de los residentes más ricos supuso un problema sobre
todo durante el desarrollo de la conservación. “En una
zona, un grupo de élite bloqueó una conservación durante
dos años hasta que un Comité de Resolución de Disputas
local ayudó a resolver la situación. Desde entonces ha
estado registrada una conservación, con un comité elegido
democráticamente que representa a toda la comunidad”.
Aunque reconoce que el movimiento de conservaciones
está “a gran distancia de la democracia perfecta”, Jacob-
sohn sigue siendo optimista. “Quienes prestan apoyo
técnico –ONG y Gobierno– realizan ajustes constantes para
asegurar que todo el poder posible sea delegado al nivel
local y familiar. Es un proceso evolutivo, que mejora año a
año” (Jacobsohn 2004).

Algunos funcionarios del Gobierno defienden que
cada residente adulto debería recibir automáticamente la
condición de miembro de la conservación. Pero las organi-
zaciones de NACSO se han resistido, alegando que la
gestión comunitaria sólo funcionará si los ciudadanos
aceptan tanto las responsabilidades como los derechos
(Jacobsohn 2004). No obstante, las críticas expertas sobre
los límites de la participación comunitaria están creciendo.
El informe WILD de 2004, presentado al Ministerio de
Medio Ambiente y Turismo, defiende que son esenciales
niveles de participación más elevados para aumentar la
presión sobre los comités para actuar competentemente,
distribuir los beneficios de forma eficaz y equitativa y
emprender acciones aprobadas por la mayoría de los
residentes.

Al tiempo que alaba los logros de las conservaciones, el
informe WILD concluye sin rodeos que “la intensidad del
apoyo de las personas rurales a las conservaciones…
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dependerá de que consigan una voz más fuerte en la toma
local de decisiones. Ahora lo necesario es centrar la atención
en la capacidad local para afrontar una mejor participación
y, haciéndolo, desarrollar un enfoque más inclusivo de la
planificación que aborde específicamente asuntos de seguri-
dad y diversificación de los sustentos a nivel familiar, sobre
todo para los grupos más pobres” (Long 2004:9, 12).

Sensibles ante tales críticas, NACSO y el Ministerio de
Medio Ambiente y Turismo han diseñado planes para refor-
zar la democracia participativa en las conservaciones. En
estos trabajos se incluyen indicadores de actuación que
ayuden a los residentes y las organizaciones de apoyo a
medir la actuación de los comités y mantengan su transpa-
rencia. “Conseguir una mayor implicación de los miembros
de la comunidad y más transparencia en la forma de operar
de la conservación serán un objetivo clave en los próximos
cinco años”, asevera Chris Weaver. Las propuestas prácticas
incluyen delegar la toma de decisiones sobre el nivel local
en lugar de comités de conservación, aumentar el flujo de
información enviando regulares boletines financieros y
otros a lugares públicos y haciendo más transparentes las
reuniones anuales del comité (Weaver 2004).

Conflicto fauna-personas
Mientras que el turismo basado en la atracción de los majes-
tuosos animales salvajes namibios ha conseguido indiscuti-
bles beneficios, la recuperación de la fauna no se ha
logrado sin sacrificios. El ganado en Kunene y los cultivos
en Caprivi siguen constituyendo el principal sustento para
muchas familias en las conservaciones. La tensión crece en
algunas zonas al sucumbir reses, cabras y cultivos ante el
creciente número de depredadores o elefantes merode-
ando. En Caprivi, por ejemplo, la media de pérdidas en los
cultivos equivale al 20 por ciento de la media local de ingre-
sos anuales por hogar. La investigación sugiere que las
familias más pobres son las que más sufren, lo que socava
los esfuerzos de las conservaciones para luchar contra la
pobreza. También fomenta el furtivismo ilegal de baja
intensidad para la alimentación, un problema que preva-
lece sobre todo entre los hogares más pobres (Long
2004:xxi).

Aunque el Ministerio de Medio Ambiente y Turismo
reconoce el aumento de conflictos entre humanos y fauna,
no tiene ninguna política sobre cómo las instituciones
deben tratar el problema. En 2003, IRDNC (una ONG de
apoyo) pasó a la acción emprendiendo con éxito un
sistema de compensaciones en cuatro conservaciones en
Kunene y Caprivi para hogares que hubieran perdido
ganado a manos de los depredadores. En 2005, los sistemas
de compensaciones se iban a extender para cubrir los
daños provocados por elefantes en los cultivos de algunas
conservaciones (Jacobsohn 2004).

Un problema relacionado, que probablemente se
hará más urgente al aumentar la fauna, es la ausencia de

una tenencia de la tierra. Al contrario que las granjas
propiedad de blancos, las conservaciones no pueden
prohibir a los forasteros que traigan sus animales a pastar
en las tierras comunales dentro de sus límites, incluso si
esto genera presión sobre los recursos utilizados por la
fauna y el ganado local. En Torra, por ejemplo, el comité
de la conservación delimitó un terreno para la fauna y el
uso turístico y desarrolló normas internas para regular el
acceso al pasto en este terreno. Pero los ganaderos de
fuera de la conservación simplemente ignoraron estas
normas y continuaron ejerciendo sus derechos de acceso
libre al pasto (Long 2004:148). La carencia de plenos
derechos de propiedad de la conservación le impide
excluirlos legalmente.

La práctica perfecciona: sostener y
reformar las conservaciones namibias
El éxito del programa de gestión comunitaria de los recur-
sos naturales de Namibia está produciendo enormes expec-
tativas de futuro, irrealizables para algunos. Con una
estimación de 100.000 personas apoyando activamente el
registro de 40-50 nuevas conservaciones, uno de cada
nueve namibios podría vivir pronto en una zona comunal
de conservación (WWF and Rossing Foundation 2004:iv).
El Gobierno de Namibia está ansioso por utilizar su
creciente red de instituciones de gobierno local dirigidas
por los ciudadanos como un vehículo más amplio para el
desarrollo rural en una nación pobre.

En 2001, una nueva legislación dotó a los bosques
administrados por la comunidad, gestionados por órganos
comunitarios (incluyendo las conservaciones), de derechos
de propiedad sobre los productos forestales. En 2003,
nuevas leyes sobre pesquerías de agua dulce permitió a las
instituciones comunitarias, incluyendo conservaciones,
asumir la gestión de las pesquerías locales (WWF and
Rossing Foundation 2004:13). El Gobierno también está
animando a las conservaciones a que se diversifiquen orien-
tándose también a programas sociales, incluyendo sensibi-
lización y prevención de VIH/sida.

Pero algunas ONG alertan de que las conservaciones
no deberían asumir la responsabilidad de implementar
programas gubernamentales o alejarse de sus objetivos
originales de conservación. De acuerdo con la visión de
Chris Weaver, “las conservaciones fueron desarrolladas
como una iniciativa de conservación con beneficios deriva-
dos para el desarrollo. Están contribuyendo significativa-
mente a los ingresos nacionales, pero no van a solucionar
todos los problemas de pobreza o desarrollo rural de
Namibia” (Weaver 2004).

Asimismo, las conservaciones permanecen lejos de la
autosuficiencia, siendo la mayoría aún dependientes del
apoyo de los donantes. De las más de 40 conservaciones
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existentes y en ciernes a las que asiste IRDNC, sólo dos se
autofinancian, aunque se espera que la mayoría sea
independiente o gane importantes ingresos hacia 2010.
Mientras que las iniciativas conjuntas de turismo y caza
deportiva ofrecen las mejores oportunidades de genera-
ción de ingresos, aún producen una escasa proporción de
los trabajos en la mayoría de las conservaciones. Los exper-
tos observan una fuerte necesidad de diversificar las opcio-
nes de sustento, especialmente entre las familias pobres,
para evitar la dependencia excesiva de los ingresos del
turismo (WWF and Rossing Foundation 2004:44-45).

A nivel político, también está creciendo la presión sobre
los ministros del Gobierno para instituir reformas de la tierra
que aumenten la seguridad y la viabilidad a largo plazo de las
conservaciones, garantizando la tenencia a los residentes de
tierras comunales. El informe WILD recomendó al
Gobierno de Namibia que asegurar la tenencia comunitaria
sobre las conservaciones era “un paso necesario en el
refuerzo de los derechos y la autoridad de las conservaciones
con respecto al uso y distribución de los recursos”. Semejan-
tes derechos son necesarios, argumentan los autores, para
dar una base legal a los comités de las conservaciones para
excluir a los rebaños de ganado exteriores que están
agotando los recursos y beneficios de las conservaciones
(Long 2004:157). Las nuevas Juntas de Tierras Comunales
en la región, que serán establecidas de acuerdo con la Ley de
Tierras Comunales de 2003, podrían aportar un medio para
la reforma de la tierra, al ser sus representantes designados
tanto por las conservaciones como por las autoridades tradi-
cionales, junto con varios departamentos gubernamentales.
Las juntas serán responsables de otorgar arrendamientos de
uso de tierras, pero aún no están claras sus responsabilidades
plenas y la influencia que las conservaciones puedan ejercer
sobre ellas (Long 2004:157).

Para abordar todos estos retos y expectativas, el Ministe-
rio de Medio Ambiente y Turismo, USAID y WWF lanzaron
un nuevo plan quinquenal en octubre de 2004 que pretende
hacer autosostenible a la mayor parte de las conservaciones,
con un papel más amplio en el desarrollo rural, en 2009.
Chris Weaver resume este enfoque como “una estrategia de
conservación expandida con beneficios añadidos para el
desarrollo”. Se alentará a las conservaciones para que vayan
más allá del turismo y del uso de la naturaleza hacia la
gestión de la selvicultura, la pesca, el agua y la agricultura
sostenible, y que utilicen los ingresos obtenidos para invertir
en otras empresas como pequeños negocios de sustento.

En apenas seis años, las conservaciones de Namibia
se han desarrollado desde un experimento prometedor
hasta ser la piedra angular de los planes del Gobierno
para reformar la gestión de los recursos naturales únicos
de este país. Para las ONG de apoyo local, sin embargo,
el principal objetivo para los próximos cinco años será
mejorar la gobernanza y la participación en las conserva-
ciones. 

En la línea de frente en Kunene, la Dra. Jacobsohn es
clara respecto a que la autosuficiencia financiera por sí sola
no garantizará el éxito a largo plazo para el movimiento
conservacionista. “Ganar ingresos no es la parte más dura. El
mayor reto es aprender a administrar una institución local
eficaz y eficientemente. Estamos solicitando a habitantes

La descentralización puede aportar beneficios. Delegar poder sobre la
gestión de la naturaleza al nivel local puede aumentar el interés local en
la buena administración, aportando beneficios tanto a la naturaleza
como a las economías locales. El éxito del esfuerzo descentralizador de
Namibia se apoyó en su firme cimentación en la ley –la Ley de Conser-
vación de la Naturaleza de 1996– y en la promoción activa del Gobierno,
donantes y ONG.

Los beneficios en los sustentos producen beneficios para la conser-
vación. Las conservaciones consiguieron un amplio apoyo y conformidad
de la comunidad cuando demostraron estar relacionadas con mayores
ingresos. Los beneficios para la naturaleza, en forma de reducción del
furtivismo, vinieron rápidamente a continuación. Puede ser necesaria
una combinación de beneficios comunitarios a corto plazo, como carne
de caza y pagos económicos, mientras que los beneficios a largo plazo se
manifiestan más lentamente, como mejoras en infraestructuras y una
economía local más diversificada.

Llegar a los pobres precisa trabajo. Las conservaciones tienen un buen
registro en la equidad en el reparto de beneficios. Pero muchas necesi-
tan ayuda para dirigir los beneficios más directamente a los pobres.
Pueden ser de ayuda los indicadores de actuación y las directivas de
distribución para los comités de conservación.

La tenencia sigue siendo un reto. La delegación de derechos de usuario
sobre la naturaleza puede no ser suficiente para gestionar conservacio-
nes sosteniblemente a largo plazo o maximizar la reducción de la
pobreza. Otorgar mayores derechos de tenencia a las conservaciones les
daría la capacidad de controlar mejor el acceso a las tierras de la
conservación, gestionar más eficazmente la presión sobre el pasto y
reducir conflictos.

Se necesita una responsabilidad directa. Las conservaciones pueden
sacar provecho de su pasado y aumentar su amplia base de apoyo
haciendo que los comités de conservación locales sean más plenamente
responsables y trabajen para dar a los miembros de la conservación una
voz más fuerte en las decisiones. Aumentar la proporción de los
miembros de la comunidad local que se identifican como miembros de la
conservación es un elemento importante de la viabilidad a largo plazo.

Las instituciones precisan tiempo para madurar. Construir la capaci-
dad técnica y de gobierno de instituciones locales como comités de
conservación lleva tiempo y requiere constante apoyo financiero y
técnico. Las ONG locales especialmente constituidas para prestar este
apoyo pueden tener un rol vital en la construcción institucional y en
ayudar a construir y ejecutar un modelo de negocio aplicable a empresas
de conservación.

ENSEÑANZAS DE LAS CONSERVACIONES NAMIBIAS
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rurales en lugares remotos, la mayoría de los cuales son
campesinos de subsistencia, que gestionen no sólo la natura-
leza, sino también personal, una oficina y un vehículo. Les
estamos pidiendo que se adhieran a una constitución, sean

transparentes, comunicativos con los miembros, que hagan
todo aquello que implica gestionar una institución democrá-
tica. Éstas son las condiciones por las que trabajan las ONG,
de forma que no seamos necesarios por más tiempo”. �
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mejorar los medios de vida. Entre éstas se encuentra el
Programa Indo-Alemán de Desarrollo de Cuencas
(IGWDP), que ha financiado 145 proyectos en 24 distritos,
consiguiendo movilizar a los campesinos para regenerar la
tierra a través de plantaciones y la conservación del agua y
el suelo (D’Souza and Lobo 2004:3).

Una de las historias de éxito más espectacular del
programa es la del pueblo de Darewadi, en Ahmednagar,
el distrito más propenso a la sequía de Maharashtra. En
una fecha tan reciente como 1996, el pueblo principal y
sus doce aldeas estaban al borde de la desertificación. Las
escasas lluvias sólo mantenían 3-4 meses de actividad
agrícola al año, forzando a los campesinos a emigrar en
busca de trabajo estacional para el resto del año. Hoy en
día, hay labores agrícolas durante 9-10 meses al año y los
salarios agrícolas se han doblado. Se han plantado más
variedades de cultivos gracias a la extensión del nuevo
riego y se ha cuadruplicado el valor de la tierra cultivada
(WOTR 2002:4).

Antes de la regeneración de la cuenca, los 921 residen-
tes en Darewadi dependían de la distribución de agua de
un camión cisterna entre abril y julio. Pero ya en el verano
de 2004 el pueblo no precisó ningún camión cisterna, a

pesar de recibir sólo 350 mm de lluvia en 2003, 100 mm
menos que su media anual (WOTR 2005).

Los habitantes también se han beneficiado en medios
menos tangibles de su propia organización que ha guiado
el renacimiento de su pueblo. Han aprendido nuevas técni-
cas y encontrado una nueva cohesión social. El proyecto
Darewadi y experimentos similares no son perfectos: el
papel de la mujer puede estar limitado y las personas sin
tierra no participar equitativamente en las ganancias. No
obstante, el indudable éxito de Darewadi aporta un modelo
edificante para el desarrollo sostenible liderado por la
población en regiones áridas, donde viven muchos de los
pobres del mundo.

Gestión de cuenca pionera y dirigida
por la población
En la década de 1980, el Gobierno indio cambió su visión
de la gestión de cuencas en áreas rurales afectadas por la
sequía. Los tradicionales proyectos burocráticos desde
arriba fallaban con frecuencia a causa de la ausencia de
una consulta y aprobación de la población local. En un

En el pueblo de Darewadi

MÁS AGUA,
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pequeños agricultores en este estado indio dependen de las poco frecuentes lluvias para mantener sus campos, el

ganado y los bosques para su sustento. Durante la estación seca, el agua potable es tan escasa que los suministros llegan en

camión a miles de pueblos (D’Souza and Lobo 2004:2). En años recientes, las iniciativas de desarrollo en la región se han
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intento de aumentar los índices de éxito, el Gobierno
comenzó a fomentar programas basados en proyectos más
pequeños liderados por la población. Entre éstos se encon-
traba el Programa Indo-Alemán de Desarrollo de Cuenca,
lanzado en 1992.

Cofundado por el padre Hermann Bacher, un sacerdote
jesuita, el IGWDP está financiado por el Gobierno alemán a
través de la Agencia para la Cooperación Técnica alemana y
el Banco Alemán para la Reconstrucción. Está implemen-
tado por una ONG independiente y de nivel nacional, la
Fundación para la Organización de Cuencas (WOTR), en
asociación con el Banco Nacional para la Agricultura y el
Desarrollo Rural (NABARD) del Gobierno indio.

El programa financia proyectos de desarrollo de
cuencas locales y participativos, eligiendo las comunidades
por sus escasas lluvias, posición geográfica –generalmente
dentro de zonas primarias de captación de agua– y composi-
ción social. Los pueblos en los que unas pocas familias
dominen la propiedad de la tierra son descalificados en base
a que ese desequilibrio de poder dificultará el consenso para
desarrollar terrenos locales para el beneficio de todos. Para
ser candidatos, los campesinos deben aceptar prohibiciones
temporales sobre la tala de árboles y el pasto en las tierras
designadas para la regeneración. También deben contribuir
con trabajo gratuito –una práctica rural común llamada
shramdan– para cubrir al menos el 15-20 por ciento de los
costes del proyecto (D’Souza and Lobo 2004:4; Lobo and
D’Souza 2003:9).

La principal prioridad del programa es la construc-
ción de capacidades. Entre los residentes de cada comuni-
dad es elegido un Comité de Cuenca Local, habitualmente
por la asamblea del pueblo, para realizar e implementar
decisiones. Los campesinos también trabajan en un
proyecto piloto, aprendiendo técnicas de conservación del
agua y el suelo, con WOTR u otra ONG local que aporte
apoyo formativo, de organización técnica y financiero.
Después de entre 12 y 18 meses, NABARD asume la super-
visión del proyecto, financiando actividades de cuenca a
escalas más elevadas diseñadas y aplicadas a través del
comité local, de nuevo con apoyo de ONG locales (Lobo
and D’Souza 2003:6, 15).

A finales de 2004, el Programa Indo-Alemán de
Desarrollo de Cuencas había invertido 21,9 millones de
dólares en financiar proyectos sobre 165.439 hectáreas de
tierras, ocupadas por unas 190.000 personas (D’Souza
and Lobo 2004:3). Tras doce años de experiencia de
primera mano a lo largo de Maharashtra, el cofundador
y director ejecutivo de WOTR, Crispino Lobo, resume el
desarrollo local de cuencas como “una estrategia probada
para reducir la pobreza, aumentar los recursos hídricos,
diversificar los sustentos, elevar el bienestar, construir
capital social y ensanchar el espacio de toma de decisio-
nes y oportunidades para las mujeres” (D’Souza and
Lobo 2004:2).

Una salida de la pobreza
Muchos de estos beneficios son evidentes en Darewadi,
anteriormente una comunidad empobrecida y sin
esperanza que ahora genera empleo todo el año para una
mayoría de habitantes.

De vuelta a 1995, con escasez de trabajo agrícola, los
131 hogares de Darewadi perdían a muchos hombres que
acudían a trabajos temporales remotos como cortadores de
caña de azúcar o trabajadores de la construcción. Aquellos
que se quedaban solían pastorear ovejas, agotando aún más
los pastos y secando la baja capa freática. El pueblo y sus
aldeas satélite estaban rodeados por colinas baldías y las
mujeres caminaban kilómetros para recoger agua y leña.
Cuando el padre Bacher lo visitó en aquel tiempo, concluyó
que si fuera posible el rejuvenecimiento de Darewadi, esto
sería posible en cualquier cuenca (WOTR 2002:1)

La cuenca de Darewadi cubre 1.535 hectáreas. Dos
tercios son de propiedad privada, el resto está compuesto
por tierras comunales propiedad del Departamento Forestal
del Gobierno del estado de Maharashtra (WOTR 2001:1). La
primera tarea de WOTR fue vencer la desconfianza de
muchos campesinos, especialmente los ganaderos de ovejas
y cabras, incluyendo a muchas familias pobres, que temían
que las prohibiciones de pastar en las tierras en regeneración
reduciría el forraje disponible, perjudicando sus ya de por sí
frágiles sustentos. A través de una serie de encuentros con el
pueblo, la ONG explicó cómo las prohibiciones temporales
permitirían que los árboles crecieran, produciendo final-
mente más forraje y más agua para los cultivos.

Al final se aceptó un compromiso en la asamblea
popular, o gram sabha, a través del cual se procedería al cierre
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de tierras por fases según progresaran los trabajos de conser-
vación y plantación y cualquier infractor de la prohibición
pagaría una multa a la comunidad. No fue un compromiso
fácil de alcanzar, pero los campesinos fueron estimulados
por la perspectiva de mayores ingresos dentro de un periodo
relativamente breve. Además, la mayoría de los propietarios
de ganado también eran agricultores, y por tanto no depen-
dían sólo del pasto para sus ingresos. Otro aliciente para
intentar el plan de restauración llegó en forma de asistencia
técnica de WOTR, que ofreció préstamos y formación a los
ganaderos que quisieran sustituir sus ovejas y cabras por
vacas de alta producción lechera (Lobo 2005c).

Una vez que los campesinos habían aceptado el
sistema de restauración, WOTR les ayudó a emprender los
pasos oficiales necesarios para obtener el permiso del
Estado y estructurar la gestión del proyecto. Primero ayuda-
ron a la comunidad a negociar con el Departamento Fores-
tal estatal un acuerdo de Gestión Forestal Conjunta, que
otorgara legalmente a los habitantes locales el derecho a
trabajar en tierras comunes de propiedad estatal alrededor
de Darewadi y a poseer la producción agrícola cultivada en
estas tierras (Lobo 2005c). Sin esta cuestión del uso de la
tierra y la tenencia de terrenos estatales forestales, no
habría sido posible un plan de regeneración que cubriera
toda la cuenca ni fuera lo bastante atractivo económica-
mente para conseguir el apoyo del pueblo.

Después, la gram sabha designó a 24 personas para el
Comité Local de Cuenca, que se convirtió en la autoridad
registrada del proyecto, legalmente responsable de la
gestión de fondos y supervisión de actividades de desarro-
llo. El comité de cuenca incluía representantes de todos los
grupos sociales –incluyendo personas sin tierra y siete
mujeres– y de todos los rincones de esta dispersa comuni-
dad (WOTR 2002:2-3). Esto era esencial, según Lobo, para
crear una institución comunitaria eficaz y de confianza que

pudiera funcionar por consenso. “Lo que hace funcionar
nuestro enfoque… es implicar a todos los interesados en
llegar a resultados negociados que sean beneficiosos o
aceptables para todos” (Lobo 2005a).

La asamblea local asignó tareas a los miembros del
Comité Local de Cuenca. Las responsabilidades incluían
vigilar la prohibición de pastar, organizar a los trabajadores
remunerados y voluntarios, supervisar el trabajo y los
salarios, mantener los registros e imponer multas a campe-
sinos que vulneraran las normas consensuadas del
proyecto. Los miembros del comité no estaban remunera-
dos, fueron formados por WOTR y eran responsables de
realizar sus labores ante la gram sabha (Lobo and D’Souza
2003:14-15). También negociaron con afectados locales,
incluyendo a los sin tierra, las áreas de terreno específicas
mantenidas al margen de las paulatinas prohibiciones de
pasto y de la regeneración. Cuando surgieron los conflic-
tos, fueron resueltos por el comité, asistido en ocasiones
por funcionarios del Departamento Forestal, con WOTR
adoptando un papel secundario (Lobo 2005c).

La recompensa de la regeneración
A continuación vinieron cinco años de actividades de
regeneración, incluyendo la plantación de árboles, hierba y
cultivos sostenibles. Las medidas de conservación del suelo
y el agua para abrigar la regeneración de tierras incluyó la
construcción de sistemas simples de recogida de agua y
riego como zanjas de rodeo de colinas y depósitos del agua
de lluvia.

El trabajo fue realizado por los propios campesinos,
tras la formación recibida por el personal de campo de
WOTR en sencillas prácticas agrícolas de conservación y
técnicas de gestión, como medición del terreno y mante-
nimiento de registros. Donde fue posible, la ONG trabajó
con parejas propietarias de tierras para fomentar la
confianza y la implicación en las decisiones de las mujeres
locales (D’Souza and Lobo 2004:5). Los propietarios de
tierras de Darewadi también fueron aconsejados por
agricultores que ya habían logrado implementar las
medidas de conservación de cuenca en los pueblos
vecinos. Los campesinos donaron el 17 por ciento de los
costes laborales totales y ganaron salarios por trabajos
adicionales relacionados con el proyecto después de su
shramdan (WOTR 2002:2).

Los costes del proyecto de Darewadi fueron sustancio-
sos, 8,7 millones de rupias en total si se incluye el valor del
trabajo voluntario (WOTR 2002:2). En 2001 los resultados
eran obvios. Se habían plantado con árboles y hierba 395
hectáreas de colinas y tierras comunes baldías, con una tasa
de supervivencia del 65 por ciento (D’Souza and Lobo
2004:6). Los regadíos aumentaron de 197 a 342 hectáreas,
logrando nuevos cultivos como maíz, trigo y verduras. El
forraje para ganado aumentó en un 170 por ciento como
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GRÁFICO 1 PRECIPITACIONES ANUALES Y NIVELES DE
ACUÍFEROS, CUENCA DE DAREWADI,
1995-2000
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resultado de las medidas de conservación del suelo y del
agua (WOTR 2005). (Ver Gráfico 1 y Tablas 1 y 2).

Ante las prohibiciones de pastar, muchas familias
pobres habían vendido sus ovejas y cabras. Sin embargo,
desde el levantamiento de las restricciones en 2001, la
población de ganado ha resurgido. La mayor abundancia
de forraje también ha permitido a los campesinos criar más
valiosas vacas híbridas de mayor producción lechera. El
aumento en cosechas, ventas de leche, salarios y días de
trabajo disponible ha resultado en un incremento de cinco
veces los ingresos agrarios del pueblo. (Ver Gráfico 2). Los
síntomas del alza de la riqueza y el bienestar en los hogares
incluyen la aparición de huertos y letrinas individuales, así
como televisiones, bicicletas y motocicletas.

“Nuestro pueblo ha cambiado totalmente”, afirma
Ramaji B. Phad, un propietario de ovejas de Darewadi. “Las
colinas ahora están cubiertas por los árboles que plantamos
al comienzo. Ha aumentado el nivel de agua en los pozos y
la subterránea. Ha crecido la media de ingresos de los
campesinos. La gente ahora puede comer buenos alimen-
tos como trigo, arroz y gandules” (WOTR 2002:5).

A pesar de los tres años de sequía desde que en 2001
terminó la financiación de IGWDP, los beneficios del
proyecto persisten, testimoniando la efectividad de la
regeneración y del Comité Local de Cuenca. La capa
freática ha continuado aumentando, al igual que los
suministros de forraje para el ganado y el volumen de
tierras de regadío. La disponibilidad de trabajo agrícola y
los niveles salariales se han mantenido estables. A comien-
zos de 2005, once campesinos adquirieron teléfonos (Lobo
2005c).

La transición hacia la autosuficiencia en 2001 se vio
facilitada al devolver IGWDP a la comunidad el 50 por
ciento del valor del trabajo voluntario local. La comunidad
depositó el dinero en un fondo de mantenimiento para
actividades de gestión de la cuenca. Las contribuciones de

campesinos y las multas cobradas por infringir las normas
también se emplearon para elevar el fondo y WOTR conti-
núa prestando apoyo de microcréditos a las empresas
locales (Lobo 2005b).

Quizá lo más importante en el largo plazo sean los
vínculos que los campesinos han establecido con los funcio-
narios del Gobierno local. Con una nueva sensación de
seguridad basada en sus logros, ahora pueden tomar
ventaja de estos contactos para buscar más financiación al
desarrollo. “Antes nunca habríamos hablado en presencia
de extraños”, explica Chimaji Kondaji, vicepresidente del
Comité Local de Cuenca de Darewadi. “[Desde el
proyecto] disponemos de una buena cooperación con los
departamentos del Gobierno, a los que ahora nos acerca-
mos con facilidad” (Lobo 2005b).

Mejorar la situación de las mujeres
La mayor disponibilidad de pozos, cultivos de subsistencia y
forraje ha reducido significativamente el trabajo doméstico
de las mujeres en Darewadi. Las mujeres suelen ser los
principales proveedores de agua, alimentos, forraje y
combustibles de sus familias. Las mujeres también ganaron
dinero como trabajadoras del proyecto y se han beneficiado
de bienes que reducen el trabajo a destajo que han sido
posibles gracias al aumento de los ingresos, como son los
huertos y los aseos familiares (Lobo and D’Souza 2003:16).

Sin embargo, como el trabajo en las actividades de
cuenca se prolonga durante casi todo el año, frente a la
naturaleza estacional de las labores agrícolas, muchas
mujeres trabajan ahora más horas que antes del proyecto.
De acuerdo con Crispino Lobo, “las mujeres aceptan esta
carga porque les supone ingresos adicionales, lo que les
permite mandar a sus hijos al colegio”. Convertirse en el
sostén de la familia, afirma, también “refuerza su estatus en
el hogar”.

TABLA 1 MÁS AGUA EN DAREWADI

Indicador de impacto

Meses que requieren distribución
de agua con camiones cisterna

Profundidad media de la capa
freática bajo el suelo

Número de pozos activos

Motores eléctricos para bombear agua

Tierra de regadío 

Antes del desarrollo
de cuenca, 1996

Febrero a junio

6,5 m

23

6

197 ha

Después del desarrollo
de cuenca, 2001 

Sin camiones cisterna

3,5 m

63

52

342 ha

Enero 2005

Sin camiones cisterna

3,1 m

67

65

381 ha

Fuente: Watershed Organization Trust 2005.
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TABLA 2 BENEFICIOS DE LA RESTAURACIÓN DE LA CUENCA DE DAREWADI

Beneficio

Área cultivada: 
■ Kharif 

■ Rabi (invierno)

■ Rabi (verano)

Principales cultivos

Tierras baldías

Ganado:
■ Vacas cruzadas

■ Vacas autóctonas

■ Ovejas

■ Cabras

Producción lechera en verano

Disponibilidad de forraje

Empleo agrícola

Índice salarial agrícola

Valor de tierras de cultivo

Valor de tierras baldías

Unidades de biogás

Cilindros de gas

Chulhas (cocinas) sin humo

Huertos

Letrinas individuales

Televisores

Bicicletas

Motocicletas

Tractores

Antes del desarrollo de cuenca, 1996

490 ha

310 ha

0 ha

Bajra (mijo perla)

167 ha

14

170

1.017

306

Insignificante

1.054 toneladas/año

3-4 meses/año

20-30 Rs/día

15.000 Rs/acre

4.000 Rs/acre

0

0

0

0

0

3

2

0

0

Después del desarrollo de cuenca, 2001

616 ha

417 ha

38 ha

Bajra, cebolla, tomate, trigo, jowar
(sorgo), maíz, verduras

17 ha

113

101

434

132

788 litros/día

2.848 toneladas/año

9-10 meses/año

40-50 Rs/día

65.000 Rs/acre

18.000 Rs/acre

2

32

54

30

50

76

122

42

2

Enero 2005

620 ha

425 ha

40 ha

Bajra, cebolla, tomate, trigo,
jowar, maíz, verduras

15 ha

97

85

610

215

550 litros/día

3.265 toneladas/año

9-10 meses/año

40-50 Rs/día

65.000 Rs/acre

20.000 Rs/acre

2

32

54

30

50

76

122

45

1

Fuente: WOTR 2005

No obstante, empoderar a las mujeres ha demostrado
ser más difícil que mejorar su bienestar material. Confron-
tadas con las actitudes rurales tradicionales sobre el papel
servil de la mujer, la Fundación para la Organización de
Cuencas ha adoptado una aproximación suave. Mientras
que instaron fuertemente a las asambleas locales a elegir
mujeres para los Comités Locales de Cuenca, no han insis-
tido en una ratio 50-50 (D’Souza and Lobo 2004:11). Como

resultado, las mujeres generalmente no suponen más de un
tercio de los miembros de los Comités de Cuenca en los
proyectos de IGWDP (Lobo 2005a).

Para fomentar una mayor confianza en sí mismas e
independencia, WOTR también forma a mujeres rurales en
capacidades de registro y organización y las estimula para
formar grupos de ahorro y crédito. El pueblo de Darewadi
y sus aldeas aledañas cuentan ahora con once de estos
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grupos, así como una organización paraguas de mujeres, la
Samyukta Mahila Samiti (WOTR 2002:3). Las mujeres se
prestan entre ellas pequeños créditos para cubrir sus
necesidades básicas. Se puede acceder a préstamos mayores
–por ejemplo, para lanzar una lechería en Darewadi gestio-
nada por mujeres– a través de las microfinanzas acordadas
con WOTR (Lobo and D’Souza 2003:20).

Pros y contras para los más pobres
Las familias más pobres de una comunidad suelen recibir
beneficios limitados del desarrollo de cuencas, a pesar de
su mayor necesidad. Los sin tierra son incapaces de aprove-
charse de unas condiciones mejoradas de suelo y agua para
plantar más cultivos y verduras. Aquellos que sólo poseen
unas pocas ovejas o cabras pueden padecer desproporcio-
nadamente las prohibiciones de pasto impuestas en tierras
comunes. En el otro extremo de la escala social, como
admite la propia WOTR, los granjeros con más tierras se
han beneficiado de forma desmedida, en Darewadi y otros
pueblos con proyectos de IGWDP, de nuevos objetos de
consumo como televisiones, radios, motocicletas y utensi-
lios de cocina (D’Souza and Lobo 2004:10).

Desde el punto de vista positivo, el trabajo en los
proyectos de cuenca puede aportar salarios sostenibles para
campesinos pobres sin ganado o cultivos. Las familias que
ganen lo bastante para ahorrar luego pueden alquilar, o
incluso comprar, pequeños terrenos de tierra cultivable y
alzarse un peldaño en la escalera económica (Lobo 2005a).

En Darewadi, las nuevas oportunidades de trabajo
agrícola y el doblarse los salarios por horas han demostrado
ser de gran provecho para las familias pobres (Lobo
2005c). (Ver Tabla 1). A mediados de los años 90, dos tercios
de los hogares emigraban cada año en busca de sustento.
Ahora, las personas que habían emigrado están regresando.
De hecho, más trabajadores agrícolas están llegando de los
pueblos de alrededor para trabajar en los nuevos acres de
tierras cultivables (D’Souza and Lobo 2004:11).

En otro signo positivo para las familias más pobres, la
propiedad de ovejas y cabras ha aumentado desde 2001 al
beneficiarse los campesinos del levantamiento de las prohibi-
ciones de pasto y el aumento de las existencias de forraje
(Lobo 2005c). “La gente ahora ya no tiene que ir fuera a
buscar trabajo y no pasa hambre”, asegura Zumbarbai M.
Borade, una residente sin tierras de Darewadi. “Los pobres se
han beneficiado mucho de este proyecto” (WOTR 2002:6).

El reto de la equidad
Sin embargo, Darewadi supone un microcosmos de las
dificultades que afrontan las autoridades indias y las
ONG al intentar asegurar que los beneficios del desarro-
llo sean compartidos equitativamente. La cuestión de la
equidad –particularmente entre los propietarios de
tierras y los sin tierra– es quizá el problema más delicado
que afrontan el IGWDP y otras iniciativas similares, al
extender sus actividades a lo largo de las tierras áridas de
la India rural.

GRÁFICO 2 INGRESOS AGRÍCOLAS, DAREWADI
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El Dr. John Kerr, del Departamento de Estudios de
Comunidad, Agricultura, Recreación y Recursos de la
Universidad del Estado de Michigan, dirigió un equipo
de investigación que estudió el impacto de los proyectos
de desarrollo de cuencas en India gestionados por
IGWDP y otras agencias en los estados indios de
Maharashtra y Andhra Pradesh. Publicado en 2002, su
informe concluyó que “por su naturaleza, los programas
de desarrollo de área ofrecen beneficios a los propieta-
rios de tierras, de los que los sin tierra se benefician
indirectamente, tanto a través de actividades periféricas
del programa o efectos que gotean de ellos. En la
práctica, los proyectos de cuencas realmente pueden
empeorar la situación de mujeres y sin tierra restrin-
giendo su acceso a recursos que contribuyen a sus medios
de vida” (Kerr et al. 2002:xi).

El informe, basado en investigaciones realizadas antes
de que Darewadi iniciara su programa de regeneración,
elogiaba los proyectos de IGWDP por combatir la erosión
del suelo y elevar los niveles de agua y por su filosofía parti-
cipativa. “Estaba realmente impresionado por el enfoque
de IGWDP de la toma de decisiones consensuada”,
recordó Kerr. “Otros programas habitualmente requieren
una mayoría de dos tercios y esto facilita confabularse
contra las minorías pobres. El IGWDP trabaja para evitar
esto” (Kerr 2005). No obstante, este informe señala que
algunos campesinos entrevistados se quejaron de la reduc-
ción del acceso a tierras comunes para obtener combusti-
ble y forraje (Kerr et al. 2002:75).

Por su parte, Lobo reconoce que en la India rural “los
más pobres normalmente no se benefician (al menos
relativamente frente a los campesinos más ricos) de los
programas de desarrollo de cuencas donde la propiedad
de la tierra es muy sesgada, donde las relaciones sociales y
de poder son enormemente desiguales y discriminatorias
y donde sus preocupaciones, intereses e implicación son
ignoradas en la implementación del proyecto”. Semejan-
tes circunstancias, enfatiza, no son aplicables a Darewadi
(Lobo 2005b).

Abordar estas cuestiones complejas de igualdad y
distribución de la tierra requerirá acciones tanto en la
escala local como en la nacional. Reconociendo los benefi-
cios del desarrollo rural conducido por las personas, los
ministerios indios de Agricultura y Desarrollo Rural estable-
cieron unas directivas comunes en 2000 para el desarrollo
local que promoverían la distribución equitativa de los
beneficios y otorgarían a las organizaciones de implemen-
tación, como las ONG, un año para construir capacidades
en los ciudadanos locales para gestionar ellos mismos los
proyectos (Kerr et al. 2002:80-81).

Hasta la fecha, el impacto de estas amplias directivas
no ha sido medido y analizado (Lobo 2005b). Pero sólo si
se encontraran medidas eficaces para implementarlas en el
terreno –adaptadas a las necesidades particulares y circuns-

tancias sociales de cada región– la experiencia de los
ciudadanos de Darewadi podrá ser disfrutada a una escala
más amplia. �

La restauración puede revitalizar los cauces y las comunidades. Los
proyectos locales de restauración pueden ser una vía eficaz de restau-
rar funciones vitales de la cuenca y aumentar la productividad de los
ecosistemas locales. En consecuencia, esto puede aumentar los ingre-
sos agrarios y las existencias de forraje y productos forestales para
beneficiar directamente los sustentos del pueblo y construir la econo-
mía local.

Construir consensos es clave para el esfuerzo comunitario. Para ser
eficaz, la restauración de cuenca necesita la participación de un amplio
rango de familias de todos los espectros sociales. La experiencia de
Darewadi demuestra que generar consenso entre estos grupos sociales
no sólo es posible, sino que además es el camino más práctico para
evitar conflictos y promover la justicia. Si las decisiones se toman por
mayoría simple (o cualificada), fácilmente se puede acabar marginando
las preocupaciones de los pobres.

Las organizaciones no gubernamentales aportan un apoyo crucial.
ONG como la Fundación para la Organización de Cuencas pueden desem-
peñar un papel tanto catalítico como constructor de capacidades en los
programas participativos de restauración de cuencas. La experiencia
demuestra que los programas de cuencas sin una ONG asociada no
cuentan con las mismas opciones de éxito. En Darewadi, la intervención
de WOTR ayudó a empoderar, organizar y educar la comunidad y aportó
ayuda técnica e instrumentos financieros como programas de microcré-
ditos para ayudar a la comunidad a convertir unos mayores ingresos
ambientales en solidez financiera.

El acceso desigual a la tierra obstaculiza la distribución equitativa de
beneficios. Los propietarios de tierras generalmente acumulan los benefi-
cios más lucrativos de la restauración de cuencas –como el mayor acceso
al riego–. Los sin tierra también pueden beneficiarse sustancialmente a
través de un mayor acceso a ingresos salariales y productos de subsisten-
cia de las tierras comunes restauradas, pero estos beneficios tienden a ser
secundarios o indirectos. Mecanismos como sociedades de ahorro que
incrementen la capacidad de los pobres de alquilar o comprar tierras
agrícolas privadas, o directamente acceder a productos de tierras
comunes, pueden ayudar a corregir este desequilibrio. El desarrollo de
semejantes servicios de apoyo debe ser un asunto central en el diseño del
proyecto de cuenca si ayudar a los pobres es un objetivo serio.

Forjar vínculos con el Gobierno conlleva futuros beneficios. Quizá
unos de los beneficios más valiosos a largo plazo del programa de
gestión de cuenca de Darewadi son los vínculos que se han formado
entre la comunidad y el sistema político local y las agencias de desarro-
llo. Los campesinos sienten que tienen una nueva visibilidad y credibili-
dad con los funcionarios estatales, lo que significa que disponen de más
posibilidades de beneficiarse en el futuro de programas de desarrollo
económico financiados por el Estado.

ENSEÑANZAS DE LA REGENERACIÓN
DE LA CUENCA DE DAREWADI
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El proyecto regional HASHI, cuyo éxito fue reconocido
por el Programa de Desarrollo de la ONU con un premio
Iniciativa Ecuador en 2002, es administrado y financiado
principalmente por el Gobierno de Tanzania. Pero sus
impactantes logros provienen del rico conocimiento ecoló-
gico y las fuertes instituciones tradicionales del pueblo agro-
pastor sukuma que vive en la región.

En 2004, tras 18 años de proyecto, al menos 350.000
hectáreas de ngitili (el término sukuma para referirse a
enclaves) habían sido restauradas o creadas en 833
pueblos, abarcando a una población de 2,8 millones de
personas (Barrow and Mlenge 2004:1; Barrow 2005b).
Los beneficios de la restauración incluyen mayores ingre-
sos, mejores dietas y más seguridad de los sustentos para
las familias de la región. La naturaleza también se ha
beneficiado, con un gran aumento en las variedades de
árboles, arbustos, hierba y plantas, así como en las
especies de aves y mamíferos (Monela et al. 2004:3-4). La
Tabla 1 resume este amplio rango de beneficios. Está
trazada a partir de un estudio en profundidad de los
impactos de HASHI en los sustentos locales, encargado
por el Gobierno tanzano y la Unión Mundial para la
Naturaleza (IUCN).

Personas, árboles y sustentos: 
una breve historia del proyecto HASHI

Shinyanga es una de las regiones más pobres de Tanzania,
de bajas colinas y llanuras caracterizadas por largos y secos
veranos con una media de sólo 700 mm de precipitaciones
al año. Al irse eliminando sus bosques desde la década de
1920, la tierra y el suelo se sobreexplotaron y degradaron,
provocando un profundo declinar en los recursos naturales
de los que los sukuma habían dependido durante siglos.
Las mujeres invertían más tiempo en recoger la leña antes
abundante, la hierba para alimentar el ganado se hizo
escasa, al igual que las frutas silvestres y las plantas medici-
nales recogidas tradicionalmente.

Los problemas ecológicos de la región se vieron
agravados por el boom en la población humana y por las
necesidades de uso extensivo de la tierra de los sukuma.
Nueve de cada diez familias de Shinyanga viven de la
agricultura a pequeña escala, dependiendo de cultivos y
pastos tanto para la agricultura de subsistencia como para
la venta de cultivos como algodón, tabaco y arroz (Monela
et al. 2004:21-22). Ante el elevado valor del ganado como

El proyecto HASHI en Tanzania

REGENERAR 
LOS BOSQUES 
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R I A , la llamaban el Desierto de Tanzania. Sus una vez abundantes bosques habían sido desmantelados a lo largo de

décadas, primero para erradicar la mosca tsé-tsé, portadora de enfermedades, luego para obtener tierras cultivables y hacer

espacio para una población creciente (Monela et al. 2004:14). Ahora los miombos y las acacias están retornando, cortesía

del proyecto HASHI, un gran esfuerzo de restauración basado en la práctica tradicional de restaurar vegetación en enclaves

protegidos o ngitili.
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bien líquido, muchos hogares también crían
rebaños demasiado grandes para mantenerlos
con sus tierras y quemar bosque para crear
pastos era una práctica habitual.

En la década de 1970, Shinyanga estaba
sometido a una severa presión ecológica, su
gente notaba las consecuencias en forma de
reducción de ingresos y pérdida de sustentos
(Monela et al. 2004:12-13). Los primeros inten-
tos de reforestación lanzados por el Gobierno
tanzano, el Banco Mundial y otras agencias en
gran medida no lograron detener la pérdida de
bosques autóctonos y su impacto en las comuni-
dades. La gestión burocrática y desde arriba de
los proyectos significó que los campesinos tuvie-
ron escasa implicación o interés en el éxito de
estos esfuerzos. Durante los años 70, el Gobierno
socialista del presidente Julius Nyerere también
adoptó leyes que aumentaron la propiedad
comunal de tierras rurales y animó a las personas
a vivir en pueblos diferenciados donde se
pudiera ofrecer mejores servicios, un proceso llamado
“empueblización”. No se continuó fomentando los enclaves
individuales ngitili, que muchos campesinos habían cuidado
para obtener alimentos, forraje, leña y medicinas. De hecho,
muchos ngitili fueron destruidos durante este periodo, al
menoscabarse las instituciones y prácticas tradicionales por el
proceso de empueblización (Monela et al. 2004:102).

En 1986, el Gobierno de Tanzania cambió radical-
mente de táctica y puso en marcha, centrado en la pobla-
ción y basado en la comunidad, el Programa de Conserva-
ción del Suelo de Shinyanga, conocido simplemente como
HASHI (del swahili “Hifadhi Ardhi Shinyanga”). El
impulso vino del propio presidente Nyerere, que declaró
Shinyanga como el “Desierto de Tanzania” tras visitar la
región. En 1987, HASHI estaba operativo y en 1989 había
atraído un apoyo adicional a largo plazo de la Agencia de
Ayuda al Desarrollo noruega.

El renacimiento de los ngitili
Las innovadoras iniciativas del proyecto para mejorar los
sustentos estaban basadas en hacer renacer los “ngitili”, un
sistema indígena de gestión de los recursos naturales
(Barrow and Mlenge 2004:1). Tradicionalmente, los ngitili
habían sido utilizados para aportar forraje para el ganado
–especialmente bueyes– al final de la estación seca, cuando
los campesinos aran su tierra. La vegetación y árboles se
crían en barbechos durante la estación húmeda, de forma
que los suministros de forraje para el ganado estén dispo-
nibles para los meses secos.

Hay dos tipos de ngitili: los enclaves poseídos por indivi-
duos o familias y los enclaves comunales poseídos y gestiona-
dos en común. Ambos fueron desarrollados originalmente

por los sukuma como reacción a los periodos de aguda
escasez de alimento para el ganado provocados por las
sequías, la pérdida de pastos en aras de los cultivos y la caída
de la productividad de la tierra (Barrow and Mlenge 2003:6).

El enfoque del proyecto HASHI para el renacimiento
de los ngitili fue trabajar con las gentes locales, primero
para identificar áreas que requerían una restauración
urgente del terreno, y luego para restaurarlas de acuerdo
con prácticas tradicionales. Los trabajadores de campo,
empleados por la División de Selvicultura y Apicultura del
Ministerio de Recursos Naturales y Turismo, trabajaron
estrechamente con el personal del Gobierno del distrito y
las autoridades gubernamentales del pueblo, los organis-
mos con menor responsabilidad en el Gobierno de Tanza-
nia (Barrow 2005b).

Asimismo, el Centro Internacional para la Investiga-
ción en Agro-selvicultura (ICRAF) de Nairobi, que había
investigado la restauración de ngitili, aportó orientación e
información técnica. Los estudios de ICRAF documenta-
ban las prácticas apropiadas de revegetación y gestión y se
fijaban en el importante rol del conocimiento tradicional y
de las instituciones locales en una gestión próspera de la
tierra (Barrow 2005e).

Los trabajadores de campo de HASHI usaron semillas
naturales residuales y las existencias de raíces para restau-
rar los enclaves de ngitili en muchos pueblos. En otros, se
llevó a cabo la plantación activa de árboles (primero de
especies exóticas, luego de especies autóctonas preferidas
por los habitantes locales), especialmente en torno a
haciendas. Algunos de los ngitili restaurados databan de los
días anteriores a la empueblización. Otros fueron creados
entonces por agricultores y pueblos. Además de restaurarse
los ngitili, se animó a los campesinos a plantar árboles
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alrededor de sus haciendas (particularmente árboles fruta-
les y de sombra), los límites de sus campos o el perímetro
de sus granjas. Esto ayudó a mejorar la fertilidad del suelo
y el suministro de leña y tuvo el beneficio colateral de
ayudar a los agricultores a cercar y formalizar sus derechos
sobre la tierra dentro de los pueblos (Barrow 2005c).

Se empleó una variedad de herramientas para educar y
empoderar a los campesinos. Éstas incluían vídeo, teatro,
boletines y talleres para demostrar de primera mano la
relación entre conservación del suelo, restauración forestal y
seguridad del sustento. Los métodos de evaluación parti-
cipativa rural ayudaron a los campesinos a identificar proble-
mas en los recursos naturales locales y acordar soluciones
(Kaale et al. 2003:13-14). Los agricultores y campesinos
recibieron formación sobre cómo aprovechar al máximo sus
ngitili. Por ejemplo, aprendieron qué especies autóctonas
eran las más apropiadas para enriquecer los suelos de cultivo
o crear densas plantaciones como lindes.

Armados con esta poderosa combinación de conoci-
miento tradicional y científico, los pueblos a lo largo de
Shinyanga revitalizaron gradualmente la institución de los
ngitili y ampliaron su uso desde la simple conservación de suelo
y forraje a la producción de un amplio abanico de bienes y
servicios del bosque. Productos como madera, forraje, leña,
plantas medicinales, frutas silvestres, miel e
insectos comestibles reforzaron los susten-
tos y aportaron una red de seguridad
esencial durante las estaciones secas y las
sequías (Barrow and Mlenge 2003:1).

En los primeros años, los trabajos de
restauración se desarrollaron gradual-
mente mientras los precavidos campesi-
nos y comunidades evaluaban los benefi-
cios y derechos que producía la
regeneración de ngitili. A comienzos de la
década de 1990, con la eficacia del
proyecto fuera de toda duda, los trabajos
de restauración se extendieron rápida-
mente a través de la región. En 1986,
existían unas 600 hectáreas de enclaves
ngitili documentados en Shinyanga. Una
investigación de una muestra de 172
pueblos a finales de los años 90 dejó ver
18.607 ngitili (284 comunales, el resto
propiedad de familias) cubriendo aproxi-
madamente 78.122 hectáreas (Kaale et al.
2003:8; Barrow and Mlenge 2004:1).
Extrapolando a partir de estas cifras, los
directores del proyecto estiman que más
de 350.000 hectáreas de tierra en
Shinyanga son usadas como ngitili y nueve
de cada diez habitantes de los 833 pueblos
de Shinyanga tienen acceso a los bienes y
servicios de los ngitili (Barrow 2005b).

Wendelen Mlenge, directora durante un largo periodo
del proyecto HASHI (recientemente rebautizado como
Centro de Recursos Forestales Naturales y Agroselvicul-
tura), ha observado su éxito de cerca. El entusiasmo y el
compromiso con el que las comunidades han abrazado la
restauración de los ngitili demuestra, afirma, cómo “un
sistema tradicional de gestión de recursos naturales puede
[ser adaptado para] satisfacer las necesidades contemporá-
neas” (Barrow and Mlenge 2003:10).

Hacer que funcione:
instituciones tradicionales y locales
La propuesta de empoderamiento de HASHI fue inusual
entre los programas de desarrollo rural de la década de 1980,
pero esencial para su éxito. Promover los ngitili como
vehículo para la restauración de la tierra incrementó la
propiedad de los habitantes locales sobre los recursos natura-
les y su capacidad y deseo de gestionarlos. Del mismo modo,
permitir a las instituciones tradicionales sukuma y gobiernos
locales revisar los trabajos de restauración ayudó a asegurar su
éxito a nivel regional. Mientras que los gobiernos electos
locales gestionan oficialmente los ngitili comunales, y también

TABLA 1 MEJORAR LOS SUSTENTOS MEDIANTE NGITILI:  DATOS CLAVE

Valor económico de ngitili restaurados

Consumo medio rural nacional

Valor medio anual de los 16 principales
productos de los recursos naturales
recogidos de los ngitili (distrito de Bukombe)

Costes de daños por la fauna como
resultado de la restauración forestal

Especies de árboles, arbustos y plantas 
trepadoras halladas en los ngitili restaurados

Otra flora hallada

Especies de aves y mamíferos registradas

Reducción en el tiempo invertido en
recoger recursos naturales

Porcentaje de hogares en siete distritos
en torno a Shinyanga que usan
productos de los ngitili

14 USD por persona al mes

8,50 USD por persona al mes

Por hogar 1.190 USD al año
Por pueblo 700.000 USD al año
Por distrito 89,6 millones USD al año

63 USD por familia al año

152

Hasta 30 familias diferentes de hierbas y plantas

145 especies de aves y 13 de mamíferos

Tiempo de recogida reducido en:
Leña 2-6 horas al día
Palos 1-5 horas por recogida
Paja 1-6 horas por recogida
Agua 1-2 horas al día
Forraje 3-6 horas por recogida

Para diversificar la dieta 22%
Para suministrar hierba y forraje a los animales 21% 
Para recoger productos medicinales 14%
Para recoger leña 61% 
Para pagar la educación de los hijos 36% 

Fuente: Monela et al. 2004:3-4, 53, 61, 67-69
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deciden sobre disputas relacionadas con ngitili de propiedad
individual, en la práctica las instituciones tradicionales
desempeñan un rol igualmente importante en la mayoría de
los pueblos (Kaale et al. 2003:14-16; Monela et al. 2004:98).

Por ejemplo, mientras que cada pueblo establece sus
propias normas sobre la restauración y gestión de ngitili, la
mayoría utiliza guardias comunitarios tradicionales conoci-
dos como Sungusungu y asambleas comunitarias llamadas
Dagashida para aplicarlas. La Dagashida está dirigida por el
Consejo de Ancianos, que decide qué sanciones se
imponen a los individuos que violen las normas de gestión
del ngitili, por ejemplo, pastando ganado en tierras aparta-
das para la regeneración (Monela et al. 2004:98-99).

Los trabajadores de campo de HASHI se han aplicado
en la construcción de la capacidad y eficacia de las institu-
ciones de gobierno oficiales y tradicionales. Los gobiernos
locales electos, por ejemplo, cada vez usan más sus poderes
para aprobar ordenanzas municipales que consagren legal-
mente la conservación de los ngitili locales. Estas ordenan-
zas, una vez ratificadas a nivel de distrito, son reconocidas
como legítimas por el Gobierno nacional (Barrow and
Mlenge 2003:9, Barrow 2005c).

Un estudio de 2003 financiado por la Unión Mundial
para la Naturaleza concluyó que este doble enfoque había
valido la pena. “Las agrupaciones tradicionales, como Dagas-
hida y Sungusungu, han complementado, más que entrado en
conflicto, el gobierno local. La mezcla de lo tradicional y lo
moderno ha sido claramente un factor importante en el
éxito de la restauración” (Kaale et al. 2003:21).

Pese al apoyo popular, las decisiones sobre dónde
situar ngitili y qué normas deberían gobernarlos no son
siempre democráticas. Mientras que muchas comunidades
establecen enclaves comunales mediante la asamblea local
–en la que puede votar todo adulto registrado–, otros son
elegidos arbitrariamente por los gobiernos locales sin
consulta pública (Monela et al. 2004:8). “No hay un único
camino de establecer ngitili y algunos son más democráticos
que otros”, explica el profesor Gerald Monela, del Depar-
tamento de Economía Aplicada de la Universidad Sokoine
de Agricultura de Tanzania. En general, afirma, la delega-
ción de la toma de decisiones a instituciones locales ha
aumentado claramente la responsabilidad local sobre la
gestión de los recursos naturales y promovido el éxito de la
conservación de los ngitili en Shinyanga (Monela 2005).

Este éxito no se ha echado a perder en otras regiones
de Tanzania, dos de las cuales, Mwanza y Tabora, ahora
están adaptando e imitando los métodos de empodera-
miento de HASHI (Barrow and Mlenge 2004:2).

Pagar dividendos a la gente
De las más de 350.000 hectáreas de tierra ahora ocupadas
por los ngitili restaurados o establecidos por primera vez,
aproximadamente la mitad es propiedad de grupos y la otra

mitad de individuos. Los enclaves comunales tienen un
tamaño medio de 164 hectáreas, mientras que los terrenos
tienen unas 2,3 hectáreas de media (Kaale et al. 2003:9;
Barrow and Mlenge 2004:1).

Aunque la impresionante velocidad de la reforestación
basada en los ngitili ha sido evidente desde hace varios años,
su impacto en los sustentos e ingresos de las personas sólo
ha sido cuantificado recientemente. Un gran estudio reali-
zado por un grupo de trabajo de diez personas, presentado
por el Gobierno tanzano y la IUCN en 2004 y dirigido por
el profesor Monela, combinó una detallada investigación
de campo entre 240 hogares en doce pueblos con estudios
de mercado y otros análisis de datos para cuantificar los
beneficios del proyecto HASHI (Monela 2005).

El grupo de trabajo estimó el valor monetario de los
ngitili en Shinyanga en 14 USD por persona al mes, signifi-
cativamente superior al gasto medio mensual por persona
en la Tanzania rural, de 8,50 USD (Monela et al. 2004:6).
De los 16 productos naturales comúnmente recogidos en
los ngitili, leña, madera y plantas medicinales se revelaron
como los de mayor valor económico para las familias. Otros
bienes valiosos incluían forraje, paja para los tejados y
alimentos silvestres como carne de caza, fruta, verduras y
miel (Monela et al. 2004:54-56). (Ver Tabla 2).

En los pueblos estudiados, hasta el 64 por ciento de las
familias afirmó encontrarse en una situación más
acomodada gracias a los beneficios derivados de los ngitili.
El grupo de trabajo, encabezado por el profesor Monela,
concluyó que la restauración de ngitili “demuestra la impor-
tancia de los recursos naturales arbóreos para las econo-
mías de las gentes locales” y ofrece “una significativa fuente
de ingresos para complementar la agricultura y así diversi-
ficar los sustentos en la región de Shinyanga” (Monela et al.
2004:7,16).

El estudio también documentó el efecto dominó de
estos beneficios económicos en las vidas de las personas.
Mantener los ngitili ha permitido a algunos campesinos
–sobre todo mediante la venta de madera y otros productos
madereros– pagar gastos escolares, comprar nuevo equipa-
miento agrícola y alquilar mano de obra. Los ingresos
generados por los ngitili comunales han sido utilizados para
construir aulas, oficinas locales y centros de salud. Un
agricultor, ‘Jim’ del pueblo de Seseko, explicó cómo había
sido capaz de enviar a su hijo a la escuela secundaria y a su
hija a la universidad en Dar es Salaam. “Mi ngitili me
ayuda… Allí engordo a mis reses y por tanto alcanzan un
buen precio. Entones utilizo el dinero para educar a mis
hijos” (Monela et al. 2004:91).

La nueva abundancia de frutas, verduras e insectos
comestibles también ha permitido avances en la salud local,
mientras que el fácil acceso a la paja ha mejorado las vivien-
das. El incremento de la capa freática gracias a la conserva-
ción del suelo ha aumentado el suministro de agua entre
los pueblos.

R E C U R S O S  M U N D I A L E S  
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El estudio también confirma que los campesinos, parti-
cularmente las mujeres, ahorran un tiempo considerable al
no tener ya que caminar largas distancias para recoger leña,
forraje y paja. (Ver Tabla 1). Esto libera a hombres y mujeres
para concentrarse en otras actividades generadoras de
ingresos al tiempo que fomenta la mejora del cuidado de
los niños y la asistencia al colegio (Monela et al. 2004:108).
“Ahora sólo tardo 20 minutos en recoger leña. Antes
tardaba 2-4 horas”, afirmó una mujer sukuma que recoge
ramas del ngitili familiar (Barrow and Mlenge 2004:2).

De acuerdo con Edmund Barrow, coordinador de
Conservación de Bosques y Secanos y Política Social en la
oficina de IUCN de África Oriental, los hallazgos del grupo
de trabajo “demuestran que las dotaciones de recursos
naturales son significativamente más importantes en térmi-
nos de seguridad del sustento y beneficios económicos de lo
que se suele pensar”. Hay lecciones útiles de las que apren-
der, razona, tanto para el Gobierno tanzano como para
otros países comparables. “En un momento en que cada vez
se pide más justificar la conservación en el
contexto de los Objetivos de Desarrollo
del Milenio, la experiencia de HASHI
ofrece una panorámica detallada de las
razones para considerar la conservación
de la biodiversidad como un componente
clave de la seguridad de los sustentos y la
reducción de la pobreza” (Barrow 2005b;
Barrow and Mlenge 2004:1).

Los dividendos
de la conservación
Los bosques restaurados no son sólo
importantes bienes económicos sino que,
como subraya la Tabla 1, también fomen-
tan hábitats más ricos y la recuperación
de una variedad de especies. El grupo de
trabajo encontró 152 especies de árboles,
arbustos y plantas trepadoras en los ngitili
restaurados, donde antes había páramos
con matorrales. También están retor-
nando mamíferos de pequeño y medio
tamaño como hienas, jabalíes, ciervos,
liebres y conejos y el grupo de trabajo
registró 145 especies de aves que habían
llegado a ser extrañas o consideradas
como extinguidas localmente (Morela et
al. 2004:3-5).

El retorno de la flora y fauna
también ha creado problemas, al padecer
algunos pueblos daños considerables en
los cultivos. Las crecientes poblaciones de
hienas, por ejemplo, están imponiendo
un peaje sobre el ganado. No obstante,

los costes de los daños de la fauna, que son de una media
de 63 USD por familia al año, son enormemente superados
por los beneficios económicos de los ngitili en la mayoría de
los pueblos (Monela et al. 2004:58-61, 67; Barrow 2005c).

Distribución desigual de los beneficios
No todos se benefician por igual de la restauración de los
ngitili. Las pautas de uso de la tierra en la región están
fuertemente influidas por las tradiciones sukuma, donde
las mujeres controlan los cultivos con bajos ingresos
mientras que los hombres cuidan el ganado y los cultivos
que generan más ingresos. El grupo de trabajo encontró
que esta cultura persistía con la restauración de ngitili,
siendo raras las ocasiones en que las mujeres casadas
poseían ngitili individuales o tenían voz en su gestión
(Monela et al. 2004:92). Por otro lado, todas las mujeres
tienen acceso a los ngitili comunales, un derecho y una
fuente que les ha ayudado a cubrir necesidades familiares

TABLA 2 EL DINERO CRECE EN LOS ÁRBOLES: VALOR DE LOS PRODUCTOS
DE LOS NGITILI UTILIZADOS EN LOS HOGARES DEL DISTRITO
DE BUKOME, SHINYANGA, 2004

Producto del ngitili

Madera 

Leña

Palos

Mimbre

Agua

Miel

Carne de caza

Insectos comestibles

Hongos

Plantas medicinales

Material de techado

Forraje

Verduras

Frutas

Carpintería

Cerámica

Valor económico total, por hogar al año

Porcentaje de hogares que
utilizan el producto en los
pueblos estudiados

59

64

29

36

21

14

7

36

36

7

36

7

29

43

14

7

Valor medio por hogar al año
(uso doméstico y ventas), en
dólares americanos 

71,74

13,09

2,87

8,97

34,04

2,39

0,72

0,48

2,87

10,76

2,15

1,15

2,15

2,87

1.021,60

12,91

1.190,77 USD.

Fuente: Monela et al. 2004:61 Tabla 3.17
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básicas como leña, paja y alimentos y a ahorrar tiempo en
sus faenas. “Las mujeres se encuentran mejor como resul-
tado del resurgimiento de los ngitili, a pesar de los sistemas
patriarcales, por a su mayor acceso a productos forestales”,
explica el profesor Monela, director del grupo de trabajo
(Monela 2005).

También los hogares más pudientes acaparan una
mayor porción de los beneficios de las medidas de
reforestación que las familias pobres. El grupo de trabajo
relató que las diferencias en la propiedad de tierra y
ganado fueron los indicadores más obvios respecto a la
escala de beneficios cosechados y señaló que las personas
más acomodadas compraban tierras adicionales de las
familias pobres, exacerbando así la desigualdad local
(Monela et al. 2004:92-93). En el otro extremo de la
escala, las familias más pobres no podían permitirse
ngitili individuales, a pesar de estar autorizadas para
recoger productos de enclaves comunales, a veces
pagando una cuota.

Una mujer empobrecida del pueblo de Mwamnemha
explicó su difícil situación a un investigador del grupo de
trabajo: “no tengo un ngitili porque no tengo dinero ni
ganado que me permita comprar tierra. Por tanto, compro
algo de lo que necesito en el ngitili. Si quiero comprar paja
para el techo tengo que pagar 200 chelines [0,20 USD] por
fardo. Si quiero tierra para cultivar, tengo que alquilar un
terreno por 12.000 chelines el acre. A veces recibo estos
productos sin coste, pero esto es muy poco habitual”
(Monela et al. 2004:92).

A pesar de semejantes problemas, también ha habido
mejoras para los más pobres. El grupo de trabajo halló que
los ngitili estaban siendo “usados como una de las estrate-
gias mediante las que algunas comunidades amortiguan la
vulnerabilidad de los hogares considerados pobres…
aquéllos de ancianos, viudas y familias sin bienes”. La
mayoría de las comunidades estudiadas incluían a las
familias sin reses entre aquellas que necesitaban ayuda,
incluso si tenían algún terreno. El grupo de trabajo reflejó
que en cada pueblo que visitaban bien prestaban bueyes
para arar los campos de las familias sin reses o bien permi-
tían a estas familias el uso libre de productos del ngitili
comunal. En el pueblo de Seseko, se requirió a las familias
pobres corresponder alimentando a sus vecinos que araban
sus campos (Monela et al. 2004:95).

Admitiendo la brecha en beneficios entre las familias
más ricas y las más pobres, el grupo de trabajo advirtió de
que serían necesarias estrategias adicionales para preve-
nir la erupción de conflictos sociales y asegurar la soste-
nibilidad a largo plazo de los ngitili. En particular,
concluye su informe, las instituciones locales deberían
realizar todos los esfuerzos para “capacitar a las personas
para que se apoyen en los recursos de la tierra de modo
que puedan mantener los ngitili y disfrutar sus produc-
tos” (Monela et al. 2004:110).

¿Un frágil futuro?
El proyecto HASHI es claramente una historia de éxito,
llamando la atención más allá de los límites de Shinyanga.
Pero algunas tendencias demográficas y de uso de la tierra
amenazan la expansión continua de los ngitili como piedra
angular de la gestión de recursos naturales de Tanzania.
Éstos incluyen (Monela et al. 2004:103-4,107):

■ Escasez de tierras e inseguridad de la tenencia;

■ Poblaciones humanas y de ganado en rápido crecimiento,
que provocan un alza en la demanda de recursos de las
tierras aún en recuperación;

136

El pueblo de Wigelekeko, en el distrito de Maswa en Shinyanga, perso-
nifica el éxito de los esfuerzos de conservación basados en los ngitili.
A mediados de la década de 1980, el exceso de pasto y la tala para
crear campos de algodón habían provocado una escasez de productos
madereros, forraje y agua para los 408 hogares durante la temporada
seca.

Con la orientación de HASHI, el pueblo separó 157 hectáreas de tierra
degradada. Para reforzar la regeneración, se prohibió la tala y el paso
en el ngitili comunal por cinco años, y el ganado de los campesinos
sólo pastaba en los ngitili individuales. Cuando terminó la prohibi-
ción, el enclave comunal estaba alfombrado con recios árboles y
arbustos.

El Gobierno local y los trabajadores de campo de HASHI concibieron
después un sistema simple de gestión que incluía la recolección contro-
lada de leña mediante la poda de árboles y el pasto limitado durante la
temporada seca. Se permitió a los campesinos cultivar en pequeñas
parcelas, pero con estrictas medidas de conservación del suelo. La
protección del ngitili comunal fue posible gracias a los sungusungu y a
ordenanzas municipales acordadas comunitariamente.

En 1997 los campesinos decidieron expandir el enclave en 20 hectáreas
para construir un pequeño embalse en que almacenar agua para uso
doméstico y para el ganado. Cada hogar contribuyó con 4 dólares a la
construcción del embalse, que se concluyó en 1998. Un año después, el
embalse suministraba agua continuamente, con un valor de su
suministro doméstico de agua de 26.500 dólares al año. El agua para
el ganado contribuye con un valor aún mayor, estimado en 92.500
dólares al año al mantener unas 1.900 reses. La pesca en el embalse
se inició en 2000, cimentando aún más la seguridad de los sustentos
locales.

Un grupo de usuarios de las aguas de Wigelekeko gestiona ahora el
embalse y, con la autorización de la asamblea local, vende el excedente
de agua al exterior. Para reducir la demanda sobre el ngitili comunitario,
dos tercios de los campesinos también han plantado árboles en sus
campos, con una media de 100 por hectárea.

Fuente: Kaale et al. 2003:18

PUEBLO DE WIGELEKEKO: UN ÉXITO DE HASHI
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■ Daño al ganado y los cultivos provocado por las ascen-
dentes poblaciones de animales salvajes; en algunas zonas,
esto amenaza con superar los beneficios obtenidos de los
ngitili;

■ Crecientes ventas no reguladas de ngitili de propiedad
individual.

El grupo de trabajo designado por el Gobierno identi-
ficó el incremento de la población como una preocupación
particular, observando que hasta el momento “no hay
indicios claros de que la restauración [de ngitili] sea soste-
nible” (Morela et al. 2004:107). La población de Shinyanga
aumentó de 1,77 millones en 1988 a 2,8 millones en 2002 y
continúa creciendo un 2,9 por ciento al año (Monela et al.
2004:21). Como resultado, los padres dividen cada vez más
sus ngitili en parcelas para sus hijos, reduciendo el tamaño
y la productividad de los terrenos. Los agricultores en el
distrito de Maswa, por ejemplo, informaron en 2004 de que
el menguante tamaño de sus ngitili de propiedad particular
les había forzado a dejar pastar sólo a los animales que más
lo necesitaban durante la crítica estación seca.

Asimismo, no hay limitaciones para los propietarios
que quieran vender sus ngitili particulares, aunque a causa
del sistema local de títulos de propiedad es muy difícil
vender tierras privadas a alguien del exterior de su comuni-
dad. Los nuevos propietarios son libres de derribar los
árboles y desarrollar la tierra como les parezca adecuado.

La situación un tanto ambigua de la tenencia de los
ngitili es también una preocupación importante. Pese al
entusiasmo popular, el establecimiento de un nuevo ngitili
suele verse limitado por la inseguridad de la tenencia, o la
percepción de esa inseguridad. Aunque los ngitili están
documentados formalmente y registrados por los gobiernos
locales, el estado de su tenencia sigue siendo opaco bajo la
legislación de Tanzania. Los pueblos habitualmente ostentan
un título de escritura local sobre el total de la tierra dentro
de las fronteras del pueblo, mientras que las familias reciben
un título subsidiario sobre su terreno de labranza de propie-
dad privada con la aprobación de la asamblea local. El resto
de la tierra es designada como tierra comunal local, bajo la
gestión del Gobierno local (Barrow 2005c, d).

Estos terrenos comunales pueden ser utilizados como
ngitili comunales, pero no siempre están claras las bases
legales para la designación de un ngitili del pueblo, y por
tanto qué derechos de propiedad son pertinentes. Por
ejemplo, los gobiernos y asambleas locales a veces son
cautelosos antes de designar oficialmente los ngitili como
“áreas protegidas”, porque temen que el Estado se apropie
de estas tierras y las gestione como terrenos públicos a nivel
de distrito o nacional (Barrow 2005b).

Las cuestiones de la tenencia pueden interferir con el
establecimiento de ngitili también en tierras privadas. Los
propietarios privados que no tienen derechos seguros sobre
sus tierras a veces son reticentes a establecer o expandir
ngitili por miedo a desencadenar disputas dentro de la
comunidad. En algunos casos, esfuerzos concertados de
campesinos e instituciones gubernamentales locales han
superado los problemas de tenencia, realizando mensuras

Instituciones modernas y tradicionales pueden ser compatibles. Las
instituciones tradicionales pueden actuar como vehículos eficaces para
reducir la pobreza a través de la regeneración ambiental. En Shinyanga,
estas instituciones encajaron perfectamente con las instituciones más
modernas de los consejos locales elegidos popularmente. Ambas son
necesarias para mantener el buen funcionamiento de la restauración de
ngitili.

El conocimiento local ayuda a que la descentralización prospere.
Delegar responsabilidad sobre la gestión de la tierra a comunidades e
instituciones locales suele ser más eficaz que imponer soluciones
centralizadas y desde arriba. El conocimiento local o indígena de los
recursos naturales e instituciones y prácticas tradicionales puede ser un
recurso de valor incalculable, prestando información específica del lugar
crucial para la gestión y mejorando la participación comunitaria y la
conformidad con las normas de gestión. Sólo cuando el proyecto HASHI
adoptó una estrategia más participativa y con más empoderamiento, la
restauración de ngitili comenzó a extenderse rápidamente.

Los ecosistemas restaurados generan sustanciosos beneficios.
Regenerar los ecosistemas locales puede proporcionar mejoras significa-
tivas en la seguridad de los sustentos para las familias rurales depen-
dientes de los recursos naturales. Los beneficios de los ngitili, tanto
productos de subsistencia como ingresos monetarios, han generado un
incremento en los bienes y la nutrición de las familias, así como ingre-
sos para beneficio público como aulas y clínicas de salud. De esta forma,
la restauración de ngitili contribuye directamente al logro de los Objeti-
vos de Desarrollo del Milenio, mejorando los ingresos familiares, educa-
ción y salud, al tiempo que restaura la biodiversidad y la integridad de
los ecosistemas.

La distribución desigual de los beneficios perjudica a los pobres. Las
desiguales relaciones de poder entre hombres y mujeres y pobres y ricos
pueden sesgar los beneficios de la restauración de ngitili alejándolos de
aquellos que más los necesitan. Sin una intervención activa, la mayor
productividad de la restauración de ngitili favorecerá a aquellos con más
tierras y bienes como ganado, simplemente perpetuando las desigualda-
des existentes y desperdiciando parte del potencial de los ngitili para la
reducción de la pobreza.

La inseguridad de la tenencia disuade de la regeneración. La insegu-
ridad de la tenencia puede restringir la voluntad de comunidades e
individuos de emprender la restauración de ngitili y de gestionar soste-
niblemente estos enclaves. Reconocer con claridad la seguridad tanto de
la tenencia privada como de la comunitaria en una ley nacional ayudará
a asegurar el futuro del éxito de HASHI.

ENSEÑANZAS DE LA REGENERACIÓN
DE NGITILI EN TANZANIA
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de lindes con intención de obtener escrituras de tierras
comunales e individuales herméticas (Kaale et al. 2003:16).
No obstante, al crecer la presión sobre la tierra a causa del
aumento de las poblaciones humanas y de ganado, es
probable que se incrementen las disputas por la tenencia
de tierras, las invasiones de los ngitili y los conflictos sobre
los derechos de pasto.

Designar legalmente la propiedad específica y los
derechos de uso que corresponden a los ngitili comunales
dentro del sistema global de tierras de propiedad local
puede ayudar a abordar el problema de la tenencia, de
acuerdo con Edmund Barrow. También sería útil reconocer
formalmente los ngitili de propiedad individual y familiar
bajo la ley tanzana como una categoría separada de gestión
de la tierra. Cerrar estas lagunas jurídicas contribuiría a
asegurar que los ngitili sigan desempeñando un papel signi-
ficativo y creciente en las estrategias de sustento e ingresos de
los pueblos (Barrow 2005c).

A pesar de estos retos, los múltiples beneficios de la
restauración de bosques son cada vez más reconocidos por el
Gobierno tanzano. Desde el comienzo del proyecto HASHI,
nueva legislación –incluyendo la Política Nacional de Tierras
de 1997, la Ley de la Tierra de 1999 y la Ley de Pueblos de
1999– ha apoyado el establecimiento formal de los ngitili y ha
comenzado a enfrentarse al espinoso problema de la tenen-
cia de la tierra (Kaale et al. 2003:16). En 1998, Tanzania
revisó su política forestal, que ahora enfatiza la gestión parti-
cipativa y el control descentralizado de bosques y respalda
sólidamente los ngitili.

Enriquecer el flujo de beneficios
De acuerdo con el grupo de trabajo del profesor Monela, el
Gobierno tanzano puede dar varios pasos adicionales para
mejorar los beneficios económicos de los ngitili y con ello
su impacto contra la pobreza (Monela et al. 2004:10). Éstos
incluyen:

■ Respaldar una mejor gestión de los ngitili
El Estado puede aportar asistencia técnica y la buscada
investigación específicamente orientada a aumentar la
productividad de los ngitili. Por ejemplo, puede ayudar a
mejorar la productividad de forraje introduciendo
árboles más nutritivos y productivos, arbustos y especies
de hierba. Y puede investigar los mejores métodos y
programar la tala y poda de árboles del ngitili para
maximizar la producción.

■ Controlar las tendencias de los ngitili y compartir
las enseñanzas

El Estado está en una posición única para ofrecer ciertos tipos
de asistencia que requieren una perspectiva más nacional en
vez de local. Por ejemplo, utilizar imágenes vía satélite puede
seguir la pista a nivel nacional de cambios en el uso de la
tierra y la biodiversidad relacionados con la restauración de
ngitili para ayudar a los trabajadores de HASHI a entender el
impacto a gran escala de sus actividades y orientar mejor su
ayuda. El Estado también puede organizar una iniciativa
nacional para documentar los beneficios e innovaciones
relacionados con los ngitili, ayudando a las comunidades a
compartir sus logros y aprender de otras a través de las campa-
ñas de educación pública y redes de conocimiento.

■ Expandir los mercados para productos de los ngitili
Aumentar el flujo de ingresos de los ngitili ayudará a sostener el
renacimiento del uso de la tierra de Shinyanga al hacer los
ngitili incluso más esenciales para los sustentos locales. Uno de
los medios más efectivos para hacer esto es expandir los merca-
dos para los productos de los ngitili. El Estado puede contribuir
respaldando plantas de procesamiento a pequeña escala para
diversificar y añadir valor a los productos de los ngitili (convir-
tiendo madera en muebles, por ejemplo); eliminando regula-
ciones gravosas y otras barreras a la expansión de los ngitili y al
establecimiento de empresas locales basadas en productos de
los ngitili y ayudando a las familias a acceder a mercados locales
y regionales para sus productos de los ngitili, aportando infor-
mación relevante y oportuna sobre el mercado.

Aún está por ver cómo responde el Gobierno tanzano
a estos y otros retos que afronta el movimiento de restaura-
ción de ngitili. Lo que no se discute es un fuerte compro-
miso nacional para consolidar los éxitos de la restauración
de ngitili y los beneficios que ha comportado en Shinyanga
y para reproducirlos, donde sea posible, en las tierras secas
de Tanzania. �

Este estudio de caso fue realizado por Polly Ghazi, con la colaboración y
orientación de Edmund Barrow, el profesor Gerald Monela y Wendelen
Mlenge. Polly Ghazi es una periodista freelance residente en Londres.
Edmund Barrow es el coordinador de Conservación de Bosques y Secanos y
Política Social en la oficina regional de África Oriental de la Unión Mundial
para la Naturaleza (IUCN) en Nairobi, Kenia. El profesor Monela pertenece al
Departamento de Economía Forestal en la Universidad Sokoine de Agricul-
tura, en Morogoro, Tanzania. Wendelen Mlenge es la directora del Centro de
Recursos Forestales Naturales y Agroselvicultura en Shinyanga, Tanzania.
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OS SUSTENTOS SOSTENIBLES COMIENZAN POR LA CAPACIDAD DE EJERCER CONTROL SOBRE LOS

recursos naturales de los que se depende. Para muchas personas que dependen de los bosques, la tala ilegal ataja este

control, robándoles sus usos tradicionales e ingresos de los bosques. Pero algunas comunidades en Indonesia han

encontrado una manera de combatir para preservar sus sustentos forestales. Con formación sobre el uso de videocámaras y

técnicas de edición de vídeo, han comenzado a documentar incidentes de tala ilegal, utilizando las grabaciones para conse-

guir cobertura mediática y presionar para que se actúe contra la corrupción en las prácticas forestales.

L

La formación sobre vídeo, aportada por un par de
ONG medioambientales, ha creado una red de ciudadanos
empoderados en lugares conflictivos por la tala ilegal en 15
regiones a lo largo del archipiélago, incluyendo Sumatra,
Java, Borneo, Sulawesi y Papúa Occidental. Algunos ya han
dado un uso impresionante y eficaz a sus nuevas capacida-
des, con emisiones mediáticas y públicas de sus grabaciones
forzando el cierre de operaciones ilegales y promoviendo
medios de vida alternativos como el cultivo de bambú y la
acuicultura (ver ejemplos a continuación).

“Uno de los argumentos de la propaganda esgrimida
por las compañías madereras es que no hay medios de vida
alternativos para las comunidades del bosque”, explica Arbi
Valentinus de Talapak, una ONG indonesia que comparte
la responsabilidad del programa de formación en graba-
ción en vídeo. “De hecho es la tala ilegal lo que está inter-
firiendo y destruyendo los medios de vida tradicionales
como los cultivos mixtos y el cultivo de juncos de indias,
miel, bambú y plantas utilizadas en la medicina tradicional.
Una mayor actuación contra la tala ilegal ayuda a asegurar
los medios de vida locales, reduce la corrupción y rompe la
dependencia de las comunidades de los barones de la
madera” (Valentinus 2004).

Combatir el auge de la tala ilegal

Más de 50 millones de personas habitan en las selvas de
Indonesia, muchas de ellas conservan medios de vida
tradicionales, incluyendo agricultura a pequeña escala,
recogida de bambú y recolección de fruta y miel. Además
de los ingresos, los bosques habitualmente suministran
una variedad de alimentos de subsistencia, materiales y
valores espirituales y sociales. En las últimas décadas,
estos bosques han sido saqueados cada vez con más
voracidad por sus maderas nobles que son objeto de
tráfico internacional, a menudo con la complicidad de
funcionarios corruptos. Gran parte de esta madera ilegal
se abre camino hacia China, Malasia y Singapur en su
ruta para proveer los mercados de muebles en Occidente
(Schroeder-Wildberg and Carius 2003:24-33;
EIA/Telapak 2002:12-15).

Desde la caída en 1997 del anterior presidente indone-
sio, Suharto, la tala ilegal y su impacto sobre los habitantes
de los bosques se ha convertido en un importante asunto
para el Gobierno de Indonesia, sus socios comerciales
occidentales y su sociedad civil y medios en evolución. En

Empoderar comunidades indonesias
para combatir la tala ilegal

TESTIGO DIRECTO 
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parte, esto refleja el hecho de que organizaciones no guber-
namentales y periodistas ahora sean capaces de hacer críti-
cas sobre la política gubernamental con menos temor a la
represión. Mientras que la corrupción burocrática sigue
extendida, el Gobierno indonesio se ha vuelto a todos los
niveles más receptivo al escrutinio público y la presión de la
sociedad civil (Anderson and Hidayat 2004:12).

Frente a este telón de fondo, dos prominentes ONG
–la Agencia de Investigación Ambiental (EIA), con sede
en Reino Unido y Estados Unidos, y Telapak, con sede en
Indonesia– comenzaron un innovador programa para
formar a ONG en las comunidades para documentar y
diseminar evidencias de la actividad ilegal de tala en sus
bosques. El proyecto fue financiado por el Departamento
para el Desarrollo Internacional del Reino Unido (DfID)
bajo su Programa de Multi-Interesados en Selvicultura,
que financia los esfuerzos para incrementar la influencia
de los habitantes pobres de los bosques sobre la política
forestal.

El proyecto se basó en la premisa de que la industria
maderera ofrece sólo beneficios a corto plazo a una
reducida minoría de indonesios y que la pérdida de
bosques significa que los sustentos alternativos para los
habitantes de los bosques están desapareciendo rápida-
mente, sobre todo para los pobres del medio rural (MFP
2000:5; Anderson and Hidayat 2004:12). “Cada año desapa-
recen dos millones de hectáreas de bosque, erosionando
los sustentos de hasta un millón de personas”, afirma David
Brown, un economista forestal de DfID. “Mientras tanto,
sólo 200.000 personas trabajan en el segmento de esa indus-
tria de la tala y procesamiento que opera ilegalmente.

Reducir la industria maderera ilegal en Indonesia hará más
seguros los sustentos de los indonesios ligados a los
bosques” (Brown 2004). 

Durante el proyecto de cuatro años y medio (2000-
2004), Telapak y EIA formaron a más de 300 representan-
tes de la sociedad civil pertenecientes a 70 ONG y grupos
comunitarios. Los participantes fueron educados en el
uso de cámaras y vídeos y se distribuyeron por todo el país
trece conjuntos de equipos de vigilancia y documentación
como un recurso comunitario. Asimismo, nueve ONG
locales fueron formadas en edición avanzada de filmacio-
nes y se les entregaron ordenadores y programas de
edición. Ahora sirven como centros de recursos regiona-
les para activistas comunitarios que trabajan para comba-
tir la deforestación y promover medios de vida sostenibles
alternativos. En 2004, algunas de estas ONG regionales
asociadas organizaron sus propias sesiones de formación
para expandir la red de vídeo y transmitir sus capacidades
a otras comunidades. El coste total del proyecto fue de
unos 2,3 millones de dólares.

Al establecer la formación sobre vídeo, la inclusión y la
diversidad entre los alumnos fueron principios directores
importantes. Los participantes representaban grupos de
derechos humanos y mujeres así como ONG locales y regio-
nales que trabajaban específicamente en asuntos forestales.
En cada región, los asistentes fueron elegidos por una ONG
local, que a su vez fue seleccionada por Telapak. “Los
grupos que formamos variaban desde grupos comunitarios
informales con un dignatario local al frente hasta ONG
organizadas con 15 miembros”, explicó Dave Currey, direc-
tor de EIA. “Intentamos ser todo lo inclusivos posible, para
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animar a los participantes a ver la tala ilegal desde una
amplia perspectiva social y económica y fomentar la inter-
conexión entre grupos de la sociedad civil que operan en
las mismas comunidades. La corrupción e intimidación en
los bosques indonesios, por ejemplo, afecta a toda la vida
de la comunidad, por lo que no puedes discutir sobre la
tala ilegal sin hablar sobre derechos humanos, el sistema
judicial y la gobernanza local. No somos prescriptivos en
cómo los participantes usan su formación. Conocieron las
condiciones locales y decidieron ellos mismos la mejor
manera de aplicar las capacidades que adquirieron”
(Currey 2004).

Alabada eficacia
Los consultores independientes que evaluaron el proyecto
de formación en vídeo una vez concluido en 2004 lo consi-
deraron un éxito. Hallaron que las ONG y grupos comuni-
tarios habían usado sus cámaras de vídeo y fotográficas
“para informar e influir sobre los decisores locales y
provinciales”, al tiempo que las campañas que estos grupos
habían desencadenado con su trabajo “ayudaron a detener
la destrucción de los bosques de los que dependen los
pobres” (Anderson and Hidayat 2004:10). Específica-
mente, sus esfuerzos publicitarios y reivindicativos habían
ayudado a proteger comunidades rurales frente a la tala
ilegal en Sorong (Papúa occidental), Makassar (sur de
Sulawesi), norte de Sumatra, Nangroe, Aceh Darussalam,
sur de Borneo, Borneo central, Bengkulu, Lampung,
Jambi y Java central.

El éxito que alcanzó el proyecto fue más allá de preve-
nir la usurpación y la tala ilegal. También ayudaron sus
llamadas de atención a las comunidades para recibir más
autoridad de gestión sobre los bosques locales. Los evalua-
dores independientes consideraron que las fotos y los

vídeos, incluyendo entrevistas con campesinos, habían
contribuido a persuadir a las autoridades de varias provin-
cias sobre los derechos y las capacidades de gestión de las
comunidades locales, y asistieron a grupos locales en sus
esfuerzos para asegurar una tenencia forestal y derechos de
gestión más favorables (Anderson and Hidayat 2004:13).

Los propios aprendices se mostraron satisfechos con sus
logros. En un cuestionario, once de trece activistas formados
por EIA y Telapak afirmaron que sus campañas posteriores
“habían tenido un impacto directo a nivel local”. Uno de los
beneficios fue un mayor activismo y solidaridad dentro y
entre las comunidades sobre la materia del uso del bosque.
En varios casos, un grupo de pueblos había accedido a traba-
jar juntos para proteger sus bosques locales frente a la tala
ilegal. 

“Una grabación cuenta mejor una historia que una
campaña impresa, alcanza a más gente”, comentó Rama
Astraatmaja, de ARuPA, una de las mayores ONG que
recibió formación en vídeo, con sede en Java. “Muchos
hogares en pueblos de Indonesia hoy en día tienen repro-
ductores de vídeo. Nuestras películas cuentan a los campe-
sinos historias sobre personas en situaciones similares en
otros pueblos. Esto es algo que no suelen ver en la TV y que
crea un sentimiento de solidaridad entre ellos. Mostrar una
película [sobre tala ilegal o sustentos no madereros]
siempre despierta una discusión. Comienzan hablando
sobre lo que han visto y… ven que el problema es real y
necesita una solución real” (Astraatmaja 2004).

La sensibilización y las campañas emprendidas por las
ONG asociadas también cosecharon un éxito a gran escala.
Nueve ONG informaron de “un impacto directo a nivel del
distrito”, por ejemplo, mediante la introducción de nuevas
regulaciones gubernamentales locales para proteger áreas
forestales y limitar el acceso de empresas madereras. Siete
informaron de un éxito a nivel provincial, con logros que
incluían la creación por parte de los gobiernos provinciales
de equipos para combatir la tala ilegal. La evaluación
independiente también identificó vínculos específicos
entre el empoderamiento por EIA/Telapak de comunida-
des locales y los esfuerzos para alcanzar políticas forestales
más sostenibles en el país, con la información sobre tala
ilegal alimentando el desarrollo de una estrategia forestal
nacional (Anderson and Hidayat 2004:24).

¿Consecuencias no deseadas?
Mientras que la videovigilancia posibilitada por el proyecto
ha sido claramente eficaz, el activismo contra la tala ilegal
también puede tener consecuencias indeseadas. Por
ejemplo, algunos grupos de la sociedad civil indonesia
temen que el Gobierno, presionado para dar una respuesta
a la tala ilegal, pueda perseguir a leñadores a pequeña
escala de las comunidades, en lugar de emprender opera-
ciones mayores con implicaciones políticas y económicas

■ Indonesia padece la mayor pérdida anual de cobertura forestal del
mundo. Funcionarios del Ministerio de Bosques estiman que más de 43
millones de hectáreas han sido degradadas, con una tasa media de
deforestación anual de 2,8 millones de hectáreas de 1998 a 2002
(Kaban 2005).

■ Se calcula que el 70 por ciento de las exportaciones de madera de
Indonesia es ilegal, lo que cuesta al país 3.700 millones de USD al año
en ingresos perdidos (Saparjadi 2003).

■ Los intermediarios se quedan con la mayor parte de los beneficios de la tala
ilegal. Los miembros de bandas de tala ilegal, con frecuencia habitantes
pobres de los bosques, reciben tan sólo 2,20 dólares por m3 de madera. Los
agentes madereros reciben 160 dólares por m3. Pero los exportadores en
Singapur de maderas nobles serradas en Indonesia cobran 800 USD por m3

que se transporta a los mercados occidentales (EIA/Telapak 2002:28).

T A L A  I L E G A L ,  S U S T E N T O S  P E R D I D O S
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más amplias. Algunos de estos operadores a pequeña escala
reivindican los derechos indígenas a los recursos forestales,
pero su recolección aún es considerada ilegal. Por esta
razón, la discusión más amplia sobre la tala ilegal a nivel
nacional ha incorporado el debate sobre los derechos
indígenas y la tenencia (Anderson and Hidayat 2004:3;
Astraatmaja 2005; Currey 2005).

Además, aunque los intermediarios y los comerciantes
de madera se quedan con las mayores ganancias por la tala
ilegal, muchos campesinos pobres que trabajan en equipos
de tala ilegal se han beneficiado de los réditos que aporta. A
pesar de que el trabajo suele ser peligroso, puede ser más
atractivo económicamente que otras actividades más sosteni-
bles, al menos en el corto plazo en que aún están disponibles
árboles comercializables. En 2000, se estimó que hasta 300
aserraderos ilegales estaban activos tan sólo en Borneo
central, lo que da una idea del tamaño de la economía
maderera en esa región (Casson 2000:16). En el medio de un
auge maderero, la red de personas que obtienen beneficios
de las labores madereras –que incluye variedad de trabajos
desde la tala al transporte y el molido– puede ser bien
aceptada en las comunidades rurales (McCarthy 2002:876).
Trabajar contra la tala ilegal puede, por tanto, acabar con los
ingresos de algunas personas.

Por otro lado, Dave Currey, de la Agencia de Investi-
gación Ambiental, mantiene que cualquier pérdida de
ingresos por el cierre de establecimientos de tala ilegal
palidece en comparación con la pérdida de medios de vida
que esas operaciones ilegales causan a largo plazo. La
visión panorámica del asunto, afirma, “es que la tala ilegal
está provocando la extensión de la pobreza, como el
Programa de Multi-Interesados de DfID reconoce explíci-
tamente” (Currey 2004).

Los frutos de la vigilancia

Los ejemplos de los logros de los esfuerzos de protección
de los bosques por grupos comunitarios indonesios y ONG,
asistidas por la formación en vigilancia y equipamiento de
EIA/TelaPak, incluyen:

J A V A  C E N T R A L
G R U P O  L O C A L  D E  V I D E O V I G I L A N C I A :  A R U P A

Compuesto por 14 antiguos estudiantes de Ciencias Fores-
tales convertidos en activistas, ARuPA actúa como el centro
de recursos para los activistas forestales en toda Java central
y ha formado a miembros de 20 ONG para documentar
delitos y casos de mala gestión ambientales.

Empleando las habilidades aprendidas con la forma-
ción de EIA/Telapak, los miembros de ARuPA han
documentado la tala ilegal en los bosques de teca de Java a
manos de Perhutani, una empresa forestal de propiedad

estatal. Sus grabaciones también recogían las quejas de
campesinos por la indiferencia de Perhutani hacia los
derechos de los habitantes de los bosques y se mostró a los
grupos de la sociedad civil y a los órganos decisorios. En
2002, los esfuerzos de ARuPA contribuyeron a la revocación
del certificado del Consejo de Administración Forestal
(FSC) a Perhutani por parte de Smartwood, una asesoría
maderera internacional, lo que hizo mella en el mercado
de la empresa entre los compradores de muebles occiden-
tales. Los intentos posteriores de la compañía para volver a
conseguir la certificación y el negocio perdido han fraca-
sado (Astraatmaja 2004).

ARuPA también utiliza las grabaciones para destacar
ejemplos exitosos de medios de vida forestales alternati-
vos, descentralizados y sostenibles, incluyendo la gestión
forestal comunitaria y la iniciativa de una comunidad de
Java de plantar bambú tras la tala total de las plantaciones
locales de pinos. “Los bosques de bambú protegen a las
comunidades de las inundaciones, los corrimientos de
tierra y la sequía, unos servicios ambientales que no
podrían ser aportados por los bosques de pinos”, afirma
el portavoz de ARuPA, Rama Astraatmaja. Tras negociar
un acuerdo informal con la compañía maderera oficial
en la localidad, los campesinos plantaron bambú, preser-
vando los suministros de agua para sus campos de arroz y
contribuyendo a la economía local al vender palos de
bambú.

B O R N E O  C E N T R A L
G R U P O  L O C A L  D E  V I D E O V I G I L A N C I A :  D A U N

Daun, una ONG regional, hace campaña contra la defores-
tación en el Parque Nacional Tanjung Puting, rico en fauna
y cuyas especies amenazadas incluyen panteras nebulosas,
osos malayos y orangutanes. Los miembros de Daun utiliza-
ron su formación mediática para elevar la concienciación
pública sobre el impacto destructivo de la tala ilegal
mostrando evidencias en fotografías y vídeos a las comuni-
dades y después explicando su relación con los sustentos
perdidos. Una grabación distribuida entre comunidades
ribereñas que vivían en el contorno del parque documentó
cómo un pueblo local había conseguido desarrollar
acuicultura a pequeña escala como una alternativa sosteni-
ble a las operaciones de tala ilegal.

B O R N E O  S U R
G R U P O  L O C A L  D E  V I D E O V I G I L A N C I A :  L P M A

LPMA ha producido vídeos educativos que, por un lado,
documentaban el destructivo impacto de la tala ilegal en
bosques protegidos en el área de Meratus en el sur de
Borneo y, por otro, promovían la recolección de miel
como una forma alternativa de generar ingresos. Los
vídeos han sido proyectados a comunidades y a políticos
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locales con el objetivo (aún no logrado) de generar
apoyo financiero para expandir la recolección comercial
de miel.

S U M A T R A
G R U P O  L O C A L  D E  V I D E O V I G I L A N C I A :  U L A Y A T

Ulayat, un grupo medioambiental de Sumatra, ha
documentado la tala ilegal en el Parque Nacional de
Bukit Barisan Selatan por parte de Semaku Jaya Sakti, una
compañía propiedad del Gobierno de distrito. Después
de que esta convincente prueba visual protagonizara
noticias en los medios provinciales y estatales, el adminis-
trador del parque denunció a la empresa maderera y su
director tuvo de dimitir. La campaña de Ulayat también
tuvo efectos en el Gobierno del distrito de Kaur, que creó
una regulación forestal que permite la acción contra la
tala ilegal.

R I A U
G R U P O  D E  V I D E O V I G I L A N C I A  L O C A L :  H A K I K I

Hakiki, una ONG regional, documentó y publicó eviden-
cias de que Diamond Raya Timber, que posee una conce-
sión maderera en la provincia de Riau, en Sumatra,
estaba talando fuera de su zona de tala permitida. Hakiki
trabajó entonces con el Gobierno provincial de Riau
para establecer la Red Comunitaria Anti-Tala Ilegal,
cuyos miembros incluyen autoridades provinciales,
funcionarios responsables de aplicar la ley, ONG y tres
gobiernos de distrito. �

■ El poder de la revelación pública. La revelación pública es una
poderosa herramienta para provocar la acción a escala local y nacional.
El vídeo es una vía relativamente sencilla de exposición pública, que
atrae la atención de los medios, con formación y costes modestos.

■ Una herramienta educativa para sustentos alternativos. La
documentación en vídeo no tiene por qué concentrarse sólo en las
infracciones, sino que puede trasladar mensajes positivos de opciones
de sustentos alternativos.

■ Una herramienta para el empoderamiento comunitario. El uso de
vídeos y otras herramientas mediáticas puede empoderar las
comunidades a través del acceso a información, que a su vez promueve
el diálogo público, los valores compartidos y el activismo comunitario.

■ Los grupos de la sociedad civil son clave. Los grupos de la sociedad
civil suelen estar colocados en una posición ideal para emprender la
videovigilancia y difundir el material localmente y a los medios. La
diversidad entre estos grupos ayuda a crear una red más eficaz.

■ Las ONG nacionales e internacionales son un catalizador importante.
Las ONG de mayor tamaño están bien situadas para construir
capacidades: administrar formación en vídeo y medios y ayudar a
establecer una red nacional para la vigilancia local de la tala.

■ Consecuencias adversas para los pobres. Perseguir la tala ilegal
puede beneficiar los sustentos forestales a largo plazo, pero puede
imponer privaciones a corto plazo a algunos miembros de la
comunidad, particularmente a los pobres que dependen de este trabajo.
Es importante apoyar a las comunidades a desarrollar alternativas de
ingresos para contrarrestar las pérdidas de ingresos a corto plazo.

T A L A  I L E G A L ,  S U S T E N T O S  P E R D I D O S

T E S T I G O  D I R E C T O
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bolsa de berberechos pequeños. El declive del patrimonio
marino de Ucunivanua refleja una pauta más amplia de agota-
miento que se repite en todas las islas Fiji. Una combinación
de mayor pesca comercial y el incremento de las recogidas de
subsistencia ha sometido a la sobrepesca a la mayoría de las
aguas costeras de Fiji, a veces de forma severa. Los fijianos del
medio rural, que constituyen la mitad de los casi 900.000
habitantes de Fiji, han resultado perjudicados. La mayoría de
estos campesinos aún mantiene unos medios de vida de subsis-
tencia, recurriendo la comunidad a los recursos marinos para
al menos parte de sus proteínas e ingresos diarios. En el
pasado, la abundancia de capturas marinas significó un cierto
grado de opulencia y seguridad alimentaria. Con la desapari-
ción de esa abundancia, la presión en las economías locales se
ha elevado, dejando al 30-35 por ciento de los hogares rurales
de Fiji por debajo de la línea oficial de pobreza.

Pero los fijianos están luchando, pueblo a pueblo,
unidos por una red de comunidades que regula cuidadosa-
mente el uso de sus aguas costeras, restaurando lentamente
su productividad. Aunque estas áreas marinas gestionadas local-
mente (LMMA [según sus siglas en inglés]) son una innova-
ción de la última década, apelan a una rica tradición de
gestión popular de los recursos oceánicos. En esta nueva

encarnación, las prácticas de conservación local tradiciona-
les se conjugan con métodos modernos de seguimiento y se
vigorizan con la plena participación de los miembros de la
comunidad, que diseñan e implementan los planes de
gestión marina. El objetivo es reforzar los ingresos y las tradi-
ciones locales repoblando las aguas locales, una perspectiva
fundamental del desarrollo rural.

En Ucunivanua se ubicó la primera zona marina
gestionada localmente en Fiji y sus resultados han sido
drásticos. Desde que comenzó la gestión local hace siete
años, los berberechos kaikoso han vuelto a ser abundantes y
los ingresos locales han aumentado significativamente. El
proyecto de Ucunivanua dejó a un lado la típica idea de
que sólo los expertos saben mejor cómo actuar y que el
desarrollo sólo tiene lugar si es planificado por el
Gobierno. En cambio, dejó las decisiones últimas –las
decisiones que determinan el éxito o el fracaso de un
proyecto– en manos de las personas que más dependen de
los recursos para su sustento. El éxito de Ucunivanua ha
conducido a la adopción de LMMA en todo Fiji, Asia y la
región del Pacífico (Aalbersberg 2003; Aalbersberg and
Tawake 2005; Gell and Tawake 2002; Tawake and Aalbers-
berg 2002; Tawake et al. 2001).

Recuperando las pesquerías
costeras de Fiji

PUEBLO A PUEBLO

COMIENZOS DE LA DÉCADA DE 1990, LOS RESIDENTES DEL PUEBLO DE UCUNIVANUA, EN LA COSTA

oriental de la mayor isla de Fiji, se dieron cuenta de que los recursos marinos de los que dependían empezaban a

escasear. Los más ancianos del pueblo recordaban los tiempos en que una mujer podía recoger varias bolsas de grandes

berberechos kaikoso –un alimento de primera necesidad e importante fuente de ingresos– en tan sólo unas horas. En los años

90, sin embargo, una mujer podía pasar todo el día en las marismas y regresar a casa con sólo la mitad de una

A
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Áreas marinas
gestionadas localmente
(LMMA)

Las comunidades de las islas del
Pacífico han practicado durante
mucho tiempo métodos tradicio-
nales para preservar sus valiosas
fuentes alimenticias, como
imponer prohibiciones estaciona-
les y zonas temporales donde no
realizar capturas. Estos métodos
estaban basados en un sistema de
tenencia marina comunal –el
derecho a poseer o controlar un
área costera– que era reconocida
informalmente por los campesinos
y los jefes locales. El sistema de
tenencia local marina establecido
hace tiempo en Fiji consiste en
qoliqolis, o espacios pesqueros bajo
el control de las comunidades
adyacentes. Los qoliqolis tienen un
cierto reconocimiento legal y oficialmente se refieren a
“zonas de derechos tradicionales de pesca”. Están clara-
mente reflejados en mapas, delineados y delimitados por
líneas fruto de una medición, con una documentación
mantenida por la Comisión Nativa de Pesca. En Fiji hay
385 qoliqolis marinos y 25 de agua dulce. Los recursos que
aportan constituyen los sustentos de aproximadamente
300.000 personas en pueblos costeros.

Tradicionalmente, la gestión de los qoliqolis incluía
cierres temporales a la pesca de estas zonas, limitaciones
del número de pescadores o de la cantidad de peces que
pueden capturar, restricciones sobre el uso de ciertas
prácticas de pesca y la imposición de un tabú, o prohibi-
ción, de la pesca de determinadas especies. Además, las
comunidades reconocían superficies de pesca sagradas y en
ocasiones se imponía una moratoria temporal en la pesca
como parte de ceremonias tradicionales. Por ejemplo, con
frecuencia se declaraba un tabú de 100 días sobre el uso de
ciertas áreas pesqueras en señal de respeto cuando moría
un gran jefe. Cuando el tabú terminaba, los campesinos
volvían a recoger pescado y celebraban una gran fiesta para
concluir el periodo de luto.

Actualmente, muchas comunidades mantienen
semejantes prácticas tradicionales en diferentes grados. Los
jefes están recurriendo a este concepto tradicional del tabú
con fines más prácticos –para proteger zonas de desove o
superexplotadas y para incrementar las existencias de
peces– con creciente interés y éxito. Están vinculando sus
prácticas tradicionales con técnicas modernas –evaluar las
existencias de peces, medir el potencial de zonas libres de

capturas, controlar el área de tabú– para establecer áreas
marinas gestionadas localmente.

Las comunidades separan al menos una parte de una
LMMA como zona restringida, habitualmente el 10-15 por
ciento de las aguas pesqueras locales, con el fin de permitir
al hábitat y los recursos recuperarse de la presión pesquera.
La ubicación y el tamaño del área tabú son determinados
por los miembros de la comunidad, dependiendo de
cuánto espacio creen que pueden cerrar y aún así seguir
cubriendo sus necesidades. La comunidad también puede
elegir un lugar que sea fácil vigilar y no necesariamente un
área rica en pesca. Expertos técnicos pueden ofrecer su
asesoramiento a la comunidad para una ubicación óptima
de la zona tabú, pero es la comunidad quien tiene la última
palabra al respecto. Por tanto, una LMMA es significativa-
mente diferente de una reserva marina o una zona marina
protegida. En una zona marina protegida, un organismo
central, con frecuencia el Gobierno nacional, toma todas
las decisiones, a menudo desde la lejanía y con escasas o
nulas aportaciones locales.

Ucunivanua:
el experimento de un pueblo
El kaikoso (Anadara antiquate), un berberecho que se halla
en marismas poco profundas y en el lecho marino, es el
tótem del clan de los habitantes de Ucunivanua, el animal
simbólico de la comunidad. También es un alimento de
primera necesidad y una fuente primaria de ingresos,
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junto con los cultivos agrarios y otros recursos marinos
como los pulpos. Para preservar los kaikoso, los residentes
de Ucunivanua comenzaron a trabajar en la década de
1990 con la Universidad del Pacífico Sur (USP) en Siva, Fiji
(Tawake et al. 2001). Esta colaboración comenzó cuando
el hijo del jefe supremo de Verata, el distrito en el que se
ubica Ucunivanua, estudió gestión del territorio en la USP
y pidió ayuda a sus profesores para abordar algunos de los
problemas de su pueblo.

Tras dos años de talleres y formación en educación
ambiental y planeamiento comunitario, la comunidad
decidió establecer a modo de experimento un área tabú de
24 hectáreas en la marisma y el lecho marino directamente
en frente del pueblo de Ucunivanua. La esperanza era que,
al recuperarse la población de berberechos en el área tabú,
también se establecerían más larvas de berberechos en las
zonas de pesca adyacentes, consiguiendo finalmente un
incremento en la recogida de berberechos en estas áreas, lo
que se denomina efecto sembrado.

El pueblo eligió un grupo de 20 hombres y mujeres
para formar el equipo de gestión del área tabú. Del resul-
tado del proceso de planificación, los asesores de la USP
habían pedido que el equipo incluyera una proporción
igual de hombres adultos, mujeres y jóvenes, un avance
inusual en la cultura fijiana. El equipo de gestión de la zona
tabú cercó los límites del área propuesta bajo protección.
Entonces, el equipo trabajó con el jefe supremo y los ancia-
nos del pueblo para celebrar una ceremonia tradicional
declarando la zona tabú durante tres años.

Aquí es donde la técnica moderna se fusionó con los
valores tradicionales populares. Los expertos científicos de
la USP enseñaron a los miembros del equipo las técnicas de
seguimiento y las ideas básicas del muestreo y la estadística.
El equipo aprendió cómo tender transectos lineales y cómo
muestrear la población de berberechos en intervalos de 10
metros a lo largo de los 500 metros de la línea del transecto
y luego registrar sus resultados y analizarlos con estadísticas
sencillas. Usando estas destrezas, el equipo estableció una
base de referencia de las poblaciones de berberechos en el
área tabú y en los lugares adyacentes. Estos cálculos de base
se realizaron para ser comparados con los posteriores resul-
tados anuales del seguimiento. Como resultado, la comuni-
dad aprendió cómo conducir un experimento científico
para ver si una estrategia de zona marina gestionada local-
mente conducía a aumentar la recogida del recurso y una
mejor conservación.

Los datos de seguimiento recogidos por el equipo en
1997 y 2004 reflejaron las dimensiones del éxito del experi-
mento. El número de berberechos aumentó radicalmente
tanto en la zona tabú como en las adyacentes de recogida.
(Ver Gráfico 1). Al comienzo del proyecto, era extremada-
mente extraño encontrar un berberecho de más de 5 cm de
diámetro. Ahora, en la zona tabú de la comunidad de
Ucunivanua es rutinario encontrar berberechos de más de

Tamaño (cm) 1997 2004 1997 2004

< 2,5 0 3502 1 532

2,5 – 3,5 5 1546 7 622

3,5 – 4,5 12 935 14 385

4,5 – 5,5 13 570 9 221

> 5,5 8 530 1 91

Zona tabú Zona adyacente
de recogida

NÚMERO DE BERBERECHOS (POR 50 M 3)

Zona tabú, 2004
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GRÁFICO 1 TENDENCIAS EN EL TAMAÑO Y ABUNDANCIA

DE LOS BERBERECHOS, UCUNIVANUA, FIJI

Fuente: Aalbersberg and Tawake 2005
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8 cm de tamaño. A causa de sus logros, la zona tabú de
Ucunivanua, que inicialmente fue ideada para permanecer
cerrada durante sólo tres años, permanecerá así indefini-
damente (Tawake and Aalbersberg 2003).

Extender los beneficios de las LMMA
Desde el primer momento del proceso, el jefe de distrito
solicitó que el proyecto incluyera el distrito en su totali-
dad y no sólo Ucunivanua. Después de tan sólo un año de
seguimiento local e información en reuniones de distrito,
los beneficios obvios de la estrategia de la LMMA en
Ucunivanua se hicieron evidentes para otros pueblos del
distrito de Verata y éstos comenzaron a establecer zonas
tabú. Los habitantes de Sawa, por ejemplo, impusieron un
tabú en una isla de manglares. Contando las madrigueras
“activas” en los manglares, hallaron que la población de
la langosta de los manglares, Thalassina anomala,
aumentó en torno a un 250 por ciento anualmente, con
el efecto de un incremento del 120 por ciento fuera de la
zona tabú.

Al transmitirse estos resultados en los medios locales,
los pueblos a lo largo de Fiji que afrontaban un declinar en
sus pesquerías costeras se dirigieron a la USP en busca de
ayuda para establecer zonas marinas gestionadas local-
mente en su qoliqoli. En el pueblo de Nacamaki, en la isla de
Gau, un año después de la creación de la zona tabú la
comunidad capturó en una semana aproximadamente
ocho toneladas de su alimento tótem, la quimera. Esta
recompensa fue suficiente para proveer un festín para toda
la isla: 20 pueblos en tres distritos, sumando unas 6.000
personas.

Aunque estas capturas coincidieron con la temporada
alta de quimeras, Nacamaki no había visto semejante
abundancia en mucho tiempo. Una mujer de 68 años de
edad recordaba que la última vez que vio tantas quimeras
había sido cuando dio a luz a su segundo hijo, 47 años
antes. Un testimonio del jefe del pueblo de Nacamaki
ilustra el entusiasmo por el trabajo que las LMMA han
extendido a lo largo de Fiji: “el trabajo de las LMMA que
están realizando estos jóvenes de la USP ha cambiado la
actitud de mi gente hacia la conservación y la gestión soste-
nible de nuestros recursos para nuestros hijos. Al reconocer
este cambio, nuestros ancestros nos han bendecido
reviviendo esta tradición”.

Colaboración nacional e internacional
Un paso simultáneo para los defensores de las LMMA
–tanto los expertos técnicos como los que aplican prácticas
tradicionales– fue trabajar conjuntamente, primero dentro
de Fiji y luego a lo largo de Asia y el Pacífico, para extender
los principios y las técnicas de la conservación de los recur-
sos marinos gestionada localmente.

La Red de LMMA de Fiji (FLMMA)
Los residentes e investigadores en Ucunivanua no fueron
los únicos en Fiji que experimentaron soluciones locales
para los disminuidos recursos marinos en los años 90. En el
distrito de Cuvu en la Costa de Coral, a lo largo de un
tramo al sur de Viti Levu (la mayor isla de Fiji), los
miembros de la comunidad trabajaban con la Fundación
por los Pueblos del Pacífico Sur (ahora Socios en el
Desarrollo Comunitario de Fiji) en técnicas para separar y
restaurar arrecifes de coral deteriorados. Y en Ono, en el
grupo de islas de Kadavu, los habitantes estaban trabajando
con el Programa del Pacífico Sur de World Wildlife Fund
para averiguar formas de proteger y gestionar los agujeros
azules (agujeros grandes y profundos en medio de un
arrecife). Cada uno de estos proyectos ponía a prueba
variaciones de la estrategia básica de LMMA para ver si
podía contribuir a la conservación y a los sustentos locales
bajo condiciones diferentes.

Los miembros de los equipos de estos tres proyectos
–Ucunivanua, Cuvu y Ono– se unieron en 2001 para formar
la Red de LMMA de Fiji (FLMMA), para que sirviera como
foro donde las comunidades con proyectos de LMMA
pudieran compartir métodos y resultados. Con la ayuda de
los respectivos equipos de los proyectos, los miembros de
las comunidades en la red presentaron los resultados de su
seguimiento a los decisores políticos en materia de pesca
del Gobierno de Fiji. Tras la sorpresa inicial por recibir
hallazgos científicos de campesinos, aumentó el entusiasmo
de los representantes del Gobierno sobre la idea de
adoptar tradiciones fijianas para gestionar los recursos
marinos. El Gobierno nacional ha adoptado formalmente
la visión de las LMMA y ha designado una división del
Departamento de Pesca para promover la conservación
costera y para trabajar con la FLMMA. Con la ayuda de la
FLMMA, el Departamento de Pesca ha sido encargado de
realizar una evaluación de recursos de todos los qoliqolis de
Fiji y ayudar a desarrollar planes de gestión.

El modelo participativo empleado por la FLMMA ha
provocado otros efectos a nivel nacional. El Ministerio del
Interior usa el enfoque participativo de la FLMMA para su
proyecto de Construcción de Capacidades Comunitarias,
que identifica y desarrolla planes de acción para abordar
los problemas de los pueblos. Quince funcionarios de
extensión del Departamento de Pesca fueron formados en
las técnicas participativas de la red durante un taller
comunitario en junio de 2002. Hasta la fecha, miembros de
cinco agencias gubernamentales (Pesca, Interior, Medio
Ambiente, Turismo y la Junta Fiduciaria de Tierras Nativas)
se han sumado formalmente a la red. Se fomenta que las
escuelas locales de educación primaria y secundaria organi-
cen exposiciones relacionadas con el trabajo de las LMMA
e incluso participen en los ejercicios de seguimiento.

Bajo la actual ley, el Gobierno de Fiji conserva el título
sobre los qoliqolis, al igual que hace sobre las aguas marinas.

P U E B L O  A  P U E B L O
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Ahora, como resultado directo del trabajo de la FLMMA con
las comunidades locales, ha habido una presión creciente
para que el Gobierno devuelva la propiedad legal de las
zonas pesqueras de la costa nacional (410 qoliqolis en total,
lo que equivale aproximadamente a 31.000 kilómetros
cuadrados de aguas costeras) a sus propietarios tradiciona-
les, los jefes locales. El Parlamento fijiano está considerando
una legislación que lo ejecute. Si la ley es promulgada, el
jefe supremo de un área ostentaría un título legal en
nombre de la comunidad, pero las decisiones de gestión se
basarían en los puntos de vista de los ancianos de la comuni-
dad y las necesidades de los usuarios del recurso.

Localmente, los pueblos han informado de que su
experiencia de LMMA les ha aportado un mayor sentido
de cohesión y una agudizada capacidad para identificar y
abordar otros problemas comunitarios. Ucunivanua, por
ejemplo, ha recaudado fondos para enfrentarse a dos
problemas de los que se había hablado durante años:
llevar la electricidad al pueblo y trabajar con el Gobierno
central para construir un dique frente al mar para prote-
ger su cementerio sagrado. Además, contar con un
próspero plan de gestión de recursos capacita a las
comunidades para negociar mejor con la industria y el
Gobierno. Por ejemplo, cuando un hotel de la Costa de
Coral pide permiso a los propietarios del qoliqoli para
construir un embarcadero, la comunidad aprovecha la
oportunidad para pedir a cambio al hotel que mejore su
tratamiento de los residuos, al ser la mejora de la calidad

del agua del arrecife un objetivo principal del plan de
gestión costera del pueblo.

Como algunas partes de Fiji están a días de viaje en
barco de la capital de Suva, en 2004 se iniciaron esfuerzos
para descentralizar las operaciones y extender las LMMA a
estas zonas remotas. Esto se realiza mediante la el estableci-
miento y la formación de Equipos de Apoyo de la Gestión
de Qoliqoli, compuestos por empleados de los gobiernos
provinciales, voluntarios internacionales y miembros de la
comunidad formados en técnicas de LMMA. Se realizan
talleres comunitarios conjuntamente con miembros experi-
mentados de LMMA hasta que el equipo local sea capaz de
trabajar por sí mismo. 

Este enfoque ha funcionado bien en Kadavu, la cuarta
mayor isla de Fiji, con 33 qoliqolis. Durante 2004, el Equipo
de Apoyo de la Gestión de Qoliqoli, bajo el liderazgo del
roko (gobernador), fue capaz de establecer LMMA en la
mayoría de los qoliqolis que no las tenían. El Departamento
de Pesca ha expresado un profundo interés en formalizar
este modelo para todas las provincias de Fiji, con la
esperanza de que el proceso estaría bien encaminado a
finales de 2005.

Hasta la fecha, casi 60 LMMA, abarcando a 125
comunidades con zonas tabú, han sido declaradas en Fiji,
cubriendo alrededor del 20 por ciento de las pesquerías
costeras del país. Pueden cubir sólo arrecifes o incluso
incluir praderas o manglares. Es importante mantener en
mente que la principal razón para estos cierres es la recupe-
ración de un valor de subsistencia y artesanal de la pesca,
más que restaurar la biodiversidad marina, aunque eso es
con certeza un importante beneficio colateral. En su
planteamiento inicial de una LMMA, las comunidades
invariablemente expresan su necesidad de generar mayores
ingresos locales y consideran la restauración de las pesque-
rías como uno de los mejores medios para lograrlo. El
Gobierno también entiende que la recuperación de la
pesquería puede mejorar la vida en el pueblo y quizá
reducir la migración urbana.

Más allá de Fiji: la Red de LMMA
El enfoque de zonas marinas gestionadas localmente se
extendió a lo largo de Fiji y otras naciones de la región Asia-
Pacífico mediante la creación de la Red de LMMA, que
ahora tiene miembros en Indonesia, Papúa Nueva Guinea,
Islas Salomón, Filipinas, Palau y Pohnpei. La red aporta un
foro para los equipos de los proyectos de estas naciones
donde compartir sus experiencias en un intento de de-
terminar las condiciones adecuadas para que las LMMA
funcionen.

La red es dirigida por un grupo de líderes nacionales
en LMMA que gestionan en nombre de los líderes de
proyectos locales. Los líderes nacionales se reúnen periódi-
camente y con frecuencia incluyen a representantes de
proyectos locales. También acuerdan visitas entre países,

Tradicionalmente, una área marina gestionada localmente evoluciona a
lo largo de una trayectoria bien estudiada, con los siguientes pasos:

■ Discusiones comunitarias sobre objetivos y expectativas

■ Taller de dos días de planificación de acciones

■ Adopción de un plan de gestión de la comunidad/distrito

■ Taller de tres días de seguimiento biológico para proyectos con un plan
de gestión recientemente adoptado que puede incluir una zona libre de
recogida o restricciones sobre los aperos o métodos de pesca

■ Seguimiento en cada comunidad en los tres meses posteriores a la
adopción del plan de gestión

■ Formación en seguimiento socioeconómico (usualmente una vez que el
seguimiento biológico está en marcha)

■ Verdadero seguimiento socioeconómico en los lugares donde se ha
ofrecido formación

■ Fomentar las visitas a cada lugar al menos cada seis meses

■ Encuentros a nivel nacional –o regional– para discutir cómo los
equipos de los proyectos pueden trabajar conjuntamente y cómo
puede realizarse una gestión flexible a nivel nacional

LA RED DE LMMA DE FIJI EN ACCIÓN
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como un encuentro en 1999 de representantes locales de la
isla de Biak de Papúa Occidental, Islas Salomón y Fiji. Cada
tres años hay un encuentro de toda la red que incluye
miembros comunitarios de cada lugar.

El proceso
Una vez que una comunidad en Fiji hace público su interés
en la gestión marina local, la FLMMA y varias organizacio-
nes asociadas determinan cuál será la agencia directora y se
mantienen discusiones con la comunidad para asegurar
que los objetivos de todas las partes estén claros y en
armonía. En ocasiones el planeamiento inicial y el proceso
de educación se extienden hasta por un año.

Los equipos de FLMMA entonces ofrecen asistencia en
tres tipos de talleres: planeamiento de acciones, segui-
miento biológico y seguimiento socioeconómico. Los talle-
res de planeamiento de acciones son adaptaciones de los
métodos de Aprendizaje y Acción Participativos (AAP) e
incluyen sesiones para trazar mapas del pueblo, compren-
der las tendencias históricas y analizar quiénes son los
actores locales implicados. Estas sesiones sirven al doble
propósito de explorar los asuntos de gestión de recursos e
inculcar a los miembros de la comunidad la confianza en
que tienen la capacidad de solucionar sus propios proble-
mas. Después, los talleres se centran en factores biológicos
y socioeconómicos como la identificación del uso del
recurso, las amenazas a los recursos locales y las raíces de las
causas de estas amenazas. Finalmente, la comunidad
desarrolla un plan de acción comunitario, designando qué
se va a hacer y por quién.

Mientras que el establecimiento de una zona tabú suele
ser una parte central de una LMMA, el
plan de acción también contiene vías
para abordar otros asuntos que afronta
la comunidad, como la falta de fuentes
de ingresos, la escasa concienciación
sobre cuestiones ambientales, la conta-
minación y a veces el deterioro de la
cohesión comunitaria. Las pruebas de
seguimiento socioeconómico determi-
narán si estos problemas más amplios
están siendo tratados.

También se encuentra en curso
una asistencia a las comunidades para
ayudarlas a llevar a cabo sus planes y
satisfacer nuevas necesidades que
puedan surgir, como la demarcación de
los límites de las áreas protegidas, la
publicación de las normas de las LMMA
y formar a los guardianes pesqueros
para protegerlas frente al furtivismo.

Un elemento clave del éxito ha
sido la orientación del trabajo en

equipo que une los valores tradicionales y la ciencia
moderna. Los talleres populares son facilitados por repre-
sentantes gubernamentales, ONG, expertos externos a la
comunidad y la universidad local. Suelen surgir cuestiones
sobre la regulación de las pesquerías, derechos tradiciona-
les de pesca, biología marina, contaminación y experien-
cias en otras comunidades. Contar con un equipo mixto no
sólo asegura que se coloca la atención adecuada sobre cada
uno de estos asuntos, sino que también se desarrollan
confianza y transferencias entre los facilitadores.

Sostenibilidad y costes
El coste estimado para el primer conjunto de talleres
comunitarios es de 3.000 $ por lugar el primer año, 1.000 $
el segundo año y 500 $ en cada uno de los años posteriores.
La FLMMA ha establecido 71 emplazamientos a un coste
aproximado de 400.000 $ en financiación externa. Muchos
de los costes del trabajo en FLMMA, incluyendo los talleres,
equipamiento para el control y boyas para marcar las zonas
tabú, han sido conseguidos con la financiación canalizada a
través de ONG locales apoyadas por las fundaciones
estadounidenses Packard y MacArthur.

La mayor parte de los planes de gestión comunitarios
también incluyen un aspecto de generación de ingresos.
Como parte de la iniciativa de conservación en Verata, se fijó
un acuerdo de prospección con una compañía farmacéutica
en el que la comunidad recibía un pago por licencias sobre
muestras de plantas medicinales e invertebrados marinos
recogidos en su distrito. Se han realizado esfuerzos para
asegurar que se sigan las mejores prácticas en bioprospec-
ción de acuerdo con la definición de la Convención sobre
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Diversidad Biológica. Estas actividades supusieron el ingreso
de 30.000 $, que la comunidad destinó a un fondo de inver-
siones para sostener el trabajo de sus pesquerías locales.

En otro lugar, un hotel paga 2 $ al fondo de inversio-
nes de una comunidad por cada submarinista que utiliza la
zona protegida del pueblo. Esto aporta unos ingresos
aproximados de 1.000 $ al año. Otro pueblo está
“plantando” roca viva artificial en su zona tabú para
venderla, una vez colonizada por la vida marina, a los
exportadores para el comercio de acuarios. Una empresa
fabrica el sustrato de roca viva, la lleva al pueblo y ayuda a
colocarla sobre el arrecife. Los habitantes locales sólo
tienen que raspar ocasionalmente la roca para eliminar
algas. Al cabo de un año, la compañía recoge la roca con
ayuda local. La ganancias potenciales para la comunidad
son de 4.000 $ al año. Estas sumas no son cuantiosas, pero
sí suficientes para mantener el funcionamiento de las
LMMA una vez establecidas.

Además, las comunidades pueden cobrar más por las
licencias anuales de pesca que venden a los forasteros. Una
de las acciones iniciales en Verata en 1997 fue imponer una
moratoria en la emisión de esas licencias, de las que el año
anterior se habían emitido 60 a un coste de 500 $ cada una.
En 2003, los jefes acordaron vender una única licencia por
30.000 $. La práctica tradicional permite a los propietarios
del qoliqoli aceptar que forasteros accedan para un propó-
sito específico, como la pesca o la recogida de rocas vivas.
Aunque sea emitida por el Departamento de Pesca, la licen-
cia debe ser firmada por el jefe local.

Una LMMA próspera es, en efecto, una fuente alter-
nativa de ingresos. El incremento en los recursos pesqueros
no sólo mejora la nutrición, sino que también eleva los
ingresos por hogar por las ventas en el mercado. (Ver Gráfico
2). Los recursos marinos, de media, suponen más del 50
por ciento de los ingresos por hogar para estos campesinos
y alzan a estas familias muy por encima del nivel medio de
ingresos de 4.000 $ al año en Fiji.

El trabajo de la FLMMA ha sido reconocido con dos
premios internacionales: el Premio Iniciativa Ecuador de
Naciones Unidas en 2002, dotado con 30.000 $, y el Premio
Whitley de Gente y Medio Ambiente de 2004, con 30.000 £.
Los fondos de estos premios fueron establecidos como
fondos de inversión administrados por la FLMMA para
mantener su trabajo. Hoy en día, la FLMMA está registrada
como una fundación en Fiji.

Retos
Aunque las LMMA en Fiji han obtenido grandes logros en
el aumento de los recursos pesqueros, la mejora del hábitat,
la generación de ingresos y la promoción de la cohesión
social, aún persisten problemas. Irónicamente, uno es un
resultado directo del éxito de las LMMA: ante el incre-
mento en la población de peces y otras especies, pescado-

Los proyectos a pequeña escala pueden influir en la política nacional
e internacional. El éxito de los primeros proyectos en Ucunivanua, Cuvu
y Ono fue convincente. El Gobierno fijiano adoptó consecuentemente la
metodología de las LMMA en el Departamento de Pesca nacional,
mientras que otros departamentos gubernamentales han aplicado las
técnicas de gestión participativa del programa. Mediante la Red de
LMMA, los beneficios de la gestión marina local se han extendido a lo
largo de la región del Pacífico, una demostración de cómo la gestión
comunitaria de ecosistemas puede ser ampliada a una escala superior
para una mayor reducción de la pobreza.

El éxito en la conservación marina puede promover un crecimiento
económico más amplio. Además de conservar recursos marinos para el
consumo local, las LMMA en Ucunivanua y otros pueblos han generado
ingresos mediante ventas comerciales, bioprospecciones y turismo,
demostrando que la gestión de los ecosistemas puede ser el primer paso
para ampliar las fuentes de riqueza en una comunidad rural. Además de
obtener beneficios económicos, los campesinos que participan en la
gestión marina local han aprendido técnicas de gestión que han aplicado
a otros problemas que afronta el pueblo.

Los métodos tradicionales de gestión pueden fusionarse con la
experiencia moderna. En Ucunivanua, especialistas marinos de la
Universidad del Pacífico Sur trabajaron con los campesinos, y dentro de
las tradiciones populares, para enseñar las técnicas necesarias para
establecer una zona tabú, medirla, vigilarla y evaluar su recuperación.
Los expertos aportaron las instrucciones, pero los campesinos tenían la
palabra final sobre lo que debía hacerse dentro del marco de sus objeti-
vos y valores.

Las normas sociales tradiciones pueden impedir una auténtica parti-
cipación. Durante generaciones, la cultura fijiana ha excluido a las
mujeres y los jóvenes de los papeles centrales en la toma de decisiones,
que tradicionalmente es dominada por los hombres mayores. Por tanto,
a pesar de un esfuerzo concertado para implicar a todo el pueblo, no
todos los miembros de la comunidad participaron en pie de igualdad en
la LMMA de Ucunivanua. Una área marina gestionada localmente puede
tener que operar dentro de las normas tradicionales para conseguir la
aceptación y, sin embargo, promover la participación igualitaria en
formas que cuestionan esos valores tradicionales.

El éxito puede conllevar nuevos problemas. El gran éxito de la gestión
marina local –la restauración de las poblaciones de peces– ha atraído a
pescadores foráneos a los espacios de las LMMA y a nuevas amenazas
para los recursos del pueblo. La capacidad de vigilar y proteger una zona
tabú requiere nuevas capacidades de los miembros del pueblo, quienes
deben asumir las tareas como guardias pesqueros, enfrentándose a los
invasores tanto a través de la educación pública como con medios
legales.

ENSEÑANZAS DE LA GESTIÓN MARINA
LOCAL DE FIJI
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res externos están acudiendo a la zona para pescar.
Además, personas que no son fijianas siguen pescando en
las áreas tabú, al no conocer el tabú o no respetarlo. Como
respuesta, la FLMMA ha respaldado la formación de
miembros de la comunidad como guardias pesqueros,
entregándoles poder legal para detener a los infractores.

Trabajar dentro del marco social en Fiji implica un
mayor reto. La cultura tradicional no suele permitir a las
mujeres participar en la toma de decisiones. Esto ha demos-
trado ser una desventaja, ya que las mujeres fijianas
frecuentemente son las personas más implicadas en la
recolección de recursos marinos costeros y tienen un
conocimiento único sobre ellos.

En Verata, por ejemplo, sólo las mujeres sabían cómo
localizar y contabilizar con precisión los kaikoso. Aunque las
mujeres tradicionalmente recogen marisco para la comuni-
dad, los hombres toman las decisiones relativas a al gestión
de semejantes actividades. La continuidad del éxito del
movimiento de LMMA requerirá abordar esta incongruen-
cia. Un programa de género ha sido introducido reciente-
mente en el que también se mantienen encuentros para
discutir el progreso del plan de acción con grupos de
mujeres locales. También es difícil para la gente joven parti-
cipar en la toma de decisiones bajo las normas sociales
tradicionales, ya que pueden no tener ni voz ni voto en los
encuentros de los mayores. 

El camino por andar
En respuesta al reto del furtivismo en las zonas tabú, las
comunidades están emprendiendo una variedad de accio-
nes, incluyendo instalar boyas y signos para marcar los
límites y mantener guardias pesqueros entrenados por el
Departamento de Pesca. La mayoría de las comunidades
ubican sus zonas tabú a la vista del pueblo, pero otras con
zonas más distantes necesitan barcas y guardias pesqueros
empoderados para arrestar a forasteros que entren en sus
aguas locales. Habitualmente, una barca con un guardia
pesquero y otros miembros de la comunidad simplemente
se acercará a la embarcación invasora y le ordenará que
abandone el lugar. De vez en cuando, han detenido a perso-
nas y confiscado la barca y el equipamiento.

Otra opción para protegerse frente a las invasiones es
publicar en un diario oficial la protección de estas zonas,
delimitándolas legalmente como zonas libres de pesca. Esto
permitiría a la Policía patrullar el área y realizar arrestos.
Hasta la fecha, sólo dos de las zonas tabú inspiradas por la
FLMMA han elegido esta vía. La FLMMA ha mantenido

encuentros con el Gobierno nacional para clarificar los
pasos a seguir en este proceso y lo ha constatado por escrito
en la lengua local.

La perspectiva de las LMMA de Fiji se ha ampliado más
allá de la simple ayuda a los pueblos para establecer zonas
tabú y protegerlas de los forasteros. Sus técnicas participati-
vas y métodos de cogestión han probado ser eficaces en la
mejora de la gobernanza local en general y en la oferta de
servicios gubernamentales. Con intención de mantener
este ritmo de trabajo, la FLMMA está continuamente
identificando y abordando necesidades al plantear y condu-
cir talleres participativos para ayudar a las comunidades
locales a afrontar nuevos desafíos.

Como la FLMMA enfatiza la necesidad de implicar a
todos los sectores de la comunidad en un proyecto, es
preciso estudiar más a fondo la representación desigual de
género y de los jóvenes. Se están desarrollando esfuerzos
para encontrar los mejores métodos para hacer que se
tome en cuenta a las mujeres y los jóvenes en los proyectos
sin violar las normas tradicionales de la sociedad. En
algunas comunidades, se fomenta que los jóvenes vigilen las
LMMA o preparen representaciones sobre temas ambien-
tales que poner en escena en ocasiones especiales o talleres
en el pueblo. Las mujeres pueden participar en la gestión
de residuos, como el compostaje, o en la vigilancia de las
áreas marinas donde recolectan o pescan. Mantener
encuentros separados de mujeres ha inspirado a las
mujeres para participar y discutir asuntos de una forma que
no harían cuando los hombres están presentes. Hacer que
se escuchen las voces de las mujeres a nivel de toma de
decisiones de gestión costera, sin embargo, sigue siendo un
reto.

La implementación de las LMMA en Fiji ha conducido
a un incremento en los recursos y la correspondiente
reducción de la pobreza en comunidades rurales que
dependen de los recursos marinos. Igualmente importante
es que el proceso de las LMMA ha mejorado tanto la solida-
ridad comunitaria como la política regional y nacional. El
reto ahora es mantener el movimiento de LMMA y descen-
tralizarlo, al tiempo que se extiende a través de Fiji y otras
partes del Pacífico. �

Este estudio de caso fue realizado por Bill Aalbersberg, Alifereti Tawake y
Toni Parras. Bill Aalbersberg es profesor de Química en la Universidad del
Pacífico Sur y director del Instituto de Ciencias Aplicadas de la USP. Alife-
reti Tawake es director asistente de proyecto en el Instituto de Ciencias
Aplicadas. Toni Parras es especialista en comunicaciones de la Red de
Áreas Marinas Gestionadas Localmente.



El establecimiento de los Objetivos de Desarrollo del Milenio y de las Estrategias

nacionales de Reducción de la Pobreza ha levantado las esperanzas

de que los gobiernos y las instituciones multilaterales puedan movilizarse

para afrontar la pobreza mundial.
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tratado la reducción de la pobreza a nivel de un pueblo o local, el nivel en el que se accede a los

ecosistemas para obtener ingresos. Hemos presentado numerosos ejemplos de cómo unos

proyectos a escala comunitaria han mejorado los sustentos de los pobres permitiéndoles gestio-

nar pesquerías, bosques y tierras comunitarias para conseguir ingresos y sostenibilidad.

Pero la economía rural de un pueblo en la que nos hemos concentrado existe dentro de un marco

nacional e internacional de estrategias económicas, legales y políticas. Esta sección especial se

dedica a las innovaciones en políticas de pobreza en estas escalas superiores. En los últimos cinco

años, dos progresos han levantado las esperanzas de que los gobiernos nacionales y las institucio-

nes multilaterales puedan movilizarse para afrontar la pobreza mundial: el establecimiento de los

Objetivos de Desarrollo del Milenio (ODM) y el desembarco de las Estrategias de Reducción de la

Pobreza (DERP) nacionales. En esta sección exploramos cómo se aplican a estos esfuerzos los

conceptos de ingresos ambientales y gobernanza ambiental en favor de los pobres. El medio

ambiente es un nexo clave entre los procesos de los ODM y las DERP y los pobres del mundo. La

cuestión esencial es: ¿incorporan los Objetivos de Desarrollo del Milenio y la actual generación de

Estrategias de Reducción de la Pobreza el medio ambiente y la gobernanza como figuras clave en

la lucha contra la pobreza? Y, si no es así, ¿cómo pueden plantearse para incorporar estos temas?
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LOS OBJETIVOS DE DESARROLLO
DEL MILENIO (ODM)

Una ruptura con el pasado
En septiembre de 2000, la mayor reunión de líderes mundia-
les de la historia adoptó la Declaración del Milenio de las
Naciones Unidas. La piedra angular de la Declaración del
Milenio es una agenda global con ocho objetivos de desarro-
llo, conocidos como los Objetivos de Desarrollo del Milenio
(ODM), para reducir la pobreza mundial a la mitad en 2015.
Los ODM han sido descritos como “los objetivos de reduc-
ción de la pobreza con más amplio apoyo, más exhaustivos y
específicos que el mundo haya establecido jamás” y el “punto
de apoyo” sobre el que pivota la política de desarrollo inter-
nacional (UN Millennium Project [Proyecto del Milenio de
las Naciones Unidas] 2005:2-4).

En muchos sentidos, los ODM representan una
perspectiva innovadora para acabar con la pobreza en todo
el mundo. Constituyen una ruptura con el business-as-usual
en la formulación de la política de desarrollo interna-
cional y en la distribución de la ayuda al desarrollo. Los
ODM abordan la pobreza extrema en muchas dimensio-
nes, incluyendo el hambre, la enfermedad y la falta de un
techo adecuado, al tiempo que comprometen a las nacio-
nes a emprender acciones para promover la igualdad de
género, la educación y la sostenibilidad medioambiental.
(Ver Tabla 1). Los objetivos condensan y redirigen los
compromisos contra la pobreza incumplidos en las últimas
décadas hacia una agenda orientada a la acción.

Quizá la contribución más importante de los ODM sea
la integración de la responsabilidad en la campaña mundial
contra la pobreza. El establecimiento de objetivos cuantifi-
cados y limitados en el tiempo e indicadores medibles crea
un punto de referencia para observar los avances hacia el
logro de los objetivos. La exigencia a los países de producir
informes periódicos de progreso de los ODM introduce un
ápice de transparencia que ha estado notablemente
ausente en muchos procesos internacionales.

Si estos aspectos innovadores de los ODM los propulsan a
un éxito definitivo en 2015, el aspecto del mundo será bastante
diferente al que tendría en otro caso, dada la decepcionante
trayectoria de desarrollo de la década de 1990. Alcanzar los
ODM y sus metas de desarrollo asociadas significará sacar a 500
millones de personas de la extrema pobreza, liberar a 300
millones del hambre y suministrar a 350 millones de personas
más con una fuente fiable y sostenible de agua potable (UN
Millennium Project 2005:1).

¿Cómo van los esfuerzos mundiales para alcanzar los
ODM? Los resultados hasta el momento son contradictorios. A
comienzos de 2005 se publicaron los hallazgos de varios estudios
de seguimiento dentro de una valoración del progreso de los
ODM en cinco años. Estos informes por lo general retrataban

unos resultados irregulares que variaban dependiendo de la
región del mundo y de los objetivos. Con respecto a la reduc-
ción a la mitad de la pobreza (ODM-1), un estudio señaló que
Asia oriental ya había cumplido el objetivo y que el sur de Asia
estaba en camino, pero en el África Subsahariana la mayoría de
los países están en peligro de quedarse muy atrás (IMF [FMI]
and World Bank 2005:2). Otro informe concluía que gran parte
de la región subsahariana –enfrentada al hambre y la desnutri-
ción continuas, así como a elevados niveles de mortalidad infan-
til y materna– está seriamente desencaminada para alcanzar la
mayoría de los objetivos. Incluso en Asia, donde el progreso ha
sido más rápido, cientos de millones de personas siguen vivien-
do en la pobreza extrema. Otras regiones del mundo –como
Latinoamérica, Magreb y Oriente Próximo y las economías en
transición de la antigua Unión Soviética– registran resultados
duales, con un avance lento o inexistente en algunos de los
objetivos (UN Millennium Project 2005:15). (Ver Gráfico 1).

Más de lo mismo para el medio ambiente
y la gobernanza 
A pesar de los aspectos innovadores de la perspectiva de los
ODM, el tratamiento que ofrecen del medio ambiente y la
gobernanza obedece a formas de pensar antiguas y desfasa-
das. El medio ambiente es visto como un aditamento más
que como el cimiento esencial de todo el bienestar
humano y la producción económica. Desde un punto de
vista operativo, la sostenibilidad ambiental aparece más
como una ocurrencia tardía que como un concepto trans-
versal que aporte una orientación para todos los ODM.

El séptimo de los ocho ODM compromete a las naciones
a “asegurar la sostenibilidad ambiental”, pero este objetivo
vagamente formulado no hace gran cosa para centrar la
atención mundial en el papel central del medio ambiente
para respaldar el crecimiento económico en favor de los
pobres. Como está expuesto actualmente, el séptimo Objetivo
de Desarrollo del Milenio (ODM-7) de hecho puede causar
más daños que beneficios, dificultando a las naciones percibir,
y mucho menos investigar, los cruciales vínculos entre reduc-
ción de la pobreza y sostenibilidad ambiental. Muchos creen
que los asuntos medioambientales realmente han perdido
base en los círculos de desarrollo internacional en la última
década, precisamente por la dificultad de precisar el concepto
de sostenibilidad ambiental de una forma que los gobiernos
puedan entender y aplicar en la toma de decisiones. En su
construcción actual, el ODM-7 sólo exacerba este dilema.

Centrados en la naturaleza equivocada
Para seguir el progreso hacia el ODM-7 en sostenibilidad
ambiental, el marco de los ODM establece tres metas
mundiales y ocho indicadores mundiales. Desgraciadamente,
estas metas e indicadores no consiguen captar los aspectos
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del medio ambiente que ejercen los impactos más podero-
sos sobre las vidas de los pobres o que parecen los más
prometedores para acabar con la pobreza extrema.

La Meta 9, la primera de las tres metas ambientales de
los ODM, hace una llamada a los países para que “integren
los principios de desarrollo sostenible en las políticas y
programas nacionales e inviertan la pérdida de recursos

ambientales”. Acompañando esta afirmación, bastante vaga y
general, se encuentran cinco indicadores cuantitativos. (Ver
Tabla 2). Uno de éstos (indicador 29: proporción de pobla-
ción que utiliza combustibles sólidos) es directamente perti-
nente respecto a cómo los pobres utilizan el medio
ambiente. Pero los otros indicadores de la Meta 9 no arrojan
mucha luz sobre los aspectos de la sostenibilidad ambiental

TABLA 1 LOS OBJETIVOS DE DESARROLLO DEL MILENIO

Objetivo 1: Erradicar la pobreza
extrema y el hambre

Objetivo 2: Lograr la enseñanza
primaria universal

Objetivo 3: Promover la igualdad
entre géneros y
empoderar a las
mujeres

Objetivo 4: Reducir la mortalidad
infantil

Objetivo 5: Mejorar la salud
materna

Objetivo 6: Combatir el VIH/sida,
el paludismo
(o malaria) y otras
enfermedades

Objetivo 7: Garantizar la
sostenibilidad del
medio ambiente 

Objetivo 8: Desarrollar una
asociación mundial
para el desarrollo

Meta 1: Reducir a la mitad, entre 1990 y 2015, el porcentaje de personas cuyos ingresos sean inferiores a 1 dólar por día
Meta 2: Reducir a la mitad, entre 1990 y 2015, el porcentaje de personas que padecen hambre

Meta 3: Asegurar que en 2015 todos los niños y niñas del mundo puedan terminar un ciclo completo de la enseñanza
primaria

Meta 4: Eliminar desigualdades entre géneros en la enseñanza primaria y secundaria, preferiblemente para el año 2005, y
en todos los niveles de enseñanza no más tarde de 2015

Meta 5: Reducir en dos terceras partes, entre 1990 y 2015, la tasa de mortalidad de los niños menores de 5 años

Meta 6: Reducir en tres cuartas partes, entre 1990 y 2015, la tasa de mortalidad materna

Meta 7: Detener en 2015 y comenzar a reducir la propagación del VIH/SIDA 
Meta 8: Detener en 2015 y comenzar a reducir la incidencia del paludismo y otras enfermedades graves

Meta 9: Incorporar los principios del desarrollo sostenible en las políticas y programas nacionales e invertir la pérdida
de recursos medioambientales 

Meta 10: Reducir a la mitad en 2015 el porcentaje de personas que carecen de acceso al agua potable y saneamiento básico
Meta 11: Mejorar considerablemente en 2020 la vida de por lo menos 100 millones de habitantes de suburbios

Meta 12: Desarrollar aún más un sistema comercial y financiero abierto, basado en normas, previsible y no discrimina-
torio. Ello incluye el compromiso de lograr una buena gestión de los asuntos públicos, el desarrollo y la reduc-
ción de la pobreza en cada país y en el plano internacional

Meta 13: Atender las necesidades especiales de los Países Menos Desarrollados. Esto incluye acceso libre de aranceles y
cupos para las exportaciones de los Países Menos Desarrollados, el programa mejorado de alivio de la deuda de
los países pobres muy endeudados y la cancelación de la deuda bilateral oficial y la concesión de una ayuda
oficial al desarrollo más generosa a los países que hayan mostrado su determinación de reducir la pobreza

Meta 14: Atender las necesidades especiales de los países en desarrollo sin litoral y de los pequeños Estados insulares en
desarrollo (a través del Programa de Acción para el Desarrollo Sostenible de Pequeños Estados Insulares en
Desarrollo y las previsiones de la XXII Asamblea General)

Meta 15: Encarar de manera general los problemas de la deuda de los países en desarrollo con medidas nacionales e
internacionales a fin de hacer la deuda sostenible a largo plazo

Meta 16: En cooperación con los países en desarrollo, elaborar e implementar estrategias que proporcionen a los jóvenes
un trabajo digno y productivo

Meta 17: En cooperación con las empresas farmacéuticas, proporcionar un acceso asequible a medicamentos en los
países en desarrollo

Meta 18: En cooperación con el sector privado, hacer accesibles los beneficios de las nuevas tecnologías, especialmente
las tecnologías de la información y de las comunicaciones

Fuente: United Nations 2000a
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GRÁFICO 1 PROGRESO HACIA EL ODM-1: REDUCIR A LA MITAD LA POBREZA EXTREMA EN 2015

Este gráfico muestra los cambios en la
pobreza desde 1990 hasta 2001. En los
países por debajo de la línea, la extrema
pobreza se ha reducido durante ese
periodo. Los países por encima de la línea
experimentan un incremento en el número
de personas que viven con un dólar al día.
Se identifica una selección de países y
regiones periféricas.

Fuente: World Bank 2005

que más interesan a los pobres. En su lugar, algunos de los
indicadores remiten a asuntos de preocupación ambiental
mundial, como las emisiones de dióxido de carbono per
cápita y el consumo de químicos que eliminan el ozono.
Otros tocan asuntos de importancia para los pobres, como la
superficie de tierra cubierta por bosques y la superficie de
tierra diferenciada para proteger la biodiversidad, pero no
miden directamente la capacidad de los pobres de acceder a
ecosistemas esenciales como fuente de ingresos ambientales
y sustentos sostenibles o de proteger los ecosistemas de los
que dependen frente a la depredación y el daño por intere-
ses externos y élites poderosas.

Las Metas 10 y 11, segunda y tercera metas ambientales de
los ODM, comprometen a las naciones a “reducir a la mitad en
2015 la proporción de personas sin acceso sostenible al agua
potable y saneamiento básico” y a “haber logrado en 2020 una
mejora significativa en las vidas de al menos 100 millones de
habitantes de suburbios”. Estas metas y los indicadores que las
acompañan son más directamente favorables a los pobres,
pero se quedan muy cortas cuando se trata de establecer
marcadores de progreso basados en un reconocimiento explí-
cito de la integridad de los ecosistemas como la piedra angular
de la sostenibilidad. Por ejemplo, de acuerdo con la Meta 10,
los países deberían concentrarse no sólo en el número de

Metas

Meta 9: Incorporar los principios del desarrollo
sostenible en las políticas y programas
nacionales e invertir la pérdida de
recursos medioambientales

Meta 10: Reducir a la mitad en 2015 el
porcentaje de personas que carecen de
acceso al agua potable y saneamiento

Meta 11: Mejorar considerablemente en 2020 
la vida de por lo menos 100 millones
de habitantes de suburbios

Indicadores

25. Proporción de superficie terrestre cubierta por bosques
26. Ratio de área protegida para mantener la diversidad biológica sobre la superficie terrestre
27. Uso energético por 1 $ del PIB
28. Emisiones de dióxido de carbono (per cápita) y consumo de clorofluorocarbonos que reducen el ozono
29. Proporción de la población que usa combustibles sólidos

30. Proporción de población con acceso sostenible a una fuente de agua mejorada (urbana y rural)
31. Proporción de población con acceso a un saneamiento mejorado

32. Proporción de hogares sin acceso a una tenencia segura

TABLA 2  ODM-7 (OBJETIVO DE DESARROLLO DEL MILENIO N° 7): METAS E INDICADORES MUNDIALES

Fuente:  United Nations 2000b
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personas conectadas a los servicios de agua y saneamiento,
sino también en la necesidad de una planificación integrada
de los recursos hídricos y políticas que tengan en cuenta un
amplio abanico de consideraciones diferentes. Éstas incluyen
la demanda de agua, su suministro y las cuestiones sobre la
calidad del agua, así como los impactos de los proyectos hídri-
cos en los objetivos de otras comunidades y en las metas de
gestión ambiental. Otros indicadores apropiados podrían
centrarse en asuntos de gobernanza relacionados con el
acceso de los pobres al agua, como la fiabilidad del servicio de
agua o el precio del mismo en relación a los ingresos.

En la Cumbre Mundial sobre el Desarrollo Sostenible de
2002 en Johannesburgo, la comunidad internacional deter-
minó metas adicionales relacionadas con la sostenibilidad
ambiental, en ocasiones llamadas metas “ODM-Plus”. (Ver
Tabla 3). Estas metas incorporan específicamente elementos
favorables a los pobres relacionados con la gestión y el uso
sostenibles de los ecosistemas, como la aplicación del enfoque
ecosistémico en la conservación de la biodiversidad, así como
el mantenimiento o la restauración de las reservas pesqueras
en niveles que puedan mantener capturas sostenibles.

Reconociendo que las metas de los ODM estaban defini-
das en términos muy generales, los autores de los ODM
animaron a los países a modificar las metas mundiales del
ODM-7 para ajustarse a sus condiciones locales, así como
establecer nuevas metas e indicadores específicos para el
país. Un examen reciente del PNUD muestra que en torno a
la mitad de los 100 países estudiados ha establecido una o
más metas del ODM-7 que modifican o se suman a las metas
mundiales (UNDP 2005a:3). Por ejemplo, varias naciones
han establecido objetivos específicos para mantener o incre-
mentar su cobertura forestal o expandir la red de áreas
protegidas para la conservación de la biodiversidad. 

Pero a pesar de estos esfuerzos loables, los países no
están, en su mayor parte, prestando suficiente atención a
desarrollar e informar sobre un amplio conjunto de metas
e indicadores que calibrarían con precisión su progreso
hacia el ODM-7 de asegurar la sostenibilidad ambiental. El
análisis del PNUD de la implementación del ODM-7
sugiere que no se está realizando el seguimiento y la infor-
mación medioambiental de forma sistemática. La falta de
datos disponibles es una restricción significativa para
algunos países. Pero, al mismo tiempo, muchos países no
han recurrido a los datos existentes de otros trabajos
relacionados con el medio ambiente, como las Estrategias
Nacionales para el Desarrollo Sostenible, los Informes
sobre el Estado del Medio Ambiente y los Planes Naciona-
les de Acción sobre Biodiversidad (UNDP 2005b:5).

Acertar con las metas y los indicadores
Una de las principales innovaciones de la perspectiva de los
ODM es su capacidad de hacer a los gobiernos más responsa-
bles por su trabajo para mejorar el bienestar de la humani-

dad. Al establecer con claridad los objetivos y medir el
progreso, con un lenguaje sencillo, los ODM hacen que sea
fácil para los grupos de la sociedad civil evaluar el progreso
hacia los objetivos de desarrollo humano y emitir “tarjetas
informe” públicas sobre el éxito o fracaso de un Gobierno.
Desafortunadamente, la falta de metas e indicadores claros y
exhaustivos para medir la capacidad de los ecosistemas de
proporcionar ingresos ambientales sostenibles para los
pobres significa que el “efecto de responsabilidad” del
enfoque de los ODM no es aún aplicable a los objetivos
ambientales mundiales. Hasta que se fije el marco medioam-
biental de los ODM, el progreso a corto plazo hacia otros
objetivos se encuentra en riesgo de ser insostenible.

Realinear el marco de los ODM para corregir sus defi-
ciencias ambientales comienza por aceptar que los ecosiste-
mas son la clave de los ingresos ambientales, la forma más
directa en que la naturaleza afecta a los pobres. Este realinea-
miento debería ser guiado por los recientes hallazgos de la
Evaluación de Ecosistemas del Milenio, un estudio de cuatro
años realizado por más de 1.300 científicos de 95 países para
constatar las consecuencias de los cambios en los ecosistemas
para el bienestar humano (MA 2005a). Los científicos deter-
minaron que en todas las regiones, y particularmente en el
África Subsahariana, la condición y la gestión de los ecosiste-
mas es un “factor dominante” que afecta a las oportunidades
de éxito en la lucha contra la pobreza. Concluyeron que la
degradación de los ecosistemas es ya una “barrera significa-
tiva” para alcanzar los ODM. De hecho, muchas de las regio-
nes que se enfrentan a los mayores obstáculos para lograr los

Biodiversidad

Pesca

Agua

Contaminación
química

TABLA 3 METAS ADICIONALES ACORDADAS EN LA CUMBRE
DE LA TIERRA SOBRE DESARROLLO SOSTENIBLE

■  Fomentar la aplicación en 2010 del enfoque ecosis-
témico (Párrafo 30)

■  Establecer redes de áreas marinas protegidas repre-
sentativas en 2012 (Párrafo 32)

■  Lograr en 2010 una reducción significativa en el ritmo
actual de pérdida de biodiversidad (Párrafo 44)

■  Mantener o restaurar los bancos pesqueros hasta nive-
les que puedan mantener capturas sostenibles en 2015
(Párrafo 31)

■  Desarrollar la gestión integrada de recursos hídricos y
planes de eficiencia del agua en 2005 (Párrafo 26)

■  En 2020, minimizar los efectos adversos significativos
sobre la salud humana y el medio ambiente asociados
con la producción y el uso de químicos tóxicos, a través
del uso de evaluaciones transparentes y científicas de
riesgos y procedimientos de gestión de riesgos y tener
en cuenta el principio de precaución (Párrafo 23)

Fuente: United Nations 2002, Johannesburg Plan of Implementation
[Plan de Implementación de Johannesburgo]
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ODM coinciden con aquellas que experimentan una degra-
dación significativa de los ecosistemas (MA 2005a:18).

Reconceptualizar la Meta 9
Redefinir el ODM-7 requiere que la formulación de la Meta
9 –por no mencionar sus apuntalamientos conceptuales–
deje clara la importancia de los ecosistemas para los pobres
y esté fundamentada en una apreciación del papel esencial
de los ecosistemas saludables y su buen funcionamiento
para asegurar la sostenibilidad.

La redacción actual de la Meta 9 consta de dos partes
bastante distintas:

Meta 9: (1) “Incorporar los principios del desarrollo soste-
nible en las políticas y los programas nacionales e (2) inver-
tir la pérdida de recursos medioambientales”.

Ambas partes necesitan ser tratadas separadamente y
reformuladas. Además, es necesario añadir otro compo-
nente a la Meta 9 para captar la importancia para los pobres
del acceso a los recursos naturales. (Ver Tabla 4 para un
resumen de los cambios sugeridos en la formulación y los indicado-
res de la Meta 9, como se discute a continuación).

1. Centrarse en la capacidad de los ecosistemas
Abordemos en primer lugar la segunda mitad de la Meta 9:
“invertir la pérdida de recursos medioambientales”.
Conceptualmente, esto es la sección más importante de la
meta. Para reenfocar esta sección de la meta sobre los
ecosistemas –que son los más importantes “recursos medio-
ambientales” utilizados por los pobres–, la formulación

actual debería ser reemplazada por lo siguiente: “mantener
o restaurar la capacidad de los ecosistemas para proveer
servicios ecosistémicos esenciales”.

Como demuestra la Evaluación de Ecosistemas del
Milenio, los humanos han modificado los ecosistemas exten-
samente en los últimos 50 años. La mayoría de los servicios
de los ecosistemas están siendo usados de forma insosteni-
ble y se está erosionando persistentemente su capacidad
para ofrecer estos servicios. Esta presión creciente sobre los
ecosistemas corre el riesgo de generar cambios repentinos y
potencialmente irreversibles, como el colapso de las pesque-
rías o la aparición de “zonas muertas” en aguas costeras.
Asimismo, ya que los pobres participan desproporcionada-
mente en los costes del daño, la degradación de los ecosis-
temas contribuye a las desigualdades en los grupos sociales
y étnicos y a veces es el factor principal detrás de la pobreza
y los conflictos sociales (MA 2005a:17).

La sostenibilidad ambiental, entonces, es definida
como el mantenimiento de la capacidad de los ecosistemas
de suministrar los servicios de los que dependen ricos y
pobres. Es inevitable un cierto grado de sacrificios entre los
diferentes tipos de servicios de los ecosistemas al expan-
dirse las poblaciones humanas y al aspirar los pobres de
todo el mundo a estándares de vida más altos. No obstante,
la clave es asegurar que estos sacrificios sean gestionados de
forma que se preserve la integridad global de los ecosiste-
mas y su capacidad de proveer toda la gama de servicios
valorados por los humanos.

2. Reconceptualizar los indicadores de la Meta 9
Los indicadores para una reformulada Meta 9 de los ODM
deberían girar en torno a aquellos aspectos del funciona-

TABLA 4  SUGERENCIAS DE REFORMULACIÓN DEL ODM-7, META 9

Metas

Meta 9 (redacción original). Incorporar
los principios del desarrollo sostenible
en las políticas y programas nacionales
e invertir la pérdida de recursos
medioambientales

Meta 9a (modificada). Mantener o
restaurar la capacidad de los ecosiste-
mas para aportar servicios vitales, e
integrar los principios del desarrollo
sostenible en las políticas y programas
locales, nacionales e internacionales

Meta 9b (nueva). Garantizar a los
pobres el acceso a los recursos y las
decisiones ambientales

Indicadores

■  Proporción de superficie terrestre cubierta por bosques
■  Ratio de área protegida para mantener la diversidad biológica sobre la superficie terrestre
■  Uso energético por 1 $ del PIB
■  Emisiones de dióxido de carbono (per cápita) y consumo de clorofluorocarbonos que reducen el ozono
■  Proporción de la población que usa combustibles sólidos

■  Extensión y condición de las pesquerías comunales (costeras y de interior)
■  Extensión y condición de las áreas forestales comunitarias
■  Condiciones de cuencas en las tierras comunitarias (i.e. cobertura vegetal, disponibilidad de agua, tendencia

de las aguas subterráneas)
■  Fertilidad del suelo en tierras privadas de cultivo 
■  Degradación de la tierra

■  Proporción de familias rurales con acceso a una tenencia segura
■  Proporción de familias rurales con acceso a información ambiental (i.e. servicios de extensión, contaminación o

alertas ambientales para la salud, estudios de impacto ambiental sobre concesiones o desarrollos propuestos)
■  Participación en la toma de decisiones ambientales locales
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miento y la integridad de los ecosistemas que sostienen más
directamente los sustentos de los pobres. Por ejemplo, los
pobres del medio rural en los países en desarrollo dependen
de los recursos mancomunados para generar cantidades
significativas de ingresos como un componente importante
de sus medios de vida. Al menos algunos de los indicadores
para la Meta 9 de los ODM deberían captar esto. Los indica-
dores potenciales que reflejarían el estado de los recursos
mancomunados y las oportunidades de ingresos asociadas
que pueden permitir incluyen:

■  extensión y condición de las pesquerías comunitarias
(costeras y de interior);

■  extensión y condición de las áreas forestales mantenidas
en común;

■  condiciones de cuencas en tierras comunitarias (i.e.
cobertura vegetal y disponibilidad de agua, incluyendo
tendencias de aguas subterráneas).

Camboya supone un ejemplo de buenas prácticas. Los
funcionarios estaban reflexionando sobre estas líneas
cuando crearon sus propias metas e indicadores del ODM-
7, que siguen la vía del mantenimiento comunitario de los
recursos de importancia directa para los pobres del medio
rural (UNDP 2005c:6). Estos indicadores incluyen:

■  la proporción de áreas de pesca delegadas sobre las
comunidades locales (con la meta de alcanzar el 60 por
ciento en 2015, frente al 56 por ciento en 1998) y

■  el número de pesquerías comunitarias (con la meta de
disponer de 589 en 2015, frente a las 264 en 2000).

Además de perseguir los recursos mancomunados, los
indicadores de la Meta 9 deberían reconocer la dependen-
cia que las familias pobres tienen de la agricultura a
pequeña escala. Los indicadores relevantes incluirían:

■  fertilidad del suelo (como disponibilidad de nutrientes o
porcentaje de materia orgánica en la superficie terrestre);

■  degradación de la tierra (como salinización,
inundaciones, pérdida de suelo).

3. Incluir a todas las instituciones, añadir metas y
calendarios

Según su redacción actual, la primera mitad de la Meta 9
afirma: “incorporar los principios del desarrollo sostenible
en las políticas y los programas nacionales”. Este compo-
nente de la Meta 9 debería ser ampliado para incluir explí-
citamente a instituciones clave en otros niveles de
gobierno, incluyendo agencias locales, provinciales e inter-
nacionales. En otras palabras, esta sección de la Meta 9
debería formularse: “incorporar los principios del desarro-
llo sostenible a las políticas y programas locales, nacionales
e internacionales”. El ODM-7 compromete a instituciones

de gobierno a todos los niveles para hacer del desarrollo
sostenible una realidad palpable y la redacción de la Meta
9 debería reflejar esto claramente. Todas las instituciones
implicadas, y no sólo las de nivel nacional, deberían ser
responsables por su actuación en esta materia y deberían
informar regularmente de su progreso.

4. Añadir una meta que asegure el acceso a los recursos
La Meta 9, tal y como está formulada actualmente, no refleja
la importancia del acceso –tanto el acceso físico a los recursos
como el acceso a la información y a la participación en la
toma de decisiones medioambientales– para los sustentos de
los pobres. La importancia del acceso, que se manifiesta en la
seguridad de la tenencia y en instituciones comunitarias
favorables a los pobres, es una de las principales conclusiones
del Capítulo 3. Cuando decimos que los ODM deberían refle-
jar mejor la importancia de la gobernanza medioambiental
para los pobres, nos referimos a esta gobernanza. La “sosteni-
bilidad” que se pretende garantizar con el ODM-7 sólo tiene
sentido si los pobres comparten el “acceso medioambiental”:
la combinación del acceso físico y el empoderamiento
ambiental. Este tipo de acceso medioambiental es la base de
la equidad en el uso de los ecosistemas, con certeza uno de
los componentes de la sostenibilidad.

La Meta 9 no puede realmente contener estos concep-
tos, deberían ser captados en una Meta de Gobernanza
separada que podría afirmar: “Asegurar a los pobres el
acceso a los recursos y a la toma de decisiones medioam-
bientales”. Una meta semejante estaría dirigida a las insti-
tuciones de gobierno en todos los niveles: nacional, subna-
cional e internacional.

Los indicadores para esta meta deberían girar en torno a:

■  la tenencia (proporción de familias rurales con una
tenencia segura de los recursos sobre los que se basan sus
medios de vida),

■  el acceso a la información ambiental (proporción de
familias rurales con acceso a información oficial, como
servicios de extensión sobre gestión agrícola basada en
los ecosistemas), y 

■  la participación en decisiones medioambientales locales
(indicadores de descentralización de la toma de
decisiones de gestión medioambiental que favorezca a los
pobres).

Desarrollar y vigilar los indicadores de gobernanza
ambiental es aún un campo relativamente nuevo y semejan-
tes indicadores pueden necesitar ser ajustados a cada
nación. Sin embargo, Camboya vuelve a ofrecer un ejemplo
de las mejores prácticas. Funcionarios camboyanos han
establecido metas e indicadores que abarcan la tenencia
rural, incluyendo un objetivo global de aumentar la
proporción de población, tanto en zonas urbanas como
rurales, con un acceso seguro a la tierra, así como incre-
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mentar el porcentaje de parcelas sobre las que existen
títulos en áreas urbanas y rurales del 15 por ciento en 2000
hasta el 65 por ciento en 2015 (UNDP 2005c:6).

Fomentar la transversalidad del medio
ambiente y la gobernanza
El medio ambiente y la gobernanza deben ser empleados
como fondo y orientación para el resto de los objetivos,
no sólo el ODM-7. Los ODM están diseñados para ser un
conjunto de objetivos interdependientes que deben ser
perseguidos en concierto. Las estrategias integradas que
pongan de relieve intervenciones que avancen simultá-
neamente hacia múltiples objetivos y metas tendrán un
impacto sobre el bienestar humano más rápido,
profundo, más eficaz respecto a los costes y más duradero
que las medidas secuenciales que afronten objetivos
individuales de forma aislada. No obstante, con dema-
siada frecuencia los gobiernos operan como si los objeti-

vos fueran entidades separadas e independientes, lo que
produce una escasa coordinación o cooperación entre
varios ministerios y agencias cuyas acciones tienen un
peso importante sobre la probabilidad de alcanzar las
metas de los ODM en 2015.

El ODM-7, para ser eficaz y asegurar la sostenibilidad
medioambiental, debe impulsarnos a plantearnos cómo
las estrategias y actividades orientadas a cada uno de los
otros objetivos afectan al medio ambiente y a la capacidad
a largo plazo de los ecosistemas para suministrar los servi-
cios fundamentales necesarios para la supervivencia y el
bienestar de la humanidad. Los gobiernos y las institucio-
nes que no reconozcan esta realidad y no actúen en conse-
cuencia se encontrarán en un alto riesgo de que las inver-
siones y reformas que reivindiquen para alcanzar un
objetivo probablemente socaven los esfuerzos para alcan-
zar otro objetivo. Y en ningún caso esto es más cierto que
en el de los bienes ambientales de los pobres y el potencial
para que los ingresos ambientales contribuyan a la reduc-
ción de la pobreza.

TABLA 5  ALGUNOS EJEMPLOS DE METAS DEL ODM-7 ESPECÍFICAS AL CONTEXTO DEL PAÍS

Metal global 9

Cobertura forestal

Áreas protegidas

Energía y cambio climático

Contaminación

Fuente: UNDP 2005b

Metas modificadas o nuevas

■  Mantener al menos el 60% del país bajo una cobertura forestal perpetua (Bután)
■  Mantener el 60% de la cobertura forestal (niveles de 2000) en 2015 (Camboya)
■  Aumentar la cobertura forestal de 8,2% en 2000 a 9% en 2015 (Mongolia)
■  Aumentar la tasa de reforestación de 27% a 35% en 2040 (Rumanía)
■  Incrementar la cobertura forestal de 11,9 millones de hectáreas en 2000 a 12,8 millones de hectáreas en 2015 (Senegal)
■  Incrementar la cobertura forestal en 115.000 hectáreas entre 2002 y 2006 (Túnez)
■  Extender la cobertura forestal al 43% en 2010 (Vietnam)

■  Incrementar la ratio de territorios protegidos de 34,9% en 1990 a 35,9% en 2015 (Bulgaria)
■  Mantener 23 áreas protegidas (3,3 millones de ha, 1993) y 6 áreas forestales protegidas (1,35 millones de hectáreas)

en 2015 (Camboya)
■  Aumentar la proporción de áreas cubiertas por protectorados naturales a 25% en 2015 (Egipto)
■  Áreas protegidas y reservas que cubran el 10,8% del territorio nacional (Gabón)
■  Incrementar el área protegida para mantener la diversidad biológica de 0,2% en 1990 a 1,9% en 2015 (Kirguistán)
■  Expandir el área de tierra protegida para mantener la diversidad biológica de 13,2% en 2000 a 30% en 2015 (Mongolia)
■  Aumentar la proporción de área de tierra protegida de 2,56% en 1990 hasta 19% en 2015 (Rumanía)
■  Incrementar el área protegida para la diversidad biológica de 8% en 1990 a 12% en 2015 (Senegal)
■  Expandir la red de reservas nacionales y de la biosfera y parques nacionales al 10,4% del total del territorio (Ucrania)

■  Reducir las emisiones de CO2 frente a los valores de referencia de 1988 en cumplimiento de las obligaciones del Protocolo
de Kioto (Bulgaria)

■  Reducir las emisiones de gases de efecto invernadero en el equivalente a un 8% de CO2 entre 2008 y 2012 (Rumanía)
■  Aumentar el uso de energías renovables en la generación de electricidad de 29% en 1999 a 33,6% en 2015 (Eslovenia)
■  Aumentar la participación de las energías renovables al 8% de la energía primaria comercial en 2011 (Tailandia)

■  Reducir la liberación de los principales contaminantes en un 10% entre 2000 y 2005 (China)
■  Estabilizar la contaminación atmosférica de fuentes estacionarias y móviles en 2015 (Ucrania)
■  Alcanzar los estándares nacionales en contaminación atmosférica y del agua en 2005 (Vietnam)
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Una perspectiva integrada para alcanzar las metas de los
ODM debería centrarse en la mejora de la gestión de los
ecosistemas y su capacidad para suministrar de forma soste-
nible múltiples tipos de servicios ecosistémicos (MA
2005b:19.2). Un análisis objetivo por objetivo de las implica-
ciones que tienen las condiciones de los ecosistemas para
alcanzar las metas de los ODM en 2015 indica que la mayoría
de ellos depende directamente de los servicios de los ecosis-
temas, incluyendo las metas de pobreza, hambre, igualdad
de género, mortalidad infantil, enfermedades y desarrollo
sostenible. Además, múltiples ODM dependen de los
mismos servicios de los ecosistemas (MA 2005b:19.4-5).

Para conseguir todos los ODM simultáneamente, es de
vital importancia examinar con atención globalmente las
inversiones requeridas para los servicios de los ecosistemas
(es decir, la capacidad continua de los ecosistemas de suminis-
trar servicios de aprovisionamiento, sustento y regulación) y
las reformas necesarias en la gobernanza y la construcción
institucional de capacidades. Por ejemplo, las intervenciones
para alcanzar la Meta 1 de los ODM de erradicar la pobreza
extrema deben explorar totalmente e integrar el papel que
los ecosistemas y sus servicios pueden desempeñar en la
mejora de los sustentos. De modo similar, los empeños para
conseguir la Meta 2 de los ODM de acabar con el hambre
precisan basarse en un análisis centrado en los ecosistemas
sobre la forma más eficaz de mantener y mejorar la fertilidad
del suelo, la calidad y el suministro del agua, los recursos
genéticos vegetales, la gestión de cuencas y similares.

Sin embargo, hasta la fecha, rara vez se han realizado
semejantes evaluaciones en la planificación nacional e
internacional para los ODM. El FMI y el Banco Mundial
han propuesto una agenda de cinco puntos para acelerar el
progreso hacia los ODM, de la cual la mejora de la gestión
de los ecosistemas está visiblemente ausente (IMF and
World Bank 2005:3). Y puesto que esta agenda fue desarro-
llada en referencia particular hacia el África Subsahariana
–donde la degradación de los ecosistemas es una barrera
primordial para la reducción duradera de la pobreza–, la
omisión parece de lo más clamorosa.

Las inversiones en los servicios de los ecosistemas
pueden producir efectos sinérgicos sobre varios objetivos:
por ejemplo, las inversiones en la protección de cuencas
pueden conllevar múltiples beneficios en términos de agua
potable, reducción de las enfermedades transmitidas por el
agua y protección frente a inundaciones (MA 2005b:19.39).
La mejora de los servicios energéticos será una aportación
necesaria para alcanzar la mayoría de los ODM, y una susti-
tución por combustibles modernos y limpios y mejor tecno-
logía de cocina producirá múltiples dividendos en lo que
respecta a la mejora de la calidad del aire de interior, mejor
salud materna e infantil, empoderamiento de mujeres y
sostenibilidad ambiental (MA 2005b:19.40-41).

Al mismo tiempo, serán necesarios algunos sacrifi-
cios, y es fundamental sopesarlos, relativos a considera-

ciones ambientales y de gobernanza. Aunque el Proyecto
del Milenio de Naciones Unidas es insigne por dedicar
una atención considerable al papel de la gestión ambien-
tal para alcanzar los ODM, sus recomendaciones para
cumplir las metas en 2015 se quedan cortas en la plena
integración de los ecosistemas como una orientación
transversal. Por ejemplo, el rápido incremento de las
inversiones en base a los ODM es un punto central para
estas recomendaciones, pero no contienen una discusión
sobre la necesidad de considerar los sacrificios en
materias críticas como el desarrollo de infraestructuras
(UN Millennium Project 2005:31-35).

La insuficiencia de sistemas de vigilancia ambiental en
muchas partes del mundo en desarrollo supone una limita-
ción para un enfoque transversal y ecosistémico para alcan-
zar los ODM. Documentar y evaluar el progreso hacia las
metas de 2015 y la sostenibilidad del funcionamiento crucial
de muchos ecosistemas puede requerir reforzar los sistemas
de vigilancia de fertilidad de suelos, servicios hidrológicos
(filtración del agua, recarga de acuíferos, prevención de
inundaciones), mantenimiento de la biodiversidad, regula-
ción del clima y otros servicios clave de los ecosistemas (MA
2005b:19.3). Los indicadores deberían reflejar cómo las
personas locales valoran los ecosistemas, teniendo en cuenta
su utilidad para alimentación, medicinas, propósitos cultu-
rales y otros usos. Pero, más importante aún, los indicadores
necesitan captar mejor el impacto de explotar un conjunto
de servicios en particular de un ecosistema sobre su resis-
tencia y capacidad de proveer servicios en el futuro. Las
inversiones en medir, vigilar y trazar mapas de pobreza y
servicios de los ecosistemas darán a los políticos nacionales
e internacionales un acceso a los indicadores que reflejan
los vínculos entre pobreza y medio ambiente, que puede ser
empleado para definir estrategias de crecimiento en favor
de los pobres.

La lentitud en el progreso que han realizado países e
instituciones para integrar la sostenibilidad en sus opera-
ciones no es un indicio de una idea cuyo tiempo ya ha
pasado, sino más bien de los profundos cambios estructu-
rales que ello requiere. En el contexto de los ODM, esto
significa que los países ricos y las instituciones interna-
cionales necesitan liderar dando ejemplo. Son necesarios
mecanismos financieros a largo plazo nuevos y más
amplios para reforzar las capacidades ambientales y apoyar
una implementación integrada y ecosistémica de los ODM
en los países en desarrollo. Los países probablemente
contemplarán un progreso más rápido hacia las metas
fijadas en cuestiones como hambre, agua y saneamiento,
que responden más directamente a un incremento de los
inputs financieros y técnicos (Clemens et al. 2004:26). Las
experiencias obtenidas en estas áreas de respuesta rápida
serán un importante pilar para los intentos a largo plazo
de diseñar e implementar estrategias nacionales de
desarrollo sostenible.
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ESTRATEGIAS DE REDUCCIÓN
DE LA POBREZA (DERP)

También necesitan una revisión
medioambiental

Los países que buscan aliviar su deuda y la concesión de
créditos por parte del Banco Mundial y el Fondo Moneta-
rio Internacional (FMI) deben preparar un Documento de
Estrategia de Reducción de la Pobreza (DERP), un
documento que detalle la filosofía y el plan de la nación
para alcanzar reducciones sustantivas en la pobreza
nacional. Los DERP también han emergido como un
importante instrumento y proceso político para dirigir la
asistencia de países desarrollados y agencias internaciona-

les de forma que ayude a los países en desarrollo a imple-
mentar los Objetivos de Desarrollo del Milenio.

Desgraciadamente, al igual que los Objetivos de
Desarrollo del Milenio, los procesos de DERP padecen
carencias críticas en lo que se refiere a reconocer el papel
central de los ecosistemas en las vidas de los pobres y su
potencial para reducir la pobreza rural. Dentro de la actual
generación de DERP, las estrategias de la mayoría de los
países se quedan cortas en lo que respecta a un compro-
miso pleno con una mejor gestión de los ecosistemas que
favorezca a los pobres. Maximizar las oportunidades de
ingresos ambientales para los pobres requiere que los
DERP y otros planes formales de reducción de la pobreza
reconozcan la importancia de sus bienes ambientales y
encarnen una perspectiva ecosistémica para asegurar la
sostenibilidad a largo plazo de los sustentos rurales.

¿Una nueva perspectiva del desarrollo?
Los DERP fueron establecidos en 1999 por el Banco Mundial
y el FMI como respuesta a las deficiencias de su anterior
perspectiva de desarrollo centrada en los “ajustes estructura-
les”, un enfoque de condicionaba los préstamos a la
adopción de ciertas políticas macroeconómicas que cambia-
rían la estructura económica básica del país y lo prepararía
para crecer. Lamentablemente, en muchos países que siguie-
ron la perspectiva de ajustes estructurales, el crecimiento
económico bien no apareció o bien no resultó en una reduc-
ción suficiente de la pobreza. De hecho, en muchos casos la
perspectiva exacerbó las desigualdades existentes, creando
una “crisis de legitimidad” en torno a la perspectiva del
préstamo en las principales instituciones de desarrollo a
mediados de los años 90 (Reed 2004:7).

La intención detrás de los DERP era reemplazar el
enfoque según el cual el Banco Mundial y el FMI intentaban
moldear las políticas de desarrollo de una nación de acuerdo
a unas líneas fijas como condición para el préstamo. En su
lugar, la perspectiva de los DERP permitiría a los países decidir
por sí mismos qué políticas de desarrollo seguir, siempre y
cuando las políticas estén orientadas a conseguir una reduc-
ción significativa y amplia de la pobreza y también enfaticen
las reformas en la gobernanza, incluyendo aumentar la trans-
parencia y la responsabilidad en la toma de decisiones guber-
namentales (Oksanen and Mersmann 2003:126).

Años después de su adopción por el Banco Mundial y
el FMI, los DERP se encuentran ahora en transición entre
la fase de preparación y su implementación. Se prevé que,
finalmente, en torno a 70 países preparen DERP (Levin-
sohn 2003:2); en 2004, se produjeron 53 DERP, incluyendo
39 completos y 14 versiones preliminares (Bojö et al.
2004:5). Además de países fuertemente endeudados y
dependientes de la ayuda, otros países también han
decidido preparar DERP, incluyendo muchos países de
Europa Central, al igual que países de ingresos medios
como Brasil (Driscoll and Evans 2004a:3).
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El Banco Mundial ha establecido cinco principios básicos que apuntalan
el desarrollo e implementación de los Documentos de Estrategias de
Reducción de Pobreza (DERP):

Dirigidos por y para la nación. Los DERP deberían contar con una
amplia participación de la sociedad civil y del sector privado en todas las
etapas, incluyendo la formulación, la implementación y el seguimiento
de los resultados.

Orientados a resultados. Los DERP deberían centrarse en resultados que
beneficien a los pobres.

Exhaustivos. Los DERP deberían reconocer la naturaleza multidimensio-
nal de la pobreza y el alcance de las acciones necesarias para reducirla
eficazmente.

Orientados a alianzas. Los DERP deberían implicar la participación
coordinada de aliados en materia de desarrollo, incluyendo agencias
bilaterales y multilaterales y organizaciones no gubernamentales.

Basados en perspectivas a medio y largo plazo. Los DERP deberían
reconocer que la reducción sostenida de la pobreza requerirá actuar en
el medio y largo plazo, así como en el corto plazo.

El Banco Mundial también especifica cuatro contenidos clave para los
DERP:

1. Políticas macroeconómicas y estructurales para mantener un creci-
miento sostenible en el que participen los pobres.

2. Mejoras en la gobernanza, incluyendo la gestión financiera del sector
privado.

3. Políticas y programas sectoriales apropiados.

4. Costes realistas y niveles apropiados de financiación para los princi-
pales programas.

PRINCIPIO BÁSICOS Y ELEMENTOS CLAVE
DEL ENFOQUE DE LOS DERP
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Los DERP son cada vez más importantes en la definición
de prioridades de planificación, políticas y presupuestarias
en los países en desarrollo, así como en la dirección de los
flujos de ayuda desde los países más ricos. Los procesos de los
DERP se ven acreditados por centrar la atención de los
gobiernos y las agencias donantes en la reducción de la
pobreza como preocupación central y prioritaria, más que
en actividades especiales y marginales (Driscoll and Evans
2004b:3). Además, los DERP representan una perspectiva
más “desde arriba” de la ayuda al desarrollo, es decir, un
enfoque que desvía la asistencia de los donantes desde
proyectos específicos y discretos hacia el apoyo integrado
para planes de alcance sectorial e incluso a los propios
presupuestos generales. Actualmente, ya en siete países
africanos se destina hasta una quinta parte del flujo de ayuda
a apoyar los presupuestos generales (Chiche and Hervio
2004 en Driscoll and Evans 2004b:5). Los DERP también
pretenden atraer más atención sobre las dimensiones no
económicas de la pobreza, como el empoderamiento de los
pobres y las comunidades marginadas, así como abordar las
disparidades de género (Levinsohn 2003:3).

¿Cómo está funcionando el enfoque de los DERP?
Los DERP mejoran en varios aspectos importantes el
anterior enfoque de ajustes estructurales del Banco
Mundial y el FMI. Uno de ellos es que los gobiernos de los
países en desarrollo son los principales arquitectos de sus
propias estrategias de desarrollo. Son ostensiblemente
libres de decidir por sí mismos cómo utilizar los flujos de
ayuda externa, lo que en teoría debería incrementar la
propiedad nacional de los planes y reducir los problemas
potenciales causados por la falta de aceptación del país. Los
DERP también tienen la pretensión de estar sujetos a una
revisión y mejora continuas a lo largo de los años, sirviendo
como paraguas bajo el que coordinar los esfuerzos de varias
agencias en diferentes sectores económicos y sociales.
Asimismo, el proceso de los DERP fue diseñado para
promover una mayor transparencia en los gobiernos y en
las agencias internacionales, así como para poner de relieve
la significativa implicación de la sociedad civil en la
elección de las prioridades de desarrollo (Reed 2004:8).

¿Cómo está funcionando el enfoque de los DERP en la
práctica? Las revisiones ofrecen resultados contradictorios.
Actores muy diferentes, incluyendo al Banco Mundial y el
FMI, han realizado sus evaluaciones. Parece haber un
consenso en que los procesos de DERP de algún modo han
aumentado la transparencia, ayudado a agudizar el centro
de atención sobre inversiones e instituciones diseñadas
para reducir la pobreza y generado mayores oportunidades
de aportaciones y participación de la sociedad civil en
algunos países (Reed 2004:9). Algunas evidencias indican
un aumento en los gastos en salud, educación y transporte
(como porcentaje del PIB) en los países con DERP (OED
[Departamento de Evaluación de Operaciones del Banco

Mundial] 2004:30) y algunas evaluaciones apuntan a los
DERP como un catalizador de mejoras en la gestión finan-
ciera pública (World Bank and IMF 2003:28, 32-33).

No obstante, los DERP también han sido duramente
criticados por deficiencias inherentes a su enfoque, así
como por problemas sobre cómo se ha desplegado
realmente el proceso en los países en desarrollo. Los críti-
cos afirman que los DERP han contribuido a ofrecer apoyo
a los presupuestos generales de países pobres sin compro-
misos adecuados de estos países de resultados específicos
en reducción de la pobreza, identificación de las poblacio-
nes que se beneficiarán de los programas propuestos ni
previsiones de seguimiento y evaluación de los resultados
(Reed 2004:9). Otros señalan que, al ser los DERP requisi-
tos previos para el alivio de la deuda y la concesión de
créditos, los países cuentan con fuertes incentivos para
decir a los donantes lo que creen que los donantes quieren
oír, más que lo que el país realmente se compromete a
hacer para ayudar a reducir la pobreza (Tharakan and
MacDonald 2004:7). Además, la tanda inicial de DERP no
era muy clara sobre las prioridades o costes de las medidas
contra la pobreza (World Bank and IMF 2003:15, 42).

Situar el medio ambiente en el corazón
de los DERP: la promesa incumplida
Otra crítica importante a los DERP ha sido su fracaso en
centrar adecuadamente los asuntos ambientales, es decir,
justificar el papel del acceso a los recursos y la gestión del
medio ambiente en las vidas de los pobres y su contribución
potencial a los programas de reducción de la pobreza.
Varios estudios han evaluado el alcance de la integración de
las relaciones pobreza-medio ambiente en los DERP, ya sea
en general o en sectores específicos, como bosques, biodi-
versidad y agua. En la mayoría de estas evaluaciones, los
textos de los DERP fueron analizados y se asignaron resul-
tados para indicar si asuntos clave eran mencionados en el
texto de los DERP y con qué plenitud eran analizadas o
discutidas estas cuestiones.

■  Dentro del Departamento de Medio Ambiente del Banco
Mundial, un equipo de analistas realizó diversos estudios
sobre la ubicación del medio ambiente en el centro de los
DERP (Bojö and Reddy 2002, 2003a, 2003b; Bojö et al.
2004). Basándose en el análisis textual de todos los DERP
disponibles, los autores hallaron que el alcance de la
ubicación central del medio ambiente varía ampliamente,
siendo las versiones finales de los DERP más tendentes a
reflejar mejor este papel central que las versiones iniciales
(llamadas provisionales). También concluyeron que los
asuntos relacionados con las metas de salud ambiental de
los ODM (agua potable y saneamiento) reciben más
atención en los DERP que los asuntos sobre la gestión de
los recursos naturales.

H A C E R  Q U E  L A S  P O L I T I C A S  D E  D E S A R R O L L O  F U N C I O N E N
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■  Un estudio separado de asuntos forestales en 36 DERP
(finales y provisionales) descubrió que el tratamiento de
los asuntos forestales era generalmente débil. Especial-
mente se echaba en falta un análisis de la relación causal
entre pobreza y los recursos forestales, así como el papel de
los recursos naturales y los servicios de los ecosistemas en la
determinación del bienestar humano. Dadas estas defi-
ciencias, los DERP analizados sorprendentemente incluían
muchas políticas y programas relacionados con los bosques
en sus agendas de acción, la mayoría de los cuales aparen-
temente estaban diseñados a partir de estrategias y planes
forestales nacionales preexistentes. Por ejemplo, los DERP
de Malawi y Mozambique eran particularmente fuertes en
la integración de actividades del sector forestal basadas en
los procesos de planificación forestal nacionales (Oksanen
and Mersmann 2003:123, 136-7). (Ver Gráfico 2)

■  La evaluación de la ubicación de temas relacionados con
la biodiversidad en 15 DERP reveló que, mientras que la
disminución de la biodiversidad era analizada en doce de
las estrategias, sólo un DERP (Zambia) desarrollaba una
receta política que integraba la conservación de la
biodiversidad y la reducción de la pobreza. La mayoría de
los DERP analizados pedían esfuerzos para diversificar las
especies agrícolas, pero sólo dos DERP (Etiopía y Mozam-
bique) mencionaban emplear diferentes variedades de
cultivos agrícolas (Bindraban et al. 2004:19, 21). Esto es
una distinción importante, ya que emplear distintas
variedades de una misma especie de cultivo es una
estrategia clave para reducir el riesgo agrícola al mejorar
la resistencia a la enfermedad y reforzar la tolerancia ante
duras condiciones ambientales.

■  Un estudio de asuntos relativos al agua en diez DERP
concluyó que estos asuntos estaban incorporados
inadecuada e inconsistentemente, especialmente en lo
que respecta a incorporar la necesidad de vínculos
estrechos entre las estrategias para desarrollar
infraestructuras adicionales de suministro de agua y de
saneamiento y las estrategias para gestionar los recursos
hídricos en usos productivos por parte de los pobres,
incluyendo la agricultura, la pesca a pequeña escala y la
pequeña industria (Slaymaker and Newborne 2004:1-2).

Semejantes debilidades en la integración de cuestiones
ambientales en los DERP parecen obedecer más un autén-
tico descuido que ser resultado de un establecimiento
consciente de prioridades. En el estudio del Departamento
de Medio Ambiente del Banco Mundial, muchos DERP que
obtuvieron bajos resultados en la atención prestada a
asuntos ambientales habían sido producidos por países
donde existe un fuerte vínculo entre pobreza y medio
ambiente; lugares con una gran dependencia de los recur-
sos naturales para los sustentos rurales, elevados niveles de

uso de combustibles tradicionales o bajos índices de acceso
a agua potable y saneamiento (Bojö and Reddy 2003b:14).

Este hallazgo viene respaldado por experiencias sobre el
terreno. Por ejemplo, informes desde Nigeria indican que las
preocupaciones ambientales estaban apenas mencionadas en
los borradores iniciales de su versión “hecha en casa” del
DERP (conocido como Estrategia Nacional de Empodera-
miento y Desarrollo Económicos, o NEEDS [según sus siglas
en inglés]) y sólo se realizaron esfuerzos para incorporar los
asuntos ambientales después de que el borrador hubiera sido
distribuido entre las partes interesadas “más o menos [como]
una ocurrencia de último momento” (Oladipo 2004).

La mayoría de las evaluaciones concluyó que el grado de
asimilación del medio ambiente en el núcleo de los DERP
está fuertemente influido por la naturaleza de la partici-
pación de la sociedad civil en su preparación. Por ejemplo,
el grupo de DERP con mejores resultados sobre incorpora-
ción del medio ambiente en los estudios del Banco Mundial
también obtuvo altos resultados en participación pública en
el desarrollo del DERP (Bojö et al. 2004:15).

Muchos estudios también señalan que la inclusión de
asuntos ambientales en los DERP a veces parece estar más
motivada por las preocupaciones de los donantes que por
las prioridades políticas nacionales. En varios casos, los
donantes han presionado a los gobiernos reticentes para
que ofrezcan opciones para una implicación significativa de
la sociedad civil en los procesos de los DERP. Incluso las
relaciones más estrechas entre sociedad civil y donantes
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GRÁFICO 2  PRESENCIA DE LOS INDICADORES
DEL ODM-7 EN LOS DERP FINALES

Una evaluación de 2004 del Banco Mundial de 39 DERP finales halló que, al
margen del acceso al agua potable y saneamiento adecuado, la mayoría de
los DERP no utilizaba los indicadores del Objetivo de Desarrollo del Milenio 7
(sostenibilidad ambiental). Aún menos de ellos incluían objetivos para el
progreso futuro.
Fuente: Bojö et al. 2004
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han sido un fruto de la evolución de los procesos de DERP
en varios países (PRSP Monitoring and Synthesis Project
[Proyecto de Seguimiento y Síntesis de DERP] 2002:5).

En los DERP de muchos países, el diagnóstico y el
análisis de la pobreza enfatizan las soluciones técnicas a los
asuntos de pobreza y ambientales. Con menos frecuencia
los DERP abordan asuntos con una carga más política y
controvertida como el acceso, propiedad, control y
derechos sobre los recursos ambientales y cómo éstos
impactan sobre la capacidad de los pobres para obtener
ingresos ambientales de sus activos productivos. No
obstante, en unos pocos casos, la participación por parte
de ONG activistas ha comenzado a definir el contenido de
los análisis de pobreza en los DERP; por ejemplo, los DERP
de Uganda y Honduras han comenzado a abordar cuestio-
nes de acceso y control de los recursos naturales en
respuesta a las preocupaciones expresadas en consultas a
la sociedad civil (Waldman et al. 2005:32).

Otro descuido en muchos DERP es el fallo a la hora de
evaluar los impactos potenciales de las propuestas de políti-
cas de crecimiento sobre la sostenibilidad ambiental, el
mantenimiento del funcionamiento de ecosistemas vitales y
los recursos naturales clave de los que dependen los susten-
tos de los pobres (Oksanen and Mersmann 2003:137). Por
ejemplo, los DERP frecuentemente proponen incentivos
para fomentar una agricultura de alta inversión y orientada
a la exportación para estimular el crecimiento económico,
pero raramente analizan los riesgos de esta perspectiva por
los daños sobre los agricultores rurales a pequeña escala y
el debilitamiento de su capacidad para gestionar los recur-
sos naturales locales.

El DERP de Nicaragua se refiere a la producción
intensiva de cultivos comerciales, incluyendo café, para su
exportación, pero esta discusión no incluye medidas para
mejorar la seguridad alimentaria o para diversificar los
ingresos ambientales a través de actividades no agrícolas
(Tharakan and MacDonald 2004:32). El DERP de Sri
Lanka presenta objetivos para un crecimiento económico
rápido mediante la expansión de la agricultura de cultivos
comerciales, la actividad de plantaciones y la pesca, pero
no aporta ningún análisis de las implicaciones de
semejante crecimiento en el agotamiento de los recursos
naturales o la generación de residuos (Tharakan and
MacDonald 2004:38-9).

Varios países han comenzado a llevar a cabo sus DERP
y entonces se les ha solicitado que envíen informes anuales
sobre el progreso de su implementación. En líneas genera-
les, estos informes anuales prestan incluso menos atención
a la sostenibilidad ambiental que los propios DERP. En
muchos casos, las políticas y programas propuestos en el
DERP de un país están totalmente al margen de toda discu-
sión en sus informes de progreso. Los estudios realizados
por el Banco Mundial hallaron que varios países cuyos
DERP estaban muy cualificados por la ubicación central del

medio ambiente enviaban informes anuales que reflejaban
escasos progresos en la implementación de medidas medio-
ambientales (Bojö et al. 2004:19).

Mejorar el tratamiento de los ingresos
ambientales en los DERP
Los DERP se han convertido en uno de los vehículos más
poderosos para sacar adelante el compromiso de una
mejor gestión de los ecosistemas que beneficie a los
pobres. Sin embargo, los procesos y contenidos de los
DERP de muchos países se quedan cortos ante este poten-
cial. Incluso entre las estrategias reconocidas dentro de la
comunidad del desarrollo por su relativamente alto grado
de asimilación del rol central del medio ambiente, los
DERP rara vez van lo bastante lejos a la hora de proponer
medidas que empoderen a los pobres con oportunidades
equitativas y sostenibles para obtener ingresos de sus
activos ambientales.

¿Qué se puede hacer para asegurar que los DERP
propongan una agenda en favor de los pobres para maximi-
zar los ingresos ambientales sostenibles al tiempo que
mantener la integridad de las funciones vitales de los ecosis-
temas? Al menos siete cuestiones clave han de ser examina-
das. (Ver Marco de trabajo para mejorar los DERP). En la discu-
sión a continuación se subrayan ejemplos de buenas
prácticas en la elaboración de DERP para mostrar que un
tratamiento adecuado de estos asuntos en los DERP es
posible a la vez que deseable.

H A C E R  Q U E  L A S  P O L I T I C A S  D E  D E S A R R O L L O  F U N C I O N E N

Para evaluar el tratamiento de las oportunidades de ingresos ambienta-
les para los pobres, Recursos Mundiales examinó 20 DERP que han sido
alabados por el Banco Mundial, las Naciones Unidas y otros expertos en
desarrollo como los mejores ejemplos hasta la fecha de incorporación del
medio ambiente en su núcleo. Descubrimos diversos ejemplos de
propuestas de políticas y programas que, si se implementaran de forma
eficaz, mejorarían genuinamente las perspectivas de los pobres de
obtener ingresos sostenibles de sus activos ambientales. Muchos de
estos ejemplos son descritos en el texto de este capítulo.

Por supuesto, el que estas “promesas sobre papel” puedan o sean tradu-
cidas en progreso sobre el terreno es el quid de la cuestión. Nuestro estudio
de despacho sugiere que los DERP con las asimilaciones más extensivas y
exitosas del medio ambiente y de las oportunidades de ingresos ambienta-
les eran también los documentos más impecablemente presentados, en
algunos casos quizá indicando que consultores internacionales, aportados
dentro de la asistencia de la comunidad donante, tuvieron un gran papel
en su preparación. La intensidad de la voluntad política detrás de estas
propuestas ambientales aún está por ver.

EVALUAR LAS OPORTUNIDADES DE INGRESOS
AMBIENTALES EN LOS DERP
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1. Orientación ecosistémica e importancia 
de los ingresos ambientales

Los DERP necesitan mejorar en lo que respecta a reconocer la
importancia de los ingresos ambientales y el papel que
pueden desempeñar en la reducción de la pobreza. El
enfoque adoptado en los DERP para reforzar los sustentos
rurales debería basarse en coincidencias sobre la importancia
de los ecosistemas como fundamentos últimos de toda activi-
dad económica y factor clave del bienestar humano, y debería
buscar asegurar la sostenibilidad a largo plazo de los servicios
de los ecosistemas y los sustentos que se obtienen de ellos.

Uno de los DERP más fuertes en lo que se refiere a
reconocer el potencial de los ingresos ambientales para la
reducción de la pobreza es el de Camboya. El DERP cambo-
yano identifica tierra, agua, agricultura, bosques y pesca
como claves para aumentar los ingresos rurales y establece
un programa de 11 puntos para mejorar los sustentos rurales
aumentando los ingresos gracias al desarrollo de la acuicul-
tura a pequeña escala, el establecimiento y refuerzo de la
selvicultura comunitaria, la promoción de la gestión comuni-
taria sostenible de los recursos pesqueros y la mejora del
acceso al mercado de los pequeños agricultores y producto-
res rurales (Cambodia 2002:v, 53, 61).

De forma similar, Bolivia destaca la contribución poten-
cial de la biodiversidad a los ingresos rurales y la economía
en su totalidad. Cita estudios preliminares que indican que
15 años de actividades relacionadas con la biodiversidad
(como ecoturismo, mitigación del cambio climático y servi-
cios relacionados con la biotecnología) podrían aumentar
el PIB en torno a un 10 por ciento (Bolivia 2001:133). Los
recursos de la biodiversidad podrían aportar ganancias en
un corto plazo a las poblaciones rurales desfavorecidas a
partir de los proyectos que ponen de relieve el uso sosteni-
ble de especies animales salvajes, incluyendo la vicuña, el
lagarto y el pecari (Bolivia 2001:133). Bolivia también
propone establecer formalmente actividades forestales no
madereras (i.e. recolectar nueces de Brasil y cultivar
palmas) dentro del sistema de bosques nacionales y áreas de
reservas municipales forestales, con el objetivo de crear
actividades que generen nuevos ingresos para comunidades
locales empobrecidas (Bolivia 2001:134).

No obstante, incluso entre los DERP que dedican una
atención significativa a las oportunidades para reforzar los
ingresos ambientales de los pobres, pocos hacen referencia
a la importancia de los ecosistemas como unidades funda-
mentales para gestionar los recursos naturales y asegurar la

I N C O R P O R A C I Ó N  D E L  M E D I O  A M B I E N T E
1. Orientación ecosistémica e ingresos ambientales. ¿La estrategia

reconoce la importancia de los ecosistemas como fuente de ingresos
para los pobres? ¿Aboga por un enfoque ecosistémico para mantener y
reforzar su fuente de ingresos?

2. Sostenibilidad de los ingresos en el tiempo. ¿La estrategia aplica un
enfoque a largo plazo sobre los ingresos de los recursos ambientales,
destacando la gestión sostenible de los ecosistemas? ¿Se integra con
los planes existentes de sostenibilidad nacional?

G O B E R N A N Z A  A M B I E N TA L
3. Tenencia y acceso a los recursos. ¿La estrategia aborda asuntos de

acceso de los pobres a los recursos y reconoce su papel central para
incrementar la seguridad de los ingresos? Particularmente, ¿afronta
directamente el asunto de la inseguridad de la tenencia y defiende una
reforma de la tenencia a favor de los pobres?

4. Descentralización y GCRN. ¿La estrategia aborda la delegación de
poder sobre la gestión de recursos en autoridades locales competentes
y hace provisión para construir la capacidad de gobierno y transparen-
cia de estas instituciones locales? ¿La estrategia apoya la gestión
comunitaria de recursos naturales como una forma eficaz de empode-
ramiento local y aboga por su reconocimiento legal?

5. Participación, derechos de procedimiento e igualdad de género. ¿La
estrategia se basa en la amplia participación de la sociedad civil?
¿Están identificadas las prioridades en el proceso de consulta incorpo-
rado en la estrategia final?¿La estrategia enfatiza el consentimiento
libre e informado de las comunidades para las actividades de desarro-
llo económico que impliquen impactos ambientales locales? ¿La estra-
tegia reconoce y aborda cuestiones de género?

V I G I L A N C I A  Y  E VA L U A C I Ó N  A M B I E N TA L
6. Vigilancia ambiental. ¿La estrategia incluye planes para vigilar las

condiciones ambientales para seguir los impactos del crecimiento
económico en los ingresos ambientales y aporta las bases para una
gestión sólida de los ecosistemas?

7. Metas, indicadores y evaluaciones. ¿La estrategia contiene metas
cuantificables para mejorar los resultados referidos a las oportunidades
de ingresos de los pobres? ¿Especifica indicadores de pobreza y medio-
ambientales y cómo serán usados para dar forma a estrategias de
crecimiento en favor de los pobres? ¿Describe planes para evaluaciones
que examinen la implementación de medidas ambientales y relativas a
la gobernanza para mejorar las oportunidades de ingresos ambientales
de los pobres?

MARCO DE TRABAJO PARA MODERNIZAR LOS DERP

¿Cómo deberían evaluarse las estrategias de reducción de la pobreza según el trato de las oportunidades de ingresos ambientales para los pobres? Las
siguientes cuestiones pueden arrojar luz sobre si los DERP reflejan adecuadamente la importancia de los ingresos ambientales y estipulan una gestión
sostenible y equitativa de los ecosistemas.
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sostenibilidad ambiental a largo plazo. De los DERP revisa-
dos, sólo Ghana mencionaba el “enfoque ecosistémico” por
su nombre y tan sólo en el sentido limitado de emplear este
enfoque para restaurar los hábitats y ecosistemas amenaza-
dos (Ghana 2003:75).

Una excepción es Camboya, que ha realizado algunos
esfuerzos limitados para incorporar una perspectiva o enfoque
basado en los ecosistemas dentro de sectores y actividades
específicas. Por ejemplo, el DERP camboyano describe una
visión nacional para los recursos hídricos que incluye explíci-
tamente ecosistemas acuáticos saludables, así como pesquerías
productivas y provisión de agua potable segura y asequible
(Cambodia 2002:64). Camboya también aplica el concepto de
agroecosistemas en los planes de desarrollo agrícola, inclu-
yendo propuestas para establecer centros de investigación
agrícola en cada uno de los principales agroecosistemas del
país que estarían orientados hacia los agricultores a pequeña
escala. Estos centros dirigirían la investigación y la extensión,
enfatizando la intensificación de la producción agrícola
gracias a la mejora de la gestión de agua, suelo y nutrientes,
con relativamente pocas entradas externas en forma de
agroquímicos o semillas mejoradas (Cambodia 2002:56).

2. Sostenibilidad de los ingresos en el tiempo
Una concentración de ingresos ambientales no es por sí
misma suficiente si este flujo de ingresos no es sostenible.
Las naciones necesitan preocuparse por tanto de que las
estrategias que promueven en sus DERP para explotar los
recursos naturales sean viables a largo plazo. Con frecuen-
cia los DERP incluyen la expansión de los sectores agrícola,
selvícola o pesquero, pero rara vez contemplan las implica-
ciones de estas actividades para la futura salud del recurso.
Por ejemplo, de los veinte DERP revisados, varios perse-
guían transformar la agricultura de subsistencia como clave
para reducir la pobreza rural. En muchos casos, sin
embargo, los planes para la intensificación, modernización
y comercialización agrícola no abordaban explícitamente
cómo esta transformación podría lograrse de forma que
asegurara la sostenibilidad a largo plazo de los ingresos
agrícolas y la protección de la base de recursos agrarios. Del
mismo modo, pocos DERP describían planes detallados
para generar ingresos y empleos adicionales de los bosques
y la pesca que estuvieran basados explícitamente en una
gestión mejorada y sostenible de estos recursos naturales.

Los DERP podrían hacer un mejor trabajo en lo que se
refiere a la incorporación de conceptos de sostenibilidad si
estuvieran más estrechamente vinculados a procesos de plani-
ficación ambiental ya existentes, como una estrategia nacional
de sostenibilidad o un plan nacional para cumplir los térmi-
nos del Convenio sobre Diversidad Biológica. Por ejemplo, el
DERP de Nicaragua subraya su Estrategia Nacional para el
Desarrollo Sostenible, que se centra en la implementación de
políticas e inversiones públicas para asegurar un uso más racio-
nal de los recursos naturales del país. La estrategia contiene

elementos que abordan diversos sectores y actividades econó-
micas, incluyendo el Plan de Política y Acción Ambiental, la
Ley de Selvicultura y Desarrollo, la Ley de Pesca y la Ley de
Biodiversidad (Nicaragua 2001:22, 25).

El DERP de Sri Lanka hace referencia a las varias estra-
tegias y planes medioambientales que ha desarrollado,
incluyendo un plan de acción medioambiental nacional y
una estrategia nacional para el desarrollo sostenible, así
como la planificación bajo acuerdos medioambientales
internacionales en materia de biodiversidad, cambio climá-
tico y desertificación (Sri Lanka 2002:97, 129). El DERP
también menciona la revisión de otros planes ambientales,
incluyendo la Ley de Selvas Tropicales nacional, el plan de
gestión de la zona costera y los planes regionales para una
gestión integrada de los recursos forestales (Sri Lanka
2002:19, 90).

3. Tenencia y acceso a los recursos
La seguridad de la tenencia, el acceso y los derechos de
usuario son esenciales para conseguir sustentos sostenibles
para los pobres rurales, particularmente al suministrarles
los incentivos apropiados para gestionar los activos ambien-
tales con vistas a la productividad y el crecimiento econó-
mico a largo plazo. La mayoría de los DERP menciona la
tenencia y el acceso a la tierra y otros recursos productivos;
no obstante, algunos tratan esta materia tan sólo de forma
superficial, mientras que otros presentan discusiones
detalladas sobre problemas relacionados con la tenencia o
planes para su reforma.

Los DERP deberían identificar claramente el papel de
la propiedad y los derechos de usuario como factores
importantes que definen las inversiones en productividad
agrícola y las perspectivas para expandir los ingresos
rurales. Aún más importante es que los DERP indiquen
entonces cómo planean abordar los particulares retos de la
nación sobre la tenencia.

El DERP de Zambia señala que casi el 97 por ciento de los
agricultores zambianos no tiene ningún título sobre la tierra
que cultiva, reduciendo los incentivos para invertir en mejorar
la tierra y las infraestructuras agrícolas, impidiendo que los
agricultores tengan acceso al crédito y reduciendo la produc-
tividad de la tierra, dentro de un sistema donde los pequeños
agricultores generan en torno al 60 por ciento de la produc-
ción agrícola total (Zambia 2002:44). El DERP también
relaciona la carencia de un título seguro con la falta de incen-
tivos para el desarrollo de infraestructuras para expandir las
oportunidades de turismo y ecoturismo (Zambia 2002:67). Sin
embargo, Zambia reconoce que, hasta la fecha, ha realizado
un avance mínimo en el establecimiento de un sistema de
administración de la tierra, entregando títulos sobre las tierras
de propiedad comunal o estatal o desarrollando un mercado
para la tierra. El remedio propuesto –una revisión de la ley del
territorio existente y de los acuerdos de tenencia, así como
discusiones con las comunidades tradicionales sobre incenti-
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vos para abrir a la inversión tierra fuera de uso–  puede ser
realista dadas las limitaciones políticas y presupuestarias, pero
parece poco probable que conlleve un progreso sustancioso
en el futuro inmediato (Zambia 2002:58).

Por otro lado, el DERP de Sri Lanka presenta propues-
tas detalladas para una reforma de gran calado que aporte a
los pobres un mayor acceso a la tierra. El Gobierno planea
poner a prueba un nuevo programa de títulos sobre la tierra,
diseñado para ser más justo y eficaz, lo que se espera que
reduzca el coste de emitir títulos sobre una parcela de tierra
de 110 a menos de 40 dólares americanos. Las reformas
legales propuestas consolidarían 25 leyes diferentes que
afectan directamente a los títulos sobre la tierra y se emplea-
rían mecanismos alternativos de arbitraje para resolver
cuestiones que paralicen la emisión de títulos. Se usarán
avanzadas tecnologías de la información, incluyendo mapas
digitales y gestión integrada de datos, para acelerar la
emisión de títulos sobre la tierra y hacer el sistema de gestión
de la tierra más transparente y accesible (Sri Lanka 2002:62).

Honduras esboza acciones muy específicas, con presu-
puestos y plazos asociados, que serán aplicadas para mejorar
la equidad y la seguridad en el acceso de los pobres a la tierra.
Los elementos clave incluyen completar un catastro de tierras
forestales y agrícolas para reforzar las bases legales de la
propiedad de la tierra, modernizando el registro de propie-
dad rural para ofrecer una herramienta moderna que garan-
tice la exactitud de los acuerdos de tenencia de la tierra y las
transacciones, y un programa expandido para emitir títulos
de propiedades rurales para pequeños agricultores, grupos
étnicos y campesinos independientes (Honduras 2001:70).

Bolivia planeaba regularizar los títulos de todos los
terrenos rurales en 2006, incluyendo medidas para simpli-
ficar los procedimientos de registro de títulos sobre la
tierra y derechos de propiedad fusionando los sistemas de
registro físico y legal de la propiedad (Bolivia 2001:110).

4. Descentralización y gestión comunitaria 
de los recursos naturales

Casi todos los DERP se refieren a la descentralización y su
importancia para mejorar la gobernanza y reducir la
pobreza. Pero la discusión suele ser bastante en general y
sólo menciona uno o dos sectores, habitualmente educa-
ción y salud. Los DERP deberían incorporar análisis de los
aspectos importantes de los asuntos de descentralización
que estén directamente relacionados con la gestión de los
recursos naturales y las oportunidades para reforzar los
ingresos ambientales para los pobres.

Entre la gama actual de DERP, unos pocos contienen
discusiones bien desarrolladas sobre la descentralización
de la gestión de los recursos ambientales. Unos pocos
también trazan vías por las que el Gobierno propone traba-
jar con los residentes locales para incrementar los ingresos
rurales a través de la gestión comunitaria de bosques,
pesquerías y otros activos ambientales.

El DERP de Bolivia aborda explícitamente las implica-
ciones de la descentralización para la gestión ambiental. La
estrategia se refiere a iniciativas de refuerzo institucional
que pretenden asegurar que los gobiernos municipales
tengan la capacidad de poner en marcha nuevas responsa-
bilidades para implementar políticas y estándares ambien-
tales. También subraya el papel actual del Gobierno central
boliviano en importantes funciones de planeamiento
ambiental, incluyendo el desarrollo de evaluaciones de
diagnóstico, inventarios de recursos y planes de uso del
suelo y el agua, que influirán sobre las inversiones ambien-
tales (Bolivia 2001:131-2). Se proponen algunos mecanis-
mos innovadores para la financiación de las actividades
ambientales de gobiernos locales, incluyendo compartir los
ingresos de un impuesto especial sobre los hidrocarburos
(Bolivia 2001:149).

Zambia designa el desarrollo de una política de
descentralización como una materia de máxima prioridad
para asegurar la participación ciudadana en sus propios
asuntos (Zambia 2002:35). El DERP perfila medidas de
descentralización que permitirán a las comunidades benefi-
ciarse del uso comercial de sus tierras, incluyendo acuerdos
de accionariado con inversores y compromisos de partici-
pación fiscal (Zambia 2002:51).

En lo que concierne a la gestión comunitaria de los
recursos naturales, los DERP deberían explicar detallada-
mente cómo el Gobierno propone trabajar con los habitan-
tes locales para aumentar los ingresos rurales a través de la
gestión comunitaria de bosques, pesquerías y otros activos
ambientales. Por ejemplo, Camboya señala que se encuen-
tra en transición desde el control estatal hacia la cogestión
de las pesquerías con las comunidades locales. En respuesta
a los crecientes incidentes en el conflicto entre operadores
pesqueros comerciales y pescadores de subsistencia o
familiares a pequeña escala, Camboya está dejando más de
la mitad de la capacidad pesquera del país en manos de las
comunidades pesqueras locales. El DERP apunta que este
cambio empoderará a los residentes locales para participar
en la conservación y la gestión de los recursos pesqueros,
incentivándoles para abandonar prácticas de pesca ilegal
que han venido degradando el medio ambiente marino
(Cambodia 2002:59).

En el DERP de Camboya también aparecen esbozadas
iniciativas relacionadas con la selvicultura comunitaria para
reforzar la participación de la comunidad local en la toma de
decisiones para la gestión forestal. En consulta con los
grupos de usuarios locales, el Gobierno revisará el sistema de
cuotas y permisos sobre productos forestales no madereros
(PFNM) y trabajará para eliminar las barreras a la comercia-
lización de PFNM, especialmente la resina, que puede ser
recogida sin dañar el bosque (Cambodia 2002:60).

Sri Lanka detalla varias iniciativas para el desarrollo
liderado por la comunidad a través de la gestión sostenible
de los recursos naturales. Se emprenderán proyectos de
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gestión comunitaria de arrecifes como parte de un
programa de inversión pública a cinco años para minimizar
la erosión de la costa, que se estima que ya afectaba a un 55
por ciento de la costa de Sri Lanka antes del tsunami de
diciembre de 2004. Las organizaciones comunitarias prepa-
rarán planes de gestión costera, acometerán la estabiliza-
ción de los arrecifes y la conservación de hábitats, imple-
mentarán medidas para mejorar el intercambio de aguas
en las lagunas afectadas y ayudarán a desarrollar viveros
comunitarios de peces (Sri Lanka 2002:64, 89-90).

El DERP también destaca planes para implicar a las
comunidades pobres en la toma de decisiones para proteger
los bosques, aportando fondos a comunidades para replan-
tar áreas forestales degradadas, gestionar franjas de separa-
ción y desarrollar cultivos de madera empleando prácticas de
cultivo orientadas a la conservación, con el objetivo de
reducir a la mitad el índice de deforestación debido a
usurpaciones y usos forestales ilegales (Sri Lanka 2002:90-
91). Se animará a los pobres a participar en el desarrollo de
la industria del ecoturismo en Sri Lanka formando organiza-
ciones comunitarias en las franjas de separación adyacentes
a parques nacionales y santuarios de la naturaleza, por lo que
recibirán una participación en los beneficios del ecoturismo
y formación para colaborar en las actividades de conserva-
ción de la naturaleza (Sri Lanka 2002:91).

Kenia también planea promover un turismo que
favorezca a los pobres fomentando el ecoturismo comuni-
tario en el norte y el oeste del país. El DERP perfila los
esfuerzos para reforzar la implicación de la comunidad en
la conservación de la naturaleza, implementa medidas para
reducir el conflicto humanos-fauna, aporta acceso al
crédito para las pequeñas y medianas empresas, revisa la
estructura de tarifas de los parques para expandir el
turismo en los parques menos visitados y establece sistemas
de certificación para lugares vacacionales no dañinos para
el medio ambiente (Kenya 2004:49).

5. Participación, derechos de procedimiento 
e igualdad de género

Las directrices para elaborar los DERP requieren que estas
estrategias sean preparadas con la extensa participación de
un amplio abanico de actores interesados y que los países
aporten explicaciones detalladas de los procesos utilizados
para asegurar dicha participación. La evidencia, hasta la
fecha, indica que los mecanismos de los DERP para promo-
ver la participación con frecuencia favorecen a los interesa-
dos en áreas urbanas, con capacidades analíticas relativa-
mente sofisticadas, y excluyen a las organizaciones que
representan mayormente a componentes rurales, especial-
mente a pueblos indígenas.

Los gobiernos a veces han excluido de las consultas
sobre los DERP a las partes interesadas que son críticas con
sus políticas (Waldman et al. 2005). Asimismo, los gobier-
nos, ONG y donantes internacionales a menudo tienen

ideas muy diferentes sobre qué es la “participación”.
Algunos gobiernos han intentado limitar la participación a
la simple diseminación de información entre ONG y otros
implicados, en vez de una aportación sustantiva. Las ONG y
algunos donantes han presionado en pro de ejercicios más
auténticamente democráticos en los que la sociedad civil
tenga oportunidades de definir la agenda y contribuir signi-
ficativamente al diseño de los DERP (PRSP Monitoring and
Synthesis Project 2002:2-6). Los DERP aquí revisados varían
considerablemente en lo que se refiere a los esfuerzos reali-
zados para implicar a los interesados ambientales e incor-
porar aportaciones de la sociedad civil.

Uno de los esfuerzos más fuertes fue el de Camboya,
que dedica todo un capítulo de su DERP a describir sus
procesos participativos, incluyendo cuatro talleres naciona-
les. El capítulo también describe las consultas mantenidas
por el sector y gabinetes ministeriales, consultas provincia-
les, un foro sobre aspectos del seguimiento y evaluación, un
foro de ONG, encuentros con el sector privado, implica-
ción de los donantes, encuentros con parlamentarios y
consultas con sindicatos. También reconoce la necesidad
de mantener las consultas al preparar posteriores versiones
del plan (Cambodia 2002:8-12, 164).

Ghana presenta un apéndice que enumera comenta-
rios específicos sobre varios borradores del DERP e indica
cómo se dirigieron estos comentarios. Por ejemplo, cuestio-
nes ambientales que habían sido abordadas en respuesta a
una aportación externa incluyen: la necesidad de una
mayor incorporación del medio ambiente en el núcleo del
DERP, el imperativo de mejorar la gestión de los recursos
naturales como un requisito previo para la producción
sostenible, el papel de la inseguridad de la tenencia como
una causa de pobreza, la importancia del riego a pequeña
escala y el acceso a la tierra para ayudar a los agricultores y
la necesidad de desarrollar fuentes alternativas de energía
(Ghana 2003:216-225).

En Ruanda y Vietnam, la diseminación de documentos
clave en lenguas locales ayudó a mejorar la concienciación
sobre el proceso de DERP (Bojö and Reddy 2003b:26).

Abordar las disparidades en los derechos de las
mujeres y el acceso a la tierra y otros bienes productivos se
ha revelado como un aspecto fundamental de la eficacia de
las estrategias de reducción de la pobreza. Unos pocos de
los DERP revisados presentaban un análisis detallado de los
impactos del género en las oportunidades de ingresos
ambientales, así como propuestas detalladas para remediar
las desigualdades de género en países donde las mujeres
tradicionalmente no disponen de iguales derechos y acceso
a los ecosistemas.

Camboya se fija en que, al ser las mujeres quienes
generan el 65 por ciento del trabajo agrario y el 75 por ciento
de la producción pesquera, la reducción de la pobreza no
puede tener éxito a menos que aborde los roles y las necesi-
dades de las mujeres (Cambodia 2002:127). El DERP marca
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el objetivo específico de asegurar que las mujeres y las chicas
reciban plena protección legal y educación sobre sus
derechos legales a acceder a la tierra y los recursos naturales.
Serán incluidos igual número de mujeres y hombres en todos
los procesos consultivos y en todos los equipos de segui-
miento y evaluación (Cambodia 2002:vii). Camboya se fija el
objetivo de asegurar que las mujeres, las principales recolec-
toras y usuarias del agua, finalmente lleguen a suponer la
mitad de todos los miembros de asociaciones de usuarios del
agua y al menos el 20 por ciento de estos miembros en tres
años (Cambodia 2002:113, 128). El Gobierno también se
compromete a enfrentarse a las disparidades de género
mediante cuotas presupuestarias, así como políticas y progra-
mas (Cambodia 2002:136).

Sri Lanka subraya los planes de reformas legales para
asegurar a las mujeres iguales derechos a heredar la tierra
y propone fomentar el autoempleo femenino en la pesca a
pequeña escala mediante formación y actividades de exten-
sión (Sri Lanka 2002:200, 213).

Zambia propone situar el género en el núcleo de sus
políticas de ordenación del territorio, incluyendo la intro-
ducción de reformas legales para ofrecer derechos iguales
sobre la tierra para mujeres y asegurar a las mujeres el
acceso a los recursos naturales. El conocimiento tradicional
de las mujeres del uso sostenible y la gestión del recurso
será integrado en el desarrollo de programas de gestión y
extensión medioambiental y el 30 por ciento de todas las
asignaciones de tierras será reservado para las mujeres que
lo soliciten (Zambia 2002:54, 114).

6 y 7. Seguimiento, metas, indicadores
y evaluaciones ambientales

Los DERP son notablemente débiles en sus prestaciones
para vigilar y evaluar los impactos de las políticas y progra-
mas que proponen. En muchos casos, las disposiciones para
vigilar y evaluar los impactos ambientales son particular-
mente inadecuadas. La revisión del Banco Mundial de la
incorporación del medio ambiente en el núcleo de los
DERP halló que pocos estaban estructurados para permitir
un seguimiento efectivo del progreso hacia los resultados
propuestos; es decir, pocos contenían metas realistas,
cuantificadas, con un plazo temporal y cálculo de costes
combinado con un conjunto de indicadores específicos,
relevantes y cuantitativos para medir el progreso hacia esas
metas (Bojö and Reddy 2003b:25).

Entre los DERP revisados, unos pocos identifican clara-
mente metas e indicadores que serán utilizados para calibrar
el impacto de las intervenciones propuestas sobre el medio
ambiente y la gestión de los recursos naturales. Bolivia
presenta varias metas e indicadores relacionados con el
refuerzo de los ingresos ambientales para los pobres, inclu-
yendo incrementos en la superficie de tierra bajo títulos
seguros. El DERP propone completar el proceso de asegurar
títulos claros sobre la propiedad rural en Bolivia en 2006, lo

que implica regularizar la propiedad de más de 7 millones de
hectáreas por año desde 2001 hasta 2006 (Bolivia 2001:183).
Otros indicadores establecidos por Bolivia incluyen aumen-
tos anuales en los recursos asignados a las comunidades
locales procedentes de los ingresos de zonas protegidas, así
como incrementos en los ingresos de los programas de
gestión sostenible de la naturaleza (Bolivia 2001:186).

El DERP de Camboya presenta un plan de acción
matriz con numerosos objetivos estratégicos, medidas
procesables, costes estimados, metas e indicadores y la
agencia responsable de la implementación. Entre las metas
e indicadores relacionados con las oportunidades de ingre-
sos ambientales se encuentran el aumento del número de
títulos sobre la tierra emitidos (incluyendo el número de
títulos mantenidos por mujeres) y el establecimiento de
una cantidad específica de bosques, pesquerías y pequeños
proyectos de acuicultura comunitarios en varias provincias.
También se plasman objetivos cuantitativos sobre la cifra de
mujeres que reciben formación agrícola en materias como
fertilidad y gestión del suelo, prevención de la degradación
del suelo y uso seguro de pesticidas, así como el porcentaje
de mujeres que son miembros de asociaciones agrarias
(Cambodia 2002:172-80, 229).

Pasos hacia DERP más eficaces
Un área emergente de debate en torno a los DERP es si
estas estrategias permitirán a los países alcanzar los ODM.
La ONU sugiere que los DERP existentes con frecuencia no
son adecuados para este propósito y ha hecho un llama-
miento en pro de las denominadas “estrategias de reduc-
ción de la pobreza basadas en los ODM”, que sean más
ambiciosas, escalonadas y centradas en un horizonte de
planeamiento a más largo plazo, diseñando un camino para
lograr los ODM en 2015. Un paso crucial para impulsar los
DERP sería identificar fuentes adicionales de capital, ya que
la falta de capital existente para financiar las inversiones
nacionales necesarias es una de las razones por las que las
intervenciones descritas en los actuales DERP no suelen ser
lo bastante ambiciosas para alcanzar los ODM.

El incremento del capital para impulsar un creci-
miento reductor de la pobreza podría provenir de varias
fuentes, incluyendo la movilización de los recursos naciona-
les de riqueza natural de países en desarrollo, así como la
expansión de la ayuda al desarrollo y el comercio y la inver-
sión liderados por el sector privado. Los desafíos clave
serán comprender los elementos estratégicos y políticos
necesarios para aumentar las inversiones y alcanzar así los
ODM y encontrar un equilibrio reflexivo entre la ambición
y el realismo en los DERP.

Con este fin, las partes interesadas podrían emprender
diversos pasos importantes hacia los DERP que enfaticen la
inversión escalonada hacia un crecimiento que favorezca a
los pobres, al mismo tiempo que protejan la capacidad de
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los ecosistemas de suministrar servicios sostenibles que son
la base del bienestar humano y de los sustentos de los
pobres.

■  El Banco Mundial y el FMI pueden respaldar los esfuerzos
para alcanzar los ODM adaptando los marcos de trabajo
macroeconómicos para los DERP de acuerdo con las
circunstancias específicas de cada país. Por ejemplo, el
Banco Mundial puede incitar a los países a trabajar con los
pobres para invertir en servicios de los ecosistemas como
recursos hídricos, conservación del suelo y bosques y
arboledas que generen los servicios de aprovisionamiento
necesarios, como madera, fibras y combustible. Estas
inversiones, como se muestra en la Evaluación de
Ecosistemas del Milenio, también facilitan servicios
regulatorios, como regulación del agua, control de la
erosión, control de plagas y regulación de riesgos
naturales, que reducen la vulnerabilidad de los pobres ante
los efectos dañinos de la sequía, inundaciones, pérdida de
productividad del suelo y fallos en los cultivos.

■  Las Naciones Unidas pueden ofrecer apoyo a los países en
desarrollo para ayudarles a enlazar estratégicamente las
Estrategias de Reducción de la Pobreza y los esfuerzos

para alcanzar los ODM. Esta ayuda puede adoptar diversas
formas, incluyendo la construcción de capacidades
nacionales para desarrollar e implementar programas de
inversiones escalonados y fomentar el intercambio entre
países de experiencias y lecciones aprendidas.

■  Los países en desarrollo pueden contribuir al proceso
asegurándose de que sus esfuerzos relacionados con los
DERP enfatizan la transparencia y la inclusión y siendo
responsables por el progreso mensurable en la reducción
de la pobreza. Con este fin, es esencial el seguimiento y la
evaluación de la pobreza y los resultados ambientales
empleando los datos y las referencias adecuadas.

■  Los países donantes pueden contribuir elevando los
niveles de asistencia ofrecida a los países en desarrollo
para ayudarles a alcanzar los ODM. La ayuda al desarrollo
precisa ser entregada de forma estable y predecible para
facilitar una planificación eficaz, así como para prevenir
impactos desestabilizadores en la macroeconomía. Los
donantes deberían complementar la ayuda al desarrollo
con reducciones rápidas y significativas de la deuda para
crear un “espacio” fiscal para las inversiones que sean
favorables a los pobres y basadas en los ODM. �

H A C E R  Q U E  L A S  P O L I T I C A S  D E  D E S A R R O L L O  F U N C I O N E N
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R E C U R S O S  M U N D I A L E S   

Tablas estadísticas
de Recursos mundiales
Cada edición de Recursos mundiales incluye un
apéndice de estadísticas, una recopilación de datos
nacionales seleccionados a partir de varias fuentes.
Esta sección presenta algunos de los datos imprescin-
dibles para dibujar un esbozo del estado de la Tierra
en sus dimensiones humanas, económicas y ambienta-
les. En un mundo cada vez más interdependiente y
globalizado, se precisa un dibujo de su totalidad para
entender las interacciones entre desarrollo humano,
crecimiento poblacional, crecimiento económico y
medio ambiente. Además, Recursos mundiales aporta
una selección de datos sobre pobreza mundial y, parti-
cularmente, acerca de cómo utilizan los pobres los
recursos naturales.

Las siguientes doce tablas estadísticas son un
subconjunto de una recopilación de datos online
más amplia: la base de datos EarthTrends del Instituto
de Recursos Mundiales. Basada en las series Recursos
mundiales, EarthTrends es una fuente gratuita y en
línea que pone de relieve las tendencias ambientales,
sociales y económicas que dan forma a nuestro
mundo. La página web ofrece al público una exhaus-
tiva recopilación de fundamentales estadísticas,
mapas y gráficos de consulta por cuenca, distrito,
país, región o mundialmente.

Notas generales
Las tablas estadísticas de Recursos mundiales presentan
información de 155 países. Estos países fueron selec-
cionados de entre los 191 Estados miembros oficiales
de las Naciones Unidas en base a sus niveles de pobla-
ción, superficie y disponibilidad de datos. Muchos
otros países están incluidos en la base de datos online
de EarthTrends. Las agrupaciones de países se funda-
mentan en las listas realizadas por la Organización de
las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimenta-
ción (para países desarrollados y en desarrollo), el
Banco Mundial (para países de ingresos bajos, medios
y altos) y el Instituto de Recursos Mundiales (para
clasificaciones regionales). Ver páginas 224-226 para
un listado completo.

Algunas notas a tener en cuenta sobre las tablas
estadísticas en el informe (excepto donde se indique
algo diferente):

■  “..” en una columna de datos significa que no hay
datos disponibles o que no son relevantes (por
ejemplo, el estatus del país ha cambiado, como es el
caso de las ex repúblicas soviéticas).

■  Los valores negativos se muestran entre paréntesis.

■  0 en una tabla indica un valor de cero o menos de la
mitad de la unidad de medida utilizada en la tabla;
(0) indica un valor inferior a cero y superior a una
mitad negativa.

■  Excepto cuando se señale con una nota a pie de
página, los totales regionales son calculados usando
regiones designadas por el Instituto de Recursos
Mundiales. Los totales representan bien una suma o
bien una media ponderada de los datos disponibles.
Las medias ponderadas de las ratios utilizan el
denominador de la ratio como media. Los totales
regionales se publican sólo si está disponible más del
85 por ciento de los datos relevantes para una región
en particular. Los valores de los que se carece no son
tenidos en cuenta.

■  Los totales regionales aquí publicados utilizan datos
de todos los 222 países y territorios de la base de
datos Recursos mundiales/EarthTrends (algunos de
estos países son omitidos de las tablas actuales). Por
tanto, las sumas regionales y las medias ponderadas
calculadas con sólo los 155 países enumerados en
estas tablas estadísticas no coincidirán con los totales
publicados.

■  Excepto cuando se señale con una nota al pie de
página, los totales mundiales se presentan como su
cálculo en la fuente original de datos (que puede
incluir países no enumerados en la base de datos del
IRM); las fuentes originales se indican después de
cada tabla estadística.

■  Cuando se considera que los datos disponibles son
demasiado débiles como para permitir establecer
comparaciones significativas entre países, estos datos
no se muestran. Por favor, revise las notas técnicas
para consideraciones más amplias sobre la fiabilidad
de los datos.

■  Se ofrecen notas técnicas exhaustivas en las páginas
posteriores a cada tabla estadística.
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Más tablas estadísticas disponibles en internet en
EarthTrends, http://earthtrends.wri.org

EarthTrends: el portal de información ambiental
Gran parte de la información ambiental en internet está fragmentada, soterrada o
sólo disponible previo pago. El portal de datos EarthTrends del Instituto de Recursos
Mundiales reúne información de más de 40 de las principales agencias estadísticas
del mundo, complementada con los mapas y análisis elaborados por el IRM, en un
fondo gratuito de rápida búsqueda y recuperación. EarthTrends complementa sus
contenidos con metadatos detallados que informan de metodologías de investiga-
ción y fiabilidad de la información.

La fuente de datos en línea EarthTrends incluye más de 40 tablas estadísti-
cas similares a las de las páginas siguientes. EarthTrends también ofrece más de
2.000 perfiles nacionales de dos páginas que subrayan las estadísticas a nivel
nacional sobre cuestiones clave en desarrollo sostenible, así como cientos de mapas
y artículos destacados. La clave de EarthTrends es la posibilidad de realizar una
búsqueda en una base de datos con más de 600 indicadores de series cronológicas,
abarcando más de 30 años: un corpus de conocimientos estadísticos del que se
obtienen las tablas de esta obra.

Los lectores encontrarán de particular interés dos nuevas incorporaciones a
EarthTrends. Ahora presenta Recursos de pobreza de EarthTrends y Colección mundial
de cuencas de EarthTrends. Recursos de pobreza de EarthTrends, presentado en diciem-
bre de 2004, ofrece un punto de partida para investigar las relaciones entre pobreza,
gobernanza y ecosistemas. Reúne una colección única de datos, mapas y otros recur-
sos para ayudar a los lectores a comprender y analizar la pobreza en el mundo en
desarrollo. Además, Recursos de pobreza contiene docenas de mapas a nivel inferior al
nacional que representan la distribución de pobreza y bienestar humano dentro de los
países. La Colección mundial de cuencas, una versión actualizada del informe de 1998
Cuencas del mundo, aporta mapas de cobertura por superficie, densidad de población
y biodiversidad en 154 cuencas fluviales y subcuencas en todo el mundo.

Desde 2001, EarthTrends se mantiene como una fuente de información con
autoridad e independiente para usuarios en más de 190 países y territorios, demos-

trando que la información recopilada cuidadosamente en una web puede aportar
una base importante para la toma de decisiones y el desarrollo de políticas. La infor-
mación de EarthTrends es diversa. Mientras que los investigadores valorarán los
datos en bruto (más de 500.000 registros), gran parte de la información está dispo-
nible en formatos de fácil uso e imprimibles y puede ser adaptada para presenta-
ciones educativas o políticas.

Otros productos de información
Además del sitio web principal rico en gráficos, EarthTrends ofrece a los usuarios otros
medios adicionales para acceder a nuestra colección de información ambiental.

EarthTrends para usuarios de baja amplitud de banda
En un esfuerzo para ampliar el acceso mundial a la información sobre desarrollo
sostenible, el IRM ha desarrollado un acompañamiento de baja amplitud de banda
al sitio EarthTrends. Vea la colección completa de información de EarthTrends sin
gráficos en alta resolución en http://earthtrends.wri.org/text.

CD-ROM Recursos mundiales/EarthTrends
Consiga un acceso instantáneo y portátil a la base de datos de EarthTrends sobre
condiciones y tendencias mundiales con el CD-Rom EarthTrends. Esta rápida herra-
mienta de investigación y referencia contiene todas las estadísticas económicas, de
población, recursos naturales y medioambientales contenidos en la web de Earth-
Trends y la edición impresa de Recursos mundiales. Disponible bajo demanda en
http://www.wristore.com.

¡TerraViva! Recursos mundiales
¿Necesita más potencia y flexibilidad para ordenar y comprender los datos? Vea la
base de datos de Recursos mundiales/EarthTrends a través de herramientas como
mapas del estado del arte, analíticas y estadísticas. Compare cientos de variables
ambientales, sociales y económicas, generando mapas, gráficos, tablas o textos
como resultado. Disponible bajo demanda en http://www.wristore.com.
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1 Población y educación
Fuentes: División de Población de las Naciones Unidas, Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia, Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados, Proyecto Mundial IDP, 

Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura.

Mundo 4.434.682 6.453.628 8.130.149 28 7 2,7 81 9.672 1.095 25.000 77 89 .. ..
Asia (excepto Oriente Medio) 2.477.179 3.624.244 4.436.079 28 7 2,5 .. 1.327 9 .. 76 91 .. ..
Armenia 3.096 3.043 2.786 18 10 1,2 35 13 .. 50 99 100 85 85
Azerbaiyán 6.161 8.527 10.486 27 7 2,1 105 253 .. 570 .. .. 80 76
Bangladesh 85.004 152.593 220.321 37 3 3,5 73 6 .. 150-520 41 50 87 44
Bután 1.318 2.392 4.030 40 4 5,0 94 104 .. .. .. .. .. ..
Camboya 6.613 14.825 23.555 41 3 4,8 138 31 .. .. 69 80 86 21
China 998.877 1.322.273 1.450.521 22 8 1,8 38 132 .. .. 91 99 93 c ..
Georgia 5.073 5.026 4.258 17 15 1,4 29 12 < 0.5 260 .. .. 91 ..
India 688.856 1.096.917 1.416.576 32 5 3,0 90 14 .. 650 61 .. 83 c ..
Indonesia 150.128 225.313 277.567 29 5 2,4 43 13 .. 535 88 98 92 48 d
Japón 116.807 127.914 121.017 14 20 1,3 5 < 0.5 .. .. .. .. 100 100
Kazajstán 14.919 15.364 15.258 23 9 2,0 76 7 .. .. 99 100 90 84
Corea, Rep. Pop. Dem. 17.196 22.876 24.974 25 7 2,0 55 < 0.5 .. .. .. .. .. ..
Corea, República de                          38.124 48.182 50.042 19 9 1,4 5 < 0.5 .. .. .. .. 100 89
Kirguistán 3.628 5.278 6.711 31 7 2,6 61 3 .. .. .. .. 90 ..
Laos, Rep. Pop. Dem. 3.205 5.918 9.282 41 4 4,8 100 10 .. .. 66 79 83 31
Malasia 13.763 25.325 35.191 32 5 2,9 8 < 0.5 .. .. 89 97 95 69
Mongolia 1.663 2.667 3.491 30 4 2,4 71 < 0.5 .. .. 98 98 87 71
Myanmar 33.705 50.696 61.308 31 5 2,9 108 147 3 600-1,000 85 91 82 35
Nepal 14.881 26.289 40.740 39 4 4,3 87 1 .. 100-200 44 63 70 c ..
Pakistán 80.781 161.151 271.600 41 4 5,1 104 24 < 0.5 45 42 54 67 c ..
Filipinas 48.088 82.809 113.795 35 4 3,2 37 < 0.5 .. >75 93 95 93 56
Singapur 2.414 4.372 4.934 20 8 1,4 4 < 0.5 .. .. 93 100 .. ..
Sri Lanka 14.543 19.366 21.670 24 7 2,0 19 122 5 430- 500 92 97 100 ..
Tayikistán 3.953 6.356 8.548 34 5 3,1 72 59 < 0.5 .. 100 100 98 79
Tailandia 46.342 64.081 75.424 25 6 1,9 28 < 0.5 .. .. 93 98 86 ..
Turkmenistán                                       2.861 5.015 6.825 32 5 2,7 98 1 .. .. 99 100 .. ..
Uzbekistán 15.952 26.868 35.031 32 5 2,4 68 7 .. 3 99 100 .. ..
Vietnam                                             53.005 83.585 108.374 29 5 2,3 26 363 .. .. 90 .. 94 65
Europa 692.430 724.720 685.441 16 16 1,4 .. 1.098 36 .. 99 .. .. ..
Albania 2.671 3.220 3.680 27 7 2,3 30 10 .. .. 99 99 97 c 74 c
Austria 7.549 8.120 7.911 15 16 1,3 5 < 0.5 .. .. .. .. 91 c 88 c
Bielorrusia 9.659 9.809 8.678 15 15 1,2 20 8 .. .. 100 100 94 78
Bélgica 9.859 10.359 10.512 17 18 1,7 6 < 0.5 .. .. .. .. 100 d ..
Bosnia-Herzegovina 3.914 4.209 4.089 16 12 1,3 18 300 14 330 95 100 .. ..
Bulgaria 8.862 7.763 6.335 14 16 1,1 16 3 .. .. 99 100 93 c 86 c
Croacia 4.377 4.405 3.990 17 17 1,7 8 230 10 11 98 100 88 86
República Checa 10.283 10.216 9.608 15 14 1,2 5 7 .. .. .. .. 88 89
Dinamarca 5.123 5.386 5.469 18 15 1,8 4 < 0.5 .. .. .. .. 99 d 89 d
Estonia 1.473 1.294 943 15 17 1,2 12 1 .. .. 100 100 98 c 92 c
Finlandia 4.780 5.224 5.253 17 16 1,7 5 < 0.5 .. .. .. .. 100 c 95 c
Francia 53.880 60.711 64.577 18 16 1,9 6 < 0.5 .. .. .. .. 100 c 92 c
Alemania 78.289 82.560 81.511 14 19 1,4 5 1 .. .. .. .. 83 88
Grecia 9.643 10.978 10.567 14 19 1,3 5 < 0.5 .. .. .. .. 95 c 85 c
Hungría 10.707 9.784 8.636 16 15 1,2 9 3 .. .. .. .. 91 92
Islandia 228 294 330 22 12 2,0 4 < 0.5 .. .. .. .. 100 c 82 c
Irlanda 3.401 4.040 4.762 20 11 1,9 6 < 0.5 .. .. .. .. 94 c 82 c
Italia 56.434 57.253 51.546 14 20 1,2 6 < 0.5 .. .. .. .. 100 c 88 d
Letonia 2.512 2.265 1.750 14 17 1,1 21 3 .. .. 100 100 91 c 89 c
Lituania 3.413 3.401 2.935 18 15 1,3 9 2 .. .. 100 100 97 c 92 c
Macedonia, ARY                                  1.795 2.076 2.205 21 11 1,9 26 6 2 3 .. .. 93 c ..
Moldavia, Rep. 4.010 4.259 4.011 19 10 1,4 32 11 .. 1 99 100 78 c 68
Países Bajos 14.150 16.300 17.224 18 14 1,7 5 < 0.5 .. .. .. .. 99 c 90 c
Noruega 4.086 4.570 4.913 19 15 1,8 4 < 0.5 .. .. .. .. 100 c 95 c
Polonia 35.574 38.516 36.680 16 13 1,3 9 15 .. .. .. .. 98 91 c
Portugal 9.766 10.080 9.721 17 16 1,5 6 < 0.5 .. .. .. .. .. 85 c
Rumanía 22.201 22.228 20.328 16 14 1,3 21 8 .. .. 97 98 93 c 80 c
Federación Rusa                             138.660 141.553 119.713 14 14 1,1 21 96 < 0.5 330 100 100 .. ..
Serbia y Montenegro 9.522 10.513 10.094 18 14 1,7 19 297 9 250 .. .. 75 c ..
Eslovaquia 4.976 5.411 5.344 17 12 1,3 9 1 .. .. 100 100 87 87
Eslovenia 1.832 1.979 1.814 14 15 1,1 5 1 .. .. 100 100 93 c 96 c
España 37.542 41.184 39.951 14 17 1,2 6 < 0.5 .. .. .. .. 100 94
Suecia 8.310 8.895 9.033 17 18 1,6 3 < 0.5 .. .. .. .. 100 99
Suiza 6.319 7.157 6.655 15 17 1,4 6 < 0.5 .. .. .. .. 99 c 88 c
Ucrania 50.044 47.782 38.925 15 16 1,2 20 94 .. .. 100 100 82 91
Reino Unido 55.530 59.598 64.183 18 16 1,6 7 < 0.5 .. .. .. .. 100 c 95 c
Oriente Medio y N. de África 246.845 448.715 667.291 34 4 3,3 58 e 3.488 705 .. 70 85 .. ..
Afganistán 15.117 25.971 49.987 43 3 6,8 257 2.136 646 180-300 .. .. .. ..
Argelia 18.740 32.877 44.120 31 4 2,8 49 12 < 0.5 1.000 69 90 95 62
Egipto 43.915 74.878 109.111 34 5 3,3 39 6 .. .. 56 73 90 81
Irán, Rep. Islámica 39.343 70.675 94.441 30 5 2,3 41 132 4 .. .. .. 87 ..
Iraq 12.962 26.555 45.338 40 3 4,8 125 368 55 900 .. .. 91 d 33 d
Israel 3.764 6.685 8.970 27 10 2,7 6 1 .. 150-300 95 100 100 89
Jordania 2.225 5.750 8.643 37 3 3,6 33 1 .. .. 91 99 91 80
Kuwait 1.375 2.671 4.198 25 2 2,7 10 1 .. .. 83 93 85 77
Líbano 2.669 3.761 4.692 28 6 2,2 32 25 .. 300 .. .. 90 ..
Libia 3.043 5.768 8.123 30 4 3,0 19 2 .. .. 82 97 .. ..
Marruecos 19.382 31.564 42.505 30 5 2,8 43 1 .. .. 51 70 88 31 d
Omán 1.187 3.020 5.223 37 2 5,0 13 < 0.5 < 0.5 .. 74 99 75 68
Arabia Saudita 9.604 25.626 43.193 38 3 4,5 28 < 0.5 .. .. 78 94 59 53
Siria 8.959 18.650 28.750 36 3 3,3 28 20 .. 200-500 83 95 98 39
Túnez 6.469 10.042 12.351 26 6 2,0 26 3 .. .. 73 94 97 68
Turquía 46.132 73.302 91.920 29 6 2,4 41 186 < 0.5 >1,000 87 96 88 ..
Emiratos rabes Unidos 1.015 3.106 4.056 24 2 2,8 9 < 0.5 .. .. 77 91 81 72
Yemen 8.140 21.480 50.584 48 2 7,0 114 2 < 0.5 .. 49 68 67 c 35 d
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África Subsahariana 377.926 732.512 1.181.279 44 3 5,4 174 e 3.306 345 .. 62 77 .. ..
Angola 7.048 14.533 28.588 48 3 7,2 260 324 133 450 .. .. 30 d ..
Benin 3.459 7.103 12.091 45 3 5,7 156 < 0.5 .. .. 40 56 71 d 20 c
Botswana 987 1.801 1.562 39 3 3,7 110 < 0.5 .. .. 79 89 81 55 c
Burkina Faso 6.820 13.798 27.910 49 3 6,7 207 1 .. .. 13 19 35 8 c
Burundi 4.130 7.319 13.652 45 3 6,8 190 532 82 381 50 66 53 8
Camerún 8.754 16.564 21.760 41 4 4,6 166 6 < 0.5 .. 68 .. .. ..
República Centroaficana 2.306 3.962 5.475 43 4 4,9 180 35 5 200 49 59 .. ..
Chad 4.505 9.117 17.722 47 3 6,7 200 52 1 .. 46 70 58 8 d
Congo 1.804 3.921 7.558 47 3 6,3 108 29 2 100 83 98 .. ..
Congo, Rep. Dem. 27.909 56.079 106.988 47 3 6,7 205 453 3 3.400 .. .. .. ..
Costa de Marfil                                     8.427 17.165 23.258 40 3 4,7 191 34 17 500-800 .. 60 63 ..
Guinea Ecuatorial 219 521 888 44 4 5,9 152 1 < 0.5 .. .. .. 85 26 d
Eritrea 2.381 4.456 7.942 45 2 5,4 89 124 10 59 .. .. 43 21
Etiopía 35.688 74.189 127.220 45 3 6,1 171 63 < 0.5 132 42 57 46 15
Gabón 695 1.375 2.044 40 4 4,0 91 < 0.5 .. .. .. .. 78 c ..
Gambia 652 1.499 2.338 40 4 4,7 126 1 .. .. .. .. 73 28
Ghana 11.043 21.833 32.648 39 3 4,1 97 16 .. .. 74 92 60 32
Guinea 4.688 8.788 14.921 44 3 5,8 165 4 .. 100 .. .. 61 ..
Guinea-Bissau 793 1.584 3.154 47 3 7,1 211 1 .. .. .. .. 45 d ..
Kenia 16.368 32.849 41.141 40 3 4,0 122 3 < 0.5 350 84 96 70 24
Lesotho 1.277 1.797 1.555 39 5 3,8 87 < 0.5 .. .. 81 .. 84 22
Liberia 1.869 3.603 6.830 47 2 6,8 235 353 21 500 56 71 70 d ..
Madagascar 9.048 18.409 33.464 44 3 5,7 135 < 0.5 .. .. .. .. 69 ..
Malawi 6.183 12.572 19.834 47 4 6,1 182 < 0.5 .. .. 62 73 81 29
Mali 7.044 13.829 29.572 49 2 7,0 222 < 0.5 .. .. 19 24 .. ..
Mauritania 1.609 3.069 5.482 43 3 5,8 183 31 .. .. 41 50 67 15
Mozambique 12.084 19.495 26.620 44 3 5,6 205 < 0.5 .. .. 47 63 60 11
Namibia 1.018 2.032 2.418 43 4 4,6 67 1 < 0.5 .. 83 92 78 38
Níger 5.586 12.873 30.337 50 2 8,0 264 1 .. .. 17 25 34 5
Nigeria 64.325 130.236 206.696 44 3 5,4 201 24 < 0.5 250 67 89 .. ..
Ruanda 5.157 8.607 13.453 45 3 5,7 203 75 23 .. 69 85 84 ..
Senegal 5.538 10.587 16.926 42 2 5,0 138 8 < 0.5 5 39 53 58 ..
Sierra Leona 3.239 5.340 8.206 44 3 6,5 284 71 33 .. .. .. .. ..
Somalia 6.487 10.742 24.407 48 2 7,3 225 402 10 375 .. .. .. ..
Sudáfrica 29.140 45.323 42.170 32 4 2,6 65 < 0.5 .. .. 86 92 90 62 c
Sudán 19.387 35.040 50.525 39 4 4,4 94 606 < 0.5 4.000 60 79 46 d ..
Tanzania, Rep. Unida 18.838 38.365 56.903 44 2 5,1 165 1 < 0.5 .. 77 92 54 ..
Togo 2.519 5.129 8.117 43 3 5,3 141 11 < 0.5 .. 60 77 92 ..
Uganda 12.465 27.623 63.953 50 2 7,1 141 35 4 1.600 69 80 .. 14 c
Zambia 5.977 11.043 15.224 47 3 5,6 182 < 0.5 < 0.5 .. 80 89 66 20
Zimbabwe 7.226 12.963 12.773 42 4 3,9 123 7 .. 100-200 90 98 83 40
América del Norte 256.068 332.156 407.530 21 12 2,0 .. < 0.5 .. .. .. .. .. ..
Canadá 24.516 31.972 36.980 17 13 1,5 7 < 0.5 .. .. .. .. 100 c 98 c
Estados Unidos 231.428 300.038 370.396 21 12 2,1 8 < 0.5 .. .. .. .. 93 85
Centroamérica y Caribe 119.135 186.222 239.093 32 6 2,7 34 e 43 < 0.5 .. 86 93 .. ..
Belice                                                      144 266 373 36 4 3,2 40 < 0.5 .. .. 77 84 96 c 60 c
Costa Rica 2.347 4.327 5.872 28 6 2,3 11 < 0.5 .. .. 96 98 91 51
Cuba 9.710 11.353 11.338 19 11 1,6 9 16 .. .. 97 100 96 83
República Dominicana 5.696 8.998 11.290 31 5 2,7 38 < 0.5 .. .. 84 92 97 41
El Salvador 4.586 6.709 8.802 34 5 2,9 39 6 < 0.5 .. 80 89 89 46
Guatemala 6.820 12.978 21.002 42 4 4,4 49 7 < 0.5 250 70 80 85 29
Hait 5.453 8.549 11.094 37 4 4,0 123 8 < 0.5 .. 52 66 .. ..
Honduras 3.568 7.257 10.715 39 4 3,7 42 1 < 0.5 .. 80 89 87 ..
Jamaica 2.133 2.701 3.380 30 7 2,4 20 < 0.5 .. .. 88 95 95 75
México 67.569 106.385 133.591 31 5 2,5 29 2 .. 10-12 91 97 99 60
Nicaragua 2.919 5.727 8.929 41 3 3,8 41 4 < 0.5 .. 77 86 82 37
Panam 1.949 3.235 4.514 30 6 2,7 25 < 0.5 < 0.5 .. 92 97 99 62
Trinidad y Tobago 1.082 1.311 1.327 21 7 1,6 20 < 0.5 .. .. 99 100 94 ..
América del Sur 242.247 372.042 471.942 29 6 2,5 34 e 48 < 0.5 .. 89 96 .. ..
Argentina 28.094 39.311 48.611 27 10 2,4 19 1 .. .. 97 99 100 81
Bolivia 5.355 9.138 13.275 38 5 3,8 71 < 0.5 < 0.5 .. 87 97 94 67 c
Brasil 121.614 182.798 222.078 27 6 2,2 37 < 0.5 .. .. 86 94 97 72
Chile 11.147 16.185 20.311 27 8 2,4 12 2 < 0.5 .. 96 99 89 c 75 c
Colombia 28.447 45.600 60.843 31 5 2,6 23 38 < 0.5 3.100 d 92 97 87 54
Ecuador 7.961 13.379 17.335 32 5 2,8 29 1 .. .. 91 96 99 50
Guyana 761 768 695 29 5 2,3 72 < 0.5 .. .. .. .. 98 d 75 c
Paraguay 3.114 6.160 9.890 38 4 3,8 30 < 0.5 .. .. 92 96 92 50
Perú 17.324 27.968 37.170 32 5 2,9 39 6 < 0.5 60 85 97 100 66 c
Surinam 355 442 489 30 6 2,5 40 < 0.5 .. .. .. .. 97 63
Uruguay 2.914 3.463 3.958 24 13 2,3 15 < 0.5 .. .. 98 99 90 72
Venezuela 15.091 26.640 36.991 32 5 2,7 22 1 .. .. 93 98 92 57
Oceanía 22.808 32.969 41.437 24 10 2,3 .. 1 .. .. .. .. .. ..
Australia 14.569 20.092 23.833 19 13 1,7 6 < 0.5 .. .. .. .. 96 88
Fiji 634 854 982 32 4 2,9 21 1 .. .. 93 99 100 76
Nueva Zelanda 3.113 3.932 4.457 22 12 2,0 6 < 0.5 .. .. .. .. 98 92 c
Papúa Nueva Guinea 3.241 5.959 9.075 40 2 4,1 94 < 0.5 .. .. .. .. 77 23
Islas Salomón 229 504 850 42 3 4,4 24 < 0.5 .. 0,35 .. .. .. ..
Desarrollados 1.171.410 1.336.153 1.383.167 18 14 1,6 8 e 1.455 36 .. 98 .. ..    ..
En desarrollo 3.272.787 5.127.115 6.755.472 31 5 2,9 89 e 7.865 1.059 .. 75 88 .. ..
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Para más información, por favor visite http://earthtrends.wri.org/datatables/population

a. Proyecciones de variación media de la población; por favor, consulte las notas técnicas para más información. b. Los refugiados están clasificados según su país de origen. “Con asilo otorgado en otro
país” se refiere sólo a las personas que han obtenido asilo fuera de su país natal. c. Datos del año escolar 2000-2001. d. Datos del año escolar 1999-2000. e. Los totales regionales son calculados por
UNICEF y suman Sudamérica, Centroamérica y Caribe; está disponible una lista de los países clasificados en cada región en http://www.unicef.org/files/Table9.pdf. f. Total acumulativo desde 1985.



DEFINICIONES Y  METODOLOGÍA

La población total se refiere a las estimaciones y proyecciones de la población
de facto el 1 de julio del año indicado.

El porcentaje de población menor de 15 años es la proporción de la población
total con edad inferior a quince años.

El porcentaje de población de 65 años o más es el porcentaje de la población
total con 65 o más años de edad.

La tasa de fecundidad total es una estimación del número medio de hijos que una
mujer alumbraría a lo largo de su vida suponiendo que las actuales tasas de fecun-
didad y edad permanecieran constantes a lo largo de sus años reproductivos.

Las cuatro variables antes definidas son calculadas por la División de Pobla-
ción de las Naciones Unidas (UNPD) para los años 1950-2000 y proyectadas para
los años 2001-2050 en base a los supuestos enumerados a continuación.

Las estimaciones del pasado se calculan usando los resultados de censos y
encuestas de todos los países. La UNPD recopila, evalúa y ajusta estos datos cuando
es necesario. Los ajustes incorporan datos de registros civiles (en países desarrolla-
dos), encuestas de población (en países en desarrollo), censos anteriores y, cuando
es preciso, modelos de población basados en información de países similares.

Las proyecciones aquí reflejadas suponen una fecundidad media (la
“asunción de la fecundidad media”). Todas las proyecciones futuras de pobla-
ción se basan en estimaciones que tienen como referencia la población del año
2000 e incorporan los tres principales componentes del crecimiento de población:
fecundidad, mortalidad y migración. La fecundidad se calcula aplicando las
tasas de fecundidad específicas por edad a la población femenina prevista utili-
zando modelos basados en tendencias de fecundidad pasadas para proyectar
futuras disminuciones. La mortalidad se proyecta en base a los modelos de
esperanza de vida que asumen un ritmo medio de disminución de la mortalidad.
En los países afectados por la epidemia del VIH/sida, las tasas de mortalidad se
predicen usando un modelo desarrollado por el Programa Conjunto de las Nacio-
nes Unidas sobre el VIH/SIDA (UNAIDS). Las tasas de migración son calculadas
en base a estimaciones pasadas de migración internacional y en evaluaciones de
la postura política de los países en lo referente a los flujos migratorios interna-
cionales futuros. La UNPD incorpora información sobre inmigración y emigración
oficial, migración laboral, migración indocumentada y refugiados.

Para más información sobre la metodología, ver World Population
Prospects, 2002 Revision. Volume III: Analytical Report. Disponible en línea en
http://www.un.org/esa/population/publications/wpp2002/WPP2002_Vol3.htm.

La mortalidad infantil en niños menores de 5 años es la probabilidad de que un
niño muera entre su nacimiento y los cinco años de edad por cada 1.000 niños
nacidos vivos. Los datos para estimar la mortalidad infantil de niños menores de
cinco años se obtienen, generalmente, de la información de los censos de población,
las actas de los registros civiles sobre muertes de niños pequeños, UNICEF, las
encuestas agrupadas de indicadores múltiples (MICS) y las encuestas demográficas
de salud (DHS). Para cada país, UNICEF y sus asociados han elaborado un gráfico
con todos los datos desde 1960 a la actualidad; la parábola que discurría entre los
datos se utilizó como modelo ponderado de regresión por mínimos cuadrados.

Los refugiados con asilo otorgado en otro país son el número de refugiados
que abandonan un país y que han obtenido el estatus de asilados de un Gobierno
extranjero.

Las repatriaciones de refugiados son el número de refugiados que efectiva-
mente han regresado (repatriados) a su país de origen.

En ambas columnas, se cuenta a los refugiados según sus países de
origen, no su país de asilo. Los datos fueron recogidos en 2003, pero incluyen a
todas las personas que han migrado como refugiadas sin regresar a sus países
de origen. De acuerdo con el Artículo 1 de la Convención sobre el Estatuto del
Refugiado de 1951 y el relacionado Protocolo de 1967, un refugiado es una
persona que “debido a fundados temores de ser perseguida por motivos de raza,
religión, nacionalidad, pertenencia a un determinado grupo social u opiniones
políticas, se encuentra fuera del país de su nacionalidad y no pueda o, a causa
de dichos temores, no quiera acogerse a la protección de tal país”. Esta variable
refleja el número de refugiados reconocidos por el Alto Comisionado de las Nacio-
nes Unidas para los Refugiados (ACNUR), que generalmente depende de los
informes de los países de acogida para obtener datos, que complementa con
información recogida por los trabajadores humanitarios.

Los desplazados internos (DI) son definidos por las Naciones Unidas como “los
individuos o grupos de personas que han sido forzados a huir de sus hogares o
lugares habituales de residencia, en particular como resultado o para escapar de
conflictos armados, situaciones de violencia generalizada, violaciones de los
derechos humanos o desastres naturales o provocados por el ser humano y que
no han cruzado una frontera estatal reconocida internacionalmente”. ACNUR
estima que en el mundo hay unos 25 millones de desplazados internos en más
de 50 países. Como no han entrado en otro país, los DI no reciben la misma
protección y asistencia que los refugiados. Las estimaciones son del Proyecto
Mundial sobre Desplazados Internos e incorporan una amplia gama de fuentes,
incluyendo organizaciones no gubernamentales (ONG), investigaciones acadé-
micas, gobiernos y agencias de noticias.

Las tasas de alfabetización miden la proporción de población en un grupo de
edad específico que sabe leer y escribir, siendo capaz de entender un enunciado
sencillo y corto que haga referencia a una situación de su vida cotidiana. La tasa
de alfabetización de adultos se refiere a todos los residentes de un país o región
mayores de 15 años; la tasa de alfabetización juvenil evalúa la población de un
país entre los 15 y 24 años de edad en el año especificado. Las tasas de alfabe-
tización juvenil se usan cada vez más para calibrar el impacto de la educación
primaria, así como la velocidad con que se puede erradicar el analfabetismo.

La mayoría de los datos de alfabetización se recogen al realizarse los
censos de población y se concretan con encuestas dirigidas a los hogares, los
trabajadores, encuestas sobre el empleo, sobre la industria y sobre la agricul-
tura, siempre que estén disponibles. La UNESCO utiliza estos datos para diseñar
un gráfico del modelo de regresión logística. Cuando no están disponibles los
datos del censo y de encuestas, las tasas de alfabetización para un país especí-
fico son estimadas basándose en países vecinos con características similares.

La tasa de matriculación escolar neta (TMEN) se define como la escolarización
del grupo de edad reconocido oficialmente para un determinado nivel educativo
expresado como un porcentaje de la población del mismo grupo de edad. El valor
máximo teórico es del 100%. Una TMEN elevada denota un mayor nivel de partici-
pación de la población en la edad escolar oficial. Si la TMEN es inferior al 100%,
no debe suponerse que la restante población en edad escolar no está matriculada
en ningún colegio; podría estar escolarizada en colegios en otros niveles. La educa-
ción primaria es definida por la Clasificación Estándar Internacional de la Educa-
ción (ISCED, en inglés) como “el inicio de un aprendizaje sistemático de conoci-
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mientos de lectura, escritura y matemáticas”. Los programas normalmente cubren
seis años y en muchos países suponen el inicio de la enseñanza obligatoria. La
educación secundaria sigue a la primaria y se caracteriza por la orientación hacia
materias determinadas con campos específicos de conocimiento. Los estudiantes
adquieren amplios conocimientos de destrezas básicas y los programas pueden ser
de naturaleza académica, profesional o técnica.

La tasa de matriculación escolar neta se calcula dividiendo el número de
alumnos matriculados que pertenecen al grupo de edad oficial para un determi-
nado nivel educativo por el total de la población en el mismo grupo de edad. Los
gobiernos nacionales entregan a la Organización de las Naciones Unidas para la
Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO) los datos de escolarización basados
en una serie de cuestionarios electrónicos. Cuando no se dispone de datos de los
gobiernos nacionales o son de baja calidad, la UNESCO estima las tasas de
escolarización basándose en datos precedentes, si están disponibles.

FRECUENCIA  DE  ACTUALIZACIÓN DE LOS DATOS
POR PARTE DE  LOS PROVEEDORES

La UNPD publica estadísticas de cada país cada dos años con revisiones anuales de
estimaciones clave. UNICEF y ACNUR publican los datos más recientes disponibles
en un informe anual, con actualizaciones más frecuentes en línea. Los datos de
educación, alfabetización y desplazados internos son actualizados irregularmente.
La mayoría de las actualizaciones incluyen revisiones de los datos anteriores.

FIABILIDAD DE LOS DATOS Y  ADVERTENCIAS

Población total, fecundidad y esperanza de vida: al calcularse los parámetros
demográficos país por país, la fiabilidad varía según naciones. Para algunos países
en desarrollo, las estimaciones se obtienen de encuestas en lugar de censos,
especialmente cuando los países carecen de un sistema de registro civil o tienen uno
que no cubre plenamente todos los eventos vitales. Asimismo, para los países en
desarrollo la disponibilidad de información sobre fecundidad y mortalidad es
limitada y los datos sobre flujos internacionales de migración no suelen ser adecua-
dos. Pese a que las estimaciones se basan en datos incompletos y las proyecciones
no pueden tener en cuenta acontecimientos imprevisibles (i.e., hambrunas o
guerras), los modelos demográficos de Naciones Unidas son ampliamente acepta-
dos y se basan en principios bien entendidos, lo que hace a estos datos compara-
bles y consistentes en los diferentes países y todo lo fiables que es posible.

Mortalidad en menores de 5 años: las estimaciones fueron calculadas en base
a una gran variedad de fuentes de dispar calidad. Para más información sobre
los datos subyacentes sobre las regresiones de cada país, dirigirse a las estima-
ciones nacionales y nuevos datos por país disponibles en línea en la página de
UNICEF en http://www.childinfo.org/cmr/kh98meth.html.

Refugiados: al variar la determinación del estatus de refugiado según países,
ACNUR realiza sus cálculos para aportar un conjunto de datos normalizado. Los
datos son “provisionales y están sujetos a cambios” y su exactitud está limitada
por la naturaleza política sensible de los cálculos de refugiados y las circunstan-
cias bajo las que viven muchos refugiados. ACNUR intenta armonizar los datos
para permitir comparaciones entre países.

Desplazados internos: a causa de la naturaleza altamente política de los despla-
zamientos y de las condiciones en que se encuentran muchos desplazados, es difícil

recopilar datos precisos. Mientras que las cifras aquí presentadas son estimaciones
amplias, estos datos son los mejores sobre la materia disponibles en línea.

Tasa de alfabetización de adultos: la disponibilidad y calidad de las estadísti-
cas nacionales sobre alfabetización varían mucho. Los censos nacionales y los
datos de encuestas normalmente se recogen sólo una vez cada diez años.
Además, en los últimos años muchos países industrializados han dejado de
recoger datos sobre alfabetización, basándose en la premisa, a veces incorrecta,
de que la educación primaria universal significa alfabetización universal.
Cuando no hay datos de censos o encuestas para un determinado país, a veces
se realizan las estimaciones basándose en los países vecinos. Las definiciones
reales de alfabetización de adultos no son estrictamente comparables entre
países. Algunos países equiparan a las personas no escolarizadas con analfabe-
tas o cambian las definiciones entre censos. Asimismo, la definición de alfabeti-
zación de la UNESCO no incluye a personas que, aunque conocen los fundamen-
tos de la lectura y la escritura, no tienen la capacidad para desenvolverse a un
nivel razonable en su propia sociedad.

Matriculación escolar neta: aunque la UNESCO ha aplicado la misma metodo-
logía para analizar todos lo datos nacionales, las definiciones de “escolariza-
ción” y “matriculación” no son estrictamente comprables entre países. A medida
que las tasas de matriculación se aproximan al 100%, es más probable que las
inconsistencias de los datos existentes de matriculación y/o población sesguen
los índices resultantes. Como resultado, algunas tasas netas de matriculación
son superiores al 100%. También surgen dificultades cuando una proporción
sustancial de estudiantes comienza su escolarización antes de la edad prescrita,
o cuando la fecha de referencia para iniciar la educación primaria no coincide
con las fechas de nacimiento de todos los estudiantes en cuestión.
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2 Salud humana
Fuentes: División de Población de las Naciones Unidas, Organización Mundial de la Salud, Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia, Programa Conjunto de las Naciones Unidas

sobre el VIH/SIDA.

Mundo 61,3 65,4 157 d 95 72 81 37 27 31 1,1 8,5 142 .. 629 349
Asia (exc. Oriente Medio) 61,5 67,7 107 93 75 72 31 31 33 0,4 .. .. 152 .. .. 230 115
Armenia 72,5 72,4 353 99 80 96 61 3 13 0,1 25,0 0,0 77 2 .. 273 112
Azerbaiyán 68,4 72,2 354 95 59 73 36 7 13 0,1 .. 0,0 82 13 1,4 48 32
Bangladesh 50,0 61,4 23 82 72 75 39 48 45 .. .. 0,0 221 40 .. 58 26
Bután 47,7 63,2 5 86 60 65 70 19 40 .. .. .. 118 279 .. 64 58
Camboya 52,1 57,4 16 58 29 53 8 45 45 2,6 6,3 3,0 549 399 .. 184 27
China 66,6 71,0 164 92 68 69 29 11 16 0,1 27,7 5,0 113 2 .. 224 83
Georgia 70,7 73,6 391 90 61 96 69 3 12 0,1 100,0 8,0 85 8 .. 108 41
India 54,9 63,9 51 96 82 58 18 47 46 0,9 31,6 2,0 168 192 .. 80 14
Indonesia 56,2 66,8 16 89 69 71 38 26 .. 0,1 93,0 2,7 256 93 0,1 77 19
Japón 76,9 81,6 201 100 100 100 100 .. .. 0,1 0,0 .. 33 .. .. 2.131 1.660
Kazajstán                                         67,0 66,3 330 96 72 87 52 4 10 0,2 59,2 1,0 146 .. .. 204 123
Corea, Rep. Pop. Dem. 69,1 63,1 297 100 100 58 60 21 42 .. .. .. 160 516 .. 44 32
Corea, República de 67,2 75,5 181 97 71 .. .. .. .. 0,1 48,2 .. 91 5 .. 948 421
Kirguistán 65,6 68,6 268 98 66 75 51 11 25 0,1 160,0 0,0 142 1 .. 108 53
Laos, Rep. Pop. Dem. 45,8 54,5 59 66 38 61 14 40 41 0,1 112,5 .. 170 498 .. 51 28
Malasia 68,0 73,1 70 96 94 .. 98 12 .. 0,4 24,4 .. 95 56 .. 345 185
Mongolia 57,5 63,9 267 87 30 75 37 13 25 0,1 150,0 .. 209 .. .. 122 88
Myanmar 51,8 57,3 30 95 74 96 63 35 34 1,2 18,5 1,0 154 252 .. 26 5
Nepal 49,1 59,9 5 93 82 68 20 48 51 0,5 36,4 .. 190 29 .. 63 19
Pakistán 53,0 61,0 66 95 87 92 35 38 37 0,1 17,7 2,2 181 55 .. 85 21
Filipinas 62,1 70,0 116 90 77 81 61 28 30 0,1 107,0 3,5 320 45 .. 169 76
Singapur 71,8 78,1 140 100 .. 100 .. 14 11 0,2 20,6 0,0 43 .. .. 993 333
Sri Lanka 67,9 72,6 43 99 72 98 89 29 14 0,1 59,1 2,0 54 348 .. 122 60
Tayikistán 65,9 68,8 218 93 47 71 47 .. .. 0,1 .. 0,0 109 186 1,9 43 12
Tailandia 65,0 69,3 30 95 80 97 100 19 16 1,5 (9,7) 4,0 128 100 .. 254 145
Turkmenistán 63,2 67,1 317 93 54 77 50 12 22 0,1 .. .. 94 0 .. 245 180
Uzbekistán 66,6 69,7 289 97 84 73 48 19 31 0,1 266,7 0,0 102 0 .. 91 68
Vietnam 58,7 69,2 53 93 67 84 26 33 36 0,4 33,3 1,0 193 86 15,8 134 38
Europa 72,0 74,5 348 100 .. .. .. .. .. 0,5 .. .. 51 .. .. 1.461 1.089
Albania 70,4 73,7 139 99 95 99 81 14 32 .. .. 0,0 28 .. .. 150 97
Austria 73,1 78,5 324 100 100 100 100 .. .. 0,3 1,0 92,6 15 .. .. 2.259 1.565
Bielorrusia 70,7 70,1 450 100 100 .. .. .. .. .. .. < 1.0 83 .. .. 464 402
Bélgica 73,7 78,8 418 100 .. .. .. .. .. 0,2 23,5 93,8 14 .. .. 2.481 1.779
Bosnia-Herzegovina 70,7 74,0 134 100 96 99 88 4 10 0,1 .. 10,0 60 .. .. 268 99
Bulgaria 71,2 70,9 338 100 100 100 100 .. .. 0,1 .. 44,5 48 .. .. 303 249
Croacia 70,5 74,2 237 .. .. .. .. 1 1 0,1 .. 98,7 47 .. .. 726 594
República Checa 70,7 75,4 343 .. .. .. .. 1 2 0,1 19,0 .. 13 .. .. 1.129 1.032
Dinamarca 74,6 76,6 366 100 100 .. .. .. .. 0,2 8,7 90,9 13 .. .. 2.503 2.062
Estonia 69,6 71,7 316 .. .. 93 .. .. .. 1,1 54,0 32,0 55 .. .. 562 437
Finlandia 73,9 78,0 311 100 100 100 100 .. .. 0,1 25,0 94,6 10 .. .. 1.845 1.395
Francia 74,7 79,0 329 100 .. .. .. .. .. 0,4 9,1 .. 14 .. .. 2.567 1.951
Alemania 73,8 78,3 362 100 100 .. .. .. .. 0,1 4,9 94,7 10 .. .. 2.820 2.112
Grecia 75,2 78,3 440 .. .. .. .. .. .. 0,2 2,3 .. 20 .. .. 1.522 852
Hungría 69,1 71,9 316 100 98 100 85 2 3 0,1 .. 97,0 32 .. .. 914 686
Islandia 76,8 79,8 347 100 100 .. .. .. .. 0,2 0,0 87,5 3 .. .. 2.643 2.191
Irlanda 73,1 77,0 237 100 .. .. .. .. .. 0,1 18,2 .. 13 .. .. 1.935 1.471
Italia 74,5 78,7 606 100 .. .. .. .. .. 0,5 7,7 72,7 8 .. .. 2.204 1.660
Letonia 69,3 71,0 291 .. .. .. .. .. .. 0,6 27,1 51,0 78 .. .. 509 267
Lituania 70,8 72,7 403 .. .. .. .. .. .. 0,1 18,2 55,0 66 .. .. 478 337
Macedonia, ARY                             69,6 73,6 219 .. .. .. .. 6 7 0,1 0,0 20,0 42 .. .. 331 281
Moldavia, Rep. 64,8 68,9 269 97 88 86 52 3 10 0,2 .. 8,3 155 .. .. 112 56
Países Bajos 76,0 78,3 329 100 99 100 100 .. .. 0,2 11,8 96,0 9 .. .. 2.612 1.653
Noruega 76,0 78,9 356 100 100 .. .. .. .. 0,1 11,1 89,6 6 .. .. 2.920 2.497
Polonia 70,9 73,9 220 100 .. .. .. .. .. 0,1 .. 92,9 32 .. .. 629 452
Portugal 72,2 76,2 324 .. .. .. .. .. .. 0,4 4,8 .. 47 .. .. 1.618 1.116
Rumanía 69,7 70,5 189 91 16 86 10 6 8 0,1 .. 64,4 148 .. .. 460 364
Federación Rusa 68,3 66,8 417 99 88 93 70 3 13 1,1 62,3 83,3 126 .. .. 454 310
Serbia y Montenegro 70,2 73,2 .. 99 86 97 77 2 5 0,2 0,0 26,4 38 .. .. 616 488
Eslovaquia 70,6 73,7 325 100 100 100 100 .. .. 0,1 .. 95,0 24 .. .. 681 608
Eslovenia 71,2 76,3 219 .. .. .. .. .. .. 0,1 0,0 96,3 21 .. .. 1.545 1.157
España 75,8 79,3 320 .. .. .. .. .. .. 0,7 0,0 92,3 30 .. .. 1.607 1.147
Suecia 76,3 80,1 305 100 100 100 100 .. .. 0,1 6,1 95,0 5 .. .. 2.270 1.934
Suiza 76,2 79,1 352 100 100 100 100 .. .. 0,4 8,3 95,0 8 .. .. 3.322 1.897
Ucrania 69,1 69,7 297 100 94 100 97 3 15 1,4 20,0 < 1.0 95 .. .. 176 119
Reino Unido 74,0 78,2 166 e 100 .. .. .. .. .. 0,2 20,5 92,1 12 .. .. 1.989 1.635
Oriente Medio y N. de África 59,2 67,9 121 94 73 90 51 15 23 0,2 43,8 f .. 65 .. .. 302 174
Afganistán 40,0 43,1 19 19 11 16 5 48 52 .. .. 0,0 333 1.621 .. 34 18
Argelia 60,5 69,7 85 92 80 99 82 6 18 0,1 32,4 .. 52 1 .. 169 127
Egipto 56,5 68,8 212 100 97 84 56 11 21 0,1 9,1 .. 29 0 .. 153 75
Irán, Rep. Islámica 59,7 70,3 105 98 83 86 78 11 15 0,1 72,2 100,0 29 32 .. 422 184
Iraq 62,3 60,7 54 97 50 95 48 16 22 0,1 .. .. 167 5 .. 97 31
Israel 74,5 79,2 391 100 100 100 .. .. .. 0,1 .. .. 10 .. .. 1.839 1.273
Jordania 63,7 71,0 205 91 91 94 85 5 8 0,1 0,0 21,3 5 .. .. 412 194
Kuwait 71,3 76,6 153 .. .. .. .. 10 24 .. .. .. 26 .. .. 612 482
Líbano 65,9 73,5 325 100 100 100 87 3 12 0,1 40,0 100,0 14 .. .. 673 189
Libia 62,2 72,8 129 72 68 97 96 5 15 0,3 .. .. 21 .. .. 239 134
Marruecos 58,3 68,7 48 99 56 83 31 9 24 0,1 .. 20,7 114 0 .. 199 78
Omán 62,7 72,4 126 81 72 97 61 24 23 0,1 30,0 .. 12 24 .. 343 277
Arabia Saudita 62,6 72,3 140 97 .. 100 .. 14 20 .. .. .. 42 15 .. 591 441
Siria 62,5 71,9 140 94 64 97 56 7 18 0,1 .. .. 44 0 .. 427 187
Túnez 64,9 72,8 70 94 60 90 62 4 12 0,1 100,0 .. 23 .. .. 463 350
Turquía 62,3 70,5 124 96 87 94 62 8 16 .. .. .. 32 16 .. 294 209
Emiratos Árabes Unidos 68,6 74,7 202 .. .. 100 100 14 17 .. .. .. 18 .. .. 921 698
Yemen 49,1 60,0 22 74 68 76 14 46 52 0,1 .. .. 92 7.600 .. 69 24
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Para más información, por favor visite http://earthtrends.wri.org/datatables/population

África Subsahariana 48,5 46,6 15 82 46 55 26 30 39 7,5 5,0 f .. 359 .. 3,2 g 85 36
Angola 40,0 40,1 8 70 40 56 16 31 45 3,9 10,0 < 1.0 336 6.594 2,3 70 44
Benin 49,2 50,6 6 79 60 58 12 23 31 1,9 5,1 2,5 86 11.545 7,4 39 18
Botswana 62,8 39,7 29 100 90 57 25 13 23 37,3 0,0 7,9 657 2.836 .. 381 252
Burkina Faso 46,1 45,7 4 82 44 45 5 34 37 4,2 8,0 1,4 157 619 6,5 27 16
Burundi 46,6 40,9 5 90 78 47 35 45 57 6,0 0,0 1,9 359 43.505 1,3 19 11
Camerún 50,7 46,2 7 84 41 63 33 21 35 6,9 4,0 1,5 188 2.900 1,3 42 16
República Centroafricana 46,5 39,5 4 93 61 47 12 24 39 13,5 4,3 < 1.0 338 .. 1,5 58 30
Chad 42,3 44,7 3 40 32 30 .. 28 29 4,8 5,9 .. 222 4.683 0,6 17 13
Congo 56,8 48,2 25 72 17 14 2 14 19 4,9 0,0 .. 395 5.880 .. 22 14
Congo, Rep. Dem. 47,1 41,8 7 83 .. 43 23 31 38 4,2 5,3 0,0 384 1.414 0,7 12 5
Costa de Marfil 50,0 41,0 9 .. .. 61 23 21 25 7,0 10,4 2,7 412 2.449 1,1 127 20
Guinea Ecuatorial 43,8 49,1 25 45 42 60 46 19 39 .. .. 6,8 191 .. 0,7 106 64
Eritrea 43,3 52,7 3 72 54 34 3 44 38 2,7 0,0 < 1.0 268 5.648 4,2 36 23
Etiopía 42,7 45,5 3 81 11 19 4 47 52 4,4 16,7 < 1.0 370 621 .. 14 6
Gabón 56,3 56,6 29 95 47 37 30 12 21 8,1 21,6 .. 248 2.148 .. 197 94
Gambia 44,1 54,1 4 95 77 72 46 17 19 1,2 0,0 6,3 230 10.096 14,7 78 39
Ghana 53,6 57,9 9 93 68 74 46 25 26 3,1 3,2 1,8 211 17.143 4,5 60 36
Guinea 40,2 49,1 9 78 38 25 6 23 26 3,2 30,0 .. 215 75.386 .. 61 33
Guinea-Bissau 39,1 45,3 17 79 49 57 23 25 30 .. .. .. 196 2.421 7,4 37 20
Kenia 55,7 44,6 13 89 46 56 43 21 35 6,7 (8,3) 3,0 540 545 4,6 114 24
Lesotho 52,0 35,1 5 88 74 61 32 18 46 28,9 0,0 < 1.0 726 .. .. 101 80
Liberia 44,9 41,4 2 72 52 49 7 26 39 5,9 20,0 .. 247 26.699 .. 127 96
Madagascar 48,0 53,6 9 75 34 49 27 33 49 1,7 32,7 .. 234 .. 0,2 20 13
Malawi 45,7 37,5 5 96 62 66 42 25 49 14,2 5,2 1,8 431 20.080 35,5 39 14
Mali 44,4 48,6 4 76 35 59 38 33 38 1,9 0,0 2,5 334 741 8,4 30 12
Mauritania 47,4 52,5 14 63 45 64 9 32 35 0,6 50,8 .. 188 9.724 4,1 45 33
Mozambique 42,8 38,1 2 76 24 51 14 26 44 12,2 9,1 0,0 436 19.842 .. 47 32
Namibia 55,2 44,3 30 98 72 66 14 24 24 21,3 5,3 0,0 751 1.502 3,4 342 232
Níger 40,7 46,2 3 80 36 43 4 40 40 1,2 25,5 .. 193 1.693 5,8 22 9
Nigeria 48,1 51,5 27 72 49 48 30 36 43 5,4 6,5 1,5 304 30 1,2 31 7
Ruanda 46,1 39,3 2 92 69 56 38 27 41 5,1 4,5 < 1.0 389 6.510 5 44 24
Senegal 46,3 52,9 8 90 54 70 34 23 25 0,8 7,9 < 1.0 242 11.925 1,7 63 37
Sierra Leona 35,3 34,2 7 75 46 53 30 27 34 .. .. 0,0 405 8.943 1,5 26 16
Somalia 43,0 47,9 4 32 27 47 14 26 23 .. .. .. 405 118 0,3 15 7
Sudáfrica 57,7 47,7 69 98 73 86 44 12 25 21,5 6,3 0,0 558 61 .. 652 270
Sudán 49,1 55,6 16 78 64 50 24 17 .. 2,3 26,7 < 1.0 217 12.530 0,4 39 7
Tanzania, Rep. Unida 51,0 43,3 2 92 62 54 41 29 44 8,8 7,1 < 1.0 363 1.207 2,1 26 12
Togo 50,2 49,7 6 80 36 71 15 25 22 4,1 2,1 .. 361 9.273 2 45 22
Uganda 47,2 46,2 5 87 52 53 39 23 39 4,1 (13,5) 6,3 377 46 0,2 57 33
Zambia 52,0 32,4 7 90 36 68 32 28 47 16,5 3,8 0,0 668 18.877 6,5 52 28
Zimbabwe 59,6 33,1 6 100 74 69 51 13 27 24,6 0,0 0,0 683 5.410 .. 142 64
América del Norte 74,2 77,3 516 100 100 100 100 1 2 0,6 5,3 f .. 5 .. .. 4.683 2.151
Canadá 75,9 79,3 209 100 99 100 99 .. .. 0,3 14,6 .. 6 .. .. 2.792 1.977
Estados Unidos 74,0 77,1 549 100 100 100 100 1 2 0,6 5,6 .. 5 .. .. 4.887 2.170
Centroamérica y Caribe 66,1 71,5 181 97 76 87 47 10 20 0,8 9,8 .. 54 .. .. 428 202
Belice 71,2 71,4 105 100 82 71 25 6 .. 2,4 25,0 7,7 55 475 .. 278 125
Costa Rica 73,5 78,1 173 100 92 89 97 5 6 0,6 9,1 .. 15 33 .. 562 385
Cuba 73,4 76,7 591 95 78 99 95 4 5 0,1 3,1 .. 12 .. .. 229 197
República Dominicana 62,8 66,7 188 98 85 67 43 5 6 1,7 (2,3) 0,0 95 12 .. 353 127
El Salvador 56,6 70,7 124 91 68 78 40 12 23 0,7 16,7 .. 60 6 .. 376 176
Guatemala 58,0 65,8 90 99 92 72 52 24 46 1,1 13,8 46,0 77 307 1,2 199 96
Haití 51,8 49,5 25 91 59 52 23 17 23 5,6 8,3 .. 319 119 .. 56 30
Honduras 60,8 68,9 83 99 82 89 52 17 29 1,8 22,9 < 1.0 86 365 .. 153 81
Jamaica 71,2 75,7 85 98 87 90 68 6 6 1,2 50,0 < 1.0 8 .. .. 253 107
México 67,5 73,4 171 97 72 90 39 8 18 0,3 6,7 92,0 33 5 .. 544 241
Nicaragua 59,3 69,5 164 93 65 78 51 10 20 0,2 12,7 0,0 64 201 .. 158 77
Panamá 70,5 74,7 168 99 79 89 51 7 14 0,9 36,4 .. 47 32 .. 458 316
Trinidad y Tobago 70,2 71,3 79 92 88 100 100 7 5 3,2 7,7 < 1.0 13 .. .. 388 168
América del Sur 64,8 70,2 190 95 64 83 42 6 14 0,6 14,8 .. 72 .. .. 551 264
Argentina 70,0 74,2 301 97 .. .. .. 5 12 0,7 0,0 91,2 46 1 .. 1.130 603
Bolivia 53,9 63,9 73 95 68 58 23 10 26 0,1 20,0 < 1.0 234 185 .. 125 83
Brasil 63,0 68,1 206 96 58 83 35 6 11 0,7 4,8 100,0 62 225 .. 573 238
Chile 70,6 76,1 109 100 59 96 64 1 2 0,3 4,0 .. 18 .. .. 792 348
Colombia 66,6 72,2 135 99 71 96 54 7 14 0,7 50,0 .. 45 482 0,7 356 234
Ecuador 64,3 70,8 148 92 77 80 59 15 27 0,3 5,3 .. 137 846 .. 177 89
Guyana 61,0 63,2 48 83 83 86 60 14 11 2,5 0,0 0,0 115 3.554 5,5 215 172
Paraguay 67,1 70,9 117 100 62 94 58 5 11 0,5 50,0 50,0 70 48 .. 332 127
Perú 61,4 69,8 117 87 66 72 33 7 25 0,5 56,9 19,2 202 305 .. 231 127
Surinam 67,1 71,1 45 98 73 99 76 13 10 1,7 25,0 .. 68 4.075 2,7 398 240
Uruguay 70,8 75,3 365 98 93 95 85 5 8 0,3 5,5 50,5 29 .. .. 971 450
Venezuela 68,6 73,7 194 85 70 71 48 5 13 0,7 40,8 .. 42 81 .. 386 240
Oceanía 70,4 74,6 189 99 52 57 .. .. 0,2 29,2 f .. 55 .. .. 1.851 1.283
Australia 75,2 79,2 249 100 100 100 100 .. .. 0,1 16,7 53,2 6 .. .. 2.532 1.719
Fiji 64,7 69,8 34 .. .. 99 98 8 3 0,1 20,0 .. 30 .. .. 224 150
Nueva Zelanda 73,7 78,3 223 100 .. .. .. .. .. 0,1 16,7 .. 11 .. .. 1.724 1.324
Papúa Nueva Guinea 49,7 57,6 5 88 32 67 41 35 .. 0,6 60,0 0,0 254 1.793 .. 144 128
Islas Salomón 60,6 69,2 13 94 65 98 18 21 27 .. .. .. 91 16.512 .. 133 124
Desarrollados 72,4 74,8 361 100 94 100 92 h .. .. .. .. .. 57 .. .. 2.221 1.328
En desarrollo 59,6 64,9 99 92 70 73 31 28 32 .. .. .. 164 .. .. 192 80
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a. Mide la variación en el porcentaje del número total de adultos con VIH/sida entre 2001 y 2003. b. Porcentaje de adultos con una infección avanzada de VIH que recibe terapia antirretroviral (TAR).
c. Incluye gastos tanto personales (privados) como gubernamentales (públicos) en sanidad. d. Calculado por IRM. e. Datos de 1993. f. Totales regionales calculados por UNAIDS. g. Calculado por UNICEF.
h. Las estimaciones de cobertura de agua y saneamiento urbano y rural para países desarrollados fueron calculadas por la OMS.



DEFINICIONES Y  METODOLOGÍA
La esperanza de vida al nacer refleja el número medio de años que un recién nacido
podría vivir suponiendo que las tasas actuales de mortalidad por edades relativas al año
de su nacimiento se mantuvieran constantes durante toda la vida del recién nacido.

Los médicos por cada 100.000 habitantes indican la densidad de médicos en un país. El
término “médicos” incluye a graduados de una facultad o escuela de medicina que estén
trabajando en cualquier campo médico (incluyendo formación, investigación y prácticas).

El suministro de agua mejorado incluye a cualquiera de las siguientes fuentes de agua
potable: conexiones domésticas, tubos públicos, perforaciones, pozos cavados protegidos,
manantiales protegidos y depósitos de agua de lluvia. Para ser contabilizados, deben
disponer de al menos 20 litros de agua por persona dentro de un kilómetro de distancia
de los residentes. Ejemplos de suministros de agua no mejorados incluyen pozos y manan-
tiales no protegidos, agua de vendedores, agua suministrada por cisternas y agua
embotellada. Estos últimos ejemplos son considerados “no mejorados” porque no están
disponibles de forma consistente en cantidades suficientes. El saneamiento mejorado
incluye alguna de las siguientes instalaciones para deshacerse de los excrementos:
conexión a una red pública de alcantarillado, conexión a fosas sépticas, letrinas con
cadena, letrinas en hoyos sencillos, letrinas con hoyos mejorados y ventilados. Algunos
ejemplos de un mal sistema de saneamiento son letrinas de hoyo abierto, letrinas públi-
cas o compartidas y letrinas con cubos.

Los datos fueron recogidos a través de cuestionarios de evaluación y encuestas por
hogar y se creó un gráfico para cada país para mostrar la cobertura en los años disponi-
bles (no necesariamente en 2002). Se dibujó una línea de tendencia y fue revisada por un
panel de expertos de la OMS y UNICEF para determinar el nivel de disponibilidad de sanea-
miento y agua en 2002.

La prevalencia del bajo peso, un indicador de la desnutrición, se refiere a la proporción
de niños de menos de cinco años cuyo peso según edad se encuentra a más de dos desvia-
ciones estándar (para bajo peso moderado) o más de tres desviaciones estándar (para
bajo peso severo) por debajo del peso medio por edad de la población de referencia. La
prevalencia de atrofias, un indicador de la desnutrición crónica, hace referencia al
porcentaje de niños menores de cinco años cuya altura según edad se encuentra a más
de dos (atrofia moderada) y tres (atrofia severa) desviaciones estándar de la media de la
población de referencia.

Los datos de desnutrición fueron obtenidos de las encuestas agrupadas de indica-
dores múltiples (MICS) y las encuestas demográficas de salud (DHS) y otras encuestas
nacionales. Donde ha sido posible, sólo se han usado datos nacionales exhaustivos o
representativos.

Adultos de 15-49 años de edad con VIH o sida es el porcentaje estimado de personas
entre 15 y 49 años de edad que padecen VIH o sida. El cambio desde 2001 mide el
cambio porcentual en el total de población infectada con sida o VIH entre 2001 y 2003.
Estas estimaciones incluyen a todas las personas con infección de VIH, tanto si desarro-
llan o no síntomas de sida, que están vivas al final del año especificado. Los datos para
este grupo de edad recogen a quienes se encuentran en los años más activos sexual-
mente. Medir la infección dentro de este rango de edad también permite una mejor
comparación entre poblaciones con diferentes estructuras de edad. Se han empleado
estimaciones para un punto singular en el tiempo y la fecha de inicio de la epidemia para
trazar una curva de la epidemia siguiendo la proliferación del VIH en un país determinado.

El índice de uso de terapias antirretrovirales (TAR) es el porcentaje estimado de
adultos con una infección avanzada de VIH que reciben terapia antirretroviral. Esta
terapia puede reducir drásticamente la mortalidad relacionada con el VIH y mejorar la
calidad de vida de los infectados. El número de personas que se calcula reciben este
tratamiento viene determinado por los informes de seguimiento de los programas
nacionales o estimaciones de las oficinas locales de la OMS. El número de adultos con una

infección avanzada de VIH es estimado en un 15 por ciento del número total de adultos
infectados según el Programa Conjunto de las Naciones Unidas sobre el VIH/SIDA.

La tasa de incidencia de la tuberculosis es el número estimado de casos nuevos de tuber-
culosis por cada 100.000 habitantes en el año especificado. Las estimaciones incluyen
todos los casos (pulmonar, con frotis positivo y extrapulmonar). Si no recibe tratamiento,
cada persona con un caso infeccioso de tuberculosis infectará a 10-15 personas cada año.
Se calcula que la tuberculosis causó 2 millones de muertes en 2002 y actualmente es la
principal causa de muerte en personas infectadas por el VIH. Los datos son recogidos por
país utilizando un formulario estándar. Los cálculos iniciales se obtienen utilizando encues-
tas sobre la prevalencia de la infección y luego son refinados empleando un proceso consul-
tivo y analítico con la participación de un panel de expertos epidemiológicos de la OMS.

Los casos de malaria notificados son el total de casos de malaria notificados a la OMS
por parte de los países en los que la malaria es endémica. La mayoría de los países sólo
notifican los casos confirmados por un laboratorio, pero algunos países en el África Subsa-
hariana también notifican los casos diagnosticados clínicamente. La malaria, que se
transmite a los humanos por la picadura de un mosquito infectado, es una de las crisis
sanitarias prevalentes en el mundo, que mata a más de un millón de personas anualmente.
Los datos sobre malaria son recogidos de una variedad de encuestas, como las encuestas
de base de los sistemas rutinarios de información sanitaria (HIS), MICS, DHS, sistemas de
vigilancia demográfica (DSS) y los estudios de Reducción de la Malaria (RBM).

El porcentaje de niños menores de 5 años que usa mosquiteras tratadas es el porcen-
taje de niños menores de cinco años en cada país que duermen bajo una mosquitera
tratada con un insecticida para prevenir los mosquitos, un eficaz método de prevenir las
infecciones de malaria. De acuerdo con UNICEF, la mayoría de las muertes por malaria
afectan a niños menores de cinco años. UNICEF obtiene los datos de DHS, MICS y otras
encuestas nacionales.

El gasto sanitario per cápita es definido como la suma de gastos gubernamentales y
privados en salud, expresados por persona. Las estimaciones se ofrecen en dólares inter-
nacionales, lo que minimiza las consecuencias de las diferencias en el cambio de divisas
según países. El gasto sanitario gubernamental incluye todos los desembolsos públicos
reservados para la mejora del estatus sanitario de la población y/o la distribución de
asistencia médica. Se incluyen los gastos a todos los niveles de gobierno (nacional, regio-
nal y local), de agencias extrapresupuestarias y de recursos externos como subvenciones.
Los cálculos de gastos extrapresupuestarios en sanidad incluyen la compra de bienes y
servicios sanitarios por sistemas que son obligatorios y controlados por el Gobierno. El
gasto sanitario privado es la suma de gastos de planes prepagados y acuerdos de cober-
tura conjunta, empresas de asistencia médica públicas y privadas y beneficios de refuerzo
en salud (al margen de pagos a la seguridad social), instituciones sin ánimo de lucro que
principalmente atienden a familias y desembolsos familiares varios. 

Los totales per cápita son calculados por la OMS empleando estimaciones de
población de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE) y la
División de Población de las Naciones Unidas. 

La información sobre los gastos sanitarios gubernamentales es obtenida de la
OCDE, el Fondo Monetario Internacional (FMI), informes nacionales de cuentas sanitarias,
datos financieros gubernamentales, anuarios estadísticos e informes de finanzas públicas.
La información sobre los gastos sanitarios privados se obtiene de los informes nacionales
de cuentas sanitarias, anuarios estadísticos y otras publicaciones, páginas web oficiales
e informes de organizaciones no gubernamentales, encuestas por hogar, estudios acadé-
micos, ministerios gubernamentales y asociaciones profesionales y comerciales.

FRECUENCIA  DE  ACTUALIZACIÓN DE LOS DATOS
POR PARTE DE  LOS PROVEEDORES
Tanto la División de Población de las Naciones Unidas como el Programa Conjunto de las
Naciones Unidas sobre VIH/SIDA (UNAIDS) publican estadísticas nacionales cada dos
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años con revisiones anuales de estimaciones clave. UNICEF publica cada año los datos
más recientes disponibles. La OMS publica estadísticas nacionales anualmente y actua-
liza la base de datos Atlas global de enfermedades infecciosas en cuanto está disponible
una nueva información.

FIABILIDAD DE LOS DATOS Y  ADVERTENCIAS

Esperanza de vida: la División de Población de las Naciones Unidas estima los paráme-
tros demográficos país por país, de forma que la fiabilidad de los datos varía entre los
países. En algunos países en desarrollo no están disponibles datos de censos, o éstos no
son completos, y las estimaciones sobre tendencias de población se obtienen de encues-
tas. Aunque las estimaciones se basan en datos incompletos de mortalidad y las proyec-
ciones no pueden tener en cuenta acontecimientos imprevistos (i.e., hambrunas o
guerras), los modelos demográficos de la ONU son ampliamente aceptados y emplean
calidades bien entendidas, que hacen que estos datos sean bastante fidedignos.

Médicos por cada 100.000 habitantes: la fiabilidad de los datos varía según país. A
causa de la falta de actualización de los datos de personal sanitario, algunos países
incluyen por error a médicos retirados o médicos que ya no trabajan en el sector sanita-
rio, lo que provoca excesos en las estimaciones. Por otra parte, este indicador habla
únicamente de la cantidad de médicos, no de la calidad o accesibilidad del personal.
Tampoco muestra la diferencia entre concentraciones rurales o urbanas. La definición
exacta de “médico” puede variar según países. Algunos países pueden incluir residen-
tes, médicos que se encuentren en fase de reciclaje y otros trabajando en el sector
privado.

Suministros de agua y saneamiento mejorados: estos datos son más fiables desde que la
OMS y UNICEF pasaron de recoger información de los proveedores (estimaciones de censos
nacionales) a información de los consumidores (datos de encuestas). No obstante, las
estimaciones han sido calculadas en base a una gran variedad de fuentes de dispar calidad
y las comparaciones entre países deben hacerse con prudencia. Las definiciones de urbano
y rural no son coherentes entre países. La evaluación no tiene en cuenta los suministros de
agua intermitentes o de baja calidad. La OMS enfatiza que estos datos miden el uso de un
suministro mejorado de agua y sistemas de disposición de excrementos, pero no se puede
medir adecuadamente a escala mundial el acceso a sistemas higiénicos y seguros.

Desnutrición en niños menores de 5 años: los datos incluidos para estas variables
cubren una amplia gama de años y fuentes. Algunos datos se refieren a periodos diferen-
tes de 1995-2002, miden el atrofiamiento o el porcentaje de bajo peso en una diferente
horquilla de edad que 0-5 o fueron recogidos en sólo una parte del país. Al no haber datos
disponibles para los países más ricos, los totales regionales aquí indicados pueden ser
superiores que las medias reales.

Adultos de 15-49 años de edad con VIH o sida: aunque los sistemas de vigilancia del
VIH suelen estar más extendidos que los de otras enfermedades, la fiabilidad de los datos
aún varía según país. El alcance de la incertidumbre depende principalmente del tipo de
epidemia –los índices de infección para epidemias generalizadas (de alto nivel) se calcu-
lan de forma diferente que los índices para epidemias concentradas (de bajo nivel)– y de
la calidad, cobertura y consistencia del sistema de vigilancia nacional. La revista Sexually
Transmitted Infections publicó en julio de 2004 una descripción detallada de los métodos,
programas informáticos, calidad de datos y desarrollo de rangos para estos datos.

Índice de uso de terapias antirretrovirales: los datos han sido revisados por UNAIDS y
comparados con otras fuentes para consolidar su validez. La fiabilidad de los datos por
país presentados en informes nacionales depende de la calidad de la información
aportada por los propios países. Algunos países tienen epidemias muy reducidas o
altamente localizadas, por lo que las tasas aquí presentadas no reflejan necesariamente
el compromiso y la acción nacional. Este indicador no distingue entre los diferentes tipos
de terapia disponibles ni mide el coste, calidad o eficacia del tratamiento. En algunos

escenarios, puede no haber aún un sistema de recogida de datos de organizaciones
comunitarias, prescriptores privados y farmacias. La proporción estimada de población
total infectada con una infección avanzada del VIH (actualmente el 15 por ciento) podría
necesitar una revisión, al variar la proporción de acuerdo con la fase de la epidemia de VIH
y la cobertura y eficacia de las TAR.

Tasa de incidencia de la tuberculosis: los datos son revisados a todos los niveles de la
OMS y la dirección de ésta intenta completar cualquier respuesta que falte y resolver toda
inconsistencia. La calidad de la información aportada por un país determinado depende
de la calidad de su sistema nacional de vigilancia.

Casos de malaria notificados: los datos sobre la tasa de infección de la malaria son
menos exactos que las estimaciones de VIH/sida o tuberculosis. Los datos pueden reflejar
sólo una fracción del verdadero número de casos de malaria en un país a causa de los
sistemas de información fragmentarios o la cobertura incompleta de los servicios sanita-
rios, o ambos. Además, muchos pacientes con malaria pueden buscar tratamiento fuera
del sector sanitario formal. Los sistemas de detección y notificación de casos varían
ampliamente.

Gasto sanitario: las estimaciones aquí indicadas deberían ser consideradas como las
mejores elaboradas por la OMS y no como estimaciones oficiales de los Estados miembros.
La OMS ha comparado los datos de una variedad de fuentes, incluyendo los gastos de
atención a pacientes ingresados y gastos en tratamientos farmacéuticos, en un intento de
asegurar la plausibilidad de las estimaciones recogidas. Para más información sobre la
recolección y fiabilidad de los datos, dirigirse a la metodología del World Health Report,
disponible en http://www.who.int/whr/2004/en/09_annexes_en.pdf.

FUENTES
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3 Género y desarrollo
Fuentes: Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo; Programa de las Naciones Unidas para Asentamientos Humanos; División de Población de las Naciones Unidas; Fondo de las
Naciones Unidas para la Infancia; Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura; Unión Interparlamentaria

Mundo .. .. 60,9 .. 400 58 .. 76,6 87,0 .. .. .. 15,6
Asia (exc. Oriente Medio) .. .. 64,6 .. .. .. .. 78,3 88,3 .. .. .. 14,2
Armenia .. .. 60,5 11,8 55 97 106 99,2 99,7 2.564 3.700 .. 4,6

.. .. 55,4 11,5 94 84 98 .. .. 2.322 4.044 .. 10,5
Bangladesh 0,22 .. 53,8 15,3 380 12 109 31,4 50,3 1.150 2.035 25 2,0
Bután .. .. 18,8 .. 420 24 .. .. .. .. .. .. 9,3
Camboya 0,36 .. 23,8 32,6 450 32 59 59,3 80,8 1.622 2.117 33 10,9
China .. .. 83,8 .. 56 76 .. 86,5 95,1 3.571 5.435 .. 20,2
Georgia 0,39 .. 40,5 23,8 32 96 108 .. .. 1.325 3.283 64 ..
India .. .. 48,2 15,8 540 43 74 .. .. 1.442 3.820 .. 9,3
Indonesia .. .. 57,4 9,2 230 64 100 83,4 92,5 2.138 4.161 .. 8,0
Japón 0,53 20,0 55,9 .. 10 100 101 .. .. 16.977 37.208 46 9,9
Kazajstán .. .. 66,1 8,7 210 99 98 99,2 99,7 4.247 7.156 .. 8,6
Corea, Rep. Pop. de .. .. 61,8 .. 67 97 .. .. .. .. .. .. ..
Corea, República de 0,38 .. 80,5 .. 20 100 100 .. .. 10.747 23.226 34 5,5
Kirguistán .. .. 59,5 11,6 110 98 101 .. .. 1.269 1.944 .. 6,7
Laos, Rep. Pop. Dem. .. .. 32,2 .. 650 19 72 55,5 77,4 1.358 2.082 .. 22,9
Malasia 0,52 18,5 54,5 .. 41 97 111 85,4 92,0 5.219 13.157 45 16,3
Mongolia 0,43 .. 67,4 9,9 110 97 120 97,5 98,0 1.316 1.955 66 10,5
Myanmar .. .. 32,7 .. 360 56 93 81,4 89,2 .. .. .. ..
Nepal .. .. 39,3 27,8 740 11 74 26,4 61,6 891 1.776 .. 6,4
Pakistán 0,42 .. 27,6 32,0 500 20 .. 28,5      j 53,4   j 915 2.789 26 20,8
Filipinas 0,54 .. 46,5 19,8 200 58 110 92,7 92,5 3.144 5.326 62 17,2
Singapur 0,65 .. 62,0 .. 30 100 .. 88,6 96,6 15.822 31.927 43 16,0
Sri Lanka 0,28 .. 66,1 .. 92 97 .. 89,6 94,7 2.570 4.523 49 4,4
Tayikistán .. .. 33,9 .. 100 71 82 99,3 99,7 759 1.225 .. 12,4
Tailandia 0,46 .. 72,2 .. 44 99 .. 90,5 94,9 5.284 8.664 55 9,6
Turkmenistán .. .. 61,8 10,1 31 97 .. 98,3 j 99,3 j 3.274 5.212 .. 26,0
Uzbekistán .. .. 67,2 13,7 24 96 97 98,9 99,6 1.305 1.983 .. 7,2
Vietnam .. .. 78,5 4,8 130 70 93 86,9      j 93,9   j 1.888 2.723 .. 27,3
Europa .. .. 69,1 .. .. .. .. 99,0 99,5 .. .. .. 19,1
Albania .. .. 57,5 .. 55 99 .. 98,3 99,2 3.442 6.185 .. 5,7

0,77 33,1 50,8 .. 4 100  j 96 .. .. 15.410 43.169 48 30,6
Bielorrusia .. .. 50,4 .. 35 100 105 99,6 99,8 4.405 6.765 .. 18,4
Bélgica 0,81 26,2 78,4 c 2,1 d 10 100  j 112 .. .. 18.528 37.180 48 33,9
Bosnia-Herzegovina .. .. 47,5 .. 31 100 .. 91,1 98,4 .. .. .. 12,3
Bulgaria .. .. 41,5 .. 32 .. 98 98,1 99,1 5.719 8.627 .. 26,3
Croacia 0,56 .. .. .. 8 100 101 97,1 99,3 7.453 13.374 51 17,8
República Checa 0,59 .. 72,0 8,0 d 9 99 102 .. .. 11.322 20.370 52 15,7
Dinamarca 0,85 .. 78,0 d,j .. 5 100  j 105 .. .. 26.074 36.161 51 38,0
Estonia 0,59 54,2 70,3 .. 63 .. 102 99,8 99,8 9.777 15.571 68 18,8
Finlandia                                                          0,82 .. 77,4 j .. 6 100 j 111 .. .. 21.645 30.970 52 37,5
Francia .. .. 74,6 5,7 d 17 99  j 101 .. .. 19.923 33.950 .. 11,7

0,80 30,6 74,7 .. 8 100  j 99 .. .. 18.763 35.885 49 31,4
Grecia 0,52 .. .. .. 9 .. .. .. .. 10.892 25.601 48 ..
Hungría 0,53 .. 77,4 4,2 d 16 .. 101 .. .. 10.307 17.465 62 9,8
Islandia 0,82 .. .. .. 0 .. 106 .. .. 22.716 36.043 55 30,2
Irlanda 0,71 26,3 .. .. 5 100 110 .. .. 21.056 52.008 52 14,2
Italia 0,58 .. 60,2 c 7,4 d 5 .. 96 .. .. 16.702 36.959 45 10,3
Letonia 0,59 .. 48,0 10,6 d 42 100 101 99,7 99,8 7.685 11.085 66 21,0
Lituania 0,51 .. 46,6 12,1 d 13 .. 99 99,6 99,6 8.419 12.518 70 10,6
Macedonia, ARY 0,52 .. .. .. 23 97 98 .. .. 4.599 8.293 51 18,3
Moldavia, Rep. 0,47 .. 62,4 6,7 d 36 99 103 98,6 99,6 1.168 1.788 64 12,9
Países Bajos 0,82 42,8 78,5 .. 16 100 97 .. .. 20.358 38.266 48 35,1
Noruega 0,91 34,3 73,8 e, j .. 16 100  j 103 .. .. 31.356 42.340 49 36,4
Polonia 0,61 35,2 49,4 .. 13 99  j .. .. .. 8.120 13.149 60 20,7
Portugal 0,64 19,8 66,3 j .. 5 100 .. .. .. 13.084 24.373 51 19,1
Rumania 0,47 .. 63,8 4,5 d 49 98 101 96,3 98,4 4.837 8.311 56 9,3
Federación Rusa 0,47 .. .. .. 67 99 100 99,5 99,7 6.508 10.189 64 8,0
Serbia y Montenegro .. 21,8 58,3  f .. 11 99 .. .. .. .. .. .. 7,9
Eslovaquia 0,61 23,1 74,0 d .. 3 .. 101 99,7 99,7 10.127 15.617 61 19,3
Eslovenia 0,58 .. 73,8 .. 17 100 j 101 99,6 99,7 14.084 22.832 55 12,2
España 0,72 .. 80,9 3,0 d 4 .. 106 .. .. 13.209 29.971 46 30,5
Suecia 0,85 37,0 78,0 d, j .. 2 100  j 121 .. .. 23.781 28.700 50 45,3
Suiza 0,77 .. 82,0 c .. 7 .. 94 .. .. 20.459 40.769 45 24,8
Ucrania 0,41 .. 67,5 14,9 35 100 100 99,5 99,8 3.429 6.493 64 5,3
Reino Unido 0,70 25,3 84,0 g .. 13 99 125 .. .. 19.807 32.984 44 17,3
Oriente Medio y N. de África .. .. 51,8 .. 220 i 70 i .. 61,6 80,5 .. .. .. ..
Afganistán .. .. 4,8 .. 1900 12 .. .. .. .. .. .. ..

.. .. 64,0 .. 140 92 107 59,6 78,0 2.684 8.794 .. ..
Egipto 0,27 .. 56,1 11,2 84 61 93 43,6      j 67,2   j 1.963 5.216 30 3,6
Irán, Rep. Islámica 0,31 .. 72,9 .. 76 90 95 70,4      j 83,5   j 2.835 9.946 33 ..
Iraq .. .. 13,7 .. 250 72 .. .. .. .. .. .. ..
Israel 0,61 29,5 68,0 h .. 17 99 j 99 93,4 97,3 14.201 26.636 54 15,0
Jordania .. .. 55,8 11,0 41 97 101 85,9 95,5 1.896 6.118 .. 7,9
Kuwait .. .. 50,2 .. 5 98 106 81,0 84,7 7.116 20.979 .. 0,0
Líbano .. .. 61,0 .. 150 89 109 .. .. 2.552 8.336 .. 2,3
Libia .. .. 39,7 .. 97 94 106 70,7 91,8 .. .. .. ..
Marruecos .. .. 50,3 16,1 220 40 .. 38,3 63,3 2.153 5.354 .. ..
Omán .. .. 23,7 .. 87 95 99 65,4 82,0 4.056 18.239 .. ..

rabia Saudita 0,21 .. 31,8 .. 23 91  j 89 69,5 84,1 3.825 18.616 31 0,0
Siria .. .. 36,1 .. 160 76 89 74,2 91,0 1.549 5.496 .. 12,0
Túnez .. .. 60,0 .. 120 90 104 63,1 83,1 3.615 9.933 .. 11,5
Turquía 0,29 .. 63,9 10,1 70 81 77 78,5 94,4 4.757 7.873 31 4,4
Emiratos rabes Unidos .. .. 27,5 .. 54 96 106 80,7 75,6 .. .. 25 0,0
Yemen 0,12 .. 20,8 38,6 570 22 .. 28,5 69,5 387 1.274 15 0,3
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Para más información, por favor visite http://earthtrends.wri.org/datatables/population

África Subsahariana .. .. 20,2 22,4 940 i 42 i .. 54,4 69,8 .. .. .. 13,5
Angola .. .. 6,2 .. 1700 45 81 .. .. 1.627 2.626 .. 15,5
Benin .. .. 18,6 27,2 850 66 46 25,5 54,8 876 1.268 .. 7,2
Botswana 0,56 .. 40,4 .. 100 94 107 81,5 76,1 5.353 10.550 52 17,0
Burkina Faso .. 5,2 11,9 4,4 1000 31 67 8,1     k 18,5  k 855 1.215 .. 11,7
Burundi .. .. 15,7 .. 1000 25 75 43,6 57,7 561 794 .. 18,5
Camerún .. .. 19,3 13,0 730 60 81 59,8 77,0 1.235 2.787 .. 8,9
República Centroafricana .. .. 27,9 16,2 1100 44 .. 33,5 64,7 889 1.469 .. ..
Chad .. .. 7,9 9,4 1100 16 .. 37,5 54,5 760 1.284 .. 5,8
Congo .. .. .. .. 510 .. 73 77,1 88,9 707 1.273 .. 10,6
Congo, Rep. Dem. .. .. 31,4 .. 990 61 .. .. .. 467 846 .. 10,2
Costa de Marfil .. .. 15,0 43,4 690 63 .. .. .. 818 2.222 .. 8,5
Guinea Ecuatorial                                                .. .. .. .. 880 65 58 .. .. 16.852 42.304 .. 5,0
Eritrea .. .. 8,0 27,0 630 21 67 .. .. 654 1.266 .. 22,0
Etiopía .. .. 8,1 35,8 850 6 65 33,8 49,2 516 1.008 .. 7,8
Gabón .. .. 32,7 28,0 420 86 .. .. .. 4.937 8.351 .. 11,0
Gambia .. 15,9 9,6 .. 540 55 70 .. .. 1.263 2.127 .. 13,2
Ghana .. .. 22,0 23,0 540 44 83 65,9 81,9 1.802 2.419 .. 9,0
Guinea .. .. 6,2 24,2 740 35 .. .. .. 1.569 2.317 .. 19,3
Guinea-Bissau .. .. 7,6 .. 1100 35 .. .. .. 465 959 .. ..
Kenia .. .. 39,0 23,9 1000 44 88 78,5 90,0 962 1.067 .. 7,1
Lesotho .. 29,4 30,4 .. 550 60 127 90,3 73,7 1.357 3.578 .. 17,0
Liberia .. .. 6,4 j .. 760 51 .. 39,3 72,3 .. .. .. ..
Madagascar .. .. 18,8 25,6 550 46 .. .. .. 534 906 .. 6,4
Malawi .. .. 30,6 29,7 1800 56 74 48,7 75,5 427 626 .. 9,3
Mali .. .. 8,1 28,5 1200 41 .. 11,9     k 26,7  k 635 1.044 .. 10,2
Mauritania .. .. 8,0 31,6 1000 57 76 31,3 51,5 1.581 2.840 .. 4,4
Mozambique .. .. 5,6 6,7 1000 44 63 31,4 62,3 840 1.265 .. 30,0
Namibia 0,57 .. 28,9 22,0 300 78 114 82,8 83,8 4.262 8.402 55 21,4
Níger .. .. 14,0 16,6 1600 16 63 9,3 25,1 575 1.005 .. 1,2
Nigeria .. .. 15,3 17,5 800 42 .. 59,4 74,4 562 1.322 .. 5,8
Ruanda .. .. 13,2 37,0 1400 31 93 63,4 75,3 968 1.570 .. 45,0
Senegal .. 19,6 12,9 32,6 690 58 68 29,7 49,0 1.140 2.074 .. 19,2
Sierra Leona .. .. 4,3 .. 2000 42 .. .. .. 337 815 .. 14,5
Somalia .. .. .. .. 1100 34 .. .. .. .. .. .. ..
Sudáfrica .. 37,8 56,3 15,0 230 84 108 85,3 86,7 6.371 14.202 .. 27,8
Sudán .. .. 8,3 26,0 590 86 j .. 49,1 70,8 867 2.752 .. 9,7
Tanzania, Rep. Unida .. .. 25,4 21,8 1500 36 .. 69,2 85,2 467 660 .. 21,4
Togo .. .. 25,7 32,3 570 49 .. 45,4 74,3 941 2.004 .. 7,4
Uganda .. .. 22,8 24,4 880 39 79 59,2 78,8 1.088 1.651 .. 24,7
Zambia .. .. 34,2 18,3 750 43 78 73,8 86,3 571 1.041 .. 12,0
Zimbabwe .. 32,8 53,5 12,9 1100 73 89 86,3 93,8 1.757 3.059 .. 10,0
América del Norte .. .. 76,2 .. .. .. .. .. .. .. .. .. 18,1
Canadá 0,79 46,6 74,7 .. 6 98 99 .. .. 22.964 36.299 54 23,6
Estados Unidos 0,77 29,0 76,4 .. 17 99 98 .. .. 27.338 43.797 55 14,0
Centroamérica y Caribe .. .. 64,4 .. 190 i 82 i .. 84,8 88,3 .. .. .. 21,4
Belice 0,46 .. 46,7 .. 140 83 .. 77,1 76,7 2.376 9.799 52 9,3
Costa Rica 0,66 .. 75,0 .. 43 98 103 95,9 95,7 4.698 12.197 28 35,1
Cuba .. .. 73,3 .. 33 100 99 96,8 97,0 .. .. .. 36,0
República Dominicana 0,53 32,8 64,7 12,5 150 98 125 84,4 84,3 3.491 9.694 49 15,4
El Salvador 0,45 .. 59,7 8,2 150 90 100 77,1 82,4 2.602 7.269 46 10,7
Guatemala .. .. 38,2 23,1 240 41 93 62,5 77,3 2.007 6.092 .. 8,2
Haití .. .. 27,4 39,8 680 24 .. 50,0 53,8 1.170 2.089 .. 9,1
Honduras 0,36 .. 61,8 7,0 110 56 .. 80,2 79,8 1.402 3.792 36 5,5
Jamaica .. .. 65,9 .. 87 95 104 91,4 83,8 3.169 4.783 .. 13,6
México 0,56 16,3 68,4 .. 83 86 107 88,7 92,6 4.915 12.967 40 21,2
Nicaragua .. 29,4 68,6 14,7 230 67 117 76,6 76,8 1.520 3.436 .. 20,7
Panamá 0,49 22,3 58,2 .. 160 90 107 91,7 92,9 3.958 7.847 49 9,9
Trinidad y Tobago 0,64 .. 38,2 .. 160 96 109 97,9 99,0 5.916 13.095 51 25,4
América del Sur .. .. 74,4 8,1 190 i 82 i .. 88,8 90,0 .. .. .. 14,7
Argentina 0,65 22,4 .. .. 82 98 106 97,0 97,0 5.662 15.431 53 31,3
Bolivia 0,52 18,1 53,4 26,1 420 69 97 80,7 93,1 1.559 3.463 40 17,8
Brasil .. 23,1 76,7 7,3 260 88 111 86,5 86,2 4.594 10.879 62 9,1
Chile 0,46 .. .. .. 31 100 .. 95,6 95,8 5.442 14.256 52 10,1
Colombia 0,50 24,4 76,9 6,2 130 86 111 92,2 92,1 4.429 8.420 50 10,8
Ecuador 0,49 .. 65,8 10,0 130 69 100 89,7 92,3 1.656 5.491 44 16,0
Guyana .. .. 37,3 .. 170 86 .. .. .. 2.439 6.217 .. 20,0
Paraguay 0,42 .. 57,4 11,3 170 71 102 90,2 93,1 2.175 6.641 54 9,6
Perú 0,52 .. 68,9 10,2 410 59 93 80,3 91,3 2.105 7.875 44 18,3
Surinam .. .. 42,1 .. 110 85 139 .. .. .. .. 51 17,6
Uruguay 0,51 29,2 .. .. 27 100 114 98,1 97,3 5.367 10.304 52 11,5
Venezuela 0,44 .. .. .. 96 94 116 92,7 93,5 3.125 7.550 61 9,7
Oceanía .. .. 64,1 .. .. .. .. .. .. .. .. .. 12,4
Australia 0,81 .. 76,1 j .. 8 100 99 .. .. 23.643 33.259 55 26,5
Fiji 0,34 .. .. .. 75 100 106 91,4     k 94,5  k 2.838 7.855 9 5,9
Nueva Zelanda 0,77 .. 74,9 .. 7 100 .. .. .. 18.168 26.481 52 28,3
Papúa Nueva Guinea .. .. 25,9 .. 300 53 78 .. .. 1.586 2.748 .. 0,9
Islas Salomón .. .. .. .. 130 85 .. .. .. 1.239 1.786 .. 0,0
Desarrollados .. .. 68,7 .. .. .. .. 98,6 k 99,1 k .. .. .. 18,5
En desarrollo .. .. 59,4 .. 440 55 i .. 69,4 k 83,4 k .. .. .. 13,6
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DEFINICIONES Y  METODOLOGÍA

El índice de empoderamiento de género es un índice compuesto que cuanti-
fica las oportunidades de las mujeres. La medida se calcula a partir de tres
componentes. El poder de participación y decisión política se mide por la propor-
ción, según género, de escaños parlamentarios. El poder de participación y
decisión económica se mide por (a) la proporción, según género, de puestos como
legisladores, altos funcionarios y directores; y (b) la proporción, según género, de
puestos profesionales y técnicos. El poder sobre los recursos económicos se mide
por la estimación de ingresos obtenidos por mujeres y hombres, en dólares
americanos ajustados a la paridad de poder adquisitivo (PPA). Las variables en
estas tres áreas se sopesan paritariamente y se catalogan según su relación con
el escenario ideal (i.e., la distribución de 50-50 es considerada el ideal de repre-
sentación parlamentaria). El índice de empoderamiento de género estimado para
un país en particular se presenta en una escala de 0 a 1, con los números más
altos representando niveles más elevados de igualdad.

Los hogares encabezados por mujeres son el porcentaje de unidades de
vivienda ocupadas cuyos miembros reconocen a una mujer como cabeza del
hogar. En muchos países, los hogares encabezados por mujeres sufren una
tenencia más reducida y precaria que los hogares encabezados por hombres, lo
que conduce a una mayor inseguridad para ellas y sus dependientes. Los datos
fueron recogidos primordialmente a partir de censos y encuestas por hogar. En
otros casos, los datos pueden proceder de estudios específicos de viviendas
realizados por diferentes grupos de las Naciones Unidas. También consejos
públicos de vivienda, instituciones financieras de viviendas, agencias de bienes
raíces y organizaciones no gubernamentales han aportado datos cuando no se
disponía de censos o encuestas. 

La tasa de prevalencia del uso de anticonceptivos es el porcentaje de mujeres
en edad reproductiva (15-49 años) en unión marital o consensuada que actual-
mente usan anticonceptivos.

Las mujeres con necesidades de planificación familiar insatisfechas son el
porcentaje de mujeres fértiles que no están utilizando anticonceptivos y afirman
no desear tener hijos o tener el siguiente en un plazo de dos años o superior. Los
anticonceptivos incluyen tanto los métodos modernos (esterilización, píldora,
condones, métodos de barrera vaginales, etc.) como los tradicionales (abstinen-
cia periódica o prolongada, coito interrupto, etc.). Los datos fueron recogidos
primordialmente a partir de encuestas realizadas en muestras nacionales repre-
sentativas de mujeres de entre 15 y 49 años. Las encuestas empleadas para la
recopilación de datos incluyen encuestas demográficas de salud (DHS), encues-
tas agrupadas de indicadores múltiples de UNICEF (MICS) y encuestas de salud
familiar (FHS).

La tasa de mortalidad materna es el número anual de muertes de mujeres por
causas relacionadas con el embarazo, ya sea durante el embarazo o dentro de los
42 días siguientes al parto o al fin del embarazo. Se mide por cada 100.000
nacimientos vivos y cuantifica el riesgo de muerte de una mujer una vez se ha
quedado embarazada. Las mujeres en países con alta fecundidad y elevada
mortalidad materna cuentan con los mayores riesgos de muerte como resultado
de la natalidad. (La reducción de la mortalidad materna es uno de los Objetivos
del Milenio de las Naciones Unidas). UNICEF obtuvo las estimaciones de morta-
lidad materna de una variedad de fuentes, incluyendo informes gubernamenta-
les, encuestas por hogar y DHS.

Los profesionales capacitados en el parto refleja el porcentaje de nacimien-
tos asistidos por médicos, enfermeras, comadronas o profesionales de sanidad
primaria formados en capacidades de asistencia en el parto. Las mujeres necesi-
tan más cuidados especializados durante el parto y el periodo inmediato de

posparto, cuando tienen lugar en torno a tres cuartas partes de las muertes
maternas. Los gobiernos de 66 países usaron las encuestas agrupadas de
indicadores múltiples (MICS), desarrolladas por UNICEF con colaboradores en
1997, para recoger los datos aquí presentados. Las encuestas demográficas de
salud (DHS) aportaron a UNICEF datos relevantes para más de 35 países adicio-
nales. Para la mayoría de los países restantes, los gobiernos nacionales aporta-
ron datos no procedentes de MICS. Donde no existían cifras oficiales fiables,
UNICEF ha realizado estimaciones. Siempre que ha sido posible, se han emple-
ado sólo datos nacionales exhaustivos y representativos.

La ratio de mujeres frente a hombres matriculadas en la educación secun-
daria representa la tasa bruta de mujeres frente a hombres en la educación
secundaria. Una ratio de 100 indica la igualdad en la representación. Las cifras
más bajas representan un porcentaje superior de matriculación de hombres que
de mujeres. Los datos son del año escolar 2001-2002. El IRM calcula la ratio
dividiendo la matriculación bruta de hombres en la educación secundaria por la
de mujeres. El resultado se multiplica por 100 para obtener la ratio final. UNICEF
calcula los datos brutos de matriculación dividiendo el número de alumnos
matriculados en un determinado nivel educativo, sin fijarse en la edad, por la
población en el grupo oficial de edad relevante y multiplicándolo luego por 100
para obtener la ratio.

La tasa de alfabetización, mostrada aquí tanto para hombres como mujeres, en
general se define como el porcentaje de población de 15 o más años de edad que
puede leer y escribir, comprendiéndolo, un enunciado corto y simple sobre su vida
cotidiana. Este indicador puede emplearse para medir los logros de los progra-
mas de alfabetización y la eficacia de la educación primaria. De acuerdo con la
UNESCO, “la alfabetización representa el potencial para un crecimiento intelec-
tual superior y una mayor contribución al desarrollo económico y sociocultural de
la sociedad”. La alfabetización de adultos se correlaciona con el PIB per cápita,
la esperanza de vida, las tasas de fecundidad, la mortalidad infantil y la urbani-
zación. La mayoría de los datos de alfabetización se recogen en los censos
nacionales de población. Habitualmente, estos censos se elaboran una vez cada
diez años, por lo que la UNESCO complementa estos datos siempre que es posible
con encuestas por hogar, de trabajadores, de empleo, industriales y agrarias.

Los ingresos anuales, que aquí se indican para hombres y mujeres, son una
estimación del poder adquisitivo anual del que disponen los trabajadores en
sectores no agrícolas. Los datos son ofrecidos en dólares internacionales de 2002
ajustados para la paridad de poder adquisitivo (PPA). La mayoría de los países
no disponen de mediciones directas de ingresos diferenciadas por género. Para
calcular este indicador, el PNUD utiliza la ratio del salario no agrícola femenino
sobre el salario no agrícola masculino, la proporción de hombres y mujeres sobre
la población económicamente activa, la población total de hombres y mujeres y
el PIB per cápita. Estos datos se obtienen de los Indicadores de Desarrollo
Mundial del Banco Mundial y de la División de Población de las Naciones Unidas.

Las mujeres trabajadoras profesionales y técnicas suponen el porcentaje de
mujeres sobre los empleos totales definidos como Grupo 2 dentro de la Clasifi-
cación Estándar de Ocupaciones (ISCO-88). Esta clasificación incluye a profe-
sionales de ciencias físicas, matemáticas e ingeniería, ciencias naturales y
profesionales de la salud, profesionales de la enseñanza y otros profesionales
(negocios, ciencias sociales, Derecho, religión). Los valores han sido calculados
por el PNUD en base a los datos de ocupación de la base de datos LABORSTA de
la Organización Internacional del Trabajo (OIT). La OIT obtiene estos datos de
encuestas laborales nacionales.

Los escaños parlamentarios ocupados por mujeres se calculan en base al
número total de escaños en el Parlamento y el número de escaños ocupados por
mujeres. Cuando el Parlamento cuenta tanto con una cámara alta como una
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cámara baja, el número total de mujeres en ambas cámaras se divide por el
número total de escaños en ambas cámaras. Los datos están actualizados a 1 de
abril de 2004. La Unión Interparlamentaria recopila estos datos en base a la
información aportada por los parlamentos nacionales.

FRECUENCIA  DE  ACTUALIZACIÓN DE LOS DATOS POR
PARTE DE  LOS PROVEEDORES
El índice de empoderamiento de género y los datos sobre mano de obra son publi-
cados anualmente por el PNUD en el Informe de Desarrollo Humano. Los datos de
alfabetización y educación son recopilados anualmente por la UNESCO. UNICEF
publica los indicadores de salud materna en su Estado mundial de la infancia.
Los datos por hogar son publicados aproximadamente cada cinco años por el
Programa de Asentamientos Humanos de las Naciones Unidas en su base de
datos de Estadísticas de Asentamientos Humanos. La Unión Interparlamentaria
actualiza los datos de mujeres en parlamentos cada mes para reflejar los resul-
tados de elecciones.

FIABILIDAD DE LOS DATOS Y  ADVERTENCIAS

Índice de empoderamiento de género: este índice se calcula con la intención
de establecer comparaciones entre países, por lo que los datos deben ser obteni-
dos de conjuntos internacionales de datos, lo que limita las variables que se
pueden utilizar para los cálculos. Sin estas limitaciones, otras variables que son
más detalladas podrían haber sido empleadas para calcular con más precisión
el empoderamiento político, profesional y económico de las mujeres.

Hogares encabezados por mujeres: la fiabilidad de los datos varía según el
país. Los datos de hogares encabezados por mujeres se limitan y son recogidos
sobre un periodo de 15 años. El lector debe ser prudente al establecer compara-
ciones entre países. 

Prevalencia del uso de anticonceptivos y mujeres con necesidades de plani-
ficación familiar insatisfechas: los datos sólo se refieren a mujeres entre 15 y
49 años que están casadas o en una unión consentida. La información sobre
hombres o mujeres solteros no suele estar tan disponible, aunque constituye una
proporción significativa del uso de anticonceptivos (o su falta de uso).

Tasa de mortalidad materna: el objetivo de esta estimación es llamar la
atención sobre la existencia y las dimensiones del problema de la mortalidad
materna. Los datos no aspiran a ser estimaciones precisas. Los márgenes de
incertidumbre asociados a estos valores son amplios y las estimaciones no
pueden ser empleadas para evaluar tendencias.

Profesionales capacitados en el parto: los datos incluidos en esta variable
incluyen un amplio rango de años y de fuentes. Algunos datos se refieren a perio-
dos diferentes que 1995-2002. Las comparaciones entre países deben realizarse
con cautela debido a la resultante variabilidad potencial sobre la calidad y
coordinación de los datos para países individualmente.

Ratio de mujeres frente a hombres matriculadas en la educación secunda-
ria: aunque la UNESCO mantiene los datos mundiales más completos sobre
niveles de matriculación, persisten los problemas. La disponibilidad y calidad de
estadísticas nacionales de matriculación escolar varían ampliamente, en parti-
cular para los países en desarrollo. A pesar de que la UNESCO ha aplicado la
misma metodología para analizar todos los datos nacionales, las definiciones de
“escolarización” y “matriculación” no son estrictamente comparables entre
países.

Tasa de alfabetización: la disponibilidad y calidad de las estadísticas naciona-
les sobre alfabetización varían en gran medida, particularmente para países en
desarrollo. Cuando no se dispone de datos de censos y encuestas para un país

en particular, las estimaciones han de hacerse en base a los países vecinos.
Incluso cuando se dispone de datos de censos y encuestas, suelen ser recogidos
sólo una vez cada diez años. Además, muchos países industrializados han
dejado de recoger datos de alfabetización en los últimos años, debido a la
suposición, a veces incorrecta, de que la educación primaria universal significa
la alfabetización universal. Incluso aunque la UNESCO ha aplicado la misma
metodología para analizar todos los datos nacionales, las definiciones actuales
de alfabetización de adultos no son estrictamente comparables entre países.
Algunos países asumen que las personas no escolarizadas son analfabetas o las
definiciones cambian entre censos. Asimismo, la definición de alfabetización de
la UNESCO no incluye a las personas que, aunque estén familiarizadas con las
bases de la lectura y escritura, no tienen la capacidad de emplearlas a un nivel
razonable en su sociedad. También pueden variar las prácticas para identificar
alfabetizados y analfabetos en los censos actuales y los errores en la autodefi-
nición de alfabetismo pueden afectar a la fiabilidad de los datos. Por tanto, los
usuarios deberían mantener la precaución al realizar comparaciones entre
países.

Ingresos anuales: al no disponerse de mediciones directas de ingresos diferen-
ciados por género en la mayoría de países, este indicador es calculado por el
PNUD a partir de las cifras de salarios incluyendo a hombres y mujeres, las
estimaciones sobre el tamaño de la mano de obra según género y las ratios de
ingresos de hombres frente a mujeres.

Mujeres trabajadoras profesionales y técnicas: la recopilación y la notifica-
ción de estadísticas de empleo están dominadas por un conjunto de estándares
bien definidos y desarrollados a través de una serie de acuerdos internacionales.
La OIT aplica rigurosos estándares de calidad a los datos que recibe. Sin
embargo, como es el caso de todos los grandes conjuntos de datos que dependen
de la información gubernamental, es probable que haya algunas irregularidades.

FUENTES
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4 Ingresos y pobreza
Fuentes: Banco Mundial, Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo

Mundo 7.880 .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. 0,73 ..
Asia (exc. Oriente Medio 4.684 .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. 4,6 .. ..
Armenia 3.117 1998-99 53,7 60,4 44,8 1998 f 12,8 49,0 3,3 17,3 1998 f 37,9 .. 0,75 ..

zerbai án 3.207 2001 49,6 .. .. 2001 f 3,7 9,1 < 1.0 3,5 2001 f 36,5 1,3 0,75 ..
Ban ladesh 1.695 2000 49,8 36,6 53,0 2000 f 36,0 82,8 8,1 36,3 2000 f 31,8 3,3 0,51 42,2
Bután .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. 0,54 ..
Cambo a 2.001 1997 36,1 21,1 40,1 1997 f 34,1 77,7 9,7 34,5 1997 f 40,4 1,8 0,57 42,6
China 4.577 1998 4,6 < 2.0 4,6 2001 f 16,6 46,7 3,9 18,4 2001 f 44,7 3,1 0,75 13,2
Geor ia 2.307 1997 11,1 12,1 9,9 2001 f 2,7 15,7 0,9 4,6 2001 f 36,9 11,0 0,74 ..
India 2.681 1999-00 28,6 24,7 30,2 1999-00 f 34,7 79,9 8,2 35,3 1999-00 f 32,5 .. 0,60 31,4
Indonesia 3.228 1999 27,1 .. .. 2002 f 7,5 52,4 0,9 15,7 2002 f 34,3 6,1 0,69 17,8
Japón 26.937 .. .. .. .. .. .. .. .. .. 1993 g 24,9 5,4 0,94 11,1
Kaza stán 5.814 1996 34,6 30,0 39,0 2001 f < 2.0 8,5 < 0.5 1,4 2001 f 31,3 .. 0,77 ..
Corea, Rep. Pop. Dem.                               .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. ..
Corea, República de 17.161 .. .. .. .. 1998 g < 2.0 < 2.0 < 0.5 < 0.5 1998 f 31,6 3,1 0,89 ..
Kirguistán 1.622 1999 64,1 49,0 69,7 2001 f < 2.0 27,2 < 0.5 5,9 2001 f 29,0 8,6 0,70 ..
Laos, Rep. Pop. Dem. 1.765 1997-98 38,6 26,9 41,0 1997-98 f 26,3 73,2 6,3 29,6 1997 f 37,0 .. 0,53 40,3
Malasia 9.130 1989 15,5 .. .. 1997 g < 2.0 9,3 < 0.5 2,0 1997 g 49,2 3,9 0,79 ..
Mon olia 1.709 1995 36,3 38,5 33,1 1995 f 13,9 50,0 3,1 17,5 1998 f 44,0 .. 0,67 19,1
M anmar .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. 0,55 25,4
Nepal 1.382 1995-96 42,0 23,0 44,0 1995 f 37,7 82,5 9,7 37,5 1995-96 f 36,7 .. 0,50 41,2
Pakistán 1.941 1998-99 32,6 24,2 35,9 1998 f 13,4 65,6 2,4 22,0 1998-99 f 33,0 7,8 0,50 41,9
Filipinas 4.171 1997 36,8 21,5 50,7 2000 f 14,6 46,4 2,7 17,2 2000 f 46,1 9,8 0,75 15,0
Sin apur 24.006 .. .. .. .. .. .. .. .. .. 1998 g 42,5 3,4 0,90 6,3
Sri Lanka 3.560 1995-96 25,0 15,0 27,0 1995-96 f 6,6 45,4 1,0 13,5 1995 f 34,4 8,2 0,74 18,2
Ta ikistán 981 .. .. .. .. 1998 f 10,3 50,8 2,6 16,3 1998 f 34,7 .. 0,67 ..
Tailandia 7.009 1992 13,1 10,2 15,5 2000 f < 2.0 32,5 < 0.5 9,0 2000 f 43,2 1,8 0,77 13,1
Turkmenistán 5.049 .. .. .. .. 1998 f 12,1 44,0 2,6 15,4 1998 f 40,8 .. 0,75 ..
Uzbekistán 1.661 2000 27,5 22,5 30,5 2000 f 21,8 77,5 5,4 28,9 2000 f 26,8 .. 0,71 ..
Vietnam 2.305 1993 50,9 25,9 57,2 1998 f 17,7 63,7 3,3 22,9 1998 f 36,1 .. 0,69 20,0
Europa 18.097 .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. 7,8 .. ..
Albania 4.270 2002 25,4 .. 29,6 2002 f < 2.0 11,8 < 0.5 2,0 2002 f 28,2 22,7 0,78 ..
Austria 29.220 .. .. .. .. .. .. .. .. .. 1997 g 30,0 3,6 0,93 ..
Bielorrusia 5.518 2000 41,9 .. .. 2000 f < 2.0 < 2.0 < 0.5 0,1 2000 f 30,4 2,3 0,79 ..
Bél ica 27.569 .. .. .. .. .. .. .. .. .. 1996 g 25,0 6,9 0,94 12,4 h
Bosnia-Herze ovina 5.777 2001-02 19,5 13,8 19,9 .. .. .. .. .. 2001 f 26,2 .. 0,78 ..
Bul aria 7.253 2001 12,8 .. .. 2001 f 4,7 16,2 1,4 5,7 2001 g 31,9 19,4 0,80 ..
Croacia 10.286 .. .. .. .. 2000 f < 2.0 < 2.0 < 0.5 < 0.5 2001 f 29,0 15,2 0,83 ..
República Checa 15.794 .. .. .. .. 1996 g < 2.0 < 2.0 < 0.5 < 0.5 1996 g 25,4 7,3 0,87 ..
Dinamarca 30.943 .. .. .. .. .. .. .. .. .. 1997 g 24,7 4,3 0,93 9,1 h
Estonia 12.255 1995 8,9 6,8 14,7 1998 f < 2.0 5,2 < 0.5 0,8 2000 g 37,2 12,6 0,85 ..
Finlandia 26.186 .. .. .. .. .. .. .. .. .. 2000 g 26,9 9,0 0,94 8,4 h
Francia 26.921 .. .. .. .. .. .. .. .. .. 1995 g 32,7 8,9 0,93 10,8 h
Alemania 27.102 .. .. .. .. .. .. .. .. .. 2000 g 28,3 8,6 0,93 10,3 h
Grecia 18.718 .. .. .. .. .. .. .. .. .. 1998 g 35,4 9,6 0,90 ..
Hun ría 13.869 1997 17,3 .. .. 1998 g < 2.0 7,3 < 0.5 1,7 1999 f 24,4 5,8 0,85 ..
Islandia 29.749 .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. 3,2 0,94 ..
Irlanda 36.360 .. .. .. .. .. .. .. .. .. 1996 g 35,9 4,2 0,94 15,3 h
Italia 26.429 .. .. .. .. .. .. .. .. .. 2000 g 36,0 9,0 0,92 11,6 h
Letonia 9.202 .. .. .. .. 1998 f < 2.0 8,3 < 0.5 2,0 1998 g 32,4 12,8 0,82 ..
Lituania 10.313 .. .. .. .. 2000 f < 2.0 13,7 < 0.5 4,2 2000 f 31,9 13,8 0,84 ..
Macedonia, ARY 6.483 .. .. .. .. 1998 f < 2.0 4,0 < 0.5 0,6 1998 f 28,2 31,9 0,79 ..
Moldavia, Rep. 1.478 1997 23,3 .. 26,7 2001 f 22,0 63,7 5,8 25,1 2001 f 36,2 7,3 0,68 ..
Países Ba os 29.105 .. .. .. .. .. .. .. .. .. 1994 g 32,6 3,1 0,94 8,2 h
Norue a 36.596 .. .. .. .. .. .. .. .. .. 2000 g 25,8 3,9 0,96 7,1 h
Polonia 10.934 1993 23,8 .. .. 1999 g < 2.0 < 2.0 < 0.5 < 0.5 1999 f 31,6 19,9 0,85 ..
Portu al 18.282 .. .. .. .. 1994 g < 2.0 < 0.5 < 0.5 < 0.5 1997 g 38,5 5,1 0,90 ..
Rumanía 6.556 1994 21,5 20,4 27,9 2000 f 2,1 20,5 0,6 5,2 2000 f 30,3 6,6 0,78 ..
Federación Rusa 8.269 1994 30,9 .. .. 2000 f 6,1 23,8 1,2 8,0 2000 f 45,6 8,9 0,80 ..
Serbia y Montene ro .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. 22,3 .. ..
Eslovaquia 12.892 .. .. .. .. 1996 g < 2.0 2,4 < 0.5 0,7 1996 g 25,8 18,6 0,84 ..
Eslovenia 18.615 .. .. .. .. 1998 f < 2.0 < 2.0 < 0.5 < 0.5 1998-99 g 28,4 5,9 0,90 ..
España 21.457 .. .. .. .. .. .. .. .. .. 1990 g 32,5 11,4 0,92 11,0 h
Suecia 26.048 .. .. .. .. .. .. .. .. .. 2000 g 25,0 5,2 0,95 6,5 h
Suiza 30.008 .. .. .. .. .. .. .. .. .. 1992 g 33,1 2,9 0,94 ..
Ucrania 4.887 1995 31,7 .. .. 1999 g 2,9 45,7 0,6 16,3 1999 f 29,0 11,1 0,78 ..
Reino Unido 26.155 .. .. .. .. .. .. .. .. .. 1999 g 36,0 5,1 0,94 14,8 h
Oriente Medio  y N. de África 5.994 .. .. .. .. .. 2,4 29,9 .. .. .. .. .. .. ..

f anistán .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. ..
r elia 5.783 1998 12,2 7,3 16,6 1995 f < 2.0 15,1 < 0.5 3,8 1995 f 35,3 29,8 0,70 21,9

E ipto 3.813 1999-00 16,7 .. .. 2000 f 3,1 43,9 0,5 11,3 1999 f 34,4 9,0 0,65 30,9
Irán, Rep. Islámica 6.701 .. .. .. .. 1998 f < 2.0 7,3 < 0.5 1,5 1998 f 43,0 .. 0,73 16,4
Iraq .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. ..
Israel 19.532 .. .. .. .. .. .. .. .. .. 1997 g 35,5 10,3 0,91 ..
Jordania 4.223 1997 11,7 .. .. 1997 f < 2.0 7,4 < 0.5 1,4 1997 f 36,4 13,2 0,75 7,2
Kuwait 16.320 .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. 0,8 0,84 ..
Líbano 4.755 .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. 0,76 9,5
Libia .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. 0,79 15,3
Marruecos 3.810 1998-99 19,0 12,0 27,2 1999 f < 2.0 14,3 < 0.5 3,1 1998-99 f 39,5 .. 0,62 34,5
Omán 13.337 .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. 0,77 31,5

rabia Saudita 12.845 .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. 0,77 15,8
Siria 3.527 .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. 11,2 0,71 13,7
Túne 6.763 1995 7,6 3,6 13,9 2000 f < 2.0 6,6 < 0.5 1,3 2000 f 39,8 .. 0,75 19,2
Turquí 6.365 .. .. .. .. 2000 f < 2.0 10,3 < 0.5 2,5 2000 f 40,0 10,6 0,75 12,0
Emiratos rabes Unidos .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. 2,3 0,82 ..
Yemen 870 1998 41,8 30,8 45,0 1998 f 15,7 45,2 4,5 15,0 1998 f 33,4 .. 0,48 40,3
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Para más información, por favor, visite http://earthtrends.wri.org/datatables/economics

África Subsahariana 1.779 .. .. .. .. .. 46,5 78,0 .. .. .. .. .. .. ..
n ola 2.208 .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. 0,38 ..

Benin 1.073 1995 33,0 .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. 0,42 45,7
Botswana 7.928 .. .. .. .. 1993 f 23,5 50,1 7,7 22,8 1993 f 63,0 15,8 0,59 43,5
Burkina Faso 1.112 1998 45,3 16,5 51,0 1998 f 44,9 81,0 14,4 40,6 1998 f 48,2 .. 0,30 65,5
Burundi 635 1990 .. 43,0 36,0 1998 f 58,4 89,2 24,9 51,3 1998 f 33,3 .. 0,34 45,8
Camerún 2.037 2001 40,2 22,1 49,9 2001 f 17,1 50,6 4,1 19,3 2001 f 44,6 .. 0,50 36,9
República Centroafricana 1.171 .. .. .. .. 1993 f 66,6 84,0 38,1 58,4 1993 f 61,3 .. 0,36 47,7
Chad 1.029 1995-96 64,0 63,0 67,0 .. .. .. .. .. .. .. .. 0,38 49,6
Con o 979 .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. 0,49 31,9
Con o, Rep. Dem. 621 .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. 0,37 42,9
Costa de Marfil 1.520 .. .. .. .. 1998 f 15,5 50,4 3,8 18,9 1998 f 45,2 .. 0,40 45,0
Guinea Ecuatorial .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. 0,70 32,7
Eritrea 909 1993-94 53,0 .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. 0,44 41,8
Etiopía 745 1999-00 44,2 37,0 45,0 1999-00 f 26,3 80,7 5,7 31,8 2000 f 30,0 .. 0,36 55,5
Gabón 6.595 .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. 0,65 ..
Gambia 1.571 1998 .. 48,0 61,0 1998 f 59,3 82,9 28,8 51,1 1998 f 38,0 .. 0,45 45,8
Ghana 2.141 1998 39,5 18,6 49,9 1999 f 44,8 78,5 17,3 40,8 1999 f 30,0 .. 0,57 26,0
Guinea 2.098 1994 40,0 .. .. .. .. .. .. .. 1994 f 40,3 .. 0,43 ..
Guinea-Bissau 705 .. .. .. .. .. .. .. .. .. 1993 f 47,0 .. 0,35 48,0
Kenia 1.018 1997 52,0 49,0 53,0 1997 f 23,0 58,6 6,0 24,1 1997 f 44,5 .. 0,49 37,5
Lesotho 2.423 .. .. .. .. 1995 f 36,4 56,1 19,0 33,1 1995 f 63,2 .. 0,49 47,9
Liberia .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. ..
Mada ascar 744 1999 71,3 52,1 76,7 1999 f 49,1 83,3 18,3 44,0 2001 f 47,5 .. 0,47 35,9
Malawi 581 1997-98 65,3 54,9 66,5 1997-98 f 41,7 76,1 14,8 38,3 1997 f 50,3 .. 0,39 46,8
Mali 976 1998 63,8 30,1 75,9 1994 f 72,8 90,6 37,4 60,5 1994 f 50,5 .. 0,33 58,9
Mauritania 1.683 2000 46,3 25,4 61,2 2000 f 25,9 63,1 7,6 26,8 2000 f 39,0 .. 0,47 48,3
Mozambique 1.061 1996-97 69,4 62,0 71,3 1996 f 37,9 78,4 12,0 36,8 1996-97 f 39,6 .. 0,35 49,8
Namibia 6.128 .. .. .. .. 1993 g 34,9 55,8 14,0 30,4 1993 g 70,7 33,8 0,61 37,7
Ní e 806 1989-93 63,0 52,0 66,0 1995 f 61,4 85,3 33,9 54,8 1995 f 50,5 .. 0,29 61,4
Ni eria 919 1992-93 34,1 30,4 36,4 1997 f 70,2 90,8 34,9 59,0 1996-97 f 50,6 .. 0,47 35,1
Ruanda 1.224 1993 51,2 .. .. 1983-85 f 35,7 84,6 7,7 36,7 1983-85 f 28,9 .. 0,43 44,7
Sene al 1.594 1992 33,4 .. 40,4 1995 f 26,3 67,8 7,0 28,2 1995 f 41,3 .. 0,44 44,1
Sierra Leona 523 1989 68,0 53,0 76,0 1989 f 57,0 74,5 39,5 51,8 1989 f 62,9 .. 0,27 ..
Somalia .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. ..
Sudáfrica 10.152 .. .. .. .. 1995 f 7,1 23,8 1,1 8,6 1995 f 59,3 29,5 0,67 31,7
Sudán 1.936 .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. 0,51 31,6
Tanzania, Rep. Unida 579 2000-01 35,7 .. 38,7 1993 f 19,9 59,7 4,8 23,0 1993 f 38,2 .. 0,41 36,0
Togo 1.486 1987-89 32,3 .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. 0,50 38,0
U anda 1.413 1997 44,0 .. .. .. .. .. .. .. 1999 f 43,0 .. 0,49 36,4
Zambia 839 1998 72,9 56,0 83,1 1998 f 63,7 87,4 32,7 55,4 1998 f 52,6 .. 0,39 50,4
Zimbabwe .. 1995-96 34,9 7,9 48,0 1990-91 f 36,0 64,2 9,6 29,4 1995 f 56,8 .. 0,49 52,0
América del Norte 35.138 .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. 5,9 .. ..
Canadá 29.484 .. .. .. .. .. .. .. .. .. 1998 g 33,1 7,7 0,94 12,2 h
Estados Unidos 35.746 .. .. .. .. .. .. .. .. .. 2000 g 40,8 5,8 0,94 15,8 h
Centroamérica  y Caribe 7.347 .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. 3,0 .. ..
Belice 6.538 .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. 0,74 16,7
Costa Rica 8.817 1992 22,0 19,2 25,5 2000 g 2,0 9,5 0,7 3,0 2000 g 46,5 6,4 0,83 4,4
Cuba .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. 3,3 0,81 5,0
República Dominicana 6.644 1998 28,6 20,5 42,1 1998 g < 2.0 < 2.0 < 0.5 < 0.5 1998 g 47,4 15,6 0,74 13,7
El Salvado 4.887 1992 48,3 43,1 55,7 2000 g 31,1 58,0 14,1 29,7 2000 g 53,2 6,2 0,72 17,0
Guatemala 4.058 2000 56,2 27,1 74,5 2000 g 16,0 37,4 4,6 16,0 2000 g 48,3 3,1 0,65 22,5
Haití 1.623 1995 .. .. 66,0 .. .. .. .. .. .. .. .. 0,46 41,1
Honduras 2.597 1993 53,0 57,0 51,0 1998 g 23,8 44,4 11,6 23,1 1999 g 55,0 3,8 0,67 16,6
Jamaica 3.982 2000 18,7 .. 25,1 2000 f < 2.0 13,3 < 0.5 2,7 2000 f 37,9 .. 0,76 9,2
México 8.972 1988 10,1 .. .. 2000 g 9,9 26,3 3,7 10,9 2000 g 54,6 2,4 0,80 9,1
Nicara ua 2.486 1998 47,9 30,5 68,5 2001 f 45,1 79,9 16,7 41,2 2001 g 55,1 11,2 0,67 18,3
Panamá 6.166 1997 37,3 15,3 64,9 2000 g 7,2 17,6 2,3 7,4 2000 g 56,4 13,2 0,79 7,7
Trinidad  Toba 9.446 1992 21,0 24,0 20,0 1992 g 12,4 39,0 3,5 14,6 1992 g 40,3 .. 0,80 7,7
América del Sur 7.333 .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. 11,5 .. ..

r entina 11.083 1998 .. 29,9 .. 2001 g 3,3 14,3 0,5 4,7 2001 g 52,2 17,8 0,85 ..
Bolivia 2.459 1999 62,7 .. 81,7 1999 f 14,4 34,3 5,4 14,9 1999 f 44,7 5,2 0,68 14,4
Brasil 7.752 1990 17,4 13,1 32,6 2001 g 8,2 22,4 2,1 8,8 2001 g 58,5 9,4 0,78 11,8
Chile 9.796 1998 17,0 .. .. 2000 g < 2.0 9,6 < 0.5 2,5 2000 g 57,1 7,8 0,84 4,1
Colombia 6.493 1999 64,0 55,0 79,0 1999 g 8,2 22,6 2,2 8,8 1999 g 57,6 17,9 0,77 8,1
Ecuador 3.583 1994 35,0 25,0 47,0 1998 g 17,7 40,8 7,1 17,7 1998 f 43,7 11,0 0,74 12,0
Gu ana 4.224 1998 35,0 .. .. 1998 g < 2.0 6,1 < 0.5 1,7 1999 f 43,2 .. 0,72 12,9
Para ua 4.657 1991 21,8 19,7 28,5 1999 g 14,9 30,3 6,8 14,7 1999 g 56,8 .. 0,75 10,6
Perú 5.012 1997 49,0 40,4 64,7 2000 g 18,1 37,7 9,1 18,5 2000 g 49,8 8,7 0,75 13,2
Surinam .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. 0,78 ..
Uruguay 7.767 .. .. .. .. 2000 g < 2.0 3,9 < 0.5 0,8 2000 g 44,6 17,2 0,83 3,6
Venezuela 5.368 1989 31,3 .. .. 1998 g 15,0 32,0 6,9 15,2 1998 g 49,1 12,8 0,78 8,5
Oceanía 21.348 .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. 5,9 .. ..
Australia 28.262 .. .. .. .. .. .. .. .. .. 1994 g 35,2 6,0 0,95 12,9 h
Fi i 5.242 .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. 0,76 21,3
Nueva Zelanda 21.742 .. .. .. .. .. .. .. .. .. 1997 g 36,2 5,2 0,93 ..
Papúa Nueva Guinea 2.366 1996 37,5 16,1 41,3 .. .. .. .. .. 1996 f 50,9 .. 0,54 37,0
Islas Salomón 1.654 .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. 0,62 ..
Ingresos altos (i) 28.480 .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. 6,2 0,93 ..
Ingresos medios (i) 5.800 4,9 0,76
Ingresos bajos (i) 2.110 .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. 0,56 ..
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a. Mide el porcentaje de población que vive con menos de 1,08 y 2,15 $ al día a precios internacionales de 1993. b. La brecha de pobreza mide tanto la amplitud como la severidad de la pobreza más allá de los umbra-
les de 1,08 y 2,15 $ al día a precios internacionales de 1993. c. El Índice Gini mide la equidad en la distribución de ingresos entre la población (0 = igualdad perfecta; 100 = desigualdad perfecta). d. Los datos corres-
ponden al año más reciente dentro de la horquilla indicada. e. De acuerdo con el PNUD, el Índice de Desarrollo Humano mide “los logros medios en tres dimensiones básicas del desarrollo humano: una vida larga y
saludable, el conocimiento y un estándar de vida digno”. f. Ordenado según el consumo o gasto per cápita. g. Ordenado según los ingresos per cápita. h. Para los países de la OCDE, se utiliza un Índice de Pobreza
Humana diferenciado (ver notas). i. Los totales regionales para países de ingresos altos, medios y bajos se calculan de acuerdo con los proveedores de datos originales.



DEFINICIONES Y  METODOLOGÍA

El Producto Interior Bruto (PIB) per cápita es el producto anual total de la economía
de un país dividido entre la población del país de ese año. El PIB es el valor final de
mercado de todos los bienes y servicios producidos en un país en un año determinado,
equivalente al gasto total de consumidores, inversores y el Gobierno. Los datos en dólares
del PIB son convertidos en dólares internacionales utilizando los índices de paridad de
poder adquisitivo (PPA) y no son ajustados a la inflación. Un dólar internacional compra
aproximadamente la misma cantidad de bienes y servicios en cada país.

Los índices de PPA responden a los precios locales de bienes y servicios, permi-
tiendo que las estimaciones del PIB se ajusten al coste de la vida y se puedan comparar
con más precisión entre países. Los índices de PPA se calculan mediante análisis de
extrapolación y regresión utilizando datos del Programa Internacional de Comparación
(ICP). El cómputo de la PPA implica obtener cantidades implícitas de los datos de las
cuentas de gastos nacionales para cada país en un conjunto de precios medios. En la
mayoría de los países en desarrollo las misiones de visita o residentes del Banco Mundial
consiguen los datos del PIB de organizaciones estadísticas nacionales y bancos centra-
les. Los datos para economías de altos ingresos proceden de la OCDE.

El año de encuesta muestra los años en los que se aplicaron las encuestas para recoger
datos de pobreza nacional, pobreza internacional y desigualdades de ingresos.

El Índice Nacional de Pobreza refleja el porcentaje de la población de un país que vive
por debajo de la línea de pobreza establecida. Las estimaciones incluyen los índices
totales de pobreza y los índices en zonas urbanas y rurales. Los valores se calculan país
por país según las necesidades de los pobres en un país determinado. Los datos para
calcular los Índices Nacionales de Pobreza se obtienen a partir de encuestas preparadas
por el Banco Mundial realizadas entre 1985 y 2002. En las encuestas se pedía a las
familias que informaran bien de sus ingresos o bien, y preferiblemente, de sus niveles de
consumo. Estas encuestas por hogar representativas nacionalmente fueron realizadas por
funcionarios nacionales de estadística, agencias privadas bajo supervisión gubernamen-
tal o agencias internacionales. El nivel de ingresos que se usa para determinar las líneas
de pobreza nacionales varía según país. Como el coste de la vida con frecuencia es más
alto en las áreas urbanas, la línea urbana de pobreza es más elevada que la línea rural
de pobreza en el mismo país.

Los datos de los Índices Internacionales de Pobreza se basan en encuestas primarias
por hogar representativas a nivel nacional y realizadas por oficinas nacionales de estadís-
tica o agencias privadas bajo supervisión del Gobierno o de agencias internacionales y
son obtenidas de las oficinas de estadística gubernamentales y de los departamentos
nacionales del Banco Mundial. Las encuestas fueron realizadas entre 1985 y 2002. Las
tasas de cambio de la PPA, como las de las Tablas Penn World o del Banco Mundial, se
usan porque tienen en cuenta precios y bienes y servicios locales que no son comerciados
internacionalmente. En los últimos años, el Banco Mundial ha calculado estimaciones de
pobreza utilizando la PPA de las Tablas Penn World. A partir de 2002, el Banco Mundial
utilizó estimaciones de consumo de PPA de 1993 elaboradas en la propia organización.

La población que vive con menos de 1 $ al día es el porcentaje de población de un país
que vive con menos de 1,08 $ al día a precios internacionales de 1993, equivalente a 1 $
a precios de 1985 ajustados a la paridad de poder adquisitivo. Esta cantidad se calcula
a partir de un nivel de consumo necesario para un mantenimiento básico de la vida y los
ingresos por debajo de este nivel son calificados como “pobreza extrema”. La población
que vive con menos de 2 $ al día es el porcentaje de la población de un país que vive
con menos de 2,15 $ al día a precios internacionales de 1993, lo que equivale a 2 $ a
precios de 1985 una vez ajustados a la paridad de poder adquisitivo.

La brecha de pobreza mide tanto la amplitud como la severidad de la pobreza más allá
de los umbrales (líneas de pobreza) de 1,08 y 2,15 $ al día a precios internacionales de
1993 (equivalentes a 1 y 2 $ respectivamente a precios de 1985, ajustados para la
paridad de poder adquisitivo). Medida como un porcentaje, el indicador muestra el “déficit
de pobreza” de la población de un país, donde el déficit de pobreza es la cantidad per

cápita de recursos que serían necesarios para sacar a todas las personas de debajo de la
línea de pobreza a través de transferencias económicas perfectamente orientadas.

Por ejemplo, en Laos vive una mayor proporción de personas con menos de 2 $ al
día que en El Salvador; 73 por ciento vs. 58 por ciento. Mientras que Laos tiene una mayor
amplitud (incidencia) de la pobreza, la pobreza en El Salvador es más severa, de modo
que los dos países presentan brechas de pobreza que se aproximan al 30 por ciento. Sería
necesaria la misma inversión en ambos países en relación al total de población en cada
país para sacar a toda la población por encima de la línea de la pobreza: 30% x 2 $/día
= 0,60 $/día per cápita.

En términos técnicos, la brecha de pobreza es definida como la distancia media hacia
la línea de pobreza expresada como un porcentaje de la línea de pobreza, contabilizando
como cero la distancia de los que no son pobres. Se calcula dividiendo el déficit medio de
ingresos por la línea de pobreza. Por ejemplo, en un país con una línea de pobreza de 1 $ al
día y tres medias de ingresos diarios–1,60, 0,90 y 0,50 $–, la brecha de pobreza sería del
20 por ciento. (Se calcula la media de tres déficits –0,00, 0,10 y 0,50 $– y resulta un déficit
medio de 0,20 $ y la brecha de pobreza resultante es 0,20 $/1,00 $ = 20 por ciento).

El Índice Gini mide la desigualdad en los ingresos cuantificando la desviación de la distri-
bución de ingresos o del consumo de la igualdad perfecta. Un resultado de cero implica
igualdad perfecta, mientras que un resultado de 100 implica desigualdad perfecta. Si
todas las personas de un país ganaran los mismos ingresos, el Índice Gini sería cero; si
todos los ingresos fueran obtenidos por una sola persona, el Índice Gini sería 100. El Índice
Gini se calcula recopilando los datos de distribución de ingresos (o gastos). En los países
en desarrollo, el Índice Gini se calcula a partir de datos de encuestas por hogar, mientras
que en los países desarrollados, se evalúa directamente a partir de la base de datos de los
Estudios de Ingresos de Luxemburgo, empleando un método de estimación coherente con
el aplicado en los países en desarrollo. Una vez recopilados, los datos de distribución de
los ingresos o los gastos se emplean para trazar una curva de Lorenz, que ilustra los
porcentajes acumulativos de los ingresos totales obtenidos frente al número acumulativo
de receptores, comenzando con los individuos o familias más pobres. El Índice Gini se
calcula a partir del área entre la curva de Lorenz y una línea hipotética (45 grados) de
absoluta igualdad, expresada como un porcentaje del área máxima bajo la línea.

La tasa de desempleo se define como el porcentaje de la fuerza laboral total que se
encuentra simultáneamente sin trabajo, con disponibilidad para trabajar y buscando
empleo activamente. Las definiciones pueden variar entre los países. El Banco Mundial
recibe sus datos de tasas nacionales de desempleo de la Oficina de Estadísticas de la
Organización Internacional del Trabajo (OIT). La OIT recopila esta información a partir de
una combinación de fuentes, incluyendo encuestas de mano de obra, estimaciones
nacionales, estadísticas de la seguridad social y estadísticas oficiales de empleo. La
información que se presenta aquí es la media anual de las estimaciones de desempleo
mensuales, trimestrales o bianuales.

El Índice de Desarrollo Humano consta de tres subíndices que miden la salud y la longe-
vidad, la educación y el conocimiento y el estándar de vida. Pretende describir el logro de
los objetivos de desarrollo relacionados con la calidad de vida utilizando datos que
pueden ser comparados entre países y diferentes periodos de tiempo. Se calcula como la
suma de cuatro indicadores: esperanza de vida, alfabetización de adultos, índice de
matriculación escolar bruto y PIB per cápita. La esperanza de vida es la cantidad media
de años que un recién nacido podría vivir aplicando las tasas de mortalidad específicas
para su edad. La alfabetización de adultos se define como el porcentaje de población de
15 o más años de edad que puede leer y escribir, comprendiéndolo, un enunciado breve y
simple sobre su vida y cotidiana. El índice de matriculación escolar bruto mide la matri-
culación escolar, sin tener en cuenta la edad, como un porcentaje de la población en edad
escolar oficial. El Producto Interior Bruto (PIB) per cápita mide el producto anual total de
la economía de un país por habitante. Estos cuatro indicadores están clasificados en tres
categorías separadas –esperanza de vida, educación y PIB– que son catalogadas y
después sopesadas de forma equitativa para calcular el índice final. Para más informa-
ción visitar http://hdr.undp.org.
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El Índice de Pobreza Humana es un indicador compuesto que describe la privación de
una población respecto a los tres objetivos de desarrollo relacionados con la calidad de
vida: salud, alfabetización y un estándar de vida suficiente. Este índice se gradúa de 0 a
100, representando 100 el nivel de pobreza más alto posible.

Los datos aquí presentados proceden de dos encuestas aisladas. Los países no perte-
necientes a la OCDE son evaluados empleando en índice “HP-1” basado en cuatro indica-
dores: probabilidad al nacer de sobrevivir hasta los 40 años (1/3 del valor total del índice),
tasa de alfabetización de adultos (1/3 del valor total del índice), niños con peso inferior al
correspondiente a su edad (1/6 del valor total del índice) y población sin acceso a una fuente
de agua mejorada (1/6 del valor total del índice). Los países de la OCDE son evaluados utili-
zando el índice “HP-2” con cuatro indicadores diferentes: probabilidad al nacer de no llegar
a cumplir los 60 años, adultos que carecen de capacidades funcionales de alfabetización,
población con ingresos por debajo de la línea de pobreza y desempleo de larga duración. Los
cuatro indicadores de la OCDE son sopesados en pie de igualdad para calcular el índice final.
Para más información, visitar http://hdr.undp.org.

FRECUENCIA  DE  ACTUALIZACIÓN DE LOS DATOS
POR PARTE DE  LOS PROVEEDORES

El Índice de Desarrollo Humano y el Índice de Pobreza Humana son publicados anual-
mente por el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) en el Informe de
Desarrollo Humano. Los datos de los índices de pobreza e igualdad de ingresos son
actualizados irregularmente al realizarse encuestas en países individualmente, recopi-
larse los resultados de nuevas encuestas y publicarse anualmente en los Indicadores de
Desarrollo Mundial del Banco Mundial. El PIB per cápita y las tasas de desempleo son
actualizadas anualmente en los Indicadores de Desarrollo Mundial.

FIABILIDAD DE LOS DATOS Y  ADVERTENCIAS

PIB per cápita (PPC): aunque el Banco Mundial elabora las estimaciones de PIB mundia-
les más fiables de que se dispone, muchos obstáculos impiden una recogida y recopila-
ción de información precisa. Las actividades de economía informal a veces plantean un
problema en esta medición, especialmente en los países en desarrollo, donde gran parte
de la actividad económica puede realizarse sin ser registrada. Obtener una imagen
completa de la economía requiere estimar los productos por hogar elaborados para la
venta local y el uso doméstico, trueque y actividades ilícitas o deliberadamente no notifi-
cadas. Las mejoras técnicas y el crecimiento en el sector servicios son particularmente
difíciles de medir. Las tasas de paridad de poder adquisitivo (PPA) se basan en encuestas
de precios que no incluyen una selección plena de bienes y servicios y no todos los países
participan en el Programa Internacional Comparativo. El Banco Mundial está en proceso
de desarrollar estimaciones de PPA actualizadas a partir de nuevas encuestas de precios.

Índices nacionales de pobreza: las líneas nacionales de pobreza se basan en los cálcu-
los de ingresos mínimos necesarios para comprar una cantidad fija de alimentos y otros
productos esenciales. Al variar estas necesidades según la nación, los índices de pobreza
en esta categoría no son comparables entre países y, a diferencia de los índices interna-
cionales de pobreza, no deberían ser empleados en comparaciones. En cualquier caso, los
índices nacionales de pobreza pueden ofrecer un sentido de la pobreza en una nación más
completo al describir unos niveles de pobreza únicos para un país y mostrar las diferen-
cias entre zonas rurales y urbanas.

Índices internacionales de pobreza: la calidad de las encuestas sobre las que descan-
san estas estimaciones varía e incluso encuestas similares pueden no ser estrictamente
comparables. Por ejemplo, las encuestas pueden basarse tanto en el consumo como en los
ingresos familiares. Se considera que los datos de consumo son más certeros y concuerdan
mejor con el estándar de vida, pero cuando no se dispone de datos de consumo, se usan las
encuestas de ingresos familiares. El consumo por hogar puede variar ampliamente, por
ejemplo, según la cantidad de categorías diferentes de bienes de consumo identificadas.
Las comparaciones entre países en diversos niveles de desarrollo plantean un problema

potencial, a causa de las diferencias en la importancia relativa del consumo de productos
no comercializados. El valor local de mercado de los consumos en especie (incluyendo el
consumo de la producción propia, especialmente importante en las economías rurales
menos desarrolladas) debería incluirse en la medición total del gasto total en consumo. Del
mismo modo, el beneficio imputable a la producción de bienes no comercializados debería
incluirse en los ingresos. Esto no se hace siempre, pese a que semejantes omisiones han
sido un gran problema en las encuestas anteriores a los años 80. Ahora la mayoría de los
datos de encuestas incluye valoraciones del consumo o ingresos a partir de la producción
propia. Sin embargo, los métodos de valoración varían. Por ejemplo, algunas encuestas
utilizan el precio en el mercado más cercano, mientras que otras utilizan los precios medios
de venta a la puerta de la granja.

Aunque comúnmente se utilizan las líneas de pobreza de 1 y 2 dólares al día, existe
un debate en marcha sobre con qué exactitud captan la pobreza en los diferentes países. Los
valores deberían ser tratados como aproximaciones estadísticas al número de personas que
ganan o consumen a un determinado nivel, más que un cierto pronóstico sobre cuánta gente
es pobre. Los índices internacionales de pobreza no captan otros elementos de la pobreza,
incluyendo la falta de acceso a la sanidad, educación, agua potable o saneamiento.

Desigualdad de ingresos: los valores se obtienen parcialmente de encuestas por hogar
que miden el gasto en diferentes países. A pesar de mejoras recientes en la metodología
de las encuestas y la consistencia de la recolección de datos, los indicadores de la distri-
bución de ingresos aún no son estrictamente comparables entre países. Las encuestas
pueden diferir en el tipo de información requerida, por ejemplo, al utilizar los ingresos o el
consumo. La distribución de los ingresos es tradicionalmente más desigual que la distri-
bución del consumo. Incluso cuando dos encuestas piden información sobre los ingresos,
las definiciones de los ingresos pueden variar. El consumo es en general un indicador
mucho mejor del bienestar, particularmente en los países en desarrollo. Los hogares que
son encuestados pueden diferir en el tamaño y en el alcance del reparto de los ingresos
entre sus miembros, y los individuos dentro de un mismo hogar pueden diferir en edad y
necesidades de consumo. Las diferencias entre países en estas cuestiones pueden sesgar
las comparaciones de la distribución.

Tasa de desempleo: aunque la calidad de los datos subyacentes recopilados por la OIT
varía y existen diferencias en los estándares de las memorias nacionales, las estimacio-
nes finales deben ser consideradas precisas generalmente. La OIT ha desarrollado un
riguroso procedimiento de contabilidad y sopesa los informes gubernamentales con las
estadísticas oficiales de desempleo y, a su vez, con sus propias encuestas y el conoci-
miento de expertos en el propio país.

Índice de Desarrollo Humano e Índice de Pobreza Humana: estos dos índices han sido
construidos específicamente para utilizar datos de fuentes respetadas y calculados de
forma que permitan los análisis entre periodos de tiempo y las comparaciones entre
países. En última instancia, hay un cierto grado de subjetividad en la creación de
cualquier índice de este tipo, pero los datos que encierra el índice pueden ser considera-
dos fiables. Para una discusión sobre la recopilación de estadísticas internacionales y sus
limitaciones, ver la “Nota sobre las estadísticas en el Informe de Desarrollo Humano” en
las apéndice de Notas técnicas y definiciones del Informe de Desarrollo Humano 2004.

FUENTES

PIB, índices nacionales de pobreza, índices internacionales de pobreza,
desigualdad de ingresos y tasas de desempleo: World Bank. 2004. World Develop-
ment Indicators Online. Washington, D.C.: The World Bank. Disponible en
http://www.worldbank.org/data/onlinedbs/onlinedbases.htm.

Índices de Desarrollo Humano y de Pobreza Humana: United Nations Development
Programme. 2004. Human Development Report 2004. New York: United Nations. Disponi-
ble en http://hdr.undp.org/reports/global/2004/.
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5 Economía y flujos financieros
Fuentes: Banco Mundial, Conferencia de las Naciones Unidas sobre Comercio y Desarrollo

Mundo 35.065.010 2,8 5.708 4 28 68 c .. 630.827  69.815  .. ..
Asia (exc. Oriente Medio 9.182.585 2,6 2.738 6 33 61 c .. 91.267 13.009 0,28 ..
Armenia 4.591 5,4 777 26 37 37 25  111  293  0,42 1,6

zerbaiyán 4.132 1,2 638 16 52 32 1.387  1.392  349  2,78 (0,3) d
Bangladesh 53.751 5,0 396 23 26 51 437  47  913  5,57 3,5
Bután 494 7,0 580 34 37 29 .. 0  73  .. 3,5
Camboya 4.062 4,8 395 36 28 36 0,3 54  487  3,19 1,1
China 1.206.605 9,0 944 15 51 34 2.174  49.308 1.476  0,14 (0,0)
Georgia 2.783 2,1 861 21 23 56 1  e 165  313  1,41 7,4 d
India 517.843 6,0 493 23 27 51 -414  3.030  1.463  1,68 4,1
Indonesia 224.386 2,5 1.060 17 44 39 2.029  -1.513  1.308  0,84 10,3
Japón 5.608.145 1,1 45.029 1 31 68 c 2.506  9.087  .. 0,02 (0,6)
Kazajstán 28.009 0,4 1.933 9 39 53 337  2.583  188  0,47 8,6
Corea, Rep. Pop. Dem. .. .. .. .. .. .. .. .. 267 .. ..
Corea, República d 680.293 5,3 14.937 4 34 63 3.095  .. -82  .. 2,8
Kirguistán 2.055 0,7 459 38 23 39 5  e 5  186  2,77 11,6
Laos, Rep. Pop. Dem. 2.640 6,3 477 51 23 26 c .. 25 278 .. 26,1
Malasia 116.937 5,3 4.811 9 47 44 -3.601  3.203  86  .. 1,7
Mongolia 1.077 2,8 442 30 16 54 7  e 78  208  5,29 6,2
Myanmar .. .. .. .. .. .. 417 e 129  121  .. 24,7
Nepal 5.803 4,6 242 41 21 38 .. 10  365  3,06 3,8
Pakistán 76.385 3,4 521 23 23 53 .. 823 2.144  5,81 3,6
Filipinas 95.570 3,7 1.209 15 33 53 229  1.111  .. 0,23 4,6
Singapur 113.486 6,1 27.533 0 35 65 -3.252  6.097  7  .. 0,6
Sri Lanka 16.909 4,6 899 20 26 54 76 242 344 8,01 8,8
Tayikistán 2.863 (3,0) 271 29 25 46 .. 9  168  7,10 ..
Tailandia 183.981 2,5 3.000 9 43 48 -121  900  296  .. 1,2
Turkmenistán 9.909 1,5 911 25 44 30 c .. 100  41  .. ..
Uzbekistán 13.341 2,3 693 35 22 44 21  e 65  189  .. ..
Vietnam 33.203 7,4 413 23 39 38 14  1.400  1.277  .. 1,4
Europa 11.451.996 2,1 16.010 2 28 69 .. 402.391  9.024  .. ..
Albania 3.420 5,8 1.114 25 19 56 2  135  317  14,19 2,7
Austria 272.562 2,2 34.044 2 32 66 371  886  .. 0,18 1,9
Bielorrusia 15.684 2,0 2.118 11 37 52 2  e 247  39  .. 93,7
Bélgica 323.356 2,4 31.094 1 27 72 15  .. .. .. 2,0
Bosnia-Herzegovin 6.886 .. 1.671 18 37 45 0,1 e 293  587  13,70 ..
Bulgaria 13.634 0,3 1.742 13 28 59 383  600  381  .. 6,2
Croacia 24.288 3,6 5.500 8 29 62 581  981  166  3,24 3,3
República Chec 58.107 2,0 5.695 4 40 57 1.615  9.323  393  .. 2,8
Dinamarca 210.690 2,6 39.661 3 27 71 -1.340  6.410  .. .. 2,5
Estonia 6.790 3,7 4.315 5 30 65 3  285  69  0,10 3,9
Finlandia 169.358 4,0 32.284 3 33 64 2.957  8.156  .. .. 2,1
Francia 1.822.901 2,2 30.790 3 25 72 8.718  52.020  .. 0,06 1,6

lemania 2.706.380 1,5 32.826 1 30 69 5.489  37.296  .. .. 1,4
Grecia 150.494 3,0 14.162 7 22 70 572  53  .. 0,95 3,3
Hungría 58.300 3,4 5.903 4 31 65 160  854  471  0,08 7,9
Islandia 9.041 3,7 31.385 .. .. .. -147  125  .. .. 4,7
Irlanda 116.935 8,6 30.551 3 42 54 c -1.516  24.697  .. 0,06 4,3
Italia 1.229.818 1,8 21.396 3 29 69 10.597  14.699  .. 0,03 2,5
Letonia 7.238 3,4 3.033 5 25 71 12  382  86  0,03 2,4
Lituania 9.244 2,5 2.999 7 31 62 135  713  147  0,27 0,6
Macedonia, AYR 4.928 0,8 2.432 12 30 57 0,2 77 277 2,65 3,3
Moldavia, Rep. 3.103 (4,0) 488 24 23 53 19 e 111 142 0,09 18,3
Países Bajos 503.046 3,0 31.287 3 26 71 674 28.534 .. .. 3,1
Norueg 176.295 3,2 40.043 2 38 60 5.276  1.008  .. .. 2,5
Polonia 145.305 4,8 4.557 3 30 66 273  4.131  1.160  0,62 5,3
Portugal 131.930 3,0 13.034 4 30 66 c 1.625  4.235  .. 2,47 3,4
Rumanía 36.010 0,6 1.652 13 38 49 492  1.144  701  0,02 32,7
Federación Rusa 393.851 (0,8) 3.273 6 34 60 -884  3.009  1.301  0,08 26,3
Serbia y Montenegro 14.932 0,1 f 1.798 .. .. .. 863  e 475  1.931  17,97 ..
Eslovaquia 24.852 3,9 4.655 4 29 67 160  4.012  189  .. 8,1
Eslovenia 24.553 4,1 12.326 3 36 61 -14  1.865  171  0,08 7,6
España 736.495 3,2 18.050 3 30 66 -428  21.284  .. 0,66 3,2
Suecia 286.614 2,7 33.665 2 28 70 -107  11.828  .. 0,08 1,7
Suiza 339.642 1,3 46.554 .. .. .. 2.977  3.599  .. 0,06 1,0
Ucrania 50.566 (4,7) 1.028 15 38 47 191  693  484  0,35 13,2
Reino Unido 1.354.618 2,9 22.974 1 26 73 -25.556 28.180 .. .. 2,1
Oriente Medio y N. de África 744.095 i 1,7 g 2.666 13 32 55 .. .. 9.145 1,42 ..
Afganistán .. .. .. 52 24 24 .. .. 1.285 .. ..
Argelia 51.888 2,6 1.665 10 53 37 3  1.065  361  .. 2,2
Egipto 82.939 4,7 1.253 17 33 50 2.198  647  1.286  2,96 2,9
Irán, Rep. Islámica 117.104 3,5 1.819 12 39 49 .. 37  116  .. 14,7
Iraq .. .. .. .. .. .. .. .. 116 .. ..
Israel 106.383 j 4,6 h 16.676 .. .. .. -549  1.649  754  .. 2,7
Jordania 8.589 3,7 1.662 2 26 72 990  56  534  21,05 1,4
Kuwait 27.282 i 3,4 g 11.598 .. .. .. -441  7  5  .. 1,7
Líbano 12.736 3,3 2.922 12 21 67 98  257  456  5,50 ..
Libia .. .. .. .. .. .. -430 .. 10  .. (5,1) d
Marruecos 43.761 3,0 1.455 16 30 54 1.624  428  636  8,29 1,5
Omán 15.940 3,9 6.147 .. .. .. -125  40  41  .. (0,7)

rabia Saudita 141.592 i 1,3 g 7.562 5 51 44 -473 .. 27 .. (0,6)
Siria 13.618 3,5 805 24 29 47 .. 225  81  .. (0,8) d
Túnez 25.253 4,7 2.573 10 29 60 .. 795  475  5,49 2,6
Turquía 204.869 2,8 2.947 13 24 63 275  1.037  636  1,11 49,2
Emiratos rabes Unidos .. .. 17.520 .. .. .. -36 .. 4 .. ..
Yemen 5.838 5,4 330 15 40 44 .. 114  584  14,10 9,7
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Para más información, por favor, visite http://earthtrends.wri.org/datatables/economics

África Subsahariana 393.001 3,1 593 17 29 53 .. 7.826 17.507 .. ..
Angola 8.305 5,2 623  8 68 24 .. 1.312  421  .. 175,5
Benin 2.872 5,0 443  36 14 50 .. 41  220  2,70 2,8
Botswana 7.245 5,7 3.983  2 47 50 .. 37  38  .. 7,9
Burkina Faso 3.051 4,5 284 31 18 51 .. 8 473 1,52 1,8
Burundi 1.012 (1,6) 143  49 19 31 .. 0  172  .. 8,8
Camerún 11.038 3,6 710  44 19 37 .. 86  632  .. 1,6 d
República Centroafricana 1.331 3,0 332 57 22 21 .. 4 60 .. 2,6
Chad 2.017 3,3 238  38 17 45 .. 901  233  .. 3,8
Congo 2.560 1,9 700  6 63 30 .. 331  420  0,05 1,5
Congo, Rep. Dem. 4.660 (3,4) 90 58 19 23 .. 32 807 .. 276,8 d
Costa de Marfil 11.941 3,4 776 26 20 53 .. 230 1.069 .. 3,0
Guinea Ecuatorial 742 24,2 2.444 9 86 5 .. 323 20 .. ..
Eritrea 716 5,0 160  12 25 63 .. 21  230  .. ..
Etiopía 8.334 5,5 122  42 11 47 .. 75  1.307  0,51 1,8
Gabón 5.685 2,6 4.323  8 46 46 .. 123  72  .. ..
Gambia 509 3,7 356  26 14 60 .. 43  61  .. 3,9 d
Ghana 8.671 4,2 437  36 24 40 55  50  653  0,79 22,9
Guinea 4.861 4,3 633  24 37 39 1  0  250  0,48 ..
Guinea-Bissau 241 0,1 187  62 13 25 .. 1  59  .. 2,7
Kenia 10.172 2,1 323  16 19 65 -2  50  393  .. 6,4
Lesotho 1.205 3,7 552  16 43 41 .. 81  76  0,19 ..
Liberia 657 17,2 197  .. .. .. -37  -65  52  .. ..
Madagascar 3.562 2,6 215  32 13 55 5  e 8  373  .. 9,3
Malawi 1.744 3,8 157  37 15 49 .. 6  377  0,05 23,3
Mali 3.548 4,6 327  34 30 36 .. 102  472  3,30 1,9
Mauritania 1.451 4,4 533  21 29 50 .. 12  355  .. 4,2
Mozambique 4.229  8,3 223 23 34 43 88  e 406 2.058  .. 11,3
Namibia 4.398 3,9 2.411  11 31 58 67  .. 135  0,10 9,4
Níger 2.387 3,3 209  40 17 43 .. 8  298  .. 1,7
Nigeria 32.953 2,3 254  37 29 34 .. 1.281  314  .. 12,2
Ruanda 2.405 4,2 295  42 22 37 .. 3  356  0,38 2,9
Senegal 6.287 4,7 618  15 22 63 .. 93  449  .. 1,6
Sierra Leona 862 (2,9) 165 53 32 16 .. 5 353 .. 4,9
Somalia .. .. .. .. .. .. .. -0 194  .. ..
Sudáfrica 182.280 2,7 4.201  4 32 64 995  739  657  .. 6,3
Sudán 11.507 6,0 335  39 18 43 768  e 633  351  7,36 8,7 k
Tanzania, Rep. Unida 7.179 3,9 213 44 16 39 2 240 1.233 .. ..
Togo 1.545 3,1 320  40 22 38 .. 75  51  4,13 2,0
Uganda 8.597 6,7 363  32 22 46 .. 150  638  6,15 3,1
Zambia 4.292 1,5 422  22 26 52 .. 197  641  .. 24,0 d
Zimbabwe 6.771 1,2 521  17 24 59 .. 26  201  .. 77,0 d
América del Norte 9.962.239 3,5 31.089 2 23 75 c .. 60.134 .. .. ..
Canadá 741.060 3,6 23.621  .. .. .. -10.884  20.501  .. .. 2,4
Estados Unidos 9.221.179 3,5 31.891 2 23 75 c -12.726 39.633 .. .. 2,5
Centroamérica y Caribe 473.654 2,7 3.009 6 27 68 .. 18.609 2.254 2,48 ..
Belice 817 4,2 3.568  15 20 65 .. 25  22  1,71 1,1
Costa Rica 15.479 4,6 3.938 8 29 62 11 662 5 1,32 10,3
Cuba .. .. .. .. .. .. .. .. 61 .. ..
República Dominicana 18.388 6,2 2.128 12 33 55 .. 961 157 9,71 9,9
El Salvador 11.501 3,8 1.758 9 30 61 417 208 233 14,31 2,3
Guatemala 18.532 3,8 1.552  22 19 58 .. 110  249  7,51 6,6
Haití 2.851 0,8 338  27 16 57 .. 6  156  .. 15,5
Honduras 4.806 2,8 716  13 31 56 .. 143  435  11,35 9,5
Jamaica 5.682 0,1 2.107  6 31 63 .. 481  24  16,03 7,6
México 374.729 3,2 3.721  4 26 70 -4.127  14.622  136  1,64 7,9
Nicaragua .. .. 497 18 25 57 .. 174  517  9,88 7,7
Panamá 11.288 3,8 3.418  6 14 80 -120  57  35  0,72 1,0
Trinidad y Tobago 7.206 4,2 5.526 2 41 58 87 737 -7 .. 4,2
América del Sur 1.643.751 2,3 4.093 8 26 66 .. 26.319 2.386 0,65 ..
Argentina 249.537 1,3 6.842  11 32 57 1.788  785  0  .. 6,6
Bolivia 8.240 3,5 952  15 33 52 .. 677  681  1,05 2,4
Brasil 810.244 2,7 4.642  6 21 73 2.206  16.566  376  0,34 8,1
Chile 84.689 5,0 5.441  9 34 57 56  1.713  -23  .. 3,2
Colombia 99.472 2,0 2.276  14 30 56 35  2.023  441  3,03 8,2
Ecuador 223.511 1,8 1.796  9 28 63 273  1.275  216  7,49 39,7
Guyana 724 3,5 950  31 29 41 0,3 e 44  65  7,75 5,2 d
Paraguay 9.382 1,5 1.701  22 28 50 .. -22  57  1,52 9,3
Perú 64.305 4,0 2.380  8 28 64 156  2.391  491  1,30 2,2
Surinam 447 2,9 1.905  11 20 69 .. .. 12  1,53 42,1
Uruguay 18.469 1,2 5.447  9 27 64 9  177  13  0,24 8,8
Venezuela 74.732 0,4 2.978  3 43 54 164  690  57  .. 19,7
Oceanía 567.617 3,7 18.031  4 26 70 c .. 17.585  1.319  .. ..
Australia 485.640 4,0 24.455  4 26 71 c -4.836  16.622  .. .. 3,4
Fiji 2.396 2,7 2.736  16 27 57 1  77  34  .. 2,4
Nueva Zelanda 73.613 3,2 18.947  .. .. .. 1.199  823  .. 0,41 2,1
Papúa Nueva Guinea 4.600 1,1 879  27 39 33 82  50  203  .. 12,9
Islas Salomón 234 (1,3) 534 .. .. .. .. -7 26 .. 8,3
Ingresos altos (i) 28.547.160 2,6 29.541 2 27 71 c .. 483.001 1.852 .. ..
Ingresos medios (i) 5.864.176 3,4 1.979 9 34 56 .. 133.443 27.370 .. ..
Ingresos bajos (i) 979.032 5,0 431 26 26 48 .. 14.640 27.652 .. ..
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transnacionales

Inflación
media

anual (b)

2002

trabajadores

1998-

Remesas de

Brutos (INB)
20022002

(porcentaje) (dólares)
2003

neta)

extranjera

Nacionales (porcentaje)

2003

Ayuda
oficial

al desarrollo
y asistencia

a. Equivalente al valor de las ventas menos las compras de todas las fusiones y adquisiciones transfronterizas. b. Basado en el Índice de Precios a Consumo (IPC). c. Los datos sectoriales del PIB para estos países y
regiones corresponden a 2001. d. Crecimiento medio anual de 1998-2002. e. Los datos corresponden sólo a las ventas transfronterizas; las compras son iguales a cero o no hay datos disponibles. f. Para el periodo
1995-2002. g. Para el periodo 1992-2001. h. Para el periodo 1992-2000. i. Los valores corresponden a 2001. j. Los valores corresponden a 2000. k. Crecimiento anual medio de 1998-2001. l. Con la excepción de la
afluencia de inversión extranjera directa, las sumas regionales para países de altos, medios y bajos ingresos han sido obtenidas directamente del Banco Mundial y no calculadas a partir de la lista de países de IRM.



DEFINICIONES Y  METODOLOGÍA

Producto Interior Bruto (PIB), en dólares constantes de 1995 es la suma del
valor añadido por todos los productores en una economía. Los datos están expre-
sados en millones de dólares de EE UU. Las divisas son convertidas a dólares
utilizando la tasa oficial de conversión media de 2002 del Fondo Monetario Inter-
nacional (FMI). Las estimaciones del Producto Interior Bruto en valores adquisi-
tivos (precios de mercado) incluyen el valor añadido en los sectores agrícola,
industrial y de servicios, además de los impuestos y menos los subsidios no
incluidos en el valor final de los productos. Se calcula sin hacer las deducciones
por la depreciación de los productos fabricados o el agotamiento de los recursos
naturales. Para obtener series de datos de precios constantes comparables en el
tiempo, el Banco Mundial reclasifica el PIB y el valor añadido de origen industrial
en un año común de referencia, actualmente 1995.

Los indicadores de las cuentas nacionales de la mayoría de los países en
desarrollo son recogidos de organizaciones estadísticas nacionales y bancos
centrales por misiones de visita y residentes del Banco Mundial. Los datos de las
economías de altos ingresos se obtienen de los archivos de la Organización para
la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE) (ver Principales indicadores
económicos mensuales de la OCDE). Los datos adicionales proceden de la
División de Estadística de las Naciones Unidas, de sus Estadísticas de las
Cuentas Nacionales: Principales agregados y tablas detalladas y del Boletín
Mensual de Estadísticas.

El índice de crecimiento medio anual del PIB es el porcentaje de crecimiento
medio de la economía de un país o una región para cada año entre 1992 y 2002
(ambos incluidos). El IRM calcula el crecimiento compuesto y utiliza el método de
mínimos cuadrados para calcular el crecimiento anual porcentual. El método de
mínimos cuadrados funciona ajustando la línea de tendencia al logaritmo
natural de los valores anuales del PIB. La inclinación (m) de esta línea de
tendencia se utiliza para calcular el índice de crecimiento anual (r) empleando
la ecuación r=em-1. El índice de crecimiento es una media representativa de las
observaciones disponibles en todo el periodo. No se corresponde necesariamente
con el índice de crecimiento real entre cualquiera de los dos periodos.

El Producto Interior Bruto per cápita es el producto anual total de la econo-
mía de un país dividido por la población a mitad del año. Los valores del PIB per
cápita se obtienen directamente del Banco Mundial.

La distribución del PIB por sectores es el porcentaje de la producción total de
bienes y servicios que es resultado del valor añadido por un sector determinado.
Estos bienes y servicios son para uso final dentro del propio territorio nacional de
un país, sin tener en cuenta la asignación dada a las demandas internas y
extranjeras. El valor añadido es el producto neto de un sector después de sumar
todos los outputs y restar los inputs intermedios. El origen industrial del valor
añadido es determinado por la revisión 3 de la Clasificación Internacional Están-
dar Industrial (ISIC). La ISIC es un sistema de clasificación de la actividad
económica desarrollado y mantenido por las Naciones Unidas.

La agricultura corresponde a las divisiones 1-5 de ISIC e incluye la selvicultura
y la pesca. La industria corresponde a las divisiones 10-45 de ISIC e incluye los
sectores de minería, manufacturación, construcción, electricidad, agua y gas.
Los servicios corresponden a las divisiones 50-99 de ISIC e incluyen el valor
añadido de la venta al por mayor y el comercio minorista (incluyendo hoteles y
restaurantes), transporte y servicios gubernamentales, financieros profesionales
y personales como la educación, la sanidad y los servicios de bienes raíces. El
valor añadido de los servicios se calcula como el PIB total menos la porción de
la agricultura y la industria, de modo que aquí aparecerá cualquier discrepancia
que pueda tener lugar en la distribución del PIB por sectores.

Las fusiones y adquisiciones transnacionales son definidas como la unión de
dos empresas o la absorción de una por otra cuando las partes implicadas están
ubicadas en diferentes economías nacionales. Los datos se presentan aquí como
afluencias netas de capital de fusiones y adquisiciones (ventas menos compras)
y en millones de dólares de Estados Unidos.

La Conferencia de las Naciones Unidas sobre Comercio y Desarrollo
(UNCTAD) obtiene estos datos de Thomson Financial Securities Data Company.
Los datos son notificados en el momento de la transacción y registrados por los
gobiernos tanto de la empresa adquirida como de la compradora. El IRM calcula
las afluencias netas restando el valor total de las compras de empresas dentro
de un país al valor total de las adquisiciones realizadas por las empresas dentro
de ese mismo país. Las cantidades de las transacciones son registradas en el
momento de la transferencia, en lugar de en el del contrato.

La Inversión Extranjera Directa (IED) es la inversión privada en una economía
extranjera para obtener un interés de gestión duradero (10 por ciento o más de
las acciones con derecho a voto) en una empresa. El FMI define la IED en su
Manual de balanza de pagos como la suma del capital de inversiones, reinver-
siones de ingresos y los créditos entre empresas matrices y afiliadas extranjeras.
Los datos se presentan en millones de dólares americanos corrientes. La IED se
ha convertido en el principal medio de transferencia de fondos de países ricos a
los pobres tras la liberalización de los mercados financieros mundiales en la
década de 1970 y supone más de la mitad de los flujos financieros hacia los
países en desarrollo. Los datos se basan en la información de las balanzas de
pagos registrada por el FMI, complementada con datos de la OCDE y fuentes
oficiales nacionales.

La Ayuda Oficial al Desarrollo (AOD) y la asistencia incluyen las concesiones
de los gobiernos y las instituciones internacionales a los países en desarrollo
para promover el desarrollo económico y el bienestar. Los datos aquí mostrados
reflejan las recepciones reales de recursos financieros o de bienes y servicios
valorados a precio de coste para el donante, menos los reembolsos de préstamos
principales durante ese mismo periodo. Los datos figuran en millones de dólares
americanos corrientes. Se incluyen las donaciones de agencias oficiales de los
miembros del Comité de Ayuda al Desarrollo (CAD) de la OCDE, así como los
préstamos concesionales con al menos un 25 por ciento de donación y la coope-
ración y asistencia técnica. Los datos de asistencia al desarrollo son recopilados
por el CAD y publicados en su informe estadístico anual, Distribución geográfica
de flujos financieros a destinatarios de ayuda, y en su Informe de la cooperación
al desarrollo, también anual.

El IRM calcula las remesas como porcentaje de los INB dividiendo las remesas
de trabajadores por los Ingresos Nacionales Brutos. Ambos valores se encuentran
originalmente en dólares americanos corrientes y el cociente se refleja como
porcentaje.

Las remesas de trabajadores son las transferencias de salarios obtenidos
por trabajadores emigrantes a sus países de origen. Incluyen todas las transfe-
rencias por emigrantes que estén empleados o se propongan estarlo por más de
un año en otra economía en la que sean considerados residentes. Las transfe-
rencias realizadas por trabajadores autónomos no son consideradas remesas, ya
que este indicador pretende describir el dinero obtenido a través del trabajo
remunerado más que la actividad empresarial. Desde 1980, la recepción de
remesas en países de ingresos bajos y medios se ha multiplicado por seis.

La inflación media anual es el cambio porcentual medio anual en los precios al
consumo entre (e incluyendo) 1998 y 2003. Las tasas de inflación aquí mostradas
se basan en el Índice de Precios al Consumo (IPC), el cual mide el cambio en el coste
que supone para el consumidor medio una cesta de la compra de bienes y servicios,
empleando la fórmula de Laspeyres. El IRM supone un crecimiento compuesto y
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emplea el método de los mínimos cuadrados para calcular la media de crecimiento
anual porcentual. El método de mínimos cuadrados funciona ajustando la línea de
tendencia al logaritmo natural de los valores anuales del PIB. La inclinación (m) de
esta línea de tendencia se utiliza para calcular el índice de crecimiento anual (r)
empleando la ecuación r=em-1. El índice de crecimiento es una media representa-
tiva de las observaciones disponibles en todo el periodo. No se corresponde necesa-
riamente con el índice de crecimiento real entre cualquiera de los dos periodos.

FRECUENCIA  DE  ACTUALIZACIÓN DE LOS DATOS
POR PARTE DE  LOS PROVEEDORES

El Banco Mundial publica los Indicadores mundiales de desarrollo cada año en
abril. Los datos para esta tabla se han tomado de la edición en línea de 2004, la
cual suele incluir valores de 2002 ó 2003. La UNCTAD actualiza anualmente su
Informe de inversión mundial.

FIABILIDAD DE LOS DATOS Y  ADVERTENCIAS

Producto Interior Bruto: el Banco Mundial elabora los datos de PIB más fiables
en todo el mundo. Sin embargo, las actividades económicas informales a veces
plantean problemas en la medición, especialmente en los países en desarrollo,
donde una parte importante de la actividad económica puede realizarse sin ser
registrada. Para obtener una imagen completa de la economía se requiere calcular
los productos elaborados en el hogar para la venta local y el uso doméstico, los
trueques y las actividades ilícitas o deliberadamente no notificadas. Las mejoras
técnicas y el crecimiento en el sector servicios son especialmente difíciles de medir.
La consistencia y la exhaustividad de estas estimaciones dependerán de la habili-
dad y los métodos de los estadísticos que recopilan los datos y las fuentes de las
que dispongan. Al estar los valores medidos en dólares americanos, estos datos no
dan cuenta de las diferencias en poder adquisitivo entre países.

Fusiones y adquisiciones: los datos se calculan en base al año en que se cierra
el acuerdo, no al momento en que el acuerdo es anunciado. Los valores de las
fusiones y adquisiciones pueden ser hechos efectivos a lo largo de más de un año.
Los datos son aceptados “tal cual” en las encuestas nacionales. Puede produ-
cirse la falta de notificación de algunos datos, aunque esto es poco común, ya
que todas las transacciones son registradas tanto en el país de la compañía
compradora como en el de la empresa objeto de compra.

Inversión Extranjera Directa: a causa de la multiplicidad de fuentes, definicio-
nes y métodos de notificación, los datos pueden no ser comparables entre países.
(Los datos no incluyen el capital recaudado localmente, el cual se ha convertido
en una fuente importante de financiación en algunos países en desarrollo).
Además, los datos sólo captan los flujos de inversión transfronteriza para casos
de participación accionarial y por tanto se omiten las transacciones transfronte-
rizas de otro tipo.

Ayuda Oficial al Desarrollo: los datos no son comparables directamente, ya que
las cifras del CAD no distinguen entre diferentes tipos de ayuda, lo que puede
afectar de muy diversas formas a las economías individuales. Al estar los datos
basados en los informes de los países donantes, pueden no encajar con las
recepciones de ayuda registradas en las economías en desarrollo y transición. De
acuerdo con el Banco Mundial, “los valores nominales aquí empleados pueden
exagerar el valor verdadero que la ayuda tiene para el receptor”. El poder adqui-
sitivo de la ayuda extranjera puede descender cuando el precio y los valores de
cambio fluctúan, las donaciones están ligadas a restricciones políticas específi-
cas o la asistencia técnica paga el trabajo de empresas de otros países.

Remesas de trabajadores: los datos sobre remesas de trabajadores son consig-
nados por los países que reciben las transferencias. Existen variaciones en los
estándares de notificación, particularmente en la determinación del estatus de
residente de un trabajador.

Tasa de inflación: los datos se basan en los IPC, que son frecuentemente actua-
lizados y elaborados a partir de los precios de bienes y servicios específicos. No
obstante, los valores empleados para calcular los IPC se obtienen a partir de
encuestas de gasto por hogar, las cuales pueden variar en calidad y frecuencia
según los países. La definición de un hogar, la elección de una “cesta” especí-
fica de productos y la ubicación geográfica de una encuesta pueden variar entre
los países y dentro de un país específico a lo largo del tiempo. Según el Banco
Mundial, estos datos son “útiles para medir los precios de consumo dentro de un
país, [pero] los índices de precios al consumo tienen menos valor a la hora de
establecer comparaciones entre países”.

FUENTES

PIB, flujos financieros (excepto datos de fusiones y adquisiciones), remesas
y datos de inflación: The World Bank Development Data Group. 2004. World
Development Indicators 2004 online. Washington, D.C.: The World Bank. Disponi-
bles en http://www.worldbank.org/data/onlinedbs/onlinebases.htm.

Fusiones y adquisiciones: United Nations Conference on Trade and Develop-
ment (UNCTAD). 2004. World Investment Report 2004: The Shift Towards
Services. Annex tables B.7 “Cross-border M&A sales by region/economy of
seller” and B.8 “Cross-border M&A purchases by region/economy of
purchaser”. New York and Geneva: United Nations. Disponible en
http://www.unctad.org/Templates/Page.asp?intItemID=1465&lang=1.
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6 Instituciones y gobernanza
Fuentes: Polity IV Project, Transparencia Internacional, Banco Mundial, Unión Internacional de Telecomunicaciones, Privacidad Internacional, Freedom House.

Mundo .. .. .. 50 79 5,4 4,1 2,3 .. .. ..
Asia (exc. Oriente Medio) .. .. .. .. .. 4,5 .. 1,4 .. .. ..

zerbaiyán -7 2 1,8 123 15 0,7 3,9 2,6 24 Pendiente 71
Bangladesh 6 3 1,3 35 91 1,6 2,5 1,4 18 Pendiente 68
Bután -8 2 .. 62 11 3,5 5,2 .. 13 .. 68
Camboya 2 4 .. 94 480 1,7 1,8 3,5 17 .. 63
China -7 1 3,4 41 15 2,0 .. 2,1 43 .. 80
Georgia 5 3 1,8 25 14 1,1 2,2 0,6 37 Vigente 54
India 9 4 2,8 89 50 0,9 4,1 2,3 32 Vigente c 41
Indonesia 7 4 1,9 151 131 0,6 1,5 1,1 34 Pendiente 55
Japón 10 5 7,0 31 11 6,0 3,6 1,0 75 Vigente 18
Kazajstán -6 2 2,4 25 11 2,1 .. 0,8 41 .. 74
Corea, Rep. Pop. Dem. -9 1 .. .. .. 1,8 .. .. .. .. 98
Corea, República de 8 4 4,3 22 18 2,6 3,8 2,8 82 Vigente 29
Kirguistán -3 2 2,1 21 12 2,0 2,9 1,8 32 .. 71
Laos, Rep. Pop. Dem. -7 1 .. 198 19 1,5 2,3 2,0 15 .. 82
Malasia 3 3 5,2 30 25 1,8 6,2 1,7 57 .. 69
Mongolia 10 5 .. 20 8 4,4 .. 2,5 35 .. 36
Myanmar -7 1 1,6 .. .. 0,3 1,3 2,3 17 .. 95
Nepal -4 3 .. 21 74 1,6 3,7 0,9 19 .. 65
Pakistán -5 2 2,5 24 36 1,0 1,8 4,4 24 Vigente c 59
Filipinas 8 4 2,5 50 20 1,7 3,5 1,1 43 Pendiente d 34
Singapur -2 2 9,4 8 1 1,3 .. 4,7 75 .. 64
Sri Lanka 6 3 3,4 50 11 1,8 .. 4,5 38 Pendiente 53
Tayikistán -1 3 1,8 .. .. 0,9 .. 1,2 21 Vigente e 73
Tailandia 9 4 3,3 33 7 2,1 5,4 1,5 48 Vigente 39
Turkmenistán -9 1 .. .. .. 3,0 .. 3,8 37 .. 95
Uzbekistán -9 1 2,4 35 17 2,8 .. .. 31 Vigente e 84
Vietnam -7 1 2,4 56 29 1,5 .. .. 31 .. 82
Europa .. .. .. .. .. 6,5 .. 2,0 .. .. ..

lbania 7 4 2,5 47 32 2,4 .. 1,2 39 Vigente 49
ustria 10 5 8,0 29 6 5,6 5,8 0,8 75 Vigente 23

Bielorrusia -7 2 4,2 79 25 4,6 .. 1,3 49 .. 84
Bélgica 10 5 7,6 34 11 6,2 .. 1,4 74 Vigente 9
Bosnia-Herzegovina .. .. 3,3 54 46 3,1 .. 9,5 46 Vigente 48
Bulgaria 9 4 3,9 32 10 4,0 .. 2,7 53 Vigente 35
Croacia 7 4 3,7 49 14 7,8 .. 2,9 59 Vigente 37
República Checa 10 5 3,9 40 11 6,5 4,4 2,0 66 Vigente 23
Dinamarca 10 5 9,5 4 0 6,8 8,3 1,5 83 Vigente 8
Estonia 6 3 5,5 72 8 4,5 .. 1,6 67 Vigente 17
Finlandia 10 5 9,7 14 1 5,0 5,9 1,3 79 Vigente 9
Francia 9 5 6,9 8 1 7,1 5,8 2,6 72 Vigente 19

lemania 10 5 7,7 45 6 8,0 4,5 1,5 74 Pendiente 16
Grecia 10 5 4,3 38 35 5,3 3,8 4,9 66 Vigente 28
Hungría 10 5 4,8 52 23 5,1 4,9 1,7 63 Vigente 20
Islandia .. .. 9,6 .. .. 7,8 6,0 .. 82 Vigente 8
Irlanda 10 5 7,5 24 10 4,7 4,3 0,7 69 Vigente 16
Italia 10 5 5,3 13 16 6,0 4,6 2,1 72 Vigente 33
Letonia 8 4 3,8 18 18 3,5 5,9 1,0 54 Vigente 17
Lituania 10 5 4,7 26 4 4,4 .. 1,8 56 Vigente 18
Macedonia, AYR 9 4 2,3 48 12 5,1 .. 2,1 48 Pendiente 53
Moldavia, Rep. 8 3 2,4 30 19 2,9 4,0 0,4 37 Vigente 63
Países Bajos 10 5 8,9 11 13 5,5 .. 1,6 79 Vigente 12
Noruega 10 5 8,8 23 3 6,5 6,8 1,8 79 Vigente 9
Polonia 9 4 3,6 31 21 4,2 5,0 1,9 59 Vigente 19
Portugal 10 5 6,6 78 14 6,2 5,8 2,1 65 Vigente 14
Rumanía 8 4 2,8 28 7 5,2 .. 2,5 48 Vigente 47
Federación Rusa 7 4 2,7 36 7 3,7 2,9 3,6 50 Pendiente 67
Serbia y Montenegro 7 4 2,3 51 10 5,9 .. 5,9 45 Vigente g 40
Eslovaquia 9 4 3,7 52 6 5,1 4,1 1,7 59 Vigente 21
Eslovenia 10 5 5,9 61 12 6,1 .. 1,2 72 Vigente 19
España 10 5 6,9 108 17 5,3 .. 1,2 67 Vigente 19
Suecia 10 5 9,3 16 1 7,1 .. 2,1 85 Vigente 8
Suiza 10 5 8,8 20 9 5,9 .. 1,1 76 Vigente c 9
Ucrania 7 4 2,3 34 18 2,9 4,2 3,6 43 Vigente 68
Reino Unido 10 5 8,7 18 1 5,9 .. 2,5 77 Vigente 19
Oriente Medio y N. de África .. .. .. .. .. 3,5 .. 5,9 .. .. ..

fganistán -66 -66 .. .. .. 2,7 .. .. .. .. 72
rgelia -3 3 2,6 26 27 2,7 .. 3,5 37 .. 63

Egipto -6 2 3,3 43 63 1,8 .. 2,5 40 .. 76
Irán, Rep. Islámica 3 3 3,0 48 7 2,7 4,4 3,9 43 .. 79
Iraq -9 1 2,2 .. .. 1,0 .. .. .. .. 66
Israel 10 5 7,0 34 6 5,7 7,3 8,2 70 Vigente 28
Jordania -2 4 4,6 36 52 3,8 .. 9,0 45 .. 63
Kuwait -7 2 5,3 35 2 2,7 .. 8,0 51 .. 57
Líbano -66 -66 3,0 46 132 .. 3,0 5,4 48 .. 66
Libia -7 1 2,1 .. .. 1,5 .. .. 42 .. 94
Marruecos -6 2 3,3 11 12 1,6 5,0 4,1 33 .. 61
Omán -8 2 6,3 34 5 2,4 .. 10,6 43 .. 74
Arabia Saudita -10 1 4,5 64 70 3,3 .. 10,6 44 .. 80
Siria -7 1 3,4 47 34 2,2 .. 5,5 28 .. 80
Túnez -4 3 4,9 14 11 4,6 6,8 1,7 41 .. 80
Turquía 7 3 3,1 9 26 4,4 3,5 5,0 48 Vigente 52
Emiratos rabes Unidos .. 1 5,2 54 27 2,7 .. 2,5 64 .. 75
Yemen -2 3 2,6 63 269 1,4 10,0 5,4 18                              ..                  67

Índice de
libertad de

prensa (0 - 100,
0 = máxima

libertad)
2004

Nivel de
democracia
(-10 - 10,

10=máxima
democracia)

2002

Competencia
política

(0 - 5, 5 =
máxima

competencia)
2002

Índice de
percepción

de corrupción
(0 -10, 10 =

mínima corrupción)
2003

Número
de días

para
constituirse

Porcentaje del
INB per cápita (a)

necesario
para constituirse

Sanidad
pública
2000

Educación
pública
2000

Militar
2000

Índice de
acceso digital

(1 - 100,
100 = máximo

acceso)
2002

Estado de
la legislación

sobre
libertad de

información (LI)
2005

Gasto gubernamental
(como porcentaje del

Producto Interior Bruto)

Índices de gobernanza                                        Barreras reguladoras Acceso a la información
para iniciar

un negocio, 2004

A
A

A
A
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A
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rmenia                                                       5                    4                            3,0                              25                            7                        3,2             2,9               3,6                 30                   Vigente                  64
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Para más información, por favor, visite http://earthtrends.wri.org/datatables/governance

África Subsahariana .. .. .. 63 225 2,7 .. 1,9 .. .. ..
ngola -3 3 1,8 146 885 1,9 2,7 4,9 11 Vigente e 66

Benin 6 4 .. 32 197 1,8 3,1 .. 12 .. 30
Botswana 9 4 5,7 108 11 3,7 .. 3,7 43 Pendiente 30
Burkina Faso 0 4 .. 135 153 1,8 .. 1,7 8 .. 39
Burundi 0 3 .. 43 192 2,0 3,4 6,0 10 .. 75
Camerún -4 3 1,8 37 183 1,1 3,2 1,4 16 .. 67
República Centroafricana 5 3 .. 14 205 2,1 .. .. 10 .. 64
Chad -2 3 .. 75 344 2,4 .. 1,5 10 .. 74
Congo -4 2 2,2 67 318 1,4 .. .. 17 .. 54
Congo, Rep. Dem. -77 -77 .. 155 603 1,4 .. .. 12 .. 80
Costa de Marfil 4 3 2,1 58 134 1,0 4,6 .. 13 .. 65
Guinea Ecuatorial -5 2 .. .. .. 1,3 0,6 .. 20 .. 89
Eritrea -7 2 .. .. .. 3,7 .. .. 13 .. 89
Etiopía 1 3 2,5 32 77 1,1 4,8 9,8 10 Pendiente 66
Gabón -4 2 .. .. .. 1,6 3,9 .. 34 .. 62
Gambia -5 2 2,5 .. .. 2,9 2,7 1,1 13 .. 63
Ghana 6 4 3,3 85 88 2,4 .. 1,0 16 Pendiente 28
Guinea -1 3 .. 49 208 1,8 1,9 1,5 10 .. 71
Guinea-Bissau 5 3 .. .. .. 3,4 .. 4,4 10 .. 63
Kenia 8 4 1,9 47 53 2,1 6,3 1,6 19 Pendiente 60
Lesotho 8 3 .. 92 58 4,9 10,0 3,1 19 Pendiente 40
Liberia 0 3 .. .. .. 3,2 .. .. .. .. 75
Madagascar 7 4 2,6 44 65 1,6 3,2 1,2 15 .. 41
Malawi 5 4 2,8 35 141 3,0 .. 0,9 15 Pendiente 52
Mali 6 3 3,0 42 187 1,8 .. 2,5 9 .. 27
Mauritania -6 2 .. 82 141 2,7 .. .. 14 .. 64
Mozambique 6 4 2,7 153 96 3,8 .. 2,4 12 Pendiente 45
Namibia 6 4 4,7 85 19 4,8 .. 3,4 39 Pendiente 34
Níger 4 0 .. 27 396 1,5 2,8 1,1 4 .. 56
Nigeria 4 0 1,4 44 95 0,4 .. 0,8 15 Pendiente 53
Ruanda -4 2 .. 21 317 3,0 2,8 3,8 15 .. 82
Senegal 8 4 3,2 57 113 2,6 3,2 1,4 14 .. 37
Sierra Leona 5 3 2,2 26 .. 2,6 .. 3,6 10 .. 58
Somalia -77 -77 .. .. .. 1,2 .. .. .. .. 80
Sudáfrica 9 4 4,4 38 9 3,6 .. 1,5 45 Vigente 24
Sudán -6 2 2,3 .. .. 1,1 .. 3,0 13 .. 85
Tanzania, Rep. Unida 2 3 2,5 35 187 2,1 .. .. 15 Pendiente 50
Togo -2 3 .. 53 229 1,5 4,8 .. 18 .. 78
Uganda -4 2 2,2 36 131 3,1 .. 2,2 17 Pendiente 44
Zambia 1 3 2,5 35 23 2,9 .. 0,6 17 Pendiente 63
Zimbabwe -7 2 2,3 96 305 3,8 .. 4,9 29 Vigente h 89
América del Norte .. .. .. .. .. 5,8 4,9 3,0 .. .. ..
Canadá 10 5 8,7 3 1 6,4 5,2 1,2 78 Vigente 15
Estados Unidos 10 5 7,5 5 1 5,8 4,9 3,1 78 Vigente 13
Centroamérica y Caribe .. .. .. .. .. 2,7 .. .. .. .. ..
Belice .. .. 4,5 .. .. 2,4 6,2 .. 47 Vigente 22
Costa Rica 10 5 4,3 77 26 4,7 4,4 .. 52 .. 19
Cuba -7 1 4,6 .. .. 6,1 8,5 .. 38 .. 96
República Dominicana 8 4 3,3 78 25 2,2 .. .. 42 Vigente 39
El Salvador 7 4 3,7 115 128 3,6 2,5 0,7 38 Pendiente 42
Guatemala 8 4 2,4 39 63 2,2 1,7 0,8 38 Pendiente 62
Haití -2 3 1,5 203 176 2,5 .. .. 15 .. 79
Honduras 7 4 2,3 62 73 3,2 .. .. 29 Pendiente 52
Jamaica 9 4 3,8 31 15 2,9 6,3 .. 53 Vigente 17
México 8 4 3,6 58 17 2,6 .. 0,5 50 Vigente 36
Nicaragua 8 3 2,6 45 170 3,7 .. 1,3 19 Pendiente 37
Panamá 9 5 3,4 19 25 5,3 5,0 .. 47 Vigente 45
Trinidad y Tobago .. .. 4,6 .. .. 1,8 3,8 .. 53 Vigente 25
América del Su .. .. .. .. .. 3,4 .. 1,5 .. .. ..

rgentina 8 4 2,5 32 16 4,9 4,6 1,3 53 Pendiente 35
Bolivia 9 4 2,3 59 174 3,5 5,5 1,5 38 Pendiente 37
Brasil 8 4 3,9 155 12 3,1 3,8 1,3 50 Pendiente 36
Chile 9 4 7,4 27 10 2,9 3,9 2,8 58 Pendiente 23
Colombia 7 3 3,7 43 27 3,7 4,8 3,4 45 Vigente 63
Ecuador 6 3 2,2 92 47 2,2 .. .. 41 Vigente 42
Guyana 6 3 .. .. .. 4,2 .. .. 43 .. 20
Paraguay 7 3 1,6 74 158 3,0 4,9 1,0 39 Pendiente 54
Perú 9 4 3,7 98 36 2,6 .. 2,0 44 Vigente 34
Surinam .. .. .. .. .. 6,3 .. .. 46 .. 18
Uruguay 10 5 5,5 45 48 5,1 2,8 1,1 54 Pendiente 26
Venezuela 6 3 2,4 116 15 3,4 .. 1,1 47 .. 68
Oceanía .. .. .. .. .. 6,2 4,9 1,6 .. .. ..

ustralia 10 5 8,8 2 2 6,2 4,7 1,7 74 Vigente 14
Fiji 5 3 .. 64 25 2,6 6,0 2,1 43 Pendiente 29
Nueva Zelanda 10 5 9,5 12 0 6,2 6,0 1,3 72 Vigente 10
Papúa Nueva Guinea 10 5 2,1 56 31 3,8 2,3 0,8 26 Pendiente 25
Islas Salomón .. .. .. 35 44 4,6 3,5 .. 17 .. 30
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0 = máxima
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2004

Nivel de
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(-10 - 10,

10=máxima
democracia)

2002

Competencia
política

(0 - 5, 5 =
máxima

competencia)
2002

Índice de
percepción

de corrupción
(0 -10, 10 =

mínima corrupción)
2003

Número
de días

para
constituirse

Porcentaje del
INB per cápita (a)

necesario
para constituirse

Sanidad
pública
2000

Educación
pública
2000

Militar
2000

Índice de
acceso digital

(1 - 100,
100 = máximo

acceso)
2002

Estado de
la legislación

sobre
libertad de

información (LI)
2005

Gasto gubernamental
(como porcentaje del

Producto Interior Bruto)

Índices de gobernanza                                        Barreras reguladoras Acceso a la información
para iniciar

un negocio, 2004

A

r
A

A

a. Ingresos Nacionales Brutos. b. Puede incluir subsidios a escuelas privadas o religiosas. c. La ley aún no ha sido implementada. d. Disponible un amplio acceso a través de la Constitución nacional. e. Implemen-
tación limitada. f. Adoptada una orden ejecutiva implementando la LI. g. Aún pendientes las leyes en Montenegro. h. Esta ley es usada principalmente para suprimir los medios, mientras que sus previsiones para
la LI permanecen sin utilizar.

Claves de los índices: Nivel de democracia (Polity IV): baremo de -10 a 10, -10 representa un régimen totalmente autocrático; 10, un régimen plenamente democrático. -66 representa una interrup-
ción en el gobierno debido a una ocupación extranjera. -77 significa un periodo de interregno tras el colapso de una autoridad política centralizada.
Competencia política (Polity IV): se asigna un valor de 0 a 5: 0 = sin regular, 1 = máxima represión (menos competitivo) y 5 = máxima competencia (menos reprimido).
Índice de percepción de corrupción (Transparencia Internacional): baremo de 0 (máxima corrupción) a 10 (mínima corrupción).
Índice de acceso digital (Unión Internacional de Telecomunicaciones): baremo de 0 a 100, 100 representa el máximo acceso.
Índice de libertad de prensa (Freedom House): baremo de 1 a 100. 1-30 = libre, 31-60 = parcialmente libre, 61-100 = no es libre.



DEFINICIONES Y  METODOLOGÍA

El nivel de democracia es un baremo que mide el grado en que una nación es
autocrática o democrática. Una puntuación de +10 indica un Estado sólidamente
democrático; una puntuación de -10 indica un Estado fuertemente autocrático. Un
Gobierno democrático reúne una plena participación política competitiva, limita-
ciones institucionalizadas al poder ejecutivo y garantías de libertades civiles para
todos los ciudadanos. Un sistema autocrático restringe profundamente o suprime
la participación política competitiva y sus principales directores son elegidos por
un grupo elitista y ejercen el poder con escasas limitaciones institucionales.

El nivel de competencia política mide el alcance con que se puede perseguir la
alternancia en las preferencias políticas y de liderazgo en el terreno político. En una
escala de 0-5, a cada país se le asigna una de las siguientes categorías: (0) “No
aplicable” se utiliza para sistemas políticos sin grupos estables. (1) “Reprimida” se
asigna a sistemas de partidos totalitarios, dictaduras militares autoritarias y monar-
quías despóticas; cualquier régimen donde la actividad de oposición no está permi-
tida fuera del partido en el poder. (2) “Suprimida” cuando los sistemas políticos
incluyen alguna competencia política limitada fuera del Gobierno; sin embargo, la
competencia política pacífica y amplios grupos de personas quedan excluidos del
proceso político. (3) “Faccional”, cuando la política contiene facciones religiosas o
étnicas que compiten por las influencias con intención de promover agendas que
favorezcan los intereses de los miembros del grupo por encima de los intereses
comunes. (4) Los acuerdos “de transición” acogen intereses de competencia, pero
puede seguir presente alguna facción asociada a intereses religiosos. (5) “Compe-
titiva”, estos sistemas están caracterizados por grupos políticos relativamente
estables y permanentes con competencia regular y transferencia voluntaria del poder.
No obstante, pueden estar restringidos los pequeños partidos o grupos políticos.

Los índices de nivel de democracia y competencia política son notificados
por el Polity IV Project del Centro para el Desarrollo Internacional y la Gestión de
Conflictos (CIDCM). Los índices de Polity IV son recopilados por un panel de
expertos empleando múltiples fuentes históricas para cada país, combinadas
con referencias a una variedad de fuentes estándar. 

El Índice de Percepción de la Corrupción (IPC) mide el grado en que se percibe
la existencia de corrupción –el abuso de un cargo público para un beneficio
privado– entre los funcionarios públicos y los políticos. Las valoraciones oscilan
desde 10 (mínima corrupción) a 0 (máxima corrupción). El IPC es un índice
compuesto recopilado por Transparencia Internacional a partir de los resultados
de 17 encuestas realizadas por 13 instituciones independientes diferentes.

Las barreras reguladoras para iniciar un negocio miden la cantidad media de
tiempo y dinero necesarios para registrar y constituir una nueva iniciativa empre-
sarial en la mayor ciudad del país en cuestión. Estos dos indicadores son
medidos en días y en porcentaje de los Ingresos Nacionales Brutos (INB) per
cápita. Los gobiernos difieren significativamente en las exigencias que estable-
cen para estos procesos. Grosso modo, los valores más altos representan entor-
nos reguladores que ahogan la creación de nuevas empresas.

Los datos se obtienen de la base de datos Doing business del Banco
Mundial. El personal del Banco Mundial recoge esta información dentro de un
amplio proceso investigador que incorpora encuestas y la aportación de expertos
locales. Las encuestas son enviadas a abogados que trabajan como depositarios
de negocios en el país en cuestión. Se pide a los encuestados que enumeren los
pasos necesarios para iniciar una empresa y una estimación tanto del coste
como del tiempo requerido para cada etapa. Las respuestas a la encuesta son
comparadas y normalizadas para presentar una clara imagen de las regulacio-
nes que rodean el inicio de un negocio, así como los atajos y métodos comunes
empleados para lograrlo. Los resultados de la encuesta son corroborados por
otros expertos nacionales en leyes y prácticas empresariales.

Los gastos gubernamentales como porcentaje del Producto Interior Bruto (PIB)
indican aproximadamente la importancia económica de la sanidad pública, la
educación pública y las actividades militares en las economías nacionales.

El gasto público en sanidad consiste en el gasto de capital constante de un presu-
puesto gubernamental (tanto central como local), préstamos y subvenciones exter-
nas (incluyendo donaciones de agencias internacionales y organizaciones no guber-
namentales) y fondos de seguros sanitarios sociales (u obligatorios). Las
estimaciones de gasto sanitario proceden en su mayoría del Informe sobre la salud
en el mundo 2003 de la Organización Mundial de la Salud (OMS) y sus actualizacio-
nes posteriores y de la OCDE para los países miembros, complementado con las
evaluaciones de pobreza y los estudios nacionales del sector del Banco Mundial.
También se han obtenido datos del Banco Mundial y el Fondo Monetario Internacional.

El gasto público en educación consiste en el gasto público en educación pública
más los subsidios a la educación privada en los niveles de primaria, secundaria y
posteriores. Se excluye la ayuda extranjera para educación. El Instituto de Estadís-
ticas de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la
Cultura (UNESCO) facilita al Banco Mundial las estimaciones de gasto en educa-
ción. La UNESCO recopila sus datos de los informes financieros anuales de los
gobiernos centrales o federales y administraciones estatales o regionales.

El gasto militar es definido por el Instituto Internacional de Estocolmo para la
Investigación sobre la Paz (SIPRI) como “todos los gastos corrientes y activos fijos
en: (a) Fuerzas Armadas, incluyendo las fuerzas de pacificación; (b) ministerios de
Defensa y otras agencias gubernamentales implicadas en proyectos de defensa; (c)
fuerzas paramilitares, cuando se considera que son entrenadas y equipadas para
operaciones militares, y (d) actividades espaciales militares”. Los gastos incluyen
el coste de compras, personal, investigación y desarrollo, construcción, operacio-
nes, mantenimiento y ayuda militar a otros países. La defensa civil, beneficios para
veteranos, desmovilización y destrucción de armas no están incluidos como gastos
militares. El SIPRI obtiene sus datos de gasto militar de diversas fuentes. Las
fuentes primarias incluyen documentos de presupuestos nacionales, libros blancos
de defensa, estadísticas de finanzas públicas y respuestas a encuestas. Las
encuestas son gestionadas por el SIPRI, las Naciones Unidas o la Organización
para la Seguridad y la Cooperación en Europa (OSCE). Las fuentes secundarias
incluyen publicaciones de datos por la Organización del Tratado del Atlántico Norte
(OTAN), el Fondo Monetario Internacional (FMI), el Europa Yearbook e informes
nacionales de la Unidad de Inteligencia Económica.

El índice de acceso digital refleja la capacidad de la población de cada país
para beneficiarse de las tecnologías de comunicación en internet. Se trata de un
resultado compuesto por ocho variables que describen la disponibilidad de infra-
estructuras, asequibilidad del acceso, nivel educativo, calidad de los servicios de
tecnología de la información y comunicación (TIC) y uso de internet. El índice es
calculado por la Unión Internacional de las Telecomunicaciones (UIT). La UIT
recibe los datos sobre tecnologías de la información de los gobiernos y asociacio-
nes industriales. Los datos de las tasas de educación y alfabetización son
aportados por el Instituto de Estadísticas de la UNESCO.

La legislación sobre la libertad de información (LI) requiere la revelación de
los registros gubernamentales al público. Ahora hay unos 48 países con exhaus-
tivas leyes de LI, más una docena de países con previsiones constitucionales
relacionadas con la LI que pueden ser utilizadas para acceder a la información.
Los datos son recogidos por Privacy International en un examen país por país y
fueron actualizados por última vez en febrero de 2005. “..” en una columna de
datos significa que el país no tiene legislación de LI o no hay datos disponibles.

El índice de libertad de prensa es definido por Freedom House como “el grado
según el cual cada país permite el flujo libre de información”, medido en una
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escala del 1 al 100. Se considera que los países con un resultado entre 1 y 30
tienen unos medios “libres”; de 31 a 60, “parcialmente libres”, y de 61 a 100, “no
son libres”. Freedom House enfatiza que esta encuesta no mide la responsabili-
dad de la prensa; más bien, mide el grado de libertad en el flujo de información.
Los datos son recogidos de corresponsales internacionales, viajes de su personal,
visitantes internacionales, los hallazgos de organizaciones de derechos
humanos, especialistas en áreas geográficas y geopolíticas, los informes guber-
namentales y una variedad de medios informativos nacionales e internacionales.
El índice final mide tres categorías diferenciadas de influencia en los medios:
leyes nacionales y decisiones administrativas; censura e intimidación, y cuotas,
licencias sesgadas o financiación gubernamental.

FRECUENCIA  DE  ACTUALIZACIÓN DE LOS DATOS
POR PARTE DE  LOS PROVEEDORES

Todas las variables son actualizadas anualmente, excepto el índice de acceso
digital, cuya publicación más reciente la realizó la UIT en noviembre de 2003.

FIABILIDAD DE LOS DATOS Y  ADVERTENCIAS

Muchos de los datos de esta tabla son cálculos de índices y por tanto contienen una
cantidad inevitable de subjetividad. Los índices habitualmente miden ideas y
comportamientos, más que cantidades físicas diferenciadas. Mientras que estos
datos pueden ilustrar comparaciones aproximadas y tendencias a lo largo del tiempo,
no se recomienda realizar comparaciones y clasificaciones rígidas de resultados.

Nivel de democracia y competencia política: los datos del Polity IV están
sujetos a comprobaciones cruzadas y controles de fiabilidad entre los codifica-
dores. Los cálculos menos fiables normalmente son los más recientes, debido a
“la fluidez de la dinámica política en tiempo real y los efectos que esta inmedia-
tez pueda tener en la asignación de códigos de formas de gobierno en un ciclo de
investigación semianual”.

Índice de Percepción de la Corrupción (IPC): el IPC se basa solamente en las
percepciones de los residentes locales, expatriados, personas de negocios,
académicos y analistas de riesgos. No se utilizan datos empíricos concretos,
como comparaciones entre países de acusaciones o informaciones periodísticas,
porque podrían medir el alcance de la lucha contra la corrupción en lugar del
alcance de la corrupción real.

Barreras reguladoras para iniciar un negocio: los datos han sido sometidos a
una serie de medidas de riguroso control de calidad para asegurar la precisión y
la posibilidad de comparar entre países. Sin embargo, persisten los problemas.
Los datos sólo miden el tiempo y los gastos para iniciar un negocio en la mayor
ciudad de cada país y solamente se incluyen los negocios que emplean a más de
50 personas y cuentan con más de cinco propietarios locales. Las empresas más
pequeñas que aquí no son tenidas en cuenta pueden tener una mayor dificultad
para navegar a través de las exigencias burocráticas y legales. Estos datos
también suponen la capacidad del negocio de contratar a un abogado formado
en las regulaciones relativas al inicio de una empresa, un servicio no disponible
para muchos emprendedores más pequeños.

Gasto público en sanidad: los datos aquí ofrecidos representan el producto de un
amplio esfuerzo de la OMS, la OCDE y el Banco Mundial para elaborar un conjunto de
datos exhaustivo sobre las cuentas nacionales de sanidad. No obstante, existen algunas
dificultades con los datos. Pocos países en desarrollo tienen cuentas sanitarias que
sean consistentes metodológicamente con los procedimientos nacionales de contabili-
dad. Los datos de gasto público a niveles por debajo del nacional no han sido sumados
en todos los países, dificultando la medición del gasto público total en sanidad. La OMS
advierte de que estos datos deberían ser usados tan sólo para una estimación del
“orden de magnitud” y se deberían evitar las comparaciones entre países. 

Gasto público en educación: los datos recientes son preliminares. En algunos
casos los datos sólo se refieren a gastos del Ministerio de Educación, excluyendo
otros ministerios y autoridades locales que inviertan una parte de su presupuesto
en actividades educativas. El gasto en escuelas religiosas, que constituye una
gran porción del gasto educativo en algunos países en desarrollo, puede estar
incluido. El Banco Mundial advierte de que estos datos no miden la eficacia o los
niveles de los logros en un sistema educativo en particular.

Gasto militar: todo el conjunto de datos ha sido recopilado cuidadosamente con
amplios análisis por un único proveedor, el SIPRI, que hace que estos datos sean
francamente fiables. Cuando no está disponible una serie temporal o una defini-
ción nacional de gastos militares difiere de la del SIPRI, las estimaciones se
basan en análisis de las estadísticas presupuestarias oficiales del Gobierno. Las
estimaciones siempre se basan en evidencias empíricas, no en suposiciones o
extrapolaciones. El SIPRI advierte de que el gasto militar no está directamente
relacionado con la capacidad o seguridad militar.

Estado de la legislación sobre libertad de información: mientras que los
datos sobre libertad de información han sido investigados minuciosamente,
existen dificultades inevitables a la hora de asignar a cada país una de las tres
categorías. Algunos países cuentan con leyes que garantizan el acceso, pero las
leyes no son aplicadas. Otros garantizan el acceso a documentos gubernamen-
tales en categorías específicas, excluyendo el acceso en otras categorías. Está
disponible una descripción más profunda de las políticas de cada país en
http://www.privacyinternational.org/issues/foia/foia-survey.html.

Índice de libertad de prensa: Freedom House ha venido revisando la libertad de
prensa desde 1979; la encuesta sobre libertad de prensa surgió en su forma
actual en 1994. Los datos son reproducibles y los componentes del índice son
claros. Los datos son considerados fiables; sin embargo, hay un factor de subje-
tividad inevitable en todo cálculo de un índice.

FUENTES

Nivel de democracia y competencia política: Polity IV Project. 2003. Polity IV
Project: Political Regime Characteristics and Transitions. College Park: University of
Maryland. Disponible en http://www.bsos.umd.edu/cidcm/inscr/polity/index.htm.

Índice de percepción de la corrupción: Transparency International. 2003. 2003
Corruption Perceptions Index, Table 1. Berlin: Transparency International. Disponible en
http://www.transparency.org/pressreleases_archive/2003/2003.10.07.cpi.en.html.

Barreras reguladoras para iniciar un negocio: The World Bank, Rapid
Response Research Group. 2004. Doing Business Database. Washington, D.C.:
The World Bank. Disponible en http://rru.worldbank.org/DoingBusiness/ExploreTo-
pics/StartingBusiness/CompareAll.aspx.

Gastos gubernamentales: The World Bank Development Data Group. World
Development Indicators Online. Washington, D.C.: The World Bank. Disponible en
http://worldbank.org/data/onlinedbs/onlinedbases.htm.

Índice de acceso digital: International Telecommunications Union (ITU). 2003.
World Telecommunication Development Report. Disponible en
http://www.itu.int/newsarchive/press_releases/2003/30.html.

Legislación sobre libertad de información: Banisar, David. 2005. Freedom of
Information and Access to Government Records Around the World. Washington,
D.C.: Privacy International.

Índice de libertad de prensa: Freedom House. 2004. The Annual Survey of Press
Freedom 2004. New York: Freedom House. Disponible en http://www.freedom-
house.org/research/pfsratings.xls.
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7 Energía
Fuentes: Agencia Internacional de la Energía, Organización Mundial de la Salud, BP plc

Mundo 8.706.507 10.029.096 1.631 79,5 10,4 6,9 2,2 0,7 56 d 2.326 73 501.172 156.700 158.198 ..
Asia (exc. Oriente Medio) 2.215.374 3.145.549 890 75,3 18,2 4,2 1,6 0,5 75 1.087 70 .. .. .. 684.754
Armenia .. 2.297 744 75,2 0,0 22,6 3,6 0,0 66 1.017 .. .. .. .. 1.727

.. 11.582 1.408 98,5 0,0 0,0 1,0 0,0 37 2.105 .. .. 959 1.233 -7.955
Bangladesh 12.57 20.410 145 61,7 37,9 0,0 0,4 0,0 > 95 99 20 .. .. 306 4.276
Bután .. .. .. .. .. .. .. .. < 5 .. .. .. .. .. ..
Camboya .. .. .. .. .. .. .. .. > 95 .. 16 .. .. .. ..
China 873.087 1.139.369 887 78,6 18,8 0,4 2,1 0,1 80 1.069 99 58.900 3.238 1.641 3.583
Georgia .. 2.413 462 52,1 26,7 0,0 19,8 0,4 71 1.204 .. .. .. .. 1.146
India 379.44 531.453 514 59,3 38,5 0,9 1,2 0,0 81 408 43 55.597 741 769 90.862
Indonesia 99.94 152.304 711 66,2 31,6 0,0 0,6 1,7 50 423 53 2.053 613 2.301 -80.835
Japón 446.39 520.729 4.091 80,9 0,7 16,0 1,4 0,7 < 5 8.096 100 515 .. .. 417.093
Kazajstán .. 40.324 2.596 97,4 0,2 0,0 1,7 0,0 51 3.312 .. 21.667 1.233 1.710 -43.679
Corea, Rep. Pop. Dem.                         31.299 20.440 912 90,6 4,9 0,0 4,5 0,0 68 760 20 300 .. ..
Corea, República de 100.390 194.780 4.132 83,6 0,1 15,0 0,2 0,0 < 5 5.607 100 52 .. .. 164.442
Kirguistán .. 2.235 447 59,1 0,2 0,0 47,8 0,0 > 95 1.439 .. .. .. .. 983
Laos, Rep. Pop. Dem.                                    .. .. .. .. .. .. .. .. 95 .. .. .. .. .. ..
Malasia 26.222 51.608 2.197 94,2 4,7 0,0 1,2 0,0 29 2.824 97 .. 524 2.165 -25.719
Mongolia .. .. .. .. .. .. .. .. 67 .. 90 .. .. .. ..
Myanmar 10.505 12.159 252 21,3 77,4 0,0 1,3 0,0 > 95 94 5 .. .. 328 -3.108
Nepal 5.999 8.416 350 12,8 84,9 0,0 1,9 0,4 > 95 67 15 .. .. .. 1.070
Pakistán 44.819 64.506 441 59,3 37,2 0,9 2,5 0,0 76 379 53 755 .. 675 16.331
Filipinas 28.268 42.151 546 54,1 23,1 0,0 1,4 21,3 85 517 87 .. .. .. 21.935
Singapur 14.464 29.158 7.103 99,8 0,0 0,0 0,0 0,0 < 5 7.677 100 .. .. .. 47.477
Sri Lanka 5.600 7.923 423 43,7 52,9 0,0 3,4 0,0 89 288 62 .. .. .. 3.577
Tayikistán .. 3.036 494 56,4 0,0 0,0 39,8 0,0 > 95 2.172 .. .. .. .. 1.655
Tailandia 46.447 75.542 1.227 81,9 17,1 0,0 0,7 0,0 72 1.563 82 423 90 393 35.782
Turkmenistán .. 15.309 3.243 101,0 0,0 0,0 0,0 0,0 50 1.400 .. .. 75 2.610 -34.979
Uzbekistán .. 50.650 2.001 98,8 0,0 0,0 1,0 0,0 79 1.796 .. .. 81 1.665 -5.068
Vietnam 24.824 39.356 497 37,8 58,3 0,0 4,0 0,0 > 95 332 76 100 338 207 -11.157
Europa .. 3.606.369 3.621 84,2 2,0 10,5 2,4 0,3 16 5.598 .. .. .. .. 44.742
Albania 1.862 1.715 549 65,8 7,5 0,0 17,8 0,1 76 1.123 .. .. .. .. 808

26.701 30.721 3.790 77,5 9,0 0,0 11,7 0,6 < 5 7.419 100 .. .. .. 20.034
Bielorrusia .. 24.41 2.445 92,7 3,7 0,0 0,0 0,0 11 2.995 .. .. .. .. 20.152
Bélgica 51.651 59.001 5.743 76,5 0,6 20,5 0,1 0,1 < 5 8.272 100 .. .. .. 51.174
Bosnia-Herzegovina .. 4.359 1.072 88,0 4,1 0,0 10,0 0,0 74 1.876 .. .. .. .. 1.174
Bulgaria 22.631 19.476 2.424 73,3 2,8 26,2 0,8 0,0 31 3.854 .. 908 .. .. 9.666
Croacia .. 7.904 1.778 86,1 3,7 0,0 6,8 0,0 16 2.938 .. .. .. .. 3.850
República Checa 42.916 41.396 4.036 90,6 0,9 9,3 0,4 0,2 < 5 5.891 100 2.597 .. .. 11.485
Dinamarca 19.854 19.783 3.706 88,7 5,0 0,0 0,0 2,3 < 5 6.492 100 .. 170 85 -6.111
Estonia .. 4.697 3.472 89,7 11,4 0,0 0,0 0,0 34 4.766 .. .. .. .. 1.763
Finlandia 29.582 33.815 6.518 56,9 18,7 17,6 3,4 0,1 < 5 15.687 100 .. .. .. 18.319
Francia 239.982 265.570 4.459 53,9 3,6 41,3 2,4 0,3 < 5 7.401 100 19 .. .. 139.392

349.219 351.092 4.263 84,1 1,3 12,7 0,5 0,6 < 5 6.852 100 29.667 .. 186 216.864
Grecia 22.286 28.704 2.622 94,5 3,3 0,0 0,6 0,7 < 5 4.686 100 958 .. .. 21.866
Hungría 27.362 25.340 2.542 82,7 1,3 14,6 0,1 0,0 26 3.426 100 366 .. .. 13.511
Islandia 2.123 3.363 11.800 27,1 0,0 0,0 16,8 56,0 < 5 26.947 100 .. .. .. 956
Irlanda 10.604 14.981 3.876 98,4 1,0 0,0 0,3 0,4 < 5 5.917 100 .. .. .. 13.792
Italia 156.817 171.998 2.990 91,9 1,0 0,0 2,3 2,0 < 5 5.318 100 .. 106 198 142.337
Letonia .. 4.297 1.828 61,3 29,3 0,0 5,7 0,0 19 2.193 .. .. .. .. 2.607
Lituania .. 8.023 2.303 58,3 8,2 37,2 0,3 0,0 42 2.687 .. .. .. .. 4.113
Macedonia, ARY .. 2.608 1.282 89,9 5,7 0,0 2,1 0,9 58 2.799 .. .. .. .. 979
Moldavia, Rep. .. 3.140 734 92,1 1,9 0,0 0,2 0,0 72 940 .. .. .. .. 2.908
Países Bajos 70.332 77.214 4.831 95,0 0,7 1,3 0,0 0,3 < 5 6.659 100 .. .. 1.500 30.064
Noruega 22.188 26.607 5.921 54,3 5,0 0,0 38,9 0,1 < 5 25.595 100 .. 1.350 2.215 -201.565
Polonia 98.482 90.570 2.343 95,6 4,2 0,0 0,2 0,0 37 3.227 100 14.153 .. 104 10.151
Portugal 17.301 24.732 2.465 86,2 7,6 0,0 4,9 0,5 < 5 4.145 100 .. .. .. 22.013
Rumanía 51.476 36.841 1.642 86,6 5,8 3,9 3,5 0,0 45 2.041 .. 486 123 280 9.246
Federación Rusa .. 621.349 4.289 90,9 0,6 5,8 2,4 0,0 7 5.319 .. 68.699 9.500 42.300 -365.972
Serbia y Montenegro .. 16.061 1.523 86,6 5,0 0,0 6,2 0,0 70 2.869 .. .. .. .. 5.033
Eslovaquia 19.147 18.717 3.470 73,3 1,4 24,1 2,3 0,2 24 5.005 100 .. .. .. 11.856
Eslovenia .. 6.838 3.440 70,8 5,9 20,0 4,8 0,1 < 5 6.007 .. .. .. .. 3.623
España 94.662 127.381 3.116 80,3 2,9 13,0 2,8 0,7 < 5 5.501 100 287 .. .. 100.320
Suecia 48.185 51.054 5.762 34,5 14,9 36,8 13,3 0,3 < 5 16.021 100 .. .. .. 18.477
Suiza 25.317 28.019 3.906 59,1 1,9 25,0 12,7 0,7 < 5 8.026 100 .. .. .. 16.379
Ucrania .. 141.577 2.872 85,2 0,2 14,0 0,7 0,0 56 2.767 .. 16.809 .. 999 58.412
Reino Unido 218.742 235.158 3.994 88,5 0,4 10,0 0,1 0,4 < 5 6.171 100 833 595 567 -22.602
Oriente Medio y N. de África 378.681 577.251 1.487 96,9 1,8 0,0 0,8 0,3 17 1.848 87 .. .. .. -1.016.784
Afganistán .. .. .. .. .. .. .. .. > 95 .. 2 .. .. .. ..

25.217 29.438 957 99,7 0,3 0,0 0,0 0,0 < 5 723 98 .. 1.425 4.071 -115.502
Egipto 32.425 48.012 695 94,7 2,8 0,0 2,5 0,0 23 1.114 94 .. 508 1.580 -7.438
Irán, Rep. Islámica 75.352 120.000 1.785 99,0 0,7 0,0 0,4 0,0 < 5 1.689 98 .. 17.952 24.021 -126.024
Iraq 15.545 28.476 1.193 99,7 0,1 0,0 0,2 0,0 < 5 1.471 95 .. 15.520 2.798 -94.820
Israel 12.102 21.193 3.433 97,6 0,0 0,0 0,0 3,0 < 5 6.459 100 .. .. .. 20.865
Jordania 3.538 5.116 987 98,1 0,1 0,0 0,1 1,3 10 1.373 95 .. .. .. 4.922
Kuwait 4.784 16.368 6.956 100,0 0,0 0,0 0,0 0,0 < 5 15.818 100 .. 13.292 1.401 -91.991
Líbano 2.883 5.435 1.537 95,0 2,3 0,0 0,5 0,1 < 5 1.824 95 .. .. .. 5.141
Libia 13.791 15.992 2.995 99,1 0,9 0,0 0,0 0,0 < 5 3.968 100 .. 4.688 1.183 -58.285
Marruecos 7.053 11.006 372 93,9 4,0 0,0 0,7 0,2 11 570 71 .. .. .. 10.648
Omán 5.956 9.984 3.714 100,0 0,0 0,0 0,0 0,0 < 5 3.247 94 .. 756 851 -55.799
Arabia Saudita 71.407 110.586 4.844 100,0 0,0 0,0 0,0 0,0 < 5 5.886 98 .. 36.089 6.010 -364.198
Siria 13.037 13.955 822 93,8 0,0 0,0 6,1 0,0 19 1.539 86 .. 311 270 -20.422
Túnez 5.447 8.243 857 84,6 15,2 0,0 0,1 0,0 29 1.046 95 .. 65 .. 1.641
Turquía 52.505 72.458 1.046 86,6 8,7 0,0 2,8 1,4 11 1.509 95 1.322 .. .. 45.608
Emiratos Árabes Unidos 20.833 32.624 11.332 100,0 0,0 0,0 0,0 0,0 < 5 12.279 96 .. 12.954 5.454 -105.249
Yemen 3.033 3.560 191 97,8 2,2 0,0 0,0 0,0 66 127 50 .. 92 431 -19.029
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Para más información, por favor visite http://earthtrends.wri.org/datatables/energy

África Subsahariana .. .. .. .. .. .. .. .. 76 .. 24 .. .. .. ..
Angola 6.361 8.454 662 30,3 68,7 0,0 1,0 0,0 > 95 101 12 .. 1.201 .. -34.979
Benin 1.703 2.028 318 .. 71,2 0,0 0,0 0,0 89 65 22 .. .. .. 511
Botswana .. .. .. .. .. .. .. .. 65 .. 22 .. .. .. ..
Burkina Faso .. .. .. .. .. .. .. .. > 95 .. 13 .. .. .. ..
Burundi .. .. .. .. .. .. .. .. > 95 .. .. .. .. .. ..
Camerún 5.079 6.445 418 16,3 79,0 0,0 4,6 0,0 77 173 20 .. 31 .. -6.046
República Centroafricana .. .. .. .. .. .. .. .. > 95 .. .. .. .. .. ..
Chad .. .. .. .. .. .. .. .. 95 .. .. .. .. .. ..
Congo 1.082 931 263 29,2 64,9 0,0 3,1 0,0 67 134 21 .. 214 .. -12.763
Congo, Rep. Dem.                                 12.11 15.039 302 4,4 93,0 0,0 3,3 0,0 > 95 82 7 .. .. .. -562
Costa de Marfil 4.543 6.497 404 32,5 66,6 0,0 .. 0,0 93 194 50 .. .. .. 509
Guinea Ecuatorial                                           .. .. .. .. .. .. .. .. 83 .. .. .. .. .. ..
Eritrea .. 771 200 .. 68,9 0,0 0,0 0,0 > 95 46 17 .. .. .. 244
Etiopía 15.614 19.161 285 .. 93,1 0,0 0,8 0,0 > 95 25 5 .. .. .. 1.171
Gabón 1.359 1.702 1.32 39,9 55,7 0,0 4,5 0,0 34 907 31 .. 324 .. -13.071
Gambia .. .. .. .. .. .. .. .. > 95 .. .. .. .. .. ..
Ghana 5.512 8.18 408 26,5 66,3 0,0 6,9 0,0 95 348 45 .. .. .. 2.172
Guinea .. .. .. .. .. .. .. .. > 95 .. .. .. .. .. ..
Guinea-Bissau .. .. .. .. .. .. .. .. 95 .. .. .. .. .. ..
Kenia 12.535 15.37 495 17,7 78,2 0,0 1,3 2,7 85 118 8 .. .. .. 2.801
Lesotho .. .. .. .. .. .. .. .. 85 .. 5 .. .. .. ..
Liberia .. .. .. .. .. .. .. .. 83 .. .. .. .. .. ..
Madagascar .. .. .. .. .. .. .. .. > 95 .. 8 .. .. .. ..
Malawi .. .. .. .. .. .. .. .. > 95 .. 5 .. .. .. ..
Mali .. .. .. .. .. .. .. .. > 95 .. .. .. .. .. ..
Mauritania .. .. .. .. .. .. .. .. 69 .. .. .. .. .. ..
Mozambique 7.16 7.68 422 6,0 88,3 0,0 9,8 0,0 87 272 7 .. .. .. 473
Namibia 652 1.15 601 65,5 15,2 0,0 10,2 0,0 83 1.334 34 .. .. .. 759
Níger .. .. .. .. .. .. .. .. > 95 .. .. .. .. .. ..
Nigeria 74.241 95.44 810 21,9 77,5 0,0 0,6 0,0 67 86 40 .. 4.635 4.49 -110.304
Ruanda .. .. .. .. .. .. .. .. > 95 .. .. .. .. .. ..
Senegal 2.23 3.17 330 44,5 55,5 0,0 0,0 0,0 79 137 30 .. .. .. 1.446
Sierra Leona .. .. .. .. .. .. .. .. 92 .. .. .. .. .. ..
Somalia .. .. .. .. .. .. .. .. < 5 .. .. .. .. .. ..
Sudáfrica 95.393 107.738 2.42 85,5 11,9 2,6 0,2 0,0 28 4.546 66 33.013 .. .. -32.589
Sudán 10.583 13.525 421 18,9 80,3 0,0 0,8 0,0 < 5 68 30 .. 94 .. -8.025
Tanzania, Rep. Unida 10.00 13.91 391 6,9 91,5 0,0 1,6 0,0 > 95 61 11 .. .. .. 938
Togo 1.005 1.422 303 .. 74,3 0,0 0,0 0,0 > 95 109 9 .. .. .. 323
Uganda .. .. .. .. .. .. .. .. > 95 .. 4 .. .. .. ..
Zambia 5.59 6.42 608 10,2 81,5 0,0 10,9 0,0 87 591 12 .. .. .. 575
Zimbabwe 9.76 9.882 775 36,3 57,4 0,0 2,6 0,0 67 813 40 335 .. .. 886
América del Norte 2.152.179 2.529.598 7.929 85,3 2,5 9,1 1,8 0,8 < 5 13.416 100 .. .. .. 510.372
Canadá                                                208.832 248.184 7.999 77,0 4,2 8,1 11,5 0,0 < 5 16.787 100 3.350 2.308 e 1.498 -129.563
Estados Unidos 1.943.34 2.281.41 7.921 86,2 2,3 9,2 0,8 0,9 < 5 13.05 100 121.962 4.184 4.711 639.935
Centroamérica y Caribe 175.649 214.218 1.265 82,7 11,1 1,1 1,7 3,2 37 1.409 85 .. .. .. -53.415
Belice .. .. .. .. .. .. .. .. < 5 .. .. .. .. .. ..
Costa Rica 2.09 3.481 867 50,8 11,0 0,0 14,0 24,8 58 1.598 96 .. .. .. 1.783
Cuba 13.53 13.651 1.215 75,6 24,0 0,0 0,0 0,4 42 1.15 97 .. .. .. 7.467
República Dominicana 4.164 7.81 920 81,0 18,4 0,0 0,6 0,0 48 897 67 .. .. .. 6.325
El Salvador 2.79 4.26 676 44,7 32,7 0,0 2,3 19,4 65 579 71 .. .. .. 1.886
Guatemala 4.656 7.313 624 44,7 53,3 0,0 2,3 0,0 73 365 67 .. .. .. 2.149
Haití 1.58 2.088 257 .. 72,7 0,0 1,1 0,0 82 31 34 .. .. .. 547
Honduras 2.431 3.23 489 51,8 41,1 0,0 6,3 0,0 66 524 55 .. .. .. 1.836
Jamaica 2.95 4.00 1.540 87,9 11,9 0,0 0,2 0,0 47 2.352 90 .. .. .. 3.557
México 129.29 152.27 1.516 88,3 5,4 1,5 1,6 3,2 22 1.809 95 690 2.285 374 -76.813
Nicaragua 2.184 2.792 537 44,8 48,2 0,0 0,6 6,3 72 335 48 .. .. .. 1.274
Panamá 1.61 3.18 1.058 78,9 14,6 0,0 6,8 0,0 37 1.358 76 .. .. .. 2.653
Trinidad y Tobago 5.73 8.69 6.718 99,7 0,3 0,0 0,0 0,0 < 5 3.982 99 .. 265 663 -9.185
América del Sur 290.832 382.156 1.089 70,9 14,9 1,5 11,3 1,6 25 1.639 90 .. .. .. -181.696
Argentina 46.421 57.601 1.535 85,8 5,2 3,2 5,5 0,0 < 5 2.126 95 .. 440 598 -24.854
Bolivia 2.878 4.271 504 78,9 16,8 0,0 4,4 0,0 61 411 60 .. .. 732 -2.667
Brasil 134.79 185.08 1.064 60,3 20,3 2,0 12,4 3,3 27 1.794 95 3.976 1.456 221 37.916
Chile 14.10 23.801 1.544 74,4 17,7 0,0 7,8 0,0 15 2.648 99 .. .. .. 15.737
Colombia 25.25 29.24 683 72,8 17,9 0,0 9,4 0,0 36 781 81 4.30 206 101 -44.296
Ecuador 6.289 8.727 692 84,6 8,4 0,0 7,0 0,0 28 654 80 .. 649 .. -13.460
Guyana .. .. .. .. .. .. .. .. < 5 .. .. .. .. .. ..
Paraguay 3.161 3.75 670 27,8 57,9 0,0 103,8 f 0,1 64 841 75 .. .. .. 1.063
Perú 9.77 12.11 459 68,4 18,7 0,0 12,5 0,4 40 704 73 .. 129 222 2.677
Surinam .. .. .. .. .. .. .. .. 69 .. .. .. .. .. ..
Uruguay 2.441 2.703 803 59,1 15,5 0,0 29,3 0,0 < 5 1.940 98 .. .. .. 1.953
Venezuela 45.72 54.85 2.216 89,5 1,0 0,0 9,5 0,0 < 5 2.72 94 319 11.23 3.73 -155.765
Oceanía .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. .. ..
Australia 86.717 115.627 5.975 94,2 4,1 0,0 1,2 0,3 < 5 10.316 100 41.547 560 2.294 -134.092
Fiji .. .. .. .. .. .. .. .. < 5 .. .. .. .. .. ..
Nueva Zelanda 13.671 18.29 4.795 70,3 4,4 0,0 10,1 13,0 < 5 8.828 100 202 .. .. 3.308
Papúa Nueva Guinea .. .. .. .. .. .. .. .. > 95 .. .. .. 51 385 ..
Islas Salomón .. .. .. .. .. .. .. .. < 5 .. .. .. .. .. ..
Desarrollados .. 6.112.050 4.600 83,9 2,4 10,4 2 0,7 14 7578,25 .. .. .. .. 1.105.717
En desarrollo 2.789.194 3.911.044 828 73,6 21,7 1,4 2 0,7 67               896,20                 67 .. .. .. -1.071.719
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Tep significa toneladas equivalentes de petróleo; kgep es kilogramos equivalentes de petróleo.
a. Otras renovables se refiere al biogás, biomasa líquida, geotermal, solar, eólica y maremotriz. b. Combustibles sólidos incluyen la biomasa y combustibles fósiles quemados directamente en el hogar. c.
Las importaciones netas de combustibles equivalen a las importaciones menos las exportaciones e incluyen el crudo, productos del petróleo, carbón y derivados y gas natural. d. Los totales mundiales son
calculados por el IRM. e. Incluye una estimación oficial de oil sands bajo desarrollo activo. f. Paraguay exporta cantidades significativas de energía hidroeléctrica aquí contabilizadas en los países vecinos.



DEFINICIONES Y  METODOLOGÍA

El consumo energético total es la cantidad total de energía primaria proce-
dente de todas las fuentes (carbón, nuclear, hidroeléctrica, etc.) consumida
anualmente por un país o una región en particular. El consumo equivale a la
producción autóctona más las importaciones menos las exportaciones, los
cambios en las existencias y la energía entregada a búnkeres marinos interna-
cionales. Las pérdidas de energía por el transporte, fricción, calor y otras
ineficiencias también están incluidas aquí. El material originario usado como
fuente y publicado por la Agencia Internacional de la Energía (AIE) se refiere a
estos valores como Suministro Total de Energía Primaria (TPES, en inglés). Para
facilitar las comparaciones entre diferentes fuentes de energía, la entalpía de
todas las mercancías energéticas se presenta en toneladas equivalentes de
petróleo (tep), que miden la energía contenida en una tonelada (1.000 kilogra-
mos) de crudo. Un tep equivale a 107 kilocalorías, 41.868 gigajulios o 11.628
kilovatios/hora (kWh).

Las estadísticas básicas sobre energía son reunidas por la AIE a partir
de varias fuentes. En los países miembros de la OCDE, las administraciones
nacionales cumplimentan cinco cuestionarios anuales. En los países no perte-
necientes a la OCDE, las estadísticas se elaboran a partir de la distribución de
cuestionarios, la comunicación con organizaciones internacionales como las
Naciones Unidas, la cooperación con organismos estadísticos nacionales y el
contacto directo con asesores y empresas energéticas. Si no hay datos dispo-
nibles de ninguna de estas fuentes, éstos son calculados por la AIE. La energía
producida por los combustibles fósiles se calcula empleando factores de
conversión por unidad de masa del combustible (i.e., 10.000 kcal/kg de petró-
leo). Como fuentes de energía como el carbón y el crudo pueden variar en su
calidad, la AIE utiliza factores específicos de conversión suministrados por
administraciones nacionales para las principales clases de fuentes de energía
y sus usos (i.e., producción, importaciones, exportaciones). Medir la energía
producida por combustibles no fósiles es más complicado; la AIE primero tiene
que adoptar una forma primaria de energía para medir usando medias de
eficiencia mundiales o regionales y luego calcula el equivalente en energía
primaria. Por favor, diríjase a la fuente original para más información sobre las
variables y el conjunto de metodologías.

El consumo energético per cápita es la cantidad de energía, como se definió
anteriormente, consumida de media por cada persona, expresada en kilogramos
equivalentes de petróleo (kgep). Esta variable se calcula dividiendo el consumo
total por las cifras de población obtenidas de la División de Población de las
Naciones Unidas.

El consumo energético según fuente muestra la cantidad de energía consu-
mida en cinco categorías diferentes como un porcentaje del consumo total:

Los combustibles fósiles incluyen el petróleo crudo y el gas natural
licuado, productos del petróleo, carbón y sus derivados. El carbón y sus deriva-
dos incluyen antracita, lignito, aglomerados, coque, gas de altos hornos, gas de
coquería, briquetas de carbón marrón y turba. Los productos del petróleo y del
gas natural incluyen crudo, gas natural licuado, feedstock de refinado, produc-
tos del petróleo, gas natural, gas de fábrica y otros hidrocarburos. La inclusión
de productos del petróleo tiene en cuenta el procesado nacional de crudo, así
como las importaciones de petróleo acordadas. Los productos del petróleo se
refieren al gas refinado, etano, gas licuado del petróleo, gasolina de aviación,
gasolina para motores, combustible para reactores, queroseno, combustible
gasolina/diesel, fuel-oil pesado, nafta, aguarrás, lubricantes, betún, ceras de
parafina, coque de petróleo y otros productos.

La biomasa sólida incluye cualquier material vegetal utilizado directa-
mente como combustible o convertido en otras formas antes de la combustión, lo
que abarca madera; residuos vegetales, que incluyen los procedentes de madera

o cultivos, empleados para obtener energía; materiales y residuos animales;
sulfito de sosa (también conocido como licor negro, un fango que contiene
lignina asimilada de la madera para la elaboración de papel) y otras biomasas
sólidas. Los productos obtenidos de la fabricación de carbón vegetal están
incluidos aquí. Sin embargo, al ser el carbón vegetal un producto secundario, la
AIE excluye las cifras de la producción final de carbón vegetal para evitar compu-
tarlo por partida doble. 

La nuclear incluye toda la energía producida en centrales nucleares a
partir de la fisión nuclear. Los datos de consumo aquí mostrados asumen una
eficiencia térmica media del 33 por ciento.

La hidroeléctrica muestra el contenido energético de electricidad produ-
cida en centrales hidroeléctricas. Estos valores no incluyen la producción de
plantas de almacenamiento con bombeo.

Otras renovables incluyen energía obtenida de biogás, biomasa líquida,
geotermal, solar, oceánica y maremotriz. La energía del biogás se produce por la
fermentación de estiércol animal, aguas residuales humanas y residuos de culti-
vos. La energía a partir de biomasa líquida se produce por aditivos biológicos,
como el etanol (alcohol). Las tecnologías geotermales usan el calor de la tierra
para generar energía. La energía solar incluye la producción de electricidad a
partir de células fotovoltaicas y la producción de electricidad y calor a partir de
la energía termal solar. Aquí no se ha tenido en cuenta la energía solar pasiva
por el calentamiento directo, enfriamiento e iluminación de viviendas y otros
edificios. La energía oceánica incluye la producción de electricidad a partir de la
energía mecánica de las olas y mareas oceánicas o de la energía termal (calor)
almacenada en el océano. La energía eólica emplea la energía mecánica del
viento para generar electricidad.

La población que depende de los combustibles sólidos mide el porcentaje
de la población total que quema combustibles sólidos en sus hogares. Los
combustibles sólidos incluyen el carbón o biomasa como el estiércol, carbón
vegetal, madera o residuos agrícolas. La Organización Mundial de la Salud
(OMS) mide la prevalencia del uso de combustibles sólidos porque su combus-
tión en las cocinas tradicionales provoca elevados niveles de contaminación
del aire de interior, emitiendo contaminantes peligrosos como monóxido de
carbono y partículas.

El consumo energético per cápita mide la media de kilovatios/hora (kWh)
de energía eléctrica generada por persona en un país o región determinados.
Se incluyen las centrales eléctricas públicas y privadas y las centrales de
cogeneración. La producción de electricidad a partir de crudo y gas natural
licuado no está incluida aquí. El consumo eléctrico equivale a la producción
más las importaciones menos las exportaciones y las pérdidas en la distribu-
ción.

El acceso de la población a la electricidad se define como el porcentaje de
la población total que posee energía eléctrica en el hogar. Incluye la energía
vendida comercialmente, tanto a través de la red de suministro como fuera de
ella. Para los países donde el acceso a la electricidad ha sido evaluado a
través de encuestas gubernamentales, también incluye la electricidad
autogenerada.

Las reservas comprobadas de combustibles fósiles generalmente son conta-
bilizadas como la cantidad que, según la información geológica y de ingeniería,
se puede recuperar en el futuro con una certeza razonable de los depósitos
conocidos bajo las condiciones económicas y operativas existentes. Con la inten-
ción de facilitar comparaciones entre las diferentes fuentes de energía, las
estimaciones de reservas de combustibles fósiles han sido convertidas a tonela-
das equivalentes de petróleo (tep). Un tep mide la energía contenida en una
tonelada (1.000 kg) de crudo. Las reservas de carbón incluyen antracita, carbón
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bituminoso, subbituminoso y lignito. Los factores de conversión estandarizados
para una tonelada equivalente de petróleo son 1,5 toneladas de antracita y
carbón bituminoso y 3 toneladas de carbón subbituminoso y lignito. El petróleo
incluye el gas condensado y gas natural licuado, además del crudo. Las estima-
ciones han sido convertidas a toneladas equivalentes de petróleo por BP, el prove-
edor de datos, empleando factores de conversión individuales por país. El gas
natural ha sido convertido usando el factor de conversión estándar de 0,9 millo-
nes de toneladas equivalentes de petróleo por cada 1.000 millones de metros
cúbicos de gas natural.

Las importaciones netas de combustible miden la cantidad de combustibles
fósiles que entran en el territorio nacional de un país, tanto si se producen o no
derechos de aduanas, menos la cantidad que lo abandona a través de exporta-
ciones. Los combustibles fósiles incluyen crudo y gas natural licuado, productos
del petróleo, carbón y derivados y gas natural. Están incluidas las cantidades de
crudo y productos petrolíferos importados bajo acuerdos de procesamiento (i.e.,
el refinado a cuenta). Se excluyen las cantidades de petróleo en tránsito. Las re-
exportaciones de petróleo importado para ser procesado dentro de zonas contra-
tadas se muestran como exportaciones del producto desde el país de procesa-
miento al destino final. Los productos del petróleo se refieren a gas refinado,
etano, gas licuado del petróleo, gasolina de aviación, gasolina para motores,
combustible para reactores, queroseno, combustible gasolina/diesel, fuel-oil
pesado, nafta, aguarrás, lubricantes, betún, ceras de parafina, coque de petró-
leo y otros productos del petróleo. Se incluye el gas natural y el de fábrica. El gas
natural es notificado al llegar del país de origen. Las importaciones de carbón
incluyen todos los tipos de carbón, tanto primarios (incluyendo carbón de antra-
cita y carbón marrón/lignito) como combustibles derivados (incluyendo aglome-
rados, coque para hornos, briquetas de carbón marrón, gas de coquería y gas de
altos hornos). La turba también está incluida. En la mayoría de los casos, no se
incluye el carbón en tránsito. Los totales regionales incluyen los bienes importa-
dos de otros países que pertenecen a la misma región. En consecuencia, estos
totales en ningún modo representan unas importaciones o exportaciones netas
regionales.

FRECUENCIA  DE  ACTUALIZACIÓN DE LOS DATOS POR
PARTE DE  LOS PROVEEDORES

La AIE y BP actualizan anualmente sus datos sobre energía. La OMS actualiza su
información cada dos años. Estas actualizaciones suelen incluir también revisio-
nes de datos pasados. Los datos pueden por tanto diferir de aquellos señalados
en ediciones anteriores del Informe de Recursos Mundiales.

FIABILIDAD DE LOS DATOS Y  ADVERTENCIAS

Energía
Los datos sobre balances energéticos se basan esencialmente en metodologías
de contabilidad bien establecidas e institucionalizadas. La leña y otros combus-
tibles de biomasa son una excepción, siendo estimados por la AIE en base a
encuestas sobre pequeñas muestras u otras informaciones incompletas. Las
estimaciones de producción energética a partir de energía nuclear y fuentes
renovables (hidroeléctrica, solar, geotermal y eólica) son calculadas usando una
cantidad de suposiciones sobre la eficiencia de las formas primarias y plantas
energéticas. Como resultado, estos valores pueden ser menos fiables que las
estimaciones de energía producida a partir de combustibles fósiles y la partici-
pación de las renovables en el consumo energético total puede aparecer aquí
diferente de cómo figuraría según otros proveedores.

Los datos de la AIE no distinguen entre “sin datos” (indicado en estas
tablas con “..”) y el valor cero. El IRM ha distinguido entre los dos cuando ha sido
posible, pero algunos valores representados como cero podrían correponderse con
“..” y viceversa.

Reservas comprobadas de combustibles fósiles
Se han realizado todos los esfuerzos posibles para conseguir una serie
consistente para las reservas basada en una definición común; sin embargo, en
la realidad, diversos países utilizan metodologías diferentes y los datos presen-
tan variados niveles de fiabilidad. Al poder diferir en calidad fuentes de energía
como el carbón, calcular las estimaciones en tep usando factores de conversión
estándar, más que factores de conversión específicos nacionales, introduce un
grado de incertidumbre a las estimaciones de reservas aquí mostradas.

Porcentaje de población que depende de los combustibles sólidos
Las estimaciones de uso doméstico de combustibles sólidos fueron recopiladas
con la ayuda de varios estudios realizados en la última década. Se ha supuesto
que las pautas en el uso de combustibles sólidos no han cambiado dramática-
mente en este periodo de tiempo.

FUENTES

Consumo energético y de electricidad e inputs netos: International Energy
Agency (IEA). 2003. Energy Balances of OECD Countries (2003 Edition) y Energy
Balances of non-OECD Countries (2003 Edition). Paris: Organization for Economic
Cooperation and Development (OECD). Base de datos electrónica en línea en
http://data.iea.org/ieastore/default.asp.

Acceso a la electricidad: International Energy Agency (IEA). 2002. World Energy
Outlook: Energy and Poverty. Paris: International Energy Agency (IEA). En línea en
http://www.worldenergyoutlook.org.

Uso de combustibles fósiles: World Health Organization (WHO). 2004. World
Health Report, Annex Table 7. Geneva: World Health Organization (WHO). En línea
en http://www.who.int/whr/2004/en/09_annexes_en.pdf.

Datos de reservas comprobadas: BP plc. 2004. Statistical Review of World
Energy. London: BP plc. En línea en http://www.bp.com/statisticalreview2004.
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8 Clima y atmósfera
Fuentes: Instituto de Recursos Mundiales, Agencia Internacional de la Energía, Convención Marco de las Naciones Unidas sobre Cambio Climático

Mundo 23.895,7 12,7 3,9 (2,3) 781.501 315.122 24,1 18,5 38,3 5.948,2 3.402,9 374,3 33.309 ..
Asia (exc. Oriente Medio) 7.837,0 35,1 2,2 17,9 175.087 163.621 13,3 24,7 40,1 2.149,9 1.395,9 123,3 11.471 ..
Armenia 3,7 (44,5) 1,2 (36,7) 219 .. 13,9 34,2 38,9 2,8 0,3 0,0 7 2003

án 29,5 (39,1 3,6 (46,3) 1.630 .. 5,2 17,2 49,8 11,9 0,8 0,2 42 2000
Bangladesh 29,9 105,6 0,2 63,2 433 -273 10,8 35,4 31,6 47,6 44,8 0,0 122 2001
Bután 0,4 203,1 0,2 150,7 4 0 .. .. .. 1,1 0,3 0,0 2 2002
Camboya 0,5 18,8 0,0 (10,9) 18 1.658 .. .. .. 68,0 0,1 0,0 69 2002
China 3.473,6 39,3 2,7 26,2 71.662 38.909 6,9 29,0 41,8 802,9 644,7 45,6 4.942 2002
Georgia 6,2 35,2 1,2 (32,7) 321 .. 27,3 13,5 27,8 4,4 1,1 0,0 12 1999
India 1.008,0 63,7 1,0 36,3 18.195 -1.191 12,2 21,8 51,8 445,3 399,0 1,8 1.837 2002
Indonesia 286,0 96,8 1,4 69,4 4.213 75.740 22,7 21,0 22,6 169,2 38,7 0,5 495 2004
Japón 1.224,7 12,3 9,6 9,2 37.155 5.008 21,8 20,3 35,7 21,8 37,0 50,3 1.333 2002 e
Kazajstán 123,7 (51,7) 7,9 (48,1) 8.469 .. 5,4 26,4 47,8 27,3 7,8 0,2 159 n.r.
Corea, Rep. Pop. Dem. 168,3 19,2 7,6 (27,6) 4.987 313 2,5 61,3 16,4 33,5 6,5 0,2 209 2005
Corea, República de 470,0 85,4 10,0 69,7 6.971 867 20,2 19,1 32,6 25,0 16,1 14,4 525 2002
Kirguistán 4,8 55,7 1,0 (60,4) 362 .. 13,3 21,1 41,7 2,2 0,1 0,0 7 2003
Laos, Rep. Pop. Dem. 0,4 78,8 0,1 39,3 11 698 .. .. .. 6,2 0,1 0,0 7 2003
Malasia 123,6 120,3 5,4 70,9 1.714 20.654 26,2 23,1 25,5 30,4 13,3 0,6 169 2002
Mongolia 7,3 27,1 2,9 (35,3) 248 69 .. .. .. 8,2 12,1 0,0 28 1999
Myanmar 8,9 108,1 0,2 78,1 217 12.571 37,5 18,8 26,6 61,1 12,5 0,0 82 2003
Nepal 3,2 235,0 0,1 163,5 34 3.648 26,0 35,0 0,6 16,4 11,3 0,0 32 n.r.
Pakistán 106,0 62,7 0,7 26,6 1.833 1.292 24,7 26,2 32,6 94,7 84,6 0,2 285 2005
Filipinas 75,3 77,5 1,0 43,4 1.507 2.803 33,5 13,3 32,5 34,2 20,8 0,6 133 2003
Singapur 61,1 103,4 15,2 52,8 913 1 9,8 4,1 39,7 1,2 0,9 0,9 64 n.r.
Sri Lanka 11,2 167,6 0,6 142,3 202 873 52,8 10,1 26,6 13,3 2,9 0,0 28 2002
Tayikistán 4,5 (67,5) 0,7 (71,6) 448 .. 46,7 0,0 14,0 1,4 0,1 2,3 8 n.r.
Tailandia 171,7 93,5 2,8 72,7 2.377 1.407 28,3 22,8 35,0 75,9 13,1 0,6 261 2002
Turkmenistán 34,6 (18,0) 7,4 (35,2) 1.441 .. 4,3 0,0 25,8 27,1 0,6 0,0 62 1999
Uzbekistán 121,0 16,7 4,9 (31,4) 4.992 .. 8,7 16,4 29,9 46,2 13,5 0,1 181 1999
Vietnam 47,5 147,6 0,6 108,9 854 -1.440 32,5 26,4 22,8 68,1 12,9 0,1 130 2002
Europa                                                             6.071,0 (18,3) 8,3 (19,0) 292.323 14.591 13,1 13,5 33,8 987,1 518,9 77,9 7.638 ..
Albania 3,1 (55,1) 1,0 (52,6) 183 26 47,8 15,9 8,0 0,5 0,1 0,0 4 2005

ustria 64,4 8,1 7,9 3,1 2.465 45 28,3 25,4 21,1 9,7 2,8 1,1 79 2002 e
Bielorrusia 59,6 40,5 5,9 (39,1) 3.358 45 10,5 16,3 53,1 21,6 8,3 0,1 79 n.r. e
Bélgica 125,0 13,7 12,2 10,5 5.626 .. 20,4 28,4 20,9 11,7 13,3 0,9 148 2002 e
Bosnia-Herzegovinaovina 14,3 41,6 3,6 (36,8) 620 0 12,7 14,4 63,2 1,4 0,6 0,6 17 n.r.
Bulgaria 44,7 (43,0) 5,5 (38,6) 2.774 -17 12,5 22,9 56,4 10,0 18,5 0,2 62 2002 e
Croacia 19,2 39,9 4,3 (34,5) 733 -4 25,3 20,5 23,5 3,8 3,4 0,2 26 n.r. e
República Checa 124,1 19,3 12,1 (19,0) 6.744 -1 11,1 20,5 52,1 10,8 8,2 0,4 143 2001 e
Dinamarca 51,3 2,0 9,6 (1,5) 2.490 8 23,9 10,9 46,4 6,0 9,3 0,5 66 2002 e
Estonia 14,9 39,7 10,9 (30,2) 833 16 10,8 7,3 72,3 2,4 0,4 0,0 22 2002 e
Finlandia 56,6 4,5 10,9 0,6 2.000 241 22,0 21,2 39,8 4,3 7,3 0,3 69 2002 e
Francia 363,5 3,6 6,1 (7,8) 18.619 52 39,3 21,6 12,0 59,3 72,3 7,6 512 2002 e

lemania 837,4 15,2 10,2 (18,1) 47.002 188 20,7 15,8 39,0 62,7 60,5 11,0 989 2002 e
Grecia 92,2 21,6 8,5 13,4 2.084 -51 22,7 12,5 51,5 10,9 11,2 2,4 120 2002 e
Hungría 56,9 18,2 5,7 (15,3) 3.033 6 16,2 14,1 40,3 11,3 12,9 0,4 76 2002 e
Islandia 2,2 8,5 7,9 (1,9) 81 .. 29,2 35,6 0,0 0,3 0,1 0,2 3 2002 e
Irlanda 42,8 29,8 11,2 19,5 1.186 -36 25,8 12,9 38,6 12,9 9,8 0,5 67 2002 e
Italia 446,6 7,0 7,8 5,5 14.625 -5 26,5 18,7 32,1 37,0 43,5 7,6 531 2002 e
Letonia 6,5 55,4 2,7 (49,0) 483 28 33,6 16,4 42,7 2,6 1,2 0,1 10 2002 e
Lituania 11,6 47,9 3,3 (44,3) 747 23 27,2 18,0 34,4 5,9 3,5 0,1 15 2003 e
Macedonia, ARY 8,9 (11,1) 4,4 (16,2) 359 .. 11,7 12,3 70,5 1,3 1,1 0,0 11 n.r.
Moldavia, Rep. 6,7 65,0 1,6 (64,3) 629 .. 7,8 7,6 61,1 2,6 1,6 0,0 11 2003
Países Bajos 174,8 10,4 11,0 3,8 6.370 2 19,1 20,6 31,6 21,6 17,2 4,5 216 2002 e
Noruega 35,3 21,7 7,9 15,4 1.203 -18 33,8 22,8 1,1 7,1 5,1 3,1 51 2002 e
Polonia 303,8 15,2 7,9 (16,4) 15.873 52 8,7 17,1 53,8 47,2 23,9 0,5 382 2002 e
Portugal 64,8 48,8 6,5 47,1 1.254 -95 30,5 21,3 35,5 14,3 8,1 0,3 79 2002 e
Rumanía 90,7 48,5 4,0 (46,8) 5.842 82 11,0 22,0 47,3 36,1 7,2 1,7 125 2001 e
Federación Rusa 1.540,4 32,1 10,6 (30,9) 76.722 13.838 11,6 13,9 56,6 298,7 51,5 14,5 1.919 2004 e
Serbia y Montenegroro 44,4 27,7 4,2 (30,5) 1.688 3 12,4 16,6 61,1 9,5 6,1 0,8 59 n.r.
Eslovaquia 36,9 35,4 6,9 (37,0) 2.303 22 11,4 29,7 40,5 4,2 3,2 0,3 46 2002 e
Eslovenia 15,1 11,3 7,6 7,3 498 8 26,6 19,5 37,6 2,5 2,0 0,2 19 2002 e
España 304,9 35,1 7,5 30,3 7.662 -115 32,3 19,3 32,5 39,6 30,1 7,4 381 2002 e
Suecia 48,8 2,0 5,5 (5,3) 3.017 257 48,2 23,8 13,7 7,1 7,1 0,7 64 2002 e
Suiza 41,8 6,0 5,8 (10,4) 1.733 11 37,2 17,8 5,3 5,0 3,7 0,6 50 2003 e
Ucrania 348,4 44,7 7,0 (42,2) 21.048 .. 4,9 27,6 27,9 153,5 19,9 0,5 517 2004 e
Reino Unido 558,2 3,3 9,5 (6,4) 29.791 -21 24,4 12,2 33,4 51,1 43,8 8,6 660 2002 e
Oriente Medio y N. de África 1.531,5 58,6 3,8 27,2 27.645 3.035 17,9 20,9 30,4 458,3 175,9 5,0 2.163 ..
Afganistán 0,9 (65,7) 0,0 (77,7) 74 427 .. .. .. 13,2 7,5 0,0 22 n.r.

elia 74,2 21,3 2,5 0,3 1.531 115 11,3 9,7 24,9 28,5 9,2 0,4 112 2005
Egipto 127,1 42,1 1,9 16,9 2.417 136 22,4 30,6 27,5 34,3 16,0 0,5 178 2005
Irán, Rep. Islámica 297,9 59,1 4,5 35,8 5.528 565 22,9 20,4 22,0 96,9 43,8 0,2 439 n.r.
Iraq 78,5 31,1 3,4 (2,1) 1.704 9 36,6 23,2 23,8 14,4 6,5 0,0 100 n.r.
Israel 62,7 70,7 10,4 27,5 1.177 6 18,6 8,9 57,8 11,4 1,7 1,5 77 2004
Jordania 15,5 51,5 3,1 (2,1) 268 1 24,7 15,0 36,5 7,9 0,2 0,1 24 2003
Kuwait 58,5 173,6 26,0 160,9 1.167 0 9,6 25,7 37,8 9,9 0,2 0,3 69 2005
Líbano 15,6 127,4 4,5 77,3 330 33 27,8 18,8 40,6 1,3 1,1 0,1 18 n.r.
Libia 42,3 48,5 8,1 22,1 885 37 25,3 12,3 32,1 9,6 2,5 0,0 54 n.r.
Marruecos 33,2 59,9 1,1 35,0 651 98 6,0 16,6 37,5 10,0 15,7 0,0 58 2002
Omán 25,0 131,0 9,6 63,3 255 0 11,8 30,9 33,0 3,7 1,0 0,1 30 2005

rabia Saudita 266,1 75,8 12,0 31,4 4.081 0 11,7 10,3 25,4 54,4 8,7 0,7 330 2005
Siria 51,3 51,8 3,1 16,6 878 6 11,6 21,7 31,9 9,7 9,4 0,2 71 n.r.
Túnez 20,2 40,4 2,1 21,1 394 184 22,8 23,7 34,6 4,8 5,2 0,1 30 2003
Turquía 223,9 48,7 3,3 25,5 4.085 1.395 17,2 27,3 36,5 97,4 40,6 0,5 356 n.r. e
Emiratos rabes Unidos 72,3 66,6 25,6 20,2 1.028 .. 8,0 43,0 45,1 35,2 0,1 0,2 108 2005
Yemen 10,4 34,8 0,6 (10,7) 246 18 51,3 5,6 17,4 8,7 5,6 0,0 25 2004

Emisiones de dióxido de carbono Emisiones de CO2 por sector
(como porcentaje del total
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Para más información, por favor, visite http://earthtrends.wri.org/datatables/climate

África Subsahariana 492,1 19,7 0,8 (8,3) 13.867 39.934 .. .. .. 498,7 350,6 8,5 1.323 ..
Angola 4,9 9,3 0,4 (17,5) 123 507 20,1 42,0 10,4 15,8 6,1 0,0 26 n.r.
Benin 1,7 325,4 0,3 216,7 20 1.030 60,3 9,9 3,3 3,3 2,7 0,0 7 2002
Botswana 4,0 85,9 2,3 45,9 52 560 .. .. .. 7,0 4,8 0,0 15 2003
Burkina Faso 1,1 8,9 0,1 (18,0) 19 18 .. .. .. 8,8 11,7 0,0 21 2005
Burundi 0,2 23,7 0,0 8,6 5 207 .. .. .. 1,8 1,2 0,0 3 2001
Camerún 3,4 12,2 0,2 (13,4) 75 2.193 62,3 7,4 1,0 11,8 9,8 2,3 27 2002
República Centroafricana 0,3 44,4 0,1 14,9 7 255 .. .. .. 6,6 5,1 0,0 11 n.r.
Chad 0,1 (9,1) 0,0 (32,0) 6 99 .. .. .. 9,6 8,7 0,0 18 n.r.
Congo 0,8 (10,2) 0,2 (34,9) 28 281 59,5 10,8 0,0 3,2 1,0 .. 5 n.r.
Congo Rep. Dem. 2,5 (42,5) 0,1 (55,6) 153 9.025 26,4 37,4 1,1 32,9 17,2 0,0 53 2005
Costa de Marfil 7,1 131,3 0,5 82,6 133 2.592 18,2 8,8 30,9 6,5 2,9 0,0 16 n.r.
Guinea Ecuatorial 0,7 512,0 1,6 374,3 5 126 .. .. .. 0,3 0,2 0,0 1 2000
Eritrea 0,6 .. 0,2 .. 6 .. 33,3 6,7 23,3 0,0 .. 0,0 1 n.r.
Etiopía 3,6 42,0 0,1 5,7 73 240 55,5 27,1 0,6 47,5 12,2 0,0 59 2005
Gabón 1,5 21,5 1,2 (8,0) 69 104 27,3 25,2 29,4 3,8 1,8 0,0 7 n.r.
Gambia 0,3 46,6 0,2 4,4 6 -7 .. .. .. 0,7 0,5 0,0 1 2001
Ghana 5,9 85,9 0,3 44,5 125 794 52,0 14,2 10,4 7,1 7,4 0,2 20 2003
Guinea 1,3 32,1 0,2 0,0 40 297 .. .. .. 5,7 2,4 0,0 9 2000
Guinea-Bissau 0,3 36,8 0,2 1,5 6 32 .. .. .. 0,9 0,8 0,0 2 n.r.
Kenia 10,2 39,9 0,3 8,1 242 339 41,3 9,7 25,2 21,5 22,6 0,0 53 2005
Lesotho 0,2 35,5 0,1 19,2 3 0 .. .. .. 1,2 1,5 0,0 3 2000
Liberia 0,4 (8,8) 0,1 (33,9) 35 1.120 .. .. .. 1,2 0,8 0,0 2 2002
Madagascar 2,5 161,9 0,2 94,9 46 1.713 .. .. .. 18,9 11,6 0,0 32 2003
Malawi 0,8 30,1 0,1 7,8 26 760 .. .. .. 3,6 2,3 0,0 6 2001
Mali 0,6 34,9 0,0 2,1 15 228 .. .. .. 12,0 13,8 0,0 25 2002
Mauritania 3,1 19,1 1,2 (8,6) 53 .. .. .. .. 4,4 6,4 0,0 14 n.r.
Mozambique 1,2 16,9 0,1 (11,7) 92 264 68,3 5,7 0,8 11,1 3,2 0,0 15 2005
Namibia 1,9 .. 1,0 .. 18 65 63,1 7,5 1,6 4,5 4,2 0,0 10 2003
Níger 1,2 14,1 0,1 (19,0) 26 20 .. .. .. 6,5 5,0 0,0 12 2004
Nigeria 48,1 20,4 0,4 (9,7) 1.054 5.540 42,9 12,7 12,3 72,5 41,6 0,3 163 n.r.
Ruanda 0,6 12,9 0,1 (1,3) 12 212 .. .. .. 2,2 1,2 0,0 4 2004
Senegal 3,9 62,0 0,4 26,7 86 102 35,0 16,6 37,0 8,4 6,6 0,0 19 2001
Sierra Leona 0,6 71,8 0,1 58,5 22 379 .. .. .. 2,6 0,9 0,0 4 n.r.
Somalia .. .. .. .. .. 148 .. .. .. .. .. .. .. n.r.
Sudáfrica 344,6 16,8 7,8 (2,2) 10.165 49 10,4 17,4 53,8 37,4 25,8 5,4 413 2002
Sudán 5,9 5,4 0,2 (16,6) 166 867 48,1 15,1 23,3 46,6 47,1 0,1 96 2004
Tanzania, Rep. Unida 2,7 16,7 0,1 (13,5) 89 414 53,9 22,2 20,4 31,7 27,1 0,0 59 2002
Togo 1,6 117,7 0,4 65,0 21 245 31,0 52,4 4,8 2,1 2,3 0,0 6 2004
Uganda 1,4 77,4 0,1 29,8 37 1.118 .. .. .. 12,4 12,9 0,0 27 2002
Zambia 1,9 (35,6) 0,2 (49,4) 168 6.697 42,1 42,7 3,5 11,2 5,5 0,0 18 n.r.
Zimbabwe 14,1 (5,2) 1,1 (21,6) 468 1.349 15,9 22,1 38,2 11,0 8,6 0,1 33 n.r.
América del Norte 6283,5 18,2 19,9 6,1 229.327 -21.005 30,1 12,1 40,7 736,8 487,4 137,4 7.599 ..
Canadá 521,4 22,1 16,9 9,9 17.275 5.194 29,1 18,2 25,5 123,4 57,5 11,3 675 2002 e
Estados Unidos 5762,1 17,9 20,2 5,8 212.052 -26.199 30,2 11,5 42,1 613,4 430,0 126,1 6.924 n.r. e
Centroamérica y Caribe 507,5 28,6 3,0 7,8 12.276 13.469 27,6 18,3 32,9 161,7 50,5 4,7 725 ..
Belice 0,8 165,9 3,4 106,1 10 949 .. .. .. 0,2 0,2 0,0 1 2003
Costa Rica 5,2 67,5 1,3 31,1 104 439 64,5 17,8 1,3 3,6 3,6 0,1 12 2002
Cuba 31,4 (5,7) 2,8 (10,5) 1.151 -399 6,4 45,2 39,9 9,1 9,3 0,2 50 2002
República Dominicana                                            19,9 102,1 2,4 70,8 317 0 35,2 7,7 34,3 5,9 4,3 0,0 30 2002
El Salvador 6,6 148,1 1,1 104,4 111 184 46,7 20,9 20,6 3,2 2,2 0,1 12 1998
Guatemala 10,1 124,0 0,9 71,7 168 2.514 43,7 14,5 25,5 6,2 5,2 0,1 22 1999
Haití 1,4 35,6 0,2 17,3 31 89 49,6 20,6 13,5 3,4 2,6 0,0 7 2005
Honduras 5,0 97,9 0,8 49,1 89 782 40,8 26,8 23,4 4,9 3,5 0,0 14 2000
Jamaica 10,3 40,8 4,0 29,3 268 117 19,1 5,5 54,1 1,3 1,3 0,1 13 1999
México 385,1 24,7 3,9 4,9 9.238 4.300 28,1 15,9 33,2 111,7 10,0 4,1 511 2000
Nicaragua 3,6 54,2 0,7 16,3 82 2.385 41,9 11,3 40,7 5,3 4,0 0,0 13 1999
Panamá 5,7 110,7 1,9 72,2 141 2.110 38,7 18,5 17,4 3,3 2,7 0,0 12 1999
Trinidad y Tobago 18,1 45,2 14,0 36,9 384 .. 9,6 40,9 22,5 3,1 0,3 0,0 22 1999
América del Sur 796,9 42,0 2,3 21,0 20.753 91.234 35,4 25,7 13,4 639,0 369,3 11,4 1.812 ..
Argentina 139,0 31,1 3,7 15,0 4.322 2.448 32,2 15,3 19,4 86,7 63,4 0,7 287 2001
Bolivia 11,7 110,0 1,4 68,2 201 3.723 25,0 7,3 10,6 21,3 5,8 0,0 39 1999
Brasil 327,9 53,3 1,9 32,8 7.323 60.946 40,8 30,6 9,2 297,2 207,7 8,3 842 2002
Chile 54,8 72,9 3,6 48,7 1.204 687 30,5 21,7 26,1 14,5 7,5 0,1 77 2002
Colombia 64,0 23,3 1,5 2,4 1.800 4.715 31,4 33,0 11,9 55,5 41,2 0,2 161 2001
Ecuador 20,7 58,8 1,7 31,2 414 2.616 47,0 16,9 11,9 16,2 2,9 0,1 40 2000
Guyana 1,6 44,1 2,1 38,7 60 1.551 .. .. .. 1,4 0,8 0,0 4 2003
Paraguay 3,7 70,8 0,7 31,7 68 916 84,9 7,9 0,6 12,3 10,2 0,0 26 1999
Perú 28,2 44,1 1,1 20,8 847 8.316 35,1 30,1 11,6 19,6 21,9 0,1 70 2002
Surinam 2,2 24,0 5,3 17,3 72 0 .. .. .. 0,9 0,4 0,0 4 n.r.
Uruguay 6,4 50,1 1,9 39,6 252 -1.084 41,1 15,0 7,3 18,3 0,7 0,1 26 2001
Venezuela 136,7 24,1 5,6 (0,4) 4.190 6.399 26,9 26,1 14,3 95,1 6,9 1,8 237 2005
Oceanía 369,1 26,4 12,3 8,8 10.224 6.362 .. .. .. 155,0 43,4 .. 578 ..
Australia 332,4 25,8 17,4 10,9 9.184 1.321 22,8 15,9 51,7 113,2 27,0 5,3 491 n.r. e
Fiji 0,7 (13,8) 0,9 (23,3) 26 12 .. .. .. 1,0 1,1 .. 3 1998
Nueva Zelanda 32,6 37,4 8,6 22,0 924 686 39,3 30,4 16,7 36,2 12,4 0,7 73 2002 e
Papúa Nueva Guinea 2,4 0,7 0,5 (22,4) 66 4.314 .. .. .. 3,9 2,3 .. 9 2002
Islas Salomón 0,2 6,2 0,4 (22,6) 4 19 .. .. .. 0,1 0,1 0,0 0 2003
Desarrollados 14679,5 (2,0) 11,2 (6,5) 598.135 655 23,7 15,3 40,8 2.067,1 1.134,3 281,5 18.102 ..
No desarrollados 9268,5 47,5 1,9 25,6 186.721 310.586 16,1 24,5 36,1 3.741,0 2.265,7 92,8 15.285 ..
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Todos los datos de emisiones están expresados en términos equivalentes a dióxido de carbono (CO2).

a. Aquí no se incluyen las emisiones de CO2 por el cambio de uso de la tierra. b. Las emisiones de gases fluorinados (gases ‘F’) incluyen hidrofluorocarbonos (HFC), perfluorocarbonos (PFC) y hexafluoridos

de azufre (SF6). c. Las emisiones totales de gases de efecto invernadero (GEI) incluyen las emisiones de CO2 por combustibles fósiles y fábricas de cemento más las emisiones de metano, óxido nitroso y

gases fluorinados. d. El estado de los países en julio de 2005. e. Indica los países del Anexo I, que están sujetos a restricciones diferentes bajo el Protocolo de Kioto.



DEFINICIONES Y  METODOLOGÍA

Las emisiones totales de dióxido de carbono (CO2) miden la masa de dióxido
de carbono producida al quemarse combustibles sólidos, líquidos y gaseosos, así
como con la quema de gas y la fabricación de cemento. Los datos están expresa-
dos en millones de toneladas. Las emisiones de CO2 por cambios en el uso de la
tierra no están incluidas. Estas estimaciones no incluyen los combustibles búnke-
res utilizados en el transporte internacional. Cuando los valores originales venían
dados en masa de carbono, el IRM los multiplicó por 3,664 (la ratio de la masa
molecular del CO2 frente a la del carbono) para convertirlos en masa de CO2.

Las emisiones per cápita de CO2 miden la masa de CO2 producida por persona en
un país o región, en toneladas. El IRM calcula las emisiones per cápita con las
estimaciones de la División de Población de las Naciones Unidas (revisión de 2002).

Los datos sobre emisiones de dióxido de carbono son obtenidos de la Herra-
mienta de Análisis e Indicadores del Clima (CAIT, en inglés) del Instituto de
Recursos Mundiales. Con el objetivo de ofrecer el conjunto de datos más
completo y preciso, la CAIT recopila datos de la Agencia Internacional de la
Energía (AIE), el Centro de Análisis de Información sobre Dióxido de Carbono
(CDIAC, en inglés) y la Agencia de Información sobre la Energía (EIA, en inglés).
Las estimaciones de emisiones de combustibles fósiles para 131 países son
facilitadas por la AIE y recogidas en CAIT. El IRM empleó los datos de CDIAC sobre
las emisiones de combustibles fósiles para los 53 países que faltaban en los
datos de la AIE. (Los datos para Lesotho fueron obtenidos de la EIA). Los datos
de emisiones de cementeras fueron obtenidos de la CDIAC para todos los países
y el IRM los sumó a las emisiones totales de combustibles fósiles. Se puede
conseguir un listado completo país por país según fuentes y anotaciones en
http://cait.wri.org/cait.php?page=notes&chapt=2.

La AIE calcula las emisiones utilizando el Enfoque de Referencia del Panel
Intergubernamental sobre Cambio Climático (IPCC, en inglés). El CDIAC obtiene
sus estimaciones a partir de las estadísticas de energía conseguidas de los
cuestionarios de la Oficina de Estadísticas de las Naciones Unidas y comple-
mentadas con publicaciones estadísticas oficiales nacionales. La Administra-
ción de Información sobre Energía de Estados Unidos (EIA) calcula las emisiones
de CO2 por país y año en base a los balances energéticos.

Las emisiones acumuladas de CO2 por combustibles fósiles y cementeras,
1950-2000 representan la masa total de CO2 producida en todos los años desde
1950 hasta 2000 como resultado de la combustión de combustibles sólidos,
líquidos y gaseosos, así como de la quema de gas y la fabricación de cemento.
Las emisiones de CO2 por el cambio de uso de la tierra no están incluidas. Estas
estimaciones tampoco incluyen los combustibles búnkeres usados en el trans-
porte internacional. Para calcular las emisiones acumuladas en países formados
recientemente, el IRM prorratea las estimaciones de emisiones basadas en las
emisiones actuales y las históricas de los países y territorios anteriores.

Las emisiones acumuladas de CO2 por cambios en el uso de la tierra, 1950-
2000 representan la masa total de dióxido de carbono (CO2) absorbido o emitido
a la atmósfera entre 1950 y 2000 como resultado de cambios en el uso de la
tierra provocados por el hombre (por ejemplo, deforestación, cambios en cultivos
y la vegetación que vuelve a crecer en cultivos y pastos abandonados). Los
valores positivos significan un flujo neto positivo (“fuente”) de CO2, indicando
que el dióxido de carbono ha sido liberado a la atmósfera. Los valores negativos
significan un flujo neto negativo (“absorción”) de CO2, lo que indica que el
dióxido de carbono ha sido absorbido como resultado del nuevo crecimiento de
una vegetación antes retirada. Los datos incluyen emisiones de vegetación viva
y muerta afectada en el momento de talar o cosechar, las emisiones de produc-
tos madereros (incluyendo la leña) y las emisiones de la oxidación de materia
orgánica en el suelo en los años posteriores al inicio del cultivo. Los ecosistemas

que no estén afectados directamente por las actividades humanas como la
agricultura y la selvicultura no están incluidos en estos totales. El flujo neto de
CO2 para cada país fue calculado por R.A. Houghton en el Centro de Investiga-
ción de Woods Hole basándose en flujos regionales. El IRM calculó las emisiones
acumuladas de carbono por el cambio de uso de la tierra empleando datos
anuales nacionales. Para más información dirigirse a “Data Note: Emissions
(and Sinks) of Carbon from Land-Use Change” en línea en http://cait.wri.org.

Las emisiones de dióxido de carbono por sector muestran la proporción de
emisiones totales de CO2 a partir de la quema de combustibles fósiles provocadas
por el transporte, la industria y la producción de electricidad. El sector del trans-
porte incluye las emisiones de combustibles fósiles del transporte por carretera,
ferroviario, aéreo y en otras formas y los vehículos agrícolas cuando circulan por
carretera. Los datos no incluyen las emisiones de la aviación internacional o la
navegación. Los sectores de la industria y la construcción incluyen las emisiones
de combustibles fósiles en todas las industrias y en la construcción. El sector
eléctrico incluye las emisiones de combustibles fósiles de la generación pública
de electricidad, plantas de cogeneración y centrales térmicas. Las emisiones de la
producción de electricidad y calor para su uso por el productor (autoproducción)
para actividades públicas o privadas están incluidas aquí.

Las cifras de emisiones aquí presentadas han sido calculadas por la AIE
empleando el Enfoque Sectorial del IPCC y factores de emisión por defecto de las
Directrices del IPCC para Inventarios Nacionales de Gases de Efecto Invernadero
revisadas en 1996 y los balances energéticos de la AIE.

Las emisiones de metano miden la liberación total de metano (CH4) en la
atmósfera terrestre como resultado de actividades humanas como la agricultura
y la producción industrial de metano. Los valores están expresados en equiva-
lente a miles de toneladas de CO2 usando el potencial del cambio climático (GWP,
en inglés), lo que permite comparar los diferentes gases en base a sus contribu-
ciones efectivas. Un kilogramo de metano tiene 23 veces la misma efectividad
atrapando el calor en la atmósfera terrestre que un kilogramo de CO2 (empleando
un horizonte temporal de 100 años).

Las emisiones totales de óxido nitroso representan la liberación total de óxido
nitroso (N2O) en la atmósfera terrestre como resultado de actividades humanas como
la agricultura, quema de biomasa, actividades industriales y gestión del ganado. Los
valores están expresados en equivalente a miles de toneladas de CO2 usando el GWP,
que permite comparar los diferentes gases en base a sus contribuciones efectivas. El
potencial de cambio climático de un kilogramo de N2O es casi 300 veces el de un
kilogramo de CO2 (empleando un horizonte temporal de 100 años).

Las emisiones de gases fluorinados representan la liberación total de hidrofluoro-
carbonos (HFC), perfluorocarbonos (PFC) y hexafluoridos de azufre (SF6) en la atmós-
fera terrestre. Estos tres grupos de gases fluorinados (“gases-f”) persiste en la atmós-
fera durante miles de años. Los hidrofluorocarbonos son un subproducto del HFC-23 y
el HCFC-22 (Categorías de Fuente 2E y 2F del IPCC), que son empleados en la fabrica-
ción de aerosoles, compuestos de refrigeración/aire acondicionado, disolventes,
espumas, compuestos de extinción de fuegos, semiconductores y displays de pantallas
planas. Los perfluorocarbonos son producidos en la fabricación de semiconductores y
como un subproducto del CF4 y C2F6 en la producción primaria de aluminio (Categorías
de Fuente 2C, 2E y 2F del IPCC). Las emisiones de hexafluoridos de azufre se generan
por el procesamiento de magnesio, la producción de semiconductores y el uso y fabri-
cación de conmutadores con gas aislante en las redes de distribución eléctrica
(Categorías de Fuente 2C y 2F del IPCC). Los valores están expresados en el equivalente
en miles de toneladas de CO2 usando el potencial de cambio climático (GWP), que
permite comparar los diferentes gases en base a su contribución efectiva. El potencial
de cambio climático de un kilogramo de un gas fluorinado es varios miles de veces el
de un kilogramo de CO2 (empleando un horizonte temporal de 100 años).
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La mayoría de los datos de metano, óxido nitroso y gases fluorinados aquí
mostrados fueron recopilados por el IRM del Non-CO2 Gases Economic Analysis
and Inventory. Este conjunto de datos fue preparado por la Agencia de Protección
Ambiental de Estados Unidos (EPA), cubre 90 países y representa casi el 90 por
ciento de las emisiones mundiales. Los datos restantes fueron obtenidos bien de
la base de datos EDGAR del Instituto Nacional de Salud Pública y Medio Ambiente
holandés (RIVM) o calculados por el IRM en base a totales regionales y cifras de
años anteriores. Está disponible un listado completo de fuentes por país en
http://cait.wri.org/cait.php?page=notes&chapt=2.

Las emisiones totales de GIE incluyen la masa total de dióxido de carbono (CO2)
emitida por los combustibles fósiles y la fabricación de cemento más el equivalente
a emisiones de CO2 de metano (CH4), óxido nitroso (N2O), hidrofluorocarbonos (HFC),
perfluorocarbonos (PFC) y hexafluoridos de azufre (SF6) en el año 2000. Los datos
aquí reflejados excluyen el CO2 procedente del cambio de uso de la tierra.

El estado del Protocolo de Kioto indica el año en que un país ratificó el Proto-
colo de Kioto a la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre Cambio Climá-
tico (UNFCCC, en inglés). La ratificación (o sus equivalentes de aceptación,
aprobación o accesión) compromete al Estado a observar el tratado. El Protocolo
de Kioto fue establecido en 1997 por la tercera sesión de la Conferencia de las
Partes (COP-3) de la UNFCCC. Bajo la ratificación, los países del Anexo I (indus-
trializados) se comprometieron a reducir sus emisiones colectivas de seis gases
de efecto invernadero en al menos un 5 por ciento respecto a los niveles de 1990
durante el primer periodo comprometido, que es 2008-2012. En comparación con
los niveles de emisiones que se esperaría en 2010 sin medidas de control de las
emisiones, el objetivo del Protocolo supone una reducción del 30 por ciento. Bajo
el Protocolo, tanto los países en desarrollo como los desarrollados acuerdan limitar
las emisiones y promover la adaptación al cambio climático futuro, presentar
información sobre su programa e inventarios nacionales contra el cambio climá-
tico, promover la transferencia de tecnología, cooperar en la investigación cientí-
fica y pública y promover la concienciación pública y la educación. El Protocolo
entró en vigor el 16 de febrero de 2005, tras la ratificación de Rusia en noviembre
de 2004. Más información disponible en A Guide to the Climate Change Conven-
tion Process, en línea en http://unfccc.int/resource/process/guideprocess-p.pdf.

FRECUENCIA  DE  ACTUALIZACIÓN DE LOS DATOS
POR PARTE DE  LOS PROVEEDORES

Las emisiones de dióxido de carbono, las emisiones acumuladas y las emisiones de
gases de efecto invernadero diferentes del CO2 son actualizadas por la herramienta
CAIT del IRM cuando hay nuevos datos disponibles; la mayoría de los datos de
emisiones de CO2 son actualizados anualmente, mientras que las emisiones de GEI
diferentes del CO2 son actualizadas de forma intermitente por el RIVM y la EPA. Los
datos de emisiones sectoriales son actualizados por la AIE cada año; en la prima-
vera de 2005, estaban disponibles los datos de la fuente original hasta concluido
2002. Los datos de las emisiones sectoriales de 2000 son incluidos aquí para
permitir comparaciones directas con los datos de emisiones en esta tabla.

FIABILIDAD DE LOS DATOS Y  ADVERTENCIAS

Emisiones de CO2: el Enfoque de Referencia del IPCC (empleado aquí para la
mayoría de las estimaciones de emisiones) puede sobreestimar las emisiones
porque utiliza los datos de suministro energético en lugar de los datos de
combustión. En unos pocos casos, las estimaciones aquí reflejadas difieren
significativamente (en más del 5 por ciento) de las notificadas por los países
individualmente o por el UNFCCC. Esto se debe a que algunos países utilizan
diferentes cifras energéticas que la AIE y el IRM o tratan los combustibles búnke-
res de forma diferente. Otros países calculan las emisiones con valores calorífi-
cos en lugar de las medias empleadas por la AIE. 

Los datos de emisiones son sintetizados por el IRM a partir de tres conjuntos de
datos diferentes, lo que presenta tanto ventajas como desventajas. Por un lado, “relle-
nar” los huecos de diferentes fuentes de información mejoró la capacidad de realizar
comparaciones entre países y análisis relacionados. Aunque la comparabilidad puede
verse amenazada cuando los grados de los datos de diversas fuentes (usando diferen-
tes metodologías) son colocados uno al lado de otro. Para una amplia discusión sobre
la metodología de CAIT, visitar http://cait.wri.org/downloads/cait_ghgs.pdf.

Emisiones de CO2 acumuladas por el cambio de uso de la tierra: las
estimaciones de emisiones de CO2 por el cambio de uso de la tierra son consi-
deradas menos fiables que otras estimaciones de CO2 y de otros GEI; como
resultado, los datos deberían ser tratados como estimaciones del orden de
magnitud. El suministrador de datos calcula que las estimaciones de flujos
anuales tienen una incertidumbre en torno a un ±150 por ciento para los
grandes flujos y ±50 millones de toneladas de carbono al año para las estima-
ciones próximas a cero. Sin embargo, las emisiones acumuladas aquí presen-
tadas son más precisas que los datos para años aislados. Más información
disponible en http://cait.wri.org/downloads/DN-LUCF.pdf.

Emisiones de CO2 por sector: los datos mostrados en estas columnas han sido
calculados utilizando el Enfoque Sectorial del IPCC, que mide el consumo actual
de combustibles fósiles por cada sector con el fin de calcular las emisiones. Otras
columnas en la tabla han sido calculadas utilizando el Enfoque de Referencia del
IPCC. Mientras que, en teoría, los números deberían ser idénticos, en la práctica
hay variaciones mínimas entre los datos generados por ambas metodologías.

Emisiones de metano, óxido nitroso y gases fluorinados: generalmente, las
estimaciones de GEI diferentes del CO2 son menos certeras que las de las emisio-
nes de CO2. Los cálculos de las emisiones de óxido nitroso son menos certeros que
los de metano y de gases fluorinados. No obstante, este conjunto de datos aporta
una base sólida para la comparabilidad, ya que los métodos empleados son
comparables con las metodologías del IPCC, los totales mundiales cumplen con
los balances utilizados en estudios atmosféricos y los datos se basaron en
fuentes internacionales de información.

Los datos aquí presentados pueden no coincidir con las estimaciones de
emisiones de metano oficiales enviadas por los países al UNFCCC. Sin embargo,
en la mayoría de los casos, las diferencias no son sustanciales. En el año 2000,
el IRM calculó las emisiones de metano y óxido nitroso para algunos países (que
representaban en torno al 10 por ciento de las emisiones totales); estas estima-
ciones deberían ser consideradas como aproximaciones.

FUENTES

Emisiones totales y acumuladas: World Resources Institute. 2005. Climate
Analysis Indicators Tool (CAIT), version 2.0. Washington D.C.: World Resources
Institute. En línea en http://cait.wri.org.

Emisiones de CO2 por sector: International Energy Agency (IEA). 2003. CO2
Emissions from Fossil Fuel Combustion (2003 Edition). Paris: Organization for
Economic Cooperation and Development (OECD). Base de datos en línea en
http://data.iea.org/ieastore/default.asp.

Protocolo de Kioto, año de ratificación: United Nations Framework Convention
on Climate Change (UNFCCC). 2005. Kyoto Protocol Status of Ratification. Bonn:
UNFCCC. En línea en http://unfccc.int/files/essential_background/kyoto_proto-
col/application/pdf/kpstats.pdf.
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9 Recursos hídricos y pesquerías
Fuente: Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación

Mundo .. 8.549 3.802,3 633 70 20 10 84.529,0 93.650,8 d 14.074,7 d 37.694,7 d 60.312,2 56.520,1 34.501.411 15
Asia exc. Oriente Medio .. 4.079 2.147,5 631 81 12 7 34.528,9 44.189,1 11.745,9 33.275,1 22.301,9 19.051,0 28.890.352 ..

rmenia 11 3.450 3,0 949 66 4 30 2,2 0,8 3,4 1,1 3,0 0,7 244 1
án 30 3.585 17,2 2.114 68 28 5 36,1 13,7 1,7 0,2 1,6 2,2 1.500 1

Bangladesh 1.211 8.089 79,4 576 96 1 3 684,2 1.058,8 210,1 718,8 6,2 328,3 1.320.480 52
Bután 95 40.860 0,4 204 95 1 4 0,3 0,3 0,0 0,0 .. .. 450 ..
Camboya 476 32.876 4,1 311 98 1 2 106,3 372,9 7,2 14,3 3,2 27,9 73.425 57
China 2.830 2.206 630,3 494 68 26 7 7.449,7 16.690,0 7.206,8 26.132,7 1.927,0 4.029,1 12.233.128 19
Georgia 63 12.481 3,6 685 59 21 20 66,9 2,2 1,4 0,1 1,4 0,3 1.900 1
India 1.897 1.754 645,8 635 86 5 8 2.867,6 3.799,4 1.212,6 2.084,6 23,1 1.351,8 5.958.744 14
Indonesia 2.838 12.749 82,8 391 91 1 8 2.704,3 4.300,8 522,6 855,6 88,2 1.536,6 5.118.571 57
Japón 430 3.365 88,4 696 62 18 20 8.598,8 4.715,7 808,7 797,7 14.204,2 786,3 260.200 45
Kazajstán 110 7.116 35,0 2.238 82 17 2 70,7 27,7 8,7 0,7 16,5 15,2 16.000 2
Corea, Rep. Pop. Dem. 77 3.387 9,0 405 55 25 20 406,0 208,1 56,7 64,7 25,8 138,2 129.000 27
Corea, República de 70 1.454 18,6 397 48 16 36 2.321,9 1.828,6 364,9 294,9 1.619,9 1.195,9 176.928 40
Kirguistán 21 3.952 10,1 2.048 94 3 3 0,3 0,1 0,9 0,1 1,4 0,0 154 1
Laos, Rep. Pop. Dem. 334 57.638 3,0 567 90 6 4 18,6 31,2 10,4 50,6 2,0 0,1 15.000 40
Malasia 580 23.316 9,0 392 62 21 17 966,3 1.270,6 65,8 158,4 335,9 359,6 100.666 38
Mongolia 35 13.232 0,4 178 52 28 20 0,1 0,2 .. .. 0,4 0,1 0 0
Myanmar 1.046 20.870 33,2 699 98 1 1 731,6 1.183,1 14,0 113,8 1,4 210,4 610.000 46
Nepal 210 8.171 10,2 433 96 1 3 5,5 17,1 10,1 16,2 0,3 0,0 50.000 4
Pakistán 223 1.415 169,4 1.187 96 2 2 504,0 604,7 11,8 13,8 0,3 136,7 272.273 3
Filipinas 479 5.884 28,5 377 74 9 17 1.875,4 1.961,2 391,8 423,9 89,0 396,4 990.872 39
Singapur 1 139 .. .. .. .. .. 10,6 3,8 2,1 4,9 509,8 380,0 364 ..
Sri Lanka 50 2.602 12,6 678 95 2 2 185,9 290,9 5,5 9,3 73,2 106,3 146.188 51
Tayikistán 16 2.537 12,0 1.965 92 5 4 0,2 0,1 3,1 0,1 0,2 .. 200 0
Tailandia 410 6.459 87,1 1.429 95 2 2 2.664,2 2.950,3 338,7 702,4 947,7 4.027,6 354.495 40
Turkmenistán 25 5.004 24,6 5.308 98 1 2 38,4 12,6 2,2 0,0 0,2 0,3 611 3
Uzbekistán 50 1.904 58,3 2.342 93 2 5 5,8 3,2 21,7 4,8 1,8 0,1 4.800 0
Vietnam 891 10.805 71,4 914 68 24 8 826,1 1.483,0 164,4 515,9 44,9 1.764,2 1.000.000 29
Europa .. 10.655 400,3 581 33 52 15 19.025,1 15.773,3 1.470,1 2.064,1 23.051,7 19.356,0 855.333 12

lbania 42 13.056 1,7 551 62 11 27 5,3 3,5 2,1 0,5 6,5 7,0 1.590 2
ustria 78 9.569 2,1 261 1 64 35 0,5 0,4 3,1 2,5 177,6 11,9 2.300 4

Bielorrusia 58 5.887 2,8 278 30 46 23 1,8 2,4 13,3 6,1 91,6 18,3 5.000 8
Bélgica 18 1.770 .. .. .. .. .. 39,5 29,7 0,8 1,7 1.030,7 520,2 544 ..
Bosnia-Herzegovina 38 8.958 .. .. .. .. .. 2,0 2,5 .. 4,7 15,6 0,2 3.500 4
Bulgaria 21 2.721 10,5 1.296 19 78 3 41,1 9,5 7,9 3,0 14,7 5,8 1.483 2
Croacia 106 23.890 .. .. .. .. .. 26,7 20,3 6,8 8,4 62,4 62,5 65.151 9
República Checa 13 1.286 2,6 250 2 57 41 .. 4,8 .. 19,6 84,0 31,0 2.243 5
Dinamarca 6 1.116 1,3 238 42 26 32 1.726,9 1.495,5 42,4 39,1 1.781,8 2.762,9 6.711 10
Estonia 13 9.794 0,2 120 5 39 56 266,6 106,6 1,0 0,3 45,7 112,0 13.346 13
Finlandia 110 21.093 2,5 479 3 84 14 140,6 150,5 18,6 15,4 129,6 15,3 5.879 14
Francia 204 3.371 40,0 674 10 74 16 595,1 620,3 250,6 256,0 3.082,0 1.067,7 26.113 9

lemania 154 1.866 47,1 572 20 68 12 259,7 213,8 78,6 56,4 2.343,5 1.098,0 4.358 6
Grecia 74 6.764 7,8 712 81 3 16 141,2 94,2 14,1 93,6 319,2 221,3 19.847 11
Hungría 104 10.579 7,6 763 32 59 9 11,1 6,8 15,4 12,5 48,3 5,1 4.900 2
Islandia 170 582.192 0,2 543 0 66 34 1.375,8 2.031,0 2,7 3,9 65,2 1.309,5 6.100 29
Irlanda 52 13.003 1,1 296 0 77 23 232,9 305,0 27,2 58,3 121,5 407,7 8.478 6
Italia 191 3.336 44,4 771 45 37 18 391,4 295,4 161,4 205,3 2.719,2 392,7 48.770 11
Letonia 35 15.507 0,3 124 12 33 55 341,4 126,1 1,9 0,4 43,5 93,0 6.571 7
Lituania 25 7.276 0,3 76 7 15 78 330,3 127,0 4,5 1,9 78,5 57,4 4.700 27
Macedonia, AR 6 .. .. .. .. .. .. 0,2 0,2 1,0 1,3 6,7 0,1 8.472 3
Moldavia, Rep. 12 .. 2,3 539 33 58 9 0,9 0,4 5,1 1,3 7,3 0,2 40 8
Países Bajos 91 5.608 7,9 500 34 60 6 415,5 492,7 68,9 62,3 1.241,8 1.522,5 3.743 11
Noruega 382 83.919 2,2 489 10 67 23 2.015,3 2.710,0 147,5 518,6 627,9 3.488,7 23.552 26
Polonia 62 1.598 16,2 419 8 79 13 452,9 221,7 28,7 34,7 334,0 247,2 8.640 12
Portugal 69 6.821 11,3 1.125 78 12 10 310,3 192,9 5,9 8,1 914,3 284,2 25.021 21
Rumanía 212 9.512 23,2 1.031 57 34 9 86,3 7,3 29,7 9,9 38,8 2,4 8.519 2
Federación Rusa 4.507 31.653 76,7 527 18 63 19 6.481,5 3.611,6 156,4 88,5 333,9 1.437,9 316.300 13
Serbia y Montenegro 209 .. .. .. .. .. .. 3,0 1,2 2,3 2,7 35,1 0,3 1.429 1
Eslovaquia 50 9.266 .. .. .. .. .. .. 1,5 .. 0,9 34,7 2,0 215 5
Eslovenia 32 16.080 .. .. .. .. .. 3,9 1,8 0,9 1,2 28,7 6,0 231 4
España 112 2.711 35,6 874 68 19 13 1.086,7 1.006,9 199,2 296,2 3.640,0 1.777,8 75.434 18
Suecia 174 19.581 3,0 335 9 54 37 265,2 315,1 8,1 5,7 748,4 522,7 2.783 14
Suiza 54 7.468 2,6 359 2 74 24 3,2 1,6 1,2 1,1 358,3 3,1 522 7
Ucrania 140 2.898 37,5 755 52 35 12 667,0 339,4 67,7 30,9 101,1 31,7 120.000 13
Reino Unido 147 2.474 9,5 163 3 75 22 788,0 726,2 55,9 167,3 2.249,4 1.305,9 17.847 10
Oriente Medio y N. de África .. 1.505 324,6 807 86 6 8 2.096,7 3.048,9 117,7 525,5 827,6 1.354,7 746.955 10

anistán 65 2.608 23,3 1.087 98 0 2 1,1 0,9 .. .. .. .. 1.500 ..
elia 14 443 6,1 201 65 13 22 88,5 127,0 0,2 0,4 11,9 5,0 26.151 6

Egipto 58 794 68,7 1.013 78 14 8 272,6 412,7 62,5 353,1 147,1 1,6 250.000 23
Irán, Rep. Islámica 138 1.970 72,9 1.097 91 2 7 267,7 348,4 23,1 60,0 30,9 f 48,1 f 138.965 7
Iraq 75 2.917 42,7 1.839 92 5 3 18,1 16,8 2,7 1,7 0,1 0,0 12.000 ..
Israel 2 255 2,0 338 63 7 31 6,7 5,2 14,0 21,2 135,9 7,5 1.535 7
Jordania 1 157 1,0 202 75 4 21 0,4 0,5 0,0 0,5 25,5 1,2 721 6
Kuwait 0 8 0,4 198 52 3 45 4,8 5,9 0,0 0,3 16,7 3,6 670 6
Líbano 4 1.189 1,4 394 67 1 33 1,6 3,8 0,1 0,5 48,3 0,2 9.825 8
Libia 1 106 4,8 919 89 3 8 26,5 33,4 0,1 0,1 9,8 10,1 9.500 9
Marruecos 29 934 12,8 438 90 2 8 571,9 958,5 0,6 1,6 10,4 913,4 106.096 17
Omán 1 337 1,4 518 91 2 7 115,2 131,0 0,0 0,0 8,1 62,0 28.003 ..
Arabia Saudita 2 96 17,3 782 89 1 10 42,3 51,4 2,2 7,0 123,2 9,8 25.360 6
Siria 26 1.441 19,9 1.205 95 2 3 4,0 8,0 3,7 6,2 56,5 0,0 11.292 3
Túnez 5 459 2,7 286 82 2 16 86,7 96,9 0,9 1,8 16,3 88,8 50.815 13
Turquía 229 3.171 37,5 550 74 11 15 394,5 532,6 7,6 69,1 37,1 93,7 33.614 11
Emiratos rabes Unidos 0 49 2,3 818 68 9 23 94,2 105,2 0,0 0,0 98,3 52,9 15.543 12
Yemen 4 198 6,6 368 95 1 4 79,8 138,7 .. .. 5,9 38,0 12.200 16
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Para más información, por favor visite http://earthtrends.wri.org/datatables/freshwater

África Subsahariana .. 6.322 113,4 173 88 4 9 4.126,4 5.159,6 25,4 63,1 812,1 1.862,1 1.995.694 20
Angola 184 13.070 0,3 28 61 16 22 121,3 250,6 .. .. 17,5 22,4 30.364 34
Benin 25 3.585 0,3 40 74 11 15 35,3 37,1 .. 0,0 7,2 2,3 61.793 21
Botswana 14 8.022 0,1 81 43 19 38 1,0 0,1 .. .. 6,9 0,0 2.620 3
Burkina Faso 13 933 0,8 66 88 0 11 7,2 8,5 0,0 0,0 1,4 0,1 8.300 8
Burundi 4 509 0,2 37 82 1 17 20,8 11,8 0,0 0,1 0,1 0,2 7.030 17
Camerún 286 17.520 1,0 65 74 8 18 70,7 114,4 0,1 0,2 23,7 0,5 24.500 34
República Centroafricana 144 36.912 0,0 6 4 19 77 13,2 15,0 0,2 0,1 0,3 0,2 5.410 9
Chad 43 4.857 0,2 30 80 1 19 70,0 84,0 .. .. 0,3 0,0 300.000 15
Congo 832 217.915 0,0 11 10 30 59 44,4 43,3 0,2 0,2 19,2 2,2 10.500 43
Congo, Rep. Dem. 1.283 .. 0,4 7 31 16 52 171,7 214,6 0,7 2,6 33,5 0,4 108.400 43
Costa de Marfil 81 4.794 0,9 59 65 12 23 88,3 76,4 0,2 1,0 154,3 125,7 19.707 ..
Guinea Ecuatorial 26 51.282 0,1 232 1 16 83 3,6 3,5 .. .. 4,2 0,7 9.218 ..
Eritrea 6 1.466 0,3 82 95 1 4 .. 9,9 .. .. 0,2 1,3 14.500 11
Etiopía 110 1.519 2,6 40 93 6 1 4,6 14,5 0,0 0,0 0,2 0,0 6.272 2
Gabón 164 121.392 0,1 102 40 11 48 22,0 43,7 0,0 0,2 12,4 13,5 8.258 33
Gambia 8 5.472 0,0 24 67 11 22 21,5 36,4 0,0 0,0 0,7 2,8 2.000 61
Ghana 53 2.489 0,5 27 48 15 37 393,9 423,6 0,4 5,7 100,4 74,8 230.000 64
Guinea 226 26.218 1,5 187 90 2 8 49,5 100,2 0,0 0,0 6,6 2,0 10.707 43
Guinea-Bissau 31 20.156 0,1 81 91 1 9 5,2 5,0 .. .. 0,2 4,4 2.500 6
Kenia 30 932 1,6 52 64 6 30 187,2 174,9 1,2 0,8 4,2 37,8 59.565 8
Lesotho 3 1.678 0,1 30 19 41 40 0,0 0,0 0,0 0,0 .. .. 60 0
Liberia 232 66.533 0,1 36 56 15 28 8,3 11,5 0,0 0,0 2,1 0,1 5.143 26
Madagascar 337 18.826 15,0 937 96 2 3 102,3 136,4 0,7 7,7 10,0 106,9 83.310 17
Malawi 17 1.401 1,0 88 81 5 15 68,9 41,6 0,2 0,6 0,4 0,2 42.922 26
Mali 100 7.458 6,9 582 99 0 1 69,3 103,3 0,0 0,5 1,8 0,4 70.000 13
Mauritania 11 3.826 1,7 642 88 3 9 66,6 81,5 .. .. 1,0 99,0 7.944 9
Mozambique 216 11.266 0,6 36 87 2 11 32,5 34,8 0,0 0,2 7,6 98,9 20.000 17
Namibia 18 8.921 0,3 142 63 5 33 374,6 587,4 0,0 0,1 16,5 334,6 2.700 14
Níger 34 2.710 2,2 204 95 1 4 3,0 20,2 0,0 0,0 0,6 2,4 7.983 3
Nigeria 286 2.252 8,0 70 69 10 21 287,5 458,2 13,3 26,9 197,6 17,6 481.264 29
Ruanda 5 613 0,1 10 39 14 48 3,2 6,9 0,1 0,4 0,1 .. 5.690 8
Senegal 39 3.811 1,6 169 90 4 6 334,9 393,7 0,0 0,1 1,0 245,5 55.547 44
Sierra Leona 160 30.960 0,4 86 93 2 5 63,6 77,6 0,0 0,0 4,1 13,7 17.990 61
Somalia 14 1.309 3,3 378 100 0 0 24,1 19,4 .. .. 0,1 3,1 18.900 ..
Sudáfrica 50 1.106 15,3 348 73 10 17 574,4 720,0 4,3 4,1 56,1 291,1 10.500 9
Sudán 65 1.879 37,3 1.187 97 1 3 33,2 56,3 0,2 1,2 0,6 0,3 27.700 2
Tanzania, Rep. Unida 91 2.416 2,0 57 93 1 6 357,1 331,1 0,4 0,4 0,4 107,4 92.529 27
Togo 15 2.930 0,2 36 47 8 45 13,0 22,1 0,1 0,4 10,9 6,3 14.120 40
Uganda 66 2.472 0,3 13 39 15 45 241,6 220,7 0,1 2,7 0,1 54,8 57.862 23
Zambia 105 9.630 1,7 167 76 8 16 66,4 65,6 2,5 4,2 1,9 0,4 23.833 22
Zimbabwe 20 1.547 2,6 207 86 5 10 23,1 13,0 0,1 2,2 4,9 3,4 1.804 4
América del Norte .. 19.992 525,3 1.663 38 48 14 6.908,1 6.071,6 409,1 628,6 11.651,6 6.345,6 303.784 7
Canadá 2.902 91.419 46,0 1.494 12 69 20 1.471,7 1.026,2 44,9 151,0 1.371,2 2.883,9 8.696 10
Estados Unidos 3.069 10.333 479,3 1.682 41 46 13 5.291,2 4.866,7 364,2 477,5 10.268,5 3.210,5 290.000 6
Centroamérica y Caribe .. 6.924 100,7 603 75 6 18 1.753,9 1.989,7 50,1 147,4 455,2 1.525,4 446.390 9
Belice 19 71.111 0,1 519 0 89 11 2,3 30,4 0,2 4,2 2,3 18,6 1.872 18
Costa Rica 112 26.447 2,7 681 53 17 29 16,8 34,4 1,6 12,7 25,0 129,9 6.510 4
Cuba 38 3.365 8,2 732 69 12 19 147,0 46,6 9,8 27,0 36,4 86,2 11.865 14
República Dominicana 21 2.367 3,4 405 66 2 32 16,4 14,2 0,6 2,8 60,7 1,5 9.286 13
El Salvador 25 3.815 1,3 205 59 16 25 10,6 21,0 0,4 0,5 9,2 26,4 24.534 6
Guatemala 111 8.788 2,0 176 80 13 6 6,7 28,6 1,0 5,7 10,5 25,4 17.275 3
Haití 14 1.663 1,0 123 94 1 5 5,1 5,0 .. .. 5,9 3,6 4.700 9
Honduras 96 13.513 0,9 133 81 11 8 16,5 12,8 4,4 12,4 13,0 72,8 21.000 2
Jamaica 9 3.513 0,4 159 49 17 34 16,0 5,7 3,3 5,1 47,5 8,5 23.465 17
México 457 4.357 78,2 791 77 5 17 1.297,3 1.388,6 24,6 67,9 165,1 659,1 262.401 8
Nicaragua 197 35.142 1,3 256 83 3 14 5,2 24,8 0,1 5,8 6,6 72,6 14.502 8
Panamá 148 46.579 0,8 279 28 5 66 155,2 260,2 3,7 3,1 14,6 304,8 13.062 8
Trinidad y Tobago 4 2.938 0,3 237 6 27 67 12,3 10,6 0,0 0,0 9,2 10,8 7.297 14
América del Sur .. 47.044 164,4 474 68 12 19 15.272,4 16.314,5 198,1 868,6 568,9 5.231,8 784.051 6
Argentina 814 20.941 29,1 784 74 9 16 632,9 928,4 0,4 1,5 58,5 810,7 12.320 4
Bolivia 623 69.378 1,4 167 83 3 13 5,7 5,9 0,3 0,4 6,7 0,0 7.754 3
Brasil 8.233 45.573 59,3 345 62 18 20 762,9 798,6 24,6 210,1 271,3 289,3 290.000 4
Chile 922 57.639 12,5 824 64 25 11 5.851,3 4.122,9 49,5 501,1 49,8 1.867,4 50.873 9
Colombia 2.132 47.469 10,7 254 46 4 50 119,9 131,6 15,6 63,9 74,8 177,4 129.410 5
Ecuador 432 32.747 17,0 1.367 82 5 12 282,1 499,2 100,5 66,2 10,4 651,6 162.870 6
Guyana 241 314.211 1,6 2.163 97 1 2 39,6 50,1 0,1 0,6 2,4 55,9 6.571 38
Paraguay 336 55.833 0,5 89 72 9 20 14,5 25,0 0,1 0,1 1,4 0,1 4.469 4
Perú 1.913 69.395 20,1 776 82 10 8 7.089,7 9.137,2 5,9 8,2 20,9 1.136,1 66.361 25
Surinam 122 277.904 0,7 1.565 93 3 4 8,3 18,4 0,0 0,4 3,5 9,0 3.628 22
Uruguay 139 40.419 3,1 941 96 1 2 120,1 109,0 0,0 0,0 13,9 104,0 4.023 4
Venezuela 1.233 47.122 8,4 345 47 7 45 335,2 430,1 1,3 16,0 55,4 130,4 44.302 ..
Oceanía .. 54.637 26,2 900 72 10 18 817,5 1.104,2 58,4 122,3 643,2 1.793,6 85.324 9
Australia 492 24.708 23,9 1.250 75 10 15 221,8 193,1 14,4 35,3 529,5 933,5 13.800 7
Fiji 29 33.707 0,1 85 78 11 11 29,1 43,6 0,0 1,7 21,5 38,1 8.985 30
Nueva Zelanda 327 83.760 2,1 558 42 9 49 394,8 556,9 42,9 83,0 55,4 671,6 1.928 12
Papúa Nueva Guinea 801 137.252 0,1 14 1 43 56 26,4 122,8 0,0 0,0 7,4 68,3 16.000 ..
Islas Salomón 45 91.039 .. .. .. .. .. 49,7 28,8 0,0 0,0 0,5 15,0 11.000 76
Desarrollados .. 11.514 1.221,2 956 46 40 14 35.555,2 27.917,4 2.806,4 3.641,1 49.698,5 28.159,2 1.467.401 12
En desarrollo .. 7.762 2.583,9 545 81 11 8 48.719,3 65.694,4 11.281,5 34.059,6 10.704,1 28.378,4 32.640.482 18
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a. Aunque los datos han sido obtenidos de la FAO en 2004, son medias a largo plazo procedentes de varias fuentes y años. Para más información, por favor consulte la fuente original en
http://www.fao.org/waicent/faoinfo/agricult/agl/aglw/aquastat/water_res/index.htm. b. Los datos de extracciones sectoriales pueden no sumar un 100 por cien a causa del redondeo. c. Las cifras corres-
ponden a las medias de tres años para el periodo de años especificado. d. Los totales mundiales han sido calculados por el WRI. e. El año termina el 30 de junio. f. El año comienza el 20-23 de marzo.



DEFINICIONES Y  METODOLOGÍA

Los recursos hídricos renovables reales, medidos en kilómetros cúbicos por año
(km3/año), muestran la cantidad máxima de agua que, en teoría, está disponible
realmente para cada país, aunque en la práctica una parte de esta agua pueda ser
inaccesible para los humanos. Los recursos hídricos renovables reales son definidos
como la suma de los recursos hídricos renovables internos (RHRI) y recursos renova-
bles externos (RHRE), teniendo en cuenta la cantidad del flujo reservado a los países
a lo largo de los caudales mediante acuerdos formales e informales o tratados y la
posible reducción de flujos externos debido a la abstracción de agua cauce arriba. Los
RHRI incluyen la media anual del caudal de los ríos y la recarga de las aguas subte-
rráneas (acuíferos) generada por las precipitaciones endógenas –las precipitaciones
que tienen lugar dentro de las fronteras de un país–. Los RHRE representan los recur-
sos hídricos renovables de un país que no son generados dentro del país e incluyen los
flujos de países cauce arriba (agua subterránea y de superficie) y una parte del agua
de lagos o ríos fronterizos.

Los recursos hídricos renovables reales per cápita se miden en metros cúbicos
por persona al año (m3/persona/año). Los recursos hídricos reales per cápita han sido
calculados por el WRI usando datos de población de la División de Población de las
Naciones Unidas para el año 2004.

Las extracciones anuales de agua, medidas en kilómetros cúbicos por año, es la
cantidad bruta de agua extraída de cualquier fuente, de forma permanente o tempo-
ral, para un uso determinado. Pude ser bien desviada hacia las redes de distribución
o bien utilizada directamente. Incluyen el uso de consumo, las pérdidas en el trans-
porte y el flujo de retorno. Las extracciones de agua totales son la suma de las
estimaciones de uso de agua en los sectores agrícola, doméstico e industrial. No
incluyen las precipitaciones.

Las extracciones anuales per cápita fueron calculadas por el WRI utilizando los
datos de población de la División de Población de las Naciones Unidas para el año
2000.

Las extracciones por sector, expresadas como un porcentaje, se refieren a la propor-
ción de agua utilizada para uno de los siguientes tres propósitos: agricultura, industria
o uso doméstico. Todas las extracciones de agua son asignadas a una de estas tres
categorías. Los usos agrícolas del agua incluyen principalmente el riego y, en una
menor extensión, el ganado. El uso industrial mide el consumo por parte de industrias
autoabastecidas no conectadas a una red de distribución para la fabricación, el refri-
gerado de maquinaria y equipamiento, la producción de energía, la limpieza y lavado
de los bienes fabricados y como disolvente. Los usos domésticos incluyen el agua para
beber más el agua extraída para los hogares, los municipios, establecimientos comer-
ciales y servicios públicos (i.e., hospitales).

Los datos sobre los recursos de agua dulce han sido suministrados por AQUAS-
TAT, una base de datos de estadísticas mundiales de agua mantenida por la Organi-
zación de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación (FAO). AQUASTAT
recoge su información de varias fuentes: planes directores de recursos hídricos e
irrigación nacionales; anuarios, estadísticas e informes nacionales y encuestas
nacionales e internacionales.

Siempre que es posible, la FAO contrasta la información entre países para
mejorar las evaluaciones donde la información esté limitada. Cuando varias fuentes
ofrecen cifras diferentes o contradictorias, siempre se da preferencia a la informa-
ción recogida a nivel nacional o subnacional. Esta preferencia se basa en la suposi-
ción de que ninguna información regional puede ser más certera que los estudios
realizados al nivel nacional. A menos que prueben ser inexactas, tiene preferencia el
uso de fuentes oficiales que las no oficiales. En el caso de los recursos hídricos
compartidos, se ha realizado una comparación entre países para asegurar la consis-
tencia a nivel de cuenca.

En la producción de las pesquerías marinas y de interior, los datos de capturas
se refieren a las capturas nominales de peces, crustáceos, moluscos, mamíferos
acuáticos y otros animales acuáticos capturados con propósitos comerciales, indus-
triales, recreativos y de subsistencia de las aguas marinas, salobres y de interior. Se
excluye la producción de la acuicultura y otros tipos de cría. También se excluye de los
totales nacionales las estadísticas sobre plantas acuáticas. La producción total de
capturas incluye los peces de agua dulce (carpas, cíclidos, etc.), diádromos (anguilas
de río, salmones, etc.), peces marinos (platijas, bacalaos, corvinas, atunes, caballas,
tiburones, etc.), crustáceos (langostas, gambas, etc.) y moluscos (ostras, almejas,
calamares, etc.). Los datos incluyen todas las cantidades capturadas y descargadas
en tierra tanto para alimentación como para pienso, pero excluyen las capturas
descartadas en el mar.

En la producción de las pesquerías marinas y de interior, los datos de acuicul-
tura se refieren a la producción de peces, moluscos, crustáceos y otros animales
acuáticos criados en entornos marinos, de interior o salobres. Los datos no incluyen
las capturas. También están excluidas las estadísticas sobre plantas acuáticas. La
FAO define la acuicultura como “el cultivo de organismos acuáticos, incluyendo
peces, moluscos, crustáceos y plantas acuáticas. El cultivo implica alguna forma de
intervención en el proceso de cría para fomentar la producción, como el aprovisiona-
miento, alimentación, protección de predadores, etc. de forma regular. También
implica la propiedad de las existencias que son cultivadas”. La producción de la
acuicultura no incluye los organismos acuáticos que son explotables por el público
como un recurso de propiedad común.

La producción de peces, crustáceos y moluscos se expresa en peso vivo, el peso
nominal de los organismos acuáticos en el momento de la recogida. Para una lista
más detallada de las especies antes mencionadas, dirigirse a la fuente original en
http://www.fao.org/waicent/faostat/agricult/fishitems-e-e.html.

La mayoría de las estadísticas pesqueras son recogidas por la FAO a partir de
cuestionarios enviados a las agencias nacionales de pesca. Cuando se carece de
estos datos o son considerados poco fiables, la FAO calcula la producción pesquera
en base a organizaciones pesqueras regionales, documentos de proyecto, revistas
industriales o interpolaciones estadísticas. Los totales regionales representan una
suma de datos disponibles y podrían estar incompletos.

El comercio de pescado y productos pesqueros mide el valor de todos los produc-
tos pesqueros, excluyendo las conchas no comestibles y plantas acuáticas, que entran
(a las que nos referimos como importaciones) o abandonan (a las que nos referimos
como exportaciones) las fronteras de un país cada año mediante su comercialización.
Los totales aquí notificados incorporan las mismas especies que el Anuario de
Estadísticas Pesqueras de la FAO (ftp://ftp.fao.org/fi/stat/summary/default.htm). El
valor de este comercio se expresa en millones de dólares americanos.

De acuerdo con las prácticas recomendadas internacionalmente, las estadísticas
de importaciones incluyen las capturas pesqueras por parte de barcos pesqueros extran-
jeros, procesadas o no a bordo, descargadas en puertos nacionales; las estadísticas de
exportaciones incluyen las capturas por parte de barcos pesqueros nacionales, procesa-
das o no a bordo, descargadas en puertos extranjeros. De este modo, los países sin
salida al mar pueden por tanto exportar peces y productos pesqueros marinos. Las expor-
taciones generalmente se basan en un embarque gratuito (i.e., no incluyen costes de
seguros y flete). Los totales regionales son calculados sumando las importaciones o
exportaciones de cada país incluido en la región en cuestión. No debe tomarse los totales
regionales como un comercio neto para la región, ya que gran parte del comercio tiene
lugar dentro de la misma región.

El número de pescadores incluye el número de personas empleadas a tiempo
completo o parcial en la pesca comercial y de subsistencia (tanto el personal en los
barcos pesqueros como en tierra), que operan en agua dulce, salobre y zonas marinas
y en las actividades de producción de acuicultura. Los datos de personas empleadas
en la pesca y la acuicultura son recogidos por la FAO a través de cuestionarios
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anuales remitidos a las oficinas nacionales de información de los países miembros.
Siempre que es posible, se emplean otras fuentes nacionales y regionales para calcu-
lar los datos.

Las proteínas del pescado como porcentaje del suministro proteínico animal se
definen como la cantidad de proteínas procedentes de peces de agua dulce y salada,
del marisco y productos derivados que están disponibles para el consumo humano
como porcentaje de todas las proteínas animales disponibles. La FAO calcula el
suministro proteínico per cápita para todos los productos, incluyendo el pescado, en
su recopilación de Cuentas de Suministro/Uso (SUA) y sus hojas de balance de
alimentos. Las SUA siguen la pista a cada producto desde su producción, importación
y almacenamiento hasta su utilización en las diferentes formas posibles: aumento de
existencias, exportaciones, piensos animales, semillas, procesamiento con fines
alimentarios o no alimentarios, residuos (o pérdidas) y, finalmente, como alimento
disponible para el consumo humano, cuando sea apropiado. Para información más
detallada, por favor, dirigirse al siguiente artículo “Supply Utilization Accounts and
Food Balance Sheets in the Context of a National Statistical System”, que la FAO
ofrece en línea en http://www.fao.org/es/ESS/Suafbs.htm.

FRECUENCIA  DE  ACTUALIZACIÓN DE LOS DATOS
POR PARTE DE  LOS PROVEEDORES

La mayoría de los datos sobre agua dulce no está disponible en series temporales y son
actualizados de forma intermitente; el conjunto de datos mundiales que mantiene en línea
AQUASTAT contienen los datos recogidos en un lapso de tiempo de hasta 30 años. Los
datos de producción y comercio pesquero son actualizados anualmente por la Unidad de
Información, Datos y Estadísticas Pesqueras (FIDI, en inglés) de la FAO. Los datos sobre el
número de pescadores son actualizados por la FIDI cada 2-4 años. La FAO actualiza los
datos de proteínas pesqueras anualmente, las actualizaciones más recientes incorpora-
das en estas tablas son de julio de 2004.

FIABILIDAD DE LOS DATOS Y  ADVERTENCIAS

Recursos hídricos y extracciones: mientras que AQUASTAT constituye la recopila-
ción más completa y cuidadosa de datos estadísticos de recursos hídricos naciona-
les, la calidad de la información primaria de la que depende varía. Las fuentes de
información son numerosas pero rara vez son completas. Algunos gobiernos mantie-
nen confidencial la información sobre recursos hídricos internos porque compiten por
recursos hídricos con otros países vecinos. Muchos ejemplos de escasez de agua
están altamente localizados y no son reflejados en las estadísticas nacionales.
Además, la precisión y fiabilidad de la información varía en gran medida entre regio-
nes, países y categorías de información, como también lo hace el año en que la infor-
mación fue recogida. Todos los datos deberían ser considerados estimaciones de
orden de magnitud.

Recursos hídricos renovables reales: los intercambios entre países se complican
cuando un río cruza la misma frontera varias veces. Parte del caudal entrante
podría haberse originado en el mismo país en el que entra, haciendo necesario
calcular una afluencia “neta” para evitar contabilizar por partida doble los recur-
sos. Además, el agua que realmente es accesible para el consumo humano con
frecuencia es mucha menos que el total de los recursos hídricos renovables indica-
dos en la tabla estadística.

Recursos hídricos renovables reales per cápita: los datos de recursos hídricos
proceden de un conjunto de años diferente al de los años de los datos de población
empleados en el cálculo. Mientras que los datos sobre recursos hídricos suelen ser
medias a largo plazo, pueden surgir inconsistencias al combinarlos con los datos de
población de 2000. Para más información sobre la metodología de recopilación y
fiabilidad de los datos de población de la ONU, por favor, consulte las notas que
acompañan la tabla “Demografía y educación”.

Producción pesquera total y comercio de pescado y productos pesqueros:
aunque FISHSTAT aporta las más amplias series temporales mundiales sobre
estadísticas pesqueras desde 1950, existen algunos problemas asociados a los
datos. Los datos nacionales suelen presentarse con un retraso de 1-2 años. Las
estadísticas de pesquerías más pequeñas artesanales y de subsistencia son parti-
cularmente escasas. Pese a que estas estadísticas aportan una buena visión
general de las tendencias en las pesquerías regionales, se debería emplear los
datos con precaución y complementados con estimaciones de organizaciones
regionales, literatura académica, consultas a expertos y datos de comercio. Para
más información, consultar Fishery Statistics Reliability and Policy Implications,
publicado por el Departamento de Pesca de la FAO y disponible en línea en
http://www.fao.org/DOCREP/FIELD/006/Y3354M/Y3354MOO.HTM.

Número de pescadores: estos datos son estimaciones aproximadas. Muchos
países no presentan datos de pescadores o presentan una información incompleta;
algunos países ocasionalmente omiten los criadores de peces del total o incluyen
pescadores de subsistencia o deportivos, así como los miembros de la familia que
viven de la pesca. Al margen de las lagunas y la fuerte presencia de estimaciones
a causa de la falta de notificaciones, la información aportada por las oficinas
estadísticas nacionales puede no ser estrictamente comparable a causa del uso de
diferentes definiciones y métodos en la evaluación del número de personas involu-
cradas en la pesca y la acuicultura. La FAO reconoce que estas estadísticas son
incompletas y podrían no reflejar con exactitud el nivel actual de empleo en el
sector pesquero.

Proteínas del pescado como porcentaje del suministro proteínico total: el
suministro de alimentos es diferente del consumo real. Las cifras no tienen en cuenta
los descartes (incluidas las espinas) y pérdidas durante el almacenamiento y la
preparación. Los datos suministrados deberían ser usados para evaluar la seguridad
alimentaria si son combinados con un análisis de disponibilidad y accesibilidad de
los alimentos. No obstante, los datos son sujeto de “rigurosos controles de calidad”.
Según la FAO, las estadísticas de suministro de alimentos, “aunque suelen estar lejos
de ser satisfactorias en el puro sentido estadístico, aportan una imagen aproximada
de la situación alimentaria global de un país y pueden ser útiles para estudios econó-
micos y nutricionales, para preparar planes de desarrollo y para formular proyectos
relacionados”. Para más información, ver Food Balance Sheets: A Handbook, que la
FAO mantiene en línea en http://www.fao.org/DOCREP/003/X9892E/X9892E00.htm.

FUENTES

Recursos hídricos renovables y extracciones de agua: Food and Agriculture Organiza-
tion of the United Nations (FAO), Water Resources, Development and Management Service.
2003. AQUASTAT Information System on Water and Agriculture. Rome: FAO. Disponible en
http://www.fao.org/waicent/faoinfo/agricult/agl/aglw/aquastat/main/index.stm.

Datos de población (para los cálculos per cápita): United Nations Population
Division. 2003. World Population Prospects: The 2002 Revision. New York: United
Nations. Datos disponibles en CD-Rom.

Producción pesquera total y comercio de pescado y productos pesqueros: Food and
Agriculture Organization of the United Nations (FAO), Fishery Information, Data and Statis-
tics Unit. 2004. FISHSTAT Plus: Universal software for fishery statistical time series,
Version 2.3. Rome: FAO. Disponible en http://www.fao.org/fi/statist/FISOFT/FISHPLUS.asp.

Número de pescadores: Food and Agriculture Organization of the United Nations
(FAO), Fishery Information, Data and Statistics Unit (FIDI). 2000 Rome: FAO. Más infor-
mación disponible en http://www.fao.org/fi/statist/fisoft/fishers.asp.

Proteínas del pescado como porcentaje del suministro total de proteínas
animales: Food and Agriculture Organization of the United Nations (FAO). FAOSTAT on-
line statistical service. 2004. Rome: FAO. Disponible en http://apps.fao.org.
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10 Biodiversidad
Fuentes: Programa de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente – Centro Mundial para el Seguimiento de la Conservación; Secretaría de la Convención de Ramsar; Organización de las Naciones Unidas

para la Educación, la Ciencia y la Cultura; Unión Mundial para la Naturaleza.

Mundo 806.722 e 6,1 e 3.459 e 1.420 459 4.629 f .. 10.000 g .. 270.000 h .. .. .. ..
Asia (exc. Oriente Medio) 191.450 7,9 661 145 i 67 .. .. .. .. .. .. -19.001 43.634 -723.299
Armenia 299 10,1 .. 2 .. 78 9 302 12 3.553 1 .. .. 0

394 4,6 3 3 .. 82 11 364 11 4.300 0 2 -1  0
Bangladesh 66 0,5 5 2 .. 131 22 604 23 5.000 12 .. 335 0
Bután 1.181 29,6 .. .. .. 92 21 625 18 5.468 7 .. .. 0
Camboya 3.750 20,5 2 3 1 127 23 521 24 .. 31 .. .. -1
China 105.527 11,3 41 30 26 502 80 1.221 82 32.200 443 -14.322 -53.326  45.767
Georgia 290 4,2 2 2 .. 98 11 268 8 4.350 0 4 -5  670
India 15.291 4,9 120 19 4 422 85 1.180 79 18.664 246 4 75  -95
Indonesia 8.607 4,5 116 2 6 667 146 1.604 121 29.375 383 -3.250 15.817  -873.858
Japón 3.123 8,4 164 13 4 171 37 592 53 5.565 12 5.978 17.489  292.287
Kazajstán 7.742 2,9 1 2 .. 145 15 497 23 6.000 1 12 3  0
Corea, Rep. Pop. Dem. 316 2,6 .. .. 2 105 12 369 22 2.898 3 4 59 45.256
Corea, República de 350 3,6 7 2 2 89 12 423 34 2.898 0 194 48  30.095
Kirguistán 608 3,1 .. 1 2 58 6 207 4 4.500 1 .. .. 0
Laos, Rep. Pop. Dem. .. .. .. .. .. 215 30 704 21 8.286 19 .. .. 0
Malasia 1.366 4,1 67 4 .. 337 50 746 40 15.500 683 196 3.791  -491.605
Mongolia 20.992 13,5 .. 11 4 140 13 387 22 2.823 0 .. .. 0
Myanmar 174 0,3 1 1 .. 288 39 1.047 41 7.000 38 -2 3  0
Nepal 1.127 7,6 .. 4 .. 203 29 864 31 6.973 7 .. 2 -2
Pakistán 3.509 4,0 5 19 1 195 17 625 30 4.950 2 .. -476 -3
Filipinas 1.513 5,1 38 4 2 222 50 590 70 8.931 212 -2.654 -591  11
Singapur 3 5,2 2 .. .. 73 3 400 10 2.282 54 10 29.328  81.980
Sri Lanka 637 9,6 19 3 3 123 21 381 16 3.314 280 5 199  0
Tayikistán 2.603 18,3 .. 5 .. 76 7 351 9 5.000 2 .. .. 0
Tailandia 6.516 12,7 19 10 4 300 36 971 42 11.625 84 310 15.650  103.742
Turkmenistán 1.883 4,0 .. 1 1 103 12 318 13 .. 0 .. .. 0
Uzbekistán 2.050 4,6 .. 1 1 91 7 343 16 4.800 1 .. 20 0
Vietnam 1.099 3,4 12 1 4 279 41 837 41 10.500 145 -5.142 2  -133.885
Europa 137.694 6,1 761 788 i 172 .. .. .. .. .. .. 9.783 137.082  1.429.081
Albania 56 2,0 7 2 .. 73 1 303 9 3.031 0 .. .. 0

2.346 28,0 .. 17 5 101 5 412 8 3.100 3 7 868  7.969
Bielorrusia 1.304 6,3 .. 7 3 71 6 226 4 2.100 0 8 .. 1
Bélgica 83 2,7 2 9 .. 92 9 427 10 1.550 0 1.135 -2.138  64
Bosnia-Herzegovina 27 0,5 .. 1 .. 78 8 312 8 .. 1 .. -2 0
Bulgaria 593 5,4 1 10 16 106 12 379 11 3.572 0 -1 26  36
Croacia 339 6,0 18 4 1 96 7 365 9 4.288 0 11 56  26
República Checa 196 2,5 .. 11 7 88 6 386 9 1.900 4 31 -24.481  8
Dinamarca 933 21,8 72 38 1 81 4 427 10 1.450 3 -1 -905  2.917
Estonia 350 7,6 .. 11 1 67 4 267 3 1.630 0 4 0  130
Finlandia 1.044 3,1 14 11 2 80 3 421 10 1.102 1 -1 1  81
Francia 1.624 3,0 83 22 10 148 16 517 15 4.630 2 3.373 30.981  272.532

10.445 29,3 40 32 14 126 9 487 14 2.682 12 705 3.602  266.995
Grecia 239 1,8 14 10 2 118 11 412 14 4.992 2 269 17.170  2.343
Hungría 821 8,8 .. 23 5 88 7 367 9 2.214 1 37 -610  -2.744
Islandia 476 4,7 9 3 .. 33 7 305 0 377 0 .. 97 1
Irlanda 78 1,1 12 45 2 63 4 408 8 950 1 -2 42  2
Italia 2.160 7,2 55 46 8 132 12 478 15 5.599 3 241 51.086  524.785
Letonia 818 12,7 1 6 1 68 4 325 8 1.153 0 -2 1  43
Lituania 592 9,2 3 5 .. 71 5 227 4 1.796 0 12 236  0
Macedonia, ARY 180 7,1 .. 1 .. 89 9 291 9 3.500 0 .. -176 0
Moldavia, Rep. 47 1,4 .. 2 .. 50 4 203 8 1.752 0 .. 98 0
Países Bajos 175 4,9 10 49 1 95 9 444 11 1.221 0 819 -15.041  45
Noruega 1.952 6,1 18 37 .. 83 9 442 6 1.715 2 -1 1.849  32
Polonia 3.417 11,0 6 8 9 110 12 424 12 2.450 4 19 649  196
Portugal 399 4,4 26 12 1 105 15 501 15 5.050 15 11 19.732  0
Rumanía 476 2,0 8 2 3 101 15 365 13 3.400 1 44 16  79
Federación Rusa 90.223 5,4 47 35 34 296 43 645 47 11.400 7 146 780  1.338
Serbia y Montenegro 327 3,2 2 5 2 96 10 381 10 4.082 1 550 -1.241  220
Eslovaquia 357 7,3 .. 13 4 87 7 332 11 3.124 2 12 -621  41
Eslovenia 293 14,4 2 2 2 87 7 350 7 3.200 0 .. 878 456
España 4.059 8,0 38 49 27 132 20 515 20 5.050 14 101 34.436  304.775
Suecia 4.364 9,8 95 51 1 85 5 457 9 1.750 3 -3 -784  6
Suiza 1.185 28,7 .. 11 2 93 4 382 8 3.030 2 -13 174  55.422
Ucrania 1.937 3,3 17 33 6 120 14 325 13 5.100 1 5 1.264  160
Reino Unido 3.731 15,3 153 159 9 103 10 557 10 1.623 13 2.266 17.798  -8.970
Oriente Medio y N. de África 33.360 2,7 91 77 i 26 .. .. .. .. .. .. 194 40.945 63.360
Afganistán 219 0,3 .. .. .. 144 12 434 17 4.000 1 .. .. 0

11.864 5,1 4 26 6 100 12 372 11 3.164 2 .. 3 0
Egipto 4.536 4,6 17 2 2 118 6 481 17 2.076 2 .. 39 55.111
Irán, Rep. Islámica 10.376 6,4 7 22 9 158 21 498 18 8.000 1 .. -1 0
Iraq 1 0,0 .. .. .. 102 9 396 18 .. 0 .. -1 0
Israel 379 18,4 19 2 1 115 13 534 18 2.317 0 -250 9.873  -464
Jordania 913 10,2 1 1 1 93 7 397 14 2.100 0 265 4.980  0
Kuwait 0 0,0 4 .. .. 23 1 358 12 234 0 .. 2.618 0
Líbano 4 0,3 1 4 .. 70 5 377 10 3.000 0 20 1.415  1.651
Libia 122 0,1 3 2 .. 87 5 326 7 1.825 1 78 3  0
Marruecos 326 0,8 4 4 2 129 12 430 13 3.675 2 -3 7  19
Omán 22 0,1 4 .. .. 74 12 483 14 1.204 6 .. 384 0

rabia Saudita 3.922 2,0 3 .. .. 94 9 433 17 2.028 3 28 7.790  3.108
Siria .. .. .. 1 .. 82 3 350 11 3.000 0 .. 1 0
Túnez 28 0,2 2 1 4 78 10 360 9 2.196 0 18 75  15
Turquía 571 0,7 14 9 .. 145 15 436 14 8.650 3 34 2.211  3.847
Emiratos rabes Unidos 0 0,0 .. .. .. 30 5 268 11 .. 0 2 1.112  60
Yemen .. .. .. .. 1 74 6 385 14 1.650 159 .. .. 12

Pieles de
animales (d)

2002

y la fauna según CITES ( c )I-V de IUCN, 2004 (a)       categorías

Áreas protegidas
Número de especies conocidas y amenzadas Comercio legal neto

de productos obtenidos de la flora
Humedales

de
importancia

internacional,
número

Áreas protegidas por las
categorías de gestión marinas,

2003

Especies
 conocidas amenazadas

Área
total

(miles de ha)

Porcentaje
de la super-

ficie total

Mamíferos
Número

Reservas
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número

Plantas (b)
Número
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Para más información, por favor visite http://earthtrends.wri.org/datatables/biodiversity

África Subsahariana 142.025 5,9 153 102 i 50 .. .. .. .. .. .. -8.916 -198.174 -383.039
Angola 5.271 4,2 4 .. .. 296 11 930 20 5.185 26 -1 -4  0
Benin 778 6,7 .. 2 2 159 6 485 2 2.500 14 .. 2 -2.500
Botswana 10.499 18,1 .. 1 .. 169 6 570 9 2.151 0 2 50  4
Burkina Faso 3.135 11,5 .. 3 2 129 6 452 2 1.100 2 .. 0 0
Burundi                                                      146 5,4 .. 1 .. 116 7 597 9 2.500 2 .. -6 0
Camerún 3.456 7,4 2 .. 3 322 42 936 18 8.260 334 -3 -16.490  -20
República Centroafricana 7.320 11,8 .. .. 2 187 11 663 3 3.602 15 -1 -10  -4
Chad 11.494 9,0 .. 2 .. 104 12 531 5 1.600 2 1 2  -43.538
Congo 4.861 14,1 .. 1 2 166 14 597 4 6.000 35 .. -8.201 0
Congo, Rep. Dem. 11.868 5,1 .. 2 3 430 29 1.148 30 11.007 65 .. -5.966 0
Costa de Marfil 1.953 6,1 3 1 2 229 23 702 11 3.660 105 -4 -4.017 0
Guinea Ecuatorial                                      455 16,8 3 3 .. 153 17 418 6 3.250 61 .. .. 0
Eritrea 501 4,1 .. .. .. 70 9 537 7 .. 3 .. .. 0
Etiopía 5.518 4,9 .. .. .. 288 35 839 20 6.603 22 .. -1 -207
Gabón 80 0,3 2 3 1 166 11 632 5 6.651 107 6 -28  -5
Gambia 1 0,0 5 1 .. 133 3 535 2 974 4 60 .. 0
Ghana 1.104 4,6 .. 6 1 249 15 729 8 3.725 117 -11 2  -6
Guinea 51 0,2 .. 12 4 215 18 640 10 3.000 22 -27 -10.068  -10
Guinea-Bissau .. .. .. 1 1 101 5 459 1 1.000 4 -3 -4  0
Kenia 3.485 6,0 11 4 6 407 33 1.103 28 6.506 103 1 -1  -2.461
Lesotho 7 0,2 .. 1 .. 59 3 311 7 1.591 1 .. .. 0
Liberia 129 1,3 1 1 .. 183 20 576 11 2.200 46 .. -1.656 -1
Madagascar 1.404 2,4 7 3 3 165 49 262 34 9.505 276 2 -3.754  -8.036
Malawi 1.059 8,9 .. 1 1 207 7 658 13 3.765 14 .. 6 -60
Mali 4.532 3,6 .. 1 1 134 12 624 5 1.741 6 .. -12.750 -56.413
Mauritania 250 0,2 5 3 .. 94 7 521 5 1.100 0 .. 0 0
Mozambique 3.285 4,2 6 1 .. 228 12 685 23 5.692 46 .. -19 -291
Namibia 3.214 3,9 4 4 .. 192 10 619 18 3.174 24 2 828  -101
Níger 9.694 8,2 .. 7 2 123 10 493 2 1.460 2 -7 1  0
Nigeria 3.254 3,6 .. 1 1 290 25 899 9 4.715 170 -3 0  -4
Ruanda 194 7,7 .. .. 1 206 13 665 9 2.288 3 .. .. 0
Senegal 2.096 10,7 7 4 3 191 11 612 5 2.086 7 -1 -20.245  -5
Sierra Leona 145 2,0 .. 1 .. 197 12 626 10 2.090 47 .. -100 0
Somalia 180 0,3 1 .. .. 182 15 642 13 3.028 17 .. .. 0
Sudáfrica 6.460 5,3 27 17 4 320 29 829 36 23.420 75 -678 -114.898  -49.156
Sudán 8.616 3,5 1 .. 2 302 16 952 10 3.137 17 -90 -154  -107.111
Tanzania, Rep. Unida 13.786 14,6 8 4 3 375 34 1.056 37 10.008 239 -844 -39  -1.384
Togo 429 7,5 .. 2 .. 175 7 565 2 3.085 10 -24 -508  -1.500
Uganda 1.763 7,3 .. 2 1 360 29 1.015 15 4.900 38 3 -24  -2
Zambia 6.366 8,4 .. 2 .. 255 11 770 12 4.747 8 3 100  -27.609
Zimbabwe 3.103 7,9 .. .. .. 222 8 661 10 4.440 17 1 -465  -88.934
América del Norte 131.738 6,7 659 57 i 60 .. .. .. .. .. .. 20.739 36.241 -25.113
Canadá 52.069 5,3 219 36 13 211 16 472 19 3.270 1 1.209 3.473  -12.497
Estados Unidos 79.664 8,4 399 21 47 468 40 888 71 19.473 240 19.530 32.759  -12.616
Centroamérica y Caribe 6.041 2,2 397 101 i 32 .. .. .. .. .. .. -1.525 -2.370 595.983
Belice 633 28,6 22 1 .. 147 5 544 3 2.894 30 -2 1  0
Costa Rica 477 9,3 21 11 2 232 13 838 18 12.119 110 4 1.918 0
Cuba 96 0,9 36 6 6 65 11 358 18 6.522 163 -3 -20.103  0
República Dominicana 1.113 22,9 14 1 1 36 5 224 16 5.657 30 57 526  0
El Salvador .. .. 3 1 .. 137 2 434 3 2.911 25 -7 -6  -1
Guatemala                                                 594 5,4 3 4 2 193 7 684 10 8.681 85 7 2.270  0
Haití 7 0,3 .. .. .. 41 4 271 15 5.242 28 .. .. 0
Honduras 529 4,7 18 5 1 201 10 699 6 5.680 111 .. 1.429 0
Jamaica 0 0,0 4 1 .. 35 5 298 12 3.308 208 .. 12 0
México 1.205 0,6 37 55 16 544 72 1.026 57 26.071 261 341 12.152  602.606
Nicaragua 777 6,0 5 8 2 181 6 632 8 7.590 39 2 -5.038  -4
Panamá 483 6,5 14 4 2 241 17 904 20 9.915 195 .. 2.580 -6.629
Trinidad y Tobago 24 4,8 9 1 .. 116 1 435 2 2.259 1 .. 308 0
América del Sur 106.018 5,9 196 76 i 40 .. .. .. .. .. .. -1.518 -46.218 -917.236
Argentina 5.911 2,1 29 13 11 375 32 1.038 55 9.372 42 3 -16.517  -230.030
Bolivia 12.082 11,1 .. 8 3 361 26 1.414 30 17.367 70 2 .. -33.720
Brasil 32.866 3,9 82 8 5 578 74 1.712 120 56.215 381 -4 983  2.769
Chile 2.650 3,5 27 9 7 159 22 445 32 5.284 40 13 167  103
Colombia 9.786 8,6 13 3 5 467 39 1.821 86 51.220 222 3 9  -547.545
Ecuador 2.308 9,3 4 11 3 341 34 1.515 69 19.362 .. 1 .. 1
Guatemala 486 2,3 .. .. .. 237 13 786 3 6.409 23 -918 -12.264  -1.000
Paraguay 1.391 3,5 .. 6 1 168 11 696 27 7.851 10 .. -6.552 -91.317
Perú 4.010 3,1 3 10 3 441 46 1.781 94 17.144 274 -298 -3.301  -197
Surinam 1.846 12,7 7 1 .. 203 12 674 0 5.018 27 -318 -9.859  0
Uruguay 30 0,2 4 2 1 118 6 414 24 2.278 1 2 -1.004  -83
Venezuela 31.357 34,2 19 5 1 353 26 1.392 25 21.073 67 -4 2.120  -16.217
Oceanía 58.396 6,9 541 74 i 12 .. .. .. .. .. .. 247 -11.136  -38.122
Australia 51.895 6,7 339 64 12 376 63 851 60 15.638 56 266 -95  -10.147
Fiji 16 9,9 15 .. .. 15 5 112 13 1.518 66 .. 18 -1
Nueva Zelanda 6.401 24,0 76 5 .. 73 8 351 74 2.382 21 -24 -1.459  106
Papúa Nueva Guinea 7 0,0 14 2 .. 260 58 720 33 11.544 142 .. .. -28.080
Islas Salomón .. .. 1 .. .. 72 20 248 21 3.172 16 .. -9.594 0
Desarrollados 353.555 6,3 2.010 963 i .. .. .. .. .. .. .. 35.832 84.241  1.637.264
En desarrollo 454.467 5,9 1.430 464 i .. .. .. .. .. .. .. -35.821 -84.241 -1.635.648
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2002

y la fauna según CITES ( c )I-V de IUCN, 2004 (a)       categorías

Áreas protegidas
Número de especies conocidas y amenzadas Comercio legal neto

de productos obtenidos de la flora
Humedales

de
importancia

internacional,
número

Áreas protegidas por las
categorías de gestión marinas

2003

Especies
conocidas  amenazadas

Área
total

(miles de ha)
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de la super-

ficie total

Mamíferos
Número

Reservas
de la

biosfera,
número

Plantas (b)
Número
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Número

de especies

2004

Aguas

2005

I-VI de IUCN,
número
 2004 2004 2003 2002

LorosEspecies

2004 2003

de especies Primates

20022004

de especies Especies
conocidas   amenazadas Conocidas   amenazadas vivos vivos

a. La extensión de áreas protegidas puede incluir componentes marinos que inflen artificialmente el porcentaje de superficie protegida. b. El total de especies de plantas se refiere sólo a las plantas superio-
res. Las especies de plantas amenazadas incluyen tanto a plantas primarias como musgos. c. El comercio según CITES se expresa como el balance de importaciones menos exportaciones; los números
negativos representan exportaciones netas. d. El comercio de pieles de animales incluye las pieles de cocodrilos, felinos salvajes, lagartos y serpientes. e. Los totales mundiales han sido calculados por el
WRI. f. La estimación mundial procede del Mammal Species of the World, de Wilson y Reeder, 1993. g. Estimación de Birdlife International en la base de datos Avibase. h. Estimación de 1992 de Scientific
American. i. Los sitios transfronterizos pueden estar incluidos más de una vez en los totales regionales. Ver notas técnicas para más detalles. j. Incluye los sitios en territorios de ultramar.



DEFINICIONES Y  METODOLOGÍA

Un área protegida es definida por la Unión Mundial para la Naturaleza (IUCN) como
“un área terrestre y/o marina dedicada específicamente a la protección y el mante-
nimiento de la diversidad biológica y sus recursos naturales y culturales asociados,
y es gestionada a través de mecanismos legales u otros medios efectivos”. Desde
septiembre de 2002, el consorcio de la Base de Datos Mundial de Áreas Protegidas
(WDPA, en inglés) ha estado trabajando para elaborar una base de datos mejorada
y actualizada, disponible para el público y mantenida por el Programa de las Nacio-
nes Unidas para el Medio Ambiente-Centro Mundial para el Seguimiento de la
Conservación (PNUMA-WCMC, en inglés). El WCMC contiene información resumida
referente a más de 100.000 sitios, incluyendo la designación legal, nombre, catego-
ría de gestión de IUCN, extensión en hectáreas, ubicación (latitud y longitud) y año
de establecimiento. WRI calculó las áreas protegidas usando la base de datos de
WDPA de 2004.

La IUCN categoriza las áreas protegidas por el objetivo de gestión y ha identifi-
cado seis categorías distintas de áreas protegidas. WRI ha calculado el área total en
miles de hectáreas y el porcentaje de la superficie protegida para las categorías I-V.

Categoría Ia. Reserva estrictamente natural: área protegida gestionada princi-
palmente para la investigación y el seguimiento científicos; área terrestre y/o marina que
contiene algún ecosistema, características geológicas o fisiológicas y/o especies que
sean únicos o representativos.

Categoría Ib. Área silvestre: área protegida gestionada principalmente para
conservar la vida silvestre; área extensa que contiene suelo y/o mar sin modificar o
ligeramente modificado y que mantiene su carácter e influencia natural; que no ha sido
habitada de forma permanente o significativa, que está protegida y gestionada de forma
que preserve su condición natural.

Categoría II. Parque nacional: área protegida gestionada principalmente para
conservar los ecosistemas y actividades recreativas; área natural terrestre y/o marina
destinada a: a) proteger la integridad ecológica de uno o más ecosistemas para las
generaciones presentes y futuras; b) prevenir la explotación o la ocupación contraria al
propósito de la designación del área; c) proporcionar las bases para crear oportunidades
espirituales, científicas, educativas, recreativas y turísticas, las cuales deben ser
compatibles ambiental y culturalmente.

Categoría III. Monumento natural: área protegida y gestionada principalmente
para conservar sus características naturales específicas; área con una o más caracte-
rísticas naturales/culturales específicas y de valor único o destacado por su rareza
intrínseca, por sus cualidades representativas o estéticas o por su importancia cultural.

Categoría IV. Área de gestión de hábitat/especie: área protegida y administrada
principalmente para su conservación a través de la intervención; área terrestre y/o
marina sujeta a una intervención activa con fines de gestión encaminados a asegurar
la conservación de hábitats y/o responder a las necesidades de determinadas especies.

Categoría V. Paisaje terrestre o marino protegido: área protegida gestionada
principalmente para conservar su paisaje terrestre o marino y actividades recreativas;
área continental, con costa y mar, según el caso, donde la interacción de humanidad y
naturaleza a través del tiempo ha producido un área de características específicas con
un significativo valor estético, ecológico y/o cultural y frecuentemente con una elevada
diversidad biológica.

Categoría VI. Gestionada principalmente para el uso sostenible de los ecosiste-
mas naturales. Estas áreas contienen predominantemente sistemas naturales sin
modificar que se gestionan para asegurar la protección a largo plazo y mantener su
diversidad biológica, al tiempo que se suministra un flujo sostenible de productos y
servicios naturales para satisfacer las necesidades de la comunidad.

La IUCN define un área marina protegida (AMP) como “cualquier área ubicada en
una zona entre mareas o por debajo de ellas, junto con el agua y la flora y fauna que
contiene, así como sus características históricas y culturales, que haya sido desig-
nada por la ley u otros medios eficaces para proteger una parte o la totalidad del
entorno que encierra”.

Estas AMP incluyen áreas que son totalmente marinas o litorales. “Litoral” se
define como cualquier lugar que es notorio por incorporar al menos algún área entre
mareas.

Muchas AMP cuentan con amplias áreas terrestres. Rara vez se documenta la
extensión de la parte marina de la mayoría de las áreas protegidas. El grado de protec-
ción varía de un país a otro y puede guardar escasa relación con la situación legal del
lugar. El número total de áreas marinas en las categorías I-VI de IUCN se muestra en
esta tabla.

Los humedales de importancia internacional, o sitios Ramsar, están definidos por el
Convenio Ramsar sobre Humedales, firmado en Ramsar, Irán, en 1971. Para pertenecer
a la lista de sitios Ramsar, un área debe ser “importante a nivel internacional en térmi-
nos ecológicos, botánicos, zoológicos, limnológicos o hidrológicos”. La Convención de
Humedales es un tratado intergubernamental que brinda un marco de acción nacional y
cooperación internacional para la conservación y el uso sostenible de los humedales y
sus recursos. A fecha de enero de 2005, había 1.420 sitios Ramsar en 146 países con
una extensión total de 123.914.362 hectáreas.

Las reservas de la biosfera son ambientes terrestres y costeros reconocidos por el
Programa del Hombre y la Biosfera (MAB, en inglés) de la Organización de las Naciones
Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO). Son seleccionadas por el
valor que tienen para la conservación y se intenta que impulsen el conocimiento y las
técnicas necesarias para mejorar la relación entre personas y naturaleza y que promue-
van el desarrollo sostenible. En condiciones ideales, las reservas de la biosfera plena-
mente funcionales cumplen tres funciones primordiales: a) conservar in situ los ecosis-
temas y paisajes naturales y seminaturales; b) establecer áreas de demostración para
el uso sostenible de los recursos, tanto ecológica como socioculturalmente; y c) propor-
cionar apoyo logístico para la investigación, vigilancia, educación, formación e inter-
cambio de información. Normalmente, las reservas de la biosfera constan de tres
elementos: una zona núcleo, que es mínimamente perturbada, dedicada a la conserva-
ción y la investigación; una zona de amortiguación, donde se puede permitir los usos
tradicionales de la tierra, la investigación y la rehabilitación de ecosistemas; y una zona
de transición. Las reservas de la biosfera son designadas por los gobiernos nacionales y
permanecen bajo la jurisdicción soberana del Estado en que se ubican. Hasta noviem-
bre de 2004, había 459 reservas de la biosfera en 97 países.

El número total de especies conocidas se refiere al número total de un tipo de
especies en particular en un país determinado. Los datos sobre mamíferos conocidos
excluyen a los mamíferos marinos. Los datos sobre aves conocidas incluyen sólo las
aves que viven en dicho país y no aquellas que migran o inviernan allí. El número de
plantas conocidas incluye sólo plantas superiores: helechos y afines, coníferas y
cicadáceas y angiospermas.

WCMC recopila la información sobre el número de especies conocidas a partir de
varias fuentes, incluyendo, pero sin limitarse sólo a ellos, los informes nacionales de la
Convención sobre Biodiversidad, otros documentos nacionales, estudios independientes
y otros textos. Los datos son actualizados continuamente en cuanto hay nuevos disponi-
bles; sin embargo, las actualizaciones varían ampliamente según país. Mientras que
algunos países (doce, según estima WCMC) disponen de datos actualizados en los
últimos seis meses, la información para otras especies no ha cambiado desde que fue
recogida por primera vez en 1992.

El número de especies amenazadas que figura para todos los países incluye todas
las especies que se encuentran “en peligro crítico de extinción, amenazadas o vulne-
rables” según define IUCN, pero excluye las especies introducidas, especies cuyo
estado no es conocido suficientemente (categorizado por IUCN como “datos deficien-
tes”), las consideradas extinguidas y aquellas cuyo estado aún no ha sido evaluado
(categorizadas por IUCN como “no evaluadas”). Las especies se clasifican como
vulnerables o amenazadas si afrontan un riesgo de extinción en la naturaleza en el
futuro inmediato (en peligro crítico de extinción), a corto plazo (amenazadas) o a
medio plazo (vulnerables). Las categorías de amenaza son asignadas en base al
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tamaño total de la población, la distribución y los índices de reducción. Las aves
amenazadas incluyen a las aves de cría más todas las especies de las que se conoce
que migran o inviernan en un país determinado. Siempre que es posible, los mamífe-
ros amenazados incluyen a los mamíferos marinos.

El comercio legal neto de productos obtenidos de la flora y fauna es el balance de
las importaciones menos las exportaciones de primates vivos, loros vivos y pieles de
animales del que informa la Convención sobre el Comercio Internacional de Especies
Amenazadas de Fauna y Flora Silvestre (CITES). Los valores negativos representan las
exportaciones netas. Los primates vivos reflejan todas las especies de monos, simios y
prosimios incluidos en la lista de CITES que fueron comerciados vivos en 2002. Los loros
vivos incluyen los individuos de especies psitaciformes enumeradas por CITES que fueron
comerciados vivos en 2002. Las pieles de animales incluyen pieles completas de todas
las especies de cocodrilo, felinos, lagartos y serpientes que fueron comerciadas en 2002.
Los datos se obtienen de los registros enviados a la convención CITES por las partes y que
son recopilados por su secretariado en la Base de Datos de Comercio de CITES.

El comercio internacional de fauna y flora silvestre y sus productos mueve miles
de millones de dólares al año y ocasiona serias disminuciones en la población de muchas
especies de animales y plantas. Para luchar contra esto, CITES entró en vigor en 1975
con el propósito de proteger la naturaleza frente a la sobreexplotación y evitar el comer-
cio internacional de especies en peligro de extinción. Las especies son enumeradas en
los apéndices de CITES según su grado de particularidad y la amenaza que supone su
comercio. El comercio internacional de cualquiera de las especies enumeradas o sus
productos derivados exige permisos o certificados para la exportación, importación y
reexportación.

FRECUENCIA  DE  ACTUALIZACIÓN DE LOS DATOS
POR PARTE DE  LOS PROVEEDORES

Los datos de áreas protegidas son actualizados anualmente por el WDPA. La informa-
ción de humedales de importancia internacional y reservas de la biosfera es actua-
lizada varias veces al año según se añaden nuevos sitios. Los datos de especies
conocidas son actualizados cuando el WCMC recibe nueva información (ver más arriba).
Los datos sobre especies amenazadas son actualizados continuamente por la IUCN. Los
datos de comercio de especies se publican en informes anuales; los datos aquí presen-
tados fueron publicados en 2004.

FIABILIDAD DE LOS DATOS Y  ADVERTENCIAS

Áreas protegidas: a causa de variaciones en la consistencia y la metodología de la
recolección, los datos sobre áreas protegidas varían ampliamente de un país a otro.
Algunos países actualizan su información con mayor regularidad o disponen de datos
más precisos sobre la extensión de esta cobertura. Muchos países presentan una subes-
timación del número y/o la extensión de las áreas protegidas dentro de sus fronteras. Por
favor visite http://parksdata.conserveon-line.org para consultar la última revisión.

Reservas de la biosfera y humedales de importancia internacional: las reservas
pueden ser fronterizas o solaparse. Los totales regionales de humedales pueden contar por
partida doble algunos sitios que están incluidos en más de un país. Un listado completo de
estos espacios está disponible en http://www.unesco.org/mab/BR-WH.htm y en
http://www.unesco.org/mab/BR-Ramsar.htm.

Número de especies conocidas: los valores son estimaciones preliminares basadas en
una recopilación de datos disponibles de una gran variedad de fuentes. No se basan en
taxones. Los datos han sido recogidos durante la última década sin una precisa perspec-
tiva taxonómica. Esto puede producir variaciones significativas en la calidad de los datos
en función del país. Por otra parte, mientras que el número de especies de cada país
varía, no todos los países lo han actualizado; algunos datos pueden no reflejar tenden-
cias recientes. En el mejor de los casos, en torno a sólo un 2% del total de especies en
el mundo está representado en la Base de Datos de Especies del PNUMA-WCMC. Por esta
razón, es importante reconocer que los números de especies conocidas en esta tabla son

una gran infravaloración de las especies reales en el mundo. Los datos de especies de
plantas son menos fiables y consistentes que los datos para aves y mamíferos. Las
estimaciones globales no fueron obtenidas de PNUMA-WCMC; ver a continuación para
citas.

Número de especies amenazadas: el número total de especies amenazadas en grupos
de especies en todo el mundo suele ser infravalorado. Dentro de todos los grupos de
especies, hay muchas especies que aún no han sido descritas y cuyo estado es desco-
nocido. Además, mientras que se han realizado evaluaciones de la amenaza para todas
las especies de mamíferos y aves descritas, sólo se ha evaluado una pequeña parte de
las especies de plantas descritas.

Comercio legal neto de productos obtenidos de la flora y fauna: los datos sobre
exportaciones e importaciones netas notificados por CITES corresponden al comercio
legal internacional y se basan en los permisos emitidos, no en los objetos realmente
comercializados. Las cifras pueden ser sobrestimaciones en caso de que no todos los
permisos sean usados en el año en cuestión. Algunos permisos emitidos son utilizados
en una fecha posterior, por tanto las cifras de exportaciones e importaciones pueden no
encajar con exactitud en un año determinado. Las especies comerciadas dentro de las
fronteras nacionales y el comercio ilegal de flora y fauna y productos derivados no se
reflejan en estas cifras. Los datos comerciales de CITES tampoco reflejan el comercio
legal entre dos países no miembros de CITES. Asimismo, los datos sobre la mortalidad
de los ejemplares durante la captura o la recogida, el tránsito o la cuarentena no se refle-
jan en estas cifras.
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11 Uso del suelo y asentamientos humanos
Fuentes: Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación, Universidad de Maryland, Programa de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente, División de Población de las Nacio-
nes Unidas, Banco Mundial, Programa de las Naciones Unidas para los Asentamientos Humanos.

Mundo 13.066.880 24 50 29 30 12 12 27 26 .. 45 47 43 .. .. 32
Asia (exc. Oriente Medio) 2.406.300 21 38 20 20 21 20 34 34 .. 135 35 30 19 12 40

rmenia 2.820 9 23 12 10 20 20 30 24 98 104 65 67 56 47 2
zerbaiyán 8.260 8 27 13 11 24 22 32 26 84 94 51 54 29 25 7

Bangladesh 13.017 11 35 9 8 65 64 5 5 0 958 23 20 13 10 85
Bután 4.700 61 73 64 64 4 3 9 7 0 44 8 6 0 0 44
Camboya 17.652 47 82 52 55 22 22 8 8 0 73 17 13 11 8 72
China 932.742 15 31 17 15 17 14 43 43 34 133 36 27 e 17 11 38
Georgia 6.949 42 67 43 43 15 16 28 30 34 76 53 55 38 28 9
India 297.319 11 44 20 19 57 57 4 4 60 309 28 26 19 11 56
Indonesia 181.157 78 100 55 62 19 16 6 7 3 111 42 31 24 16 23
Japón 36.450 71 87 64 64 13 14 1 1 0 336 65 63 .. .. 6
Kazajstán 269.970 1 4 4 4 8 13 69 69 99 6 56 57 34 8 30
Corea, Rep. Pop. Dem. 12.041 .. .. 68 68 22 21 0 0 0 185 60 58 34 14 1
Corea, República de 9.873 59 76 63 63 19 21 1 1 0 472 80 74 78 69 37
Kirguistán 19.180 2 9 5 4 7 7 49 47 55 25 34 38 20 0 52
Laos, Rep. Pop. Dem. 23.080 76 98 53 55 4 4 4 3 0 22 19 15 3 0 66
Malasia 32.855 82 97 59 66 23 23 1 1 0 70 62 50 40 19 2
Mongolia 156.650 3 8 7 7 1 1 83 78 65 2 57 57 31 0 65
Myanmar 65.755 61 86 51 59 16 15 0 1 .. 70 28 25 16 10 26
Nepal 14.300 34 71 26 32 23 17 12 12 9 160 14 9 7 5 92
Pakistán 77.088 1 7 3 3 29 27 6 6 83 179 33 31 24 17 74
Filipinas 29.817 50 89 19 22 36 33 5 4 0 252 59 49 28 20 44
Singapur                                                            67 11 29 3 3 3 3 .. .. 0 6478 100 100 .. .. 0
Sri Lanka 6.463 33 91 30 35 30 29 7 7 24 283 21 21 14 13 14
Tayikistán 13.996 0,1 3 3 3 8 7 23 25 40 43 26 32 15 0 56
Tailandia 51.089 28 82 29 31 38 40 2 2 7 119 31 29 17 14 2
Turkmenistán 46.993 0,0 0,3 8 8 4 3 65 66 100 10 45 45 25 0 2
Uzbekistán 41.424 0,0 2 4 4 12 12 54 55 99 56 37 40 29 13 51
Vietnam 32.549 43 86 30 28 27 21 2 1 0 236 24 20 17 12 47
Europa 2.260.099 32 65 45 45 13 14 8 8 .. 31 73 72 .. .. 6

lbania 2.740 16 67 34 37 26 26 16 15 0 108 42 36 15 0 7
ustria 8.273 55 75 46 45 18 18 23 24 0 97 66 66 .. .. 6

Bielorrusia 20.748 47 70 45 33 28 30 15 15 .. 48 70 66 47 18 6
Bélgica (d) 3.282 24 48 23 22 26 24 21 211 0 310 97 96 .. .. 15
Bosnia-Herzegovina 5.120 57 92 44 44 21 20 20 23 0 78 43 39 20 0 8
Bulgaria 11.063 29 66 33 31 32 39 16 16 53 73 69 66 33 15 6
Croacia 5.592 44 81 32 31 28 24 28 19 0 79 58 54 23 0 8
República Checa 7.728 41 68 33 33 43 .. 13 .. 13 130 74 75 26 13 6
Dinamarca 4.243 13 48 11 10 54 60 9 5 0 124 85 85 .. .. 6
Estonia 4.239 74 94 46 43 15 27 2 6 0 30 69 71 36 0 12
Finlandia 30.459 50 96 65 65 7 8 0 0 0 15 61 61 .. .. 6
Francia 55.010 26 61 28 27 36 35 18 20 0 108 76 74 .. .. 6

lemania 34.895 36 62 30 30 34 34 14 15 5 231 88 85 .. .. 4
Grecia 12.890 16 62 27 25 30 31 36 41 45 83 60 59 .. .. 6
Hungría 9.210 18 61 20 19 52 54 12 13 46 108 64 62 38 26 6
Islandia 10.025 3 35 0 0 0 0 23 23 .. 3 92 91 .. .. 6
Irlanda 6.889 25 62 9 7 16 15 48 49 0 54 59 57 .. .. 1
Italia 29.411 26 58 33 32 38 40 15 15 21 191 67 67 .. .. 6
Letonia 6.205 70 95 45 43 30 28 10 13 0 37 67 70 43 0 6
Lituania 6.268 45 75 31 30 48 49 8 7 0 54 67 68 40 0 6
Macedonia, ARY 2.543 28 69 35 35 24 26 25 25 37 79 59 58 28 0 8
Moldavia, Rep. 3.288 5 44 10 9 65 67 12 11 100 127 46 47 30 0 31
Países Bajos 3.388 13 42 9 9 28 27 30 31 0 383 64 60 .. .. 9
Noruega 30.625 24 61 27 26 3 3 1 0 0 14 76 72 .. .. 6
Polonia 30.629 31 60 29 28 46 48 13 13 19 124 62 61 35 15 6
Portugal 9.150 11 70 40 34 30 33 16 9 29 109 53 47 .. .. 14
Rumanía 22.987 34 66 27 26 43 43 21 21 38 94 55 53 33 10 19
Federación Rusa 1.688.850 32 65 50 50 7 8 5 5 22 9 73 73 49 23 6
Serbia y Montenegro 10.200 31 65 28 28 37 40 18 21 .. 103 52 51 25 16 5
Eslovaquia 4.808 49 73 44 41 32 .. 18 .. 0 110 57 57 12 0 6
Eslovenia 2.014 69 89 55 54 10 12 15 16 0 98 51 51 13 0 6
España 49.944 13 48 28 27 37 40 23 21 69 81 76 75 .. .. 6
Suecia 41.162 56 90 60 60 7 7 1 1 0 20 83 83 .. .. 6
Suiza 3.955 40 67 29 28 11 11 28 29 0 174 68 68 .. .. 6
Ucrania 57.935 16 52 16 15 58 59 14 13 65 82 67 67 41 19 6
Reino Unido 24.088 21 57 12 11 24 27 46 48 0 242 89 89 .. .. 6
Oriente Medio y N. de África 1.291.988 1 3 2 2 8 8 28 24 .. 31 58 54 39 24 36

fganistán 65.209 0,1 1 2 2 12 12 46 46 94 33 22 18 18 9 99
rgelia 238.174 0,1 1 1 1 3 3 13 13 21 13 57 51 32 12 12

Egipto 99.545 0,0 0,5 0 0 3 3 .. .. 8 68 42 43 38 28 40
Irán, Rep. Islámica 163.620 1 2 4 4 10 11 27 27 90 40 64 56 46 26 44
Iraq 43.737 0,0 1 2 2 14 13 9 9 100 53 68 70 63 34 57
Israel 2.171 0,3 9 6 4 20 20 7 7 69 287 92 90 81 62 2
Jordania 8.893 0,0 0,2 1 1 4 4 8 9 72 56 79 72 58 47 16
Kuwait 1.782 .. .. 0 0 1 0 8 8 92 126 96 95 69 69 3
Líbano 1.023 1 26 3 4 31 30 2 1 59 334 87 83 66 53 50
Libia 175.954 0,0 0,1 0 0 1 1 8 8 23 3 85 80 94 62 35
Marruecos 44.630 0,2 5 7 7 21 22 47 47 92 65 56 48 36 16 33
Omán 30.950 0,0 0,1 0 0 0 0 3 3 14 8 76 62 47 0 61

rabia Saudita 214.969 0,0 0,0 1 1 2 2 79 56 24 10 86 78 5 0 20
Siria 18.378 0,1 4 2 2 29 30 45 44 98 89 50 49 41 27 1
Túnez 15.536 0,3 3 3 3 32 31 31 29 94 58 63 58 25 17 4
Turquía 76.963 7 28 13 13 37 36 17 16 77 88 65 59 44 26 43
Emiratos rabes Unidos 8.360 0,0 0,0 4 3 3 1 4 3 0 34 85 83 81 50 2
Yemen 52.797 0,0 1 1 1 3 3 30 30 30 34 25 21 17 9 65
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Para más información, por favor, visite http://earthtrends.wri.org/datatables/forests

África Subsahariana 2.362.209 18 52 20 22 8 7 35 35 .. 27 34 28 22 13 73
Angola 124.670 25 83 56 57 3 3 43 43 19 10 33 26 24 20 83
Benin 11.062 0,3 94 24 30 25 16 5 5 88 55 42 35 28 0 84
Botswana 56.673 0,1 21 21 23 1 1 45 45 100 3 50 42 0 0 61
Burkina Faso 27.360 0,0 32 26 26 16 13 22 22 100 43 17 14 10 0 77
Burundi 2.568 8 95 3 9 53 51 39 33 0 225 9 6 5 0 65
Camerún 46.540 57 91 50 55 15 15 4 4 13 32 49 40 25 18 67
República Centroafricana 62.298 58 98 37 37 3 3 5 5 20 6 41 38 21 0 92
Chad 125.920 0,4 18 10 11 3 3 36 36 68 6 24 21 9 0 99
Congo 34.150 70 94 65 65 1 1 29 29 0 10 52 48 22 0 90
Congo, Rep. Dem. 226.705 72 99 58 60 3 3 7 7 0 21 30 28 30 19 50
Costa de Marfil 31.800 21 98 22 30 22 19 41 41 .. 49 44 40 36 24 68
Guinea Ecuatorial 2.805 89 94 62 66 8 8 4 4 0 16 45 35 23 0 87
Eritrea 10.100 0,0 3 13 14 5 .. 69 .. 83 32 19 16 22 0 70
Etiopía 100.000 9 52 4 5 11 10 20 41 58 59 15 13 5 4 99
Gabón 25.767 87 97 82 82 2 2 18 18 0 5 81 68 49 0 66
Gambia 1.000 2 73 43 39 26 16 46 45 97 116 26 25 15 0 67
Ghana 22.754 12 91 27 32 28 19 37 37 66 82 44 37 20 13 70
Guinea 24.572 25 98 28 30 6 6 44 44 14 33 33 25 20 19 72
Guinea-Bissau 2.812 45 108 61 67 19 15 38 38 6 38 32 24 20 0 93
Kenia 56.914 3 37 29 31 9 8 37 37 68 53 36 25 16 9 71
Lesotho 3.035 0,5 62 0 0 11 11 66 66 0 59 18 17 9 0 57
Liberia 9.632 81 99 31 38 6 6 21 21 0 26 45 42 43 43 56
Madagascar 58.154 19 76 20 22 6 6 41 41 23 27 26 24 12 8 93
Malawi 9.408 7 90 22 28 26 21 20 20 0 96 15 12 9 0 91
Mali 122.019 0,1 13 11 11 4 2 25 25 80 10 30 24 12 9 93
Mauritania 102.522 0,0 0,0 0 0 0 0 38 38 46 3 58 44 23 0 94
Mozambique 78.409 20 95 38 39 6 5 56 56 38 22 32 21 19 9 94
Namibia 82.329 0,0 4 10 11 1 1 46 46 91 2 31 27 11 0 38
Níger 126.670 0,0 0,2 1 2 4 3 9 8 62 9 21 16 11 0 96
Nigeria 91.077 7 59 15 19 36 36 43 44 58 124 44 35 35 18 79
Ruanda 2.467 11 90 12 17 56 48 19 26 0 293 14 5 4 0 88
Senegal 19.253 2 39 32 34 13 12 29 30 94 48 47 40 35 24 76
Sierra Leona 7.162 54 99 15 20 8 8 31 31 0 62 37 30 26 22 96
Somalia 62.734 0,1 12 12 13 2 2 69 69 80 14 33 29 21 12 97
Sudáfrica 121.447 3 38 7 7 13 12 69 68 66 36 56 49 39 29 33
Sudán 237.600 3 24 25 28 7 6 49 47 67 13 36 27 26 18 86
Tanzania, Rep. Unida 88.359 11 85 41 42 6 5 40 40 .. 37 32 22 14 7 92
Togo 5.439 2 90 9 13 48 40 18 18 34 80 33 29 15 0 81
Uganda 19.710 18 95 17 21 37 35 26 26 16 97 12 11 5 5 93
Zambia 74.339 20 91 42 53 7 7 40 40 16 14 35 39 36 16 74
Zimbabwe 38.685 3 78 49 57 9 8 44 44 67 32 34 29 28 18 3
América del Norte 1.879.066 29 55 24 23 12 12 13 14 .. 16 79 75 27 13 f 6
Canadá 922.097 36 62 25 25 5 5 2 2 16 3 79 77 58 31 6
Estados Unidos 915.896 23 49 23 23 19 20 26 26 41 30 79 75 27 6
Centroamérica y Caribe 264.826 27 66 29 33 16 15 38 37 .. 64 67 64 41 26 24
Belice 2.280 73 92 59 74 4 4 2 2 0 11 48 48 0 0 62
Costa Rica 5.106 59 97 39 42 10 10 46 46 0 77 59 54 36 36 13
Cuba 10.982 29 90 21 19 34 39 26 25 11 101 75 74 .. .. 2
República Dominicana 4.838 30 89 28 28 33 32 43 43 5 171 58 55 47 32 38
El Salvador 2.072 34 95 6 9 44 41 38 31 0 295 58 49 32 27 35
Guatemala 10.843 53 98 26 31 18 16 24 23 0 105 45 41 22 21 62
Haití 2.756 8 82 3 6 40 40 18 18 3 289 36 30 23 21 86
Honduras 11.189 51 98 48 53 13 17 13 13 0 58 44 40 33 20 18
Jamaica 1.083 58 96 30 34 26 22 21 22 31 235 52 52 35 0 36
México 190.869 21 56 28 31 14 14 42 41 69 51 75 73 54 32 20
Nicaragua 12.140 44 95 25 34 18 13 40 40 0 39 56 53 33 25 81
Panamá 7.443 57 96 38 45 9 9 21 20 0 39 56 54 34 34 31
Trinidad y Tobago 513 60 91 50 55 24 24 2 2 4 251 74 69 31 0 32
América del Sur 1.752.020 44 81 50 52 7 7 29 29 .. 19 80 74 54 36 36
Argentina 273.669 9 40 12 13 13 11 52 52 53 13 90 87 64 42 33
Bolivia 108.438 49 74 48 50 3 2 31 31 .. 8 62 56 39 31 61
Brasil 845.942 49 93 64 66 8 7 23 22 15 20 81 75 54 36 37
Chile 74.880 25 41 21 21 3 4 17 17 21 20 86 83 70 36 9
Colombia 103.870 66 104 44 45 4 5 40 39 17 37 75 69 54 36 22
Ecuador 27.684 53 83 37 42 11 11 18 18 63 44 60 55 50 35 26
Guyana 19.685 91 102 79 81 3 3 6 6 0 4 36 33 30 0 5
Paraguay 39.730 37 95 57 60 8 6 55 55 55 13 55 49 25 25 25
Perú 128.000 58 72 51 53 3 3 21 21 37 20 73 69 48 28 68
Surinam 15.600 85 89 86 86 0 0 0 0 0 3 74 65 .. .. 7
Uruguay 17.502 4 97 7 4 8 7 77 77 0 19 92 89 51 51 7
Venezuela 88.205 56 96 54 57 4 4 21 21 49 27 87 84 58 37 41
Oceanía 849.088 10 30 24 23 6 6 49 51 .. 4 73 70 .. .. 4
Australia 768.230 4 24 20 20 6 6 52 55 86 3 91 85 .. .. 2
Fiji 1.827 .. .. 45 46 16 14 10 10 0 45 49 42 21 0 68
Nueva Zelanda 26.799 43 73 29 28 13 13 52 52 0 14 86 85 .. .. 1
Papúa Nueva Guinea 45.286 89 99 66 69 2 2 0 0 1 12 13 13 7 0 19
Islas Salomón 2.799 82 90 88 89 3 3 1 1 0 15 16 14 0 0 8
Desarrollados 5.462.781 25 51 31 30 12 12 22 22 .. 23 72 70 .. .. 8
En desarrollo 7.623.524 23 49 25 26 12 11 30 29 .. 60 40 35 25 15 43
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a. Imágenes de resolución a 500 km procesadas por Global Land Cover Facility (GLCF) en la Universidad de Maryland. b. Evaluación de Recursos Forestales por la Organización de las Naciones Unidas para
la Agricultura y la Alimentación (FAO). c. La extensión de las tierras áridas se determina utilizando zonas de aridez; se incluyen zonas áridas, semiáridas y subhúmedas secas. Se excluyen las zonas hiperá-
ridas (desiertos de arena). Se analizaron datos de clima de 1950 a 1981 para conseguir estas estimaciones. d. La superficie incluye Luxemburgo. e. Los datos para 1990 y 2000 no incluyen Hong Kong ni
Macao. f. Los datos proceden de los censos nacionales.



DEFINICIONES Y METODOLOGÍA

La superficie total de suelo se mide en miles de hectáreas y excluye el área bajo
masas de agua de interior. Las masas de agua de interior generalmente incluyen los
grandes ríos y lagos. Los datos sobre el área del suelo fueron aportados por la Organi-
zación para la Agricultura y la Alimentación (FAO) y por la División de Estadísticas de
las Naciones Unidas.

El área forestal es calculada por WRI como porcentaje de la superficie terrestre total
usando la información de las imágenes del satélite MODIS analizadas por Global
Land Cover Facility (GLCF) en la Universidad de Maryland y de la Evaluación mundial
de recursos forestales 2000 de la FAO (FRA 2000).

Las imágenes del satélite MODIS identifican el porcentaje de cobertura forestal por
cada imagen de pixels de 500 metros de superficie terrestre en base a un año de
fotografías de MODIS. Los datos fueron sumados a nivel mundial por GLCF a petición
de WRI. Los valores aquí presentados muestran el porcentaje de superficie terrestre
total con más del 10 por ciento o 50 por ciento del suelo cubierto por copas de árboles.

Las estimaciones de la Organización para la Agricultura y la Alimentación (FAO)
son obtenidas de la FRA 2000. La superficie forestal incluye tanto a los bosques natura-
les, compuestos principalmente por especies autóctonas de árboles, y las plantaciones,
bosques que han sido establecidos artificialmente. Si no predomina otro uso del suelo
(como el agroforestal), cualquier área superior a 0,5 hectáreas en que las copas de los
árboles cubran más del 10 por ciento del suelo es clasificada como un bosque. Las
estadísticas forestales se basan principalmente en la información sobre el inventario
de bosques aportada por los gobiernos nacionales; las metodologías de compilación
nacionales pueden consultarse en http://www.fao.org/forestry/fo/fra/index.jsp. La FAO
ha armonizado estas evaluaciones nacionales con la definición del 10 por ciento fores-
tal antes mencionada. En las regiones tropicales, los inventarios nacionales son
complementados con datos de alta resolución del satélite Landsat procedentes de una
variedad de lugares de muestra que cubran un total del 10 por ciento de la zona fores-
tal tropical. Donde sólo se disponía de un inventario de datos limitado o sin actualizar,
la FAO utilizó proyecciones lineales y la opinión de expertos para rellenar las lagunas en
los datos. Si no existían estadísticas forestales para los años 1990 y 2000, la FAO
realizó proyecciones hacia el pasado o el futuro para estimar las áreas forestales en los
dos años de referencia.

La tierra cultivable y de cultivo permanente es calculada por WRI como el porcen-
taje de la superficie total terrestre. La tierra cultivable es la tierra bajo cultivos
temporales (las áreas de doble cultivo son contabilizadas sólo una vez), praderas
temporales para césped o pastos, tierra para huertos y barbechos temporales (menos
de cinco años). La tierra abandonada como resultado de los cultivos cambiantes no
está incluida en esta categoría. La tierra de cultivos permanentes es la tierra con
cultivos que ocupan el suelo durante largos periodos y no necesitan ser replantados
después de cada cosecha, como el coco, café y el corcho; esta categoría incluye la
superficie con árboles cultivados para madera o leña. Siempre que es posible, los
datos sobre el uso agrícola del suelo son recogidos de los cuestionarios que la FAO
distribuye entre los gobiernos. Sin embargo, una parte significativa de los datos se
basa en estimaciones tanto oficiales como no oficiales.

Los pastos permanentes son calculados por WRI como un porcentaje del área total
de suelo. Los pastos permanentes son las tierras empleadas a largo plazo (cinco años
o más) con plantas de forrajes herbáceos, ya sean cultivados o silvestres. Arbustos y
sabanas en algunos casos pueden ser clasificados tanto como área forestal o como
pastos permanentes.

Las tierras áridas son calculadas por WRI como el porcentaje del total de área terres-
tre incluido dentro de tres de las seis zonas de aridez del mundo: la árida, la semiá-
rida y la subhúmeda seca. La Convención de las Naciones Unidas para Combatir la

Desertificación (UNCCD) adoptó esta definición de las tierras áridas con objeto de
identificar las zonas donde deben concentrarse los esfuerzos para combatir la degra-
dación del suelo y promoverse los métodos para conseguir un desarrollo sostenible. El
mundo se divide en seis zonas de aridez en función del índice de aridez, que es la
relación entre la precipitación media anual (P) y la evapotranspiración media anual
(ETP). Las tierras áridas que atañen a la UNCCD incluyen aquellas con un índice de
aridez entre 0,05 y 0,65 mm (excluyendo las regiones polares y subpolares). Los
índices inferiores a 0,05 indican zonas hiperáridas o verdaderos desiertos. Los índices
de 0,65 o superiores identifican zonas húmedas. Las áreas con un índice de aridez
entre 0,05 y 0,65 comprenden las áreas áridas, semiáridas y subhúmedas secas. Para
más información, visitar la página web de UNCCD en http://www.unccd.int/main.php.
Se han utilizado datos climáticos de 1950 a 1981 para definir los límites de las zonas
de aridez para el mundo con una resolución de unos 50 km.

La densidad de población es calculada por WRI como el número de personas por
kilómetro cuadrado de superficie terrestre, utilizando los datos de superficie terres-
tre de la FAO mostrados en la primera columna. Los datos de población son de la
División de Población de las Naciones Unidas.

La población urbana como porcentaje del total es la proporción de la población total
de un país que reside en áreas definidas como urbanas en cada uno de los países del
mundo. Estas definiciones varían ligeramente de un país a otro. Muchos países definen
un área urbana según el número total de habitantes en una aglomeración de población.
Tradicionalmente, el umbral para considerar urbana a una región se encuentra entre los
1.000 y 10.000 habitantes. Otros países identifican a varias de sus ciudades o provin-
cias como urbanas y definen al resto de la población como rural. Las estimaciones de
la proporción de la población que vive en áreas urbanas se obtienen de fuentes
nacionales. Los censos y los registros civiles son las fuentes más comunes para estas
cuentas. Una vez que se establecen los valores de la proporción urbana a nivel
nacional, son aplicados a las estimaciones y proyecciones de los totales nacionales de
población de Perspectivas de población en el mundo: Revisión de 2002.

El porcentaje de población que vive en ciudades con más de 100.000 y 1 millón
de habitantes indica la distribución de población y los niveles de urbanización
dentro de un país. WRI calcula los porcentajes del conjunto de datos de Población
urbana en las regiones del Banco Mundial según el tamaño de la ciudad y las cifras
de población total de la División de Población de la ONU. Los datos de población
urbana son recogidos principalmente de las oficinas nacionales de estadística,
organizaciones internacionales como las Naciones Unidas y la página web del World
Gazetteer. También han sido añadidos los datos de oficinas nacionales del censo de
varios países de la OCDE (Canadá, Estados Unidos) para complementar esta
columna.

El porcentaje de la población urbana que vive en suburbios es la proporción de
la población urbana de un país que vive en hogares clasificados como chabolas. El
Programa de Asentamientos Humanos de las Naciones Unidas (UN-HABITAT) define
un hogar de los suburbios como un grupo de individuos que vive bajo un mismo techo
que carece de una o más de las siguientes condiciones: “un estado seguro de la
tenencia, un acceso adecuado a un agua mejorada, un acceso a un saneamiento
mejorado y otras infraestructuras, calidad de estructuras de viviendas y un área
suficiente para habitar”.

Mientras que se utiliza la misma metodología para determinar la población de
los suburbios en todos los países, las fuentes de los datos varían. Siempre que estén
disponibles, las encuestas por hogar, como las encuestas demográficas de salud
(DHS) y las encuestas agrupadas de indicadores múltiples (MICS), fueron una fuente
habitual de datos. Se ha realizado un esfuerzo para asegurar que los hogares no
fueran contabilizados por partida doble, en el caso de que carecieran de más de uno
de los indicadores. Ante la inexistencia de encuestas por hogar, o cuando las encues-
tas por hogar no aportaban las respuestas para los indicadores deseados, se estima-

218

11 Uso del suelo y asentamientos humanos: notas técnicas



219

ron las poblaciones de los suburbios. Las estimaciones fueron obtenidas a partir de
un modelo estadístico usando los datos nacionales disponibles y el Índice de Desarro-
llo Humano (IDH) del Programa de las Naciones Unidas para Desarrollo.

FRECUENCIA DE ACTUALIZACIÓN DE LOS DATOS
POR PARTE DE LOS PROVEEDORES

Los datos de la superficie total de suelo, el suelo cultivable y con cultivos perma-
nentes y los pastos permanentes son actualizados anualmente por la FAO. Los
datos de población son actualizados cada dos años por la División de Población de
las Naciones Unidas. La superficie forestal basada en imágenes del satélite
MODIS fue publicada por GLCF en 2002. La Evaluación de recursos forestales
mundiales es publicada por la FAO cada 5 años; los datos en esta tabla correspon-
den a la edición de 2000. Los datos de las tierras áridas fueron preparados en 1991;
no está prevista ninguna actualización. Los datos sobre población urbana por tamaño
de ciudad son actualizados continuamente por el Banco Mundial. Ésta es la primera
recopilación mundial de datos sobre población urbana que vive en suburbios.

FIABILIDAD DE LOS DATOS Y ADVERTENCIAS

Los datos de superficie terrestre están pensados sólo para amplias estimaciones y no
para comparaciones estrictas. La clasificación de las superficies terrestres es
inherentemente subjetiva; los expertos con frecuencia expresan opiniones diferentes
sobre los criterios para categorizar los ecosistemas y los tipos de uso, a su vez la
resolución de los satélites esenciales y la información de encuestas pueden variar
ampliamente dentro del conjunto de datos. Además, la información sobre los tipos de
superficie terrestre aquí mostrada procede de diferentes fuentes y refleja diferentes
periodos de tiempo. No se pretende representar exclusivamente tipos de cobertura
terrestre y existe un cierto grado de solapamiento.

Cobertura forestal: como se muestra en la tabla, las estimaciones de cobertura fores-
tal difieren ampliamente en base a la metodología de recopilación y de clasificación
empleada. La FAO utiliza una definición de bosques más compleja que la utilizada en
los datos de MODIS, al requerir una cobertura forestal del 10 por ciento y que la selvi-
cultura sea el uso predominante del suelo en la zona investigada. Por tanto, algunas
áreas con cobertura forestal de más del 10 por ciento podrían no ser contadas como
bosques si el uso predominante del suelo es el agrícola, el asentamiento urbano o algún
otro uso no forestal. Al no realizarse esa distinción en los datos de cobertura forestal de
MODIS, las categorías de cobertura forestal del “10 por ciento y superior” sumarán un
área superior a las áreas forestales de la FAO en la mayoría de los países.

Imágenes de satélite MODIS: tras la publicación de la base de datos Características
Mundiales de la Cobertura Terrestre (GLCC, en inglés) por GLCF, varios equipos cientí-
ficos evaluaron la precisión de la perspectiva de GLCC comparando los resultados con
imágenes vía satélite de mayor resolución. Estos equipos hallaron que la precisión de
la perspectiva de GLCF, dependiendo del punto de vista de la evaluación, se situaba
en una horquilla de 60 a casi el 80 por ciento, lo que significa que la clasificación de
los equipos de evaluación de un área determinada estuvieron de acuerdo con la clasi-
ficación de GLCF entre el 60 y 80 por ciento del tiempo.

Estimaciones de la FAO: la FAO reconoce que la calidad de los datos primarios disponi-
bles sigue siendo pobre, particularmente para los países tropicales, áreas forestales
abiertas y bosques no productivos. En la mayoría de los países tropicales, los bosques no
son vigilados con la exhaustividad o frecuencia suficiente para definir su extensión con
precisión o para evaluar sus cambios. En ausencia de un inventario de datos para fechas
específicas (1990 y 2000), las últimas estimaciones de la FAO de superficie forestal y
cambios a lo largo del tiempo suelen estar basados en proyecciones y opiniones de exper-
tos y por tanto siguen siendo suposiciones. Tan sólo una o dos imágenes vía satélite
parecen haber sido la fuente primaria de la nueva información para algunos países con
un pobre inventario de datos. Los bosques abiertos son difíciles de evaluar por técnicas

de detección remota y las agencias forestales gubernamentales tienden a no investigar-
los como parte de los inventarios forestales normales. Los bosques no productivos no
están incluidos en estos totales, aunque muchos parezcan cumplir la definición de
bosques de la FAO. Mientras que calidad de los datos de los países desarrollados
generalmente es mejor que la de los países en desarrollo, aún surgen problemas con las
estimaciones a causa de las diferencias en las definiciones forestales nacionales y los
sistemas de medición y el uso de diferentes periodos de referencia. En los países del
norte, la frontera entre bosques y tundra es vaga. Para una discusión sobre la fiabilidad
de los datos en relación con FRA 2000, ver http://pdf.wri.org/fra2000.pdf.

Tierras áridas: la fiabilidad de los totales de superficie terrestre está limitada por la
resolución de 50 kilómetros del conjunto de datos. Los datos climáticos fueron obteni-
dos de un número limitado de observaciones de campo. Las fronteras reales entre las
zonas de aridez no son ni abruptas ni estáticas, lo que hace un tanto artificial la
delineación de fronteras. Los datos deberían ser considerados, por tanto, útiles como
un indicador general de la extensión de las tierras áridas dentro de cada país, más
que como una representación exacta de la situación climática en el suelo. Algunos
métodos alternativos para medir la extensión de las superficies de tierras áridas
incluyen emplear la humedad del suelo y los sistemas de producción agrícola, aunque
estos métodos también pueden estar sujetos a problemas similares como la baja
resolución de los datos, la limitación de las observaciones de campo y la subjetividad
a la hora de delinear límites exactos a la superficie.

Porcentaje de población urbana que vive en suburbios: la definición de las condi-
ciones de un suburbio de UN-HABITAT, antes descrita, no siempre puede medir las
condiciones de vida con suficiente precisión. La cobertura subnacional de las encues-
tas por hogar varía, como también lo hace la cobertura internacional para los distin-
tos indicadores. A pesar de estos inconvenientes, éste es el conjunto de datos más
fiable en todo el mundo sobre este asunto tan complejo.

FUENTES

Área total de suelo y área de cultivo: Food and Agriculture Organization of the
United Nations (FAO). 2004. FAOSTAT on-line statistical service. Rome: FAO. Disponi-
ble en http://apps.fao.org.

Área forestal, imágenes satélite MODIS: University of Maryland Global Land Cover
Facility (GLCF). 2002. MODIS 500m Vegetation Continuous Fields Percent Tree Cover.
Disponible en http://glcf.umiacs.umd.edu/data/.

Área forestal, estimaciones de la FAO: Food and Agriculture Organization of the
United Nations (FAO). 2001. Global Forest Resources Assessment 2000 – Main Report.
Rome: FAO. Disponible en http://www.fao.org/forestry/fo/fra/index.jsp.

Tierras áridas: U. Deichmann and L. Eklundh. 1991. Global Digital Data Sets for Land
Degradation Studies: A GIS Approach. GRID Case Study Series No. 4. Nairobi, Kenya:
United Nations Environment Program/Global Resource Information Database
(UNEP/GRID).

Densidad de población: United Nations Population Division. 2003. World Urbaniza-
tion Prospects: The 2003 Revision. Urban and Rural Areas Dataset
(POP/DB/WUP/Rev.2003/Table A.7). Datos digitalizados. Disponible en
http://www.un.org/esa/population/ordering.htm. New York: United Nations.

Población por tamaño de ciudad: The World Bank Group. 2004. Urban Population in
World Bank Regions by City Size. Washington, D.C.: World Bank. Disponible en
http://www.worldbank.org/urban/env/population-regions.htm.

Población que vive en suburbios: United Nations Human Settlements Program (UN-
HABITAT). 2003. Slums of the World: The Face of Urban Poverty in the New Millennium?
Nairobi: UN-HABITAT. Disponible en http://www.unhabitat.org/publication/slumreport.pdf.
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12 Alimentación y agricultura
Fuentes: Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación, Federación Internacional de Movimientos de Agricultura Orgánica, Departamento de Agricultura de Estados Unidos

Mundo 1.534.466 18,1 0,87 90,1 17,5 87,1 101,4 8.610 .. 36,9 2.804 16,7
Asia (exc. Oriente Medio) 500.878 34,2 .. 2,02 139,0 12,3 .. .. .. 2.182 .. 20,6 2.682 14,3
Armenia 560 50,0 .. 0,36 8,9 32,7 3.464 .. 114,6 16 46,1 29,2 2.268 16,1

2.00 72, 0,20 0,5 6,1 15, 6.108 .. 118, 5 21, 21, 2.57 14,
Bangladesh 8.42 54, .. 4,58 170,8 0,7 8.99 91,8 97,8 35 6,6 0,0 2.20 3,1
Bután 16 24, .. 5,8 .. .. 2.50 119, 76, 0 22, .. .. ..
Camboya 3.80 7,1 .. 1,2 .. 0,5 1.05 89, 99, 2 3,4 .. 2.04 9,4
China (c ) 153.956 35,7 0,06 3,29 227,6 e 7,2 3.149 52,1 109,1 .. (1,4) 28,1 2.951 20,9
Georgia 1.06 44,1 .. 0,48 26, 16,1 2.00 .. 112, 48, 39, 2.35 17,
India (d) 170.11 33, 0,0 1,5 102,1 9,0 3.291 83, 98, 128 (5,5) 4,9 2.45 7,7
Indonesia 33.70 14, 0,0 1,48 78, 2,1 2.25 76, 104, 20 11, 7,4 2.90 4,3
Japón 4.76 54, 0,1 0,5 282, 423, 11.43 112, 95, .. 67, 45,8 2.761 20,7
Kazajstán 21.671 10,8 .. 0,06 2,3 2,3 1.321 .. 107,5 .. (47,4) 47,2 2.677 25,6
Corea, Rep. Pop. Dem 2.70 54,1 .. 1,21 100, 25, 2.48 108, 106, 97 26, .. 2.14 6,5
Corea, República de 1.87 60, 0,0 1,2 379, 106, .. 76, 92, .. 65, 46, 3.058 15,
Kirguistán 1.411 76, .. 0,38 18,8 18, 6.58 .. 99, 2 11,5 39, 2.99 19,
Laos, Rep. Pop. Dem.                               1.001 17, 0,01 2,1 12,8 1,1 .. 68, 112, 6 1,4 .. 2.31 7,1
Malasia 7.585 4,8 .. 0,24 149,1 5,7 736 60,8 108,4 .. 69,0 41,4 2.881 18,1
Mongolia 1.20 7,0 .. 0,2 2,7 4,2 19 132, 95,8 .. 58, .. 2.24 39,
Myanmar 10.611 18,8 .. 1,71 9,0 e 1,0 3.11 84, 116, .. (3,6) 4,9 2.93 4,8
Nepal                                                         3.29 34, 0,0 3,3 22, 1,4 3.30 88,1 99, .. 0,3 .. 2.45 6,5
Pakistán (d 22.12 80, 0,08 1,1 132, 14, 7.40 78,8 97, 1 (13,6) 3,9 2.41 18,1
Filipinas 10.700 14,5 0,02 1,18 73,4 e 1,1 2.099 95,5 106,1 68 19,6 23,7 2.379 15,7
Singapur 2 .. .. .. .. 32, .. 893, 71, .. .. 14,1 .. ..
Sri Lanka 1.91 33, 0,6 2,0 127, 4,2 6.28 115, 100,1 81 29, .. 2.38 7,1
Tayikistán 1.05 68, .. 0,7 11, 28, 12.74 .. 120, 121 37, 12, 1.828 9,2
Tailandia 19.36 25, 0,0 1,1 92, 11, 4.59 90, 103, 1 (26,5) .. 2.46 12,
Turkmenistán 1.915 94,0 .. 0,38 54,0 26,1 14.182 .. 98,1 .. .. 18,3 2.742 15,4
Uzbekistán 4.82 88, .. 0,6 149,1 35, 11.21 .. 103, 9 3,8 18, 2.241 17,
Vietnam 8.89 33, 0,08 3,3 225, 18, 6.61 64, 113,8 6 (5,5) 10, 2.56 12,1
Europa 303.993 8,3 .. 0,10 73,4 36,1 .. .. 107,5 f 96 .. 51,3 3.331 27,7
Albania 699 48,6 .. 1,07 26,8 e 11,4 1.522 89,6 105,0 25 44,9 .. 2.848 28,6

1.46 0,3 11,6 0,1 148,1 224, 96, 91,7 .. (9,7) .. 3.67 33,1
Bielorrusia 5.73 2,3 .. 0,11 121, 11, 13 .. 110, .. 11, 50,8 3.00 26,
Bélgica .. .. 1,4 .. .. .. .. .. 96,8 .. 52, .. 3.58 30,
Bosnia-Herzegovina 1.09 0,3 .. 0,11 38,8 26, .. .. 83,8 5 28, 62, 2.89 13,
Bulgaria 3.583 16,5 0,00 0,06 43,2 e 6,7 425 145,2 101,0 3 (25,0) 39,1 2.848 24,5
Croacia 1.588 0,3 0,0 0,1 110, 1,5 .. .. 92, .. (8,3) 71,1 2.79 19,
República Checa 3.30 0,7 5,0 0,1 119, 28, .. 90, .. (1,6) .. 3.171 27,
Dinamarca 2.28 19, 6,6 0,0 134, 53, 23 87, 101, .. (12,5) .. 3.43 38,1
Estonia 631 0,6 3,0 0,1 42, 79, 7 .. 107, .. 25, .. 3.00 27,
Finlandia 2.208 2,9 7,00 0,06 135,1 88,2 30 124,9 101,6 .. (6,0) .. 3.100 37,5
Francia 19.58 13, 1,7 0,0 213, 64, 20 99, 93, .. (55,0) .. 3.65 37,1

11.99 4,0 4,1 0,08 217, 85,8 77 101, 93, .. (22,2) .. 3.49 30,
Grecia 3.84 37, 0,8 0,2 111, 64, 1.621 100,1 95, .. 22, .. 3.721 21,8
Hungría 4.80 4,8 1,7 0,1 94, 23, 511 115, 95, .. (44,7) .. 3.48 32,6
Islandia 7 .. 0,70 .. .. e 1288,4 29 129,7 104,3 .. .. .. 3.249 41,5
Irlanda 1.12 .. 0,7 0,1 562, 144,8 0 89,8 92, .. 24, .. 3.65 31,1
Italia 11.06 24, 8,0 0,1 128,1 148, 1.84 106,8 91, .. 25, .. 3.671 25,
Letonia 1.861 1,1 0,81 0,08 35, 30,1 9 .. 111, .. (8,6) .. 2.938 28,
Lituania 2.98 0,2 0,2 0,0 54, 34, 6 .. 109, .. (6,1) .. 3.32 26,
Macedonia, ARY 612 9,0 .. 0,19 36,4 88,2 .. .. 91,1 .. 29,1 44,9 2.655 21,8
Moldavia, Rep. 2.14 14, .. 0,2 14, 19,1 .. .. 102,8 .. (24,9) 59, 2.80 16,
Países Bajos 94 59, 2,1 0,2 443, 159, 2.85 101, 92, .. 68, .. 3.36 34,
Noruega 871 14, 3,1 0,1 200, 151,1 25 118, 97, .. 25, 68, 3.48 33,
Polonia 14.22 0,7 0,3 0,3 110, 91, 9 111, 97, .. 0,3 .. 3.37 26,1
Portugal 2.705 24,0 2,20 0,23 76,9 62,5 3.258 68,2 97,4 .. 64,8 .. 3.741 29,1
Rumanía 9.89 31,1 0,2 0,1 37, 16, 1.33 124, 106, 1 (3,4) 59, 3.45 20,
Federación Rusa 125.30 3,7 0,0 0,0 12, 6,2 108 .. 110, 1 (16,9) 49, 3.07 22,
Serbia y Montenegro 3.72 0,8 0,3 0,2 66, 109, .. .. 97, 0 (8,0) 65, 2.678 35,
Eslovaquia 1.55 11, 2,2 0,1 74, 14, .. .. 91, .. (1,5) .. 2.889 27,5
Eslovenia 198 1,5 1,91 0,09 357,0 562,6 .. .. 106,4 .. 37,3 .. 3.001 32,1
España 18.71 20, 2,28 0,0 122, 48, 1.331 74, 106, .. 28, .. 3.371 27,8
Suecia 2.68 4,3 6,09 0,0 98, 61, 98 115,1 99, .. (11,8) .. 3.18 33,
Suiza 43 5,8 10,0 0,3 225, 256, 112, 99, .. 32,5 59, 3.526 33,8
Ucrania 33.45 6,8 0,58 0,11 14, 9,5 588 .. 95, 2 (53,8) 45,8 3.05 20,
Reino Unido 5.80 2,9 4,2 0,0 327, 87, 4 107, 96,8 .. 2,1 .. 3.41 30,
Oriente Medio y N. de África 100.520 28,7 .. 0,51 66,8 17,2 .. .. .. 2.232 .. 33,2 3.110 9,9
Afganistán 8.054 29,6 .. 0,74 2,3 0,1 2.836 .. .. 388 .. .. .. ..

8.26 6,8 .. 0,31 12,8    e 11, 481 76, 109, 43 73,8 25, 3.02 9,9
Egipto 3.40 100, 0,1 2,5 392, 26,8 16.36 68, 95, 11 34,1 32, 3.338 7,6
Irán, Rep. Islámica 17.088 43, .. 0,38 80,1 e 14, .. 72, 106, 0 24,1 21, 3.08 9,5
Iraq 6.09 57, .. 0,1 105, 9,8 7.108 .. .. 1.33 .. 16,1 .. ..
Israel 424 45,8 0,90 0,16 210,8 57,8 3.055 124,8 99,2 .. 75,8 66,7 3.666 21,8
Jordania 40 18,8 .. 0,48 55, 14, 1.89 110, 121, 20 91, 49,8 2.67 9,2
Kuwait 86, .. 0,9 .. 5,9 23.33 56, 103, .. 114, 42, 3.01 17,
Líbano 313 33, 0,0 0,1 187,1 e 26, 2.75 78,1 96,1 48 81, 40, 3.19 17,
Libia 2.15 21, .. 0,0 34, 15,8 1.98 107, 95, .. 91, 20, 3.32 10,
Marruecos 9.283 14,5 0,14 0,44 37,1 e 4,6 1.180 80,3 116,7 4 43,8 27,1 3.052 7,7
Omán 81 76, .. .. .. 1,9 15.34 107, 86, .. 84, .. .. ..

rabia Saudita 3.79 42, .. 0,19 101,1 e 2,6 4.07 72, 100, .. 62, 69, 2.84 13,
Siria 5.421 24, 0,0 0,28 54, 18, 3.53 115, 112, 5 7,5 34, 3.038 13,6
Túnez 4.908 7,8 0,3 0,1 20, 7,2 44 87, 89, .. 90, 36, 3.238 10,
Turquía 28.523 18,3 0,14 0,55 63,4 e 33,3 1.044 97,3 95,2 .. 5,0 36,0 3.357 9,5
Emiratos rabes Unidos 26 28, .. 0,31 147,1 1,5 6.371 32, 52, .. 84, 12,8 3.22 22,
Yemen 1.66 30, .. 1,8 10, 4,1 3.78 99,8 98, 91, 0,9 2.038 7,0
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Para más información, por favor, visite http://earthtrends.wri.org/datatables/agriculture

África Subsahariana 182.680 3,7 .. 1,02 11,4 1,3 .. 92,4 97,4 f 3.145 .. 7,0 2.262 6,6
Angola 3.300 2,3 .. 1,27 .. 3,1 64 91,9 104,1 217 42,7 .. 2.083 8,5
Benin 2.81 0,4 0,0 0,68 13, 0,1 62, 99, 6 16,5 .. 2.548 4,4
Botswana 38 0,3 .. 0,9 12, 15,8 161 162, 100, .. 168, 12, 2.151 18,1
Burkina Faso 4.40 0,6 .. 1,3 0,4 0,5 17 72,8 108, 21 7,3 4,8 2.46 4,6
Burundi 1.351 5,5 .. 2,4 2,8 0,1 15 117, 98,8 5 7,2 .. 1.64 2,1
Camerún 7.160 0,5 0,09 0,52 7,3 e 0,1 102 103,0 105,0 0 20,3 .. 2.273 5,7
República Centroafricana 2.02 .. .. 0,6 0,3 0,01 1 88, 101, 5 21,1 .. 1.98 9,9
Chad 3.63 0,6 .. 0,7 4,8 0,0 5

1
92, 101, 6 5,5 .. 2.11 6,6

Congo 24 0,4 .. 2,6 21, 3,0 125,8 97, 4 102, .. 2.16 6,1
Congo, Rep. Dem.                                     7.80 0,1 .. 1,6 0,2 0,3 151, 89, 45 23, 0,0 1.59 2,2
Costa de Marfil 6.900 1,1 .. 0,42 9,2 e 0,6 82 83,2 91,8 13 43,3 1,9 2.631 4,1
Guinea Ecuatorial 23 .. .. 0,5 .. 0,7 4 96, 90, .. .. .. .. ..
Eritrea 50 4,2 .. 2,8 10, 0,9 57 .. 74, 4 471, 2,7 1.51 5,4
Etiopía 10.671 1,8 .. 2,1 11,8 0,3 231 .. 99, 1.219 7,4 1,1 1.85 4,9
Gabón 49 3,0 .. 0,4 0,6 3,0 10 119, 95, .. 68, .. 2.63 12,
Gambia 255 0,8 .. 2,11 3,1 0,2 91 133,2 65,5 7 49,1 0,0 2.273 5,6
Ghana 6.331 0,2 0,1 0,9 5,3 0,6 4 57, 107, 43 18, 3,2 2.66 4,5
Guinea 1.54 6,2 .. 2,2 2,1 0,4 91 97,1 103, 32 26, .. 2.40 3,6
Guinea-Bissau 548 3,1 .. 0,9 4,4 0,0 28 83, 93, 6 38,1 .. 2.02 6,5
Kenia 5.16 1,7 0,0 2,3 29,1 e 2,4 22 96, 94, 4 22, 1,9 2.09 11,
Lesotho 334 0,3 .. 0,84 34,0 6,0 31 119,9 104,2 38 240,7 6,8 2.638 4,3
Liberia 60 0,5 .. 1,3 .. 0,5 101 141, 84,8 37 74, .. 1.90 2,9
Madagascar 3.55 30, .. 1,6 2,5 1,0 4.08 128, 94, 4 5,2 .. 2.00 9,5
Malawi                                                       2.44 1,2 0,01 1,98 11, 0,6 36 82, 79, 15 17, 2,3 2.15 2,7
Mali 4.70 2,9 .. 0,9 8,9 0,6 1.46 104, 96, 7 4,7 1,5 2.17 9,6
Mauritania 500 9,8 .. 1,28 5,8 e 0,8 3.000 109,1 97,6 63 .. 0,0 2.772 17,5
Mozambique 4.43 2,4 .. 1,8 5,9 1,4 13 99, 98,1 95 27,8 1,0 2.07 2,3
Namibia 82 0,9 .. 0,38 0,4 3,8 20 134, 90, 41 123, .. 2.278 15,
Níger 4.50 1,5 .. 1,0 1,1 0,0 46 115, 99,8 7 8,7 2,7 2.13 5,1
Nigeria 33.00 0,7 .. 0,4 7,1 1,0 17 62, 97, 3 14,1 1,8 2.72 3,2
Ruanda 1.385 0,4 .. 2,99 0,2 0,1 25 126,4 103,4 20 8,7 7,4 2.084 2,9
Senegal                                                     2.50 2,8 0,1 1,2 12, 0,3 598 72, 86, 2 58, 0,0 2.28 9,1
Sierra Leona 60 5,0 .. 1,8 0,5 0,1 64 137, 96, 50 52,8 0,0 1.93 3,8
Somalia 1.071 18, .. 2,5 0,5 1,6 3.07 .. .. 16 .. 5,0 .. ..
Sudáfrica 15.71 9,5 0,0 0,11 48, 4,6 708 94, 100,1 21 11, 34, 2.95 12,
Sudán 16.653 11,7 .. 0,46 5,1 e 0,7 2.195 89,7 102,0 126 25,0 7,4 2.228 20,4
Tanzania, Rep. Unida 5.10 3,3 0,1 2,9 1,6 e 1,5 37 129, 97, 51 7,7 2,2 1.97 6,3
Togo 2.63 0,7 .. 0,4 7,3 0,0 3 93, 96, .. 16, 13, 2.34 3,4
Uganda 7.20 0,1 1,3 1,2 0,8 0,7 7 114, 99,1 11 6,4 4,4 2.41 6,2
Zambia 5.28 0,9 0,0 0,58 6,9 e 1,1 25 107, 102, 35 75,8 3,4 1.92 4,9
Zimbabwe 3.35 3,5 .. 1,08 45, 7,2 67 95, 85,1 174 61,7 8,5 1.94 7,7
América del Norte 223.951 10,4 .. 0,02 99,0 24,8 .. 82,8 97,5 f .. .. 62,5 3.756 27,6
Canadá 45.879 1,7 1,30 0,01 53,6 e 16,0 118 87,1 95,2 .. (47,5) 72,0 3.589 26,7
Estados Unidos 178.068 12, 0,2 0,0 110, 27,1 1.10 82, 97,8 .. (40,5) 61, 3.77 27,
Centroamérica y Caribe 42.178 19,3 .. 0,40 66,9 10,6 .. .. .. 415 .. 45,1 2.878 17,1
Belice 102 2,9 1,30 0,25 45,2 11,6 2 67,7 94,0 .. 31,7 .. 2.869 20,7
Costa Rica 52 20, 3,11 0,6 223, 13, 2.83 72, 88, .. 81, 54, 2.87 20,
Cuba 3.788 23, 0,1 0,1 46,1 e 19, 1.26 128, 107, 1 61,8 .. 3.15 12,
República Dominicana 1.59 17, 0,4 0,3 61,1 e 1,2 1.40 138, 102, .. 61, 57,1 2.34 14,8
El Salvador                                                   91 4,9 0,31 0,8 80, 3,8 93 88, 95,1 7 40,8 33, 2.58 13,
Guatemala 1.905 6,8 0,33 1,03 107,6 e 2,3 844 85,1 95,5 118 46,1 29,4 2.219 9,2
Haití 1.10 6,8 .. 1,98 12, 0,1 1.02 151, 98,8 144 61, 2,0 2.08 7,0
Honduras 1.428 5,6 0,0 0,5 106,1 3,6 48 114, 101,1 27 52, 42,8 2.35 14,
Jamaica 28 8,8 0,2 0,9 73, 10,8 73 86, 97,8 .. 80,8 33,8 2.68 14,
México 27.30 23, 0,2 0,31 68, 11, 2.21 94, 100,8 .. 31,8 47, 3.14 19,
Nicaragua 2.161 4,3 0,14 0,18 8,9 e 1,3 393 107,0 110,7 55 19,6 30,6 2.298 7,8
Panamá 69 5,0 0,2 0,36 42,0 7,2 35 126, 98, .. 51, 32,1 2.27 23,
Trinidad y Tobago 12 3,3 .. 0,40 14,3 22,1 13 100,1 114, .. 97, 34,8 2.73 15,8
América del Sur 126.594 8,3 .. 0,21 78,7 10,4 .. 76,0 107,5 f 289 .. 52,4 2.851 21,2
Argentina 35.000 4,5 1,70 0,04 24,6 e 8,6 791 83,8 99,6 .. (174,9) 38,6 2.992 29,9
Bolivia 3.10 4,2 1,0 0,4 3,7 1,9 52 63, 110, 7 27, 36, 2.23 16,
Brasil 66.58 4,4 0,2 0,1 102, 12,1 56 68, 114, .. 12,8 62, 3.05 22,1
Chile 2.30 82, 1,5 0,4 209,1 e 23, 3.468 67, 102, .. 31,4 50,9 2.86 21,
Colombia 3.85 23, 0,2 0,8 145, 4,9 1.08 87, 98, .. 48, 35, 2.58 16,
Ecuador 2.985 29,0 0,74 0,42 117,1 e 4,9 4.653 68,6 103,5 63 23,5 40,0 2.754 18,2
Guyana 51 29, 0,01 0,11 25, 7,1 3.22 65, 105, 26 (22,8) 8,1 2.69 16,
Paraguay 3.11 2,2 0,38 0,2 21, 5,3 14 81, 107, .. (3,6) 3,0 2.56 22,1
Perú 4.31 27, 0,4 0,71 74, 3,1 3.90 66,8 105, 12 38, 40, 2.571 13,1
Surinam 6 76,1 0,28 0,4 83, 19, 9.19 149,1 104,1 .. (12,5) .. 2.65 13,1
Uruguay 1.340 13,5 4,00 0,14 86,7 e 24,6 2.264 92,2 101,8 .. (18,9) 15,0 2.828 29,7
Venezuela 3.408 16, .. 0,2 88, 14, 1.168 99,1 91, .. 37, 23,1 2.33 17,
Oceanía 53.664 5,4 .. 0,06 59,9 7,2 .. 90,4 98,7 f .. .. 62,5 .. ..
Australia 48.600 5,2 2,20 0,01 47,1 6,2 356 85,3 95,9 .. 156,4 64,8 3.054 33,8
Fiji 28 1,1 0,0 0,4 35,1 24, 19 86, 96,1 .. 93, .. 2.89 16,
Nueva Zelanda 3.37 8,5 0,3 0,0 267, 22, 27 88, 110, .. 29, 41, 3.21 33,
Papúa Nueva Guinea 87 .. 0,41 2,2 13, 1,3 1 103, 98, .. 85, .. .. ..
Islas Salomón 7 .. .. 2,2 .. 0,1 .. 121,1 96, .. 85, .. 2.26 7,5
Desarrollados 635.324 10,7 .. 0,07 79,9 30,5 .. 100,1 98,5 f 397 .. 56,3 3.314 26,3
En desarrollo 904.850 23,2 .. 1,42 98,6 8,3 .. 73,4 103,8 f 7.962 .. 23,8 2.674 13,5
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a. No incluye el suelo empleado en pastos permanentes. b. Las importaciones netas de cereales se calculan restando las exportaciones de las importaciones; los valores negati-
vos denotan países que son exportadores netos de cereales. Incluyen los alimentos recibidos como ayuda alimentaria. Los valores no tienen en cuenta los cambios en las reser-
vas de cereales. Como resultado, algunas cifras pueden ser negativas o mayores que 100. c. Los datos de China generalmente incluyen Taiwán. d. Los datos de Cachemira-Jammu
generalmente son incluidos en India y excluidos de Pakistán. Los datos de Sikkim están contabilizados en India. e. Los datos son recogidos del 1 de julio de 2001 al 30 de junio
de 2002. f. Los totales regionales son obtenidos directamente de la FAO, de forma que las definiciones regionales pueden variar ligeramente respecto a las utilizadas por WRI.



DEFINICIONES Y  METODOLOGÍA

La superficie agrícola, en miles de hectáreas, es el área total de toda la superficie
cultivable y con cultivos permanentes. La superficie cultivable es la que se encuentra
bajo cultivos temporales (aquellos que son sembrados y cosechados en el mismo año
agrícola), prados temporales para segar o pastos, huertos y barbechos temporales
(menos de cinco años). La tierra abandonada como resultado de los cambios de cultivos
no está incluida en esta categoría. Los cultivos permanentes corresponden a la tierra
cultivada con cultivos que ocupan la tierra por largos periodos y que no precisan ser
replantados después de cada cosecha, incluyendo la tierra empleada para plantar
árboles para leña o madera. La tierra con pastos permanentes no está incluida aquí.

Los cultivos irrigados como porcentaje del total se refieren a la proporción de super-
ficie agrícola equipada para suministrar agua a los cultivos. Esto incluye las áreas
equipadas para una irrigación controlada total o parcial, las áreas de irrigación por
inundación fluvial y los humedales y fondos de valles interiores equipados.

Los cultivos orgánicos como porcentaje del total muestran la proporción de tierra
agrícola convertida a la agricultura orgánica certificada o en proceso de conversión. Las
definiciones de agricultura orgánica varían según el país. De acuerdo con la Federación
Internacional de Movimientos de Agricultura Orgánica (IFOAM, en inglés), “la agricultura
orgánica es un sistema de producción agrícola que promueve la producción de alimen-
tos y fibras ecológica, social y económicamente sólida, y excluye el uso de fertilizantes,
pesticidas, reguladores del crecimiento, piensos para el ganado y aditivos que estén
compuestos sintéticamente y los organismos genéticamente modificados”. La informa-
ción se obtiene directamente de IFOAM. Los datos aquí mostrados incluyen las dehesas
utilizadas para el pasto. Los datos sobre tierra bajo gestión orgánica son resultado de
encuestas realizadas entre octubre y diciembre de 2003 e investigaciones de IFOAM.
También se pidió a expertos de organizaciones integrantes, organismos de certificación
y otras instituciones que contribuyeran a estas estadísticas.

Intensidad de los inputs agrícolas: el trabajo muestra la intensidad del input laboral en
los sistemas agrícolas por cada hectárea de superficie agrícola. WRI calcula la intensidad
de trabajo dividiendo el número de trabajadores agrícolas por la superficie de tierra
agrícola. Los trabajadores agrícolas incluyen a todas las personas económicamente
activas implicadas en la agricultura, caza, selvicultura o pesca. De acuerdo con la Organi-
zación Internacional del Trabajo (OIT), la población económicamente activa “comprende a
todas las personas sea cual sea su sexo que suministran la mano de obra para la produc-
ción de bienes y servicios económicos”. La OIT obtiene las estimaciones de trabajo de los
censos de población y encuestas sobre muestras de la población económicamente activa.
Cuando se carece de los datos de un país, la OIT estima las cifras a partir de países vecinos
similares o usando modelos especiales de tasas de actividad. La Organización para la
Agricultura y la Alimentación de la ONU (FAO) aporta las cifras anuales empleadas para
estos cálculos interpolando y extrapolando las series decenales de la OIT.

Intensidad de los inputs agrícolas: los fertilizantes miden la masa en kilogramos de los
nutrientes de nitrógeno (N), potasas (K2O) y fosfatos (P2O5) consumidos anualmente por
cada hectárea de cultivo. Los datos de los informes de algunos países se basan en su año
de fertilización; i.e., los datos de 2001 realmente comprenden del 1 de julio de 2001 al 30
de junio de 2002. Los datos son recogidos a través del cuestionario sobre fertilizantes de
la FAO, con la ayuda del Grupo de Trabajo Ad Hoc sobre Estadísticas de Fertilizantes.

Intensidad de los inputs agrícolas: la mecanización muestra el número de tractores
utilizados en la agricultura por cada mil hectáreas de tierras cultivables y con cultivos
permanentes. WRI calcula la intensidad del uso de tractores gracias a las estimaciones
de la FAO sobre superficie agrícola y el número total de tractores para cada país. Los
tractores generalmente se refieren a tractores con todas sus ruedas o de oruga, exclu-
yendo a los tractores de huertos. La intensidad de mecanización es útil para compren-
der la naturaleza de los sistemas de producción, al tender a utilizarse tractores en zonas
con tierras más llanas y con menos fuerza de trabajo. Los gobiernos nacionales facilitan
a la FAO la información sobre maquinaria agrícola a través de encuestas.

Intensidad de los inputs agrícolas: las extracciones de agua miden el volumen de
agua utilizado en el sector agrícola por cada hectárea de tierra cultivable y con cultivos
permanentes. El uso de agua para agricultura se define como las extracciones de agua
que son atribuidas al sector agrícola, utilizadas principalmente para el riego. WRI
calcula la intensidad del agua utilizando los datos sobre uso del agua del sistema de
información AQUASTAT de la FAO y los datos sobre uso agrícola del suelo de la base de
datos FAOSTAT. Para estimar el uso agrícola del agua, es preciso evaluar tanto los requi-
sitos para el riego con agua y la extracción de agua para agricultura. AQUASTAT recoge
esta información de varias fuentes, incluyendo los recursos hídricos nacionales y los
planes directores de regadíos; anuarios, estadísticas e informes nacionales; informes de
la FAO; encuestas internacionales y los resultados de encuestas realizadas por centros
de investigación nacionales e internacionales.

El índice de producción de alimentos per cápita muestra la producción de alimentos,
excluyendo el pienso animal, del sector agrícola de un país en base al periodo 1999-
2001. La producción de alimentos per cápita cubre todos los productos agrícolas comes-
tibles que contienen nutrientes; quedando excluidos el café y el té. Para un año y un país
determinados, el índice se calcula tomando la producción media disponible de todas las
materias primas alimentarias en términos de peso o volumen durante el periodo de
referencia y dividiendo la producción de ese año por la media de la producción de 1999-
2001 y luego multiplicándolo por 100. En otras palabras, los valores del índice mostra-
dos en esta tabla indican unos niveles de producción de alimentos per cápita mayores
que los niveles de 1999-2001 en caso de que sus valores sean mayores a 100. Los datos
aquí mostrados corresponden a 1983 y 2003.

Los cereales recibidos como ayuda alimentaria representan el total de cargamentos
de cereales transferidos a los países receptores a modo de donación total o altos térmi-
nos concesionales. Los cereales incluyen trigo, cebada, maíz, centeno, avenas, mijo,
sorgo, arroz, alforfón, alpiste, fonio, quinoa, tritical, harina de trigo y los cereales que
componen los alimentos mezclados. Para facilitar las comparaciones entre las entregas
de diferentes materias primas, los cereales procesados y mezclados han sido converti-
dos a su equivalente en grano usando factores específicos de conversión. La informa-
ción sobre cargamentos de ayuda alimentaria es facilitada a la FAO por el Programa
Mundial de Alimentos (PMA).

Las importaciones netas de cereales como porcentaje del consumo indican si los
países son capaces de producir suficientes cereales para el consumo doméstico. Se
calcula dividiendo la suma de importaciones netas (importaciones menos exportaciones)
por el total de consumo de cereales (producción más importaciones, menos exportacio-
nes). Los cereales importados como ayuda alimentaria son tenidos en cuenta en las
importaciones netas. Esta variable no tiene en cuenta los cambios en las reservas de
cereales. Como resultado, algunas cifras pueden ser negativas o mayores que 100. Los
cereales incluyen trigo, cebada, maíz, centeno, avenas, mijo, sorgo, arroz, alforfón,
alpiste, fonio, quinoa, tritical, harina de trigo y los cereales que componen los alimentos
mezclados. La FAO ha obtenido los datos sobre importaciones y exportaciones, en su
mayor parte, de gobiernos, publicaciones nacionales y, más frecuentemente, de sus
propios cuestionarios.

Los cereales para alimentar el ganado como porcentaje del consumo total son
calculados dividiendo el total de cereales para ganado consumidos por el total de cerea-
les consumidos nacionalmente. El cereal incluye trigo, arroz, maíz, cebada, sorgo, mijo,
centeno, avenas y cereales mezclados. El consumo de cereales incluye todo el uso
nacional durante el año comercial del país en cuestión. Es la suma de piensos, alimen-
tos, semillas y usos industriales. Los datos son recogidos de diversas fuentes. Mientras
que la FAO requiere usar estimaciones nacionales oficiales, el Departamento de Agricul-
tura de Estados Unidos (USDA, en inglés) complementa las estimaciones oficiales con
los datos recogidos de otras fuentes. La parte de datos internacionales del USDA es
actualizada con aportaciones de los agregados agrícolas destacados en las embajadas
de EE UU en todo el mundo, los analistas de materias primas del Servicio de Agricultura
Exterior (FAS, en inglés) de EE UU y analistas nacionales y de materias primas del Servi-
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cio de Investigación Económica (ERS, en inglés) del USDA. WRI calcula el porcentaje aquí
mostrado a partir de las estimaciones de consumo y pienso de cereales del USDA.

El suministro de calorías per cápita se refiere a la cantidad de alimentos por persona
al día expresada en kilocalorías. La proporción de suministro de calorías procedente
de productos animales refleja el porcentaje de alimentos disponibles que se ha
obtenido de productos animales, incluyendo todo tipo de carne y pescado, grasas anima-
les y aceites de pescado, menudillos comestibles, leche, mantequilla, queso y nata y
huevos y productos derivados. La FAO recopila las estadísticas sobre consumo aparente
de alimentos en base a la Contabilización del Suministro/Uso (SUA, en inglés) que
mantiene FAOSTAT, su servicio de estadísticas en línea. Las SUA son las series tempora-
les de datos que usan estadísticas sobre el suministro y el uso. Para cada producto
alimentario, la SUA sigue los suministros desde la producción, las importaciones y las
reservas hasta la utilización en diferentes formas: sumado a las reservas, exportaciones,
alimentación animal, semillas, procesado para propósitos alimentarios o no, residuos (o
pérdidas) y, finalmente, como alimento disponible para la población. Para la coherencia
interna, el suministro total de alimentos equivale al uso total. La FAO obtiene los valores
calóricos aplicando los factores de composición alimentaria adecuados a las cantidades
de materias primas procesadas, en lugar de examinando las materias primas en sí. Los
suministros per cápita se obtienen del suministro total disponible para el consumo
humano dividiendo las cantidades de alimentos por el total de población que realmente
comparte los suministros de alimentos durante el periodo de referencia.

FRECUENCIA  DE  ACTUALIZACIÓN DE LOS DATOS
POR PARTE DE  LOS PROVEEDORES

Los datos de la FAO son actualizados anualmente, con la excepción de los datos de
producción, que son actualizados tres veces al año, y los datos de comercio, que son
actualizados semestralmente. Los datos de agricultura orgánica internacional fueron
publicados por primera vez por la IFOAM en 1998 y son actualizados anualmente. El
Servicio de Agricultura Exterior del USDA actualiza sus estimaciones de producción inter-
nacional de cereales cada mes.

FIABILIDAD DE LOS DATOS Y  ADVERTENCIAS

Suelo agrícola y cultivos irrigados: los datos son recopilados de varias fuentes
(publicaciones nacionales, cuestionarios de la FAO, publicaciones internacionales,
etc.). Como resultado, las definiciones y la cobertura no son siempre conformes a las
recomendaciones de la FAO y pueden no ser siempre completamente consistentes en
todos los países. 

Cultivos orgánicos como porcentaje del total: los datos de agricultura orgánica son
recogidos por IFOAM de una variedad de fuentes, incluyendo las organizaciones que la
integran, organismos de certificación y otras instituciones. Los métodos de recolección
de datos varían según la institución y el país. Los porcentajes de la superficie agrícola
total bajo gestión orgánica son calculados por IFOAM. Los datos sobre superficie total
agraria utilizados en estos cálculos son diferentes de los que aporta la FAO sobre super-
ficie cultivable y con cultivos permanentes.

Trabajo: los valores pueden variar ampliamente entre los países y dentro de ellos de
acuerdo con la escasez de trabajo, tecnologías de producción y los costes de energía y
maquinaria. Las cifras anuales para el número total de trabajadores agrícolas han sido
obtenidas interpolando y extrapolando las tendencias pasadas (1950-2000) tomadas de
las series decenales de población de la OIT. Como resultado, las fluctuaciones en la mano
de obra pueden no ser captadas por las cifras anuales. La intensidad del trabajo puede ser
sobreestimada en países con importantes industrias pesquera o forestal, ya que la fuerza
de trabajo agrícola incluye algunos de los trabajadores implicados en estas actividades.

Fertilizantes: los datos son omitidos para algunos países con un área relativamente
reducida de cultivos, como Islandia y Singapur. En estos casos, el cálculo de fertilizan-
tes consumidos por hectárea de cultivo ofrece un resultado poco fidedigno.

Mecanización: los métodos de recopilación de datos difieren según el país; como resul-
tado, los grados de fiabilidad varían. Deben tomarse algunas precauciones a la hora de
interpretar las cifras de uso de tractores porque los datos no tienen en cuenta las varia-
ciones en el tamaño y potencia de los diferentes tractores.

Extracciones de agua: aunque AQUASTAT representa la recopilación más completa y
cuidadosa de estadísticas de recursos hídricos hasta la fecha, los datos de agua dulce
generalmente son de pobre calidad. Las fuentes de información varían, pero rara vez son
completas. El acceso a la información sobre recursos hídricos aún está restringido por
razones relacionadas con la sensibilidad política a nivel regional. La precisión y fiabili-
dad de la información varía en gran medida entre regiones y países. Los datos habitual-
mente son recogidos en años diferentes para distintos países y son interpolados o extra-
polados a un único año.

Índice de producción de alimentos per cápita: los índices no son una medición
directa, sino que son obtenidos a partir de un conjunto de fórmulas y algoritmos. Por
tanto, el cálculo contiene un componente inevitable de subjetividad. La fiabilidad está
limitada por la exactitud y precisión de los datos de producción agrícola y los precios.
Mientras que estos datos pueden ilustrar comparaciones aproximadas y tendencias a lo
largo del tiempo, no se recomiendan comparaciones rígidas de cifras y clasificaciones.
Los índices a nivel nacional aquí consignados pueden diferir de otros cálculos de produc-
ción agrícola debido a los conceptos cambiantes de producción, cobertura, pesos, periodo
de referencia de los datos y métodos de cálculo.

Cereales recibidos como ayuda alimentaria: los datos sobre cargamentos y entregas
de ayuda alimentaria son regidos en base a procedimientos de contabilidad establecidos
y generalmente son considerados fiables. Estas mediciones representan la cantidad de
cereales distribuida a los países receptores; no son una medición del consumo.

Cereales para alimentar ganado como porcentaje del consumo total: como sucede
con cualquier conjunto de datos amplio y complejo, existen numerosas dificultades
relacionadas con el mantenimiento de la precisión y la estandarización de normas de
información en los diferentes países y materias primas. En general, estos datos deberían
ser considerados precisos, pero los usuarios deberían aplicar la precaución habitual a la
hora de intentar establecer comparaciones fiables entre países.

Suministro de calorías: las cifras aquí mostradas representan sólo el suministro medio
de calorías disponible para la población en total y no indican necesariamente cuál es el
consumo real entre los individuos. Incluso si se emplean los datos como aproximaciones
del consumo per cápita, es importante tener en cuenta que varía considerablemente el
consumo entre individuos. Los datos sobre el suministro de alimentos son sólo tan
exactos como lo sean los datos subyacentes de producción, comercio y utilización.

FUENTES

Superficie agrícola total, índices de riego, trabajo, fertilizantes, mecanización,
producción de alimentos y ayuda alimentaria y suministro de calorías: Food and
Agriculture Organization of the United Nations (FAO). 2004. FAOSTAT on-line statistical
service. Rome: FAO. Disponible en http://apps.fao.org.

Cultivos orgánicos como porcentaje del total: Yussefi, M. and Willer, H. (editors).
2004. The World of Organic Agriculture – Statistics and Emerging Trends – 2004. Tholey-
Theley, Germany: IFOAM. Disponible en http://www.ifoam.org.

Extracciones de agua: Food and Agriculture Organization of the United Nations (FAO), Water
Resources, Development and Management Service. 2003. AQUASTAT Information System on
Water and Agriculture: Review of World Water Resources by Country. Rome: FAO. Disponible
en http://www.fao.org/waicent/faoinfo/agricult/agl/aglw/aquastat/water_res/index.htm.

Cereales para alimentación animal: United States Department of Agriculture (USDA),
Economic Research Service, Foreign Agricultural Service (FAS). 2004. Production, Supply
and Distribution Data on-line. Washington, D.C.: USDA. Disponible en
http://www.fas.usda.gov/psd/.
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ASIA 
(excluido Oriente Medio)
Armenia
Azerbaiyán
Bangladesh
Brunéi Darussalam
Bután
Camboya
China
Corea, Rep
Corea, Rep. Pop. Dem.
Filipinas
Georgia
Hong Kong
India
Indonesia
Japón
Kazajstán
Kirguistán
Laos, Rep. Pop. Dem.
Macao
Malasia
Maldivas
Mongolia
Myanmar
Nepal
Pakistán
Singapur
Sri Lanka
Tailandia
Taiwán
Tayikistán
Timor Oriental
Turkmenistán
Uzbekistán
Vietnam

EUROPA
Albania
Alemania
Andorra
Austria
Bélgica
Bielorrusia
Bosnia-Herzegovina
Bulgaria
Croacia
Dinamarca
Eslovaquia
Eslovenia
España
Estonia
Federación Rusa
Finlandia
Francia
Gibraltar
Grecia
Hungría
Irlanda
Isla de Man

Islandia
Islas del Canal de la Mancha
Islas Feroes
Italia
Letonia
Liechtenstein
Lituania
Luxemburgo
Macedonia, ARY
Malta
Moldavia
Mónaco
Noruega
Polonia
Portugal
Países Bajos
Reino Unido
República Checa
Rumanía
San Marino
Serbia y Montenegro
Suecia
Suiza
Ucrania

ORIENTE MEDIO Y
NORTE DE ÁFRICA
Afganistán
Arabia Saudita
Argelia
Bahréin
Chipre
Egipto
Emiratos Árabes Unidos
Irán, Rep. Islámica
Iraq
Israel
Jordania
Kuwait
Líbano
Libia, Rep. Árabe
Marruecos
Omán
Qatar
Sahara Occidental
Siria, Rep. Árabe
Territorios Palestinos
Túnez
Turquía
Yemen

ÁFRICA SUBSAHARIANA
Angola
Benín
Botswana
Burkina Faso
Burundi
Cabo Verde
Camerún
Chad

Comores
Congo
Congo, Rep. Dem.
Costa de Marfil
Eritrea
Etiopía
Gabón
Gambia
Ghana
Guinea
Guinea Bissau
Guinea Ecuatorial
Kenia
Lesotho
Liberia
Madagascar
Malawi
Mali
Mauricio (isla)
Mauritania
Mozambique
Namibia
Níger
Nigeria
Rep. Centroafricana 
Reunión
Ruanda
Santa Elena
Santo Tomé y Príncipe
Senegal
Seychelles
Sierra Leona
Somalia
Suazilandia
Sudáfrica
Sudán
Tanzania
Togo
Uganda
Yibuti
Zambia
Zimbabwe

AMÉRICA DEL NORTE
Bermuda
Canadá
Estados Unidos
Groenlandia
San Pedro y Miquelón

AMÉRICA CENTRAL Y
CARIBE
Antigua y Barbuda
Antillas Holandesas
Aruba
Bahamas
Barbados
Belice
Costa Rica
Cuba

Dominica
El Salvador
Granada
Guadalupe
Guatemala
Haití
Honduras
Islas Caimán
Islas Turcas y Caicos
Islas Vírgenes
Islas Vírgenes Británicas
Jamaica
Martinica
México
Nicaragua
Panamá
Puerto Rico
República Dominicana
San Cristóbal y Nieves
Santa Lucía
San Vicente y las Granadinas
Trinidad y Tobago

AMÉRICA DEL SUR
Argentina
Bolivia
Brasil
Chile
Colombia
Ecuador
Guyana
Guyana Francesa
Islas Malvinas
Paraguay
Perú
Surinam
Uruguay
Venezuela

OCEANÍA
Australia
Fiji
Guam
Islas Cook
Islas Marshall
Islas Salomón
Kiribati
Marianas del Norte (islas)
Micronesia
Nauru
Nueva Caledonia
Nueva Zelanda
Niue
Palau
Papúa Nueva Guinea
Polinesia Francesa
Samoa
Samoa Americana
Tonga
Vanuatu

REGIONES
Clasificación del Instituto de Recursos Mundiales
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EN DESARROLLO
Afganistán
Argelia
Angola
Antigua y Barbuda
Antillas Holandesas
Arabia Saudita
Argentina
Aruba
Bahamas
Bahréin
Bangladesh
Barbados
Belice
Benín
Bermuda
Bolivia
Botswana
Brasil
Brunéi Darussalam
Burkina Faso
Burundi
Bután
Cabo Verde
Camboya
Camerún
Chad
Chile
China
Chipre
Colombia
Comores
Congo
Congo, Rep. Dem.
Corea, Rep.
Corea, Rep. Pop. Dem.
Costa de Marfil
Costa Rica
Cuba
Dominica
Ecuador
Egipto
El Salvador
Emiratos Árabes Unidos
Eritrea
Etiopía
Fiji
Filipinas
Gabón
Gambia
Ghana
Granada
Groenlandia
Guadalupe
Guam
Guatemala
Guinea
Guinea Bissau
Guinea Ecuatorial
Guyana

Guyana Francesa
Haití
Honduras
Hong Kong
India
Indonesia
Islas Caimán
Islas Cook
Islas Malvinas
Islas Marshall
Islas Salomón
Islas Turcas y Caicos
Islas Vírgenes
Islas Vírgenes Británicas
Irán, Rep. Islámica
Iraq
Jamaica
Jordania
Kenia
Kiribati
Kuwait
Laos, Rep. Pop. Dem.
Lesotho
Líbano
Liberia
Libia
Macao
Madagascar
Malasia
Malawi
Malasia
Maldivas
Mali
Marianas del Norte (islas)
Marruecos
Martinica
Mauricio
Mauritania
México
Micronesia
Mongolia
Mozambique
Myanmar
Namibia
Nauru
Nepal
Nicaragua
Níger
Nigeria
Niue
Nueva Caledonia
Omán
Pakistán
Palau
Panamá
Papúa Nueva Guinea
Paraguay
Perú
Polinesia Francesa
Puerto Rico

Qatar
República Centroafricana
República Dominicana
Reunión
Ruanda
Sahara Occidental
Samoa
Samoa Americana
San Cristóbal y Nieves
San Pedro y Miquelón
San Vicente y las Granadinas
Santa Elena
Santa Lucía
Santo Tomé y Príncipe
Senegal
Seychelles
Sierra Leona
Singapur
Siria, Rep. Árabe
Somalia
Sri Lanka
Sudán
Surinam
Suazilandia
Tailandia
Taiwán
Tanzania
Territorios Palestinos
Timor Oriental
Togo
Tonga
Trinidad y Tobago
Túnez
Turquía
Uganda
Uruguay
Vanuatu
Venezuela
Vietnam
Yemen
Yibuti
Zambia
Zimbabwe

DESARROLLADOS
Albania
Alemania
Andorra
Armenia
Australia
Austria
Azerbaiyán
Bélgica
Bielorrusia
Bosnia-Herzegovina
Bulgaria
Canadá
Croacia
Dinamarca

Eslovaquia
Eslovenia
España
Estados Unidos
Estonia
Federación Rusa
Finlandia
Francia
Georgia
Gibraltar
Grecia
Hungría
Irlanda
Islandia 
Isla de Man
Islas del Canal de la Mancha
Islas Feroes
Israel
Italia
Japón
Kazajstán
Kirguistán
Letonia
Liechtenstein
Lituania
Luxemburgo
Macedonia, ARY
Malta
Moldavia
Mónaco
Noruega
Nueva Zelanda
Países Bajos
Polonia
Portugal
Reino Unido
República Checa
Rumanía
San Marino
Serbia y Montenegro
Sudáfrica
Suecia
Suiza
Tayikistán
Turkmenistán
Ucrania
Uzbekistán

T A B L A S  E S T A D Í S T I C A S

PAÍSES DESARROLLADOS Y EN DESARROLLO 
Clasificación de la Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación
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BAJOS INGRESOS
Afganistán
Angola
Azerbaiyán
Bangladesh
Benín
Burkina Faso
Burundi
Bután
Camboya
Camerún
Chad
Comores
Congo
Congo, Rep. Dem.
Costa de Marfil
Corea, Rep. Pop. Dem.
Eritrea
Etiopía
Gambia
Georgia
Ghana
Guinea
Guinea Bissau
Guinea Ecuatorial
Haití
India
Indonesia
Islas Salomón
Kenia
Kirguistán
Laos, Rep. Pop. Dem.
Lesotho
Liberia
Madagascar
Malawi
Mali
Mauritania
Moldavia
Mongolia
Mozambique
Myanmar
Nepal
Nicaragua
Níger
Nigeria
Pakistán
Papúa Nueva Guinea
República Centroafricana
Ruanda
Santo Tomé y Príncipe
Senegal
Sierra Leona
Somalia
Sudán
Tanzania
Tayikistán
Timor Oriental
Togo

Uganda
Uzbekistán
Vietnam
Yemen
Zambia
Zimbabwe

INGRESOS MEDIOS
Albania
Arabia Saudita
Argelia
Argentina
Armenia
Belice
Bielorrusia
Bolivia
Bosnia-Herzegovina
Botswana
Brasil
Bulgaria
Cabo Verde
Chile
China
Colombia
Costa Rica
Croacia
Cuba
Dominica
Ecuador
Egipto
El Salvador
Eslovaquia
Estonia
Federación Rusa
Fiji
Filipinas
Gabón
Granada
Guatemala
Guyana
Honduras
Hungría
Irán, Rep. Islámica
Iraq
Islas Marshall
Jamaica
Jordania
Kazajstán
Kiribati
Letonia
Líbano
Libia
Lituania
Macedonia
Malasia
Maldivas
Marianas del Norte (islas)
Marruecos
Mauricio

México
Micronesia
Namibia
Omán
Palau
Panamá
Paraguay
Perú
Polonia
República Checa
República Dominicana
Rumanía
Sahara Occidental
Samoa
Samoa Americana
San Cristóbal y Nieves
San Vicente y las Granadinas
Santa Lucía
Serbia y Montenegro
Seychelles
Siria, Rep. Árabe
Sri Lanka
Suazilandia
Sudáfrica
Surinam
Tailandia
Territorios Palestinos
Tonga
Trinidad y Tobago
Túnez
Turkmenistán
Turquía
Ucrania
Uruguay
Vanuatu
Venezuela
Yibuti

INGRESOS ALTOS
Alemania
Andorra
Antigua y Barbuda
Antillas Holandesas
Aruba
Australia
Austria
Bahamas
Bahréin
Barbados
Bélgica
Bermuda
Brunéi Darussalam
Canadá
Chipre
Corea, Rep.
Dinamarca
Emiratos Árabes Unidos
Eslovenia
España

Estados Unidos
Finlandia
Francia
Grecia
Groenlandia
Guadalupe
Guam
Guyana Francesa
Hong Kong
Irlanda
Isla de Man
Islandia
Islas Caimán
Islas del Canal de la Mancha
Islas Feroes
Islas Vírgenes
Israel
Italia
Japón
Kuwait
Liechtenstein
Luxemburgo
Macao
Malta
Martinica
Mónaco
Noruega
Nueva Caledonia
Nueva Zelanda
Países Bajos
Polinesia Francesa
Portugal
Puerto Rico
Qatar
Reino Unido
Reunión
San Marino
Singapur
Suecia
Suiza

INGRESOS BAJOS, MEDIOS Y ALTOS 
Clasificación del Banco Mundial
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necesidades de información, 73, 97, 102-103
necesidades de infraestructuras, 97
nichos para productos y servicios, 17-18
obstáculos a la mejora de ingresos ambientales, 97
productos orgánicos, 94-95, 100-101
acuerdos con el sector privado, 101-104
problemas en la comercialización de ecosistemas, 105
estrategias de procesamiento de productos, 99
formación y apoyo, 97

infraestructuras de transporte para, 97, 98
Comercio

productos agrícolas, 30-31, 35
certificación de comercio justo, 94-95
distribución mundial, 28

Consentimiento informado, 72, 93
Consentimiento libre, previo e informado, 72, 93
Conservaciones de Namibia

beneficios para las mujeres, 117-118
participación en los beneficios de las, 91
funcionamiento comunitario y, 118-119
estado actual, 114
desarrollo de las, 114-115
efectos económicos, 117, 119-120
financiación, 116, 122
perspectivas de futuro, 121-123
lecciones aprendidas de la experiencia de las, 122
estructura y proceso de gestión, 114, 115-116, 

118-121
defectos, 114, 119-121
resultados positivos, 89, 114, 115, 116-119, 123
actividad turística, 116
gestión de la flora y fauna, 116, 117, 119, 121

Cooperativas, 94-95, 99-100
Corrupción

en el gobierno, 19
en la atención sanitaria, 20-21
en licencias/arrendamientos de recursos naturales de

propiedad estatal, 24
Costa de Marfil, 61
Costa Rica, retribución por servicios ambientales en, 

107-108, 109
Crédito, acceso al, 86, 98-99, 109

D
Daños ambientales

cambio climático, 13, 16, 22
productividad de los ecosistemas y, 17, 44, 80
hallazgos de la Evaluación de Ecosistemas del

Milenio, 42
procedimientos legales, 76-77
tendencias, 80
vulnerabilidades de los pobres del medio rural, 11,

13-16, 20, 21-22
Darewadi, India. Ver Programa Indo-Alemán de
Desarrollo de cuencas
Declaración de Río, 71
Desarrollo sostenible

recursos mancomunados, 41
perspectiva de los sustentos al, 36
Objetivos de Desarrollo del Milenio, 26, 154-161
la pobreza como un obstáculo para el, 5-10
en los documentos de estrategias de reducción de la

pobreza, 166-167
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problemas de la comercialización de los 
ecosistemas, 105

sistemas de tenencia y, 57, 59, 60
Descentralización

responsabilidad y, 64, 69, 87
beneficios y limitaciones, 62, 63-64
en la gestión comunitaria de los recursos naturales,

89-92, 168-169
definición, 62-63
gestión financiera, 65,69, 70
gobernanza, 56
defectos en la implementación, 64-69
control político en la, 65-69
privatización y, 69
estrategias para una implementación eficaz, 69-70, 

87-89
tenencia y, 86
tendencias, 62, 63

Desnutrición, 21, 42
Objetivos de Desarrollo del Milenio, 154

Deuda, condonación de la, 30
Documentos de estrategias de reducción de la pobreza

biodiversidad en los, 164
bases conceptuales, 162
gestión de los ecosistemas en los, 26-27
evaluaciones de ingresos ambientales, 165-167
bosques en los, 163-164
financiación, 170-171
gobernanza, 168-169
estado de implementación, 162
Objetivos de Desarrollo del Milenio y, 162, 170-171
participación en la planificación, 168-169, 170
indicadores de actuación/control de la actuación,

166, 170
actuación hasta la fecha, 163
participación pública en la planificación, 164-165
propósito, 26, 162
recomendaciones para mejorar, 27, 165-171
fallos en la integración de cuestiones

medioambientales, 162, 163-165
importancia de los, 162-163
sostenibilidad, 166-167
tenencia, 167-168
agua, 164
mujeres, 170

E
Ecoturismo, 17-18, 105, 169

arrecifes de coral, 50
en las conservaciones namibias, 116, 122

Ecuador, 76
Educación, logros,

coste de, 15
responsabilidades familiares y, 52

tendencias, 10
Enfermedades diarreicas, 22
Eritrea, 85
Esperanza de vida, 10
Espiritualidad y religión, 34
Estados Unidos, 116

Agencia para el Desarrollo Internacional, 117, 122
comercio agrícola y subsidios, 30, 31
gastos familiares, 14
pautas de pobreza, 12

Etiopía, 22, 59, 99
recursos mancomunados, 41

Evaluación de los Ecosistemas del Milenio, 42-43, 80, 157,
158
Evaluaciones participativas de la pobreza, 75

F
Fiji, gestión de pesquerías en

retos para los proyectos de restauración, 150
economía, 49-50, 149-150
implementación de los proyectos de restauración,

145-146, 147-148, 149
lecciones aprendidas de los esfuerzos de restauración,

149
Red LMMA, 147, 149
necesidad de, 144
resultados de los esfuerzos de restauración, 82, 144,

146, 148, 150, 151
problemas de furtivismo, 150-151
cooperación regional, 148-149
prácticas tradicionales y, 85, 144-145, 146, 147, 149,

150
Filipinas, 74, 76, 82

enfoque ecosistémico de la gestión de cuencas, 82
ingresos ambientales, 35, 49

Fondo Monetario Internacional, 26. Ver también
Documentos de estrategias de reducción de la
pobreza

Fondo Mundial para la Naturaleza (WWF), 116, 119, 122
Programa del Pacífico Sur, 147

Funcionamiento psicosocial
gestión comunitaria de los recursos naturales y, 88-89
pobreza y, 6

Fundación MacArthur, 149
Fundación Max Havelaar, 94
Fundación Packard, 149
Fundación para la Organización de Cuencas (WOTR), 

124-126, 127, 129
Fundación para los Pueblos del Pacífico Sur, 147

G
Ganado, 39, 50-51

enfoque ecosistémico de la gestión de pastos, 82
sistemas de tenencia de tierra para el, 61
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gestión de conservaciones en Namibia y, 121
derechos al pasto, 61
gestión de cuencas y, 125, 127
gestión de bosques en Tanzania y, 131, 132-133

Georgia, 14
Gestión comunitaria de los recursos naturales, 56, 66-67, 

70, 72, 89-90, 114, 169
Gestión del agua

enfoque ecosistémico, 81-82
perspectivas de futuro, 16
Objetivos de Desarrollo del Milenio, 155
resultados, 81-82, 90
en la perspectiva de los documentos de estrategias de

reducción de la pobreza, 164
Ver también Programa Indo-Alemán de Desarrollo de

Cuencas
Gestión de los ecosistemas

Principios de Acceso, 70-71
participación en los beneficios de las mejoras en la,

90-91
tenencia comunitaria y, 59-60
corrupción en la, 19
descentralización, 56, 62-63, 87, 88-89, 168-169
definición, 4
enfoque ecosistémico, 80-81, 82
objetivos de la Evaluación de Ecosistemas del 

Milenio, 42
mayores ingresos familiares como beneficio de la, 90
para aumentar los ingresos ambientales, 80-83
necesidades de información, 73-75
integración de la gobernanza y la, para el crecimiento

económico, 3-5, 12, 26-27, 55-56, 109-111
Objetivos de Desarrollo del Milenio, 154-161
seguimiento y ejecución, 95-96
obstáculos a la participación de los pobres en la, 23,

28, 67, 70-71
gobernanza política y, 4-5, 25-26
en los documentos de estrategias de reducción de la

pobreza, 26-27, 162, 163-165
acuerdos locales con el sector privado, 101-104, 110
productividad, 17,44, 79, 80
coordinación regional, 95
necesidades de recursos de los pobres para la, 27
roles del Estado en, 92-97
estrategias para la reducción de la pobreza, 4, 16-19, 79
derechos de tenencia y, 19-23, 57-59
comités de usuarios, 65-68

Ghana, 13, 76, 101
gestión medioambiental descentralizada, 64
ingresos ambientales, 49
documentos de estrategias de reducción de la

pobreza, 166, 169-170
Gobernanza

responsabilidad, 64,69, 73

acceso ciudadano, 23, 25, 70-73, 75-76
de conservaciones, 114
corrupción en la, 19, 24
descentralización, 62-70, 86, 87-92, 168-169
definición, 4
desigualdades de género, 68-69, 92
integración de, y gestión de ecosistemas para el

crecimiento económico, 3-5, 12, 26-27, 55-56,
109-111, 153

sistema legal, 76-77
licencias/arrendamientos de recursos naturales de

propiedad estatal, 24
construcción de capacidades locales, 92, 97
acuerdos de cogestión local-estatal, 93-96
Objetivos de Desarrollo del Milenio y, 158-159
obstáculos a la mejora de los ingresos ambientales de

los pobres, 19-25, 55, 56-57
obstáculos a la participación de los pobres, 23, 25
percepción de eficacia, 73
acción política de los pobres, 25
en documentos de estrategias de reducción de la

pobreza, 163, 168-169
problemas de la comercialización de ecosistemas, 105
estrategias en favor de los pobres, 69-70, 83, 88-92
roles del Estado en la gestión de ecosistemas, 92-97
derechos de tenencia, 19-23, 27, 56-62, 83-87
modelos tradicionales, 92
Ver también Procesos democráticos

Guatemala, 66, 76

H
HASHI, Proyecto. Ver Regeneración de bosques en

Tanzania (Proyecto HASHI)
Himalayas, 38, 44
Hogar, actividades para el mantenimiento del

efectos del sida, 22
logros educativos y, 52
resultados del Programa Indo-Alemán de Desarrollo

de Cuencas, 128
resultados del proyecto de gestión de bosques en

Tanzania, 134
Honduras, 104, 168

I
Impuestos, 24-25
India, 17, 25, 66, 69, 75-76

ingresos agrícolas, 39
recursos mancomunados, 13, 39
gestión medioambiental descentralizada, 63, 65
intervenciones en la productividad de los ecosistemas,

130
ingresos ambientales, 38, 39, 41-44, 48, 49, 50
cooperativas de comercio justo, 94-95
amenazas para la salud en, 22
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percepción de la eficacia en las instituciones de
gobierno, 73

tendencias de pobreza, 10
gestión de cuencas, 81-82, 90
uso de leña, 47
Ver también Programa Indo-Alemán de Desarrollo de

Cuencas
Indonesia, 24, 25, 77, 105

ingresos ambientales, 35
economía pesquera, 49
Ver también Tala ilegal en Indonesia

Información
acceso, 56, 71, 73-75, 159
para la responsabilidad, 73-74
agrícola, 73, 75
para evaluar la responsabilidad, 73-74
barreras del lenguaje a la, 74
para las elecciones sobre los medios de vida, 73
específica a la localidad, 75
para la comercialización, 97, 102-103
barreras técnicas a la, 74

Infraestructuras de transporte, 97, 98
Ingresos ambientales

ventajas de, 35
ingresos agrícolas y, 34, 39, 45
beneficios de la diversificación, 45, 105, 134-135
esfuerzos de comercialización para mejorar los, 97
recursos mancomunados, 13, 39-41
definición, 3, 35
gestión de los ecosistemas para aumentar los, 80-83
acaparamiento por las élites de los recursos estatales,

24, 65, 67, 86
pesquerías, 35, 38, 48-50
bosques y productos forestales, 35, 38, 43-45
obstáculos a la gobernanza para mejorar el acceso y el

uso, 3-4, 19-25, 56-57
mayores ingresos familiares como beneficio de los, 16,

24, 41-44, 82
implicaciones para las economías regionales y

nacionales, 35, 53, 82-83
importancia para los pobres del medio rural, 3, 4, 12-

13, 16-17, 33, 34, 35, 37-39, 40, 44, 45, 47, 48-50,
51, 52

basados en la ganadería, 39, 48-49
medición, 36, 37, 38
resultados de los esfuerzos de restauración de los

recursos marinos, 150
en los documentos de estrategias de reducción de la

pobreza, 165-167
fuentes de, 34-35, 37
estrategias para aumentar los, 79-80, 81
sostenibilidad, 166-167
efectos de la política fiscal, 24-25
tenencia e, 57, 58, 76, 86

aplicaciones, 38, 44, 52-53
ingresos silvestres, 34, 35, 37-39

Ingresos familiares
ingresos agrícolas, 39, 45
efectos del sida, 22
recursos mancomunados como fuente de, 13, 39-40
resultados de la gestión comunitaria de recursos

naturales, 89
ingresos ambientales, 37, 38-39, 44, 79
de la pesca, 48
de productos forestales, 46, 47, 48
de la ganadería, 50
pautas nacionales de distribución, 11-12
medición de la pobreza, 6-7
fuentes, 39
pautas de gasto, 14-15

Ingresos silvestres, 34, 35, 37-39
Instituciones y prácticas comunitarias

beneficios del programa de conservaciones de
Namibia, 118-119

protestas civiles, 25
gestión de conservaciones, 114
gestión medioambiental descentralizada, 62-70, 89
gestión de ecosistemas, 23
distribución equitativa de los beneficios de la gestión

de los ecosistemas, 90-91
participación equitativa en la toma de decisiones, 91-92
gestión de pesquerías en Fiji, 144-145, 148, 151
mantenimiento de las ventajas de las élites, 24
resultados de la lucha contra la tala ilegal en

Indonesia, 141
participación en el gobierno, 91-92
derechos de tenencia, 56,58, 59-61, 83-85
valor de los bienes y servicios de los ecosistemas, 51-52
proyecto de gestión de bosques en Tanzania y, 132-133
Ver también Recursos mancomunados

Inversión extranjera directa, 29
distribución, 29
resultados económicos, 29
consideraciones de la gestión de ecosistemas, 110
reducción de la pobreza y, 29

Irán, 66

J
Jordania, 11
Justicia y reparación por los perjuicios, 56, 71, 76-77

K
Kenia, 169

ingresos ambientales, 38, 47, 50-51
uso de leña, 47

L
Laos, 17, 67, 99
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ingresos ambientales, 49
Leña, 47, 52

riesgos de salud asociados, 21
dependencia mundial de la, 21-22
resultados del proyecto de gestión de bosques en

Tanzania, 134
Liberia, 49

M
Madagascar, 19
Malasia, 35
Malawi, 69

economía agrícola, 45
participación y logros educativos, 52 

Mali, 35
Marketing. Ver Comercialización y marketing
Marketing y ventas. Ver Comercialización y marketing
Marruecos, 14
México, 94, 99-100

gestión medioambiental descentralizada, 63
ingresos ambientales, 48
programas de asistencia en marketing, 97
programas de retribución por servicios ambientales, 106

Mongolia, 69
Mozambique

ingresos ambientales, 49
sistema de tenencia de la tierra, 85
uso de leña, 47

Mujeres
acceso a la información, 75
acceso a los recursos, 170
beneficios del programa de conservaciones de

Namibia, 117-118
gestión medioambiental descentralizada, 68-69
ingresos ambientales, 40
riesgos para la salud, 21
obstáculos para los logros educativos, 52
resultados del Programa Indo-Alemán de Desarrollo

de Cuencas, 128-129
resultados del proyecto de gestión de bosques de

Tanzania, 134, 135
participación en la gestión de pesquerías en Fiji, 

150, 151
participación en el gobierno, 75-76, 92
en los documentos de estrategias de reducción de la

pobreza, 170
derechos y regulación de la propiedad, 87

N
Naciones Unidas, 5

Programa de Desarrollo, 8, 36, 131
Organización para la Agricultura y la Alimentación, 73
Declaración del Milenio, 154
evaluación de la pobreza, 8

Ver también Objetivos de Desarrollo del Milenio
Namibia, 17-18

recursos mancomunados, 41
conservaciones. Ver Conservaciones de Namibia
ingresos ambientales, 38
geografía, 114, 115

Nepal, 66, 67
participación y logros educativos, 52
ingresos ambientales, 50

Ngitili
definición, 132-133
Ver también Regeneración de bosques en Tanzania

(Proyecto HASHI)Niños
logros educativos, 52
riesgos de salud para, 21
responsabilidades familiares, 52
desnutrición, efectos de la, 21
Objetivos de Desarrollo del Milenio, 154

Nicaragua, 94, 165, 167
Nichos de productos y servicios, 17-18
Nigeria, 98

ingresos ambientales, 39
documentos de estrategias de reducción de la

pobreza, 164

O
Objetivos de Desarrollo del Milenio, 4, 26

objetivos específicos del contexto, 160, 161
implementación nacional, 156-157
degradación de los ecosistemas como obstáculo para

alcanzar los, 42
consideraciones ambientales como tema transversal

para los, 160-161
objetivos de sostenibilidad ambiental, 154-161
indicadores de sostenibilidad ambiental, 154-155
objetivos de gobernanza, 158-159
objetivos de reducción del hambre, 154
objetivos individuales, 154, 155
interrelación entre los objetivos, 159
objetivos de reducción de mortalidad, 154
necesidades de los pobres del medio rural y, 158
orígenes, 154
indicadores de actuación/control de la actuación,

154, 156-157, 158, 159
actuación hasta la fecha, 154
objetivos de reducción de la pobreza, 154
documentos de estrategias de reducción de la

pobreza y, 162, 170-171
recomendaciones para mejorar los objetivos

ambientales, 157-160
acceso a los recursos, 159
carencias de los objetivos ambientales, 154-157
importancia de los, 154

Organización Mundial del Comercio, 30-31
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Organizaciones no gubernamentales
en la gestión de conservaciones, 114, 115
en la lucha contra la tala ilegal en Indonesia, 139, 140
en la construcción de capacidades de gobierno, 92, 97
en el Programa Indo-Alemán de Desarrollo de

Cuencas, 125
papel en la aportación de asistencia técnica, 92

Oriente Medio
Objetivos de Desarrollo del Milenio, 154
Ver también países específicos

P
Países Bajos, 116
Pakistán, 20

ingresos ambientales, 49
Permisos y licencias, 77
Perspectiva de desarrollo según los sustentos, 34

en la gestión comunitaria de los recursos naturales, 66
bases conceptuales, 36
definición de los sustentos, 33

Perú, 76, 77, 98
Pesquerías

administración descentralizada, 88-89
valor económico, 38, 48, 49
acaparamiento de los recursos estatales por las élites,

24
áreas marinas gestionadas localmente, 144-145
cogestión local-estatal, 93-96
gestión para mejorar la productividad, 18
cooperación regional, 148-149
pequeña escala, 35, 48-50
derechos de tenencia, 58, 85
Ver también Fiji, gestión de las pesquerías en

Pobres del medio rural
ingresos agrícolas, 39, 45
recursos mancomunados, 13, 39-40
ventajas competitivas, 100, 101
costes de la gestión comunitaria de los recursos

naturales, 90
estrategias para la reducción de la pobreza basadas en

los ecosistemas, 16-19, 79-80, 81
vinculación con los ecosistemas, 12-16, 33
efectos de la degradación de los ecosistemas, 42
distribución equitativa de los beneficios de la gestión

de los ecosistemas, 90-91
distribución mundial de la pobreza, 12
importancia de los ingresos ambientales, 3, 4, 12-13,

33, 34, 35, 37-39, 40, 44, 45, 47, 48-50, 51, 52
medición de los ingresos, 38
fuentes de ingresos, 34
necesidades de información para la gestión de los

ecosistemas, 73-75
ayuda e inversión internacionales, 11
Objetivos de Desarrollo del Milenio y, 158

obstáculos a la participación en el gobierno, 23, 65-68,
71, 91

resultados del Programa Indo-Alemán de Desarrollo
de Cuencas, 129-130

resultados del programa de conservaciones namibias,
117, 119-120

resultados del proyecto de gestión de bosques en
Tanzania, 134, 135-136, 137-138

percepción de la eficacia de las instituciones de
gobierno, 73

servicios del sector privado a los, 102-103
estrategias para mejorar la participación en el

gobierno, 91-92
Ver también Pobreza

Pobreza
riesgos de salud asociados, 20-22
definición, 6, 14
efectos del consentimiento libre, previo e 

informado, 72
implicaciones ambientales, 12-16
alcance y distribución, 7, 8, 9, 10, 11-12
ayuda exterior y, 29-30
inversión extranjera directa y, 29
factores mundiales, 28
descentralización del gobierno para reducir la, 62-70
historial de la eficacia de las intervenciones contra la

pobreza, 5, 26
enfermedades como causa de, 20
integración de la gobernanza y de la gestión de los

ecosistemas para la paliación de la, 3-5, 12, 26-27,
55-56, 79-80, 109-111, 153

esfuerzos internacionales para erradicar la, 153. Ver
también Objetivos de Desarrollo del Milenio;
Documentos de estrategia de reducción de la
pobreza

medición, 6-7, 8
desarrollo económico nacional y, 10, 11-12
pautas de distribución de los ingresos nacionales, 11-12
efectos psicosociales de la, 6
fundamentos para la intervención, 5-10
pautas de gasto, 14-15
reforma de la tenencia para reducir la, 62, 83-87
tendencias, 10-11
Ver también Pobres del medio rural

Principios del Ecuador, 110
Privatización, 42, 69

de recursos mancomunados, 40-41
Procesos democráticos

Principios de Acceso, (Declaración de Río), 70-71
responsabilidad, 69
en la gestión comunitaria de los recursos naturales,

66-67, 89, 91-92
consentimiento comunitario para grandes proyectos,

72, 93
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definición, 4
dominación por las élites de los, 65
gobernanza medioambiental y, 4-5, 25-26, 88-89
gestión de las pesquerías en Fiji, 144, 145, 150
consentimiento libre, previo e informado, 72
en el Programa Indo-Alemán de Desarrollo de

Cuencas, 125-126, 129, 130
acceso a la información para la participación en los,

73-75
integración de la gobernanza y la gestión de los

ecosistemas para el crecimiento económico, 3-5,
26-27

en la gestión de las conservaciones namibias, 118-119,
120-121

obstáculos a la mejora de los ingresos ambientales de
los pobres, 4, 28

obstáculos a la participación, 71, 91
presupuestos participativos, 75
relación con la pobreza, 4,5
en los procesos de documentos de estrategias de

reducción de la pobreza, 164-165, 169, 170
estrategias para mejorar la participación, 87-88, 91-92
en el proyecto de gestión de bosques en Tanzania, 133
Ver también Gobernanza

Productividad de los ecosistemas, 17, 18, 44, 80, 99
Productos forestales no madereros, 17-18, 46, 47-48, 69
Productos orgánicos, 94-95, 100-101
Programa Indo-Alemán de Desarrollo de Cuencas

consecuciones, 124, 125, 127-129, 130
desarrollo del, 124-125
distribución de beneficios, 129-130
efectos económicos, 125, 127, 129
perspectivas de futuro, 130
inducciones a la participación, 125
lecciones aprendidas de la experiencia de, 130
estructura y procesos de gestión, 125-126, 129, 130
necesidad de, 124
resultados para las mujeres, 128-129
requisitos para la participación, 125
deficiencias, 124, 129, 130

Programas de cultivo externo, 104
Programas de retribución por servicios ambientales, 105-109
Propiedad, posesión y regulación de la, 119

causas del fracaso en la reforma, 86-87
derechos comunales, 59-60, 87
tendencias conceptuales, 56
ingresos ambientales en relación con la, 86
requisitos y protecciones legales, 76
áreas marinas gestionadas localmente, 144-145, 147-148
obstáculos a la mejora de los ingresos ambientales de

los pobres, 3-4, 19
retribución por servicios ambientales y, 108
estrategias de reducción de la pobreza, 62, 83-87
en documentos de estrategias de reducción de la

pobreza, 167-168
proyecto de gestión de bosques en Tanzania y, 137
costes de transacción, 85-86
Ver también Recursos mancomunados, Tenencia

Proyectos de traslado, 72

R
Recursos mancomunados

tenencia comunitaria y, 60
ingresos ambientales, 13, 39-41
áreas marinas gestionadas localmente, 144-145
principios de gestión, 61
Objetivos de Desarrollo del Milenio y, 158
aprovisionamiento y acceso, 40-41
seguridad de la tenencia, 19-23
la tragedia de lo común, 60
tipos de, 13

Red LMMA, 148-149
Regeneración de bosques en Tanzania (Proyecto HASHI)

logros, 89, 131, 134-135, 136
distribución de beneficios, 135-136
financiación y apoyo técnico, 131, 132
perspectivas de futuro, 136-138
geografía y medio ambiente, 131
objetivos, 131
lecciones aprendidas de la, 137
desarrollo del programa, 131-132
defectos, 135-136
prácticas comunitarias tradicionales en, 132-133

Regulación medioambiental, resultados negativos de la, 25
Reino Unido, 116, 139

Departamento para el Desarrollo Internacional, 36
Remesas, 28
Responsabilidad

en los procesos democráticos, 69
en la gobernanza, 64, 69, 73
necesidades de información para la, 73-74
en los Objetivos de Desarrollo del Milenio, 154, 157

S
Salud

acceso a la atención médica, 20-21
cambio climático y, 22
como bien económico, 20
riesgos ambientales para las poblaciones pobres, 13-

16, 20, 20-22, 21-22
enfermedad como causa de pobreza, 20
enfermedades infecciosas, 22
en relación con la desnutrición, 21
enfermedades transmisibles por vectores, 22

Samoa, 93
Sector privado

inversión extranjera directa, 29
acuerdos con comunidades rurales, 101-104
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criterios de inversión sociales y medioambientales, 110
Senegal, 18, 99
Shinyanga, Tanzania. Ver Regeneración de bosques en
Sida/VIH, 10-11, 22
Sistema legal, 76-77
Socios en el Desarrollo Comunitario de Fiji, 147
Sri Lanka, 167-168, 169
Sudáfrica, 66-67, 93, 104

economía agrícola, 45
recursos mancomunados, 41
ingresos ambientales, 38, 39

Suecia, 116

T
Tailandia, 86

ingresos ambientales, 35, 48
Taiwán, 35
Tala ilegal en Indonesia, lucha contra la

resultados, 139, 140-143
fundamentos, 139, 140, 141
papel de las organizaciones no gubernamentales, 139,

140
estrategias para la, 139
formación para la, 140
efectos negativos no deseados, 141-142

Tanzania, 14, 22, 66, 99
ingresos ambientales, 49
sistema de tenencia de la tierra, 86, 86
uso de leña, 47, 52
Ver también Regeneración de bosques en Tanzania

(Proyecto HASHI)
Telapak, 139, 140, 141, 142
Tendencias de globalización, 28, 56, 110
Tenencia

beneficios de la reforma, 83, 85-86
recursos mancomunados, 19-23, 59-61
tendencias conceptuales, 56
descentralización del gobierno y, 56, 86
definición, 56, 58
tendencias de sistemas duales, 60-61
efectos de la inseguridad de la tenencia, 56-57
inversión medioambiental y, 57-59, 86

fallos de la reforma, 86-87
en los ecosistemas forestales y marinos, 58, 59, 84, 85
globalización y, 56
importancia de la, 19, 57
Objetivos de Desarrollo del Milenio, 159
derechos sobre pastos, 61
reducción de la pobreza y, 59, 62, 83
en documentos de estrategias de reducción de la

pobreza, 167-168
presión para la reforma, 61-62
derechos y obligaciones, 56, 58
el papel del Estado en el establecimiento de la, 93
relaciones sociales y, 56
sistemas tradicionales, 58, 60-61, 83-85

U
Ucunivanua, Fiji. Ver Fiji, gestión de pesquerías en 
Uganda, 16, 25, 75, 97

descentralización del gobierno en, 88-89
sistema de tenencia de la tierra, 85, 86

Unión Europea, 116
Universidad del Pacífico Sur, 145, 146

V
Vietnam, 75

tendencias de pobreza, 10  
Vigilancia medioambiental, 96-97

Objetivos de Desarrollo del Milenio, 154, 156-157,
158, 159

en los documentos de estrategias de reducción de la
pobreza, 166, 170

Z
Zambia

documentos de estrategias de reducción de la
pobreza, 167, 169, 170

uso de leña, 47
Zimbabwe, 77, 105

ingresos agrícolas, 39
recursos mancomunados, 40
ingresos ambientales, 37




